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P R E F A C I O D E L A S E G U N D A E D I C I O N 

La primera edición de este libro ha sido impresa 
en los Anales de la Universidad de Pisa, en el año 
1875-1876, y formaba parte integrante de la obra pu-
blicada bajo el título de Estudios sobre los efectos in-

. ternacionales de las sentencias y demás actos judi-
ciales (parte primera, materia civil; parte segunda, 
materia penal). Considerando la diferencia de las ma-
terias tratadas en esas dos partes, liemos preferido en 
esta segunda edición, publicarlas por separado, cam-
biando el título de esta segunda parte de nuestro estu-
dio primitivo, para indicar de un modo más exacto las 
materias que en ella se tratan. De este modo, ha sido 
más fácil ordenar nuestra obra y darle más extension 
sobre ciertos puntos. 

Las ediciones hechas en esta segunda edición se 
refieren principalmente á la primera parte y son las 
siguientes: 

E L CAPÍTULO P R I M E R O . — De la ley penal relativa á 
los delitos cometidos en el territorio. Este capítulo 
no existe en la primera edición. Sin embargo, un gran 
número de cuestiones en él tratadas se encontraban 
explicadas en la parte relativa á la extradición. 

EL CAPÍTULO I I i . — D e la expulsion del extra?ijero 
constituye otra adición. Algunos puntos solamente. 
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relativos á la materia, se encontraban examinados en 
el último capítulo de la segunda parte. 

EL CAPÍTULO V I L — C o n s i d e r a c i o n e s históricas, et-
cétera, es completamente nuevo y también íaltaba en 
la edición primera el texto de las leyes vigentes que 
ahora se insertan á continuación de ese capítulo. 

En los demás no se ha hecho modificación alguna; 
han sido reimpresos, tales como habían sido publicados 
ántes que el ministro Mancini hubiese presentado á la 
Cámara italiana el proyecto de Código penal. 

En la segunda parte hemos hecho mención de los 
convenios de extradición, concluidos por Italia desde 
la publicación de este libro, es decir, los celebrados 
con Portugal y Grecia. Hemos completado además el • 
capítulo tercero por una noticia sobre las leyes vigen-
tes en diversos países, de que en la edición anterior 
no se hablaba y hemos colocado al fin de la segunda 
parte el capítulo relativo á las comisiones rogatorias 
(suplicatorios) que en la edición primitiva figuraba en 
la primera parte. 

P . Fiore. 

- T u r i n , O c t u b r e , 187». 

OBJETO DEL P R E S E N T E L I B R O 

DIVISION DE LAS MATERIAS QUE EN ÉL SE TRATAN 

I. E x t e n s i ó n t e r r i t o r i a l d e l a l ey p e n a l . - U . De l i t o s c o m e t i d o s e n »1 t e - r i t o r i o -
I II . Del i tos c o m e t i d o s f u e r a del t e r r i t o r i o . - I V . D i v e r g e n c i a s d e l o s a u t o r e s . " -
\ . J u r i s d i c c i ó n e x t r a t e r r i t o r i a l — V I . D i v i s i ó n d e e s t a o b r a . 

I. Las cuestiones relativas al derecho de castigar y á la 
mayor ó menor extensión de este derecho son graves é intere-
santes por lo que directamente se refiere á la libertad indivi-
dual. Por eso escribía con razón Brocher: «La filosofía social 
promueve bien pocas cuestiones tan graves como ésta de que 
son objeto los principios fundamentales del derecho penal.» 
Por lo demás, las cuestioues que se refieren al derecho que 
tiene un Estado á reprimir delitos cometidos fuera del territo-
rio de su propia jurisdicción d á j u z g a r de nuevo á individúes 
que por consecuencia de un delito han sido ya juzgados y cas-
tigados por los tribunales de otro país, son difíciles no sólo por 
razón del principio que puede servir para resolverlas, sino 
también por razón de las dudas que pueden elevarse con mo-
tivo de la aplicación de estos principios. 



II . Todos los autores se hallan (le acuerdo en admitir que 
los delitos cometidos-en el territorio se hallan sujetos al impe-
rio. absoluto de la ley penal, que se aplica indistintamente lo 
mismo en el caso eti que el autor del delito es nacional , que 
cuando dicho autor es un extranjero. E l principio de que las 
leyes penales y aun las de policía y seguridad pública, obligan 
á todas las personas que habiten siquiera sea temporalmente 
en el territorio de un Estado ; se halla admitido en todas las 
legislaciones. 

III. La divergencia de opiniones comienza áaparecer cuan-
do se trata de decidir en qué sentido la ley penal debe consi-
derarse como territorial exclusivamente. ¿Debe admitirse que 
todo hecho delictuoso cometido fuera de las fronteras escapa 
con pleno derecho á la acción de esta ley, ó por el contrario, 
que la ley puede aplicarse á los individuos que vinieren á re-
sidir en el territorio áun habiendo cometido ánte3 el delito en 
el extranjero? En la solucion de este grave problema no sólo 
hay grandes disensiones entre los autores, sino que difieren 
también los principios consagrados por las leyes positivas. 
Bastará para que se comprenda cuán grandes son las incerti-
dumbres en esta materia, recordar que en Italia donde se pro-
para después de largos estudios, el Código penal, los cuatro 
proyectos diferentes que sucesivamente se han redactado, ofre-
cen notables diferencias respecto á los principios de derecho 
penal internacional. 

IV. La mayor parte de los autores admiten que no se'puede 
en principio rebajar de una manera absoluta el imperio de la 
ley penal á los límites territoriales del Estado, y que no sería 
bastante para la seguridad pública ni para la defensa jurídica 
una legislación que no reprimiese los hechos penables cometi-
dos en el extranjero, que hubieran podido ó que pudieran p o r 
consecuencia turbar el orden social en el iuterior del Estado. 
Pero cuando se t ra ta de determinar los casos en que debe ad-
mitirse la autoridad extraterritorial de la ley penal, y las con-
diciones de la aplicación de la ley nacional á los delitos come-
tidos en el extranjero, el acuerdo entre los autores se hace di-
fícil. Nos proponemos discutir esta cuestión controvertida, y 
establecer los principios generales que sirven para fijar los lí-

mites en que debe restringirse la autoridad extraterritorial de 
l a ley penal. 

V. Esta.cuest ión se relaciona con aquella otra de la jur is -
dicción territorial del magistrado respecto á los delitos come-
tidos en el extranjero, y por lo mismo trataremos á la vez de 
esto. Además, la acción pública nace de que el acto penable 
sea calificado como tal por el legislador, y cuando se t ra ta de 
decidir si el- magistrado nacional t iene'ó no tiene jurisdicción 
respecto á los delitos cometidos en el extranjero, todo consiste 
en que se' admita ó 110 la autoridad extraterritorial' de la ley 
nacional con relación al hecho criminal. 

VI. Para proceder con órden, dividiremos toda la materia 
en dos partes. 

En la primera determinaremos las relaciones jurídicas en-
tre la ley penal y .e l territorio en los casos controvertidos. Ve-
remos después si debe admitirse una extensión extraterritorial 
de la ley penal, y diremos cuáles son los principios que pueden 
servir para determinar los límites de esta extensión. A conti-
nuación nos ocuparemos de la autoridad de la sentencia penal 
fuera del territorio en que ha sido pronunciada, y examinare-
mos la cuestión de si la cosa juzgada en materia penal puede 
servir de base para una excepción dirigida á impedir una nue-
va instancia. Veremos, además, cuáles pueden ser los efectos 
de las sentencias penales fuera del territorio en que se dan, en 
tanto 'que modifican la capacidad jur ídica del condenado, agra-
vando su situación en el caso de reincidencia, ó bien dando 
lugar á su persecución por causa de una . acción civil cual-
quiera. Daremos sucintamente como últimas palabras de esta 
primera parte nociones históricas sobre los diversos sistema? 
consagrados en las leyes penales de los países más impor-
tantes . • 

En la segunda par te nos ocuparemos de la extradición, en 
tauto que es complemento necesario de la penalidad y del pro-
cedimiento internacional, y después de haber dado"nociones 
históricas sobre la materia, discutiremos el fundamento jur í -
dico de la extradición, examinando después con cuidado las 
condiciones legales á que debería estar subordinada la obliga-
ción de entregar el malhechor fugitivo, tratando de las excep-



4 D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

ciones que pueden derivarse de la nacionalidad del individuo 
reclamado, y de la naturaleza del hecho por razón del cual la 
extradición se pide, y por conclusión hablaremos también de 
las formas de procedimiento empleadas contra el fugitivo en 
país extranjero, de las excepciones que pueden presentarse, de 
los actos de instrucción, y Analmente do his comisiones roga-
torias. 

P R I M E R A P A F ( T E 

DEL DERECHO PEN. iL RELATIVO í LOS DELITOS COMETIDOS 
en el extranjero . 

C A P I T U L O ! . 

De la ley penal relativa á los delitos cometidos en el territorio. 

V i l . A u t o r i d a d do l a l e y p e n a l r e l a t i v a m e n t e á los d e l i t o s c o m e t i d o s e n e l t e r r i t o -
r i o .—VII I . D i f i c u l t a d e s i n h e r e n t e s á e s t a m a t e r i a —IX. C a s o s q u o e x a m i n a . — 
X. De l i t o s c o m e t i d o s en u n n a v i o e n a l t a m a r . — X I . D e l i t o s c o m e t i d o s en a g u a s 
t e r r i t o r i a l e s . — X I I . C o n d i c i o n j u r i d i c a d e u n b u q u e en l a s a g u a s t e r r i t o r i a l e s 
e x t r a n j e r a s . — X I I I . N u e s t r a o p i n i o n . — XIV. P r o c e d i m i e n t o q u e d e b e s e g u i r s e 
c o n l o s b u q u e s d e g u e r r a d e u n a n a c i ó n a m i g a . — X V . B u q u e s do g u e r r a q u e 
e j e c u t a n a c t o s d e h o s t i l i d a d — X V I . J u r i s d i c c i ó n s o b r e l o s b u q u e s m e r c a n t e s ex-
t r a n j e r o s . — X V I I . P r á c t i c a v i g e n t e e n I t a l i a . — X V I I I . E n F r a n c i a — X I X . E n 
I n g l a t e r r a . — X X • E n l o s E s t a d o s - U n i d o s d e A m é r i c a . — X X I . B u q u e q u e h a r e -
c ibido á b o r d o u n f u g i t i v o f u e r a d e l a s a g u a s t e r r i t o r i a l e s . — X X I I . O p i n i o n e s 
d i f e r e n t e s r e s p e c t o á l a e x - t e r r i t o r i a l i d a d d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X I I I . 
N u e s t r a o p i n i o n . — X X I V . D o c t r i n a d e P e r e t i u s . — X X V . A r g u m e n t o s en a p o y o 
d e n u e s t r a o p i n i o n . — X X V I E x c e p c i o n e s . — X X V I I . C r i m i n a l q u e se r e f u g i a e n 
c a s a d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X V I I I . P r o c e d i m i e n t o — X X X I X . De l i t o s c o -
m e t i d o s e n l a c a s a d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X X . De l i t o s c o m e t i d o s p o r l o s 
s o l d a d o s de u n e j é r c i t o q u e o c u p a u n p a í s e x t r a n j e r o . — X X X I . De l i t o s c o m e t i -
d o s en l o s p a í s e s en q u e l o s C ó n s u l e s t i e n e n j u r i s d i c c i ó n p e n a l s o b r e l o s n a c i o -
n a l e s . — X X X I I . R e g l a s v i g e n t e s e n I t a l i a . — X X X I I I . D e l i t o s c o m e n z a d o s e n u n 
p a í s y c o n s u m a d o s e n o t r o . — X X X I V . A c t o s p r e p a r a t o r i o s y a c t o s d e e j e c u c i ó n . 
— X X X V . A c t o s d e p e r p e t r a c i ó n . # 

VII. El imperio de la ley penal sobre todos los habitantes 
del territorio e:\ que se halla vigente, es cierto é indiscutible. 
Algunos autores han querido hacer uña distinción en lo que 
se refiere á los extranjeros, pretendiendo que éstos deben res-
ponder de los delitos propiamente dichos, qyÁa necerit alia Isx 
Romee, alia Athenis] pero que en manera alguna debe conside-
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ciones que pueden derivarse de la nacionalidad del individuo 
reclamado, y de la naturaleza del hecho por razón del cual la 
extradición se pide, y por conclusión hablaremos también de 
las formas de procedimiento empleadas contra el fugitivo en 
país extranjero, de las excepciones que pueden presentarse, de 
los actos de instrucción, y Analmente de las comisiones roga-
torias. 

P R I M E R A P A F ( T E 

DEL DERECHO PEN. iL RELATIVO í LOS DELITOS COMETIDOS 
en el extranjero . 

C A P I T U L O ! . 

De la ley penal relativa á los delitos cometidos en el territorio. 

V i l . A u t o r i d a d do l a l e y p e n a l r e l a t i v a m e n t e á los d e l i t o s c o m e t i d o s e n e l t e r r i t o -
r i o .—VII I . D i f i c u l t a d e s i n h e r e n t e s á e s t a m a t e r i a —IX. C a s o s q u o e x a m i n a . — 
X. De l i t o s c o m e t i d o s en u n n a v i o e n a l t a m a r . — X I . D e l i t o s c o m e t i d o s en a g u a s 
t e r r i t o r i a l e s . — X I I . C o n d i c i o n j u r í d i c a d e u n b u q u e en l a s a g u a s t e r r i t o r i a l e s 
e x t r a n j e r a s . — X I I I . N u e s t r a o p i n i o n . — XIV. P r o c e d i m i e n t o q u e d e b e s e g u i r s e 
c o n l o s b u q u e s d e g u e r r a d e u n a n a c i ó n a m i g a . — X V . B u q u e s do g u e r r a q u e 
e j e c u t a n a c t o s d e h o s t i l i d a d — X V I . J u r i s d i c c i ó n s o b r e l o s b u q u e s m e r c a n t e s ex-
t r a n j e r o s . — X V I I . P r á c t i c a v i g e n t e e n I t a l i a . — X V I I I . E n F r a n c i a — X I X . fin 
I n g l a t e r r a . — X X • E n l o s E s t a d o s - U n i d o s d e A m é r i c a . — X X I . B u q u e q u e h a r e -
c ibido á b o r d o u n f u g i t i v o f u e r a d e l a s a g u a s t e r r i t o r i a l e s . — X X I I . O p i n i o n e s 
d i f e r e n t e s r e s p e c t o á l a e x - t e r r i t o r i a l i d a d d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X I I I . 
N u e s t r a o p i n i o n . — X X I V . D o c t r i n a d e P e r e t i u s . — X X V . A r g u m e n t o s en a p o y o 
d e n u e s t r a o p i n i o n . — X X V I E x c e p c i o n e s . — X X V I I . C r i m i n a l q u e se r e f u g i a e n 
c a s a d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X V I I I . P r o c e d i m i e n t o — X X X I X . De l i t o s c o -
m e t i d o s e n l a c a s a d e u n M i n i s t r o e x t r a n j e r o . — X X X . De l i t o s c o m e t i d o s p o r l o s 
s o l d a d o s de u n e j é r c i t o q u e o c u p a u n pn i s e x t r a n j e r o . — X X X I . De l i t o s c o m e t i -
d o s en l o s p a í s e s en q u e l o s C ó n s u l e s t i e n e n j u r i s d i c c i ó n p e n a l s o b r e l o s n a c i o -
n a l e s . — X X X I I . R e g l a s v i g e n t e s e n I t a l i a . — X X X I I I . D e l i t o s c o m e n z a d o s e n u n 
p a í s y c o n s u m a d o s e n o t r o . — X X X I V . A c t o s p r e p a r a t o r i o s y a c t o s d e e j e c u c i ó n . 
— X X X V . A c t o s d e p e r p e t r a c i ó n . # 

VII. El imperio de la ley penal sobre todos los habitantes 
del territorio e:\ que se halla vigente, es cierto é indiscutible. 
Algunos autores han querido hacer uña distinción en lo que 
se refiere á los extranjeros, pretendiendo que éstos deben res-
ponder de los delitos propiamente dichos, qyÁa necerit alia Isx 
Romee, alia Athenis) pero que en manera alguna debe conside-
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rárseles en el mismo caso que álos nacionales en lo que respec-. 
t a á las leyes de policía local. Sin embargo, como liace observar 
Mancini (1). los extranjeros entrados en el territorio nacional 
y con derecho á ser protegidos por las leyes, t ienen en cam-
bio de este derecho el deber ele conocerlas y respetarlas todas 
indistintamente, cualesquiera que sean su objeto y su natura-
leza. Las dudas que podrían surgir respecto á la autoridad 
territorial de la ley penal pueden nacer de la dificultad que 
generalmente se ofrece para determinar el etmeepto jurídico 
del territorio en sus relaciones con la soberanía. 

VIH. En efecto: territorio no quiere decir solamente el es-
pacio comprendido en los límites del Estado, sino también otros 
lugares en que la soberanía ejerce su dominio, su autoridad y 
su jurisdicción. Puede suceder que algunos de estos lugares 
se encuentren en el territorio real de otro Estado, y en este 
caso el ejercicio de los derechos de las dos soberanías pue-
de hacer aparecer un conflicto; por lo que se ve la necesidad 
de determinar los principios según los cuales deberá ejercerse 
en este caso la represión de los delitos, 
«r IX. Un caso digno del más concienzudo examen es el del 
delito que se cometa en un barco extranjero ó en la casa de un 
agente diplomático, y también el de un delito cometido por un 
malhechor que, perseguido por las autoridades locales, l lega 
á refugiarse en el barco extranjero ó en la casa de un agente 
diplomático. Otro caso digno de exámen es el de un hecho pu-
nible cometido en el lugar en que un ejército extranjero se en-
cuentra acampado ó en cantones, ó bien en un territorio ex-
tranjero en que los Cónsules tienen jurisdicción en materia 
penal. 

"X. Por lo que hace á los delitos cometidos en los buques, 
debe hacerse una distinción muy importante entre los cumpli-
dos en alta mar y los cumplidos en las aguas territoriales de 
un Estado, ó en un puerto extranjero en que dicho buque ha 
echado el ancla, y áun entre los que tienen lugar en un buque 
de guerra y un buque mercante (2). Ninguna dificultad séria 

(1¡ I n f o r m e s o b r e el P r o y e c t o del C ó d i g o p e n a l i t a l i a n o , p r e s e n t a d o á l a C á m a -
r a d e D i p u t a d o s e n l a s e s ión d e '25 d e N o v i e m b r e d e 1878. 

(2) l , a m e j o r r e g l a p a r a r e s o l v e r l a c u e s t i ó n d e si l o s p a q u e b o t s q u e l i acen el 

puede promoverse cuando el delito se ha cometido en alta mar, 
bien sea en un navio de guerra , bien en un buque mercante., 
porque en efecto, los buques se hallan .entónces sometidos al 
imperio exclusivo de las leyes del Estado que les presta su na-
cionalidad, y es evidente que no habrá ninguna otra legisla-
ción que aplicar, sino aquella propia de la nacionalidad del 
buque. 

XI.. Pero en cuanto á l o s delitos cometidos en aguas ter-
ritoriales de otros Estados, puede preguntarse si deben hallar-
se sometidos á la jurisdicción penal del Estado limítrofe ó á la 
del Estado á que el buque pertenece. 

Se admite sin contradicción que el Estado tiene un poder 
absoluto de policía sobre toda la extensión de su territorio. Se 
admite también por todo el miindo, que el Estado tiene juris-
dicción sobre las aguas territoriales; y la extensión de estas 
aguas, que ha variado en las diferentes épocas, parece hoy ya 
fijada generalmente en tres millas desde la costa, ó bien el 
fuego de un cañón de alcance máximo. 

La cuestión, sin embargo, consiste en saber si los derechos 
de soberanía en las aguas territoriales deben determinarse 
según los mismos principios, tanto en el caso en que se t rate 
de relaciones de derecho internacional público, propiamente 
dicho, como en el caso en que se trate de relaciones de dere-
cho internacional penal. En realidad, nos parece que, exami-
nando bien la naturaleza y el fin del poder, de policía y el po-
der de jurisdicción del Estado, debe establecerse una diferen-
cia. La extensión dé l a frontera marítima hasta la distancia de 
un tiro de cañón, se halla admitida por todos los Estados civi-
lizados, por dos razones bien concretas. La da la defensa y la 
de la seguridad del Estado limítrofe. Si se diese la misma ex--
tensión á la jurisdicción penal, se deduciría de aquí que la ley 
penal del Estado limítrofe debería aplicarse á todos los buques 
extranjeros que atravesaren las aguas comprendidas en la fron-

s e r v i c i o d e t r a s p o r t e d a l o s c o r r e o s d e b e n a s i m i l a r s e á l o s b u q u e s d e g u e r r a ó á l o s 
m e r c a n t e s , e s l a c o n s a g r a d a en el t r a t a d o p o s t a l d e 4 d e S e t i e m b r e d e 1860 e n t r e 
F r a n c i a é I ta l ia . S e g ú n l o s t é r m i n o s d e e s t e c o n v e n i o , el n a v i o e m p l e a d o p a r a el 
c o r r e o se c o n s i d e r a r á b u q u e d e g u e r r a p e r t e n e c i e n t e al E s t a d o , fletado p o r c u e n t a 
d e l F.s tado, ó á lo m e n o s s u b v e n c i o n a d o p o r el G o b i e r n o . 



tora marítima de este Estado, lo que no tiene razón alguna de 
ser. La necesidad de la protección jurídica ó del orden interior, 
que sirve para justificar la entrega del individuo, que habien-
do atentado á un derecho protegido por la l e t , alarma á los 
ciudadanos honrados y turba el orden social, no se encuentra 
cuando se trata de delitos que por razón de la distancia de la 
costa en que se cometieren, no h a n podido causar alarma al-
guna. Xos parece desde luego á propósito consagrar la regla de 
* ;ue en el caso en que un delito se hubiera cometido en las 
aguas territoriales de un Estado, pero á distancia suficiente 
para excluir toda posibilidad de que los habitantes de la costa 
hayan podido ser testigos oculares del hecho reprensible; este 
delito, en cuanto á la represión, debe considerarse como co-
metido en alija mar. Desde luego la autoridad de policía del 
"¡stado limítrofe se extenderá ciertamente á los puertos, á las 
playas, y á todas las partes del mar contiguas á la orilla, en 
las cuales sea posible distinguir los hechos delictuosos, de ma-
nera que se pueda se;1 testigo de ellos.. Los delitos cometidos 
fuera de estos límites deberán considerarse, repito, en cuanto á 
sus consecuencias penales, como delitos cometidos en alta mar . 

XII. En lo que toca á los delitos cometidos en los puertos 
y en aguas vecinas á la costa, todo el mundo admite que el 
Estado se halla autorizado para ejercer su autoridad represiva, 
sin distinguir si los autores de estos delitos son nacionales 
ó ex-"aajeros; pero sin embargo, como el navio se considera 
parte del territorio d<*l Estado de que depende, y por esta cau-
sa se halla regido por las leyes de dicho Estado, se ha discu-
tido largamente para saber si conserva su territorialidad en el 
caso de que se encuentre en un puerto extranjero. Algunos 
Autores lo lian negado, sobre todo en lo que respectaá los na-
vios mercantes, fundándose en que estos navios se hallan so-
metidos á la soberanía local que se extiende por el puerto, y 
que diciendo que conservan su.territorialidad debería también 
suponerse que se hal lan bajo el imperio de la soberanía nació-
nal, y que desde luégo debería admitirse el ejercicio simultáneo 
de los derechos de las dos soberanías en un mismo sitio (i). Si 

(1) G o m p a r . . ! en s i s ó n : Discurso acerca de la conducta del Gobierno de la Gran Bretaña 

estos autores han aceptado poco después el principio contra-
rio, en lo que hace á los navios de guerra, es sólo porque estos 
buques representan directamente la soberanía y están por co-
mún acuerdo exceptuados de la jurisdicción civil y criminal 
del país, en que se hallan transitoriamente. 

XIII . Parécenos que adoptando la opinión admitida por to-
dos los autores de que los buques mercantes en alta mar for-
man parte del territorio del Estado, á que pertenecen, no debe-
ría considerarse.perdida esta prerogativa tan pronto como en-
tran en aguas territoriales de un Estado, ó arrojan el áncora en 
un puerto, tanto más. cuanto que el conflicto entre las dos so-
beranías es más bien aparente que real (1). Se puede en efec-
to considerar el buque en su individualidad, aisladamente y 
haciendo abstracción de cuanto le rodea, ó bien considerarle 
en sus relaciones exteriores con las personas ó las cosas, que se 
encuentran en las aguas territoriales. Bajo el primer punto de 
v í s tase halla «enteramente sometido á la soberanía nacional 
que, por sus leyes, rige á las personas que allí están embarca-
das, regula los actos que se ejecutan á bordo y provee al man-
tenimiento de la disciplina, lo mismo que á la represión de los 
delitos que se cometan. Bajo el seguifdo punto de vista, por el 
contrario, el buque se halla sometido á la soberanía territorial, 
que con sus leyes se extiende á todas las relacionas exteriores, 
que entran en sus aguas territoriales, del mismo modo que 
ejerce su imperio sobre todas las personas, y sobre todas las 
cosas que se encuentran eu el territoríb qlie le está sometido. 
Desde luégo el derecho del soberano territorial no puede ex-
tenderse hasta el punto de atribuirle la facultad de ingerirse 
en los negocios interiores del buque, excepto en los casos vde 
necesidad absoluta en interés de la seguridad y de la tranqui-
lidad del puerto (2). Por el contrario, sería peligroso y poco 

respecto á las naciones neutrales — L a r n p r e d i : be las relaciones de los países neutrales, i, 
§ 10.— \ z u n ¡ , Derecho marítimo, 1.1, c a p . 5 o , a r t . T . 

(1) C o m p a r . H u b i i e r , De la ocupacion de buques neutrales.—fíe R a y a e v a l , De la li-
bertad de los mares.—Ortolan, Diplomacia de la mar, t i t . 11, c ap . 10. — C a l v o , Derecho 
'vternacional, § 538 y s i g u i e n t e s . 

(2) C o m p á r e s e el c a s o del n a v i o a m e r i c a n o Godfrey, H b o r d o del c u a l u n m a r i n e -
ro m a t o en 1833 en el p u e r t o d e "Palermo á u n h o m b r e d e la t r i p u l a c i ó n , con el c a s o 
d e l b u q u e i n g l e s líygia, en el c u a l e n 1870, en el p u e r t o do A n c o n a , so p r o d u j o u n a 



l u c h a e n t r e dos h o m b r e s d e l a * t r i p u l a c i o n . E n e s t a s d o s c i r c u n s t a n c i a s s e r e s p e t ó 
l a j u r i s d i c c i ó n del E s t a d o á q u e el b u q u e p e r t e n e c í a . E n I n g l a t e r r a u n m a r i n o d e 
b u q u e i t a l i a n o Duniele Manin m a t ó á o t r o h o m b r e d e l a t r i p u l a c i ó n , y f u é e n v i a d o 
p o r el T r i b u n a l d e M a i d s t o n e a n t e el T r i b u n a l d e A s s i s e s ; p e r o e s t a ú l t i m a j u r i s -
d icc ión s e dec l a ró i n c o m p e t e n t e p o r q u e el c r i m e n se h a b í a c o m e t i d o f u e r a d e l a j u -
r i sd i cc ión b r i t á n i c a . V é a s e t a m b i é n l a s e n t e n c i a del T r i b u n a l S u p r e m o d e J u s t i c i a 
d e l o s E s t a d o s - U n i d o s d e Mé j i co d e 25 d e F e b r e r o d e 1876, r e f e r i d a ' p o r C l u n e t ; 
Diario del Derecho internacional privado, 1876, p . 413. 

(1) C o m p á r e s e l a d o c t r i n a e s p u e s t a a n t e el T r i b u n a l S u p r e m o d e l o s E s t a d o s -
U n i d o s d e A m é r i c a p o r el P r e s i d e n t e M a r s h a l l e n l a c a u s a d e S c u t t e r E x c h a n g e 
r e f e r i d a p o r P h i l l i m o r e : International law. t . i, p . 4 0 6 . - C a s s - f r a n c , 25 d e F e b r e r o 
d e 1859, a f f . J a l ly , Dalloz, p é r i . 1839, i , p . 83, y l a s e n t e n c i a de l T r i b u n a l d e P a l e r -
m o d e 4 d e J u l i o d e 1885, p o r l a c u a l el b o s s e m a n de l nav io g r i e g o Dcmetriuí f u é 
c o n d e n a d o á t r e s a ñ o s d e p r i s i ón p o r h a b e r s u s t r a í d o e l triaro con q u e d e b i a fletar-
se el b a r c o , en p r e s e n c i a d e l o s a g e n t e s d e l a f u e r z a p ú b l i c a . 

(2 C o m p a r . P h i l l i m o r e : International law, t . 1, p . 399, n ú m . 348; y l a s o b s e r -
v a c i o n e s d e S t o r y s u r el d e c r e t o d e la C o r t e s u p r e m a d e l o s E s t a d o s - U n i d o s d e 
A m é r i c a ( A m e r i c a n R e p o r t s , p . 1151), c i t a d o s p o r P h i l l i m o r e . 
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conveniente que un barco mercante, que entrase en las aguas 
territoriales de un Estado, no se hallase sometido á su juris-
dicción para todos los actos y relaciones exteriores. En efecto, 
las leyes de policía y de seguridad pública obligan á todos 
aquellos que áun fortuitamente se encuentren en el territorio 
sometido á la jurisdicción del Estado (1). Esta doctrina e s t án 
conforme á la verdad, que los buques de guerra aunque no 
sujetos á la jurisdicción territorial porque representan el Es-
tado á que pertenecen, y porque en razón á su destino no tienen 
relaciones exteriores, cuando se hallan obligados á tener se-
mejantes relaciones, vienen á estar sometidos á dicha jurisdic-
ción. Por esto se hallan obligados á observar los reglamentos 
sanitarios y las leyes relativas al lugar, á la distancia del 
muelle, al modo de cargar y descargar las municiones y á 
otras materias análogas. 

XIV. Vamos á examinar especialmente cómo podrá proce-
derse á la busca de un criminal que llega á refugiarse á bordo 
de un buque extranjero. Cómo, según costumbre m u y an-
t igua y umversalmente extendida (2), los buques de guerra 
deben considerarse como u n a fortaleza flotante del Estado á 
que pertenecen, y desde' luego como una parte de su territo-
rio. resulta claramente que las Autoridades locales no tienen 
el derecho de trasportarse á bordo de ninguno de estos bu-

ques, ni de hacer acto alguno que obligue al capitan á la en-
trega del fugitivo. El capitan tiene el derecho de impedir á todo 
trance á cualquier extranjero subir á bordo, y puede legalmente 
obrar como obraría el comandante de una fortaleza (1), n o p u -
diendo ser obligado á nada por la fuerza. De otro modo, el pa-
bellón y la soberanía sufrirían un ultraje, cuyas consecuen-
cias podrían ser la ruptura de las relaciones recíprocas entre 
los dos Estados. Resulta de aquí, que la única manera de apo-
derarse de la persona del fugitivo consiste en pedir su extra-
dición, empleando todas las formalidades en uso en esta ma-
teria para obtener la entrega de un individuo que se ha refu-
giado en el territorio del Estado, á que el buque pertenece, 

XV. Antes de ir más léjos debemos observar, que todo lo 
que acabamos de decir es exacto, en el caso en qpe el capitan 
del buque de guerra no abuse de sus prerogat iras . Si, por el 
contrario, con el objeto de favorecer un movimiento revolucio-
nario, el capitan -protegiera á los revoltosos, concediéndoles 
asilo, ó tomando á bordo á los fautores del movimiento que 
desde él mantuviesen relaciones con los habitantes del país, ó 
intentare desembarcarlos, no podría prevalerse de los privile-
gios que á su favor se reconocen en tiempo de paz; por el con-
trario, el buque sería tratado como enemigo porque se ha-
brían cometido á bordo verdaderos actos de hostilidad (2). 

XVI. El caso en que lós criminales busquen refugio á 
bordo de los buques mercantes es muy distinto. Destinados 
estos buques al comercio, y en la necesidad por lo tanto de 
ser instrumentos de una série de actos exteriores que los po-
nen en relación con los habitantes del país á que abordan, se 
hallan sometidos, como hemos dicho, á la jurisdicción local, 
excepto en aquello que á su régimen interior se refiera. Es 

(1) C o m p a r . K e n t ' s , Comentarios, v . 1", 157-58.—Reddíe , On marilime internalional 
law, 2 o , 191 .—Orto lan , Diplomacia del mar,\. I o , p . 295 .—Haute feu i l l e , n'istoria del 
Derecho marítimo, 4a p a r t e , c 1". 

(2) V é a n s e l a s d e c i s i o n e s d e l T r i b u n a l d e Aix, 6 A g o s t o 1832, y d e l T r i b u n a l d e 
c a s a c i ó n d e F r a n c i a d e 4 d e S e t i e m b r e d e 1832, y l a r e q u i s i t o r i a d e D u p i n en l a 
c f i u s a c é l e b r e del n a v i o Carlo Alberto (Dalloz, r e p e r t . , v ° . D e r e c h o n a t u r a l , n ú m . 81, 
2" ed ic . , n o t a i " , p . 19). y la c o r r e s p o n d e n c i a d i p l o m á t i c a c a m b i a d a e n t r e el Go-
b i e r n o s a r d o y el d e l a s Dos S ic i l i a s , e n l a c a u s a t a n c o n o c i d a d e C a g l i a r i d e J u n i o 
d e l 57. 
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claro además, que es contrario á los intereses del Estado da r 
asilo á los malhechores, y aun que es un acto reprensible. 
También en el Código-de la mar ina mercante dispone el legis-
lador italiano con razón (art . 371), que «el capitan ó el patrón 
que á c i e n c i a cierta embarquen individuos buscados por la 
justicia por cr imen ó delito, incurr irán en las penas dictadas 
contra los que protejan á las personas perseguidas,» y esta 
desde luégo fuera de duda que las Autoridades locales t ienen 
el derecho de impedir un acto semejante , y podrán obligar al 
capitan ó al patrón á en t regar al fugitivo, ó bien dirigir una 
pesquisa á bordo, y en el caso en que se realizase la hipóte-
sis prevista en el a r t . 371 citado, provocar contra dicho c a p -
tan la aplicación de las penas señaladas en nuestros Codigos. 
Sin embargo, sería.conveniente, antes de dirigir esta pesqui-
sa ó cualquier otro acto de jurisdicción á bordo de un buque 
extranjero, avisar al Cónsul ó á la persona que le represente . 
Por lo demás, esta advertencia preventiva sería de estricto de-
recho en el caso en que este modo de proceder estuviera con- ^ 
sagrado por un convenio celebrado entre las dos potencias. 

XVII . E n Ital ia la práct ica está conforme con los princi-
pios que acabamos de exponer, y que además han sido desen-
vueltos por el Ministro de Jus t ic ia en su circular de 21 de Enero 
de 1865, en que da á las Autoridades judiciales del reino ins-
trucciones sobre los actos que <s» útil ejecutar en los navios 
extranjeros respecto á los delitos cometidos á bordo ó en t ierra 
por la gen te de la tr ipulación. E s t a circular se halla concebi-
da de este modo: I o «Cuando se t r a t a de buques de gue r ra que 
conforme al Derecho de gentes se hal lan exentos cíe la jur is -
dicción local, las Autoridades judiciales del reino no podrán 
ocuparse de la represión de los delitos, que se h a n cometido á 

' bordo, ni proceder á n ingún acto de jurisdicción. 2o E n cuan-
to á los paquebots extranjeros que hacen el servicio de cor-
reos, aunque en principio, y Salvas a lgunas excepciones esti-
puladas en convenios especiales, notablemente con Franc ia , 
no gozan de esta inmunidad , sin embargo, las Autoridades su-
sodichas no deberán intervenir ántes de haber recibido las ins-
trucciones oportunas de este Ministerio, al cual deberán indi-
car lo ocurrido, aunque sea por telégrafo. 3o Si á bordo de los 

buques mercantes extranjeros se produjesen delitos de na tu ra -
leza capaz de turbar la t ranquil idad públ ica en el puerto ó en 
t ierra, en los cuales se hal laran complicadas personas ext ra-
ñas á la tripulación, Sobre todo si son nacionales, tienen dere-
cho las Autoridades judiciales á trasportarse á bordo para pro-
ceder á los actos de instrucción, y áun si hubiere luga r á ello 
á la detención de los acusados. Están esas autoridades investi-
das del mismo derecho cuando uno de los "hombres de la t r ipu-
lación de dicho barco se encuentre en t ierra y cometa un de-
lito. Sin embargo, las Autoridades indicadas ántes de traspor-
tarlo á bordo de dicho buque, deberán informar en tiempo 
hábil á los agentes consulares de las potencias á que pertenez-
can, para que si quieren puedan, á la hora indicada, t rasla-
darse personalmente, ó hacerse reemplazar por un delegado 
para asistir á los actos que allí se lleven á efecto (1).» 

XVII I . E n Francia se han proclamado los mismos princi-
pios por el Consejo de Estado en 20 de Noviembre de 1806. 
«Los derechos de la potencia neut ra l (se ha dicho) deben ser 
respetados lo mismo que si se t r a ta ra de la disciplina interior 
del buque, en la cual no debe ingerirse la Autoridad local siem-
pre que su socorro no h a y a sido reclamado, ó que la t ranqui -
lidad del puerto no se halle comprometida (2).» 

XIX. E n Ingla ter ra esta cuestión ha sido objeto de ins-
trucciones generales dadas á los Cónsules en 1846, y cuyo ar-
tículo 10 está concebido en esta forma: «Los Cónsules quedan 
enterados de que los comandantes de buques mercantes ingle-
ses anclados en los puertos extranjeros no estáñ autorizados 
para dar auxilio á n ingún individuo áun siendo británico que 
para sustraerse y resistirse á las leyes á que por razón de su 
residencia se halla sometido, solicitará -refugiarse á bordo de 
dichos buques. Los Cónsules desde luégo deberán asegurarse , 
cuando las personas que se encuentren en dichas condiciones 

(1) Ci rcu la r n ú m . 674 d e 1835. 
(2) Véas-i t a m b i é n l a O r d e n a n z a f r a n c e s a do 29 d^ O c t u b r e vis 1833 s o b r e l a s 

a t r i b u c i o n e s de l o s C ó n s u l e s e n s u s re lac iones con la m a r i n a m e r c a n t e . — D a l l o z , 
r ep . , v". Tratado internacional, n ú m . 310.—Ortolan, Elementos de Derecho penal, n ú -
m e r o 935. 



sean reclamadas, de que son objeto de un procedimiento legal 
con arreglo á las leyes del país (1).» 

XX. Del mismo modo los Estados-Unidos en los tratados 
que han celebrado cón otros países han admitido estos princi-
pios (2), y no es necesario que hablemos de los demás es-
tados. 

XXI. Puede ocurrir que el navio haya recogido al fugitivo 
en alta mar ó en las 'aguas territoriales de una tercera nación 
y que penetre en seguida teniéndole á bordo en las aguas ter-
ritoriales del país" que busca á este individuo. Pa ra resolver 
la cuestión de si en tales circunstancias se puede proceder al 
arresto del criminal que se encuentra abordo , hagamos obser- , 
var que el derecho de jurisdicción de un Estado en todas las 
partes de su territorio es absoluto. E l navio se halla cubierto 
por el pabellón de su país y continúa sometido á su jurisdic-
ción. áun en los puertos extranjeros, pero únicamente para los 
hechos que se refieran exclusivamente al buque considerado 
aisladamente de todo lo que le rodea, para los actos que no 
tienen relación alguna con el lugar en que se halla anclado, 
ni mucho ménos con los ciudadanos del Estado extranjero. 
Afirmado esto, se hace muy fácil comprender que el hecho de 
entrar en un puerto cuando se lleva á bordo un criminal bus-
cado por la justicia local, es por sí mismo una ofensa hecha á 
los derechos de la soberanía territorial, y cuyas consecuencias 
inevitables son, tan pronto como la noticia se esparce entre el 
público, la alarma, el mal ejemplo y un peligro sopial. Sería 
inconveniente?y peligroso que el pabellón pudiese proteger el 
navio áun en el caso en que éste atente á la tranquilidad y á 
la seguridad del Estado á que aborda, y no se podria entonces 
sin peligro modificar para él el principio tan cierto de que las 
leyes de policía obligan á todos los individuos que se encuen-
tran en el territorio (3). Deducimos de aquí, que según el de-

i l ) S e g ú n F l i i l l imore , Internacional Law, v- 2", § '£.8, p . 282. 
(2) V é a n s e l o s t r a t a d o s con I t a l i a d e 8 d e F e b r e r o d e 18-18, y c o n F r a n c i a d e 

23 d e F e b r e r o d e 1853, a r t . 8o . 
.3) E n l a f a m o s a e u e s t i o n e n t r e F r a n c i a é I t a l i a . r e l a t i v a á l a d e t e n c i ó n e n e l 

p u e r t o d e C.inebra d e l o s b a n d i d o s C i p r i a n o l a G a l a , G i o n a l a G a l a , D o m e n i c o P a -
p a , G i o v a n n i D ' a v a n z o y Ange lo S a r n o , el G o b i e r n o i t a l i a n o a c a b ó p o r a d m i t i r 

recho común debería estar permitido producir á bordo de los 
buques mercantes el arrostro de los criminales perseguidos por 
la justicia que se hállen embarcados, bien en las aguas-terri-
toriales del Estado que los busca, ó bien en otros puertos cual-
quiera. No es esta ocasion de recordar que las reglas que aca-
bamos de exponer no son aplicables á los buques de guerra. 
En efecto, según los principios del Derecho internacional, no 
deberían jamás servir de asilo á los malhechores, y si en con-
tra de esta costumbre ocurriesen casos, se podria pedir cuenta 
al Estado á que perteneciese el buque acerca de la injustifica-
da protección concedida á un condenado por el comandante, y 
solicitar la extradición inmediatamente. 

XXII. Vamos á hablar de los delitos cometidos en el pala-
cio de un Ministro público extranjero (1), y de los cometidos 
en el territorio del Estado por un individuo, que inmediata-
mente se refugia en la residencia de dicho Ministro. Ciertos 
autores (2) han dicho- respecto del Ministro extranjero que 
debe, por consecuencia de una ficción jurídica, suponerse que 
reside en el territorio del Estado que representa, y han admi-
tido en su favor el privilegio de la inmunidad y de la jurisdic-

c o m o t r a n s a c c i ó n l a e n t r e g a d e e s t o s i n d i v i d u o s al E s t a d o f r a n c é s , c o n l a s a l v e -
d a d d e pedi r i n m e d i a t a m e n t e s u e x t r a d i c i ó n , q u e al s e r c o n c e d i d a , d e m o s t r ó q u e 
el a r r e s t o e r a i l ega l . R e s u l t ó e s t o d e t a i m p o r t a n c i a e x a g e r a d a q u e se d i ó al c o n -
v e n i o p o s t a l d e 4 d e S e t i e m b r e d e 1860, c u y o a r t . 7- d i ce a s i : »Los p a s a j e r o s a d m i -
t i o s en los p a q u e b o t s q u e n o j u z g a s e n c o n v e n i e n t e d e s c e n d e r á t i e r r a d u r a n t e l a 

p e r m a n e n c i a e n u n o d e d i c h o s p u e r t o s , n o p o d r á n b a j o n i n g ú n p r r t e x t o s e r s a c a -
d o s d e á bor j lo n i s e r o b j e t o d e p e s q u i s a a l g u - j a . » P ; r o si se h u b i e r a d a d o m á s im-
p o r t a n c i a á los p r i n c i p i o s d e D e r e c h o q u e á l a l e t r a d e l t r a t a d o , n o se h u b i e r a po-
d i d o a d m i t i r q u e e s t a d i spos i c ión f u e s e ap l i cab le en c i r c u n s t a n c i a s t a n excepc io-
n a l e s , y c u a n d o se t r a t a b a d e j e f e s d e b a n d i d o s b u s c a d o s p o r l a j u s t i c i a y p o r el 
p a í s . Las A u t o n d a d e s i t a l i a n a s ¿deb ían p e r m a n e c e r i n a c t i v a s c u a n d o en u n o d e 
s u s p u e r t o s o c u r r í a u n h e c h o -que t a n p r o n t o c o m o l l e g a s e á c o n o c i m i e n t o del p ú - ' 

h u b i e r a s i do s i n d u d a o r i g e n d e g r a v e s d e s ó r d e n e s ? V é a n s e l a s a c t a s del 
P a r l a m e n t o i t a l i a n o , 1863; p. 7 .9 , y los d g c u m e n t o s r e l a t i v o s á e s t a c u e s t i ó n p r e -
s e n t a d o s en 26 d e Ju l i o d e 1863 á l a C á m a r a de D i p u t a d o s d e I t a l i a . 

(1) n a j o la d e n o m i n a c i ó n d e M i n i s t r o e x t r a n j e r o se c o m p r e n d e n t o d o s l o s de le -
g a d o s q u e r e p r e s e n t a n al E s t a d o , b i en s e a n L e g a d o s , E m b a j a d o r e s , M i n i s t r o s ole-
n i p o t e n c i a r i o s g s i m p l e s e n c a r g a d o s d e n e g o c i o s . 

(2) Binkershrcck De foro competenti íegatorum, c a p . 8", § 2 ° — G r o t i u s De jure belli 
el pacis, l i b . 9", c a p . 1 8 - - V a t t e l , El derecho de nenies, l ib . 4», c a p . 7", y n o t a s d e P i n 
h e i r o - F e r r e i - a y d e P r a d i e r - F o d e r é s o b r e e s t e c a p i t u l o — M o n t e s q u i e u , Espíritu de 
las leyes, l ib . 26, c a p . 2 1 , - C o m p a r . el d e c r e t o d e 13 v e n t o s o , año 2° en F r a n c a -
V o e t , l ib . "0, t í t . 7o , De l e g a t i o n i b u s , n ú m . I o . 
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cion penal territorial, queriendo extender este privilegio á las 
personas de la casa que habita. Han añadido que esta inmu-
nidad era precisa al Ministro para asegurarle la independencia 
necesaria en el ejercicio de sus funciones. Estos autores han 
creído deber prescindir de la inmunidad absoluta (1), y reco-
nociendo al Ministro como personalmente inviolable en el ejer-
cicio de sus funciones, han admitido que debería hallarse so-
metido á la jurisdicción penal territorial si abusase del carác-
ter de que estaba revestido hasta el punto de conspirar contra 
el Estado ó de atentar contra la seguridad pública. 

XXIII . Una opinión que nos parece preferible es aquella de 
otros autores (2), según los cuales no es necesario para ase-
gurar la inviolabilidad deí Ministro concederle la inmunidad 
de la jurisdicción territorial pn el caso en que se haga culpable 
de crímenes. Sin duda puede considerarse como necesaria para 
asegurar la seguridad personal y la independencia del Minis-
tro y protegerlo contra las violencias;' pero concediéndole la 
irresponsabilidad penal se produciría un atentado contra los 
derechos de jurisdicción que debe tener la soberanía nacional, 
y al mismo tiempo una cosa contraría á los verdaderos intere-
ses de la sociedad, de la justicia y del órden social (3). 

XXIV. Es ta misma doctrina fué enseñada por los antiguos 
jurisconsultos, que supieron apreciar mejor que nosotros la 
verdadera naturaleza de este privilegio. Citemos entre otros á 
Perétius, que después de haber resumido y hecho valer di-
ferentes consideraciones, concluye en esta forma: Existimo 
tamen, inspectarjuris r alione, in delictis nuttam dari fori pr<e$-
criptionem, sed wiümqueúque ubi deliqxút et reperUur come-
ñire ratione pana. c%i se deliuquendo obnoxinm r nec 

11) C o m p a r . Mer l in , r e p . v°. Slinist. público, s e c t . 6 ' , n ú m . 6 .—Barbeyrac , n o t a 
2* a l n i u u . del § 4", cap . 18, lib. 2* de G r o t i u s y s u n o t a s o b r e BynVersha-k y a ci-
t a d a . - T o m a s i u s , Jurisprud. din., l ib . 3°, c a p . 0", § 33. - B u r l a r a a q u i D' A g u e s s e a u , 
sobre l'i Jurisdicción real, t . 5", p . 248-49, 327-28. 

12) E s d i g n a d e l ee r se la i n t e r e s a n t e d i s e r t a c i ó n de H e n r i Cocce ius c i t a d a por 
s u l u j o S a m u e l , q u e a d m i t e l a m i s m a d o c t r i n a e n s u l ib ro t i t u l a d o Jas civile conlro, 

. versum; l ib . 50, t í t . 7°, De legaliombus qumsti, 3", t . 2 o ! p . 749—Bouche l , Bibl. duDe.r. 
franc., v°. Avibassadeur.—\"er&, Trillado del perfecto Embajador, n ú m . 45.—Masslar. f.e-
yalus.—Armaius, fíe jure publico, t . 2o , d i s c . 21, n ú m . -18. 

(3) Pe re t i i P n e l e c t i o n e s in C o d i c e m , l ib . 10, t i t . 63, n ú m ¡0 . 

enim al accusatione immion.es legatos prcestat legationis dignitas 
quam reatú exclusserunt, ne leneficinrn ipsis prastitum incipiat 
esse iniquum et vergat in principis et populi, ad quem mittun-
tur detrimentum. Ideo legati Roma existentes ex delictis in lega-
tione commissis cogwntiir judiciurn íbi subiré, ne illis aut eorum 
domesticis sil impune delinquere, et libere recedere eo quod ni'iil 
pana metmnt (1). 

XXV. Dé lo que acabamos de decir y demostrar resulta 
que la independencia de los agentes diplomáticos en el ejerci-
cio de sus funciones descansa sobre principios racionales, pero 
que en aquello que se reñere á los crímenes, de que podrían 
hacerse culpables en el lugar de su residencia, deberán ser 
juzgados por los Tribunales locales. La ficción jurídica de la 
ex-territorialidad no podría tener por efecto establecer un hecho 
contrario á la verdad y hacer considerar como ausente á ál-
guien que vive efectivamente en medio de nosotros. Desde lué-
go, si el Soberano del Estado representado quisiera evocar el 
derecho de juzgar á su agente diplomático, que se hubiese-he-
cho culpable de un crimen, y pidiese su extradición, á esta 
exigencia se podría oponer una negativa (2). 

XXVI. No admitimos sino una excepción en el caso de de-
litos cometidos en el ejercicio de las funciones públicas, y por 
consiguiente directamente enlazados con los derechos del Es-
tado que representan. Supongamos, por ejemplo, que el Minis-
tro haga uso en su interés personal de documentos diplomáti-
cos, ó que se apropie indebidamente valores ó títulos confiados 
á su custodia. En este caso el Estado que representa debería 
pedir y obtener su extradición por ser el más directamente in-
teresado en castigarle. En este sentido se resolvió la cuestión 
entre Francia é Italia respecto á un italiano encargado del des-, 
pacho de los negocios en la oficina de un Cónsul residente en 

(1) C o m p a r . L e g r a v e r e n d . t . I o , c a p . 1", sec t . 7 a , § 1". Tratado de. legislación cri-
minal.— Or to la iv Elementos de Derecho penal, n ú m . 508 v s i g u i e n t e s . — F a u s t i a - H é l i e . 
lnstrnction criminel, t . 2°, § 127. Mang in , Adi publiq., mira. 79 y s i g u i e n t e s . — P i n h e i -
r o F e r r e i r a , Derecho de gentes, t . 2", § 50.—Calvo, Derecho internacional, £ 159 y si-
g u i e n t e s . — L e r o y , De las legaciones y embajadas, p . 73.—Morin, Leyes relativas á bi 
guerra, t . I o , n ú m . 18. 

(2) Ar l ia , Loi pactos de extradición, p . 22. 
t 



"un puerto de Inglaterra, que se apoderó del dinero de la caja-
y se refugió en Francia, En este caso se fundaba la petición de 
extradición, que fué concedida al Gobierno italiano, en la 
exterritorialidad de las funciones consulares (1). No admi-
tiendo este motivo, sin embargo, debemos decir que lo que en-
tonces se resolvió nos parece aceptable, y que en efecto el E s -
tado que confiere los empleos públicos tiene en primer término 
el derecho de castigar á los empleados que abusen de la auto-
ridad que les ha confiado. 

XXYÍI . En cuanto al derecho que puede tener la sobera-
nía territorial para buscar y detener á los criminales refugia-
dos en la residencia de un Ministro, es fácil comprender que 
no seguimos la opinion de los autores que quisieran hacer de 
esta casa un Estado dentro de otro Estado. Los que así p íen- , 
san han intentado demostrar que si la casa habitada por el Mi-
nistro puede ser objeto de una pesquisa, no sólo se expondrá 
con esto dicho funcionario á vejámenes, sino que se autorizará 
el registro de sus papeles y la violacion de los secretos diplo-
máticos. Nos parece que estas razones y otras análogas que se 
hacen valer con este motivo no pueden en realidad tener otro 
alcance que la conclusión de que si la morada del Ministro 
debe ser especialmente protegida y respetada, es sólo en la 
medida necesaria para dar á este funcionario la independencia 
y seguridad necesarias para el cumplimiento de la misión que 
le está confiada. Admitido que el Ministro convierte su casa en 
asilo de un criminal, y que invitado á ent regar á este indivi-
duo rehusa, ¿se pretenderá que las necesidades públicas de la 
justicia deben sacrificarse al respeto de la ficción jurídica de 
la exterritorialidad? Los derechos de jurisdicción de la sobera-

.nía territorial, en todo su territorio, son inviolables y absolu-
tos, y no es cosa de que se disminuyan para que prevalezca la 
excepción (2). 

XXVIII . Sin embargo, se debería tener en consideración 

(1) C o m p a r . T r e b u t i e n , Derecho criminal, t . 2 o , p . 1 2 1 . - P i n h e i r o F e r r e i r a De-
recho de gentes, 0 . - ¡ I a u s , Derecho criminal, n ú a i . 1 8 2 . - M a n g ¡ u , Act. publig ' t 
n u m . 8 ¿ — F a u s t i n - H é l i e , Tratado de la instrucción caminal, t . 2", § 124 - C a ' v o De' 
techo internacional, § 5 2 i . - P r a d i e r - F o d e r é , Njlas sobre Valtel, l ib. 4o, c 9" - P e c i n a 
Derecho penal, t I o , p . 107. ' ' 

(2) Acción pública, n ú m . 82. 

la alta dignidad de que se encuentra revestido dicho Ministro 
y darle testimonio de las mayores consideraciones ántes dé 
proceder a una visita domiciliaria, de modo que se aciaráran 
todas las dudas que pudieran existir, tanto sobre la grave ne-
cesidad que habia motivado dicha medida, como sobre la mo-
deración 'con que habia sido ejecutada. También, aparte del 
caso de medidas dirigidas á impedir una evasión, v que pue-
den tomarse inmediatamente, pensamos que debería ser obli-
gatorio para las Autoridades locales dirigirse al Ministro de 
Negocios extranjeros para obtener su autorización, y avisar al 
Ministro extranjero mismo para que considerara bien la situa-
ción, y si creía deber obstinarse en no condescender á las in-

• v e s t l g ' a c ' ° » e s de las Autoridades judiciales, pudiera poner en 
lugar seguro sus papeles diplomáticos. 

Después que todo es t ? haya tenido lugar, creemos que las 
Autoridades delegadas para ello pueden comenzar la visita do-
miciliaria, y añadiremos además que cuando en interés de la 
tranquilidad del país y del público fuera necesario obrar pron-
tamente y sm demora, las Autoridades locales deberían-ha-
cerlo sin esperar la autorización del Ministro de Neo-ocios ex-
tranjeros. Así, por ejemplo, si un malhechor perseguido por el 
clamor público se escapase de manos de la fuerza armada, re-
fugiándose en el palacio de un agente diplomático, pensamos 
apoyándonos en la autoridad de Mangin (1), que para a c a b -
os clamores é impedir desórdenes más graves, los agentes po-

dran perseguirle y detenerle en el palacio mismo. 

XXIX De lo que acabamos de decir se desprende que las 
Autoridades locales deben conocer de los delitos cometidos en 
el palacio-del Ministro, áun en el caso en que los acusados fue- • 
sen ciudadanos del Estado que aquel representa. Por lo demás 
no es conforme á la razón ni al derecho que una soberanía ex-
tranjera administre justicia en un edificio construido en el ter-
ritorio del Estado (2). 

S 533 y s i g u i e n t e s . ' P" o 7 - C a l v o . Dercch" ""emocional, 

n l h T Z ^ T m 0 ' ^ DenCh0 CrÍmÍ"k ^ ^-O'tolan, Elementos de 



XXX. Nos falta de.cir una palabra acerca de los delitos co-
metidos en el lugar en que un ejército extranjero se encuen-
tra acampado ó en cantones con consentimiento del Soberano • 
territorial, lín lo que se refiere á los delitos puramente milita-
res y á los delitos de derecho común cometidos en el perímetro 
de las operaciones del cuerpo de ejército por los individuos 
que forman parte de ella, la jurisdicción del Estado á que el 
ejército pertenece debería prevalecer, porque, en efecto, el Es-
tado existe moralmente allí donde se encuentra la fuerza mi-
litar que le representa, y desde luégo puede considerarse como 
ocurrido en su territorio todo aquello que tiene lugar allí don-
de su ejército se encuentra acantonado. En cuanto á los deli-
tos cometidos fuera del perímetro de las operaciones del ejér-
cito. ya sea por los soldados contra sus compañeros de armas, 
ya sea coutra los habitantes, la jurisdicción territorial del Es-
tado no puede discutirse, porque no hay para qué suponer que 
el Soberano que ha dado la facultad de pasar por su territorio 
á un ejército extranjero, haya renunciado tácitamente por este 
hecho á toda jurisdicción penal sobre los soldados que le 
componen cuando se hagan culpables de delitos en su terri-
torio (1). 

Puede también suponerse el caso de que el soldado que ha 
cometido un delito pueda unirse á su cuerpo de ejército ántes 
de^er arrestado por la jurisdicción territorial. Si en este caso 
la Autoridad militar creyese preferible juzgar el delito en con-
sejo de guerra, no sería oportuno solicitar la entrega del de-
tenido, porque se debe en efecto considerar como suficiente para 
proteger los intereses de la sociedad una represión inmediata 
más rigurosa que aquélla que podria cumplir la jurisdicción 
territorial. Si por el contrario el soldado que hubiese cometido 
un delito de derecho común en el perímetro ocupado por el 
ejército, se refugiase en el territorio, del Estado y fuese recla-
mado por la Autoridad militar para ser juzgado por el Consejo 
de guerra, debería ser entregado mucho más en nuestro, sen-

i l i Co tnpa r . Ca lvo , Derecho internacional, § 5 4 7 . — K a u s t l n - H é l i e . Intime. 'crimine!, 

tido, cuando creemos que no sería cuestión de considerar esta 
entrega como una extradición, si el arresto se produce inme-
diatamente en la localidad misma, en que el cuerpo de ejército 
estaba acantonado, áun fuera del perímetro que ocupara. Es ta 
entrega debería más bien considerarse como un acto de poli-
cía basada en la presunción de que el Soberano que ha conce-
dido el delito, ha querido al mismo tiempo asegurar el respe-
to á las leyes que tienen por objeto el mantenimiento de la 
disciplina, y no ha querido que los soldados se viesen privados 
de sus jefes naturales . (1). Pero en el caso de que el soldado 
se refugiase en el interior del Estado, no debería ser entrega-
do sino á consecuencia de una petición regular de extradición. 
El caso se ha presentado en Italia en 1865, época en' que un 
cuerpo de ejército francés ocupaba el territorio romano. Un 
sargento, después de haber cometido un robo y una falsedad 
en escritura pública, desertó, refugiándose en territorio italia-
no. El Gobierno francés solicitó la extradición de este in-
dividuo, que fué concedida y motivada en la forma siguiente: 
«Aunque respecto al sargento S... no hay procedimiento co-
menzado en Francia, se encuentra acusado por la Autoridad 
competente y según las leyes de su país, precisamente como 
si esta acusación se hubiera planteado en territorio francés. E n 
efecto, contra él se ha producido un mandato de detención por 
el oficial del Consejo de guerra del ejército imperial de ocupa-
ción en Roma, consejo cuyos jueces están sometidos á l a apre-
ciación del Tribunal de casación francés como todos los demás 
Consejos y Tribunales del Imperio. Por esta causa no ^odrá 
rehusarse la extradición de S... sin otro fundamento que si 
el documento del cual resulta la inculpación que se le atri-
buye, no ha sido redactado materialmente en territorio de 
Francia (2). 

XXXI. En cuanto á los delitos cometidos en los países ex-

(1) V é a s e Arl ia : Los pactos de extradición, p . 281. 
(2) V é a s e el t r a t a d o d e 6 d e O c t u b r e d e 1825 en l a co lecc ion t i t u l a d a Tratados 

públicos de la Real Casa de Sabaya, t 4", p . 555, y l o s t r a t a d o s d e 24 d e S e t i e m b r e d e 
1862, 25 d e A g o s t o y 26 d e O c t u b r e d e 1 8 ® e n la Coleccion t i t u l a d a Raccolta dei Trat-
tati del Regno d'Italia. 



tranjeros, en que los Cónsules en virtud de las capitulaciones 
tienen jurisdicción en materia penal, hay que referirse á esas 
mismas capitulaciones y á la costumbre para saber cómo debe 
ejercerse lá represión de tales delitos. 

XXXII. Nosotros descartamos toda discusión acerca de las 
Causas que han motivado un estado de cosas tan excepcional. 
Nos contentaremos con hacer constar que nuestros Cónsules 
están autorizados para detener, juzgar y castigar á los italia-
nos, que cometan delitos en Turquía, en los países de Africa y 
de Levante sometidos á Turquía , en Marruecos, en Pe'rsia, en 
el Japón, en la China y en el reino de Siam (1). Desde lu'égo 
si un criminal originario de otro país fuese á refugiarse en esto 
Estado, no sería necesario pedir su extradición por la vía di-
plomática. La Autoridad judicial podria contentarse ron diri-
girse á nuestro Gobierno y solicitar que en virtud de la orden 
de arresto ó de la sentencia condenatoria, el reo sea detenido 
por el Cónsul, y además, en caso de urgencia, los procuradores 
generales y los procuradores del Rey podrán dirigirse directa-
mente á nuestros Cónsules, á excepción de los Principados Da-
nubianos, é invitarles á proceder á la detención del individuo 
que les pertenece, siempre que se trate de un delito de derecho 
común y no de un delito político ó simplemente militar. E n 
todos los casos estos Magistrados deberán avisar al Ministro 
de Justicia en la inteligencia de que al proceder al arresto el 
Cónsul deberán conformarse con las costumbres, y dirigirse á 
las Autoridades locales, si no tiene autorización especial para 
l levar 'á su servicio fuerza armada (2). Haremos observar por 
último, que si un italiano justiciable por nuestros Tribunales 
consulares se refugiase en el territorio de una nación distinta, 
nuestro Gobierno podrá válidamente solicitar su extradición! 

(1) L o s d i s t r i t o s en q u e los Cónsu les i t a l i a n o s t i enen ju r i sd icc ión e n m a t e r i a 
p e n a l s o b r e los n a c i o n a l e s s o n los s i g u i e n t e s : En China Cantón. Shandgai Tien-Tsina-
Japón, Yokohama, HaUiai- Marruecos, Tánger; Persia, Rescht• Reino de Siam Bangkok 
Turquía, C o n s t a i i t i n o p l a , la C a n n é , Janina-Scutari (Albania) , Ronslchouck (Bu lga r i a ) ' 
^ 5''T';°(BüSIIÍa'' Alep Beirouth.Damas(Siria), Jerusalem, tan,acá 
Túnp? t Smyrna (Anatol ia) , Trebisonda, Trípoli (Berbería) , Egipto Alejandría, ye,Cairo 
l u n e z , - T U e s , Rumania, B u c k a r e s t , G a l a t z , Servia, Belgrado. 

(2) Can-ara, Programma, § 150. 

Esta medida tendrá por objeto la entrega del reo en manos del 
Magistrado competente para juzgarlo, y así se ha practicado 
•respecto de Austria en 1875. El Gobierno italiano concedió á 
este país la extradición de. un tal Nicolás Cusiría, subdito aus-
tríaco, que se había hecho culpable de los delitos de estafa y 
abuso de confianza en Alejandría de Egipto. 

XXXIII. En cuanto á los delitos comenzados en un país y 
consumados en otro, el derecho de someter á su autor á las 
leyes penales de uno ú otro Estado, y la competencia del Ma-
gistrado en los casos en que no sean aplicables los principios, 
que afirmaremos en el capítulo próximo, deberá estar determi-
nada según las reglas siguientes: como la ley penal tiene por 
principal objeto la defensa jurídica, la represión penal perte-
nece al Estado sobre el territorio en el cual la ley ha sido vio-
lada. En el caso de un delito comenzado en un territorio y 
consumado en otro, el derecho de represión y la jurisdicción 
penal pueden pertenecer á cada uno de los Estados en el terri-
torio de los cuales haya tenido lugar uno de los actos consti-
tutivos de! delito, siempre que. este acto sea por sí mismo ca-
paz de una represión penal. Para resolver en la práctica esta 
cuestión es necesario distinguir entre los diversos elementos 
del delito y tomar en consideración la ley penal en vigor en el 
territorio en que cada uno de dichos actos constitutivos del 
delito se ha producido. Se pueden en efecto distinguir en un 
hecho delictuoso los actos preparatorios, los actos de ejecución 
y los actos de perpetración. En la hipótesis de que estos actos 
hayan pasado sucesivamente en territorios distintos, el dere-
cho de represión penal y la jurisdicción dependen completa-
mente de la cuestión de saber si se puede ó no se puede atri-
buir á estos actos el carácter jurídico de delitos. Ahora bien; 
como enseña exactamente Carrara (1), «la esencia del delito 
propiamente dicho consiste en la violación de un derecho pro-
tegido por la ley,» y desde luégo es claro que el hecho come-

(1) L l a m a m o s v e r d a d e r a e jecución á la de l del i to , y n o á l a del p r o y e c t o cr imi-
n a l . Desde l u e g o n o se puede cons ide ra r como v e r d a d e r a e jecución el h e c h o de 
c a r g a r el a r m a con in tenc ión de m a t a r , s i no ú n i c a m e n t e como ejecución del p r c -
j e c t o c r imina l y como ac to p r e p a r a t o r i o . 



tido en un país dado, no puede, aunque se refiera al hecho de -
lictuoso, servir para legitimar el derecho represivo sino en el 
caso en que constituya una infracción de las leyes vigentes en 
aquel país. 

XXXIV. Una vez admitida esta regla como doctrina cierta, 
que puede servirnos para determinar cuándo comienza á nacer 
el derecho de represión y de jurisdicción penales, es claro que 
cuando el agente del delito ejecute en un país dado los actos 
preparatorios de este delito> esto no bastará para hacer compe-
tentes á los Tribunales de aquel país, porque el acto prepara-
torio no constituye por sí solo la entidad jurídica, que se llama 
delito por una razón doble: I o Porque no es suficiente para de-
mostrar siempre la intención de ejecutar el delito; y 2o Porque 
áun supuesta tal intención manifestada, bien confidencialmen-
te, bien por acuerdos ó excitaciones, no siendo el acto prepara-
torio un comienzo de ejecución, no realiza la concepción jurí-
dica del delito y no tiene en efecto por resultado la violacion de 
un derecho protegido por la ley. Cuando por el contrario el acto 
ejecutado en un país cualquiera es de tal naturaleza, que con-
duce irrevocablemente á la perpetración del-deli to, y se ha 
ejecutado por el agente con plena voluntad, el derecho de re-
presión penal pertenece al Estado en cuyo territorio el acto ha 
tenido lugar, áun en el caso en que el delito debiera cometer-
se en un territorio sometido á otro Soberano. La razón do ello 
es que la verdadera ejecución (1), que comienza cuando co-
mienza la realización del acto irrevocablemente contrario á la 
ley que protege el derecho violado, es en sí misma un delito. 

XXXV. Es evidente que cuando los actos de perpetración 
deben tener lugar en otro territorio, el derecho de répresion 
penal pertenece con mayor razón á la soberanía del país, en 
que el delito debia ser y ha sido consumado. 

Es igualmente claro que así como los actos de ejecución 
cumplidos por el agente del delito con una voluntad explícita, 
los actos de perpetración que hacen completa la violacion del 
derecho atacado, responden á la concepción jurídica del delito, 

(]) C a r r a r a , P r o g r a m m e , § 398. 

y son por su naturaleza indivisibles. Desde luégo la répresion 
penal y la competencia relativas al hecho criminal entero per-
tenecen á una ú otra de las dos soberanías, según que una ú 
otra tenga en su poder al criminal. 

Por lo demás, en los casos restantes el derecho de la sobe-
ranía del lugar en que el delito ha sido consumado, debe pre-
valecer siempre. 



C A P I T U L O I I . 

Del derecho de reprimir los delitos cometidos fuera del territorio 
del E s t a d o . 

X X X V I . P r i n c i p i o s a d m i t i d o s p o r l o s j u r i s c o n s u l t o s r o m a n o s . — X X X Vi l . T,a v e r d a -
d e r a c o n t r o v e r s i a s o b r e e s t a m a t e r i a h a s u r g i d o e n l a E d a d MediaT—XXXVIII . 
O p i n i o n e s d e a l g u n o s e s c r i t o r e s i n g l e s e s . - X X X I X . V e r d a d e r o o b j e t o d e la c o n -

• t r o v e r - i a . — X L . I n i l u e n c i a d e la d o c t r i n a f u n d a m e n t a l e n el d e r e c h o d e c a s t i g a r . 
- X I , I . La acción q u e d e r i v a d e l a l ey p e n a l e s t e r r i t o r i a l p e r o n o e s s i e m p r e e l 
m i s m o el i m p e r i o d e d i c h a l e y . - X L U . K j e m p l o s . - X L U I . I - a r a q u e u n h e c h o 
s ea ob je to d e r e p r e s i ó n n o e s a b s o l u t a m e n t e necesa i io q u e h a y a t e n i d o l u g a - e n 
el t e r r i t o r i o del E s t a d o . - X t . l V . D o c t r i n a d e la e x - t e r r i t o r i a l i d a d a b s o l u t a del d e -
r e c h o pena l —XI.V. 11,-i s i do p r o c l a m a d a en F r a n c i a . - X L V I . E n c u e n t r a pai t i d a -
r i o s e n I t a l i a — X L V I I . T o d o s los l i s t a d o s d e b e r í a n e s t a r s o l i d a r i a m e n t e i n t e r e -
s a d o s en la r e p r e s i ó n d é l o s d e l i t o s . - X L V i r . Xo p a r e c e a d m i s i b l e q u e c a d a E s -
t a d o p u e d a a t r i b u i r á s u s T r i b u n a l e s la j u r i s d i c c i ó n n e c e s a r i a p a r a c o n o c e r d o l o s 
d e l i t o s c o m e t i d o s en el e x t r a n j e r o . - X I . I X . P r i n c i p a l e s i n c o n v e n i e n t e s d e l a t e o -
r í a da l a e • ¡ - t e r r i to r i a l idad a b s o l u t a . - L . E l p r i n c i p i o c u y a v io l ac ion s e r i a r e p r i -
m i d a ¡ ex i s t e r e a l m e n t e ? — L L Los l e g i s l a d o r e s n o e s t á n d e a c u e r d o p a r a l a d e t e r -
m i n a c i ó n d e l o s c a r a c t e r e s c o n s t i t u t i v o s d é l o s deli tos.—L11. L a s l e y e s p e n a l e s d e 
l o s d i v e r s o s E s t a d o s d e b e n s e r d i f e r e n t e s . — L I I I . P o c o i m p o r t a p o r ' l o d e m á s q u e 
e n los t é r m i n o s d e v a r i o s C ó d i g o s se d e c l a r e pun ib l e el m i s m o d e l i t o . — L I V . Difi -
c u i t a d d e p r e c i s a r c u á l e s son los de l i t o s c o n t r a l a l ey n a t u r a l — LV. X o s e p u e d o 
c o n d e n a r á u n i n d i v i d u o a p l i c á n d o l e u n a l ey q u e n o h a s ido v i o l a d a — 1 . V I . S e 
v e n d r í a n á c o n f u n d i r el d e r e c h o y l a m o r a l - L V I I . E x a m e n c r i t i co d e oti o s a r -
g u m e n t o s . — L V U I . C o n c l u s i ó n . - L I X . L a s c o n s i d e r a c i o n e s de o p o r t u n i d a d n o 
p o d r á n s e r v i r p a r a a u t o r i z a r lo c o n t r a r i o . — L X . N u e s t r a t e o r í a n o t i e n e p o r c o n -
s e c u e n c i a l e g i t i m a r la i m p u n i d a d del c u l p a b l e — I . X I . A u t o r e s q u e c o n s i d e r a n l a 
l e y p e n a l c o m o d i n a l ey p e r s o n a l . — L X I I . C r í t i c a d e e s t a d o c t r i n a . - L X I I I . O t ro s 
a r g u m e n t o s e n s u f a v o r . - L X IV. C r i t i c a d e e s t o s a r g u m e n t o ? . — L X V . O t r a s r a -
z o n e s y n u e v a s o b s e r v a c i o n e s . - L X V I . C o n c l u s i o n . - L X Vil . ' C o n d i c i o n á l a c u a l 
c i e r t o s a u t o r e s q u e r r í a n s u b o r d i n a r el d e r e c h o de p e r s e g u i r en el l u g a r del d e l i t o 
a l n a c i o n a l q u e h a c o m e t i d o e s t e de l i to en eí e x t r a n j e r o . — L X V i u . E x á m e n c r i -
t i c o d e o t r a cond ic ion q u e l i m i t a el d e r e c h o d e p e r s e c u c i ó n - L X I X . De l a n e c e -
s i d a d d e u n a q u re l la p r e v i a . - L X X . B n c a s i t o d a s l a s l e g i s l a c i o n e s se h a c o n s a -
g r a d o l a r e g l a d e q u e el n a c i o n a l q u e h a c o m e t i d o u n del i to en el e x t r a n j e r o p u e d e 
s e r p e r s e g u i d o eu s u pa í s : e s t a r e g l a e s t á p r i n c i p a l m e n t e f o r m u l a d a en el C ó -
d i g o s a r d o d e 1839. - L X \ I D o c t r i n a f r a n c e s a . - L X X I I . N u e s t r a o p i n i o n . -
L X X I I I . O b s e r v a c i o n e s r e l a t i v a s á l o s n á u f r a g o s . LX X I V . C o n c o r d a n c i a d é l a s 



(1) L . x x i l , D i g . , l i b . IX, t i t . I l , De accusati; v é a s e t a m b i é n 1. vii, D i g . , l i b . i x , 
t i t . ì v , De custodia rerum; 1. xiv, C ó d . , l i b . ix, t i t . i \ , a d leg-Juli deadulter... 
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d i v e r s a s l e g i s l a c i o n e s - L X X V . N u e s t r a o p i n i o n r e s p e c t o á l a r e p r e s i o n d e l o s 
d e l i t o s c o m e t i d o s e n el e x t r a n j e r o . - L X X V I . R e g l a g e n e r a l - L X X V I. P n m e r 
c a s o d e e x t r a t e r r i t o r i a l i d a d . - L X X V I I I . S e g u n d o c a s o d e e x t r a t e r r i t o r i a l d a d -
—I.XXIX t e r c e r c a s o : j u r i s d i c c i ó n e s p e c i a l á q u e d e b e s o m e t e r s e e l n a c i o n a l q u e 
h a c o m e t i d o u n d e l i t o e n e l e x t r a n j e r o . - L X X X . E s t a s fórmulas n o s o n a p l i c a -
b l e s í¡ l o s e x t r a n j e r o s . — I - X XXI . N o s e d e b e r í a p e r s e g u i r e n t r e n o s o t r o s , h a -
c i e n d o a p l i c a c i ó n d e n u e s t r a s l e y e s , a l i n d i v i d u o q u e h u b i e r a c o m e U d o e n e 
e x t r a n j e r o u n d e l i t o e n c o n t r a d e u n o d e n u e s t r o s n a c i o n a l e s . - L X X X I C u a r t O 
c a s o d e e x t e r r i t o r i a l i d a d — I A X X I I I . Q u i n t o c a s o d e e x t e r r i t o r i a l i d a d . — L X X X 1 V . 
E s m u y i m p o r t a n t e e n n u e s t r o s i s t e m a q u e l a i n s t i t u c i ó n d é l a e x t r a d i c i ó n s e 
h a l l e c o m p l e t a m e n t e r e o r g a n i z a d a . 

XXXVI. La cuestión de saber si la ley penal de un Estado 
debe ó no tener por objeto la represión de los crímenes y de-
litos cometidos fuera del territorio, ha sido claramente plan-
teada en la época moderna, y resuelta de maneras diversas en 
las legislaciones positivas. Antes que la civilización y el co-
mercio hubiesen tenido por efecto establecer las relacioues de 
los diversos pueblos y sustituir á los sentimientos de egoísmo 
y de aislamiento los de solidaridad y de comunidad era natu-
ral que cada Estado permaneciese indiferente á lo que ocurría 
en el extranjero, y especialmente á los delitos que en él se co-
metían. 

Los jurisconsultos romanos desfloraron apenas la cuestión, 
de modo que los principios que en este respecto nos han tras-
mitido, tienen una importancia secundaria. Los glosadores 
no discurrieron uno para establecer que los textos del Dere-
cho romauo, debían servir para determinar la jurisdicción de 
los Tribunales del Estado respecto á los hechos que tienen 
lugar en territorio extranjero. Pretendían los unos que debe 
considerarse como exclusivamente competente el Juez del 
lugar del delito apoyándose en esta respuesta de Papíniano: 
Alterius provincial reus apv.d eos acensa tur et damnatur apvd 
([nos crimen coníractum ostenditur (1). Los otros, por el con-
trario, entendieron que debia considerarse como competente el 
Juez del lugar en que el reo había sido detenido, invocando la 
regla dada por los emperadores Severo y Antonino: Q.ucestiones 
eorum crimimm, qvce legíbus, aut extraordineni exercentw ubi 
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commissa vel incoata sunt, vel ubi reperiuntnr qui rei esse per-
hilentur (1). Pero estos dos textos no son decisivos, y no tienen 
por objeto regular los conflictos de jurisdicción entre los Tri-
bunales de Estados diferentes sino entre los Tribunales de di-
ferentes provincias del imperio (2). La cuestión de que ahora 
se trata, es completamente distinta. 

XXXVII. La lucha entre las diferentes escuelas se produce 
en la Edad Media y se perpetúa hasta nuestra época y existe 
todavía hoy. Esta discusión ha sido y es siempre importante 
en razón del número y de la autoridad de los jurisconsultos 
que divide. 

Algunos han sostenido que la ley penal es territorial (3), 
pues que está hecha para proveer á la defensa y sí la conser-

• vacion del Estado, y han deducido de aquí que ningún Estado 
está interesado en hacer juzgar por sus propios Tribunales los 
delitos cometidos en el extranjero, ó cu poner en ejecución las 
sentencias pronunciadas por los Jueces del lugar del delito. 
Esta teoría es consecuencia de aquella otra del aislamiento de 
los Estados, y de l a doctrina en la cual se dá como única base 
del Derecho penal el principio de utilidad. Ha recibido su más 
extensa aplicación en Inglaterra (4). 

(1) L . 11, C ó d . , l i b . m , t i t . XV, ubi de crimine agí oporteal. 
(•>) C o m p a r . V o e t P . , Destalut., § l i , C . I . n " . 6 o , p . 29" , q u e d ice a s í : « . l u r e t a -

m e n c iv i l i n e f a n d u m , r e m i s s i o n i b u s l o c u m f u i s s e d e n e c e s s i t a t e , u t r e u s a d l o c u m 
u b i d e l i n q u i t , s i c p e t e n t e j u - e , f u e r i t m i t t e n d u s q u o d o m n e s j u d í e o s u n í s u b b i s -
s e n t i m p e r a t o r i . » 

(3) C o m p a r . A b e g g : Del castigo de los crímenes y delitos cometidos en-el extranjero, 
§ 2 8 , 3 5 , 36, n ú m . 1 " . — C o s m a n : De deliclis extra territorium commissis: n ú m . 4o , § 2" y 
3 ° . — W e u s : De delictis extra territorio, u , § I o y 5 " . — S t o r y : Conflict of laws, § 620 y 2 2 . 
— C o m o p a r t i d a r i o s d e l a m i s m a d o c t r i n a d e b e m o s c o n s i d e r a r á B o i d a r d , R o s s i , De 
l í r o g l i e , G u í z o t y D e I t e m u s a t , q u e c o m b a t i e r o n e n é r g i c a m e n t e e n F r a n c i a e l p r o -
y e c t o d e r e f o r m a p r o p u e s t o en s e n t i d o c o n t r a r i o e n 1843 .—Kluber : Del derecho dr 
gentes, § 63, a d m i t e e n p r i n c i p i o el s i s t e m a d e l a c o m p e t e n c i a t e r r i t o r i a l , p e r o c o m o 
e x c e p c i ó n , e s p a r t i d a r i o d e l a s p e r s e c u c i o n e s p o r u n d e l i t o c o m e t i d o e n el e x t r a n -
j e r o , c u a n d o s o n p r o v o c a d a s p o r e l E s t a d u e n c u y o t e r r i t o r i o s e h a c o m e t i d o el d e -
l i t o , ó c u a n d o s o n a u t o r i z a d a s p o r u n a l e y e s p e c i a l d e l p a í s e n q u e h a n t e n i d o l u -
g a r . — M i t t e r m a i e r , e n s u s n o t a s s o b r e F e u e r b a c h , Manual del derecho penal común ri-
gente en Alemania, § 31, a d m i t e e n p r i n c i p i o la d o c t r i n a d e l a c o m p e t e n c i a t e r r i t o -
r i a l , p e r o h a c e e x c e p c i ó n d e l c a s o en q u e e x i s t a u n a l e y , p e r m i t i e n d o l a s p e r s e c u -
c i o n e s — V é a s e V a t e l y P r a d i e r - F o d e r é : Derecho de gentes, l i b . i , c a p . x ix , § 232, 33 . 

(4) C o m p a r . S t o r y ; Confliclof laws, § 6 2 0 . — P h i l l i m o r e ; ln'ertational law, vo l . í v . 
§ m - W h a r t o n : Conflicl oflaws, c a p . í x . 



XXXVIII. E l Ckef de la justicia Lord Gray ha dicho que 
los crímenes por su naturaleza son locales y que la jurisdicción 
competente para juzgarlos es la territorial (1). Lord Brougham 
llega á la misma conclusión, y según él la jurisdicción crimi-
nal es territorial, no sólo por la naturaleza de las cosas, sino 
también por el objeto de la jurisdicción (2). En Francia se ha 
defendido la misma doctrina ante el Consejo de Estado, en la . 
sesión de 17 fructidor del año 12 por Treilhard y Berenger 

XXXIX. N o puede existir controversia a lguna seria res-
pecto á la Autoridad territorial d é l a ley y de la jurisdicción 
penal, si quiere decirse empleando esta palabra que la ley 
ejerce un imperio absoluto sobre todos los hombres que residen 
en el territorio del Estado, sean nacionales ó extranjeros, y 
esto sin tener en cuenta la calidad de las personas (3), y que 

(1) E n la c a u s a R a f a e l y V e r e l s t : n , AV. Black. R . , 1058. 
(2) E n la c a u s a Warreitder. • , 
(3) E l p r inc ip io d e la i g u a l d a d j u r í d i c a de q u e s e d e r i v a l a i m p e r s o n a l i d a d d e l a 

l e y p e n a l v í a s u j e c i ó n d e t o d a s l a s p e r s o n a s s in excepc ión á e s t a l ey , o l v i d a n d o 
s u cond ic ion soc ia l , n o f u e r e c o n o c i d a e n el p a s u d o edmo en l a ¿ p o c a p r e s e n t e . 
E n t r e l o s r o m a n o s , l a t r i p l e cond ic ion d e c ives , d e p e r e g r i n o y de e s c l a v o s u s t i t u -
y e al p r inc ip io d e la i g u a l d a d a n t e l a l e y . 

E n l a E d a d Media , l a s i n m u n i d a d e s p e r s o n a l e s p r o d u j e r o n el m i s m o e f e c t o p o r 
l o s p r i v i l e g i o s d e c i e r t a s c l a s e s , y p o r l a r e g l a d e q u e c a d a u n o deb ia s e r j u z g a d o 
p o r s u s i g u a l e s E n n u e s t r a época s e h a n v i s t o d e s a p a r e c e r l a s d e s i g u a l d a d e s , l a s 
i n m u n i d a d e s , l o s p r i v i l e g i o s , l a s e x e n c i o n e s d e la l e y p e n a l , y por c o n s e c u e n c i a d e 
l a a b l ición del f u e s o e c l e s i á s t i c o a p l i c a r el d e r e c h o s e c u l a r al c l e r o . Sin e m b a r g o , 
e x i s t e n a ú n c i e r t a s e x c e p c i o n e s , a l g u n a s d é l a s c u a l 3 s n o p u e d e n j u s t i f i c a r s e . T a l 
e s l a i n m u n i d a d d e q u e g o z a n l o s e m b a j a d o r e s S i p o r u n a p a r t e n o e s c o n t r a r i o 
á l o s v e r d a d e r o s p r i n c i p i o s a d m i t i r e n f a v o r d e l o s e m b a j a d o r e s l a i n v i o l a b i l i d a d 
p e r s o n a l en el e je rc ic io d e s u s f u n c i o n e s , d e o t r a p a r t e , la e x a g e r a c i ó n e u q u e 
c i e r t o s a u t o r e s h a n c a i d o , c u a n d o p a r a h a c e r del M i n i s t r o e x t r a n j e r o , i n d e p e n -
d i e n t e d e las l e y e s c iv i les , h a n i m a g i n a d o l a ficción j u r í d i c a d e l a e x t e r r i t o r i a l i d a d , 
n o e s j u s t i í i c a b l e . Q u e r e r e n e f ec to c o n s i d e r a r c o m o h a b i t a n t e de l t e r r i t o r i o d e s u 
p a í s á u n h o m b r e q u e v i v e en m e d i o d e n o s o t r o s , n o e s m á s r a c i o n a l q u e c o n s i d e r a r 
c o m o m u e r t o á u n v i v o p o r m e d i o d e l a ficción d e l a m u e r t e c iv i l . A d e m á s c o m o 
si e s t o n o f u e s e b a s t a n t e , c i e r t o s a u t o r e s h a n q u e r i d o e x t e n d e r l a ficción d g l a ex-
t e r r i t o r i a l i d a d m i s m a á la c a = a d e l M i n i s t r o y á u n á l o s c r í m e n e s c o m e t i d o s e n e s t a 
m o r a d a . Sin e m b a r g o , y a e s t i e m p o d e v e r d e s a p a r e c e r c i e r t a s ficciones c o n t r a r i a s 
á l a r ea l idad , y q u e l l e g a n á s r f u i n t e d e m u y g r a v e s d i f i c u l t a d e s — C o m p a r . T r e -
b u t í e n : Derecho criminal,t. u , p . 122 .—Hinh . e i ro -Fe r r e i r a : Derecho de gentes, § 5 0 . — 
H a u s : Derecho criminal, n ú m . 1 8 3 — M a n g i n , Acción pública, t . n , n i im. 82. — F a u s t i n -
Uél ie : Tratado de la instrucción criminal, t . n , § 121 - C a l v o : Derecho internacional, 
§ 523 y s i g u i e n t e s — P r a d i e r F o d e r é : s o b r e W a t t e l . l i b . iv , c a p . í x — l ' e s s i n a , Dere-
cho penal, 1.1, p . 101;—Casación f r a n c e s a , 13 d e O c t u b r e d e 1835(Niki tSchenko ' f f ) P a -
l a i s , 1883, p . 57. 

el Juez local tiene el derecho de perseguir y ¿un de juzgar por 
contumacia á los individuos que en el territorio sometido á su 
jurisdicción han llevado á cabo un acto contrario á las leyes. 
Seria sostener una verdadera paradoja poner en duda seme-
jan te verdad. El objeto evidente de la controversia, es saber si 
la ley que tiene por objeto reprimir ciertos hechos es aplicable 
aunque se hayan ejecutado en el extranjero, y si el Juez á 
quien pertenece la jurisdicción puede juzgar en su propio país 
las infracciones contra la ley que se han producido en otra 
parte. 

XL. Si la utilidad fuese la única base de la justicia re-
presiva, el interés de la represión podría entenderse en un 
sentido completamente falso (1). Se podría decir, en efecto, 
que 110 importa en manera alguna al Estado que el ladrón que 
se ha apropiado la fortuna de otro en país extranjero venga á 
gozar enmedio de nosotros el fruto de sus rapiñas, que será 
indiferente que el extranjero que venga á establecerse entro 
nosotros, haya sido un homicida ó un banquero quebrado.Por 
el contrarío, si, como creemos nosotros, debe considerarse al 
derecho penal como teniendo lo mismo que el poder de formu-
lar la ley y de emplear la fuerza, otro fin y otro fundamento 
si el poder social está investido de la facultad de prohibir cier-
tos actos porque tiene el derecho de velar por su propia con-
servación y proteger la libertad de las personas y su seguri-
dad no podria aprobarse la opinion de nuestros adversarios y 
admitir que la jurisdicción sea territorial con el mismo título 
que lo es la ley, porque existen, en efecto, casos en los cuales 
se pueden reprimir los actos delictuosos cometidos en territo-

(l) L o s p a r t i d a r i o s do l a d o c t r i n a d e U e l v e t i u s y d e E p i c u r o , r e p r o d u c i d a p o r 
B e n t h a m e n m a t e r i a d e d e r e c h o p e n a l , h a n s o s t e n i d o q u e el d e r e c h o d e c a s t i g a r 
e r a l e g i t i m o e n el so'.o c a s o d e q u e r e s u l t a s e a l g u n a u t i l i d a d p a r a l o s i n t e r e s e s s o -
c ia les . S e g ú n e l l o s , l a l i b e r t a d i n d i v i d u a l p o d r i a v e r s e l i m i t a d a a ú n p o r m e d i d a s 
c o e r c i t i v a s , s i e m p r e q u e p o r u n exac to cá l cu lo r e s u l t a s e d e ello c u a l q u i e r v e n t a j a , 
p e r o n o a p e r c i b i e r o n q u e d e s t r u í a n l i b a s e da! d e r e c h o p e n a l . La u t i l i d a d , s e a i n -
d i v i d u a l , s e a soc ia l , e s un h e c h o , y e n l a a u s e n c i a d e r e g l a s c i e r t a s p a r a d e t e r -
m i n a r en q u é c a s o s l a s t r a b a s p u e s t a s á l a l i b e r t a d p o d r í a n t e n e r p o r e f e c t o a l g u n a 
u t i l i d a d , n o se l l e g a r í a á f u n d a r l a t e o r i a d e d e r e c h o p e n a l . Lo q u e es c o n f o r m e a l 
d e r e c h o es út i l ; p e r o l a u t i l i d a d n o p u e d e s e r v i r d e p r inc ip io a l d e r e c h o . - C o m -
p a r . M a n c i n i : Lcttere al M a m i a n i interno alie origin i del dirillo di puniré. 



rio extranjero é invocar el derecho de perseguir á su au tor . 
XLI. Desde luego se puede sostener con razón que la pe-

nalidad es territorial en este sentido y que no podria aplicarse, 
fuera del territorio del Estado soberano en que ha sido pro-
nunciada. Pero la penalidad que es efecto de la ley penal, no 
debería confundirse con la autoridad de la ley penal , del mis-
mo modo que no podria confundirse el efecto de la ley civil 
con su autoridad. La acción que deriva de la ley penal , es ter-
ritorial en razón de la imposibilidad en que se está de herir al 
autor del delito en tanto que habite en el extranjero, pero no 
puede deducirse de esto que debe siempre acontecer lo mismo 
con el imperio de la ley y el poder de juzga r al prevenido. E s 
muy cierto, por el contrario, que si un delito, aunque se haya 
cometido fuera del país sea por un ciudadano ó extranjero 
atenta al derecho social ó privado que el Estado ampara , es 
conforme á los principios generales de derecho aplicar la ley 
que asegura su protección, y atribuir la jurisdicción á los Tri-
bunales del Estado ofendido. 

XLII . Todos los autores están de acuerdo para decidir que 
en el caso en que, ya un extranjero, ya un c iudadano, hu-
biese cometido en país extranjero un delito contra la segu-
ridad del Estado ó contra el crédito público (fede púbblica), 
falsificando, por ejemplo, las monedas que tienen curso legal 
en el Estado, ó los sellos del mismo, los títulos de la deuda 
pública, ó los billetes equivalentes á la moneda, los Tribuna-
les del Estado qu.e directamente ha sido atacado en su existen-
cia ó en su crédito, podrán sentenciar . En esta hipótesis es 
fácil justificar la jurisdicción de los Tribunales del país ofen-
dido, en razón á que el "Estado en cuyo perjuicio se han come-
tido dichos actos, está principalmente interesado en reprimir-
los. Pero pueden ocurrir actos en los cuales el interés que ten-
ga el Estado de perseguir al prevenido, descansa sobre .el de-
bel- que tiene de ampara r los derechos de las personas, á quie-
nes debe protección, ó sobre la necesidad social de impedir el 
escándalo y el mal ejemplo que* serian consecuencia de la 
impunidad del delito. E n semejantes casos, la jurisdicción, 
para entender de los hechos cometidos fuera del territo-
rio. podria justificarse con ayuda de los mismos principios 

que sirven de base á la jurisdicción respecto de los hechos 
que han tenido lugar en el país. 

XLII I Las consideraciones que hemos expuesto hasta 
aquí, deberían bastar para llegar á la "conclusión de que no 
podía admitirse como principio ei de que la perpetración del 
delito en el territorio del Estado, sea condicion absolutamente 
necesaria para hacer reprensible un acto. Por el contrario 
debería adoptarse la máxima de que los Tribunales criminales 
son. competentes para conocer de ciertos hechos, que han teni-
do lugar fuera de los límites de dicho Estado. Ya diremos más 
adelante cómo debe determinarse el caso en que esta jurisdic-
ción puede ser considerada como oportuna v útil (1) v fijar l a . 
condiciones á que debería subordinarse su Ejercicio * ' 

X L I \ . Ciertos autores consideran la cuestión de un modo 
muy diferente sosteniendo que cualquiera que sea el lugar del 
delito, la jurisdicción debe atribuirse al Juez, que W en su 
poder al detenido. Esta es la doctrina admitida por los escri-
tores que consideran el delito como una viciación de los .prin-
cipios de just icia absoluta ó una ofensa á los derechos de la 
humanidad, ó que son partidarios de la idea de un derecho 
penal universal. Jurisconsultos de gran mérito han sostenido 
esta doctrina y entre ellos pueden citarse Antouius Mat-
tüeus (2 . y Farmacius . Este último autor se expresa as í .« Kal-
ium debeat habere totum lomm confugiendi sine homicidimi sil 
commssum sub eodem sive sub pamibus diterse principe, guia 
sic dejare divino statim sit» (3). En t r e los autores modernos 
esta opinion ha siclo ardientemente defendida por Pinheiro 

t i r L ? , S Í 7 1 ' e U ° a
1

< ' ' U e S t Í 0 n d e ° P 0 l ' l u n i d a d i n v e s t i g a r si l a j u r i s d i c c i ó n e x t r a -
• t n . t o n a l d e b e c o n s i d e r a r s e c o m o s u p l e m e n t a r i a y excepc iona l , ó c o m o o r d i n a r i a -
S con ocas ión d e de l i t o s c o m e t i d o s f u e r a del t e r r i t o r i o , s e p u e d e p e r s e g u i r al ex 
t r a n c o e n r e b e l d . a , ó s i , p o r el c o n t r a r i o , e s n e c e s a r i o q u e s e a j u z g a d o c o n t r a -

U S e m o ? e n n d i d y a : n " * * ^ C ° m ° - r e l i a d e 

(2) A n t o n i u s - M a t t h e u s : ad l i b . XLVIII, D i g . , t i t . x n i , c . v , § 5° 
ta. L i b . j , De inquisitione, t i t . . , q u e s t . v u , § 19 y s i g u i e n t e s . P o r lo d e m á s , h a y 

q u e d e c r q u e F a r m a c i u s e s , en p r i n c i p i o , f a v o r a b l e á la e x t r a d i c i ó n , p o r q u e e s c r i -

S ; ; : ¡ r r r a r e m f ¡ a d i o c u m c o m m i s s i d e i ¡ c t i - ^ ^ ¿ i d ^ c n e 

e s U t o b t i n e a t u r , q u a n d o s u m u s s u b d i v e r s o p r i n c i p e , s e d a l i q u a n d o e t i a m c o n -

c o m p l a c e r e ! » P r ' n C ¡ P ? S ¡ n t e r S e S " D t b ^ S V O l i P í s o ! i t i ¡ » " " » ¡ l i b a s sibi in .vicem 



II) Derecho de gentes, t .11, a r t . 3°, § 12, p . 31. 
(2) Sesiones de la Cámara de los Pares d e .16, 17 y 18 d e Mayo d e 1843; Monitor del 

17, p . 1143; de l 18, p-1156; del 19, p . 1177. 
(3) P r o g r a m m a , § 1057. El i l u s t r e p r o f e s o r C a r r a r a , q u e t o d o s v e n e r a m o s 

c o m o el N é s t o r de los c r i m i n a l i s t a s i t a l i a n o s h a s ido co locado p o r a l g u n o s en el 
n ú m e r o de l o s a u t o r e s q u e c o n s i d e r a n la j u s t i c i a a b s o l u t a c o m o f u n d a m e n t o del 
d e r e c h o de c a s t i g a r , y s i n e m b a r g o , é l m i s m o d e c l a r a p e r t e n c e r á la. e s c u e l a q u e 
r e c o n o c e como f u n d a m e n t o de la j u s t i c i a r e p r e s i v a la d e f e n s a d e la a u t o r i d a d del 

d e r e c h o (la restaurarme del' autorilá del dirillo), y r e s u m e su s i s t e m a en la f ó r m u l a de 
la d e f e n s a jurr l ica(/Míé/f l giuridiea). A s í e s c o m o h a f u n l a d o u n a e s c u e l a q u e di f iere 
de l a s d e m á s de I t a l i a en el c u r s o d e l m o v i m i e n t o c i en t í f i co del d e r e c h o p e n a l q u e 
h a c o m e n z a d o c o n B e c c a r i a y q u e h a p e r f e c c i o n a d o la d o c t r i n a de C a r m i g n a n i , de 
q u i e n C a r r a r a s e d e c l a r a d i sc ípu lo . C a r m i g n a n i , s i g u i e n d o el c a m i n o t r a z a d o p o r 
R o m a g n o s i q u e h a b i a r e c o n o c i d o c o m o b a s e de l d e r e c h o p e n a l , l a s n e c e s i d a d e s del 
h e c h o d e la v ida soc ia l , h a e n s e ñ a d o q u e é s t a d e b e a s e g u r a r s e p o r l a p e n a l i d a d ; 
p e r o e n los l í m i t e s de lo q u e es j u s t o . C a r r a r a , con r e s p e c t o al f u n d a m e n t o del d e -

Ferreira: «las leyes penales, dice, no castigan al culpable, por-
que haya infamado tal ó cual país con su crimen; sino porque 
con él ha ofendido, en la persona de su víctima, á la humani-
dad entera: es pues punible por todos los Tribunales, y en to-
das partes el ministerio público debe hacerlo llevar ante el po-
der judicial del'país á cuyas leyes y Magistrados ha insultado, 
lisonjeándose de que por la impunidad que unas y otros le 
otorgaban, vendrían á ser cómplices de su crimen» (1). 
' XL V. E n Francia esta doctrina ha sido solemnemente pro-
clamada en la Cámara de los Pares. «Es cuestión de dignidad 
para Francia vengar la moral universal,» se dijo en 1842 ante 
la Asamblea, y .de tales palabras se apasionaron los espíritus 
como sucede siempre cuando se apela al sentimiento de la 
honradez en lugar de hablar á la razón fría (2). 

XLYI. E n Italia los jurisconsultos de mérito son partida-
rios del mismo sistema, y en t re ellos puede citarse á Tolomei 
y al profesor Carrara. Este último se expresa así: «Si se hace 
remontar el derecho represivo á un principio universal y ab-
soluto preexistente en la ley eterna del órden á toda decisión 
humana, entonces el derecho penal destinado por la inteligen-
cia suprema á la salvaguardia del derecho es una necesidad 
humanitar ia . También cuando se t ra ta de verdaderos delitos, 

' es decir, de violaciones de derechos entregados al hombre pol-
la ley natural , no puede decirse que 110 exista ley cuya san-
ción pueda perseguirse» (3). 

D E R E C H O P E N A L I X T E R N A C I O N A L 

I L L a t e o r í a d e la exterritorialidad absoluta del dere-
cho penal está sin duda inspirada en sentimientos generosos y 
humanitarios, y no podria ménos de alabarse á sus partida-
rios (1), pero nos parece que en el terreno de la razón práctica 
no se puede con ayuda de los principios sentados por ellos re-
solver el problema tan difícil y tan discutido de los límites 
exteriores del derecho penal. Admitimos la idea de que el 
profesor Mancini se ha hecho defensor en el seno de la Comi-
sión cuando la discusión del proyecto de Código italiano (2) 
begun él la perpetración del delito en el territorio no debería 
constituir la condicion e'sencial de la represión fpuniUlitáJ, de 
modo que haya que admitir que el interés que se tiene en cas-
tigar á su autor es un interés territorial. En otras épocas pre-
dominaba el egoísmo que hacia á cada Estado indiferente á 
todo lo que se producía fuera de sus fronteras, pero gracias á 
los progresos de la civilización las naciones se aproximaron v 
sintieron que clebian considerarse como solidariamente intere-
sadas en la represión de los delitos, y por consiguiente ensan-
charon estos principios. 

XLVIII. No podremos tampoco admitir que en virtud del 
principio de la solidaridad de los Estados se llegue á recono-
cer a los tribunales de todos los países la jurisdicción para to-

r e c h o de c a s t i g a r (Delitli commessi alVestero, Opuse . , p . 10), se e x p r e s a e n e s t o s t é r -
m i n o s : . L a a u t o r i d a d social n o ex i s t e ni o b r a por s u de recho p rop io , s i n o q u e ex is te 

F n l Z Z « - U n
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m f t r u m e n t 0 n e c « s a r i ° P a r a p r o t e g e r el d e r e c h o de l o s i n d i v i d u o s . 
En e f e c t o d ce, l a l ey s u p r e m a de l ó r d e n m o r a l d e la h u m a n i d a d h a q u e r i d o el d e -
r e c h o i n d i v i d u a l y s u m a n t e n i m i e n t o , m i e n t r a s sea pos ib le s o b r e ' l a t i e r r a De 

r 6 X f * S ° C l e d a d ' e j e r C e V ¡ 0 , e D C Í a y d ! c t a P e n a p - á d e l a l i be r t ad 
d e los m , v i d u o s sea p r o t e g i d a y la a c t i v idad de c a d a u n o p u e d a d e s a r r o l l a r s e 
L , ' ' h

y p g a r d e U n a m a D e r a ¡ D d e f i n Í d a á s u P r ° P ¡ * P e r f e c c i o n a m i e n t o » 
E n u n a p a l a b r a , C a r r a r a a d m i t e q u e ¡os d e r e c h o s de los i n d i v i d u o s q u e v i v e n en 
soc iedad se d e r i v a n de Dios, y q u e l a j u s t i c i a q u e de f i ende s u s d e r e c h o s o b r a c o m o 
m a n d a ! a n a d e a o s . P o r e s t o e n s u s i s t e m a el l u g a r del de l i t o es i n d i f e r 
c u a n t o á l a d e t e r m i n a c i ó n de l a j u r H d i c c i o n pena l . C u a l q u i e r a q u e t i e n e en s u po-
d e r al c r i m i n a l p u e d e c a s t i g a r l e , p o r q u e t o d a s o b e r a n í a , c u a l q u i e r a q u e s e a , t i e n e 
el d e b e r de r e p r i m i r l a s i n f r a c c i o n e s c o n t r a la l ey e t e r n a del ó r d e n . R e s p e t a d l a 
t e o r í a d e u n h o m b r e , an ¡ lu s t r e , d e b e m o s dec i r q u e e n n u e s t r o s e n t i d o / e s o s p r in -

S e r V ¡ r P a - a j U 8 ! Í f l C a r 1 3 d 0 C t r i n a d e l a e x t e r r i t o r i a l i d a d a b s o l u t a , 
p e r o s e n t i m o s , c o m o m á s a r r i b a exp l i ca remos , no pode r a d m i t i r l a 

(1) C o m p a r . Arab i a : Dirilo di puniré lo xtraniero. 
(2) Véase el p roceso v e r b a l n i im. 8, s e s ión de 12 de Marzo de 1866 



dos los delitos en cualquier lugar que hayan sido cometidos, y 
el derec-ho dé juzgar al autor de estos daños aplicándole sus 
propias leyes. Tales son las ideas expuestas por nuestros ad-
versarios: «Porque, dice Bornard, ¿no ha de llegar dia en que el 
crimen no sea considerado c o m o a tentado contra un miembro 
de la nación sino contra la humanidad, siendo de la categoría 
de aquellos hechos que toda sociedad regularmente organiza-
da debe castigar? La verdadera libertad sería esta protección 
recíproca qué todos los pueblos se diesen contra los crimina-
les, sin tener que recurrir á tratados de extradición, que ni» 
deben ser considerados en el pasado sino como actos de tran-
sición y como camino de la barbarie á la civilización (1).» La 
idea del profesor Carrara no es diferente: «Cuando se ha rec-
tificado, dice, la idea de que el derecho represivo.es un dere-
cho de pura creación social, y se ha comprendido que la ley 
penal existe no solamente en una sociedad aislada para su pro-
pia salvaguardia, sino en todas las sociedades para proteger 
por una acción solidaria á toda la humanidad, las fronteras 
territoriales desaparecen (2).» 

XLIX. En nuestro sentir, uno de los principales defectos 
de esta doctrina, es en primer lugar suponer, que para llegar 
á este resultado justo y deseable de que el malhechor no ad-
quiera un privilegio de impunidad en pasando la frontera, sea 
necesario conceder á todo Estado que tenga un detenido en su 
poder el derecho de perseguir la represión de todos los delitos, 
sea cualquiera el lugar en que se cometieron, y en segundo 
lugar haber admitido que bastaba demostrar que el culpable 
merecía castigo para.deducir de ello que todos los tribunales 
tenían derecho á sentenciarlo y á hacer aplicación de la ley de 
su propio país, como dice Pinheiro-Ferreira. ^ ^ li^CU «i 11 t o 

minal, dice este autor, no es necesario saber lo que las leyes 
del país en que el hecho tuvo lugar establecen respecto á él, 
porque los jueces no deben condenar sino según la ley de sus 
respectivos países (3).» En lo que se refiere á la primera de es-

(1) Revista critica, t xx, p. 368. 
(2i Prográmma„ § 1058. C o m p a r . Barb ian i . / / diritto pende nei suoi rapporh intenm-

ziouali. 
(3 Derecho de gentes, §1 '2. 

tas suposiciones, confesamos que no nos atravemos á contestar 
contra la autoridad de Beccaria cuando dice que «la certidum-
bre (de los malhechores) de no encontrar una pulgada de tier-
ra que asegure la impunidad á los verdaderos delitos, sería una 
manera sumamente eficay. de prevenirlos (1);» pero en nuestro 
sentido la verdadera concluáion que se deduce de este pasaje; 
es que todos los Estados deberían considerarse como solidaria-
mente interesados en impedir que ciertos delitos queden im-
punes, y no que cada Estado pueda reprimirlos por la aplica-
ción de sus propias leyes.. Por lo demás, Beccaria dice también 
que «el lugar de la pena es el del detito, porque allí solamente 
y 110 en otra parte, los hombres están obligados á lesionar á 
un particular para prevenir un atentado contra el orden pú-
blico (2).» 

En cuanto á la segunda consideración, haremos observar 
que podria considerarse como fundada si se admitiese que «el 
poder social está llamado á aplicar la ley eterna del orden para 
la protección jurídica de la humanidad, sin que la división de 
territorios pueda tener por efecto poner trabas al ejercicio de 
esta protección (3).» 

Pero nosotros no podemos admitir esta doctrina. Xos pare-
ce en efecto, que el poder social tiene un objeto determinado, 
que consiste en querer el mantenimiento ¿el orden y el. res-
peto del derecho, tales como uno y otro se entienden en los 
países en que puede ejercer su autoridad. Para cumplir ésta 
misión debe ese poder dictar léyes que protejan los derechos y 
los intereses de las personas que habitan el país, y si se admi-
tiese, con nuestros ilustres contradictores, que las diferentes 
autoridades sociales son otros tantos instrumentos de esta ley 
eterna ó en otros términos, que los principios reguladores de la 
ley moral deberían tener una sanción actual y material, y ser . 
aplicados por la mano del hombre (4), se llegaría á consi-
derar á los poderes humanos corno mandatarios de Dios y 

(1) De i delicti el delle pene, § 35, c. 5". 
(2) Dei delicti et delle pene, % 21. 
(3) V é a s e el a r t i c u l o do M a n f r e d i n i . Archivio giuridico, 1872, § 21, p. '60. 
(•1) V é a s e el a r t i cu lo de Manf r ed in i , Archivio giuridico, 1872, § 21, p . 166. 



vengadores de las infracciones de la ley moral. En cuanto á 
nosotros, no intentamos discutir que el órden jurídico descansa 
en el orden moral, pero una cosa es el dominio de esta ley, y 
otra el dominio del derecho positivo. Las cosas del mundo mo-
ral tienden á un resultado diferente de las cosas humanas . 
¿Para qué confundirlas unas con otras y poner al hombre en 
la triste condicion de dar por fin de la justicia el castigo de las 
infracciones de la ley moral cuando no hay ni datos ciertos 
para apreciar exactamente el mal moral ni medios suficientes 
para proporcionarla indemnización bastante? 

L. Por lo demás, sería necesario un principio para repri-
mir su violacion, pero ¿dónde encontrarlo? Los partidarios de 
la doctrina que combatimos dicen, que cuando se trate de ver-
daderos delitos, es decir, de violaciones de los derechos conce-
didos al hombre por la ley natural , no podrá pretenderse que 
se carece de principios cuya reparación se persiga (1). 

En efecto, aquí se habría violado el principio universal y 
absoluto preexistente en 1a. eterna ley del órden, y al que dan 
una sanción material las leyes penales. 

Pero bien pronto se echa de ver que si los principios de la 
ley eterna y del órden moral hubiesen sido formulados en otros 
tantos artículos de ley. y si de todos los legisladores hubiesen 

(U E s t á f u e r a d e d u d a q u e a l g u n o s a c t o s c r i m i n a l e s n o só lo e s t á n p r o h i b i d o s 
p o r !a ley p o s i t i v a c o n el ob j e to d e e v i t a r m a l e s s o c i a l e s , s i n o t a m b i é n p o r l a l ey 
n a t u r a l . U l p i a n o e s t a b l e c i ó t a l d i s t i n c i ó n ' de l s i g u i e n t e m o d o . » I ' r o b r a q u a e d a m 
n a t u r a t u r p i a s u n t , q u a e d a m c i v i l i t e r e t q u a s i m o r e c i v i t a t j s : u t p u t a f u r t u m , 
a d u l t e r i u m n a t u r a t u r p e e s t : e n i m v e r o t u t e l a d a m n a r e h o c n o n n a t u r a p r o b r u m 
est,, sed m o r e c i v i t a t i s , n e c e n i m n a t u r a p r o b r u m e s t , q u o d p o t e s t e t ' i a m in homi -
n e m i d o n e u m i n c i d e r e . » L. 42, D i g . , 1 ^50, t i t - 1 6 , De verborum significat. De t o d o s 
m o d o s e s n e c e s a r i o p a r a q u e l a a c c i ó n p e n a l p u e d a s e r r e p r i m i d a : l a e x i s t e n c i a 
d e u n a l e y e s c r i t a q u e l a p r o h i b a y la p e n e : q u e e s t a l ey h a y a s ido p r o m u l g a d a , y 
q u e e s t é en v i g o r e n e l l u g a r d o n d e t u v o o r i g e n l a a c c i ó n . F a l t a n d o e s t a s c o n d i -
c i o n e s , el c a u s a n t e n o pod r i a s e r j u z g a d o ni c o n d e n a d o . E n e f e c t o , c u a n d o en de-
r e c h o p o s i t i v o se h a b l a d e l a r e p r e s i ó n d e c i e r t o s h e c h o s , é s t a n o e s pos ib l e si n o 
e x i s t e u n a l e y . .Vdemás , el p r i n c i p i o s a n c i o n a d o p o r e l l e g i s l a d o r n o t e n d r í a f u e r -
z a e j e c u t i v a , si é s t e n o t u v i e r a , c o m o l a l e y . a u t o r i d a d en el l u g a r d o n d e se v e r i -
fico la i n f r a c c i ó n . E s t o es a s í a u n e n el c a s o d e q u e la l ey p o s i t i v a s a n c i o n e u n 
p r i n c i p i ó d e l a n a t u r a l , p o r q u e el J u e z h u m a n o n o c o n d e n a l a v i o l a c i o n d e la l e y 
n a t u r a l , s i n o la de l p r i n c i p i o d e d e r e c h o p o s i t i v o s a n c i o n a d o p o r el l e g i s l a d o r . E l 
j u z debe s i e m p r e p r o n u n c i a r l a s e n t e n c i a y a p l i c a r la p e n a al c u l p a b l e , en v i r t u d 
d e l ey e s c r i t a y p r o m u l g a d a . 

recibido sanción, de tal suerte que existiera ó pudiera existir 
una ley penal universal, sería fácil afirmar que un delito co-
metido en Constantinopla pudiera reprimirse judicialmente por 
cualquiera de los Estados que sancionaran dicha ley penal 
universal. Pero todo esto no se realiza ni nos parece reali-
zable. 

LI. Verdad es, sin duda, que como dice Faustin Hélie, las 
leyes penales castigan en todas partes los mismos hechos, por-
que la conciencia humana reprueba ciertos actos en todos los 
países, sin que el límite de un rio ó de una cordillera puedan 
hacer cambiar la naturaleza del hecho (1). Pero esto es así 
porque existen ciertas condiciones necesarias para la conserva-
ción del órden social, y sin cuyo cumplimiento el Estado no 
podría subsistir, ni los individuos sometidos á su autoridad 
permanecer unidos. Por esta razón las leyes penales de todos 
los países declaran punibles actos como el asesinato, el incen-
dio, la violacion, el robo á mano armada y otros análogos (2). 
Sin embargo, si tales hechos son para todas las legislaciones 
igualmente punibles, cuando se trata de determinar los carac-

i l ) Kaus t i n I lé l ie : Truite de l'instruct. crimin., l ib. n , c h . x. 
(2) E l d e i e c h o h u m a n o n o es u n a v e r d a d e s p e c u l a t i v a , s i n o r e g l a p o s i t i v a y 

p r á c t i c a d e l a v i d a del E s t a d o , del d e s a r r o l l o d e l a l i b e r t a d y a c t i v i d a d d e l o s i n -
d i v i d u o s q u e v i v e n en ' soc i edad . K1 d e r e c h o d e f o m u l a r e s t a s r e g l a s p e r t e n e c e á 
l a s o b e r a n í a , e s d ec i r , a l P o d e r púb l ico c o n s t i t u i d o , q u e p o r v i r t u d del m a n d a t o 
q u e rec ib ió de l a soc iedad m i s m a , d a á t a l e s r e g l a s el c a r á c t e r p r o p i o d e l a ley , 
d e s d e c u y o i n s t a n t e p u e d e o b l i g a r á t o d o s l o s c i u d a d a n o s á q u e l a s r e s p e t e n y 
c a s t i g a r i g u a l m e n t e á l o s q u e l a s v i o l a r e n . Xo s o n , sin e m b a r g o , l a s l e y e s h u m a -
n a s u n a c r e a c i ó n a r b i t r a r i a . H a y en e l l a s u n e l e m e n t o o b j e t i v o , d e r i v a d o d é l a 
n a t u r a l e z a d e l o s s é r e s p a r a q u i e n e s s o n h e c h a s . E n e fec to , p o r v a r i a s y s u s c e p -
t i b l e s q u e s e a n d e c a m b i o l a s s i t u a c i o n e s en q u e se p u e d a e n c o n t r a r co locado al 
h o m b r e , n o p i e r d e j a m á s s u n a t u r a l e z a . Sin e m b a r g ó l a s l e y e s h u m a n a s s o n y 
d e b e n s e r d i f e r e n t e s á c a u s a d e la v a r i e d a d d e l a s c o n d i c i o n e s h i s t ó r i c a s á q u e el 
h o m b r e e s t á s o m e t i d o , y d e la d i v e r s i d a d d e l a s r e l a c i o n e s s o c i a l e s . A m e d i d a q u e 
se c o n o c e m á s e x a c t a m e n t e l a n a t u r a l e z a d e los i n d i v i d u o s y la del E s t a d o , lo q u e 
h e m o s l l a m a d o e l e m e n t o ob j e t i vo d e l d e r e c h o v a h a c i é n d o s e m á s u n i f o r m e . Y del 
m i s m o m o d o , l a s l e y e s d e a q u e l l o s E s t a d o s q u e e s t á n , p o r dec i r lo a s i , al m i s m o 
n i v e l e n la e s c a l a d o la c iv i l i zac ión , p r e s e n t a n m u c h a s m á s a n a l o g í a s . S in e m b a r -
g o , j a m á s se c o n s e g u i r á la u n i f o r m i d a d a b s o l u t a , c o m o n u n c a s e r á i dén t i co el 
m o d o d e s e r d e l o s i n d i v i d u o s , m i é n t r a s q u e m u l t i t u d d e c a u s a s f í s i c a s y m o r a l e s 
h a g a n d i f e r e n t e la m a n e r a d e s e r d e l a s d i v e r s a s a s o c i a c i o n e s h u m a n a s . (Véase 
l a n o t a (3 al p. 31 d e n u e s t r a o b r a Bffectli internazionali delle sentenze e degli alii (ma-
teria cirile), p . 70; y A r a b i a , Diritlo di puniré lo straniero. 



téres constitutivos del delito y aplicarle la pena que le corres-
ponde, .reaparecen las diferencias. 

LIL La existencia y necesidad de tales diferencias entre 
las legislaciones penales de los Estados, se explica fácilmente 
teniendo en cuenta que esos principios que hemos considerado 
como umversalmente necesarios para la conservación del or-
den social, y que constituyen el elemento común de las leyes 
penales, se aplican después de diverso modo y se modifican por 
otros principios variables, relativos y contingentes, que depen-
den de varias circunstancias, como las costumbres, la civiliza-
ción y la multiplicidad de elementos históricos. Estas causas 
y circunstancias imprimen carácter nacional á todas las ramas 
de la legislación de un pueblo (1), así como prestan un espe-
cial carácter al conjunto de laá diversas instituciones sociales. 
Esto hace que ciertos hechos sean castigados por las leyes de 
algunos países y no por las de otros, ó que lo sean con más ó 
inénos severidad, y son generalmente declarados punibles, no 
en proporcion del mal moral, sino del social que ocasionan. 
Por la misma razón, las leyes de un mismo país, á consecuen-
cia de las alteraciones históricas de su estado social, disminu-
yen sucesivamente los grados de la escala penal, y son más 
severas en una época y en otra más suaves (2). 

LUI. Para demostrar que todo Estado tiene el derecho de 
apreciar según sus leyes la culpabilidad de los actos realizados 

(1) I .as d i f e r e n c i a s e n t r e l a s v a r i a s l e y e s p e n a l e s son n o t a b l e s , á u n en lo c o n -
c e r n i e n t e á los E s t a d o s e u r o p e o s . Asi, l a b i g a m i a s i e m p r e p r o h i b i d a p o r n u e s t r a s 
l e y e s , n o se c a s t i g a en I n g l a t e r r a c u a n d o u n c ó n y u j e n o h a r ec ib ido n o t i c i a s del 
o t r o en s i e t e a ñ o s . E n e s t e c a s o el s e g u n d o m a t r i m o n i o se d e c l a r a r í a n u l o . E l 
r a p t o d e m e n o r e s , q u e a l g u n o s C ó d i g o s c a s t i g a n c o n l a p e n a d e r e c l u s i ó n , dá t a n 
so lo l u g a r en I n g l a t e r r a , á u n a i n d e m n i z a c i ó n p e c u n i a r i a . E n el C ó d i g o f r a n c é s 
d e 1810, n o e s t a b a p r e v i s t o el a t e n t a d o al p u d o r , c o m e t i d o s i n v i o l e n c i a en l o s n i -
ñ o s . Y l a s v a r i a s l e y e s q u e h o y c a s t i g a n t a l h e r h o , p r e s e n t a n n o t a b l e s d i f e r e n -
c i a s e n c u a n t o á l a e d a d d e la v i c t i m a . E n I n g l a t e r r a e l i n c e n d i o s e c o n s i d e r a c o -
m o u n de l i to p u r a m e n t e civi l . E l C ó d i g o p e n a l f r a n c é s r e v i s a d o en 1832. t i e n e 
m u c h o e n c u e n t a l a i n t e n c i ó n del a u t o r en l o s h o m i c i d i o s , y d i s t i n g u e á é s t o s d e 
l a m u e r t e d a d a sin i n t e n c i ó n . Si e x a m i n á r a m o s del m i s m o m o d o l o s C ó d i g o s d e 
l o s p a i s e s m i s l e j a n o s en q u e l a s c o s t u m b r e s y l a c iv i l izac ión s o n d i f e r e n t e s , h a -
l l a r í a m o s d i f e r e n c i a s m á s n u m e r o - a s y e s e n c i a l e s . 

(2) E n el p r o y e c t o d e C ó d i g o p e n a l i t a l i a n o , a c t u a l m e n t e en d i s c u s i ó n , se c a l i -
fican c o m o s i m p l e s d e l i t o s m u c h o s h e c h o s q u e l a s l e y e s h o y v i g e n t e s c o n s i d e r a n 
c o m o c r í m e n e s . 

en territorio extranjero, ¿de qué sirve hacer notar que según 
dos ó más códigos un delito cualquiera es igualmente reprinii-
mido, cuando en seguida vemos que sus caractères esenciales 
no son los mismos, y que no es susceptible siempre de la mis-
ma pena? Por ejemplo: de que todas las legislaciones repriman 
el rapto, ¿se deducirá que debemos estimarlo y castigarlo se-
gún nuestras.leyes, cuando los legisladores de los distintos 
países no están de acuerdo en la determinación de los caractè-
res constitutivos de este delito? " 

LIV. Dicen nuestros adversarios que cuando se t ra ta de 
verdaderos delitos, es decir, de violación de los derechos con-
cedidos al hombre por la ley natural, no podrá decirse que se 
carece de un principio cuya infracción puede reprocharse al 
culpable. Pero ¿están todos conformes en determinar de la mis-
ma manera los derechos concedidos al hombre por la ley natu-
ral? No conocemos exactamente la naturaleza humana ni las 
leyes que la gobiernan y derechos que la pertenecen. A medi-
da que el progreso de la ciencia y de la civilización nos hacen 
comprender mejor la naturaleza humana, mejor se conocen sus 
leyes y derechos: de aquí que un hecho pueda constituir hoy 
un delito natural , cuando en. otro tiempo no hubiera podido 
ser considerado como tal. Esto sucede, por ejemplo, con el 
abandono de los niños, que en su origen, según el derecho ro-
mano primitivo, no era un delito, miéntras que hoy se castiga 
severamente, y áun como homicidio si causó la muerte de! ni-
ño. El infanticidio no está castigado en China, y el homicidio 
á consecuencia del duelo está severamente castigado en unos 
países, miéntras que en otros sólo merece una leve pena. 

L \ . Pero áun suponiendo que la violacion de un derecho 
concedido al hombre por la ley natural fuese cierta y eviden-
te, ¿sería esta razón bastante para investir en aquel caso á los 
tribunales del poder de juzgarla y castigarla? Nos parece que 
el derecho que pueda tener el hombre para juzgar y castigar 
á los otros, procede de la ley penal (1), y solamente puede 

(1) E s t a m o s , s i n e m b a r g o , m u y l e j o s d e a d m i t i r q u e la noc ion del d e l i t o y el 
f u n d a m e n t o d e l a c r i m i n a l i d a d se d e r i v e n e x c l u s i v a m e n t e de l a l ey , d e t a l m o d o 
q u e el d e r e c h o p e n a l n o t e n g a en s u o r i g e n un p r inc ip io o b j e t i v o . I .a c ienc ia del 



ejercerse en el caso de violar la ley en virtud de la cual se 
quiere castigar y juzgar. Ahora bien: esto no podría tener lu-
ga r en todos los casos, sino sólo en aquellos en que la ley cu-
ya infracción se reprochase, tuviese autoridad y fuese violada. 
¿Se querrá por ventura admitir que los'habitantes de un país 
sean súbditos de todas las soberanías, y que sus actos estén re-
gidos por todos los códigos? Si el oficio del juez en materia penal 
se limita á aplicar la ley; si el derecho de condenar se deriva de 
la fuerza obligatoria del principio violado, ¿se podrá, dado el 
caso, aplicar una ' ley que no. t enga autoridad alguna y que no 
haya sido violada? 

LYI. Siguiendo la marcha de nuestros adversarios, llega-
ría á confundirse el dominio de la ley social con el de la ley 
moral , el orden jurídico y el orden moral, y áun podria lle-
garse á la inquisición, proponiéndose, en cuanto fuera posi-
ble. el respeto á la ley eterna (1). 

LVII. Un último argumento se invoca por los partidarios 
de la doctrina que combatimos. Dicen que si, según la ley, el 
extranjero que viene á vivir entre nosotros debe responder de 
los delitos de que se hizo culpable en otro territorio y que aún 
no expió, el que espontáneamente venga á gozar de nuestra 
hospitalidad, no podrá sustraerse el imperio de nuestra legis-
lación. Y entonces nuestro derecho á juzgar y condenar á éste 
extranjero aplicándole nuestras leyes, se derivaría del hecho 
de que él mismo se hubiere sometido á su autoridad. 

Este argumento sería irrefutable cuando el objeto de la 
cuestión fuese saber si dada una ley, deben los Jueces apli-

d e r e c h o r e p r e s i v o y l a l e g í s l a c i o n p e n a l t i e n e n p o r b a s e l a s a l v a g u a r d i a del o r d e n 
púb l ico y de l o r d e n soc ia l , t a l e s c o m o u n o y o t r o d e r e c h o s o n e n t e n d i d o s p o r c a d a 
g r u p a socia l d e t e r m i n a d o , p e r o l a j u r i s d i c c i ó n se d e r i v a d e la l ey p e n a l . 

(1) L a r e l i g i ó n y l a t i r a n í a f u e r o n d o s g r a n d e s o b s t á c u l o s o p u e s t o s al d e s a r r o -
l lo del d e r e c h o p e n a l . E i pode r h i e r o c r á t i c o a t r i b u y ó al p r i n c i p e el d e r e c h o d e v e n g a r 
á l a d iv in idad o f e n d i d a , y el p r i n c i p e p r e t e n d i ó e n s e g u i d a d e f e n d e r d e l a m i s m a 
m a n e r a s u s p r o p i o s i n t e r e s e s . Desde e n t o n c e s , d a n d o c o m o o r i g e n al d e r e c h o pe-
n a l l a a u t o r i d a d t e o c r á t i c a ó a r i s t o c r á t i c a c o m e n z ó á a l t e r a r s e e s t a c i e n c i a . E n 
n u e s t r o s d i a s la c i enc i a e s t á e m a n c i p a d a d e l a a u t o r i d a d r e l i g i o s a , y á l o s i n t e r e -
s e s del p r í n c i p e se h a n s u s t i t u i d o l o s d e l a s o c i e d a d ; p e r o n o s e x p o n d r í a m o s d e 
n u e v o á i g u a l e s p e l i g r o s , si p o r m e d i o d e l d e r e c h o p e n a l s e q u i s i e r a h a c e r r e s p e -
t a r la l ey m o r a l , y v e n g a r l a s i n f r a c c i o n e s e n e l l a c o m e t i d a s . C o m p a r . Manc in i , 
Slorio della penalilá. 
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caria también á los extranjeros. Y, en efecto, ¡quién osará po-
ner en duda que la principal condicion necesaria para vivir 
en un Estado extranjero es la de someterse á las leyes que 
allí rigen sean favorables ó desfavorables á nuestros intere-
ses! (1) Pero lo que aquí se trata de saber, es si una vez ad-
mitido que dentro de los principios del derecho penal todos los 
actos contrarios á la ley deben ser reprimidos y que es útil á 
todos los Estados prevenir su impunidad, debería atribuirse 
con preferencia el derecho de castigar al culpable, ya al Juez 
del país, cuyas leyes fueron violadas por la realización del he-
cho á ellas contrario, ya al del lugar en que se encuentre ac-
cidentalmente el preslmto culpable, ya por último, al de su 
país. Esta última opiuion tiene algunos partidarios y de ella 
nos ocuparemos más tarde. 

L \ III. En nuestro sentir, se conforma con todos los prin-
cipios: el de atribuir exclusivamente el castigo á la jurisdicción 
del Estado, cuyas leyes fueron violadas. Fuera de esto, 110 nos 
parece más fundada admitir la competencia del Juez del país en 
que se encuentre el acusado, que la del Magistrado de su patria. 

LIX. A las razones hasta aquí invocadas y que parecen 
ser suficientes para sostener nuestra doctrina, añadiríamos fá-
cilmente otras que tuviesen por punto de partida las mismas 
consideraciones de oportunidad, con cuya ayuda tratan nues-
tros adversarios de apoyar su sistema. Dicen, por ejemplo, que 
la impunidad produciría' efectos más desastrosos para nos-
otros que para el país donde se cometió el delito, porque la 
desaparición del culpable, es; ante sus compatriotas, como un 
moclo de expiación, miéntras que la presencia de un extranje» 
ro que goza entre nosotros de la impunidad, nos trae grave 
perjuicio por el mal ejemplo que da á los naturales. Pero á 

(11 E s i n d u d a b l e q u e si á u n l e g i s l a d o r h u b i e r a o c u r r i d o c o n s a g r a r , c o n p re fe -
r e n c i a á o t r o s , l o s p r i nc ip io s d e e x t e r r i t o r i a l i d a d a b s o l u t a , ó b i en e s t a b l e c e r q u e la 
c o m p e t e n c i a d e los T r i b u n a l e s se e x t e n d e r í a á s e i s ó á diez c a s o s , h u b i e r a e s t a d o 
e n s u d e r e c h o al h a c e r l o , y u n a vez q u e h u b i e s e fijado l o s l i m i t e s d e l a j u r i s d i c c i o n 
d e l o s T r i b u n a l e s d e s u p a í s , t o d o el m u n d o d e b e r í a r e s p e t a r e s t a l ey c o m o l a s de-
m á s r e g l a s del d e r e c h o i n t e r n o del E s t a d o . I 'o r o t r a p a r t e , si l a s r e g l a s del d e r e -
c h o p e n a l i n t e r n a c i o n a l f u e s e n a d m i t i d a s , c a d a E s t a d o d e b e r í a r e s p e t a r l a s , p a r a 
e v i t a r el r e p r o c h e d e h a b e r u s u r p a d o u n a j u r i s d i c c i ó n q u e n o le p e r t e n e c í a . 



esto contestamos que para evitar el escándalo de esta impuni-
dad, podría ser útil entregarse recíprocamente los malhecho-
res, y más. decimos, ofrecer su envío sin esperar una formal 
demanda de extradición. Esta manera de obrar no sería jus ta , 
sin d u d a , ni laudable con aquellos Estados cuyas leyes 
son defectuosas para proteger eficazmente la inocencia opri-
mida y la virtud calumniada; pero .estaría conforme con 
el derecho y la justicia entre países civilizados, porque la cer-
teza del castigo, sería u n freno puesto á la criminalidad. 

Pero si tanta importancia quiere darse al escándalo cau-
sado por la impunidad de un malhechor, escándalo qué á 
nuestro modo de ver podría evitarse, conviene también tener 
muy en cuenta el que llevaría consigo el castigo de un delito 
cometido en país lejano, pues nunca se podría estar seguro de 
no haber castigado á un inocente. Creemos, en efecto, que 
ante el espectáculo de un hombre sobre quien pesa grave acu-
sación, entre gentes que desconocen su fama, su conducta,-
que no han conocido á la víctima, ni las circunstancias del 
atentado, que 110 han podido oír las declaraciones favorables 
ó adversas de los testigos, el sentimiento que debe prevalecer 
es la piedad más bien que la indignación, porque nadie podrá 
tener el convencimiento de que el condenado sea verdadera-
mente culpable. ¡Quién no sabe cuán difícil es 1a. instrucción 
de un proceso criminal en país distante! Y no se diga que por 
medio de las requisitorias pueden obtenerse las pruebas, las 
actas del sumario y las declaraciones de los testigos; porque á 
éstos contestamos que jamás podrán trasmitirse la apreciación 
moral de los hechos y de las circunstancias locales. Las decla-
raciones orales hechas durante la tramitación del juicio, tienen 
decisiva importancia; el movimiento espontáneo de un testi-
go, la turbación que causa una pregunta que no se esperaba, 
pueden dar lugar á otras nuevas tanto para el fiscal como para 
el defensor y modificar la opinion del Juez, que es resulta-
do en las causas criminales, de elementos tan varios que la 
dificultad principal estriba en prepararlos cuidadosamente. 

De aquí deducimos que nos parece opuesto á los principios 
generales en que se apoyan el derecho penal y la jurisdicción 
criminal, á los intereses de la sociedad y á los derechos de la 

defensa, admitir que pueda juzgarse al autor de un delito en 
donde quiera que se encuentre. 

LX. Dicen además nuestros adversarios, que eon nuestra 
teoría llegaría en muchos casos á legitimarse la impunidad. 
Podria suceder en efecto, que el delito de que se acusa al ex-
tranjero no debiese dar lugar á la extradición, ó que el Estado 
en cuyo territorio se cometió el delito, se muestre indiferente 
para el castigo y no acepte la oferta de-extradición que se le 
haga. E n semejantes circunstancias, ¿deberá vivir seguro entre 
nosotros el.extranjero que se ha enriquecido en otro país con 
los despojos del ciudadano de otro Estado, ó que se ha man-
chado con su sangré, y hallar entre nosotros la impunidad si 
nuestros Tribunales no intervienen nunca? 

Responderemos á esta objecion, que al rechazar la teoría 
de la extradición absoluta, hemos querido combatir la doctrina 
de esos eminentes jurisconsultos que con muy laudable inten-
ción, quisieran hacer solidarias á todas las naciones civilizadas, 
del deber de protección jurídica, solidarias para el mante-
nimiento de la soberanía del derecho, solidarias de la represión 
de los delitos, y por tanto, quisieran conferir á los tribunales 
de cada Estado una jurisdicción vengadora de la moral uni-
versal, y derecho para reprimir todo delito que envuelva un 
atentado á la ley moral (1), donde quiera que se haya co-
metido. 

(1) L a s l eyes m o r a l e s y l a s l e y e s h u m a n a s d e b e n p o r su ob je to y p o r s u fin d i s -
t i n g u i r s e c l a r a m e n t e , p u e s d e o t r o m o d o n o se p o d r i a r a z o n a r con e x a c t i t u d s o b r e 
l o s h e c b o s soc i a l e s . S e r á n l e y e s m o r a l e s a q u e l l a s en c o n f o r m i d a d con l a s c u a -
l e s d e b e n e x i s t i r y d e s a r r o l l a r s e l o s s é r e s , t e n i e n d o e n c u e n t a s u n a t u r a l e z a t a l 
c o m o d e b e s e r : se c o n s i d e r a r á n c o m o d iv ina? s i se a- imi te q u e la n a t u r a l e z a h u -
m a n a e s c r e a c i ó n d i v i n a , y Dios s u fin ú l t i m o ; p e r o n o e s t e el l u g a r p a r a t r a t a r d e 
e s t o . L a s l e y e s h u m a n a s g o b i e r n a n á l o s h o m b r e s e n c u a n t o á l a s r e l a c i o n e s s o -
c i a l e s q u e e n t r e e l los e x i s t e n , c o n f o r m e á l o s p r i nc ip io s d e l a j u s t i c i a h u m a n a y á 
l a s c o n d i c i o n e s h i s t ó r i c a s y p o l í t i c a s d e l p u e b l o p a r a el c u a l s e h a n h e c h o . L a d e -
t e r m i n a c i ó n d e l a l e y m o r a l , e s i n c u m b e n c i a d e l o s t e ó l o g o s y m o r a l i s t a s , q u e e s -
t u d i a n l a n a t u r a l e z a del h o m b r e t a l c o m o d e b e r í a s e r , ¿ i n q u i e r e n el c a r á c t e r i n -
t r í n s e c o b u e n o ó m a l o d e l a s a c c i o n e s . L o s p u b l i c i s t a s y l o s j u r i s c o n s u l t o s s e o c u -
p a n d e l a s l e y e s h u m a n a s ; e s t u d i a n el m o d o d e a p l i c a r e n c a d a p u e b l o l o s p r i nc i -
p io s d e l a j u s t i c i a , y c ó m o d e b e n s e r m o d i f i c a d o s p o r la p o l í t i c a y los»acon tec i -
m i e n t o s , a s i c o m o l a s c o m p l i c a d a s y v a r i a b l e s r e l a c i o n e s d e l a s c o m b i n a c i o n e s 
s o c i a l e s . E s a t r i b u c i ó n d e l o s p o d e r o s c o n s t i t u i d o s h a c e r e s t a s l e y e s y d e l a s o b e -
r a n í a s a n c i o n a r l a s y h a c e r q u ? p o r t o d o s s e r e s p e t e n . S e g ú n e s t o , a d m i t í -



Estamos muy distantes dentro de nuestra teoría, de ha-
cer del Estado el asilo de los malhechores extranjeros. Cuan-
do un extranjero que hubiera cometido fuera del territorio 
un delito contra otro extranjero, viniese á nosotros, nues-
tro Estado, debería, como ya hemos dicho, ofrecer su extra-
dición al del territorio en el cual se cometió el delito, y esto, 
no por respeto á las conveniencias diplomáticas, sino por obe-
decer al deber..internacional de todos los Estados, que deben 
considerarse solidariamente interesados en p reven i r l a impu-
nidad de los delitos. Para obrar así, debería bastar a l gobierno 
tener conocimiento oficial del delito cometido en el extranjero. 
»Si la oferta hubiese sido rechazada, nuest ras autoridades ju-
diciales no deberían permanecer inactivas, ni proteger á un 
individuo cuya impunidad ofendería la conciencia pública de 
nuestro país; debería, por el contrario, tener el derecho de 
expulsarlo, haciéndole acompañar á la frontera. Esta medida 
no tendría por objeto la salvaguardia jur ídica de la moral uni-
versal, sino hacer respetar jur ídicamente los derechos de la 
ciudad, hacer observar nuestras mismas leyes de policía, que 
se verian violadas si no se expulsara al culpable, proteger á 
la sociedad perturbada por el inmoral espectáculo de un crimi-
nal impune y garantir á los cuídanos honrados del riesgo de 
tan peligrosa hospitalidad. 

LXÍ. Hay gran número de escritores muy autorizados, 
que á fin de.resolver la cuestión que examinamos, quieren es-
tablecer diferencias notables entre los extranjeros y los natu-
rales. Según ellos, estos últimos como sometidos siempre y en 
todas partes á las leyes de su patria, deberían ser juzgados 
por los tribunales de, su propio país, áun por los delitos come-
tidos en el extranjero. Esta teoría tendría según algunos 
autores, por fundamento la consideración de que la ley penal 
es personal, de donde resultaría que los lazos que uniesen al 
ciudadano á la ley de su país, no podrían considerarse como 
rotos por entrar aquel en territorio extranjero. Según ellos, el 

m o s q u e l a s l e y . e s p e n a l e s t i e n e n p o r o b j e t o la p r o t e c c i ó n del d e r e c h o , p e r o q u e r e -
m o s h a b l a r d e l a d e f e n s a d e l o s d e r e c h o s r e c o n o c i d o s e n l a s l e y e s p o s i t i v a s , e s d e -
c i r , d e l a s l e y e s t a l e s c o m o se h a c e n en el e s t a d o v a r i o d e l a soc iedad 

legislador puede obligar á sus súbditos á respetar en el ex-
tranjero las leyes que protegen la propiedad, las personas y 
el Estado, y puede llamarle á dar cuenta de sus actos ante sus 
mismos tribunales cuando viole dichas leyes, así como puede 
imponerle áun en país extranjero la obligación de ejercer sus 
propios derechos, dentro de los límites de la capacidad jurídi-
ca que legalmente le reconozca, y en determinadas circuns-
tancias puede tachar de nulidad los actos realizados en el ex-
tranjero, sin tener en cuenta las prohibiciones de la ley (1). 

LXII. Querer asimilar la ley penal á la ley civil no nos 
parece cosa admisible. El hombre está en todas partes some-
tido á las leyes que regulan sus derechos civiles, porque estas 
leyes determinan los títulos, el estado y los atributos de la 
persona civil conforme á l a s nociones jurídicas admitidas sobre 
esto en el Estado á que pertenece el individuo, é indepen-
dientemente del territorio en el que pueda aquel desplegar su 
actividad. De aquí se deduce que miéntr'as el individuo perte-
nezca á un Estado estará sometido á aquellas leyes del país, 
que regulan los derechos de la persona civil y no podrá sus-
traerse á ellas más que haciéndose naturalizar en el extran-
jero. 

No puede decirse lo mismo del derecho público ni tampoco 
de las relaciones jurídicas que de él se derivan. Admitir que 

(1) L a c u e s t i ó n f u é l a r g a y a r d i e n t e m e n t e d e b a t i d a p o r los j u r i s c o n s u l t o s d e 
l a E d a d M e d i a . N e g a b a n u n o s y r e c o n o c í a n l o s o t r o s en l o s T r i b u n a l e s d e la n a -
c ión , el d e r e c h o d e j u z g a r á s u s c i u d a d a n o s , l ' a r i n a c i u s a s e g u r a s e r la op in ion 
m á s e x t e n d i d a y g e n e r a l , la ü l t i m a a p u n t a d a . (De inquisizione, q u e s t ; v i t , n ú m . '21.) 
P e r o él m i s m o c i t a n u m e r o s o s a u t o r e s p a r t i d a r i o s d e l a op in ion c o n t r a r i a . D i c h o s 
n o m b r e s p o r él c i t a d o s , o c u p a n d o s p á g i n a s d e s u o b r a ( q u e s t . ci t- , v i , n ú m . 20 )— 
•lulius C l a r u s f o r m u l a s u op in ion en e s t o s l é r m í n o s : « N e g a r i n o n p o t e s t q u i a p u -
bl ice i n t e r e s t , u t h i q u i o r i g i n e v e l h a b i t a t i o n e s u n t s u b d i t i , r e c t e v i v a n t , e t ub i -
c u m q u e d e ì i n q u a m a b ipso e t i a m p r x s i d e s u o p u n i a n t u r . E t c e r t o , si s e c u s Aere i , 
m a g n a d a r e t u r occas io d e l i n q u e n d i . Quo l ibe t e n i m s c e l e s t u s a b d e l i n q u e n d u m in 
a l i e n a s p r o v i n c i a s p r o p e r a r e t . si s c i r e t , s e in loco u b i h a b i t a t p u n i r i n o n p o s s e » 
Recep. senteiit. q u a e s t , 3 9 , n ú m . 4.) Kn el m i s m o s e n t i d o , Rccrius: Decís . 2 7 0 — D e -

c i a n u s : Trac-t. crini., l ib. ìv , c ap . II!, n ú m . I " ) . — C o r r u v a r i a s : Pract. qua-s t . , c a p . 2", 
n ú m e r o 6°.— \ y r a u l t : l ib. i, p a r i . 4 ' , n ú m . 11; o rd . ; o rd . 1670, a r t . 1 " — F o u s s e : t I o , 
p á g . 424 .—siegenbeck : De deliclis extra territori eommisis. — E n I t a l i a s o n s u s p a r t i -
d a r i o s : Rocco : Diritto internazionale privato, p a r t e 3", c a p . 3 2 — C a s a n o v a : Diritto in-
temazionale, l ecc ión 3 3 — E l l e r o : Opuscoli criminali, p . 320; y m á s r e c i e n t e m e n t e P e s -
c a t o r e , en l a d i s c u s i ó n h a b i d a e n el S e n a d o con m o t i v o del p r o y e c t o d e C ó d i g o p e -
n a l ; s e s i o n e s del 15 y 17 F e b r e r o 1875. 



el derecho público de un Estado pueda tener autoridad fuera 
del territorio, seria como atentar á la independencia de los 
Estados. En efecto, el derecho público resulta del conjunto de 
las leyes, cuyo objeto es conservar, defender y proteger al Es-
tado, y asegurar á cuantos vivan en su territorio el pacífico 
togoce de todos sus derechos. Por esto es exclusivamente ter-
ritorial (1). De aquí el que sfe imponga indistintamente á to-
dos los habitantes, sean naturales, extranjeros ó residentes, y 
rija todos sus actos bajo sus distintos puntos de vista. ¿Cómo 
entónces, admitir que podamos tener el derecho de castigar á 
los naturales por delitos cometidos en el extranjero y que les 
obliguen en todas partes nuestras leyes penales, y suponer, 
que tengan dichas leyes autoridad fuera del territorio, y que 
los derechos del Estado á cuyo territorio se traslada el ciuda-
dano, así como los de "los particulares que allí habitan, es-
tén bajo la salvaguardia de nuestras leyes? 

¿Querrá por ventura sostenerse, como atinadamente observa 
lieccaria. que la condicion de súbdito sea, por decirlo así, in-
deleble, es decir, que la condicion del ciudadano sea la misma 
que la del esclavo, y áun peor, como si se pudiese ser súbdito 
de- un .país y habitar en otro, y ver sin contradicción que los 
mismos actos dependen de dos soberanías y son regidos por 
dos Códigos frecuentemente contradictorios? Si por un hecho 
punible cometido en el extranjero infringió un ciudadano dos 
legislaciones, ¿por qué 110 admitir la opinion de los autores 
que son partidarios dé que incurra en una pena mayor? Bis 
reus est qui mam et alteram legem transgreclitur (2). 

LXIII. Otros autores quieren justificar la competencia de 
los tribunales del país del presunto reo con ayuda de varios 
razonamientos (3). Dicen que tal jurisdicción se funda en los 
lazos que unen al ciudadano con la soberanía de su patria por 
u n a reciprocidad de privilegios y obligaciones. El Estado, se-
gún ellos, al proteger á sus ciudadanos áun cuando salen del 

( I i C o m p a r . M a u c i n i : Relatione all' Islituto tit Diritlo inleriiazionqle {sesion d e 
1874'.. 

(2) C o m p a r . B o n n e v i l l e : De Vamèlioialion de la loi criminelle, p â r . l l , p â g s . 5H>y 
s i g u i e n t e s . 

(îïi C o m p a r . Olin: Du droit represif.. p . 45 .—Or to l an : Droit crim. 

territorio, tiene derecho á impedirles que manchen el carác-
ter nacional de que están revestidos y puede, después de su 
regreso á la pátria, llamarles á dar cuenta de los delitos que 
hayan cometido fuera de ella. 

LXIY. Creemos, respecto de este argumento, deber obser- • 
var que, si el ciudadano no está libre de la obligación de res-
pe ta r las leyes de su patria,, es tan sólo respecto á aquellas 
que regulan el ejercicio de sus derechos, y no respecto de las 
leyes penales que amparando los derechos, castigan los hechos 
que los menoscaban. No basta admitir, con el profesor Ellero, 
que la autoridad del Estado se extiende á las personas de todos 
los súbditos, aunque se alejen de la patria; seria menester pro-
bar además que nuestras leyes penales acompañan por todas 
partes al ciudadano; necesitaría demostrarse que nuestro Es-
tado es el llamado á hacer respetan por sus leyes el órden jurí-
dico en el país extranjero donde el regnícola se va á esta-
blecer. Sí nuestra ley penal no hubiese tenido autoridad, no 
hubiera podido ser violada, y no habiéndolo sido, no existiría 
delito que pudiera ser causa de un juicio (1). 

LXY. Se ha dicho también que seria más equitativo so-
meter al ciudadano á las leyes de su patria, porque se presu-
me que ha de conocerlas mejor que cualesquiera otras (2). 

Pero este razonamiento no siempre es verdadero. Si la lev 
nacional se hubiera promulgado: después de haberse estableci-
do el ciudadano en el extranjero, ¿cómo se pretendería entón-
ces que no la desconocía, y cómo había de admitirse contra él 
la presunción legal de su conocimiento? 

LXYI. Terminamos diciendo, que á nuestro juicio, en ma-

(!> E n p o c a s r a m a s d e l a l e g i s l a c i ó n i m p o r t a t a n t o c o m o e n d e r e c h o p e n a l c o n -
t e n ; r l a m 1 S 1 on del l e g i s l a d o r y l a del J u e z en l i m i t e s e x a c t o s y bien d e f i n i d o « As i 
s e g ú n la d o c t r i n a m á s c o r r i e n t e , e s t á a b s o l u t a m e n t e p r o h i b i d o r a z o n a r p o r a n a l o -
g í a en a s u n t o c r i m i n a l , ó i n t 3 r p r e t a r e x t e n s i v a m e n t e y p r e v a l e r s e d e l a c o s t u m b r e 
c o m o se h a c e e n d e r e c h o c iv i l . C o m p a r . R o s s i : Trat. de der. pen. l i b > car, 3° n , i 
m e r o 5 1 5 . - B e c c a r i a : Deidelitti edellepene, p . 4 . - M o n t e s q u i e u : KpritdesM* l i b (!» 
c a p . 3 . S i e n d o l a m i s i ó n d e l l e g i s l a d o r v e l a r p o r l a d e f e n s a d e l d e r e c h o e n el t e r -
r i t o r i o q u e le e s t a s o m e t i d o , n o p o d r á en j u s t i c i a i n v a d i r con s u s s a n c i o n e s p e n a -
l e s el d o m i n i o en q u e e j e r c e s u i m p e r i o o t r o p o d e r soc ia l 

(2) C o m p a r . T i s s o t : Dmcho penal, p . 272 y s i g s - V i l l e b r u n : Ley d e l 27 J u l i o 
I í>JU. 



teria de jurisdicción, como en materia de ley penal , no debe -
ría establecerse diferencia a lguna entre el nacional y el ex-
tranjero. La ley penal rige sobre las acciones humanas ,^s in 
contar con la cualidad de las personas que las realizan. Sos-

• tener lo contrario seria negar el fundamento del derecho pú-
blico, que 03 la base del penal. Admitimos, pues, el derecho 
de castigar indistintamente á todo individuo, al nacional como 
al extranjero, cuando por hechos verificados fuera del territo-
rio, hubiese infringido las leyes que protegen nuestras insti-

' tuciones, ó perturbado, ya los derechos del Estado, ya los de 
aquellas personas protegidas por nuestras leyes. 

LXVII. Los partidarios de la teoría opuesta, no dan más 
valor á nuestras conclusiones que á las lógicas deducciones de' 
sus principios. En efecto, una vez sentada la reg la de que el 
nacional puede ser perseguido por los delitos cometidos en el 
extranjero, no pueden justificarse las condiciones á que pre-
tenden subordinar su aplicación. Dicen que an te todo es ne-
cesario que el ciudadano no haya sido juzgado en el lugar en 
que cometió el delito. A este propósito haremos observar que 
el derecho que pueda tener un Estado para procesar á una 
persona, aplicándole sus leyes, no podría subordinarse al que 
asiste á otro Estado que aplica su propia ley. Si nuestra ley 
penal es obligatoria para el nacional que reside en el .extran-
jero, y ha sido violada, el nacional, en cuanto autor de tal vio-
lación, deberá siempre ser castigado: si por el contrario, esta 
ley no fuese obligatoria, no podria ser violada y el delito del 
nacional en el extranjero nunca podria ser objeto de un pro-
ceso. 

LXVIII. Por otra parte, sostienen dichos autores que cuan-
do el hecho punible ha sido á la vez calificado de delito en 
el país en que se cometió y en el nuestro, el nacional puedo 
ser perseguido. Dicen también que si las penas señaladas en 
ambas leyes fuesen para aquel caso diferentes, debería apli-
carse la más suave. En primer l u g a r , tales soluciones ori-
ginan grandes dificultades: no es siempre fácil conocer con 
bastante exactitud el espíritu de las leyes extranjeras ( l ) r 

(1) C o m p a r . L a n g e n b e c k : De protutione legis peregrina. 

para afirmar si el hecho recriminado constituye delito, y para 
saber establecer ó proporcionar la gradación de las penas que 
dichas leyes señalan para el caso previsto, porque para esto no 
basta conocer la ley, sino que es necesario además saber inter-
pretarla. Pero, áun admitiendo que se hubiese sabido vencer 
esta dificultad, ¿se podria en el sistema que combatimos llegar 
a suprimir la desigualdad de los ciudadanos ante la ley penal? 
Sucedería por el contrario, en el caso en que dos ciudadanos 
hubiesen cometido el mismo delito en diferentes países, y en 
que la ley de uno de ellos fuera ménos severa que nuestra 
propia legislación, que el uno debería ser más, y el otro ménos 
severamente castigado, pues que debía preferirse la pena más 
benigna. 

Podria también suceder que según la ley de uno de ambos 
países, á diferencia de lo dispuesto en nuestra legislación, el 
hecho no constituyera delito, mientras que la otra ley le califi-
cara como tal, y el ciudadano sería absuelto en el primer caso 
y condenado en el segundo. ¿A qué quedan reducidas, con 
tales soluciones, la perfecta igualdad y la proporcionalidad 
que deben servir de fundamento al derecho penal? ¿Y á falta 
de semejantes medios, cómo podrían nuestros adversarios res-
ponder á las justas objeciones que se les harían, si admitiesen 
las lógicas deduciones de sus principios? 

Verdad es que repugna admitir que pueda ser condena-
do un ciudadano por un hecho cometido en el extranjero, 
cuando ese hecho no ha sido considerado como delito en el lu-
gar donde se verificó, ó bien que pueda ser castigado más se-
veramente que lo hubiera sido en el país en que se hizo cul-
pable. Pero esto prueba únicamente, que aquel principio i n : 
vocado como fundamento del derecho de perseguir al ciuda-
dano por delitos cometidos en el extranjero, es inadmisible. 
Esto hace que los partidarios de tal principio rehusen admi-
tir sus rigorosas consecuencias. 

L X I X . . Dicen, por último, los partidarios de la doctrina 
que combatimos, que es necesario que exista queja del ofendi-
do, ó reclamación por parte del gobierno del territorio en 
que se cometiera el delito, ó de aquel de que sea subdito el 
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ofendido (1). E l hecho de subordinar s iemprea la coñdicion 
d e l a q u e j a del ofendido el proceso del ciudadano, es contra-
rio á los principios que regulan la acción penal y que se invo-
can en apoyo de la doctrina de la autoridad extérritorial de la 
ley penal con relación á los nacionales. La queja de la vícti-
ma no podrá existir, cuando se trate de un homicidio ó do 
un envenenamiento consumados. Y en cuanto á la reclama-
ción del Estado- en cuyo territorio se cometió el delito , ó 
de aquel que es pátr ia de la víctima, sería esto suponer que 
la acción pública puede ser provocada ó interpuesta con ob-
jeto deservir los intereses de los particulares, ó los de los go-
biernos extranjeros. Si el gobierno tiene efectivamente el de-
recho y el deber de castigar á sus ciudadanos por razón de 
los delitos que cometan en el extranjero, deberá bastarle para 
ejercer la acción pública, que sus autoridades y delegados ten-
gan conocimiento de la existencia del hecho punible. La que-
ja ó reclamación del ofendido podrá exigirse únicamente con 
ocasión de delitos determinados especialmente, para cuya per-
secución sea necesario que alguien se muestre parte e n j u i -
cio, condicion que, por otra par te , sería exigida áuu cuando 
aquellos hubieran sido cometidos en el territorio del Estado 

LXX. No desconocemos que todos los legisladores han 
consagrado la regla de que el nacional está obligado á dar 
cuenta ante el Magistrado de su país, de los delitos cometidos 
en el extranjero. 

Singularmente el art . 6o cíel Código penal sardo, de 1859, 
está concebido en estos términos: «El regnícola que hubiere 
cometido en territorio extranjero un crimen contra otro re-
gnícola ó un extranjero, cuando vuelva á entrar de un mo-
do cualquiera en los Estados reales, será juzgado y casti-
gado con arreglo á las penas que establece este Código, las 
cuales podrán, sin embargo, según las circunstancias, ser dis-
minuidas en un grado.» 

Se ha dudado si aplicando este texto, un italiano que hu-
biera cometido un delito en el extranjero, en las circunstancias 

(1) F l a r t . 6 ' , p . I o d e l Proyecto de Código penal italiano, a p r o b a d o y a p o r el S e -
n a d o , c o n s a g r a e s t o s p r i n c i p i o s . 

allí previstas, podría ser perseguido en Italia, habiendo sido 
entregado á las autoridades italianas por los agentes de la 
fuerza pública de un país extranjero, del cual hubiera sido ex-
pulsado, ó bien si hubiera sido entregado por un Gobierno ex-
tranjero en virtud de extradición regular (ú ordinaria) conce-
dida por otro delito cometido en Italia. 

LXXI. En Francia, donde según lo dispuesto en el art. 7" 
del Código de instrucción criminal, el francés que en el ex-
tranjero cometiese un delito contra otro francés, puede ser per-
seguido á su vuelta á Francia, es opinion admitida la de que 
el legislador se refirió al regreso voluntario y espontáneo (1). 
Esta es, por lo demás, la regla admitida por el Tribunal de 
casación. Así, se ha decidido que no podrá perseguirse en 
Francia al francés, entregado por los agentes de la autoridad 
extranjera, pues no puede decirse que se hayan cumplido las 
condiciones exigidas por la ley (2). 

LXXII. La opinion contraria nos parece más conforme con 
lo dispuesto en nuestro Código penal, pues nuestro legislador 
al emplear las frases cmnclo regrese de un modo cualquiera (ove 
rientri in qualuuque modo), ha querido evitar toda duda en la 
aplicación de la ley respecto al individuo que hubiera vuelto 
al reino no voluntaria y espontáneamente, sino obligado por 
la fuerza. Según esto, el hecho material de la vuelta al terri-
torio del Estado, basta para hacer competentes á nuestros tri-
bunales, sin que haya que distinguir entre el regreso volun-
tario y el involuntario. 

LXXIII. A e3te propósito, haremos notar que se debe con-
siderar como no comprendido en el caso previsto por el art . 6", 
la hipótesis de un individuo traido á nuestras costas por fuer-
za mayor ó naufragio. Las palabras cuando éntre de un modo 
cualquiera, no comprenden semejantes hipótesis, porque sería 
opuesto á los principios de humanidad y á los del derecho de 

(1) C o n f r . C a r n e t : De la instrucl. crimin,, t. i, p . 1 2 4 . — B o u r g u i g n o n , Jurisprud. de 
C. crimin., %. i, p . "78 .—Faus t in -Hél ie : Instrucl. crimin., t . 11, p . l S O . - T r é b u t i e r i -
Cours de Dr. crimin., t . n , p . 1 3 3 , - P a l a i s : Reperì, general, V , Competencia crimina!, n ú -
m e r o 232.—Morin , Reperì, du droil crimin., v , Competencia n ú m . 25. 

(2) C a s s . f r . , 5 F e b r e r o J S f i , n e g o c i o A r n o u x . P a l a i s , 1857, p. 1 7 2 . - C a s s . f r . 8 
N o v i e m b r e 1880, n e g o c i o D e c o l a u g e . P a l a i s , 1861, p . 979. 



gentes, abandonar al rigor de las leyes al que con gran tra-
bajo acaba de librarse del furor de las olas. Estos principios 
son los de nuestra jurisprudencia nacional. Con este motivo 
recordamos que en 1821 el Consejo de guer ra de Tur in per-
seguía, por haber conspirado contra la forma de gobierno, á 
un subdito sardo. Este, que se había refugiado á bordo de un 
buque español que navegaba hacia el Es t recho de Gibraltar, 
fué arrojado á causa de un naufragio en las costas de laLigur ia 
y allí se le prendió. El Consejo de g u e r r a , por respeto á los 
principios de humanidad y del derecho de gentes , decidió que • 
fuese devuelto al comandante del buque (1). 

LXXIY. Por lo demás, como ya hemos dicho, en las leyes 
de otros países se encuentra también formulada en princi-
pio la regla de que el nacional es susceptible de ser persegui-
do, cuando después de haber cometido u n delito en el extran-
jero, ha vuelto á su pátria. Estas leyes no presentan diferen-
cias sino en lo relativo á las condiciones á que deben subordi-
narse los procesos (2). Hasta el legislador inglés formulando 
como regla general la de que el derecho pena les territorial, au-
toriza, sin embargo, en Inglaterra la persecución de los ingle-
ses que se han hecho culpables en el extranjero de ciertos de-

i l ) Decisión a p u n t a d a por M a s s a - S a l u z i o , Códice di Procedura crimínale, p á r . 116. 
(2) Ley b e l g a d e 30 Dic iembre 1836, a r t . 12.—Código de procedimiento penal de los 

Países Bajos d e I o O c t u b r e 1838, a r i s . 8o y 9°.—Código penal ruso, 15 A g o s t o 1845, a r -
t í c u l o s 1~9 y 180.—Cód. penal prusiano, 14 Abril 1851, n ú m . 4 .—Cód. penal de Sajonia de 
1838, a r t . 2°.—Cód.penal del Gran Ducado de Sajonia, Weimar.—Cód. penal de Wurtem-
berg, a r t . 3 o . — Cód. penal de üannover, ISiO.-Cód. penal del Gran Ducado de Hessc d e 
1841, a r t . 4-.—Cód.penal delGran Ducado de Badén de 1834, a r t . A".—Cód. penal bávaro.— 
Cód. penal austríaco, a r t . 3°.—Cód. penal del Cantón de Vaud d e 18 F e b r e r o 1343, a r t . 60.— 
Cód. penal del'Cantón deZurich de 3 de S e t i e m b r e de 1835, a r t . 2 ' .—Cód. penal de Lucerna 
1836, a r t . 6°.—Cód.penal de Turgovia de 1811, a r t 2".— Cód. penal sardo, 20 N o v i e m b r e 
1859, a r t s . 5° y 6o .—El P r o y e c t o de Código penal italiano p r e s e n t a d o a l S e n a d o el 24 
F e b r e r o de 1814, c o n t i e n e la d i spos ic ión s i g u i e n t e ( a r t . 6o , p . 1°): «El s u b d i t o i t a l i a -
n o q u e f u e r a de los c a s o s p rev i s tos en el a r t i cu lo p r e c e d e n t e (ditíe e s t e a r t i c u l o q u e 
l a s l e y e s p e n a l e s de l reiDO se ap l i c a r án á c u a l q u i e r a , c i u d a d a n o ó e x t r a n j e r o , q u e 
h u b i e s e comet ido e n el e x t r a n j e r o u n c r i m e n c o n t r a l a s e g u r i d a d d e l E s t a d o , f a l -
s i f icado m o n e d a s , ó sel los , etc.), c o m e t a en p a í s e x t r a n j e r o u n c r i m e n ó u n de l i t o 
p r e v i s t o p o r l a s l e y e s del r e ino , s e r á c a s t i g a d o c o n l a a p l i c a c i ó n d e * e s t a s l e y e s 
c u a n d o e n t r e de c u a l q u i e r modo q u e s e a , en el l i s t a d o , y c u a n d o m e d i e q u e j a d e l a 
p a r t e o f e n d i d a , ó r ec lamac ión p o r p a r t e del g o b i e r n o de l p a i s e n c u y o t e r r i t o r i o s e 
come t ió el de l i to , ó de a q u e l de qu ien s e a s u b d i t o e l o f e n d i d o . . (V. l a m a y o r p a r t e 
d e e s to s t e x t o s c i t a d o s al fin del c ap . 

litos, como alta traición, moneda fa l sa , homicidio intencional 
y bigamia (1). 

Quizá tal uniformidad proceda de haberse admitido como 
regla absoluta que no pueda nunca decretarse la extradición 
de un nacional. En efecto; si esta regla tuviese realmente tal 
carácter de absolutividad, no habría otro medio de castigar á 
los ciudadanos que después de violar las leyes en país extranje-
ro viniesen á refugiarse á la patria, que atribuir esta jurisdic-
ción á los Magistrados nacionales. Pero es esta una opinion 
que discutiremos en la segunda parte de esta obra al tratar de 
la extradición del nacional. 

LXXY. Las consecuencias de la discusión sostenida en 
los párrafos que preceden,-son á nuestro modo de ver, que 
existen motivos realmente fundados para justificar en ciertos 
casos la jurisdicción ó competencia de los Tribunales de la na-
ción en los delitos cometidos en el extranjero; que no puede 
admitirse como regla general que los Tribunales deban cono-
cer de todos los delitos cometidos en el extranjero, bajo el pre-
Jexto de que son una violacion de la ley moral ó del derecho 
natural; que no es tampoco admisible atribuir á nuestros Tri-
bunales u n a jurisdicción absoluta para condenar , haciendo 
aplicación de nuestras leyes, á los ciudadanos que no hayan 
sido castigados en el lugar en que violaron la ley. 

Póstanos al presente examinar el caso en que seg-un nos-
otros debería aplicarse la teoría de la exterritorialidad de la 
ley penal, y enumerar las condiciones á que debería subordi-
narse el ejercicio de la jurisdicción referente á los hechos pu-
nibles realizados en el extranjero. . 

El derecho de castigar está legitimado en sus principios y 
en susí particulares disposiciones por las necesidades de la pro-
tección jurídica. Con el preciso objeto de custodiar los dere-
chos y garantizar su regular desenvolvimiento, puede la au-
toridad social limitar la libertad humana, cuando se emplea 
atentando á un derecho. De la misma manera que para resta-
blecer ol órden social turbado por la violacion de un dere-
cho puede imponer una pena cuya medida no debe ser otra 

• 7 : 
'1) S t e p h e n : Summani of Ihe criminal Lau), vil, n ü m , 1; xi, n ú m . 5; xxi, n ú m . 2. 



que la misma necesidad de protección que se haya hecho-
sentir (1). 

El Estado, considerado como una personalidad abstracta y 
absoluta, como ser jurídico que lleva en sí la razón de su pro-
pia existencia, como poder absorbente de todos los derechos 
del individuo, no podrá ejercer el poder represivo para defen-
derse á sí propio de sus pretendidas necesidades, más d é l o 
que podia disponer á su arbitrio de los derechos de los ciuda-
danos. Pero considerado como poder público que existe por vo-
luntad de los hombres constituidos en sociedad, y con derecho ' 
de proveer á la conservación y defensa de la cosa pública, su 
misión es proteger á los miembros de la as'ociácion, y su de-
ber asegurar su propia existencia, 'sus propios derechos y los 
de los individuos que forman parte de la sociedad. Puede, se-
g ú n esto, prohibir los hechos que atenten á tales derechos, y 
castigar á los que se hagan culpables de aquellos. De este 
modo, como afirma con razón el profesor Carrara, la base del 
derecho represivo es la protección jurídica (2). 

(V) E l l e g i s l a d o r d e u n p u e b l o , c u y a m i s i ó n e s , s i n o c r e a r , r e c o n o c e r y g a r a n t i r 
l o s d e r e c h o s , e n n i n g u n a r a m a d e la l eg i s l ac ión t i e n e u n p a p e l m á s p a s i v o q u e e n 
•a p e n a l . E l s i s t e m a r e p r e s i v o d e b e p r e f e r i r s e á t o d o s , y t o m a r s e p o r p u n t o de p a r -
t i d a i a i d e a de e s t a b l e c e r l a s p e n a s e x i g i d a s p o r l a n e c e s i d a d y p r o p o r c i o n a l e s á l o s 
d e l i t o s . S i el l e g i s l a d o r d e c l a r a s e p u n i b l e u n a c t o n o r e p r e n s i b l e en sí m i s m o , s i 
p r e t e n d i e r e c o n s u s d i s p o s i c i o n e s i n v a d i r l o s d o m i n i o s d e l a r e l i g i ó n y l a m o r a l , 
e s c e d e n a d e s u o b j e t o y c o m e t e r í a a d e m á s u n a i n j u s t i c i a , al d i s m i n u i r i n n e c e s a . 
ñ á m e n t e l a l i b e r t a d d e l o s c i u d a d a n o s y v i o l a r los d e r e c h o s d e la p e r s o n a l i d a d h u -
m a n a . — C o m p a r . Manc in i , Sloria dellapenalita ( l n t r o d u z i o n e ) . — C a r r a r a , Lineamenli 
di pralica legislativa { O s s e r v a z i o n e I a ) . 

(2) A l g u n o s a u t o r e s q u i e r e n h a l l a r el f u n d a m e n t o del d e r e c h o r e p r e s i v o en l a s 
n e c e s i d a d e s d e l a d e f e n s a soc i a l . P e r o e s p e l i g r o s o h a c e r d e la d e f e n s a soc ia l , y a 
d i r e c t a , y a i n d i r e c t a m e n t e , el p r inc ip io f u n d a - m e n t a l del d e r e c h o p e n a l . E n e fec to , 
e s m u y fáci l con e s t a d o c t r i n a d a r en lo a r b i t r a r i o , e n el c a s o de- c o n f u n d i r l o s i n -
t e r e s e s sociale,s con l o s del p r i n c i p e . C r e e m o s , s i n duela a l g u n a , p r e f e r i b l e a d o p t a r 
l a f ó r m u l a del p r o f e s o r C a r r a r a , l a d e l a p r o t e c c i ó n j u r í d i c a (lutela giuridica), s e g ú n 
l a c u a l , u n a r e s t r i c c i ó n d e l a l i b e r t a d j u r í d i c a , só lo es l e g i t i m a en el c a s o d e v io la-
c ión d e u n d e r e c h o i C o m p a r . C a r r a r a , Parte speciale, vo l . 1, lntroduzione Lineamenli 
di pralica legislativa, osservazione I a ) . C o n v e n d r á , p o r o t i a p a r t e , n o t a r q u e al 
a d m i t i r q u e el p o d e r r e p r e s i v o d e b e t e n e r p o r o b j e t o l a p r o t e c c i ó n j u r í d i c a , q u e r e -
m o s h a b l a r d e l a p r o t e c c i ó n del d e r e c h o r e c o n o c i d o y g a r a n t i d o p o r l a l e y h u m a -
n a , ó d e l a l e y á q u e e s t á s o m e t i d o el h o m í r e en el E s t a d o y en l a s d e t e r m i n a d a s 
c o n d i c i o n e s d e t i e m p o y l u g a r e n q u e v i v e . La m i s i ó n de l pode r ' c ivi l n o c o n s i s t e 
m á s en e s t u d i a r el o r i g e n de l h o m b r e q u e en c o n d u c i r l e á s u fin ú l t i m o ; al c o n t r a -
r i o , d e b e c o n s i d e r a r a l h o m b r e tal- c u a l es , y p r o . c u r a ? e l d e s e n v o l v i m i e n t o r e -
g u l a r d e l a a c t i v i d a d h u m a n a , r e a l i z a n d o y h a c i e n d o s u b s i s t i r l a s cond ic iones 

Debe también tenerse en cuenta que ciertas acciones hu-
manas contrarias á la ley, producen sus efectos fuera del ter-
ritorio en que se han verificado. Esto es lo que sucede princi-
palmente con los atentados contra un Estado extranjero, pues 
que en tal caso el elemento objetivo del delito se encuentra 
fuera del territorio en que aquel se cometió (1). 

Una vez admitido que la represión penal es necesaria para 
custodiar el derecho y restablecer el orden turbado á conse-
cuencia del delito, creemos ya evidente que cuando el atenta-

• do es contra los derechos de un individuo que vive en el ter-
ritorio, ó contra el Estado que ejerza en él su jurisdicción, el 
poder represivo compete á la soberanía territorial llamada á 
proteger con sus leyes los derechos hollados. Si, por el con-
trario, el atentado hubiera sido contra un individuo que estu-
viera fuera del territorio, la represión penal debería ser ejerci-
da por la soberanía l lamada á proteger con sus leyes el dere-
cho violado. 

¿A qué se reducirían las prerogativas de la soberanía, si un 
listado autónomo no pudiese proteger su existencia propia y 
castigar aquellos hechos que atentan á derechos protegidos 
por sus leyes? Se clice que la guerra es legítima cuando el 
atentado al derecho procede de otro Estado, y ¿no querrá de-
clararse legítima la represión penal cuando los autores de este 
atentado son particulares? 

La soberanía ofendida es la llamada á defender y proteger 
sus derechos, aplicando las leyes convenidas para defender al 
Estado por los individuos que componen la nación. Es ta sobe-
ranía es además el único juez competente para pronunciar el 
fallo imponiendo una pena, porque los individuos reunidos en 
sociedad le han confiado la defensa de los intereses comunes, 
y así puede hacer proporcional la pena á las necesidades que 
se observan. 

n e c e s a r i a s á la v i d a c o m ú n d e l o s i n d i v i d u o s en soc i edad , g é n e r o d e v i d a q u e al 
h o m b r e h a c e a d o p t a r s u m i s m a n a t u r a l e z a . 

Quizá p a r e z c a á p r i m e r a v i s t a q u e e n n u e s t r a d o c t r i n a n o t i e n e el d e r e c h o e le -
m e n t o o b j e t i v o ; p e r o n o e s a s i . E s t o e s lo q u e t r a t a r í a m o s d e d e m o s t r a r si n o t e . 
m i é s e m o s e x t e n d e r n o s m u c h o . (V. P . I-'iore, Effetti inlcrnazionali dellesentenze eldegli 
ntti in materia chile, n o t a 3, p . 33, y n o t a s 2, p á g . 50; y 1, p á g . 55 de e s t a o b r a . 

( t ) C o m p a r . ISuccellat i : Osservazioni sulprogetto di Códicepenale italiano. 



No podrá ciertamente ejercer el poder represivo en un ter-
ritorio sometido á otra soberanía, pero puede invocar el dere-
cho de protección jurídica y traducirlo en hechos, ya porque 
llegue á apoderarse del individuo, que después de haber holla-
do criminalmente los derechos protegidos por la ley vuelve 
en seguida al país en que aquella está en vigor , ya porque 
entable una demanda ordinaria de extradición contra dicho in-
dividuo ante el gobierno del país eii que se hubiera refugiado. 
Pero en todo caso, no sería la condicion del culpable ni la de 
la víctima las que legitimaran la jurisdicción del Estado ofen-
dido, sino el derecho que tiene todo Estado de proveer por me-
dio de sus leyes á la defensa de sus derechos (1). 

LXXYI . Nuestra teoría puede resumirse en la siguiente 
fórmula: Sea quien quiera el que hollare el derecho de otro, 
debe ser castigado con arreglo á las leyes que amparan el de-
recho violado. A nuestro modo de ver, esta debería ser la re-
g la única y fundamental , en cuya virtud pudiera atribuirse 
á los jueces nacionales la jurisdicción para conocer de los he-
chos punibles verificados en el extranjero. Pero es preciso ad-
mitir otra, á saber: que los tr ibunales nacionales deben ser 
competentes para conocer de los hechos punibles cometidos en 
el extranjero, siempre que dichos actos tiendan á violar el 
derecho internacional. E n tal caso, todo Estado tiene el dere-
cho de castigar, según sus leyes, al individuo que atentara á 
un derecho que todas las naciones están por igual interesadas 
en que se respete. 

LXXVII. Es evidente y está fuera de duda que si en un 
país extraño se comete un crimen contra. la seguridad del Es-
tado ó contra el crédito público, el Estado directamente ataca-
do en su existencia ó en su crédito portales delitos, debe tener 
el derecho de perseguirlos y cast igar al autor, sea éste nacio-
nal ó extranjero. Todos están de acuerdo en esta cuestión, y 
las diferencias entre los autores surgen únicamente al deter-

(1) El E s t a d o , p o l í t i c a m e n t e c o n s t i t u i d o , t i e n e s u r a z ó n d e s e r c o m o el i n d i v i -
d u o y la f a m i l i a : t i e n e s u s d e r e c h o s y s u p e r s o n a l i d a d j u r í d i c a . E l p o d e r d e r e p r i -
m i r l o s a t a q u e s á s u p e r s o n a l i d a d d á o c a s i o n á l a j u r i s d i c c i ó n p e n a l c u a n d o s u s 
a u t o r e s s o n p a r t i c u l a r e s , y á la g u e r r a c u a n d o s o n o b r a d e g o b i e r n o s e x t r a n -
j e r o s . 

minar las condiciones de semejante competencia. Quieren al-
g-unos que se persig-a siempre al culpable, áun en rebeldía, im-
portando poco, en último caso, que hubiere sido ya juzgado y 
condenado en el extranjero. Otros, sin discutirlos derechos del 
Estado ofendido, sostienen que sería preferible no declarar 
obligatoria siempre la acción penal, sino hacerla meramente 
facultativa, con el único fin de impedir nuevos procesos, cuando 
el delincuente haya sido juzgado y condenado en el extranjero 
tan severamente como hubiera podido serlo, si se le hubiesen 
aplicado al ser habido las leyes del país contra el cual habia 
dirigido su atentado (1). No podemos examinar detalladamen-
te las dificultades que se originan en esta materia, y que con-
sisten solamente en la determinación de las condiciones del 
ejercicio de la acción, porque en esta obra debemos limitar-
nos á determinar los principios generales que legitiman la 
jurisdicción. 

LXXVIII. Por igual razón, debe atribuirse al Estado á 
quien perjudicó principalmente el atentado, el derecho para 
perseguir al autor de un delito contra la administración ó la 
seguridad públicas. Por ejemplo: todo aquel"que en el extran-
jero hubiese aceptado de nuestro Gobierno un cargo público, 
y se hubiera hecho culpable de prevaricación, ó que después 
de haber contratado con la administración pública de nuestro 
país, empleara el fraude para sustraerse de sus compromisos, 
ó permaneciendo en el extranjero comprometiera á otro á 

(1) E s dif íci l q u e p u e d a s u c e d e r e s t o r e s p e c t o á l o s d e l i t o s c o n t r a l a s e g u r i d a d 
e x t e r i o r del E s t a d o , p o r q u e si en los C ó d i g o s se r e p r i m e n l o s a t e n t a d o s c o n t r a l o s 
G o b i e r n o s e x t r a n j e r o s , l a p e n a q u e s e d i c t a es m é n o s s e v e r a s i e m p r e q u e a q u e l l a 
c o n q u e s e r e p r i m e n l o s d e l i t o s c o n t r a l a s e g u r i d a d del E s t a d o m i s m o c o m e t i d o s . 
P e r o el de l i to d e l o s m o n e d e r o s f a l s o s p u e d e c a s t i g a r s e en el p a í s en q u e se c o m e -
t i ó con p e n a i g u a l ó á u n m a y o r á l a d i c t a d a p o r n u e s t r a s l e y e s . V e r d a d e s , s in e m -
b a r g o , q u e s e g ú n lo d i s p u e s t o e n a l g u n o s C ó d i g o s l a f a l s i f i cac ión d e m o n e d a s y 
b i l l e t e s e x t r a n j e r o s s e c a s t i g a c o n m é n o s s e v e r i d a d q u e l a d e m o n e d a s ó b i l l e t e s 
n a c i o n a l e s ; p e r o á c o n s e c u e n c i a d e l o s t r a t a d o s a c e r c a d e l a m o n e d a , p u e d e s u c e -
d e r t a m b i é n q u e l a f a l s i f i cac ión d e l a s m o n e d a s e x t r a n j e r a s con c i r c u l a c i ó n l e g a l 
e n u n E s t a d o , s e a c a s t i g a d a c o n l a m i s m a p e n a q u e l a h e c h a cón l'as n a c i o n a l e s . 
P o r ú l t i m o , n o p u e d e s u p o n e r s e q u e l o s E s t a d o s c o n l o s c u a l e s e s t a m o s u n i d o s 
p o r c o n v e n i o s m o n e t a r i o s t e n g a n m é n o s i n t e r é s q u e n o s o t r o s e n l a r e p r e s i ó n d e l 
c r i m e n d e f a l s i f i cac ión d e n u e s t r a m o n e d a . P o r e s t o c r e e m o s q u e v a l d r í a m á s d e -
c l a r a r f a c u l t a t i v a l a acc ión p e n a l . (V. el d i s c u r s o d e l S e n a d o r De P a l c o , en l a s e -
s i ó n d e l 1* d e F e b r e r o d e 1S75; delSemilo). 



cometer un delito en nuestro territorio (1), todo aquel que pres-
tara auxilios á los que cometieran delitos en nuestro territorio, 
ó amenazare la seguridad de nuestro país (2), ó por últi-
mo, cometiere algún delito análogo, deberá" ser castigado se-
g ú n nuestras leyes penales si cayese en nuestro poder. En 
efecto, sus actos serían un atentado á un derecho garantido por 
nuestras leyes, que velan por la protección de la administra-
ción y de la seguridad públicas, y según las regías anteriores, 
podría hacerse aplicación de las penas dictadas por nuestro 
legislador. 

LXXIX. La violaciou de nuestras leyes por un nacional 
que las infrinja en país extranjero, no puede dar á nuestros 
tribunales una jurisdicción especial para juzgar al culpable, 
sino en el caso de que el nacional hubiera infringido en el ex-
tranjero una de las leyes especiales que. obligan'en todas par-
tes al ciudadano, y para las cuales existe una sanción penal 
contra el autor de la violacion. Este es un carácter que á nues-

(1) U n o d e l o s c a s o s en q u e p o d r í a t e n e r ap l i c ac ión n u e s t r a r e g l a , s e r i a el d e 
u n i n d i v i d u o , c i u d a d a n o d e u n p a í s e n e m i g o q u e h u b i e r e c o m p r o m e t i d o á u n c i u -
d a d a n o á r e v e l a r l e u n i n t e r e s a n t e s e c r e t o d e E s t a d o , ó á c o m e t e r el d e l i t o d e 
e s p i o n a j e . S e d i r á q u e s e g ú n lo d i s p u e s t o e n el d e r e c h o i n t e r n a c i o n a l , e s 
p e r m i t i d o á los b e l i g e r a n t e s s e r v i r s e d e e s p í a s ; n u e s t r a r e g l a n o p o d r í a s e r 
a p l i c a b l e al e s p i o n a j e p r o p i a m e n t e d i c h o , c u y o a u t o r s e r i a e n t o n c e s s u s c e p t i b l e á 
l a v e z d e l a ap l i cac ión d e l a s l e y e s d é l a g u e r r a y de l a s l e y e s p e n a l e s . P e r o el b e -
l i g e r a n t e q u e h u b i e r a e m p l e a d o el f r a u d e , el e n g a ñ o , l a c o r r u p c i ó n , p a r a h a c e r d e 
n u e s t r o s c i u d a d a n o s s u s e s p í a s , q u e h u b i e r a c o r r o m p i d o n u e s t r o s f u n c i o n a r i o s 
p ú b l i c o s , p o d r í a si c a y e s e e n n u e s t r o p o d e r s e r l l a m a d o á d a r c u e n t a d e s u p r o v o -
c a r o n . C o m p a r . V o o s l e y , Introduction totlie study of inlernational law, p . 127, p j . 218. 

(2) E n v i r t u d d e e s t e p r i n c i p i o , l o s p i r a t a s p u e d e n s e r j u z g a d o s p o r l o s T r i b u -
n a l e s d e t o d o s l o s p a i s e s , p u e s q u e c o m o a t i n a d a m e n t e h a h e c h o o b s e r v a r el Du-
q u e d e Brog l i e : «lo q u e c a r a c t e r i z a e s t e c r imen y le d i s t i n g u e d e t o d o s l o s d e m á s , 
e s . . . q u e a m e n a z a p o r i g u a l l a s e g u r i d a d d e t o d a s l a s n a c i o n e s , q u e e s a s u n t o 
j u s t i c i a b l e p a r a t o d o s l o s T r i b u n a l e s del m u n d o . » (Examen critico de la ley dada en 
1827 sol/re la piratería, 'I h é m i s , !828, p . 88). E l de l i to d e p i r a t e r í a se c o n s i d e r a , y c o n 
r a z ó n , c o m o i n t e r n a c i o n a l . E n e f e c t o , el d o m i n i o d e l a a l t a m a r e s c o m ú n á t o d o s 
l o s E s t a d o s , y s u n a v e g a c i ó n d e b e s e r l ib re . I .a p i r a t e r í a , q u e e s el a s a l t o á 
m a n o a i m a d a , a t e n t a á l a s e g u r i d a d d e t o d o s los E s t a d o s . P o r lo t a n t o , l o s l í m i -
t e s de e s t e de l i to se b a s a n e n el d e r e c h o i n t e r n a c i o n a l , s in q u e n i n g ú n l e g i s l a d o r 
p u e d a d a r l e o t r o s , s u p r i m i r l o s , e x t e n d e r l o s , r e s t r i n g i r l o s , t a l c o m o e x i s t e n . E s 
c u e s t i ó n d e d e r e c h o púb l ico i n t e r i o r el d e t e r m i n a r l a p e n a ap l i cab le á e s t e de l i to y 
el p r o c e d i m i e n t o p e n a l q u e d e b e s e g u i r s e en t a l m a t e r i a . - C o m p a r . P r a d i e r - F o d i > 
r é , V a t t e l , l ib. 11, c a p . u , p . 7 8 . - C a l v o , Derecho internacional, 1.1, p . 2 6 7 . — P . F i o r e 
Derecho internacional, t r a d u c P r a d i e r - F o d f c r é , 1J p a r t e , c a p . x, p . 319. 

tro modo de ver no es común á todas las leyes penales, sino so-
lamente á algunas, es decir, á aquellas en que se dictan san-
ciones penales para hacer respetar ciertas leyes civiles. Ahora 
bien: las leyes civiles que tienen el carácter de personales, obli-
gan en todas partes á los nacionales. Por esto, si dichas leyes se 
han infringido en el extranjero, podrá hacerse aplicación de 
nuestras leyes penales en nuestro país 'á uno de nuestros sub-
ditos que fuese autor de esa violacion. Tales son, por ejemplo, 
las leyes protectoras de los derechos de ios miembros de la fa-
milia, cuya violacion es causa de varios delitos, que pueden 
comprenderse bajo el título de delitos contra los derechos ele 
familia. 

El legislador de cada Estado determina por la ley civil 
p>s derechos y deberes respectivos de los miembros de la fa-
milia, y establece por disposiciones especiales el estado de 
familia ( s ta to di famiglia), es decir, el conjunto de los de-
rechos que proceden de las relaciones de los padres entre sí 
y con los hijos. La ley civil no basta siempre por sí sola 
para proteger los derechos de la familia: así los legisladores 
de los distintos países, en caso de necesidad, reprimen di-
cha violacion por las leyes penales. Por nosotros , deben 
ser estas leyes consideradas como el complemento necesa-
rio del derecho de familia, y como obligatorias en todos los 
países. Admítese generalmente que el estado de las personas, 
las relaciones familiares y las obligaciones que de ellas se de-
rivan , se rigen por la ley nacional de cada individuo sea 
cualquiera el lugar en que resida (1). Según esto, la protección 
y defensa de estos derechos por la aplicación de las leyes pe-
nales, debe pertenecer únicamente al Estado á que corres-
ponda la familia. 

Los padres italianos, que están obligados en todas partes á 
observar las leyes que regulan las relaciones familiares, deben 
someterse á las sanciones penales de nuestras leyes que les 
imponen la obligación de cumplir en todos países las for-
malidades establecidas por las costumbres locales para hacer 

(1) C o m p a r . F i o r e , t r a d u c . P r a d i e r - F o d ò r é , Derecho internacional prirado, l i b . 1 
c a p . i . — M a n c i n i , Mozione all' ¡militilodi diritto internazionale• Conclusioncs. 



constar el estado civil. Así es que podrán ser castigados, si 
hubieren cometido en el extranjero uno de esos delitos conoci-
dos con la denominación de delitos contra el estado civil, por 
ejemplo, exponer sus hi jos , declarar f raudulentamente un se-
xo que no fuera el de sus hijos, cambiar ó susti tuir los niños, 
<5 bien hacerse culpables del delito de sustitución de parte ó 
sustitución de un niño, ó cualquier hecho análogo. El autor 
de semejantes delitos habr ía infringido también las leyes lo-
cales, y podría sin duda ser juzgado y condenado en el mismo 
lugar en que se hizo culpable. Pero con independencia de 
cuanto sobre este punto dispongan las leyes extranjeras , el 
ciudadano italiano podrá en todo caso ser l lamado á dar cuen-
t a en su pátria de todo delito contra el estado civil, de la mis-
ma manera que si el delito hubiera sido cometido en Italia. 

Lo mismo debe disponerse en cuanto á las leyes que regu-
lan los derechos y los deberes de los esposos. Así, un italiano 
que contrajera segundo 6 tercer matrimonio en un país donde 
la poligamia 6 la poliandria fuesen permitidás, no podría des-
pués de su regreso á la patria , pretender la exención de 
las penas dictadas contra la bigamia. Lo mismo acontece res-
pecto á las leyes que cast igan el adulterio (1), las que repri-
men los servicios ejercidos en el seno de la familia, de aque-
llas que castigan el abandono de los niños, cuando este delito 
lo comete el padre, y en fin, respecto á todas aquellas que re-
primen delitos análogos. 

LXXX. Conviene hacer notar que las leyes que proveén á 
la protección jurídica del derecho de familia, tienen una san-

(1) No h a y h e c h o h u m a n o q u e h a y a e n g e n d r a d o en l a s d i v e r s a s é p o c a s y n a c i o -
n e s d e s e m e j a n z a s , d i f e r e n c i a s m á s n u m e r o s a s , q u e l a p e n a l i d a d c o n q u e h a d e r e -
p r i m i r s e la i n f i de l i dad c o n y u g a l . T i s s o t (Derecho criminal, 1.11, p . 210 y s i g u i e n t e s ) , 
d e d u c e d e e s t e h e c h o u n o d e s u s p r i n c i p a l e s a r g u m e n t o s p a r a s o s t e n e r q u e n o 
p u e d e h a l l a r s e en e l a d u l t e r i o l a v i o l a c i o n d e u n d e b e r j u r í d i c o . V e r d a d e r a m e n t e , 
e l d i s t i n t o m o d o con q u e s e h a n c o n s i d e r a d o l a s r e l a c i o n e s d e f a m i l i a , h a e j e r c i d o 
g r a n i n f l u e n c i a s o b r e l a r e p r e s i ó n d e l a in f ide l idad c o n y u g a l , p e t o n o e s e s t o u n a 
r a z ó n p a r a a d m i t i r l a o r i g i n a l a r g u m e n t a c i ó n d e T i s s o t . L a h i s t o r i a n o s m u e s t r a 
c o s t u m b r e s b á r b a r a s é i r r a c i o n a l e s d e t o d a s c l a s e s , q u e p r u e b a n l a d i f e r e n t e m a -
n e r a d e q u e l o s p u e b l o s e n t i e n d e n l o s d e b e r e s c o n y u g a l e s ; p e r o l a h i s t o r i a n o p u e -
d e r e s o l v e r l a c u e s t i ó n d e s a b e r s i l a fidelidad c o n y u g a l e s u n d e b e r ju r íd i co .— 
C o m p a r . K o u r u e l , Tratado del adulterio. 

cion penal áun para I03 extranjeros. Estos, por ejemplo, sin 
tener la obligación de hacer constar y asegurar el estado civil 
del niño, la tienen ele abstenerse de ejecutar todo hecho que 
tienda á destruir 6 alterar aquel estado. Del mismo modo, el 
funcionario del registro civil no podrá celebrar el casamiento 
de 1111 individuo que estuviera comprometido por un matrimonio 
válido, etc. Debe, sin emtTargo, tenerse en cuenta que nuestra 
ley sería aplicable á los extranjeros que hubiesen cometido un 
delito contra el estado civil en nuestro país. Si, por otra parte, 
estos individuos 110 hubiesen sido castigados en el lugar en 
que hubieran consumado el delito, podrían serlo en su patria. 

Debemos decir además, que si nuestros compatriotas habían 
sido castigados en el lugar en que perpetraron el delito, sería 
necesario tener en cuenta la pena ya sufrida por éllos, para el 
caso en que fueran perseguidos por el mismo hecho en nuestra 
patria. 

^ LXXXI. Algunos autores, partiendo de la idea de que el 
Estado debe proteger por sus propias leyes los derechos nacio-
nales, dicen que todo individuo que en el extranjero hubiera 
dañado á uno de nuestros ciudadanos, podria ser condenado 
con aplicación de nuestras leyes penales. «¿No es un espec-
táculo que repugna á la conciencia y á la razón, dice Bonjean, 
el del extranjero que después de haber asesinado á un fran-
cés en el territorio de uno de los Estados vecinos, viene á bus-
car asilo en la misma patria de su víctima, insultando con su 
presencia y su impunidad el dolor legítimo de los parientes 
y amigos? (1).» Algunos legisladores modernos han consagra-
do este principio (2), y considerando al individuo como prote-
gido en todas partes por las leyes de su país , se han visto 
obligados á admitir que para hacer competentes á los tribuna-
les criminales por razón de los delitos cometidos en el extran-

(1) i n f o r m e s o b r e el p r o y e c t o d e l ey r e l a t i v o á l o s c r í m e n e s c o m e t i d o s e n p a í s 
e x t r a n j e r o , p á g . & l . - C o m p a r . H a u s , Curso de derecho criminal, v o l . i, n . ° 9 4 , - O r t o -
l an , Derecho penal, n .» 8 9 7 , - S i e g e n b e e c k , Disc. de delict. extra territ.-Caganova 
Diritto inttrnazionale, l e z i o n e 33 . " '. 

(2) C o m p a r . Código de Wurtemberg, a r t . 4* . -Código de Bdden d e 1845, a r t í c u l o s 5 o y 
r,".-Código dellannover d e 1840, a r t . 3" . -Cód igo del reino de Sajonia d e 1838, a r t í c u l o s 3 o 

y 4" . -Código de Zurich d e 18®, a r t . T.-Código de Lucerna d e 1836, a 'rt . 2 o -Códioo de 
Turgovia d e 1841, a r t . 2o . " 



D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

jero, bastaba que tales delitos hubiesen p e n c a d o á un ciu-
dadano del Estado que quiere perseguir á sus autores, ¿ o s 
otros no admitimos ís ta doctrina, porque no nos parece que 

a exterritorialidad del derecho penal debe depender c e la 
cualidad de la persona en perjuicio de la cual se cometió el 
delito. Verdad es que el hombre nace siendo ciudadano de un 
país, v como tal está sometido al poder social de su patria que 
con s^s leyes le asegura el libre ejercicio de sus derechos, y 
que debe ser en todas partes protegido por la soberanía de su 
país. Pero por otra parte, puede alejarse de su patria y pene-
trar en el territorio de otro Estado y someterse a un poder so-
cial extraño, que con pleno derecho se subroga al poder so-
cial de la patria para proteger la persona y la propiedad de los 
que, viviendo en el territorio que le está sometido, han venido 
á ser temporalmente sus subditos (l).¿Querrá, quizá, suponer-
se que las leyes de un Estado extranjero deben reputarse in-
s u f i c i e n t e s para proteger las personas y la propiedad y que 
este objeto no podrá ser castigado sino por nuestras leyes, o 
b i e n que nuestras leyes deben ser observadas por los indivi-
duos que no están sometidos á su imperio? Diremos con Mon-
tesquieu: «estoy obligado á seguir las leyes cuando vivo bajo 
su imperio; pero cuando no es así, ¿pueden obligarme aun? (2 ». 

LXXXII Las leves nacionales cuyo objeto es proteger las 
personas v la propiedad de los ciudadanos, respecto á los otros 
ciudadanos, podrán ser violadas por actos ejecutados en país 
extranjero, en él caso en que dos individuos del mismo país 
se trasladaran al extranjero únicamente para cometer un deli-
to y volvieran en seguida á su patria. Tal sería el caso de dos 
ciudadanos de un Estado en que el duelo esté prohibido, que 
hubieran traspasado la frontera para ir á batirse a otro pai» 
en que el duelo gozase dé impunidad. E l vencedor no podría 
volver en medio de nosotros cubierto de la sangre de su ad-
versario y gozar de la impunidad. El hecho de haber con-

\ 

(1, E l e x t r a n j e r o , d i c e M a n g i n , s e h a c e s ú b d . t o d é l a l e y d a l p a r s ^ 

j a d a ; e s t á s o m e t i d a al p o d a r p ú b l i c o d e e s e p a i s . E s u n p r i n c i p i o d e d e r e c h o 

g a n t e s a d m i t i d o " e n t o d a s l a s n a c i o n e s . {Traite ie Vact.publiq., t - 1 , n . ? J ) . 

(2) Cartas persas,t. i , p á g . 210 . 

-cebido el proyecto criminal en nuestro país y de haber obrado 
fraudulentamente para sustraerse á la autoridad de leyes que 
son rigurosamente obligatorias, y el de haber puesto en eje-
cución ese proyecto criminal trasladándose á un país extran-
jero, con el deliberado propósito de eludir la ley, justificarían 
la competencia de nuestros tribunales, y darían á la aplica-
ción de nuestras leyes penales contra aquellos que quisieran 
sustraerse á ellas, un carácter de jus ta represión. Todavía po-
dría decirse que sin duda, el delito ha sido cometido en un lu-
gar en que nuestra ley penal no tiene autoridad, y que sólo 
el concebir el proyecto en nuestro país no podrá atribuir nin-
guna competencia á nuestros tribunales; pero si se considera, 
por otra parte, que el propósito criminal, los hechos prepara-
torios y la perpetración del delito puedan ser considerados co-
mo un todo indivisible, 110 habrá nada contrario á los princi-
pios generales en atribuir la competencia al tribunal del lu-
gar donde el proyecto criminal fué concebido y empezó á 
ejecutarse, aunque el delito se cometiese en país extranjero. 
Es este un caso idéntico al de los delitos comenzados en un 
país y acabados en otro ( l j . 

LXXXIII . Sólo en el caso de que* se trate de crímenes ó 
delitos cometidos en el extranjero, y para los cuales no pueda 
ó no deba tener lugar la extradición, podrá la acción penal 
ser atribuida (2) de oficio ó en virtud , dé queja del'ofendido, 
de $u representante, ó del Estado en cuyo territorio tuvo lu-
gar el delito, á los tribunales del país en el cual sea detenido 
el culpable. En tal hipótesis nuestra ley no ha sido violada 
por un delito cometido en el extranjero; pero como no existi-
ría otro medio de castigar al culpable si nuestro país le sirviera 
de asilo, por el mismo hecho se atentaría á aquellas de nues-
tras leyes que protegen la seguridad pública. Un ejemplo en 

(1) V. c a p . 1, n ú m e r o s 3 2 y s i g u i e n t e s . 

(2) C o m o ' d i r e m o s á s u t i e m p o , la e x t r a d i c i ó n n o d e b e l i m i t a r s e s ó l o á l o s c r í -
m e n e s , p e r o t a m p o c o p o d r á e x t e n d e r s e á t o d o s l o s d e l i t o s . L o s d e l i t o s , n o p u d i e n -
d o , p o r s i s o l o s , d a r l u g a r á l a e x t r a d i c i ó n , c a e n , á n u e s t r o e n t e n d e r , e n l a a p l i c a -
c i ó n d e l a r e g í s ubite invenio, ibi le convenio, e n v i r t u d d e l a c u a l e l i n d i v i d u o q u e h a 
c o m e t i d o u n d e l i t o p u e d a s e r p e r s e g u i d o a n t e l a j u r i s d i c c i ó n d e ! l u g a r e n q u e s e 
e n c u e n t r e , p a r a d a r c u ; n t a d e l d a ñ o q u a h a c a u s a d o , d e l a m i s m a m°a ñ e r a q u e u a 
d e u d o r q u e p u e d e s e r c i t a d o á j u i c i o e n c u a l q u i e r p a r t e q u e r e s i d a . 



que podría aplicarse nuestro principio, ser ía el de un hecho-
semejante al que se produjo á bordo do la Criolla en 1841. 
Habia partido este navio americano, l levando á bordo un co-
lono que conducía consigo 135 esclavos. Durante el viaje , 
los esclavos se sublevaron y mataron á su amo, hirieron gra-
vemente á varias personas de la tr ipulación, encadenaron al 
comandante del navio, y apoderándose del mando, se dirigie-
ron hácia un puerto inglés. Con este mot ivo, tuvo lugar una 
larga discusión entre ambos gobiernos y en el seno del Par-
lamento inglés, para decidir si los esclavos y los jefes de la 
sedición, en número de 19, arrestados por el gobierno inglés, 
debian ser entregados. Dejando á un lado la discusión y solu-
ción de este asunto, diremos que nues t ra opinion es que los 
esclavos no debian ser entregados, pero que los agitadores y 
los asesinos no debian permanecer impunes . 

Un esclavo que llega á un país donde no se conoce la es-
clavitud, adquiere de pleno derecho su l ibertad, y ya no pue-
de ser privado de ella. Aun en el caso de que sea un malhe-
chor, tendrá derecho á ser tratado como hombre libre, es de-
cir, á ser enviado ante los tribunales. Reconocido culpable, y 
después de haber sufrido su condena, deberá ser puesto de 
nuevo en libertad. Entregando los esclavos culpables de ase-
sinato en la Criolla, no se les sujetaba simplemente á la obli-
gación de responder ante los tr ibunales de su cr imen, sino 
que se les privaba de ser tratados como hombres libres. Por 
otra parte, sería malo concederles la impunidad. Según esto, 
es necesario conceder jurisdicción á los t r ibunales de} Esta-
do para prevenir el daño social que resul tar ía de la impunidad 
del delito, para garantir á los buenos c iudadanos del peligro 
que les baria correr un huésped peligroso, y para impedir un 
escándalo y un mal ejemplo. 

Debe todavía examinarse una ú l t ima hipótesis, la de un 
Gobierno que sabiendo se ha cometido u n crimen en el extran-
jero, hubiera detenido al presunto reo y ofrecido su extradi-
ción al Gobierno del país en que se cometiera el delito, y el 
cual podría no querer entablar u n a demanda regular . En 
este caso, el Estado tendría la facultad de expulsar al delin-
cuente y de hacerlo acompañar hasta la f rontera de su país. Es 

cierto efectivamente que el Estado tiene derecho de prevenir 
el daño social q.ue pueda provenir de la presencia de un sér 
peligroso. Sin embargo, no podrá hacerle llevar á las fronteras 
del Estado veemo sin el consentimiento de dicho Estado, por-
que los deberes de buena vecindad imponen, entre otros efec-
tos, la obligación á cada Estado de no desembarazarse de los 
malhechores con perjuicio de los países limítrofes. Tan sólo su 
misma patria debe recibirlos sin hacer objecion, pues cada Es-
tado tiene la obligación de recibir á aquellos de sus subditos 
o dependientes que son expulsados por las autoridades extran-
jeras y vueltos á enviar á su patria. 

Verdaderamente debe ser un caso irrealizable el de un Es-
tado civilizado que rehuse hacer la demanda regular de extra-
dición de un individuo que hubiese delinquido en su mismo 
territorio; cuando esta extradición se le ofrece por otro Estado 
E n efecto, el daño que resulta de la impunidad del culpable 
perjudica más directamente al país en cuyo territorio se corne-
tto el delito, y allí es precisamente donde se hace más necesa-
ria la aplicación de la ley penal con objeto de restablecer el or-
den social, perturbado por aquel hecho. Si á pesar de todo, se 
realizara tan extraña hipótesis, en nuestro sentir, el único re-
curso que quedaría sería expulsar al detenido, haciéndole acom-
pañar hasta las fronteras de su pàtria. Todos los publicistas es-
tán de acuerdo en considerar como potestativo y no obligato-
rio en un Estado el recibir en e'1 al extranjero. Según esto, es 
indudable que no podría negarse á un Gobierno el derecho de 
expulsar á este mismo extranjero por interés de orden público 
ó por motivos de policía (1). Por último, en la hipótesis que su-
ponemos, parece que debe considerarse como obligatoria la ex-
pulsión, pues es el medio único de tranquilizar á los buenos 
ciudadanos. 

Se dirá quizá que sería mejor medio para evitar la impuni-
dad del reo hacerle juzgar por los magistrados del Estado 

• que ya le tiene en su poder. Pero si difícil y costoso es siefn-

(1) V at te l , Derecho de gente*, l ib. i, p. 230-31, y P rad ie r -Fodèré , s o b r e Va t t e l , n o t a s 
d e e s t o s pá r r a fo s .—Phi l l imore , International law, t . , , n . ° 3 6 4 . - B l u n t s c h l i £ S 

. mernat. codificado, a r t . 3 8 3 , - D u d l e y - F i e l d , n.» 321. ' 



pre instruir un proceso criminal en lugar diferente de aquel 
en que ha pasado el hecho criminal, esta dificultad parecerá 
mayor aún cuando el Gobierno local se muestre tan poco cui-
dadoso para castigar al culpable que haya rechazado el ofre-
cimiento de extradición que se le ha hecho. 

LXXXIII (segundo). Todos los principios expuestos en el 
presente capítulo pueden resumirse del modo siguiente (1): 

Ninguna soberanía puede ejercer su poder represivo sobre 
un territorio sometido a otra soberanía. Sin embargo, cuando 
suceda que de un hecho realizado en el extranjero resultara 
un atentado contra un derecho protegido por la ley del Esta-
do, la soberanía de este Estado tiene jurisdicción sobre el cul-
pable, ya consiga.apoderarse de su persona, ó ya obteniendo su 
extradición. 

Deben considerarse comprendidos en la regla precedente: 

Los delitos contra la seguridad del Estado y contra el cré-
dito público (2); 

Los delitos contra los derechos familiares y el estado civil, 
cometidos por un nacional que reside en el extranjero (3); 

Los delitos contra la propiedad ó contra las personas, cuan-
do el culpable se encuentra en Estado extranjero, ó la ley na-
da dice del delito por él cometido, en el caso de consumar im-
punemente un hecho determinado, en fraude de la ley de este 
país, según la cual este hecho era reprensible; 

O bien, el hecho de trasportar al país los objetos adquiridos 
por medio del delito; 

O bien, por parte de un extranjero, el haber aconsejado, 
excitado- ó inducido al autor de un delito cometido en el inte-
rior de un Estado, á perpetrarlo. 

Los delitos contra el derecho internacional, tales como: 
La trata de negros y todo hecho cualquiera que sea, rela-

cionado con la trata ó comercio de esclavos. 
La destrucción ó alteración de telégrafos submarinos ó de 

(1) 1'. F i o r e , üirillo internazionuie publico, 1.1, n . " 485, 2a edición -

(2) Ta l e s s o n : l a fa l s i f icac ión d e m o n e d a s , d e t í t u l o s , d e s e l l o s o f i c ia les y o t r o s 

h e c h o s a n á l o g o s . 
(3) T a l e s s o n : l a suppnssioa d e e s t a d o , l a id. d e p i o r t o , l a b i g a m i a , e t c . 

ios aparejos que dé él forman parte, cables, hilos metálicos 
ú otras cosas equivalentes (1). 

Los deterioros ó destrucción de vías férreas internaciona-
les, de canales ú obras destinadas al uso común de las nacio-
nes, causados con intención fraudulenta en tiempo de paz, 
ó por individuos no autorizados especialmente para ello, en 
tiempo de guerra (2). 

liespecto á los delitos de l a s t r e s últimas clases, hay en 
ellas que hacer observar que porque atenían á los derechos 
de todos los pueblos, la jurisdicción en lo que á ellos se refie-
re pertenece al Estado que primero se apodera de la persona 
del culpable. No obstante, es menester que se trate de delitos 
reconocidos como tales en derecho, internacional, y para evi-
tar cuantas dudas pudieran surgir en lo relativo a í c r imen de 
piratería, será conveniente atenerse á las reglas siguientes: 

A. Será considerado como acto de piratería todo robo con 
violencia ó depredación en alta mar con intención de robar y 
saquear, sin distinguir si los autores de tales hechos enarbolan 
el pabellón de su Estado, y tienen libros de bordo (3). 

B. Los piratas, no pudiendo ser considerados como ciuda-
danos de ningún Estado, pueden ser' juzgados por cualquier 
listado que los tenga en su poder. 

C. Cuando los actos de piratería son cometidos en las 
aguas territoriales de un Estado, su jurisdicción deberá ser re-
conocida con preferencia á la de todo otro Estado (4). 

D. El qué tenga pruebas de que un barco es culpable de 

( i ) El S e c r e t a r i o d e E s t a d o d e l o s E s t a d o s U n i d o s e n v i ó u n a c i r c u l a r á l a s p r i n -
c i p a l e s p o t e n c i a s m a r í t i m a s , i n v i t á n d o l e s á u a a c o n f e r e n c i a s o b r e l a p r o t e c c í o n d e 
l o s c a b l e s t r a s a t l á n t i c o s . 

<2» En lo r e l a t i v o al r e g i s t r o a d m i n i s t r a t i v o s o b r e l a s v í a s f é r r e a s i n t e r n a c i o -
n a l e s , e s t á a d m i t i d o h o y q u e l a s a u t o r i d a d e s del E s t a d o , p u e d e n e j e r c e r l a v ig i lan-
c ia y el r e g i s t r o a d m i n i s t r a t i v o s h a s t a el p r i m e r r e c o d o d e la f r o n t e r a d e o t r o 
E s t a d o . 

(S) «Qui a u t e m n u l l í u s p r i n c i p i s a c t o r i t a t e s i v e m a r i , s i v e t é r r a , r a p i u n t p i r a -
t o r u m pra?doriuir q u e v o c a b u l o i n t e l l í g u n t u r . B y n k e r s h o c k , q u e s t . . juris publici I 
c h . xvn . 

(4) B l u n t s c h l i s i e n t a l a r e g l a s i g u i e n t e : « C u a n d o u n n a v i o , sin r e n u n c i a r á s u 
n a c i o n a l i d a d y s in r o m p e r los l azos q u e le u n e n á u n E s t a d o d e t e r m i n a d o , c o m e t e 
e n la m a r a c t o s de p i l l a j e , r o b o ii o t r o s d e l i t o s , n o se le p u e d e n a p l i c a r l a s r e a l a s 
y l a j u r i s d i c c i ó n i n t e r n a c i o n a l a d m i t i d a s en c a f o d e p i r a t e r í a , v so lo s o n c o m p e -



piratería, ó tenga graves motivos para suponer de él tal cri-
men, puede apoderarse del navio, pero debe conducirle á un 
puerto de un listado, pa ra poder llevarlo ante los tr ibuna-
les (1). 

E . Ningún navio puede ser condenado por piratería, sino 
en conformidad con las reglas del derecho internacional. Las 
leves particulares de un Estado en las que se califica como 
actos de piratería, actos que no tienen este carácter en dere-
cho internacional, pueden ser únicamente aplicadas á los na-
vios del Estado que la? dictó. 

F . No puede calificarse como acto de piratería, por parte 
de un individuo, el hecho de cometer actos de violencia ó de-
predación cuando está encargado de una comision regular de 
u n a nación beligerante, áun en el caso de que hubiera exce-
dido los poderes concedidos para ta l comision. Sin embargo, 
en este caso, el autor de tales actos tendría que responder de 
ellos ante los tribunales competentes (2). 

LXXXIV. La institución de la extradición forma parte in-
tegrante de nuestra doctrina, pero no tal como hoy existe, 
considerada como un acto de administración. Diremos en la 
segunda parte de esta obra, cómo debería estar regulada esta 
importante institución, y cómo debería proveerse por medio • 
de la ley, á la supresión de los abusos del poder ejecutivo y al 
de la arbitrariedad de los tratados. Los principios que á este 
propósito expondremos, son necesarios para completar ciertas 
cuestiones que no podemos desenvolver aquí para no alterar 
el plan de nuestro trabajo. 

Digamos, sin embargo, desde ahora, que según nosotros, 

t e n t e s l o s T r i b u n a l e s de l E s t a d o á q u e p e r t e n e c e e s t e nav io» (p . 350, í r a d u c . 
L a r d y ) . 

P a r é e e n o s , p o r el c o n t r a r i o , q u e u n n a v i o c o n s a g r a d o á l a p i r a t e r í a , t e n g a ó n o 
t e n g a el p a b e l l ó n d e u n E s t a d o y l o s p a p e l e s en r e g l a , e s t á d e s n a t u r a l i z a d o , y n o 
a d m i t i m o s l a j u r i sd i cc ión d e l o s T r i b u n a l e s de l E s t a d o , c u y o p a b e l l ó n o s t e n t a . 

(1) Claro e s q u e s i l a s o s p e c h a n o se j u s t i f i c a , la p e r s o n a q u e c a u s ó e l a p r e s a -
m i e n t o del n a v i o , e s t á ob l iga r la á i n d e m n i z a r l e t o d o p e r j u i c i o q u e s u f r i e r a , s e g ú n 
l a s c i r c u n s t a n c i a s . (V. D u d l e y - F i e l d , International Code, p . 85). 

(2) «Sed p i r a t a q u i s s i t n e c n e , i n d e p e n d e t a n m a n d a t u m p n e d a n d i h a b u e r i t : s i 
h a b u e r i t e t a r g u a t u r id e x c e s s i s s e , n o n c o n t i n u o e u m h a b u e r i m p r o p i r a t a . » 
( B y n k e r s h o k , Ques t . j u r d . , p . i , c h . xvii). 

debe considerarse la extradición como obligatoria entre los 
Estados, y no solamente por imposición de los convenios di-
plomáticos, sino como teniendo por objeto poner en práctica el 
deber de solidaridad de los Estados en la administración de la 
justicia. Según creemos, el juez natural de los malhechores es 
c del Estado cuya ley ha sido violada, y sobre quien recaería 
el daño resultante de la impunidad. Según esto, la extradición 
cebera tener por objeto hacer volver á los malhechores, ante 
sus naturales jueces. 

E n resumen, en nuestra doctrina, deducimos á límites bien 
determinados en cuanto es posible, el caso de esterritorialidad 
en materia de derecho penal, y extendemos la institución de 
la extradición considerándola como obligatoria entre los Esta-
dos civilizados, y como regulada por leyes que tienen justa-
mente por objeto, impedir las medidas arbitrarias. De este mo-
do, en nuestro sentir, puede verse realizada la jus ta aspira-
ción de ver á todos los Estados solidarios en el ejercicio del 
deber de la protección jurídica, solidarios en la represión de 
los delitos. 



C A P I T U L O I I I 

Del derecho de expulsar al«extranjero. 

85. E x p u l s i ó n d e l ex t r an j e ro .—8i> . O p i n i o n d e M a r t e n s . — 8 7 . N u e s t r a o p i n i o n . -
- 88 . I , ey i t a l i a n a en v i g o r . — 8 9 . P r o y e c t o d e C ó d i g o p e n a l i t a l i a n o . — 9 0 . C o n -
d u c t a en l a f r o n t e r a . — 9 1 . E l e x t r a n j e r o p u e d e s e r e x p u l s a d o a d m i n i s t r a t i v a -
m e n t e . — 9 2 . Op in ion c o n t r a r i a . — 0 3 . N u e s t r a o p i n i o n . — 9 1 . Ley f r a n c e s a . — 9 5 . 
L e y b e l g a —96. L e y suiza .— 97. Ley d a n e s a . — 9 7 b i s . Leg i s l a c ión e s p a ñ o l a . — 
98. Ley h o l a n d e s a . — 9 9 . L e g i s l a c i ó n g r i e g a . — 9 9 b is . Ley s u e c a —99 t e r . C r i t i -
c a s d e l a s l e y e s en v i g o r r e l a t i v a s á l a e x p u l s i ó n del e x t r a n j e r o . — 1 0 0 . S e p r o h i -
b e e x p u l s a r un nacional .—101. S e p u e d e p r o h i b i r á u n n a c i o n a l v o l v e r á e n t r a r 
e n s u pà t r ia .—102. J u r i s p r u d e n c i a f r ancesa .—103 . C o m p e t e n c i a de l o s T r i b u -
n a l e s e n m a t e r i a d e e x p u l s i ó n . —103 b i s . E x p u l s i ó n del s u j e t o á e x t r a d i c i ó n 
q u e h a c o m e t i d o o t r o d e l i t o n o s u s c e p t i b l e d e e x t r a d i c i ó n . 

85. El derecho de expulsar al extranjero es uno de los de-
rechos complementarios de la protección jurídica, que es fin 
del derecho de castigar. E n efecto, cuando una de las condi-
ciones necesarias para justificar la competencia de los tribu-
nales falta, y la oferta de extradición del criminal en el Es-
fado en cuyo territorio se ha cometido el delito, no ha sido 
aceptada, no queda otro medio de proteger los intereses del 
país de refugio, que expulsar al acusado conduciéndole á la 
frontera. 

Algunos autores discuten este derecho del Estado, fundán-
dose en que la expulsión es por sí misma una pena, y no se 
puede castigar á un individuo, que no ha sido reconocido 
culpable. Estos autores preferirían ver al Estado perseguir al 
extranjero, evidenciando su inocencia ó su culpabilidad. De 
esta manera, según ellos, se evitaría el inconveniente ya de. 



dejar impune á un culpable, ya de c a s t i g a r á un inocente. Sin 
embargo, no podemos adoptar esta opinion. 

Excepto el caso en que la expulsión del territorio estuvie-
se ordenada por el Magistrado, y fuese u n complemento de la 
pena, no podemos dejar de admitir que en ciertos casos, pue-
de la autoridad administrativa prohibir á los extranjeros la 
entrada en'el territorio del Estado, ó bien expulsar por razo-
nes políticas ó de orden público, á esos mismos extranjeros 
que se encontrasen en su país. El único p u n t o que, en nuestra 
opinion, puede dar materia á discusión, es el relativo á l a ex-
tensión del derecho, que tiene el Gobierno, para dictar esta 
medida. 

86. Los antiguos publicistas, despues de haber admitido 
la doctrina errónea de que el Estado es propietario del suelo 
nacional y que tiene, por tanto, un derecho absoluto é ili-
mitado sobre las personas y sobre las cosas que se encuen-
tran en el terr i tor io , le han atribuido el poder arbitrario 
de expulsar á los extranjeros, ya individual, ya colectiva- . 
mente. Estos principios han sido, en g ran pa r t e , acepta-
dos por algunos autores modernos. Así, por ejemplo, Mar-
tens dice: «el Gobierno de cada Estado t i ene siempre el dere-
cho de obligar á los extranjeros que se encuent ran en su ter-
ritorio, á salir de él, haciéndoles conducir hasta las fronteras: 
este derecho se funda en que no formando el extranjero parte 
de la nación, su recepción individual en el territorio, es pu-
ramente facultativa, de simple tolerancia y en manera algu-
na obligatoria. El ejercicio de este derecho puede hallarse so-
metido á ciertas formas por las leyes interiores de cada país, 
pero el derecho no deja de estar umversa lmente reconocido 
y practicado (1).» 

87. La doctrina de los autores que r ehusan al Soberano el 
derecho ilimitado de expulsar álos extranjeros nos parece más 
•conforme á la verdad (2). 

(1) M a r t e n s , Droit desgens,lib. 111, c h . 111, n.» 91. 
(2) C o n f r . V a t t e l , Droit des gens, l ib . i, n . ° 231, a n o t a d o p o r P r a d i e r - F O d é r é 

loco eil. — C o n t o s t a u l o s , Be jure expellendi peregrinos. — P h i l l i m o r e , Internatio-
nal law, n . " 3 6 5 . — W o o s l e y , International lew, p . 9 4 . — E i e l d - D u d l e y , § 3 2 1 . — B l u n t s -
c h l i , Droit internat. eodifié, § 383 .—Orto lan , Diplomálie de la mer, l ib . n, c h . xiv, p . 323. 
•— H e f t e r , Droit internat., § 6 í . 

E n efecto, la libertad humana es el más sagrado de los de-
rechos naturales, y su completo desenvolvimiento no está li-
mitado por las fronteras del país de que cada uno es ciudada-
no. Es contrario á los principios del derecho y á los verdade-
ros intereses de la justicia poner trabas á la libertad de las re-
laciones permanentes entre los ciudadanos de los diversos Es-
tados. Admitimos, sin embargo, que el derecho de morar li-
bremente en todas partes, puede lo mismo que cada uno de 
los derechos consagrados por la legislación civil, limitarse en 
interés general de la asociación política. Y por lo mismo ser 
temporalmente rehusado á los extranjeros por graves motivos 
de órden público, por necesidades políticas, ó por altas razo-
nes de administración. En este caso debe prevalecer la regla 
salus populi suprema lex. 

Hemos dicho temporalmente, porque esta medida excepcio-
nal puede justificarse solamente cuando existen necesidades 
públicas que la motiven, y únicamente en el momento en que 
dichas necesidades existen. Hemos dicho graves motivos, por-
que los Gobiernos bien constituidos no deben recurrir á me-
didas tan rigurosas, sino en los casos de extrema necesidad 
y de precisión urgente. Estas razones deben ser expuestas al 
Gobierno del país á que pertenece el expulsado, si este país, 
ejercitando su derecho, pide una explicación. Sé supone siem-
pre, que la medida de que se trata ha sido tomada en tiempo 
de paz. 

88. En Italia, no tenemos ninguna ley especial relativa á 
la expulsión del extranjero, del reino. La materia se encuentra 
regida por diversas disposiciones que están dispersas en el 
Código penal, en la ley de seguridad pública y en las instruc-
ciones del Ministro del interior (1). Según el Código penal, los 
extranjeros vagabundos, y declarados tales por los tribunales, 
son expulsados del reino, bajo apercibiente, en caso de volver 
á entrar en Italia, de ser castigados con una pena que puede 
lleg'ar hasta un año de prisión. Lo mismo sucede con los ex-

(1) V é a s e el a r t . 439 del C ó d i g o p e n a l s a r d o d e 1833, el a r t . " 3 d e l a l ey d e S e 
g u r i d a d p ú b l i c a d e 20 d e M a r z o d e 1875 y el a r t . 83 del r e g l a m e n t o d e 18 d e M a r z o 
d e 1865. 



t ranjeros condenados por robo á mano armada en los caminos, 
por extorsión' (extorsión violenta), por rapiña (rapiña), robo, 
estafa, apropiación indebida, ó cualquiera otro delito contra la 
propiedad. La expulsión de los unos, como la de los otros, 
se ordena siempre por la autoridad política y mediante un de-
creto motivado. Así, quince días antes de que espire la pena 
del extranjero condenado por vagancia fozio), ó bien por de-
litos contra la propiedad, el Ministerio público debe advertir 
á la autoridad política, á fin de que ésta pueda hacer expulsar 
y conducir á la frontera á dicho condenado. 

89. Según el proyecto de Código penal , presentado por 
el Ministro Mancini, los extranjeros condenados á penas cri-
minales ó correccionales, que según la ley, traen consigo vi-
gilancia de la alta policía, pueden también ser expulsados dol 
reino (1). 

Es ta disposición podrá, á los ojos de ciertas personas, pare-
cer demasiado rigorosa, en atención á que los Gobiernos fuer-
tes y bien organizados no deberían temer que el extranjero 
pudiera sustraerse á su vigilancia y conspirar impunemente 
contra la seguridad pública. Pero puede hacerse observar que 
respecto á los individuos que después de haber faltado á los 
deberes de la hospitalidad, han sufrido una condena sin dar 
garantías sérias de una conducta mejor para el porvenir, no 
há lugar á mostrarse generosos hasta el punto de imponer á 
l a administración pública la obligación de vigilarlos para im-
pedir sus instintos criminales; sino que es racional por el con-
trario, que la autoridad política no esté obligada, en todos los 
casos, á expulsar al extranjero, ni dejar de tener la facultad 
de hacerlo cuando le parezca conveniente. 

90. La expulsión del extranjero puede hacerse por las au-
toridades en la frontera cuando sorprenden á un individuo, ya 
expulsado, que intente volver al país, ó bien cuando se tienen 
motivos bastantes para ello, por la ausencia de títulos ó docu-
mentos útiles para justificar su identidad (2). 

(1) L i v r . i , a r t . 20. 1 

<2j V é a n s e l a s i n s t r u c c i o n e s del M i n i s t r o del I n t e r i o r d e I t a l i a , d e 20 d e Febre-
r o de 1860, $ 27. 

91. Finalmente, el extranjero puede ser expulsado por la 
autoridad política por razones de órden públieo. Es ta regí a-
segun algunos, podrá parecer contraria al principio consa-
grado por nuestros legisladores en el art . 3o de Código civil, en 
que concede al extranjero el goce de los derechos civiles atri-
buidos á los ciudadanos. Hé aquí, por lo demás, los a rgumen-
tos que se pueden hacer valer en este sentido. 

92. Podría decirse, en primer lugar , que habiendo conce-
dido nuestro legislador á lus extranjeros el goce de los dere-
chos civiles de toda especie, y por consecuencia de aquellos 
para cuyo uso la presencia real de la persona es una condicion 
indispensable, todo el sistema consagrado por él vendría á 
ser ilusorio, si el poder político y administrativo pudiese por 
medio de la expulsión, privar al extranjero de esta categoría de 
derechos. 

Podría decirse, además, que la libre facultad de establecer 
á su antojo el domicilio ó la residencia en una parte cualquie-
ra del reino, constituye por sí misma un derecho civil, y que 
semejante derecho, atribuido por la ley al extranjero, no po-
drá ser arrebatado arbitrariamente por la autoridad adminis-
trativa. Lo mismo que el extranjero autorizado á establecer su 
domicilio en Francia puede escoger en todas partes un verda-
dero domicilio, así lo puede en Italia sin necesidad de autori-
zación alguna, puesto que, en los términos del art. 3o del Có-
digo civil, goza de todos los derechos atribuidos á los ciudada-
nos, y según el art. 16 del mismo Código, en que se encuen-
tra la definición jurídica de domicilio, no existe n inguna dis-
tinción entre las personas que quieran establecerlo, sean ciu-
dadanos ó extranjeros. 

93. Para combatir estos argumentos, podemos hacer valer 
las razones siguientes. El Código civil tiene por objeto regu-
lar las relaciones entre particulares, y no las que existen en-
tre los habitantes del Estado y la Soberanía. El derecho de 
pioveer á la salvaguardia y á la conservación de la asociación 
política, y de decretar las medidas de alta administración y de 
policía, es uno de los derechos que pertenecen á la Soberanía. 
En las relaciones correspondientes al órden político y al orden 
administrativo, la condicion de los extranjeros no es la misma 



que la de los nacionales. En efecto, los derechos políticos per-
tenecen exclusivamente á los nacionales; lo mismo sucede con 
los otros derechos, que son su consecuencia, y en el número 
de los cuales está el derecho, existente para cada uno, de per-
manecer en el territorio del Estado de que es ciudadauo, y de 
no poder ser expulsado por un acto de la administración. En 
virtud de la disposición del art. 3o del Código civil italiano, el 
extranjero puede, independientemente de toda condición de 
reciprocidad, de toda concesion personal del Gobierno, ejercer 
toda clase de arte, de industria y de comercio, adquirir, enaje-
nar, comparecer enjuicio, etc., pero sin que por esto sus re-
laciones con la Soberanía territorial se encuentren modifica-
das en lo más mínimo, ó los derechos de esta Soberanía se 
hayan aminorado bajo ningún concepto. Esta Soberanía pue-
de, desde lue'go, decretar siempre la expulsion del extranjero 
cuando esta medida sea necesaria para la seguridad pública ó 
por las urgentes exigencias de la Administración genera l . Si á 
consecuencia de semejante medida, el extranjero ,expulsado, 
continúa accidentalmente privado deL goce de estos derechos 
civiles, para los cuales, es la residencia una condicion necesa-
ria, esto consiste en que la concesion del art- 3 o , debe repu-
tarse subordinada á la condicion de que el extranjero no su-
f ra la prohibición de residir en el país. Si ha sido privado de 
este derecho de residencia, es porque ha faltado á sus deberes 
para con un país hospitalario. 

En resúmen, invocando estos motivos y otros análogos, 
puede concluirse que la disposición del art. 3o del Código civil 
italiano no es un obstáculo á que el extranjero sea expulsado 
administrativamente. 

94. En Francia, la materia de la expulsion de los extran-
jeros se encuentra regulada por dos leyes: Io , por el a r t . 272 
del Código penal, que dice así: «Les individus déclarés vaga-
bonds par jugement pourront, s ' i l s sont étrangers, ê t re con-
duits, par les ordres du Gouvernement, hors du territoire;» y 
2°, por la ley de 3 de Diciembre (le 1849 cuyo art. 7 dice lo 
que sigue: «Le Ministre de l ' Intér ieur pourra, par mesure de 
police, enjoindre à tout é tranger voyageant ou résidant en 
F rance de sortir inmédiatement du territoire f rançais èt le 

.faire conduire à la frontière. Il aura le même droit à l 'égard 
de l 'étranger qui aura obtenu 1' autorisation cl' établir son do-
micile eu France; mais après un délai de deux mois, la mesu-
re cessera d'avoir effet si l 'autorisation n ' a pas été revoquée 
suivant la forme indiquée dans 1' article 3 (par décision du Gou-
vernement, qui devra prendre Favis du Conseil d'Etat).—Dans 
les départements frontières, le Préfet aura la même droit à 
l 'égard de l 'é t ranger non résidant, à charge d'en référer in-
médiatement au Ministre de l 'Intérieur.» 

95. E n Bélgica, la expulsion del extranjero se hallaba en 
un principio, regida por la ley de 7 de Julio de 1865. Esta ley 
fué corregida primeramente por la de 17 de Julio de 1871, 
en cuyos términos la ley de 1865, para todas las disposiciones 
que no estaban modificadas, habia sido prorogada hasta, el 
mes de Julio de 1874; después por las leyes de 17 de Marzo de 
1874 (art. 12) y de 2 de Junio del mismo año. 

Según la ley de 7 de Julio de 1865, que se refiere á la ley 
de extradición 1833, el decreto real, por el cual podia obli-
garse al extranjero á salir.del reino, debia ser discutido en el 
Consejo de Ministros. 

Según los términos de esta misma ley de 1865, el Gobier-
no podia expulsar á todo individuo que volviese á Bélgica 
después de haber sido perseguido en otro país. Según la ley 
de 17 de Julio de 1871, la expulsion no puede ser decretada 
sino contra un individuo que está sujeto á una persecución. 

Además, se han declarado las medidas, prescritas en la ley 
belga de 1865, inaplicables al extranjero casado con muje r 
belga, y que durante su residencia en el reino, ha tenido hi-
jos. Hé aquí el texto del art . I o de la ley de 17 de Julio de 
1871: «el extranjero residente en Bélgica que por su conduc-
ta compromete la tranquilidad pública, el que se halla perse-
guido ó ha sido condenado en el extranjero por crímenes ó de-
litos que dan lugar á la extradición, conforme á las leyes de 
5 de Abril de 1868 y de Io de Junio de 1870, puede ser obliga-
do por el Gobierno á alejarse de cierto sitio, á habitar en otro 
determinado y áun á salir del reino.» 

Una nueva modificación á estas leyes belgas, produjo la de 
2 de Junio de 1874, en que se dispone que: «El derecho de 



expulsar á los extranjeros, como medida de policía, no puede, 
ser aplicado al individuo, nacido en Bélgica de un extranjero, 
y que reside allí, áun cuando se encuentre en el caso previs-
to por el art. 9o del Código civil.» • 

96. En Suiza, según el art 70 de la Constitución federal, 
revisada y aprobada en 20 de Enero de 1874, «la confedera-
ción tiene el derecho de devolver á su territorio á los extran-
jeros que comprometen la seguridad interior ó exterior de la 
Suiza (i). 

»Esta disposición tiene por objeto principal proclamar los 
derechos de la confederación en sus relaciones con los canto-
nes. Y no por eso deja de resultar de aquí, que se encuentra 
libre de obrar en este respecto, según aquello .que le parece 
conveniente, á lo ménos en los límites indicados' en esta dis-
posición. 

»Esta libertad originaria ha sido modificada en cierta me-
dida, ó á lo ménos por un número considerable de tratados 
de libre establecimiento y de amistad contratados con nacio-
nes extranjeras, tratados que tienen por consecuencia dar 
cuenta de los motivos que justifican la remisión de un extran-
jero perteneciente á una de las partes contratantes. Esta remi-
sión es generalmente ménos libre que la de aquellas personas 
que forman parte de otros Estados. 

»La primera cuestión que se presenta, respecto á los can-
tones, consiste en preguntarse si el art. 70 citado más arriba, 
no les priva del derecho de remitir á los extranjeros. Yo creo 
que este derecho continúa intacto y se encuentra regido úni-
camente por las leyes generales de derecho común que presi-
den esta materia. 

»En Ginebra, por ejemplo, los extranjeros están obligados 
á procurarse un permiso de morada ó de domicilio, que entre-
ga la administración superior. Según el art. 10 de nuestro Có-
digo penal de 1874: «En todos los casos en que la ley pronun-
c i a la pena de prisión, el Juez puede, 'en lo que se refiere á 

( l i I.o q u e s i g u e , h a s t a el fin del p á r r a f o , e s l a r e p r o d u c c i ó n t e x t u a l d e u n a 
c o m u n i c a c i ó n h e c h a al au to r p o r M. C á r t o s l í r o c h e r , m i e m b r o d e l a C o r t e d e C a -
s a c i o n - d e G i n e b r a . 

»los extranjeros, convertir esta pena en una expulsión del can-
»ton, de duración triple.» 

En cuanto á los suizos de otros cantones, el art. 4o y los 
siguientes de la Constitución de 1874, les asegura y reglamen-
ta el derecho de libre establecimiento en todo el territorio de 
la confederación (arts. 43-49). El art. 44 dice: «ningún can-
»ton puede expulsar de su territorio á uno de los que depen-
»den de su jurisdicción, ni privarle del derecho de origen ó de 
»ciudad». 

El tribunal federal ha extendido esta prohibición á favor de 
los suizos de otros cantones, en virtud del derecho de libre es-
tablecimiento y de la igualdad de todos los suizos. 

97. Eu Dinamarca la materia de expulsión de los extran-
jeros ha estado regida por la ley de 15 de Mavo de 1875, CUYO 

texto es demasiado ámplio para que podamos trascribirlo 'in 
extenso. Nos limitaremos por lo tanto á dar un resumen de esta 
ley, debido á M. Cogordan, agregado al Ministerio de nego-
cios extranjeros de los Estados Escandinavos. 

No es necesario pasaporte para en t r a r en Dinamarca. No 
podra exigirse, pues, sino de los subditos de un Estado en cu-
yo territorio los daneses no pueden entrar sin pasaporte. Los 
bateleros, músicos, bohemios, etc. no son admitidos en territo-
rio danés. Los obreros que vengan en busca de trabajo deben 
establecer su identidad con ayuda de documentos que emanen 
de las autoridades de su país de origen (art. I o ) . 

«Los extranjeros que no han obtenido el derecho de esta-
blecimiento en Dinamarca, y que no tienen medios de existen-
cia, son expulsados (art. 2o). 

»Aquellos que tengan intención de colocarse como obreros 
ó criados deben dirigirse al Comisario de policía (art. 3o). 

»Si este último, prévia averiguación, hace constar que el 
extranjero se halla en estado de proveer á su existencia por 
un trabajo honroso, le entrega un documento de permanencia 
(opholclsboff) (art. 4°). 

»El poseedor de este documento cuando viaja, debe presen-
tarse á la policía del pueblo á que llega (art. 5°).» 

»Art. 3o Si despue3~de ocho dias, no ha encontrado traba-
jo , y si no está en estado de proveerse á sí mismo, puede ser 
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expulsado, podiendo además ser siempre objeto de un manda-
miento de expulsión, cuando haya estado ocho dias sin trabajo 
(art. 6o). . , . , , 

»Una persona que no ha obtenido esta declaración de indí-
gena, ni el derecho de establecimiento, puede siempre ser ex-
pulsada por disposición ministerial , cuando esta medida se 
halla motivada por su conducta, siempre q u e j i o se haya fija-
do en el territorio danés dos años ántes (art, T ) . 

»Se dist inguen, además, dos modos de expulsión: la re-
misión (udsendelse) y la expulsión propiamente dicha \udñs-
ning). Un extranjero remitido es acompañado á la frontera 
por l á policía; el expulsado recibe un pasaporte pa ra dirigirse 
rectamente á la frontera, con ayuda de los fondos que se le 
conceden, para gastos de viaje, por las autoridades locales.» 

97 bis. En España, la expulsión del extranjero se halla re-
gida por la ley de 1852, artículos 13, 14, 15 y 16, y por la 
Real órden de Junio de 1858, artículos 3, 4, 9, 11 y 15. Antes 
que la libertad de conciencia hubiese sido reconocida en este 
país, en los términos del art. 11 de la Constitución de 1876, se 
encontraba en vigor una ley de 1703, según la cual estaba 
prescrito expulsar á los ingleses y holandeses que no eran ca 
tólicos (1). 

Estas disposiciones están en vigor en las provincias espa-
ñolas de Europa. En las colonias de América y de Asia, Anti-
llas y Filipinas, se halla vigente la ley de extranjeros, de 11 
de Julio de 1870. Esta ley t ra ta en el tít. 2o, de la condicion 
política de los extranjeros. 

En los países de Ultramar se hal lan también vigentes las 
leyes de excepción del siglo x v n para las Indias y el decreto 
de 1823, según el cual los gobernadores, viz-reyes, capitanes ó, 
generales teniau el poder discrecional de expulsar á toda per-
sona que turbase la tranquilidad pública (2). 

98. En Holanda, la expulsión del ex t ranjero se hal la tra-

(1) V é a s e el Apéndice sobre L e g i s l a c i ó n e s p a ñ o l á . (JY. del T.) 
(2) H e m o s e s t r a c t a d o la m a t e r i a d e e s t e n ú m e r o de u n a c o m u n i c a c i ó n q u e h a 

t e n i d o l a b o n d a d d e h a c e r n o s el p r o f e s o r D. R a f a e l Mar í a d e L a b r a , D i p u t a d o 
p o r Cuba . v 

tada en la ley de 13 de Agosto de 1847, que habla también 
de la admisión de los extranjeros (1). 

E l extranjero puede ser expulsado por la autoridad encar-
gada de la policía, cuando no ha obtenido la admision'en el 
reino, ó no está provisto de hoja de camino ó de permanencia. 

Cuando un extranjero está admitido en Holanda, no puede 
ser expulsado sino, en virtud de mandamiento del Juez, ó de 
orden del Rey. Las formalidades requeridas para proceder á la 
expulsión se hallan insertas en la ley precitada del modo si-
guiente : 

«Art. 10. Los extranjeros admitidos no pueden ser envia-
d o s á la frontera sino bajo órden del Juez cantonal del luo-ar 

en que moran, ó por nuestro mandato. 

Art. 11. El Juez cantonal puede ordenar una expulsión úni-
camente á falta de las condiciones requeridas por el artículo 
primero (2), después de haber oido al extranjero ó haber sido 
debidamente citado para este efecto. 

»Se formará proceso verbal de este interrogatorio. 
^ »Si el extranjero no se presenta, la órdeñ de expulsión ha-

rá mención de esta circunstancia. 
»La órden de expulsión será motivada. 
»El Juez cantonal remitirá á nuestro comisario provincial 

una copia del proceso verbal y de la órden de expulsión. 
»Nos reservamos la facultad de anular la órden de expul-

sión ó de prohibir su ejecución. 

»La órden no dejará sin embargo, de ser ejecutoria á con-
secuencia de un recurso interpuesto ante Nosotros ó según el 
art . 2o, ante la Corte suprema. 

»Art. 12. El extranjero peligroso para la paz pública, pue-
de ser expulsado por nuestra órden. 

»El extranjero cuya expulsión hayamos ordenado, está 
obligado á dejar el reino el cuarto dia después de la comuni-
cación de Nuestra órden. Durante este tiempo puede aprove-

(1) E s t e n l i m e r o e s de u n a comunicac ión de M. B r u s s a , p r o f e s o r de la L'niver-
s idad de A m s t e r d a m . 

(2) E l a r t . 1° se r e f i e r e á l a s cond i c iones ex ig idas p a r a la admis ión del e x t r a n -
j e r o . 
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char la facultad concedida por el art. 20 de esta ley, y mien-
tras espera puede ser guardado como detenido. 

»Si no utiliza esta facultad, ó si la Corte suprema encuen-
tra que sus reclamaciones carecen de fundamento, se le dará 
inmediatamente la orden de expulsión. 

»Y será miéntras sea posible conducido á la frontera por el 
mismo indicada. 

»Art. 13. Nos reservamos la facultad de indicar como mo-
rada de extranjeros peligrosos para la paz pública, un lugar 
determinado en el reino , y la de prohibirles la morada en 
ciertos lugares dal Estado. 

»Las disposiciones reales previstas en el art. 12 son comu-
nicadas á las Cámaras de los Estados generales. 

»Art. 14. Los extranjeros que ántes de espirar el término 
de los cinco anos que siguen á la fecha de la órden de expul-
sión del juez cantonal, son detenidos en el país, sin que pue-
dan proveer una admisión posterior, serán castigados de ocho 
dias á tres meses de prisión. 

»Art. 15. Los extranjeros que apesar de una expulsión que 
hayamos ordenado, y que no haya sido derogada, vuelvan á 
entrar en los Países Bajos, serán castigados con pena de tres 
á seis meses de prisión. 

»En los casos previstos por este artículo y por el preceden-
te, los condenados serán devueltos á la frontera despues de 
haber sufrido su pena .» 

(Los arts. 16, 17 y 18 han sido derogados por la ley de 6 
de Abril de 1875, relativa á las condiciones generales que de-
ben observarse en la conclusión de los tratados de extra-
dición). 

«Art. 19. Las disposiciones de este derecho no se aplican 
á los extranjeros que están asimilado? por el art. 8o del Códi-
go civil á los Neerlandeses, y considerados, relativamente á 
esta ley, como establecidos en el país (1). ni al extranjero do-

(1) E l a r t . 8* del C ó d i g o civi l n e e r l a n d é s , d i ce a s i : 
« L o s e x t r a n j e r o s e s t á n a s i m i l a d o s á l o s n e « r l a n d e s e s en l o s d o s c a s o s s i -

g u i e n t e s : 
*1° C u a n d o h a y a n e s t a b l e c i d o s u domici l io en el r e i n o , s e g u i d o d e u n pe rmiso 

miciliado en el Estado, y que es ó ha estado casado con mu-
jer neerlandesa, de la cual ha tenido varios hijos nacidos en 
los Países Bajos. 

»Art. 20. Todos aquellos á quienes esta ley fuese aplicable, 
y que pretendan ser neerlandeses ó utilizar las éscepciones del 
artículo precedente, pueden dirigirse ante la Corte suprema 
por recurso motivado, y si se trata de uno de los casos previs-
tos por los arts. 12 y 18-, en el término fijado por estos artícu-
los, á fin de hacer declarar que esta ley no debe serles aplicada. 

»La Corte suprema, oido al Procurador general, conoce de 
estas cuestiones discutidas, limitando su decisión á estos mis-
mos puntos. 

»Art. 21. Todos los actos y documentos que la presente ley 
prescribe hacer ó entregar , están libres de todo derecho de tim-
bre ó de registro. 

»Los mandamientos reales y las órdenes deben publicarse 
en el periódico del Estado (Slaatsblod) y ser remitidos á todos los 
ministerios, autoridades, colegios y funcionarios para quease-
guren su pronta ejecución.» 

99. En Grecia, la expulsión del extranjero no se encuentra 
regida por ninguna ley especial. El art. 4 del Código de pro-
cedimiento penal de este país está concebido en esta forma: 

«Una ley especial determinará los casos y formalidades re-
lativas á la entrega de los extranjeros á las autoridades ex-
tranjeras, por razón de los delitos y de los crímenes cometidos 
por ellos fuera de este país.» 

Esta ley especial no se ha hecho hasta ahora, y los mal-
hechores encontraban uu refugio seguro en Grecia, porque 
no eran expulsados y no podían ser objeto de extradición, mos-
trándose el Gobierno griego mal dispuesto á la uegociacion de 
semejantes tratados (1). 

del R e y , y h a y a n n o t i f i c a d o el p e r m i s o á l a a d m i n i s t r a c i ó n c o m u n a l d e s u d o m i -
c i l io . 

2» C u a n d o d e s p u é s de h a b e r e s t a b l e c i d o s u domic i l io en un c u e r p o m u n i c i p a l 
de l r e i n o , y m o r a r s e i s a ñ o s , n o t i f i c a r a n á l a a d m i n i s t r a c i ó n loca l d e s u domic i l io 
s u i n t e n c i ó n d e fijarse e n el r e i n o . 

(1) S i n e m b a r g o , c o m o v e r e m o s en l a segunda parle de e s t a o b r a , r e c i e n t e m e n t e 
h a c o n c l u i d o c o n I t a l i a u n t r a t a d o d e e x t r a d i c i ó n . 
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Sin embargo, en el convenio con Turquía de 27 de Mayo 
de 1855, artículo 6o, se encnentra inserta la disposición si-
guiente : 

«Los desertores del ejército de los dos Estados, que se pre-
senten ó se refugien en el otro Estado, no serán j amás acogi-
dos. Sino que, al contrario, se les obligará á abandonar el país, 
y se les advertirá que todas las veces que sean descubiertos, 
como habitando furtivamente en cualquiera de los dos Estados 
que han sido expulsados, serán detenidos y entregados.» 

99 bis. En Suecia, la ordenanza real de 19 de Febrero de 
1811 imponía las medidas más severas en cuanto á la admi-
sión de los extranjeros en el reino. P a r a - el viajero extranjero 
que quería establecerse en Suecia era necesaria la autorización 
del Rey. A la llegada del viajero á la f rontera , el comandante 
militar, la municipalidad, ó si no hab ia ni uno ni otro, el Di-
rector del registro de aduanas establecido en la frontera, debia 
enviarlo bajo escolta, al Gobernador de la provincia, el cual 
tenia que ver su pasaporte é interrogarle sobre el fin de su 
viaje. El proceso verbal de este interrogatorio debia ser remi-
tido por el próximo correo, al Ministro de Estado, al cual in-
cumbía referir humildemente al Rey todo su contenido y tomar 
sus órdenes sobre la cuestión de saber si el requirente podía 
continuar su viaje ó si debia salir del reino. Durante este tiem-
po, era fuerza esperar que la órden del Rey, sobre el asunto, 
fuese por intermedio del Ministro de Estado, t rasmitida al Go-
bernador de la provincia. El viajero extranjero en cuestión no 
podía, bajo pena de una detención de tres meses y de una mul-
t a de 50 rixdales, abandonar sin autorización la capital de la 
provincia Si se introducía secretamente en el reino, se le de-
tenia donde se-le encontraba y se le enviaba á la ciudad veci-
na para ser interrogado, despues de lo cual el proceso verbal 
volvía al Ministro de Negocios ext ranjeros para tomar también 
sobre este segundo punto órdenes del Rey. 

»Los Capitanes de barcos extranjeros, los sobre-cargos y 
tripulación de los barcos no podían via jar por el reino sin pa-
saporte librado por el Gobernador de la provincia, el cual de-
bia hacer una relaciou de ellos al Ministro de negocios extran-
jeros, á fin de que ningún individuo mal intencionado pudiese 

bajo pretesto de pertenecer á la tripulación, introducirse en el 

reino. 
»Toda esta legislación dejó de cumplirse cuando la orde-

nanza real de 21 de Setiembre de 1860 vino á abolir no sólo esta 
de 19 de Febrero de 1811, sino también todas las demás pres-
cripciones relativas á los pasaportes para los viajeros. Sin em-
bargo, se ha dispuesto que toda persona desconocida que omi-
ta hacer conocer, su nombre ó su domicilio, ó suministrar todos 
los datos necesarios sobre su individualidad ó que parezca sos-
pechoso de haber dado indicaciones falsas, podrá, sí las verda-
deras circunstancias no han sido aclaradas, ser enviado bajo 
escolta por el Kronóbetjent (1) ó por cualquiera otra autoridad 
de policía competente, al Gobernador de la provincia, el cual 
tendrá el derecho de ordenar que semejante persona sea encer-
rada en la cárcel de la Corona ó en el establecimiento de cor-
rección más próximo, para ser guardado allí .(con preferencia 
en aislamiento) y miéntras sea posible, obligado á trabajar 
hasta la debida constatación de su identidad (2). 

99 ter. Examinando las leyes relativas á la expulsión del 
extranjero se observa que no todas están informadas por 
los p r i n c i p i o s liberales, ni garantizan el respeto debido á la 
libertad individual. Aun no admitiendo la opinion de Haus , 
que clasifica expresamente la expulsión del extranjero en el 
número de las penas (3) , y considerando esta expulsión como 
una medida de alta policía, es indudable que el procedimiento 
ultrasumario y discrecional, con ayuda del cual el extranjero 
puede ser expulsado, sin que se le garantice siquiera el dere-
cho de reclamación, puede producir un atentado irremediable 
contra la libertad de ese mismo extranjero. Sin duda no se 
puede negar al Estado el derecho de expulsar al extranjero, 
que abusa de la hospitalidad hasta el punto de comprometer la 

(1) B a j o e s t e t í t u lo co lec t ivo e s t á n c o m p r e n d i d o s : I o los e m p l e a d o s e n c a r g a d o s 
de r e c a u d a r l o s i m p u e s t o s y c o n t r i b u c i o n e s , y q u e s o n al m i s m o t i empo j e f e s de 
pol ic ía de d i s t r i t o ; 2» los comisa r io s de policía r u r a l , y 3° los s a r g e n t o s de po -
l icía. 

(2) Comunicac ión t e x t u a l de M. N a u m a n n , C o n s e j e r o en la C o r t e s u p r e m a de 

Suec ia -
(3) Principes de droil penal belge, p. 440. 



8 8 D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

tranquilidad pública. Pero debe considerarse que confiando á 
los agentes del poder ejecutivo el cuidado de constatar sin 
comprobación los hechos que pueden comprometer la tran-
quilidad pública, se expone al peligro de dar lugar á lo arbi-
trario. ¿Qué garantías dar al extranjero que fuese espulsado 
sin motivo? ¿Cuál autoridad debe tener derecho de oponerse 
á la ejecución de la órden de expulsión? ¿Según qué principios 
debería interpretarse la formula tan vaga concebida en estas 
palabras: comprometer la tranquilidad pública? 

Es necesario reconocer que la mayor parte de las legisla-
ciones modernas son defectuosas en esta materia, lo mismo 
que en muchas otras disposiciones relativas á los extranjeros, 
siempre á consecuencia de la idea falsa de que los derechos de 
los extranjeros no son dignos de ser protegidos con el mismo 
título que los de los nacionales, idea que debe ser eliminada 
de las legislaciones civiles, que tienden á poner al extranjero 
en la misma línea que al nacional para el goce de los dere-
chos. 

También el Legislador holandés ha dado pruebas de mu-
cha sabiduría, en la ley citada de 13 de Agosto de 1849, dis-
poniendo en su art . 20, que el extranjero amenazado de ex-
pulsión se encontrará en las mismas condiciones que el que 
está sujeto á una demanda de extradición, y que podría inten-
tar un recurso ante la Corte suprema, que decidirá después de 
haber oído al Procurador general, si cabe aplicar la ley sobre 
los extranjeros. 

Esta es una garant ía séria que tiene por resultado prote-
ger la libertad del extranjero contra la arbitrariedad del Po-
der ejecutivo, haciendo intervenir la autoridad judicial. Y por 
esto debería ser adoptada en las legislaciones, que tienden á 
proteger la libertad de los extranjeros, conforme á los princi-
pios de la. equidad y de la justicia. 

100. E l Estado no podría expulsar un nacional, porque el 
derecho de habitar un país pertenece principalmente á los que 
son miembros de aquella asociación política, y se deduce como 
una consecuencia de sus derechos políticos. Si el Estado pu-
diese expulsar un nacional, no se podría discutir á los demás 
Estados el derecho de prohibir á los expulsados la entrada en 

su territorio. ¿Cuál sería, por otra parte, el lugar en que esta 
persona tendría derecho á habitar? 

101. Puede preguntarse si el Estado tiene atribuciones, no 
obstante, para prohibir por graves motivos de órden público 
la entrada en su territorio á un nacional, que ha ido á fijar vo-
luntariamente su residencia en país extranjero. 

Si esta persona había sido expulsada por el gobierno ex-
tranjero, y por este misino hecho, obligada á entrar en su pa-
tria, el Estado no podría rehusarle un asilo. Pero si quisiera 
volver voluntariamente, en circunstancias excepcionales, en 
que su sola presencia podría perjudicar á la seguridad y al or-
den públicos, no vacilamos en afirmar que se le podría prohi-
bir la entrada en el territorio. 

Supongamos, por ejemplo, que se trata de un individuo 
notoriamente conocido como factor, ó si se quiere como repre-
sentante del principio republicano socialista, ó comunista, que 
quiere volver á su pátría, cuando dicho partido socialista ó 
comunista se agita; ó bien del hijo de un Príncipe desposeí-
do, ó de uno de sus partidarios que quiere igualmente vol-
ver á su país en una época en que su partido adquiere tal im-
portancia que una revolución es inminente. En estos casos, y 
en otros análogos, la prohibición de ent rar -en el país podría 
justificarse como una medida política y de alta administración, 
y semejante acto del Poder ejecutivo; no podría á instan-
cia de la parte lesionada ser derogado por la autoridad judicial. 

102. El caso se ha presentado muy recientemente en Fran-
cia y ha sido objeto de una decisión de la Corte de París en la 
causa del Príncipe Gerónimo Bonaparte contra el Ministro del 
interior, que había por decreto de 10 de Octubre de 1872, or-
denado que dicho Príncipe volviese á ser conducido á la fron-
tera, porque su presencia en Francia podia ser ocasion de tras-
tornos. 

•La Corte de París decidió que el decreto constituye un ac-
to de Gobierno, de que, por razón de su propia naturaleza, no 
podia conocer la autoridad judicial, que otro tanto sucedía con 
los actos de ejecución cumplidos á consecuencia del susodicho 
decreto, y que desde luégo, los Tribunales ordinarios no eran 
competentes para conocer de una demanda de daños y per jui-



cios, intentada por el Príncipe Napoleon contra el Ministro del 
Interior, autor del decreto, y contra los agentes que lo habían 
puesto en ejecución (1). 

El Consejo de Estado francés habia decidido anteriormente, 
que la detención de una persona y su expulsión del territorio 
del Estado, ordenadas por el Ministro del Interior, constituyen 
actos de alta policía, que no pueden ser llevados al Consejo de 
Estado por la vía contenciosa, áun cuando la persona espulsa-
da pretenda ser francés,, y en el momento mismo de su expul-
sión dirija á u n tribunal francés una instancia, que tienda á ha-
cer reconocer su ciudadanía (2). 

De aquí puede concluirse que la autoridad judicial debe 
declararse incompetente para apreciar los actos del Poder eje-
cutivo, por los cuales se ordena una expulsión cualquiera. 
Añadamos que no podría tampoco intervenir para hacer ejecu-
tar esta expulsión, después que ha sido decretada, porque no 
es una pena, sino un acto de carácter puramente administra-
tivo (3). 

103. Hagamos observar án tes de dar por concluido el exá-
men de esta cuestión, que, áun cuando en nuestro juicio, la 
autoridad judicial no puede conocer de los actos de la autori-
dad administrativa, ordenando la expulsión de un extranjero, 
sin embargo, en el caso en que el interesado pretendiese ser 

(1) P a r í s 28 j a n v i e r 1815, P r i n c e J é r o m e N a p o l e o n C . M i n i s t r e d e l ' I n t é r i e u r ; Pa -
l a i s , 187t>, p . 1218. H é a q u í , p o r lo d e m á s , e L t e x t o de l d e c r e t o p r e c i t a d o , d e 10 d e 
O c t u b r e d e 1872: 

« C o n s i d e r a n d o q u e el P r i n c i p e J e r ó n i m o B o n a p a r t e l i a e n t r a d o e n F r a n c i a s in 
h a b e r o b t e n i d o l a a u t o r i z a c i ó n del G o b i e r n o , y p r e s e n t a d o e n l a f r o n t e r a un p a s a -
p o r t e q u e le h a b i a s ido r e m i t i d o ú n i c a m e n t e p a r a u n c a s o d e t e r m i n a d o ; 

» C o n s i d e r a n d o q u e l a p r e s e n c i a de l P r í n c i p e J e r ó n i m o B o n a p a r t e p u e d e , en l a s 
c i r c u n s t a n c i a s a c t u a l e s , d a r m á r g e n á d e s ó r d e n e s ; 

» D e c r e t a m o s : 
• A r t . I o E l P r i n c i p e J e r ó n i m o B o n a p a r t e s e r á i n m e d i a t a m e n t e c o n d u c i d o á l a 

f r o n t e r a . . . » 
(Vé a s e e n e s t e n e g o c i o , l a q u e j a h e c h a a l P r o c u r a d o r g e n e r a l c e r c a d e l a Cor t e 

d e P a r i s y l a c a r t a del P r o c u r a d o r g e n e r a l de L e i f f e m b e r g , f e c h a 26 d e O c t u b r e d e 
1872, al P r i n c i p e N a p o l e o n ; l a pe t i c ión á l a A s a m b l e a N a c i o n a l , el d i c t á m e n d e l a 
C o m i s i o n , s e n t e n c i a d e 29 d e Marzo d e 1873, y el j u i c i o del T r i b u n a l de l S e n a , d e 
19 de F e b r e r o d e 1873) 

(2) Conseil i'Élal franfms, 4 a o u t 1836, a f f . N a u n d o r f f ; S i ^ y , 1836 , 2, p . 445. 
(3) P a r i s , C h a m b . c o r r e c t i o n e l - , I o m a i 1874; F é r o n , C- Min i s t e re p u b . 

ciudadano, y hubiese dirigido á un Tribunal una instancia, 
cuyo objeto fuera obtener semejante declaración, este Tribu-
nal, sin apreciar el acto administrativo y mucho ménos sin or-
denar su revocación, podría examinar si estaba bien ó mal fun-
dado el derecho que se invocaba. Desde luego, la parte inte-
resada debería pedir la suspensión provisional de la ejecución 
de la órden de expulsión, durante el tiempo necesario á la au-
toridad judicial para decidir si está verdaderamente fundada 
para probar el derecho de ciudadanía. Durante la instancia, la 
autoridad política podría asignar á la persona que quiere ex-
pulsar un lugar de residencia provisional, como se hace con 
los extranjeros, cuya nacionalidad no se conoce. 

103 bis. Un caso de expulsión distinto y de que no se ha 
hecho mención en los números precedentes, es el de un indi-
viduo sujeto á extradición, que haya sido entregado únicamen-
te por ciertas causas, y que haya consentido en el país que lo 
solicita otras infracciones por las cuales la extradición no po-
dría pedirse. Cuando este individuo ha satisfecho la sentencia 
por la cual su extradición ha sido consentida, se encuentra en 
una situación completamente especial. De una' parte, el Esta-
do requirente no puede, sin faltar á sus compromisos con el 
Estado solicitado, perseguir á este individuo por los demás 
hechos reservados. De otra parte, no se puede imponer á dicho 
Estado la obligación de dejar aquel individuo gozando de la 
protección de sus leyes y siendo objeto de escándalo para to -
dos los que se encuentran sometidos á aquellos preceptos, que 
él ha violado impunemente. En estas circunstancias, el Estado 
extranjero tiene un recurso, que es la expulsión de semejante 
persona. Si despues, este individuo falta al mandamiento de 
expulsión, á consecuencia de un regreso voluntario al territo-
rio del Estado ofendido, caerá bajo la aplicación de la ley, y 
esta vez no podrá ser protegido por los tratados, puesto que 
no será ya por el hecho de la extradición por lo que se en-
cuentra en el territorio extranjero (1). 

(1) V é a s e i n f r á , 2* p a r t e , el d e s e n v o l v i m i e n t o d e l a ' r e g l a d e q u e el s u j e t o á e x -
t r ad i c ión n o p u e d e s e r j u z g a d o p o r o t r o h e c h o d i s t i n t o del c o m p r e n d i d o en el a c to 
d e e x t r a d i c i ó n . S e v e r á i g u a l m e n t e q u e en los t r a t a d o s i t a l i a n o s s e e s t a b l e c e u n 



Este modo de proceder, en ausencia de todo tratado, está 
admitido como regla por el Gobierno francés. 

Cuando se trata de un extranjero, el derecho de la admi-
nistración se justifica sin trabajo; deriva de la ley. Pero cuan-
do se trata de un nacional, ¿sobre qué se basará este derecho? 
Ninguna lev dá al Gobierno el derecho de expulsar al nacio-
nal .0 Sin embargo, es una regla notoriamente admitida en 
Francia, la de expulsarle. Notemos con efecto, que ésta es la 
única manera de conciliar el respeto á los tratados y de prote-
ger el interés social. Por lo demás, podria lamentarse el reo de 
este modo de proceder si no fuese la expulsión conveniente 
para sus intereses. Pero es por su propio interés, por lo que 
la expulsión tiene lugar , y por otra parte como veremos en 
los últimos capítulos de esta obra, es siempre libre de impe-
dir esta expulsión, consintiendo en ser juzgado contradictoria-
mente áun sobre los hechos descubiertos posteriormente. 

Admitido el Derecho de expulsión en este caso, el Poder 
judicial ¿podrá ordenarla, cuando la ley (como por ejemplo en 
Francia) no confiere el derecho de expulsar á los extranjeros 
sino al Poder administrativo? Se ha querido atribuirle este po-
der. Se ha pretendido que era una consecuencia necesaria de 
la situación del detenido; que de otro modo, después de haber 
purgado la prevención, el detenido podria caer bajo los gol-
pes de la ley, y se llegaría poco á poco á una violacion de los 
tratados. Pero este razonamiento está lejos de ser fundado: to-
do el tiempo, en efecto, que el prevenido no ha dejado el ter-
ritorio del Estado requirente y no ha vuelto despues, se en-
cuentra protegido por los tratados y no puede ser persegui-
do por un hecho que no se halle mencionado en el acta de 
extradición. En Francia la doctrina y la jurisprudencia es-
tán de acuerdo para consagrar el derecho exclusivo de la 
administración. (Véase particularmente Cass. I o de Febrero 
de 1867, negocio Renuecon-Charpentier, Dalloz, 1867; 1, pá-

. t é r m i n o d e t e r m i n a d o , d u r a n t e el cua l el e x t r a n j e r o s u j e t o á e x t r a d i c i ó n , q u e h a 
s u f r i d o s u p e n a , ó h a s ido env iado o t r a vez á l o s fines d e l a p e r s e c u c i ó n , n o pod r í a 
s e r p e r s e g u i d o p o r o t r o h e c h o a n t e r i o r á l a e x t r a d i c i ó n , m i e n t r a s q u e l a s c o n v e n -

c i o n e s f r a n c e s a s n o d i s p o n g a n o t r a c o s a . 

giua 284.—Casación 25 de Julio de 1867, negocio Faure de 
Montginot, Dalloz, 1867, 1. p. 287.) Las dos sentencias que 
citamos casaban dos sentencias de la Corte de París, en que 
se habia consagrado la doctrina contraria (1). 

(1) V é a s e Bil lot , Traité de l exlraiHlion, Pa r í s , 1871, lib. v, c h . i, p . 316 y s i -
g u i e n t e . 
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Efectos exterritoriales de lä cosa juzgada en materia penal. 

104. P r i n c i p a l e s d i f e r e n c i a s e n t r e l a s s e n t e n c i a s p r o n u n c i a d a s en m a t e r i a civil y 
l a s d i c t a d a s en m a t e r i a pena l .—105. A u t o r i d a d de l a c o s a j u z g a d a e n m a t e r i a 
cr iminal .—106. E s i m p o r t a n t e s a b e r si l a r e g l a non bis in idem d e b e a p l i c a r s e á 
l a s r e l a c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s . - 1 0 7 . Op in ión d e l o s p a r t i d a r i o s d e la t e o r í a d e l a 
e x t e r r i t o r i a l i d a d a b s o l u t a . - 1 0 8 . C a s o s en l o s c u a l e s p u e d e p l a n t e a r s e l a c u e s t i ó n . 
- 1 0 9 . D i v e r s a s h i p ó t e s i s , q u e p u e d e n p r e s e n t a r s e e n el c á s o d e u n a s e n t e n c i a 
e x t r a n j e r a , r e l a t i v a á u n de l i to c o m e t i d o en el e x t r a n j e r o — U 0 . Discus ión d e l a 
p r i m e r a h ipó tes i s .—111. Quidjuris s i l a v i c t i m a e r a u n n a c i o n a l . — 1 1 2 . N o s e 
p o d r á e j e c u t a r el f a l lo d i c t a d o en el e x t r a n j e r o , en el c a s o e n q u e l a p e n a im-
p u e s t a e n su c o n s e c u e n c i a , n o fiuyasido s u f r i d a — 1 1 3 . C ó m o d e b e r í a p r o c e d e r s e 
p a r a i m p e d i r q u e el c u l p a b l e n o q u e d e impune .—111. El ju i c io e x t r a n j e r o n o t e n -
d r á f u e r z a d e c o s a j u z g a d a , p o r a q u e l l o q u e t r a e e n l a ca l i f i cac ión del d e l i t o — 
115. C o n c l u s i ó n — 1 1 6 . E s c o n f o r m e á l a e q u i d a d t e n e r en c u e n t a l a p e n a q u e s e 
h a s u f r i d o — 1 1 7 . De l a p r e s c r i p c i ó n d e l a p e n a — 1 1 8 . D e l a a m n í s t i a - 1 1 9 . Doc-
t r i n a d e a l g u n o s a u t o r e s á p r o p ó s i t o de l a s e g u n d a h i p ó t e s i s — 1 2 0 . N u e s t r a op i - . 
n i o n — 1 2 1 . D o c t r i n a d e los a u t o r e s q u e c o m b a t i m o s en el c a s o en q u e l a a c c i ó n 
p e n a l e s poco e n é r g i c a — 1 2 2 . N u e s t r a op in ion .—123 . C o n d e n a n o s u f r i d a t o d a -
v í a — 124. T e r c e r a h i p ó t e s i s — 1 ¿ 5 . Op in ión d e M a n f r e d i n i — 1 2 6 . N u e s t r a o p i n i o n . 
- 1 2 7 O b j e c i o n e s y r e s p u e s t a s á l a s m i s m a s — 1 2 8 . C u á n d o p o d r á a p l i c a r s e l a m i s -
m a r e g l a — 1 2 9 . D i f e r e n t e s h i p ó t e s i s q u e p u e d e n p r o d u c i r s e e n el c a s o d e u n a 
s e n t e n c i a e x t r a n j e r a r e l a t i v a á u n de l i to c o m e t i d o e n n u e s t r o p a í s — 1 3 0 . L a s l e -
g i s l a c i o n e s e n m u d e c e n . - 131. Op in ion d e los a u t o r e s . - 132. E x p r e s i ó n d e l o s 
p u n t o s v e r d a d e r a m e n t e c o n t r o v e r t i d o s - 1 3 3 . A r g u m e n t o en a p o y o d e l a r e -

g l a non bis in idem.—.134 R a z o n a m i e n t o d e F a u s t i n o I l é i i e—135 . O t r o s a r g u -
m e n t o s en a p o y o d e e s t e m i s m o p r i n c i p i o — 1 3 6 . L a p e n a s u f r i d a e n el e x t r a n -
j e r o n o s e r i a b a s t a n t e e f icaz p a r a r e s t a b l e c e r el o r d e n p e r t u r b a d o p o r e l d e l i t o . 
- 1 3 7 . I n c o n v e n i e n t e s q u e r e s u l t a r í a n d e que s e d i e r a f u e r z a de c o s a j u z g a d a a l 
j u i c i o d i c t a d o e n el e x t r a n j e r o — 1 3 8 . I , a s d i v e r s a s f o r m a s d e p r o c e d i m i e n t o u s a -
d a s d e b e n t a m b i é n s e r t o m a d a s e n c o n s i d e r a c i ó n — 1 3 9 . C o n c l u s i ó n . R e s e r v a s 
q u e d e b e n h a c e r s e e n el s i s t e m a q u e s o s t e n e m o s . 

104. El respeto á la cosa juzgada, que como dice Cicerón, 
es de interés público, existe lo mismo para las sentencias de-
finitivas en materia civil, como para aquéllas que se dictan 



en materia penal. «La cosa juzgada, dice Mangin, es una égi-
da que protege desde luégo la vida, el honor y el reposo de 
los acusados» (1). 

No se puede sin embargo admitir que I03 principios que 
sirven de base á la autoridad de las sentencias dictadas en 
materia civil deban ser aplicados á las sentencias penales, por-
que hay entre unas y otras notables diferencias. 

Los juicios dictados en materia civil tienen por base el de-
recho privado de las partes. El Juez que los pronuncia no apli-
ca la lex fori, sino aquella otra que está destinada por sí mis-
ma á regular el derecho desde el punto discutido, y á la que 
las partes se sometieron formal ó tácitamente desde entónces. 
E s natural que estos juicios tengan en todas partes la misma 
autoridad que una verdad jurídica. Las leyes civiles siguen 
siempre á las personas: y lo mismo debe ocurrir con los juicios 
civiles, por medio de los cuales los magistrados competentes 
han hecho aplicación de estas mismas leyes en contestaciones 
jurídicas determinadas. 

Las sentencias dictadas en materia penal tienen sobre todo 
por base el derecho público, y se pronuncian á consecuencia 
dé l a acción pública que deriva del delito (2). Debe además ob-

(1) L a cosa j u z g a d a es uria ég ida q u e p r o t e g e desde e n t ó n c e s la v ida , el h o n o r 
y el r eposo d e los a c u s a d o s (Mangin , Aclionpublique, n . ° 370). E s t e pr incipio n o s h a 
s ido t r a s m i t i d o de l o s r o m a n o s : qui de crimine publico in accusationem deduclus est, ab 
alio super publico eodem crimine deferri non potest (1,. 9, Cod., De accusalionibus el interip-
lionibus, l i b - íx , t i t . n i . El m i s m o pr inc ip io f u é admi t i do e n Derecho canón i co . En 
e fec to , en l a s d e c r e t a l e s d e G r e g o r i o IX e n c o n t r a m o s la s i g u i e n t e decis ión del 
Concilio de M a g u n c i a : De his criminibus de quibus absolutas est accusatus, non polesi 
accusatioreplicari (lib v , 1.1, c. vi). E n n u e s t r a época , e s t a m á x i m a e s t á g e n e r a l -
m e n t e c o n s i d e r a d a como u n pr inc ip io de derecho púb l i co . Conf . F a u s t i n - í l é l i e , 
Traite de, ilnstruct- crimin., n ú m e r o s 933 v s i g u i e n t e s . — W e u d l e r , De re judicala i» 
causis criminalibus.—Griolet, Chosejugée au criminel. 

(2) 1.a acción públ ica , q u a d e r i v a i n e v i t a b l e m e n t e del de l i t o , e s la consecuenc ia 
n e c e s a r i a de l d e b e r j u r íd i co q u e t i ene el E s t a d o de p e r s e g u i r j u d i c i a l m e n t e la re-
p re s ión del h e c h o d e l i c t u o s o . E l la es i n d e p e n d i e n t e de la v o l u n t a d de los pa r t i cu -
l a r e s , c u a l q u i e r a q u e s e a n , c u y o s d e r e c h o s h a n sido v io lados , y de la del f u n c i o n a -
r io público, a l cual el l e g i s l a d o r conf ia s u e jercicio . E l la e s , c o m o el d e b e r de c a s -
t i g a r , u n d e b e r públ ico de la a u t o r i d a d s o b e r a n a . Aun en el caso en q u e la s en t enc i a 
p e n a l , por l a cual la acc ión p e n a l p roduce su efec to , e s t é d i c t a d a por apl icación de 
las l eyes d e s t i n a d a s á p r o t e g e r á los p a r t i c u l a r e s y s u s p r o p i e d a d e s , ella no p ierde 
p o r e s to su car . íc te r e senc i a l , q u e cons i s te e n p rovee r m é n o s á la pro tecc ión de los 
p a r t i c u l a r e s q u e á l a s a l v a g u a r d i a ju r íd ica d e l ó r d e n públ ico , q u e h a sido p e r t u r -
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servarse, que en los casos en que los magistrados pueden co-
• nocer de los delitos cometidos en el extranjero y reprimirlos, 
tienen que aplicar las leyes penales de su propio país ; porque 
en efecto, no es admisible nunca que puedan juzgar por apli-
cación de las leyes penales extranjeras. 

En materia civil, los derechos de los particulares pueden 
ser reconocidos tales, como han sido definidos por los tr ibuna-
les extranjeros, áun en el caso deque se ofreciese una excepción 
bien fundada en derecho, en razón de la cual la sentencia no 
pudiese ser ejecutada, ó no pudiese tener n inguna fuerza eje-
cutoria. Por lo demás, admitido que un individuo puede citar 
á su deudor ante los tribunales de un país y que tenga el de-
recho de requerir y obtener el concurso de la autoridad públi-
ca para obtener el cumplimiento de un hecho, si este indivi-
duo se vé enseguida forzado á hacer ejecutar en otro país la 
sentencia obtenida por él, nada hay contrario á los derechos 
recíprocos de las dos soberanías, en que una de ellas dá fuer-
za ejecutoria á una decisión judicial dictada en el otro ter-
ritorio (1). 

En cuanto á las sentencias dadas en materia penal, no se 
podrá admitir su existencia legal, independientemente de la 
posibilidad de hacerlas ejecutar (2). Además.como demostra-
remos pronto, seria contrario al derecho público y al derecho 
internacional que una Soberanía ponga en ejecución una sen-
tencia penal dictada por los Tribunales de otra Soberanía (3). 

La presunción de verdad, que deriva de la cosa juzgada y 
que impide volver á poner en cuestión aquello que ha sido de-
finitivamente decidido, es absoluta en materia civil; pero en 

bado por la v io l ac ionde la l e y q u e p r o t e g í a á l a s p e r s o n a s y á las p r o p i e d a d e s . 
T a m b i é n , en los C ó d i g o s m o d e r n o s se h a s u p r i m i d o t o d a d i fe renc ia e n t r e los de l i tos 
p r ivados y los púb l i cos , y s e h a r e h u s a d o á los p a r t i c u l a r e s , q u e h a n s ido les iona-
dos por el del i to , t o d a i n g e r e n c i a e n el e jercicio de la acción p e n a l , áun en los c a s o s 
e n q u e la que re l l a de la o f e n s a es n e c e s a r i a p a r a p r o v o c a r e s t a acc ión . C o m p a r . 
•lousse, Traite de lajustice crim., 1.1, p . 561.—Mangin, act. publiq.. n ú m e r o s 8, 13, 
5 " - P e s s i n a , DirUtope-ale, l ib. m , c ap n . - P o r s a r i , Dell azione penale.-Carrara,' 
Programma. § 814 e t suiv". 

(1) Véase n u e s t r a o b r a i n t i t u l a d a : Effelli internazionali delle sentenze in materia ti-
tile, ch . u y m . 

(2) I l o m m e y . Del autorité de la chose jugée en molierecriminelle, p. 106. 
(3) Le Se l lye r , Traite du Dr. crimin., t . vi, n .° 2505. . 



materia penal, queda restringida á ciertos límites. Sin duda, 
el prevenido, despues de haber sido puesto en juicio, puede, 
invocar la autoridad de la cosa juzgada , para no ser objeto de 
un nuevo proceso y de una nueva sentencia; pero la cosa juz-
g a d a no podrá perjudicar al condenado si se encontrase en 
estado de demostrar, por medio de nuevas pruebas su inocen-
cia, y de hacer invalidar la sentencia condenatoria, que se ha-
bia pronunciado contra él. 

Lo que acabamos de decir basta para dar una idea de las 
diferencias importantes que existen entre los juicios dados en 
materia civil y los que se dictan en materia penal , y para lle-
gar á concluir que las reglas que sirven para determinar la 
autoridad de estas dos clases de sentencias deben diferir to-
talmente. 

105. Una cuestión muy grave , y muy agi tada entre los ju-
risconsultos, es la de saber si l a cosa juzgada en materia pe-
nal tiene autoridad en el extranjero, en el sentido de que sea 
obstáculo á un nuevo juicio, en razón del mismo hecho puni-
ble que ha motivado la primera sentencia. • 

Un principio incontestado en derecho público es que no se 
puede perseguir de nuevo, por el mismo delito, á cualquiera 
que haya sido legal y definitivamente juzgado. La cosa juz-
gada extingue la acción públ ica; invocada como excepción 
por el acusado, tiene más fuerza que la verdad misma. Que el 
a c u s a d o haya sido condenado, ó absuelto por e r ror , la cosa 
juzgada es una egida que le protege (1). Una consecuencia de 
estos principios es el adagio de los criminalistas antiguos y-
modernos, bis in idem non judicatur, que h a sido consagrado 
jurídicamente en todas las legislaciones penales (2). 

(1) L a excepción de la c o s a j u z g a d a e n l o c r i m i n a l e s d e o r d e n publ ico , y si el 
a c u s a d o no la p r o t e s t a , el Ministerio p ú b l i c o d e b e r á i n v o c a r l a , ó b i e n el Juez por 
si m i s m o d e b e r á sup l i r l a de oficio. » E n m a t e r i a c r i m i n a l , d ice M e r l i n , l a m á x i m a , 
nenio auditurperire volens, se opona á q u e e l a c u s a d o absuel ' .o p o r u n p r i m e r juicio, 
r e n u n c i e á s u abso luc ión , y s j lo hace , e l Min i s t e r io púb l i co d e b e r e c l a m a r por él.» 
(Rép. v .° Chose jugée, g 20 n." 2 ) . - C o m p a r . C a s s . f r . , 12 J u i l l e t 1806, Min i s tè re pu-
blic. c. J e a n R i v a . Pa l . , 1803, p . - H O . - M a n g i n , Traité de l'act. publiq., ch . iv, sec t . 3 ' . 
—Griole t , Chose jugée.—Sonnier, Traité des preuves, t . ri, n . ° 89 ) . - P e s c a t o r e , Proce-
durapénale, c ap . ix .—Borsar i , Azione pénale, § 91 . 

(2) S e g ú n los t é r m i n o s del Derecho c o m ú n de I n g l a t e r r a , l a r e g l a e s t a b a admi -
t i d a ú n i c a m e n t e p a r a l a s a c u s a c i o n e s q u e l l e v a n c o n d e n a do p e n a c a p i t a l . E n los 

106. Debemos investigar aquí si la máxima non bis in idem 
. debe aplicarse á las sentencias dictadas por los Tribunales de 

listados diferentes. Semejante investigación seria inútil si la-
accion penal debiera ejercerse únicamente en razón de los de-
litos cometidos en territorio del Estado, y nunca con motivo 
de los que tienen lugar en el extranjero. Mas, por raros que 
sean los casos en los cuales se considere como legítima la 
exterritorialidad del derecho penal, es lo cierto que las leyes 
positivas de los diversos países autorizan, en ciertos casos, las 
persecuciones por razón de delitos cometidos en el extranjero. 
Desde luego puede presentarse el caso de concurso de dos 
acusaciones, y la cuestión tan controvertida de saber si la 
sentencia dictada por una de las dos jurisdicciones debe ser 
considerada como obstáculo al ejercicio de nuevos actos de per-
secución de parte de la otra. 

107. Los partidarios de la teoría de la exterritorialidad ab-
soluta del derecho penal, no vacilan en atribuir al juicio dicta-
do por el Juez que tuviese en su poder al culpable, fuerza 
para detener siempre y en otras partes nuevas persecuciones. 
Como, según ellos, la ley penal tiene por objeto la protección 
del orden social, y es iudiferente que la santa misión de pro-
teger el derecho sea ejercitada por la autoridad de un Estado 
ó por la de otro, era natural que debiesen deducir que una vez 
juzgado y libertado de su pena, el culpable no debería de 
nuevo ser puesto enjuicio y condenado por razón del mismo he-
cho. Si realmente los poderes humanos fuesen todos por igual 

• instrumentos de la Ley suprema del orden, que prescribe la re-
presión de los actos delictuosos, no habría n inguna razón para 
juzgar y condenar dos veces al mismo individuo. Pero no su-
cede lo mismo para nosotros, que limitamos la exterritoriali-
dad del derecho penal á ciertos casos determinados, sin poner 
nunca el derecho de la jurisdicción extraterritorial en la mis-
ma línea que el de la jurisdicción territorial (1). E n nuestro 

E s t a d o s - U n i d o s , l a C o n s t i t u c i ó n p roh ib í a p o n e r s e g u n d a vez en acusac ión al mis -
m o ind iv iduo p o r el m i s m o de l i to , n i p o d i a se r c o n d e n a d o á p e r d e r la v ida ó u n 
m i e m b r o . A c t u a l m e n t e , l a r e g l a h a sid¿> g e n e r a l i z a d a en la p r á c t i c a i n g l e s a y ame-
r i c a n a , y la excepción pica of already acqu.il or of alreadij convir, no p e r m i t e l l eva r á 
j u i c i o u n a c u e s t i ó n q u e l ia s ido d e f i n i t i v a m e n t e J u z g a d a (Gree leaf , t . ra, § 35). 

(1) Véase el cap. u. 



sistema, es necesario averiguar si el juicio dictado por el Tri-
bunal del país, en que ha sido cometido el delito debe tener 
por efecto detener la acción de la jurisdicción extraterritorial 
v recíprocamente. 

108. Hay dos casos en los cuales puede presentarse la gra-
ve cuestión de saber cuál es la autoridad de la cosa juzgada 
con relación á la sentencia dictada por un Tribunal extranje-
ro. Puede suceder que los Tribunales extranjeros hayan cono-
cido, ora de un delito cometido en el extranjero, ora de un de-
lito cometido en nuestro territorio. Examinaremos estos dos 
casos sucesivamente. 

P R I M E R CASO. Sentencia extranjera relativa á un delito cometido 
en el extranjero. 

109. Ante todo comenzaremos por hacer observar que la 
cuestión puede complicarse si se supone: 

A. Que el delito cometido en el extranjero ha violado di-
rectamente el derecho del Estado en que fué - cometido, y que 
el autor de este hecho ha sido juzgado en el lugar donde co-
metió su delito. Esta hipótesis puede subdividirse; suponiendo 
que el malhechor haya sufrido ó que no haya sufrido la pena 
por que fué condenado. 

B. Que el autor del delito cometido en el extranjero, des-
pues de haber sido en él perseguido, caiga eu poder de la ju-
risdicción de su país. Esta hipótesis podrá también subdivi-
dirse por sí misma; suponiendo que el hecho haya dado lugar 
á un proceso del culpable en el extranjero y haya producido 
un sobreseimiento ó una condenación seguida de ejecución ó 
de inejecución de la pena pronunciada (y en este caso, será ne-
cesario examinar si la prescripción de la pena debe ser regula-
da, según la ley del país del malhechor ó según la ley del lugar, 
en que el delito ha sido cometido). Se podría además suponer 
que el negocio ha sido instruido, pero que no ha llegado a 
pronunciarse sentenciaren este último caso, será necesario ver 
si la prescripción de la acción penal debe estar regida por la 
ley del país en que el delito-ha sido cumplido, ó por la del país 
del malhechor). 
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C. Que el culpable haya sido juzgado en el extranjero por 
un hecho punible, que haya tenido por efecto la violacion del 
derecho del Estado que consigue enseguida apoderarse de 
su persona: hipótesis que puede también ser subdividida á su 
vez, según que el juicio haya tenido por resultado la libertad 
del autor del delito ó su condenación, que él ha sufrido ó no 
ha sufrido (1). 
. 110. No es dudoso, en el primer caso de la hipótesis A, 
que la sentencia extranjera, por la cual el autor de un delito 
cometido en el extranjero ha sido absuelto ó condenado debe 
tener por efecto (si la condena ha sido sufrida) impedir en to-
das partes un nuevo juicio y nuevas acusaciones por razón del 
mismo hecho. E l motivo de ello es que el derecho de juzgar y 
condenar pertenece principalmente á la soberanía del lugar en 
que el delito ha sido cometido y en que la ley ha sido violada. 
Cuando la justicia ha terminado su curso, la posicion del acu-
sado debe ser considerada como definitivamente establecida, 
según lo que resulte de 1a. sentencia pronunciada. Ponerla en 
discusión equivaldría á un atentado contra la seguridad per-
sonal, que es el fundamento de todos los derechos. Por lo de-
más, se debe presumir que el juicio pronunciado en el lugar 
del delito ha sido dado á consecuencia de la información más 
completa. 

111. E n el caso que la víctima sea uno de nuestros compa-
triotas, cabe preguntar si éste no satisfecho de la sentencia ex-
tranjera, puede acudir á la jurisdicción nacional y reclamar 
de ella una satisfacción más completa en razón del hecho pu-
nible, cometido contra su'persona en el extranjero. 

Teniendo el derecho penal por objeto á los ojos de ciertos 
autores la protección de los individuos que forman parte de un 
mismo grupo social, la ley del Estado debe servir para prote-
j e r á los ciudadanos á cualquier lugar que se trasporten, y las 

. penas señaladas en esta ley deben ser aplicadas todas las ve-
ces que la persona en perjuicio de la cual ha sido cometido el 
delito sea un nacional (2). E n cuanto á nosotros, hemos criti r 

(1) V é a s e C a r r a r a , Progmmma, n o t e au § 1066. 
\2) S e g ú n a l g u n o s Cód igos , el h e c h o d é q u e el de l i to h a y a sido comet ido e n 



cado siempre la doctrina, en que se quería hacer una distinción 
entre los principios del derecho aplicables á los ciudadanos y 
los principios aplicables á los extranjeros, y no encontraremos 
legítima diversidad a lguna, bajo este aspecto, en la adminis-
tración de la justicia penal. Si aun exagerando el principio de 
la protección debida á los nacionales, se admitiera que el Esta-
do tiene el derecho de reprimir los delitos cometidos en el ex-
tranjero en perjuicio de un ciudadano, no se llegaría jamás á 
legitimar un nuevo juicio en caso de que el acusado haya sido 
juzgado en el extranjero y sufrido su pena. 

La jurisdicción extraterritorial, en razón de la persona, en 
perjuicio de la cual ha sido cometido el delito, será siempre 
una jurisdicción excepcional: no podrá nunca ejercerse sino 
cuando la jurisdicción ordinaria hubiese, desempeñado su mi-
sión, y seria inútil que el nacional, no satisfecho d é l a senten-
cia extranjera, viniese á pedir á nuestros Tribunales una re-
paración más completa del ultraje que ha sufrido, porque su 
queja quedaría sin efecto. Una vez que el juicio pronunciado 
por la jurisdicción ordinaria ha sido ejecutado, se debe consi-
derar el estado del prevenido como definitivamente establecido. 
Si ha sido condenado y ha sufrido su pena, ha pagado su deu-
da, y no hay derecho para pedirle más. Si ha sido absuelto 
ha pagado una deuda que no debía, por las angustias que ha 
sufrido durante todo el procedimiento. «La seguridad pública 
no existiría sí un individuo estuviese sin cesar expuesto á per-
secuciones; la paz pública se vería comprometida, y la pena 
siendo incesante y perpétua, excedería á todas las que la ley 
impone al culpable reconocido» (1). 

112. Si el segundo caso que hemos supuesto se realizase, 
ó si desde luego, el prevenido hubiese sido juzgado y conde-
nado en el lugar en que ha cometido el delito, y si ántes de 
haber sufrido su pena hubiera llegado á evadirse, ó bien si hu-
biese sido condenado en rebeldía y poco después volviese á 
caer en la jurisdicción extranjera, ' no nos parece admisible que 

per ju ic io de u n c i u d a d a n o del E s t a d o , es c a u s a s u f i c i e n t e p a r a a c o g e r s e á la 
j u r i sd i cc ión r e p r e s i v a d e e s t e E s t a d o , e n razón de h e c h o s q u e h a n t e n i d o l u g a r e n 
pais e x t r a n j e r o . 

(I) l .e Se l lyer , Droilcrimint. vi , n .° 2413. 

esta jurisdicción pueda, según lian pretendido ciertos auto-
res (1), hacer ejecutar la sentencia condenatoria. Es en efecto, 
una doctrina generalmente admitida, que la parte penal pro-
piamente dicha de una'sentencia, (es decir, las penas corpora-
les, la multa, la confiscación) no puede ser ejecutada en el ex-
tranjero (2). Todos los autores cóncuerdan en reconocer que 
el territorio sirve de límite al. poder coercitivo, de tal suerte 
que el Soberano se encuentra despojado de toda autoridad re-
presiva tan pronto como el acusado llega á pasar la frontera. 
Por lo demás, en aquello que se refiere al poder concedido al 
Soberano territorial de hacer ejecutar la sentencia extranje-
ra, nos parece un error querer aplicar, en materia penal, los 
mismos principios que deberían regir la ejecución dé las sen-
tencias en matefia civil. Hemos hecho ya observar, que en 
los juicios en materia civil, el Juez está llamado á aplicar la 
ley que rige por sí misma la relación del derecho en litigio, y 
que desde luego, es indiferente por lo que toca á la autoridad 
de la cosa juzgada, que sea una ú otra jurisdicción la que lo 
haya establecido, siempre que fuese competente. Hemos he-
cho también observar, por lo que se refiere á la ejecución do 
la sentencia extranjera, que cuando la sentencia civil ha sido 
declarada ejecutoria por el magistrado territorial, puede ser 
ejecutada en el Estado, áun cuando haya sido pronunciada en 
el extranjero. Pero no ocurre lo mismo con respecto á las sen-
tencias dictadas en materia criminal, porque cada Juez aplica 
sus leyes nacionales, de manera que si la jurisdicción extra-
territorial fuese competente para juzgar y tuviese en su poder 
al detenido, no aplicaría la ley del lugar en que ha sido comc-
ti.lo el delito, sino la ley de su propio país. «En las causas cri-

(1) C á r l e s o s t i e n e q u e n a d a se opone á q u e la s e n t e n c i a c r imina l s e a e j e c u t o -
r i a en o t r o E s t a d o ; q u e n a d a se o p o n e á q u e l a s n a c i o n e s , u n i d a s p a r a r ep r imi r los 
v e r d a d e r o s de l i tos , lo s ean de n u e v o e n el c a s o e n q u e se t r a t e d e r econoce r l a 
p e n a p r o n u n c i a d a por u n a de e l l a s (Dell' aulorilá delle leggi penali in ordine ai luoghi e 

alie persone)- . . . 
(2) C a r r a r a , Programma, § 1 0 7 2 . - F a u s t i n o llélie, Traite de rinstrucl. crtmin , n u -

m e r o 1 0 4 2 , - L e g r a v e r e n d , Traite de la législat crimin .. § 3 1 . - L e Se l lye r , Droil cri-
min., t v i . n . " 2505.—Schmalz, Le droil des gens, p. 1 6 3 . - M a r t e n s , Droil des gen*. 
S 104.—Iilfiber, Droil des gens, § 6 5 , - S t o r y , Conflicl oflaws, S§ 6 2 0 - 6 2 8 . - C a r n o t , S u r 
l a r t . n ú i p e r o s ~ e t 8 . - R i c h e r ; Trai'é de la morí civile, l iv . i, s t c t . 8. 



N 

rainales, dice Pinheiro-Ferreira, no es de manera alguna ne-
cesario saber lo que las leyes del país, en que el hecho tuvo 
lugar , establecen bajo este respecto, porque los Jueces no de-
ben condenar, sino según las leyes de su propio territorio» (1). 

Es, pues, natural que no esté permitido poner en ejecución 
las sentencias penales extranjeras, sin atentar á la indepen-
dencia nacional, porque cada magistrado está obligado á apli-
car sus propias leyes penales en razón á que las leyes penales 
forman parte del derecho público y son aplicables solamente 
en los límites territoriales del Estado (2), y un soberano áun 
pudiendo reprimir los delitos cometidos en el extranjero, no 
llegaría nunca á reprimirlos aplicando en su territorio las le-
yes penales extranjeras. 

113. Una conclusión que puede deducirse de lo que acaba-
mos de exponer en último término es que, para impedir que el 
prevenido que no ha sufrido su condena pueda procurarse una 
impunidad parcial ó total, sería bueno seguir las reglas relati-
vas á los delitos cometidos en país extranjero. Desde luégo, se 
debería, si á ello hubiere lugar , ofrecer la extradición de aquel 
individuo, observando los principios que expondremos en la 
segunda parte de esta obra. Si no se debiese ó no se pudiese 

(1) Droil des gens, % 12. 
(2i L a d i f e r e n c i a e senc i a l q u e e x i s t e en l a s r e l a c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s e n t r e l a s 

l e y e s del E s t a d o , q u e c o n s t i t u y e n e l -de recbo p r i v a d o , y a q u e l l a s q u e c o n s t i t u y e n 
el d e r e c h o p ú b l i c o , e s la s i g u i e n t e : L a s p r i m e r a s r e g u l a n l a p e r s o n a l i d a d civil y 
d e t e r m i n a n l o s a t r i b u t o s , l a s c u a l i d a d e s , l a s r e l a c i o n e s j u r i d i c a s del i n d i v i d u o 
c o m o m i e m b r o d e u n a soc iedad p o l i t i c a d e t e r m i n a d a , y l e a c o m p a ñ a n á t o d a s pa r -
t e s , h a s t a q u e a d q u i e r e l a c u a l i d a d d e c i u d a d a n o en o t r o p a í s ; l a s s e g u n d a s se 
i m p o n e n á t o d o s a q u e l l o s q u e J i a b i t a n en el t e r r i t o r i o de l E s t a d o , y s o n l a s cond i -
c i o n e s e s e n c i a l e s d e la i n d e p e n d e n c i a po l í t i c a d e l a s o b e r a n í a . 

S e m e j a n t e s l e y e s , s ea que d e t e r m i n e n l a c o n s t i t u c i ó n , l a e x t e n s i ó n , el e jercicio 
d e l o s p o d e r e s p ú b l i c o s , s e a q u e s a n c i o n e n l a s p r o h i b i c i o n e s y l a s p r e s c r i p c i o n e s 
r e p u t a d a s n e c e s a r i a s p o r l a v o l u n t a d a u t ó n o m a d e la n a c i ó n , p a r a l a s e g u r i d a d y 
p r o s p e r i d a d del E s t a d o , o b l i g a n á t o d o s los h a b i t a n t e s , s e a n n a c i o n a l e s ó e x t r a n -
j e r o s , d o m i n a n t o d o s l o s h e c h o s , y l a s l e y e s e x t r a n j e r a s d e Derecho púb l ico n o p o -
d r í a n , b a j o n i n g ú n a s p e c t o , t e n e r l a m e n o r a u t o r i d a d en un t e r r i t o r i o s o m e t i d o á 
o t r a s o b e r a n í a . D e s d e l u e g o , c o m o d i ce con r a z ó n e l p r o f e s o r Manc in i : «Todo l eg i s -
l a d o r e j e rce y g u a r d a el derecho de soberanía y de independencia politica, c u a n d o s o m e t e 
A los e x t r a n j e r o s s in d i s t i n c i ó n , lo m i s m o q u e á l o s n a c i o n a l e s á l a observación de las 
leyes penales del t e r r i t o r i o , é l a s l e y e s d e o r d e n públ ico del p a i s , al r e s p e t o e s c r u p u -
lo so d e su derecho público.» Manc in i , Relazione ali Istituto di Diritto iutèruaziona/i(ses-
s ion d e Genève) , p . 49. 

ofrecer la extradición, y se encontrase el Estado en uno de esos 
casos excepcionales en que es!á admitido que el que tenga en 
su poder al culpable pueda juzgarle y castigarle, la sentencia 
dictada en el extranjero, no sería un obstáculo á otras perse-
cuciones, puesto que no tendría fuerza de cosa juzgada y se 
podría hacer posteriormente aplicación de la ley del país " 

114. En este caso podría suceder que el malhechor fuese 
condenado á una pena más grave; y esto sucedería por ejem-
plo , si la naturaleza del delito fuese apreciada .de manera 
diferente. Por lo demás, no se podrá detener el curso regular 
de la justicia, invocando como cosa juzgada la sentencia ex-
tranjera en tanto que ha determinado la naturaleza del delito. 
Supóngase, por ejemplo, que la excusa de la provocacion, ad-
mitida por la jurisdicción extranjera, no está admitida por la 
jurisdicción llamada á juzgar de nuevo al detenido; en este 
caso la sentencia extranjera no deberá tener autoridad de cosa 
juzgada, respecto á la naturaleza del delito. 

Los Jueces que deben aplicar las leyes de su país no pue-
den tener en cuenta sino su propio juicio. Es verdad que se 
deberían limitar á apreciar el mismo delito que la jurisdicción 
extranjera; pero debiendo hacerlo conformándose á la ley de 
su propio país, es evidente que para éllos, la sentencia 'pro-
nunciada por los primeros Jueces no podrá tener autoridad de 
cosa juzgada. En efecto, la autoridad de cosa juzgada en ma-
teria penal es inviolable, pero en el sentido de que una vez 
hecha la aplicación de una ley dada á un delito determinado, 
el acusado no podrá verse de nuevo perseguido en virtud de 
esta misma ley. Ahora bien, no sucede lo mismo cuando cae 
bajo la dominación de una nueva ley penal y se encuentra en 
las condiciones apetecidas para ser conducido ante la jurisdic-
ción que aplica esta ley. Poorque ya no se tratará de un juicio 
idéntico sobre el mismo hecho, sino de pronunciar una sen-
tencia completamente distinta. No es una cosa rara el caso en 
que los diferentes Códigos, encuentran diversamente determi-
nados los elementos y las circunstancias de un hecho crimi-
nal, y reprimido diversamente el mismo delito. Aun supo-
niendo que las dos leyes fuesen idénticas, cada una de las dos 

jurisdicciones no entendería ménos de ello haciendo la aplica-



d o n de la ley de su propio país, y no podría jamás considerar 
con autoridad de cosa juzgada la sentencia dictada por un Ma-
gistrado extranjero, que ha juzgado según la ley extranjera (1). 

115 Concluimos, pues, que la sentencia extranjera no po-
drá ser ni ejecutada ni declarada ejecutoria; que á fin de que 
los culpables que han sido juzgados y condenados, pero que 
no han sufrido sus penas, no queden impunes, es necesario 
ofrecer la extradición; y que, en el caso de que el prevenido 
debiera ser vuelto á enjuiciar, la cosa juzgada extranjera no 
t e n d r á influencia a lguna, ni para impedir un nuevo juicio ni 
para ser obstáculo á diversas apreciaciones, tanto sobre la n a -
turaleza del delito, como sobre la cantidad de la pena. 

116. H a r e m o s observar, sin embargo, que si la pena h a 
sido ejecutada parcialmente, la equidad exije que en el nuevo 
juicio se t enga en cuenta al individuo, que es de nuevo per-
seguido por el mismo delito esta pena parcial y que se le com-
pute sobre l a que se haya últimamente aplicado. En efecto, el 
respeto debido á la independencia de los Estados no podría 
nunca legit imar la aplicación de una doble penalidad por ra-
zón del mismo delito. 

117 Haremos observar además, que si" la prescripción de 
la pena ha tenido lugar en los términos de las leyes d e l i n -
ear del delito, no se podrá perseguir en adelante al condena-
do, áun cuando la pena no hubiese prescrito según la ley del 
país en que habia encontrado refugio. Cuando en efecto, la pe-
na á que el prevenido ha sido condenado por el Juez competen-
te ha cesado de ser susceptible de ejecución, ha pagado ya su 
deuda sufriendo una parte de esta pena, y estando expuesto á 
•continuas angust ias durante el tiempo requerido para dejar sin 
efecto la par te de pena que no ha llegado á sufrir (2). 

~ m I a C o r t e d e Casac ión f r a n c e s a , r e c h a z a n d o en pr incipio la excepción de c o s a 
j u z g a d a f u n d a d a sobre u n a s e n t e n c i a p e n a l e m a n a d a de u n T r i b u n a l e x t r a n j e r o , 
e n t r e o t r o s a r g u m e n t o s dá el s i g u i e n t e : - l o s ju ic ios d i c t ados e n pa í s e x t r a n j e r o n o 
p u e d e n n i s e c u t a d o s e n F r a n c i a , ni e j e rce r n i n g u n a a u t o r - d a d " . n o s e e n -
c u e n t r a n e n el caso y c o n f o r m e á l a s cond ic iones p r e s e n t a s p o r 
proc. civ , y los a r t i cu l e s 2123 y 2128 Lode Nap. (21 Marzo 1 8 3 2 ) . - D e m e y e r Pa l . , 1 8 « , 
p .013 - I d . C a s s . , 11 S e t i e m b r e 1813. Coulon , P H . , 18-4, p 830 , S e m e j a n t e a r g u -
m e n t o no n o s pa rece f u n d a d o , p o r q u e los p r inc ip ios q u e se re f ie ren a la f u e r z a ex-
t r a t e r r i t o r i a l d e l a s s e n t e n c i a s civi les y l a s s e n t e n c i a s p e n a l e s son d i f e r e n t e s . 

(2) Dccidir de o t ro modo se r ia e n d e t r i m e n t o de los p r inc ip ios q u e a f i r m a n q u a 

118. Lo mismo sucede en el caso, en que el condenado hu-
biese obtenido la remisión de su pena por una decisión gra-
ciosa; ó se hubiese aprovechado de una amnistía concedida 
por el Soberano del lugar del delito. Una vez decretada la re-
misión de su pena ó la suspensión de todo procedimiento con-
tra él, 110 podrá perseguirle más (1). 

119. Vamos á examinar la segunda hipótesis, B, aquella 
en que el autor de un delito cometido en el extranjero vuelve 
á su país despues de haber sido juzgado en el lugar en que 
cometió el delito. 

Cuando la discusión ante el Consejo de Estado francés del 
ar t . 5o del Código de instrucción criminal, Berlier sostuvo que 
el francés juzgado en el extranjero, no podía ser juzgado de 
nuevo en Francia, «porque la sentencia del país extranjero, 
competentemente dictada, debería ser respetada en todo eí 
país, y la máxima non bis in idem pertenece al derecho uni-
versal de las naciones (2).» E n la ley francesa de 27 de Jun io 
de 1866 se consagra la misma teoría. El art. 5o de esta lev se 
halla concebido en esta forma: «§ 1" Todo francés que fuera 
del territorio de Francia, se ha hecho culpable de un crimen 
castigado por la ley francesa, puede ser perseguido en Fran-
cia. g 2o Sin embargo,- n inguna persecución tendrá lugar si el 
acusado prueba que ha sido juzgado definitivamente en el ex-
tranjero (3).» Muchas legislaciones consagran el mismo prin-
cipio (4). En apoyo de esta teoría se ha hecho valer la consi-

n o r m a l m e n t e la r e p r e s i ó n del del i to p e r t e n e c e al Juez del l u g a r en q u e el deli to t u -
vo efec to , y q u e la l e y apl icable es la ley n a c i o n a l de es te Juez , q u e s i rv i endo p a r a 
d e t e r m i n a r la p e n a , debe t a m b i é n se rv i r p a r a d e t e r m i n a r l a ef icacia de la c o n d e n a , 
y por c o n s i g u i e n t e , p a r a p rec i sa r el espacio de t i e m p o necesa r io , s e g ú n el cua l d i -
c h a c o n d e n a no s e r á y a suscep t ib le de e j ecuc ión . 

(1) Lo q u e a c a b a m o s d e decir en la n o t a prccedent.p; r e l a t i v a á la p re sc r ioc ion 
de la p e n a , p u e d e d e c i r s e por los m i s m o s m o t i v o s , r e s p e c t o á la g r a c i a ó á la a m -
n i s t i a . 

(2) Locré, t . xxiv, p. 119. 
(3) P o r apl icac ión de e s t a l e y s e d e b e a f i r m a r , q u e el f r a n c é s q u e p r u e b e h a b e r 

s ido j u z g a d o en el pa i s e x t r a n j e r o en q u e comet ió el de l i to , no p u e d e se r p e r s e g u i -
do en F r a n c i a , a u n q u e l a s e n t e n c i a e x t r a n j e r a no h a y a s ido e j e c u t a d a . ( C o m p a r 
V i l l e b r u n . loi du 27 Juillet] 886, p . 122. 

(4) Code des Deux-Sicites du 19 Mai 1S19, a r t . ~,°.-Loi belge du 30 Décembre 1&Ï6, a r -
t í cu lo 3". - C o d e de Procédure criminelle des Pays-Bas, de 1838, § 4°, n . ° S".—Code d'i ro-
ynmede Wfirlemberg, a r t . 3°, n . ° T.-Code, du Grand-Duché de Ucsse, de 1841, a r t . 4", 



deracion de que la jurisdicción extraterritorial sirve para com-
pletar y reforzar la jurisdicción territorial, y que cuando ésta 
ha concluido su curso, el ejerció de la otra no seria legitimo. 

120. En cuanto á nosotros, hemos combatido la opinion de 
los autores que consideran la ley penal como una ley personal; 
pero si debiéramos compartir la manera de ver de nuestros 
adversarios, preferiríamos la doctrina del profesor Ellero (1), 
que enseña que la sentencia extranjera no tiene eficacia algu-
na para impedir á los jueces de la patria del acusado pronunciar 
contra él una nueva sentencia. 

Admitido, en efecto, que nuestra ley obliga al ciudadano 
donde quiera que se traslade, resulta de ello que en cualquier 
parte que haya cometido un robo, ha infringido nuestra ley 
que debia obedecer, y violado la prohibición hecha por nues-
tro legislador de no robar. ¿Cómo entónces poner en duda 
nuestro derecho de pedir cuenta del principio infringido, apar-
te de la sentencia extranjera? La sentencia extranjera ten-
drá por resultado una condenación que se habrá sufrido, pero 
el nuevo juicio no será por eso menos necesario para impedir 
que uno de nuestros conciudadanos en el caso de una senten-
cia inicua, sufra injustamente una condena penal y las malas 
consecuencias que sierhpre produce. Por lo demás, cuando hu-
biese sido declarado libre, se podrá siempre discut i r la justicia 
de la sentencia extranjera, sobre todo en el caso de inexisten-
cia en el país, en que ha tenido lugar la persecución, de las 
garantías constitucionales que. existen entre nosotros, y que 
sirven para comenzar el procedimiento criminal. 

No parece desde luego conforme á los principios admitidos 
por nuestros adversarios suponer que la sentencia extranjera 
dictada por aplicación de una ley diferente de la nuestra pue-
da habernos quitado el derecho de pedir cuentas al ciudadano 

n ú m e r o 2°.-Code du Gran-Duché de Hade, de 1845, a r t . 5 ° . - C o d e Bavarois.—Ev el C ó -
d i g o p e n a l del I m p e r i o d e A l e m a n i a , d e 1871, e n q u e se d a á l o s T r i b u n a l e s del E s -
t a d o el d e r e c h o d e j u z g a r á l o s a l e m a n e s q u e h a n c o m e t i d o u n de l i to en el e x t r a n -
j e r o (§4" , n . ° 3o) se d i s p o n e e n s e g u i d a q u e n o s e d e b e e j e r c e r n i n g u n a p e r s e c u -
c i ó n , si el h e c h o e s t á i n t e r v e n i d o p o r u n a s e n t e n c i a e x t r a n j e r a p a s a d a ó q u e t i ene 
f u e r z a d e c o s a j u z g a d a . 

(1) E l l e r o , Opuscoli criminalli, Osscrvazioni a l I o , lib. del Cid. Pénale ital, p . 325. 

que vuelve á nosotros, de la violacion de un principio consa-
grado por nuestra ley, y de castigarle por este motivo. Seria 
únicamente equitativo tener en cuenta la pena que ha sufrido y 
disminuir en proporcion aquella á la cual ha sido condenado. 
La disposición, más lógica en el sentido de la teoría que tene-
mos que combatir (1), es la del Código bávaro de 1861, según 

• la cual, el nacional que ha cometido un delito en el extranjero, 
y que ha sido puesto enju ic io puede de nuevo ser juzgado en 
Baviera,. teniéndole en cuenta la pena que va hubiera su-
frido (2). 

121. Notamos además que en el 'caso en que la acción pe-
nal se halla extinguida, según los términos de la ley del lugar 
del delito, los partidarios de la teoría de la personalidad de la 
ley penal han sostenido que todo derecho de perseguir al de-
lincuente en su patria habia concluido. Muchos legisladores 
han consagrado esta doctrina. Pero debemos observar que se-
mejante conclusion no es conforme á los principios admitidos 
por nuestros adversarios. En efecto , reconociendo que la ac-
ción penal tiene por fundamento nuestra ley, si quisieren ser 
lógicos, deberían decir que esta acción no podría limitarse 
sino Cumplidas las condiciones requeridas para este objeto por 
nuestro legislador. 

122. Todas estas soluciones hacen resaltar la inconsecuencia 
de nuestros adversarios. Respecto á nosotros, que hemos cri-
ticado sus principios, todo el mundo comprende que debe-
mos resolver estas cuestiones dé una manera muy diversa. E n 
efecto, habiendo admitido que se debe considerar como j u -
risdicción natural del malhechor, la del país en que ha. violado 
la ley, es evidente, cuaudo esta jurisdicción ha decidido y la 
sentencia ha sido ejecutada, ó cuando las condiciones requeri-
das en el país para la extinción de la acción penal se han cum-
plido, que no deberán emprenderse persecuciones nuevas ba jo 
ningún pretexto. 

(1) V é a s e s u p r a . c h . n, n ú m e r o s 61 e t s u i v . 
(2) E l C ó d i g o a u s t r í a c o d i ce e n s u a r t . 30: « L o s d e l i t o s c o m e t i d o s p o r u n n a c i o -

n a l en u n E s t a d o e x t r a n j e r o , s e r á n i g u a l m e n t e c a s t i g a d o s á s u r e g r e s o s e g ú n l a s 
d i s p o s i c i o n e s d e l p r e s e n t e C ó d i g o , s i n t e n e r en c u e n t a l a s l e y e s del p a i s en q u i 
h a n s ido c o m e t i d o s . 



103 E n el caso en que, de la sentencia extranjera resulta-
re una condena que no hubiese sido ejecutada, no se podrá 
poner en ejecución esta sentencia, pero se podrá, teniendo en 
cuenta las reglas expuestas con motivo de la extradición, con-
ceder la entrega del culpable. Cuando no hubiese lugar a con-
cederla, se deberá enjuiciar nuevamente al detenido, teniendo 
en cuenta los principios expuestos más arriba (núms. 112,116), • 
tanto respecto de la cosa j u z g a d a como respecto de la dismi-
nución de la pena. 

124. Nos falta examinar la tercera hipótesis, C. Los legis-
ladores se halla de acuerdo respecto á lo que debe haberse con 
el i n d i v i d u o que ha cometido en e í extranjero un delito contra 
la seguridad ó el crédito del Estado, y disponen que puede ser 
j u z g a d o y condenado por aplicación de ' l a s leyes del Estado 
ofendido", áun cuando hubiese sido ya juzgado y condenado 
en el extranjero (1). Además, l a mayoría délos autores recono-
ce que este principio es justo, en razón á que de otro modo el 
Juez extranjero no podría defender eficazmente nuestras insti-
tuciones políticas y nuestro crédito, tanto más, cuanto que cier-
tas legislaciones no castigan los atentados contra los Estados 
extranjeros, que los otros cast igan como delitos contra el dere-
cho de gentes, y que todas generalmente los reprimen por una 
pena menos severa que las dictadas en razón á los atentados 
contra el crédito y la seguridad del Estado mismo (2). 

(1) V é a s e B o n j e a n , ltapport au Señal, sur le projel de lo¡ relalif aux crines commis a 
l'étranger.Según e l C ó d i g o p e n a l del I m p e r i o d e A l e m a n i a , d e 1811, l a j u r i s d i c c i ó n 
d e l o s T r i b u n a l e s de l I m p e r i o , e s f a c u l t a t i v a e n el c r i m e n d e f a l s i f i cac ión d e m o -
n e d a , s in q u e l a c o s a j u z g a d a e x t r a n j e r a p u e d a s e r u n o b s t á c u l o á e s t a j u r i s d i c -
c i ó n . S e g ú n el C ó d i g o t o s c a n o , e s t o m i s m o r e s u l t a d e l a c o m b i n a c i ó n d e l o s a r -
t í c u l o s 4", y 7"; l a a u t o r i d a d d e l a c o s a j u z g a d a e s r e c o n o c i d a lo m i s m o p a r a l o s 
de l i t o s c é n t r a l a s e g u r i d a d y el c r é d i t o d e l E s t a d o . 

(2) E n el n u e v o C ó d i g o de l I m p e r i o d e A l e m a n i a , n o s o l a m e n t e ' l a p e n a es m á s 
d u l c e . Bino q u e l a r e p r e s i ó n d e l o s a c t o s a g r e s i v o s , c o m e t i d o s e n p e r j u i c i o d e u n a 
p o t e n c i a a m i g a , e s t á s ú b o r d i n a d a á d o s c o n d i c i o n e s : l a p r i m e r a e s q u e en el o t ro 
E s t a d o , l a r e c i p r o c i d a d e s t é g a r a n t i d a p o r l o s t r a t a d o s i n t e r n a c i o n a l e s d e c l a r a d o s 
púb l i cos o p o r l a s l e y e s ; l a s e g u n d a e s l a d e u n a r e c l a m a c i ó n p r é v i a del G o b i e r n o 
e x t r a n j e r o , l a c u a l d e b e r á s e r h e c h a e n l o s t r e s m e s e s á c o n t a r d e s d e el d i a en q u e 
h a * t e n i d o c o n o c i m i e j t o de l h e c h o ó h a c o n o c i d o a l a u t o r (§ 61). 

R e s p e c t o al c r i m e n d e f a l s i f i c a c i ó n d e m o n e d a , e n el C ó d i g o del I m p e r i o d e Ale 
i n a n i a , l a m i s m a p e n a se e s t a b l e c e c o n t r a t o d ó i n d i v i d u o q u e f a l s i f i q u e l a m o n e d a 
u el p a p e l m o n e d a del p a í s ó del e x t r a n j e r o p a r a p o n e r l e e n c i r c u l a c i ó n . E n el p r o -

125. Es ta teoría, consagrada en los primeros proyectes del 
Código penal italiano (1868-70) y en el último de 24 de Febrero 
de 1874, ha sido combatida por Manfredini, que encuentra 
erróneos los argumentos invocados en apoyo de este sistema, 
argumentos que descansan sobre la idea de que tenemos dere-
cho á defendernos contra el individuo que cometió un delito 
atentatorio al crédito y la seguridad del Estado, porque el de-
recho represivo tiene por fin la defensa social. Manfredini pre-
tende que no se debe pronunciar nueva sentencia (1). 

' Se dice, el Estado extranjero nos ha defendido más pronto y 
de una manera más clara, puesto que está más cerca del lu-
gar en que se ha cometido el delito; ¿á qué pretender el defen-
dernos otra vez? Y deduce que no debe hacerse excepción al 
principio de justicia bis in Ídem non judicatur, considerando 
como una cruel persecución el hecho de juzgar segunda vez á 
un individuo que ha sido ya juzgado; finalmente, apoya su 
teoría sobre la autoridad del Código toscano, en que según él 
se encuentra consagrada (2). 

126. No nos parece que por respetar la máxima non bis 
in, idem, se debe rehusar al Estado el derecho de perseguir 
á u n individuo, que ha tratado de atacar su seguridad, ó su 
crédito, áun cuando este individuo haya sido juzgado en el ex-
tranjero. La cosa sería plausible si los dos juicios fueran idén-
ticos, pero sucede de otro modo. El que en un país extran-
jero, ha atacado directamente la seguridad ó el crédito de nues-
tro Estado, ha violado la ley territorial, según la cual estaba 
prohibido ateutar á los derechos de los Estados extranjeros, y 
al mismo tiempo, ha infringido directamente nuestra ley, que 
protegía en todas partes los derechos de nuestro Estado. La 
jurisdicción de nuestro país, cuyas leyes han sido violadas, 
es absoluta y superior á todas las demás jurisdicciones, y no 
podrá encontrarse paralizada por el solo hecho de que el cul-
pable haya sido juzgado por la jurisdiccio"n territorial. Nos 

y e c t o de C ó d i g o p e n a l i t a l i a n o so d e f i n e a s i el c r i m e n d e f a l s a m o n e d a : «la fa l s i f i -
c a c i ó n d e l a s m o n e d a s n a c i o n a l e s ó e x t r a n j e r a s , t e n i e n d o c u r s o l ega l ó c o m e r c i a l 
«•n el r e i n o ó f u e r a d e é l - a r t . 272. 

í l ) Una qucslione di dirilto penale internazionale, Archivio giuridico, v o l . xui , p . 410. 
(2) V é a s e supra, n ú m e r o s 42 y s i g u i e n t e s . 
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parece desde luégo que los dos juicios son esencialmente dis-
tintos, y que no podrá decirse que haya violacion de la má-
xima non bis in idern por el hecho de que nuestro Estado apli-
que nuestra ley y persiga aún en rebeldía al autor del aten-
tado, sea nacional ó extranjero. Unicamente si la pena pro-
nunciada en el extranjero hubiese sido sufrida, sería equitati-
vo imputar proporcionalmente sobre aquella que nuevamen-
te se hubiese pronunciado (1). 

127. Podrá objetársenos, que de esta manera, los intereses 
del Estado ofendido estarían más comprometidos que prote-
gidos, porque si en ciertos casos, se puede racionalmente supo-
ner que la represión sería eficaz, 'los inconvenientes del sis-
tema contrario superarían siempre las ventajas que podrían 
resultar de ella. Si en efecto, la jurisdicción del país, en que h a 
sido cometido el delito fué inactiva, en razón de la cert idum-
bre existente para ella de que su sentencia carecía de autori-
dad, y que expondría al malhechor á ser juzgado dos veces, 
resultaría frecuentemente la impunidad del prevenido causa á 
de la imposibilidad, en que se encontraría nuestro Estado de 
apoderarse de su persona y castigarle (2). 

A esto respondemos que el desorden social internacional, 
. consecuencia de la impunidad de los atentados cometidos con-

tra los Estados extranjeros, seria un poderoso motivo para 
comprometer al Estado, en cuyo territorio se hubiese come-
tido el delito, á castigar al autor. Por lo demás, para impe -
dir que el juicio dictado entre nosotros no sea en ciertos casos 
inútil y vejatorio (como lo sería si la jurisdicción territorial hu-
biese puesto tanto cuidado en reprimir el delito que entre nos-
otros mismos hubiese pronunciado una pena igual á l a puesta 
en nuestras leyes), bastaría hacer facultativo el ejercicio de la 
acción penal en nuestro país, en lugar de hacerla obligato-
ria (3). No seria, razonable erigir en regla general la descon-

(1) El p r inc ip io de e q u i d a d , s e g ú n el c u a l , e n t o d o s los c a s o s , s e d e b e r á c o m p u -
t a r la p e n a y a s u f r i d a s o b r e a q u e l l a q u e debe p r o n u n c i a r s e , e s t á a f i r m a d o en t é r • 
m i n o s g e n e r a l e s en el Código del imper io de A l e m a n i a (§ T ) , y e n el p r o y e c t o de 
Cód igo p e n a l i t a l i a n o (a r t . 5 ' , § 2"). 1.a j u r i s p r u d e n c i a f r a n c e s a q u e a d o p t a el p r i n -
cipio con t r a r i o , es e x t r a o r d i n a r i a m e n t e s e v e r a -

(2) V é a s e Manf r ed in i , loe. cil. 
(3) E s t a r e g l a e s t á c o n s a g r a d a en el Código p e n a l de l Imper io de A l e m a n i a , se-
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fianza respecto de la justicia extranjera é imponer á nuestros 
magistrados la obligación de seguir nuevas persecuciones. Se 
debería, desde luégo dar á la autoridad llamada á poner en 
movimiento la acción penal, la facultad de detener su mar-
cha, si la represión de los Tribunales extranjeros le parecía 
suficiente y si el culpable habia sufrido su pena. Porque si, 
en tales circunstancias, seria inútil dictar un nuevo juicio, no 
sucedería otro tanto en el caso en que el legislador extranjero 
protegiese nuestros derechos de una manera insuficiente, ni 
en otro, en que las penas aplicadas fuesen demasiado dulces y 
desde luégo ineficaces para defendernos: en esta hipótesis, no 
se podría rehusar al Estado el derecho de considerar la sen-
tencia extranjera como insuficiente para extinguir entre nos-
otros la acción penal. 

128. Las mismas reglas serian aplicables si el procedi-
miento seguido en el extranjero hubiese tenido por conse-
cuencia una condena que no hubiese sido sufrida, ó si la ac-
ción penal se hubiese extinguido en los términos de la ley ex-
tranjera sin serlo con arreglo á nuestra legislación. 

S E G U N D O CASO. Sentencia, extranjera relativa á un delito 
cometido en nuestro territorio. 

129. Diferentes hipótesis podrían presentarse en el caso en 
que se tratase de una sentencia extranjera relativa á un delito 
cometido en nuestro territorio, según que se suponga: 

A. Que el delito ha sido cometido por un extranjero en 
perjuicio de otro extranjero. 

B. Que el autor ó la víctima del delito sea ciudadano del 
Estado, en cuyo territorio ha sido dictado el fallo. 

g u n el c u a l , en el c a so , en q u e s e t r a t e de c r i m e n e s d6 a l t a t ra ic ión c o n t r a el Impe-
rio a l e m a n , ó de fa ls i f icación de m o n e d a c o m e t i d o s e n el e x t r a n j e r o , se puede pe r se -
g u i r al cu lpab le por apl icac ión de l a s l eyes p e n a l e s de l Imperio a l e m a n . E o e l c u r s o 
de la d i scus ión del p r o y e c t o d e Cód igo p e n a l i t a l i ano a n t e el Senado , el S e n a d o r 
De Falco p r o p u s o h a c e r f a c u l t a t i v a la acc ión p e n a l , q u e t ; ene p o r obje to los c r i m e -
nes c o m e t i d o s e n el e x t r a n j e r o c o n t r a la s e g u r i d a d de l E s t a d o ( s e n t e n c i a de 1" d e 
F e b r e r o de 1875, Allí del Señalo, p. 1631; p e r o su e n m i e n d a no fuS a c e p t a d a . S in e m -
b a r g o , en el ú l t imo p royec to de Manc in i , se e n c u e n t r a f o r m u l a d a e s t a opinion d e 
De Falco . 



c Que el juicio haya tenido por resultado un sobresei-
miento ó una condena, y que ésta haya sido ó no haya sido. 

ejecutada. . 
130 E n general , este caso no está previsto en las legis-

laciones. Admitiendo, sin embargo, (de conformidad con las 
leyes que consagran el derecho de castigar á los nacionales por 
razón de los delitos cometidos en el extranjero) que es posible 
que el autor del delito haya sido juzgado en su pátria, en lu-
gar de haberlo sido en el lugar en que se ha hecho culpable, 
hubiese sido racional determinar la autoridad de la senten-
cia de la jurisdicción extraterritorial. Esto hace que á las di-
versas opiniones de los autores se añadan las de la jurispru-
dencia. 

131. Según ciertos autores, el sólo hecho de la existencia 
de un procedimiento en el extranjero debería bas ta r para ex-
t inguir la acción penal en el lugar en que el delito ha sido-
consumado. Los partidarios de esta o p i n i ó n la h a n sostenido de 
una manera absoluta, sin preocuparse de que a lgunas veces 
podian favorecer la impunidad. Esta es la m a n e r a de ver de 
Mangin, "de Faustino Hélie, de Ortolau, de Pell if igue y de 
otros mas (1). Esta teoría absoluta ha sido modificada por 
ciertos autores, que no l ian admitido en principio, que se de-
biera en todos los casos producir un nuevo juicio, sino que 
han sostenido que las sentencias de la jurisdicción extrater-
ritorial no debian ser respetadas, hasta el punto de ser consi-
deradas, como eficaces pa ra detener el ejercicio de la acción 
penal, en el lugar , en que ha sido cometido el delito, cuando 
semejante respeto podría tener por consecuencia la impunidad 
del malhechor. 'Esto es lo que sucedería, cuando el juicio hu-

(1) M a n g i n , De faction publique, n .° - « . - F a u s t i n o Hél ie , Traité de instruction cri-
minelle t . n° n.° 1012, e t o b s e r v a t i o n s s u r le r e c o u r s en c a s s a t i o n , d u 21 M a r s 18fc>2. 
—Orto lan , Droit p é n a / . - C a r n o t , Comment, s u r l ' a r t . T , C o d e d ' i n s t r . c r i m i n — B e r -
l i e r Procès-verbal du Conseil d'État, s é a n c e d u H f r u c t i d o r , a n x u . - P e l l e f i q u e , De 
l'autorité de la chose jugée au criminel,n.° 47. p. 120 e t s u i v a n t e s . - G r a n d , Observations 
sur l'arrêt de la Cour de Metz, d u 19 Ju i l l e t 1859 . -P .a l . , 1859, p". 989, et o b s e r v a t i o n s 
d e D u t r u c . , S i r . , 59 , 2, 642.—Douai , 31 D é c e m b r e 1861, a f f . D e m e y e r . P a l . 18o2, pa-
g i n a 9 1 1 . - C o u r d ' i f s s i ses d u N o r d , 1 2 F e v r i e r 1862, a f f . R u y t e r s , Pal-, 1362, p. J l» . 
- C o u r d ' a s s i s e s d e s P y r e n é e s - O r i e n t a l e s , 18 Ju i l l e t 1870, a f f . Ozel la . P a l , 1872, pa -
g i n a 525. 
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biese tenido por resultado un sobreseimiento motivado por la 
inexistencia en el extranjero, de una ley que reprima el hecho 
calificado como criminal en nuestra legislación, ó por la pres-
cripción en este lugar de la acción penal, en el caso en que 
entre nosotros esta prescripción no se hubiese cumplido I h o -
ra bien, estos autores han pensado que no pudiendo nuestra 
ley pena ha larse subordinada á la ley extranjera, se debe-
ría someter de nuevo á juicio al autor del delito, á fin de no 
favorecer su impunidad (1). 

Doctrina absolutamente opuesta á la anterior es la délos au-
tores que han sostenido que la sentencia extranjera no debía de-
tener la acción dé la jurisdicción territorial. Estos llegaron á de-
ducir de aquí que no solo tenemos el derecho de hacer aplica-
ción de nuestras leyes al individuo que, despues de haber co-
meta o un delito en nuestro territorio, ha sido sujeto á procedi-
miento en el extranjero, sino que además tenemos el derecho 
de castigarle sin tener en cuenta la pena que ha sufrido y sin 
imputarle aquella á la cual debería ser condenado (2) 

Semejante teoría fué juzgada exorbitante en sus conclusio-
nes y modificada por otros autores, que considerando la sen-
t e n c a extranjera como ineficaz para impedir un nuevo juicio 
en el lugar del delito, consideraron sin embargo conforme á 
a jus t i c i a imputarle la pena ya sufrida sobre aquella míe de-
bería pronunciarse, en una nueva instancia (3). 

(1) M a n f r e d i n i , Arehivio giuridico. a n xm, p. 416-17 

m S s 1 8 Í S p Í T 8 5 r ; ' e ^ 0 b S M V a t : ° Q S ^ 1 ' a V O O a t g é D é r a l S a v a r y > * a s s . f r . , , 1 

- C a s s , f r . 11 S e p t e m b r e 1873, arf . C o u l o n ; Pal . , 1874 p 830 P" 
C O m " e , e n c e ' n ' ° 3 7 7 , - M o r i n , Journal de droit crimine1 1850 

a r t 0891; 1862, a r t . 7 3 8 6 . - E n el Código p e n a l de l Imper io de A l e m a n i a , s é d t p o n e 
en t é r m i n o s g e n e r a l e s , q u e se debe t e n e r en c u e n t a l a p e n a s u f r i d a e n e e x t r a n i e 
vo y el p r o f e s o r C a r r a r a h a c e o b s e r v a r con j u s t i c i a , q u e la imputadTon d e l a T e n a 
d b e n a t e n e r l u g a r s e g ú n es te Código , lo m i s m o en e l c a s o d e d ^ i t o com t i o s n 

« S „ . H >! í r C P U m i d 0 S p n r ' o s T r i b u n a l e s e x t r a n j e r o s , q u e en el c a s o en q u e el 
cu lpab le h u b i e s e expiado s u c o n d e n a . N o t a al $ 7" del Códice ven ale d-rtvuZZ 
Germánico, t r a d o t t o d a Morelli e Feroc i P ' p e " ° 
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132 De estas cuatro opiniones, comenzaremos ante todo 
por eliminar las dos que descansan sobre principios demasiado 
absolutos. Separaremos, en primer lugar , aquella en virtud de 
la cual se debería siempre respetar la sentencia extranjera, 
á ü n cuando de ello resultare un sobreseimiento nacido de que 
el hecho previsto como punible en la ley del lugar del deli-
to no lo fuese según las leyes del país, en que eljuicio ha sido 
pronunciado. En esta teoría se considera la acción penal como 
extinguida por relación á la jurisdicción territorial, cuando el 
d e l i t o h a s i d o declarado prescrito en el extranjero, miéntras 
no lo sea según las leyes territoriales. De igual manera, recha-
zamos aquélla, según la cual no se debería tener en cuenta la 
pena ya sufrida por el condenado. Todo el mundo comprende 
que exageraciones semejantes deben siempre ser rechazadas 
E n efecto, la primera teoría tiene por resultado el atentado 
más grave contra la independencia de la Soberanía territorial, 
á la cual corresponde proveer á su propia conservación y á su 
propia protección jurídica, sin poder ser limitada por leyes ex-
t r a n j e r a s : la segunda tiene por efecto violar los principios de 

' humanidad y de equidad, según los cuales se debe tener en 
cuenta al culpable la pena que ha sufrido, y disminuir en pro-
porción de esta últ ima la nueva pena á la cual se le quiere 

c o n d e n a r p o r r a z ó n del mismo hecho. . 
Quedan, desde luego, dos opiniones que merecen ser dis-

cutidas de una manera más profunda, aquélla según la cual 
se admite y aquélla según la cual se rehusa admitir en una 
justa medida, la autoridad de la sentencia dictada p o r u n a j u -

risdiccion extranjera. 
133 Ciertos autores dicen que la máxima non bis ín idm 

d e b e s e r considerada como un principio de derecho natural. 
En efecto, ha sido reconocida en derecho canónico ( l ) y en de-
recho romano (2), y es por decirlo así, una regla de justicia 
universal. Juzgar dos veces al autor de un delito, cast.garle 
dos veces por razón del mismo hecho, es ir contra el derecho 

(1) C á n o n , De his estr. accus ,23, q u . 4. in p a r t 2, D e c r e t . 
2 I § - i D * . De (iccusati, lib- XLYIU, t . u . - ¡ M e » cnm.Ou <,*>«* »<* ' 

rain, non deket, pratscs pati eumdem ilerum « r c w f l r i . - C o n . p a r . L. m , D.g . , l ib. 
t . xxiit, De populadlo-L. ix, Cod., De acensan, l ib. íx, t . u. 

criminal y el derecho universal de las naciones. Qué importa, 
dicen estos autores, que la sentencia haya sido dictada por un 
Tribunal extranjero? La fuerza ejecutoria de los juicios crimi-
nales espira necesariamente en las fronteras; pero sucede cosa 
muy distinta con la autoridad de la sentencia como cosa j u z -
gada. Cuando ha sido dada por una jurisdicción legalmente es-
tablecida y competente, puede servir de base á la excepción 
de la cosa juzgada , que no es un acto de e j e c u c i ó n s i n o 
que deriva del hecho de la existencia de la sentencia defi-
nitiva. De aquí deducen que cuando el magistrado puede ha-
cer constar que se ha dictado una sentencia definitiva no podrá 
pronunciar una nueva y hollar con los pies la máxima de jus-
ticia, que domina todos los principios de derecho criminal, bis 
iii idem nonjudicatur. 

134. «La máxima non bis in idem,, dice Faustino-Hélie, 
pertenece al derecho universal de las naciones: el principio de 
justicia que la ha fuudado, tiene el mismo poder respecto á 
todoá los juicios que hayan sido dados por el mismo hecho, lo 
mismo si proceden de Jueces extranjeros que de Jueces nacio-
nales; porque si es contrario á la justicia que el prevenido sea 
llevado sucesivamente ante dos jurisdicciones, lo es también 
que sea castigado por dos sentencias sobre un mismo hecho. 
¿No es verdad que este resultado existe, lo mismo cuando las 
dos jurisdicciones pertenecen á la misma Soberanía, que cuan-
do pertenecen á Soberanías diferentes? ¿No es cierto que seria 
castigado dos veces por un mismo delito? Y si este doble cas-
tigo es inícao en una hipótesis, ¿cómo ha de dejar de serlo en 
la otra? ¿La Soberanía está comprometida por la autoridad que 
se dá al juicio extranjero? No, porque no se trata de ordenar 
su ejecución, sino únicamente de reconocer su existencia, de 
hacerla constar como un hecho que pone al criminal al abrigo 
de una segunda persecución (1).» 

135. Además de estos argumentos, se han invocado otros 
muchos en apoyo de esta misma doctrina. Hé aquí los princi-
pales. 

A. Siendo todas las naciones civilizadas, solidarias en el 

(1) Traite de l'instrueion crminelle, t il , n .° 1042, p. © 6 . 



deber de la protección jurídica, solidarias en el mantenimiento 
de la Soberanía del derecho, solidarias en la represión de los 
delitos, es indiferente que la santa misión de proteger el ue-
recho sea ejercida por la autoridad de un Estado ó por la de 
otro. Todas son igualmente el ins t rumento de la ley suprema 
del orden, según la cual los delitos deben ser reprimidos, y no 
h a y que temer n ingún peligro cuando la jus t ic ia ha hecho su 
camino. 

B. Si la jurisdicción extraterritorial h a sido llamada á su-
plir á la jurisdicción territorial, r o hay razón para considerar 
las sentencias de la una como ménos dig-na de autoridad que 
la de otra. Querer suponer menor el in terés de la represión 
seria avanzar un hecho contradicho por la iniciativa tomada 
por el Juez extranjero en la persecución del criminal. No po-
dría prevalerse de la insuficiencia de los medios de pruebas, 
ocasionado por el alejamiento del lugar del delito, para dedu-
cir de ello la presunción de que la sen tenc ia ha sido dada á 
consecuencia de una .información incompleta . E n efecto, gra-
cias á la facilidad de las comunicaciones, todos los elementos 
de prueba recogidos por la jurisdicción territorial , podrían ser 
sin dificultad trasmitidos tan pronto como se quisiere por me-
dio de las comisiones rogatorias. De esta manera se podría oír 
á'los testigos y recojer los elementos de información opor-
tunos. • . ' 

C. Seria contrario á los intereses comunes de las naciones 
que la jurisdicción extraterritorial quedase inactiva, en ra-
zón de la convicción existente de que sus decisiones estaban 
desprovistas de autoridad. De aquí resul tar ía , ei> efecto, la 
impunidad del autor del delito, si la jurisdicción territorial 
se encontrase en la imposibilidad de apoderarse de su per-
sona. 

1). Los antiguos juristas, en una hipótesis análoga, admi-
ten que cuando el Juez del domicilio h a y a decidido, el Magis-
trado del lugar del delito no debía en tab la r un nuevo juicio, 
áun cuando no fuese la misma ley la que hubiese sido aplica-
da. Los legisladores modernos, han consagrado el principio del 
respeto debido á la cosa juzgada en e l ex t ran jero , dispo-
niendo que la jurisdicción personal no deberá ejercerse en el 

caso en que el culpable hubiese sido ya juzgado por un Tr i -
bunal extranjero. 

Todos los argumentos que acabamos de trascribir tienen 
ciertamente su valor, pero pueden ser refutados de la manera 
s iguiente: 

La regla de justicia non bis in idem se aplica á las senten-
cias dictadas por la misma soberanía y por aplicación de la 
misma ley al mismo hecho. El individuo que ha violado la 
lev de nuestro país y que ha sido juzgado por la autoridad 
competente ha pagado su deuda, y no tenemos derecho á exi-
gir de él otra cosa. Pero si hubiese sido juzgado por un Tribu-
nal extranjero, conforme á la ley extranjera, 110 podria decirse 
que su libertad ó su condenación, seguida de la ejecución de 
la pena, deberían bastar para restablecer el órden público tur-
bado entre nosotros á consecuencia del delito. De otro modo, 
debería admitirse la posibilidad de sustituir la ley extranjera 
á la nuestra para determinar la justa reparación del desórden 
causado en nuestro país. 

Se invoca la máxima non bis in idem. como si por el sim-
ple hecho de la existencia de una sentencia extranjera se pu-
diese deducir que el ejercicio de la acción penal entre noso-
tros produciría un doble castigo. Precisamente, el derecho de 
jurisdicción territorial es distinto del de la jurisdicción extra-
territorial: y estas dos jurisdicciones ejercen cada una la ac-
ción penal con un fin diferente, bien que en razón del mismo 
hecho. Y desde luégo, no siendo iguales las dos sentencias, no 
podria decirse que la máxima ha sido violada. 

En efecto, es una regla que comunmente se enseña, que 
•cada"soberanía tiene el derecho de administrar justicia según 
su propia Constitución y según sus*propias leyes, y que todas 
la3 soberanías son independientes en el ejercicio de sus dere-
chos. Además, es cierto que aquél que comete un delito en 
un país debe ser juzgado y castigado según las leyes que en 
él hay vigentes. Dado que el malhechor, para sustraerse al ri-
gor de las leyes, se refugie en el territorio de otro Estado, es-
tá sometido al imperio de las leyes y á la jurisdicción délos 
Tribunales de este Estado, no por efecto de su voluntad pre-
sunta, sino por consecuencia de su presencia en el territorio. 



Si los ciudadanos honrados, que saben que el extranjero está 
a c u s a d o de un delito, se alarman de su impunidad; si el So-
berano extranjero, que tiene el deber de aplicar las leyes he-
chas con objeto de impedir el espectáculo inmoral de la impu-
nidad de un crimen, hace detener á este malhechor, y nopu- t 

diendo ofrecer su extradición le hace juzgar por sus propios 
Tribunales, ejerce su derecho, y el acusado no puede quejar-
se de ello. Habiéndose puesto el criminal bajo el imperio de las 
leyes y bajo la acción de los Tribunales del país en que ha ve-
nido á refugiarse, no podría pretender que un Estado civiliza-
do le conceda la facultad de gozar en paz los frutos de su de-
lito. No podría tampoco desconocer la competencia de estos 
mismos Tribunales, si juzgasen que debería ser entregado al 
Soberano que pide justamente su extradición. Lo mismo su-
cedería, en el caso en que, 110 pudiendo ser sujeto á extradi-
ción se hubiese llamado ante los Jueces del país á que había 
huido, para dar cuenta de su crimen, el que está declarado 
autor de un delito cometido fuera de las fronteras y no repri-
mido todavía. Si se supone que este acusado, después de su 
comparecencia ante la jurisdicción extraterritorial, ha sido 
llevado ante el Tribunal del lugar del delito, no podría que-
jarse tampoco, porque si en efecto, habia pagado su deuda, 
respecto al país de refugio, no habia pagado en cambio la con-
traída en el país del lugar del delito. 

Deducimos de aquí que la sentencia extranjera puede ser 
legítima cuando tiene por objeto apartar el peligro social re-
sultante de la impunidad de los hechos delictuosos, pero que 
no podría extender el derecho que tenemos de poner en juicio 
y castigar á los individuos que han cometido un delito entre 
nosotros y violado nuestrás leyes. En efecto, no se podria sus-
tituir la ley extranjera á la que ha sido violada ni admitir que, 
para llegar á la reparación del desórden sobrevenido en la so-
ciedad y obtener de ella la represión jurídica, debe bastar que 
el detenido haya sido juzgado por la jurisdicción territorial. 
Por lo demás, las dos acciones penales son distintas, y no ha-
bría lugar á decir que hay bis in idem. 

136. Debemos además hacer observar que el fin de la pe-
na es el restablecimiento del órden social turbado á conse-

cuencia del delito, y que no se podría admitir que una pena-
lidad, sufrida por aplicación de una ley extranjera, pueda te-
ner por efecto restablecer el orden social que ha sido turbado 
en nuestro país. Si existiese un Código universal, según el 
cual ciertos actos no solo fuesen declarados criminales, sino 
además castigados indistintamente con la misma pena, cual-
quiera que fuese el país en que se hubiesen cometido, sería 
verdad decir que una vez dictada la sentencia y sufrida la 
pena, no faltaría sino dar publicidad á la sentencia en el lugar 
del delito. Pero sucede de otro modo. «Un principio superior 
y absoluto, dice el profesor Carrara, se impondría á tres pue-
blos diferentes para admitir que tal derecho pertenece al indi-
viduo, y que un hecho determinado constituye una víolacion 
de este derecho. Pero aquí acaba el principio admitido por 
todos. Cuando estos tres pueblos l legan á examinar si este de-
recho debe ser protegido .y si se debe impedir su violacion por 
medidas puramente preventivas ó represivas: ó bien á exami-
nar si la represión debe ser más ó ménos severa, se vé en-
trar en juego la condicion diferente de estos diversos pue-
blos; según que esta condicion sea tal ó cual, admitiendo 
enteramente el principio de la protección jurídica, cada na-
ción sentirá una necesidad más ó ménos grande de represión, 
y una necesidad más ó ménos intensa de una penalidad se-
vera.» 

«Así es que en Toscana el homicidio no h a sido castigado 
por el legislador sino con doce años de cárcel, mientras qué en 
Nápoles está castigado con veinte años de la misma pena, y 
en el reino de Cerdeña con la muerte. Son tres leyes igual-
mente justas; porque todos estos legisladores admiten el prin-
cipio de que el derecho del hombrfe á la vida debe ser prote-
gido por una sanción penal, y le aplican variando la sanción 
penal que ellos dan, según las necesidades, el carácter y las 
costumbres de sus países respectivos (d). 

Estas consideraciones explican que la pena sufrida en el 
extranjero podria ser mucho menor que aquella que hubiera 
debido pronunciarse por aplicación de nuestra ley. Es desde 

(1) C a r r a r a , Delilti commesst all'estero, p. 30. 



luég-o evidente que esta pena 110 podría l lenar el fin que con 
ella se lia querido alcanzar. 

137. Si la sentencia emanada de la jurisdicción ex t ra te r -
ritorial pudiese tener por efecto paralizar la acción de la j u r i s -
dicción territorial, el malhechor tendr ía opcion entre las dos, 
y en ciertos casos podría hacer la elección más ventajosa pa ra 
él haciéndose juzgar por la jurisdicción extraterritorial, con el 
sólo objeto de aprovechar una penalidad más dulce. 

Una vez admitido este principio, no se tendría el derecho 
de escojer entre las sentencias dadas por los Tribunales de n n 
país y las de otro, cuando todos no ofrecen las mismas g a r a n -
tías para una buena administración de la justicia. «No quiero 
preguntarme, decía M. Savary, ante el Tribunal de casación 
francés, qué autoridad concedería á las decisiones represivas 
dictadas en Pekín, y sin embargo, desde que se trata de u n a 
nación regularmente constituida reconocida por todas las na-
ciones europeas, y con la cual mantenemos relaciones diploma-
ticas, si la máxima non bis in idein, t iene por si misma, la fuer-
za que se le presta no es permitido escoger: debe aceptarse la 
cosa juzgada sea cualquiera el lugar de que venga (1).» 

138. La insuficiencia de las pruebas que nace de la d i s tan-
cia, que podria tener por resultado l a libertad del. culpable, y 
las formas de procedimiento diferentes ofrecen también a r g u -
mentos dignos de ser tomados en consideración para r e h u s a r 
al fallo extranjero la fuerza de la cosa juzgada . E l Abogado 
Mánfredini, que sostiene la teoría contraria, hace observar 
que la verdad se descubre y que la jus t ic ia tr iunfa, apesar de 
las formas diversas de procedimiento, cuando estas respon-
den á la conciencia del pueblo en el cual se hallan en vigor . 
Añade que la sentencia pronunciada en el extranjero, con las 
formas de procedimiento que se hal lan vigentes, debe ser 
presumida tan verdadera como la que se ha dictado ante 
nosotros (2). 

A esto respondemos, sirviéndonos de las palabras mi smas 
de Mánfredini, que la ley de cada pueblo se presume opor tuna 

(1) Cass . f r . , 21 M a r z o 1832, a f f . Demeye ' r , P a l . , 1832, p . 017. 
. (2) Archivio giuridico, a n xiu, p . 418. 

para el descubrimiento de la verdad y la buena administración 
de la justicia, en tanto que ejerce su imperio sobre este mismo 
pueblo: pero que no siempre queda ménos dudosa la cuestión 
de saber si estas leyes de procedimiento ofrecen las garantías 
requeridas por nuestras leyes dictadas para la represión de los 
hechos delictuosos que se han cumplido ante nosotros: «Seria 
preciso, dice con razón el profesor EUero, suponer que la civili-
zación es universal, que los pueblos, de hecho están ligados 
por vínculos fraternales, que sobre toda la tierra existen las 
mismas garantías de procedimiento, lo que no sucede en los es-
tados vecinos, y cuando no estamos separados de los Estadoá 
bárbaros sino por un mar pequeño {1).» 

¿Quién se atreverá á pretender que en todos los países el j u -
rado funciona de una manera uniforme é igualmente regular , 
cuando la educación civil, las costumbres de los habi tantes , 
y el.mayor ó menor interés que inspira á los particulares la 
represión de ciertos delitos, ejercen sobre esta institución una 
gran influencia? Si por ejemplo, el jurado, considerando como 
ménos necesaria la represión de los hechos criminales come-
tidos en una región lejana, admitiese las circunstancias a te-
nuantes, de modo que pudiese retener como culpable de un 
delito á un individuo que según toda la probabilidad, en otra 
parte hubiese sido condenado criminalmente, ¿se querría re co-
nocer al veredicto de este jurado, cualquiera que fuese, u n a 
autoridad suficiente para detener el curso de la justicia ter-
ritorial? 

139. De aquí deducimos que cada Estado debería ser exclu-
sivamente Juez en la cuestión de saber cuál debe ser la ex-
tensión de la acción penal que tiene por objeto protejer los 
derechos lesionados en su territorio; que no debería hallar-
se obligado á poner en manos de una potencia extranjera la 
protección de estos derechos, y que desde luego no se debería 
fundar la excepción de cosa juzgada sobre una sentencia de 
otro país. 

140. En esta ocasion, es útil repetir aquí una cosa que he-

(1) E l l e ro , Opuscoli criminali, O'jsscrv astoni ali" libro del Codice pen. italiano, a r t i -
cu lo 7-9 , p 326. 



mos ya dicho varias veces: si se ejerciesen nuevas persecucio-
nes, se debería siempre imputar la pena ya sufrida en la nue-
va condenación. 

Añadiremos que las nuevas persecuciones deberían ser fa-
cultativas para la jurisdicción territorial, y esto sin más objeto 
que impedir los procedimientos reiterados, inútiles y vejato-
rios. El prevenido no debería, en nuestra opinion, poder invo-
car nunca la excepción de cosa juzgada, prevaliéndose de la 
sentencia extranjera; pero la autoridad llamada á poner en 
movimiento la acción penal debería siempre tomar en consi-
deración esta sentencia, cuando le pareciera que habia teni-
do por resultado una represión suficiente. 

C A P I T U L O V 

De los efectos de las sentencias penales extranjeras. 

141. Obje to de l p r e s e n t e capi tu lo .—142. D o c t r i n a de los a u t o r e s q u e r e c o n o c e n á 
l a s s e n t e n c i a s p e n a l e s e x t r a n j e r a s el p o d e r de modi f ica r la cond ic ion j u r i d i c a 
del condenado.—113. Teor i a c o n t r a r i a . —144. J u r i s p r u d e n c i a —145. N u e s t r a opi-
nion.—146. Aplicación d é l o s p r inc ip ios e x p u e s t o s —14*7. Rehab i l i t a c ión del i n -
d iv iduo c o n d e n a d o e n el e x t r a n j e r o . — H 8 . Vig i l anc i a de la a l t a policía.—149. 
E j ecuc ión de la s e n t e n c i a e x t r a n j e r a r e l a t i v a á los d a ñ o s é i n t e r e s e s y á lo r e -
c ien te del p roceso—150. Juic io q u e h a p r o n u n c i a d o la conf i scac ión de b i e n e s 
p e r t e n e c i e n t e s al condenado.—151. E f e c t o s de l a condenac ión e x t r a n j e r a r e l a t i -
v a á la a g r a v a c i ó n d e p e n a i m p u e s t a en c a s o d e reincidencia .—152. C i e r t o s a u -
t o r e s se p r o n u n c i a n c o n t r a e s t a c o n s e c u e n c i a d e l a s c o n d e n a c i o n e s e x t r a n j e r a s . 
—153. O t r o s la admiten.—154. N u e s t r a opinion.—155. Conclusión.—156 E f e c t o s 
d e la s e n t e n c i a e x t r a n j e r a r e l a t i v a á la p re sc r ipc ión . —157. L'tilidaff de l a c o m u -
nicación de l a s s e n t e n c i a s e n t r e S o b e r a n o s . 

141. Un principio general admitido por la mayoría de los 
autores, es que las sentencias penales de los tribunales extran-
jeros no son ejecutorias fuera del país en que han sido dicta-
das. En este capítulo, deberemos examinar si estas mismas 
sentencias deben ser eficaces relativamente á los efectos de la 
condena. 

Las condenaciones criminales influyen sobre todo en la 
condicion jurídica del condenado, porque de una parte se hal la 
privado del ejercicio de ciertos derechos en razón de la situa-
ción en que se encuentra colocado durante la expiación de su 
pena, y de otra parte se halla herido de una degradación mo-
ral que resulta de la atrocidad del delito de que se le ha cali-
ficado culpable, y que le considera indigno de ejercer los d e -
rechos que pertenecen á Un ciudadano libre y probo. Vamos á 
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examinar las disminuciones ó las privaciones de los derechos 
civiles que pueden derivarse de las condenaciones penales ex-

t ranjeras (1). 
142, Ciertos autores han pretendido, respecto á los efectos 

legales de las condenas penales extranjeras , que era conforme 
á los principios generales del derecho que la capacidad y el 
estado del condenado fuesen reconocidos en todas partes, tal 
y como han sido establecidos por el magis t rado competente. 
«Respecto, de los estatutos, dice Boullenois, que pronuncian 
una muerte civil por crimen, ó una nota de infamia, el estado 
de los miserables condenados sigue en todas par tes indepen-
dientemente de todo domicilio,- y por un concierto y un con-
curso general de las naciones; siendo estas penas una mancha, 
u n a llaga incurable, de que se ve afligido el sentenciado, y que 
le acompaña en todos los lugares (2).» Parecida es la opinion de 
Demangeat , que se expresa así: «Desde el momento que se ad-
mite que el estatuto personal rige el estado y la capacidad de 
las personas, no hay que distinguir si se hal la afectado inme-

(1) L o s a n t i g u o s r o m a n o s ind icaban l o s e f e c t o s l e g a l e s d e l a s p e n a s b a j o l a 
d e n o m i n a c i ó n b ien conoc ida de capUis deminutio, q u e c o m p r e n d í a t r e s g r a d o s : má-
xima, media ó mínima. E n el Código p e n a l de l i m p e r i o d e A l e m a n i a , s e c o n s i d e r a 
c o m o p e n a s acceso r i a s ó consecuenc i a s d e c o n d e n a c i o n e s p e n a l e s la p r i v a c i ó n d e 
l o s d e r e c h o s civi les honor í f i cos (bñrgerlichen Ehrenrechte), e s d e c i r , de los d e r e c h o s 
q u e p e r t e n e c e n al ind iv iduo como miembro del E s t a d o , y q u e c o n s t i t u y e n p o r d e -
c i r lo as í , su h o n o r cívico. E s t a p r i v a c i ó n c o n s i s t e e n l a s p r e s c r i p c i o n e s s i g u i e n -
t e s : la i ncapac idad de se r l l amado á l a s f u n c i o n e s púb l i cas , l a v i g i l a n c i a d e la a l t a 
pol ic ía , la conf i scac ión parc ia l y la d e s t r u c c i ó n d e los c u e r p o s del de l i t o , e n l o s 
d e l i t o s de p r e s a y o t r o s a n á l o g o s . E s t a s p e n a s a c c e s o r i a s , e n d e f e e t o de las d i s -
pos ic iones c o n t r a r i a s de las d e m á s l e g i s l a c i o n e s , s o n e n los t é r m i n o s d e l c ó d i - o 
a l e m a n , p u r a m e n t e f a c u l i a t i v a s (§ S2-34, Iraduzione Morel l í e t Feroci) . E n el p r o -
y e c t o de Cód igo p e n a l i t a l i ano se c o n s i d e r a c o m o e f e c t o s l e g a l e s de l a s p e n a s c r i -
m i n a l e s la i n c a p a c i d a d p a r a se r f u n c i o n a r i o p ú b l i c o ; en el c a s o d e c o n d e n a c i ó n á 
la p e n a de m u e r t e ó de cá rce l lergástolo), la p é r d i d a de l a p o s e s i o n y del d i s f r u t e de 
t o d o s los b i e n e s , del de recho á a d q u i r i r a l g ú n t í t u l o , e x c e p t o p o r c a u s a de a l i m e n -
to s , del poder p a t e r n a l y de la a u t o r i d a d m a r i t a l , de la f a c u l t a d de c o m p a r e c e r e n 
j u i c o , excepto p a r a el Minis te r io púb l i co y de la c a p a c i d a d d e d e p o n e r en j u s t i c i a 
s e a como t e s t i g o , s e a c o m o pe r i t o , excep to p a r a s u m i n i s t r a r s i m p l e s ind ic ios ; e n 
el c a s o de se r c o n d e n a d o á la rec lus ión , la i n t e r d i c c i ó n l e g a l y l a i n c a p a c i d a d de 
d e p o n e r en j u s t i c i a . S e g ú n el m i s m o p r o y e c t o , e s t á n t a m b i é n en l a s p e n a s acce -
s o r i a s l a s u s p e n s i ó n d e oficio ó d e empleo , l a v i g i l a n c i a de l a a l t a pol ic ía , la c o n -
fiscación de l cue rpo del d e l ¡ t o . - P r O Í , . Cod. pen. it., a r t . 45-50. 

(2) Boul leno is : Traite de la réalité et de la person. des lois, observ., 4 p . 64-65 - V é a s e 

r ¿ T D t r é : , C ° U ' T e > B r e l a 3 " e ' a r t ' 2 1 8 - L a & > c h e f l á v l n : l i b . l V , t i t . v, a r t . 1 5 -
C h o p i n : Coutumed'Anjou, l ib. 111, t i t . n , n . 15. 

diatamente en virtud de una disposición general de la ley, ó 
únicamente como consecuencia de una declaración judicial (1). 

143. Otros autores han hecho valer contra esta doctrina la 
consideración siguiente. La privación ó la suspensión de cier-
tos derechos, cuando deriva de una condena penal, es por sí 
misma una nueva pena, que tiene por efecto agravar la san-
ción considerada como necesaria para restablecer el orden ju -
rídico turbado á consecuencia del delito. Es verdad que la dis-
minución, ó la privación de los derechos civiles no es por sí 
misma objeto directo de la condena; pero 110 es así sino porque 
deriva virtualmente, según los términos de- una disposición 
legal, de la condena de una pena-principal, y que el magis-
trado no la pronuncia desde luego. No es siempre tampoco una 
pena impuesta por los mismos motivos que la pena principal, 
y la sentencia que autoriza la ejecución física y material influ-
ye al mismo tiempo sobre la condicion jurídica del condenado. 
Admitido, dicen estos autores, que las penas y las sentencias 
penales no deben ser ejecutadas fuera de las fronteras, en que 
manda la autoridad pública en nombre de. la cual han sido 
pronunciadas, la privación total ó parcial de los derechos civi-
les no debería tener ningún valor en país extranjero (2). 

144. La cuestión ha sido llevada á los tribunales france-
ses. Se trataba de saber si la incapacidad para ser elector un 
francés podría derivar de una sentencia penal extranjera (3). 
La corte de casación francesa se pronunció por la negativa, 
en atención á que el legislador habló de la incapacidad elec-
toral de los «individuos que están condenados por un tribu-
nal francés, y no dispone nada formalmente respecto á aque-
llos, que han sido condenados por un tribunal extranjero. «Sería 

(1) D e m a n g e a t : Condili des etramj., p. 375-76, y n o t a b a j o e l n . 60-1 d e Foel ix : Droit 
interna!, privé. 

(2) M f r l i n : Rép., V°. Sueeession, secl. I, § 2 , a r t . 2 .—Toul ie r : IV, p . 102.—Prou-
d h o n : 1.1, p . 136 e t Va le t t e sur Proudhon, n o t e e t . id .—Uicard: Donations, p a r . 1, n ú -
m e r o 263 — Brodeau : Coulume de París, a r t . 183.—Merlín: Rep . , V o iíort. chñle,% 1, 
a r t . 1, n ú m . 6 .—Demolombe: T. 1, n ú m . 198. 

(3) E n la ley e l ec to ra l f r a n c e s a de 1852, se p r iva de los d e r e c h o s de e l eg i r y s e r 
e leg ido á los c o n d e n a d o s por robo, pero n o se d ice si s e m e j a n t e pr ivac ión puede de -
r i v a r de u n a s e n t e n c i a e m a n a d a d e u n T r i b u n a l e x t r a n j e r o . 



extraordinario, dice esta Corte, que una autoridad extranjera 
pudiese privar á un france's de sus derechos de ciudadano é 
influir de este modo sobre la composicion del cuerpo electo-
ral (1).» Se dice además en esta misma sentencia, que se pue-
den reconocer los efectos de las sentencias civiles, porque pue-
den ser declaradas ejecutorias; pero que no sucedería lo mismo 
en juicios dados en materia penal, porque no pueden ni ser 
ejecutados, ni ser declarados ejecutorios. La Corte de casación 
belga ha consagrado la misma doctrina respecto á l a capacidad 
electoral (2), y ha decidido igualmente que un individuo con-
denado en el extranjero á más de un año de prisión por robo, no 
podría ser declarado indigno de formar parte de la milicia, por-
que aunque el art. 34 de la ley de 18 de Setiembre de 1873 sobre 
la milicia no distingue este caso, no hay que tener en cuenta 
una sentencia pronunciada por un tribunal extranjero, aten-
dido á que un juicio es un acto de soberanía que solo tiene 
efecto en el territorio en que esta soberanía se ejerce (3).» 

145. No nos parece razonable admitir de un modo absoluto 
una ú otra de estas dos opiniones. Si se rehusase todo efecto á 
la sentencia penal extranjera, se deduciría que el individuo 
que ha sido castigado en el extranjero, de un crimen y que 
debería ser reputado indigno de todas las funciones y de todas 
las posiciones electivas, cuyo ejercicio presupone necesaria-
mente la honradez, conservaría toda su capacidad fuera del 
país en que ha sido condenado. Esto podría ser objeto de un 
escándalo viendo á un individuo notoriamente conocido como 
ladrón, falsario ó asesino, por haber sido condenado como tal 
en el extranjero, tomar parte en las elecciones políticas ó ad-
ministrativas y ser elegido miembro del Cuerpo legislativo. Por 
lo demás, admitiendo la teoría contraria, no habria ningún 
medio de excluir á este individuo, si hubiese sido juzgado y 
condenado por el magistrado del lugar en que ha cometido 
este crimen. E n efecto, si se admite que no se debe tener en 

(1) C a s s . f r . , 14 a v r i l 1363, a f f . B l a n c h a r d : P a l , 1863, p . 418. — V é a s e en l a Revue 
'lu droit international, 1859, p. 99,1 ' a r t i c l e d e F o z o n . — C o m p . Maccaci: Il diritto penale 
-suoi moi rapporti colla capacità giuridica, c a p . u . 

(2) C a s s . b e l g e , 10 S e p t e m b r e 1839, P a s i c r a s i e , 1839,1 , 480. 
(3) C a s s . b e l g e , 29 d é c e m b . 1813, P a s i c r a s i e , 1811, I, 60. 

ê 

•cuenta para nada las sentencias penales extranjeras , ni para 
la privación de los honores cívicos, no se puede ni sujetar di-
cho individuo á juicio, ni tenerle por indigno de los derechos 
de las funciones ó de los honores álos cuales puede aspirar un 
ciudadano libre y honrado. ¿Que' serian las funciones y los ho-
nores públicos, el dia en que el individuo que ha sido conde-
nado en el extranjero, á presidio (ergàstolo\ ó á la reclusión, 
pudiese ser llamado á representar la comunidad en el consejo 
municipal, ó la nación en el Parlamento? 

Si por otra parte, se admite que la sentencia criminal de-
be producir en todos lados los mismos efectos que en el lu-
gar en que ha sido dictado el juicio, se derivarían inconve-
nientes no ménos graves, y se llegaría á deducir que una 
sentencia penal dada por los tribunales de la China ó por 
los de otro país, donde el legislador declara capaces de penas 
criminales hechos que no tienen entre nosotros el carácter de 
delitos, podria bastar para producir respecto al condenado la 
caducidad de la integridad de sus derechos civiles, áun en el 
caso en que no pudiese ser condenado en su país, porque el he-
cho que motivó su sentencia no esté considerada como delito 
Lo mismo se llegaría á juzgar si una persona condenada en e. 
extranjero á una pena que trae como consecuencia legal la 
muerte civil, sufriera en todas partes esta pérdida, y lo mismo 
sería con un individuo condenado á una pena que trae consigo 
la infamia legal, en un país en que se admitiese este efecto de 
la condena (1). Estos inconvenientes no son ménos graves que 
los que se querrían prevenir. 

Para resolver la cuestión, es necesario distinguir, si se tra-
ta de lucerlo según la ley positiva ó según los principios g e -

( l i L a i n f a m i a l e g a l t i e n e p o r e f e c t o a l t e r a r l a s n o c i o n e s v e r d a d e r a s y e x p o n -
t á n e a s d é l a c o n s i d e r a c i ó n p ú b l i c a á l a c u a l t i e n e n d e r e c h o l o s h o m b r e s h o n r a d o s , 
y p o r c o n s e c u e n c i a d e l a d i s t r i b u c i ó n a r t i f i c i a l d e l a r e p r o b a c i ó n o r d e n a d a p o r el 
' e g i s l a d o r . La i n f a m i a e s t á en el d e l i t o y n o en l a p e n a , y s e r i a i n ú t i l e m p e ñ a r s e 
l e g a l m e n t e los c i u d a d a n o s á d e s p r e c i a r u n i n d i v i d u o , s i t e n i a y a p e r d i d a l a es t i -
m a c i ó n públ ica p o r c o n s e c u e n c i a d e s u de l i to , y s e r i a i n m o r a l h a c e r l o a s i , si n o 
t e n i e n d o el p r e v e n i d o p e r d i d a e s t a e s t i m a , el l e g i s l a d o r e x c i t a b a á l a m u l t i t u d á 
r j p r o c h a r l e , d e s p u é s d e s u c o n d e n a d e h a b e r i n c u r r i d o e n c i e r t a s p e n a s . C o m p a r . 
C o n f o r t i . Intorno al diritto di punire.—Bonneville: De Vamelioration de la loi crimine/te, 
t . li, eh . x iv .—Mi t t e rma ie r : Sulle pene infami (en l a Raccolta degli scritti germanici d e 
Mor i ; .—Stor i : con f l i t . o f . I . aws . , g 620-24. 



«erales del derecho. Fijándose en la ley positiva, debe admi-
tirse como constante la regla general , de que las disposiciones 
excepcionales son de extricta in terpre tación; y desde luego si 
la ley dice que la incapacidad electoral no puede resultar sino 
de las sentencias penales de los Tribunales nacionales, no se 
podria dar á la disposición un alcance más grande y hacer de-
pender la incapacidad electoral de u n a sentencia extranjera. 
Si por el contrario, se quisiera discutir respecto de las modifi-
caciones que hay que introducir en la ley en confirmidad con 
los principios del derecho, nos parece que la cuestión podria 
ser resuelta de una manera satisfactoria adoptando un sistema 
intermedio. Todas las veces que se t r a t a de delitos de derecho 
común y no de delitos políticos, las sentencias penales extran-
jeras, que quedan ineficaces por la ejecución de las penas 
aflictivas propiamente dichas, deberían ser tomadas en consi-
deración por lo que se refiere á las consecuencias legales que 
derivan de ella, en los te'rminos de la ley nacional del conde-
nado, como una sentencia que t iene fuerza de cosa juzgada. 
E s verdad sin duda, que los efectos legales de u n a condena 
pueden ser considerados como u n a pena, si se entiende con • 
esto qué el mal que la autoridad civil hace sufrir á un culpa-
ble como reparación del delito por él cometido (1), y desde 
luego, se podria decir que los juicios pronunciados por los Tri-
bunales extranjeros, en materia criminal y correccional, no 
podrían tener ningún valor por t raer consigo una penalidad. 
Pero es bueno hacer observar que pa ra la privación de los ho-
nores cívicos y la capacidad de ejercer las funciones públicas, 
no hay necesidad de n ingún hecho material de ejecución, por-
que deriva enteramente de la ley. Es tas no son verdaderamen-
te penas: son más bien efectos legales que derivan del hecho 
de la sentencia, y que no deberían ser admitidos por conse-
cuencia de una disposición de la ley extranjera , sino de resul-
tas de una disposición de la ley nacional del condenado, cuan-
do, según esta última ley, la privación de ciertos derechos es 
la consecuencia de una condena penal . Si es contrario á l a in-
dependencia de las Soberanías y al fin principal de la penali-

(1) C a r r a r a : Programma, 582. 

dad (1) hacer ejecutar sobre el propio territorio las sentencias 
penales dictadas por los Tribunales extraujeros, no es contrario 
á los intereses de la Soberanía reconocer sólo ciertas restriccio-
nes, y la condena penal como un hecho jurídico de donde deri-
van consecuencias igualmente jurídicas. Desde luego, en nues-
tra opinion, la privación de estos derechos no debería deri-
var ipso fació de la sentencia extranjera; pero debería haber 
necesidad de una nueva instancia en el país en que se quiere 
llegar á este resultado. Esta instancia no debería tener por 
objeto renovar el juicio penal ; sino únicamente decidir si el 
acusado ha sido condenado como autor de un delito por el'ma-
gistrado competente, si el derecho de la defensa ha sido respe-
tado, si las garantías que derivadas de la constitución y de las 
leyes de procedimiento en vigor en el país en que tuvo luga r 
la instancia deben ser consideradas suficientes para admitir 
como justa la sentencia extranjera (2), y para deducir del he-
cho de la condena legítimamente pronunciada las consecuen-
cias legales que se derivarían, si el acusado hubiese sufrido 
una condena igual en su patria. En este sentido, debería se-
gún nuestra opinión ser reformada la ley, si se quiere que laé 
sentencias penales extranjeras tengan por legítima consecuen-
cia privar al condenado del respeto á que tienen derecho las 
personas que en ninguna parte han sido condenadas como 
asesinos. 

(1) E l fin p r i n c i p a l d e l a p e n a e s el r e s t a b l e c i m i e n t o del o r d e n i n t e r i o r d e l a s o -
c i e d a d . E s d e s d e l u e g o e v i d e n t e p a r a n o s o t r o s q u e es a q u í s o l a m e n t e en d o n d e l a 
s o c i e d a d h a s ido o f e n d i d a p o r l a v io lac ion d e la l ey , y en d o n d e h a s ido d i s m i n u i d a 
p o r los c i u d a d a n o s l a i d e a d e s e g u r i d a d , q u e h a y el d e r e c h o d e r e s t a b l e c e r p o r m e -
d i o d e l a p e n a l i d a d el o r d e n t u r b a d o p o r el de l i to . 

(2) N o p r e t e n d e m o s dec i r con e s to q u e , p a r a a d m i t i r la p r e s u n c i ó n d e j u s t i c i a 
d e u n a s e n t e n c i a e x t r a n j e r a , d e b a s e r n ece sa r i o d i s c u t i r l a c o n s t i t u c i ó n y l a s l e y e s 
u e p r o c e d i m i e n t o del p a i s en q u e h a s ido d i c t a d a . N o p r e t e n d e m o s t a m p o c o q u e s e 
p u e d a n e g a r t o d a a u t o r i d a d á la c o n d e n a , p o r el ú n i c o m o t i v o -de q u e la i n s t a n -
c i a h a si'do s e g u i d a c o n f o r m a l i d a d e s d e p r o c e d i m i e n t o q u e e n t r e n o s o t r o s s e -
r i a n i n s u f i c i e n t e s . S e r í a , en e f e c t o , u n e r r o r g r a n d e p e n s a r q u e n o se pod ia 
v o l v e r l a j u s t i c i a e m p l e a n d o f o r m a l i d a d e s d e p r o c e d i m i e n t o d i f e r e n t e s d e l o s n u e s -
t r o s . T o d a s l a s l e y e s , c o m p r e n d i d a s l a s d e p r o c e d i m i e n t o p e n a l , l l e v a n i m p r e s a s la<= 
h u e l l a s d e l o s u s o s , d e l c a r á c t e r y d e la c iv i l izac ión del p u e b l o p a r a el cua l h a n s i -
d o h e c h a s , y d e b e n d e s d e l u é g o se r p r e s u m i d a s b u e n a s p a r a el m i s m o . U n i c a m e n -
t e d e c i m o s , q u e en el c a s o en q u e n o se e n c u e n t r e n n i n g u n a d é l a s g a r a n t í a s c o n -
s a g r a d a s e n l a s c o n s t i t u c i o n e s d e t o d o s los p u e b l o s c iv i l i zados , s e pod r i a a t a c a r l a 
p r e s u d n c i o n e j u s t i c i a d e l a s e n t e n c i a p e n a l . 



(1) l a m u e r t e civil l ia s i do abol ida e n F r a n c i a p o r la ley de 31 de M a y o de 1834. 
(2) E n los t é r m i n o s de l Código p e n a l de Badén § 9, l a s s e n t e n c i a s p e n a l e s ex -

t r a n j e r a s p r o d u c e n los m i s m o s e fec tos q u e l a s s e n t e n c i a s d e los T r i b u n a l e s d e di -
cho <iran Ducado*respecto á la p r ivac ión d e los d e r e c h o s hono r í f i cos , á la í n a d m i -
s ibi l idad á l a s f u n c i o n e s públ icas y al d e r e c h o p e r t e n e c i e n t e al G o b i e r n o de des t i -
t u i r ò de s u s p e n d e r al f u n c i o n a r i o públ ico c o n d e n a d o . P o r lo d e m á s , el ind iv iduo 
c o n d e n a d o t i e n e el de recho de d i r ig i r se a l T r i b u n a l d e Badén c o m p e t e n t e , p a r a q u e 
s e dec ida si e n r a z ó n de l m i s m o de l i to , h u b i e r a s ido c o n d e n a d o s e g ú n l a s l e y e s 
nac iona l e s , y si la c o n d e n a e s t ab l ec ida t r a e r í a cons igo l a s m i s m a s c o n s e c u e n c i a s . 

(3) S e g ú n el p r o y e c t o d e Código p e n a l i t a l i ano , el ind iv iduo q u e h a caído en 
u n a condena c r i m i n a l no e s j a m á s recibid o á h a c e r s e , p o r la r ehab i l i t ac ión , r e i n t e -
g r a r en el e jerc ic io de. los d e r e c h o s po l í t i cos ( a r t . 114, § 1".) 

2 3 2 D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

146 Aplicando estos principios, se llegaría á deducir que 
el individuo condenado en el extranjero, como autor de un de-
lito que trae consigo la degradación cívica, podría ser borrado 
de las listas electorales de igual manera que el quebrado no 
rehabilitado, que hubiese sido declarado en quiebra por un 
Tribunal extranjero. Mas, por .otra parte, si según los tér-
minos de la ley del país en que se ha procedido, la w n d e i » 
penal tenia por consecuencia la muerte civil, este efecto no 
podria producirse en otro país en que el legislador, confor-
mándose á principios más equitativos y conformes a la ciencia 
y á la civilización hubiera suprimido este absurdo (1). Lo mis-
mo debería decirse del caso en que la infamia legal estuviera 
vigente en un país y no existiera en otro. E n resumen, las 
condenas penales pronunciadas en el extranjero deberían ejer-
cer en todas partes influencia sobre la condicion jurídica del 
condenado, pero solamente después que el Juez nacional hu-
biera reconocido estas condenas como un hecho legal, y hu-
biese afirmado las penas que ella trae consigo en los límites es-
tablecidos por el texto de la ley del país. 

147. Es natural que en nuestro sistema admitamos la re-
habilitación, que es una de las maneras de extinguir los efec-
tos de las condenas penales. Según nosotros, debería obtener-
se, conformándose á lo prescrito por el Código de procedimien-
to penal del país en que el condéna lo la solicita (2). Según el 
Código penal de este mismo país deberían estar determina-
das y reguladas las condiciones y los efectos de la rehabili-
tación (3). . 

148. Por lo que se refiere á la remisión bajo la vigilancia 

de la alta policía, á la cual están sometidos ciertos malhecho-
res á la salida de su prisión, nos parece que el Juez extranjero 
debería poder tomar válidamente medidas de seguridad relati-
vas al condenado, en tanto que este individuo permanece en 
el país extranjero; pero cuando vuelve á su patria, deberia de-
jarse á la prudencia del juez nacional decidir, según los casos 
especialmente determinados por la ley del Estado, si habria 
lugar de someter á esta vigilancia, como sospechoso, al na-
cional condenado en país extranjero. 

149. Se debería reconocer en todas partes con los mismos 
títulos que cualquiera otra obligación civil, la de las restitucio-
nes y daños y perjuicios para con las partes lesionadas y las 
personas que han sufrido un perjuicio á consecuencia del deli-
to. Esta obligación es la consecuencia necesaria de toda con-
dena penal, lo mismo que la obligación de pagar los gastos 
del proceso, á que están obligados solidariamente todos los in-
dividuos condenados por un mismo hecho. En el caso en que 
un Tribunal extranjero llamado á conocer de la acción penal 
hubiera decidido sobre la acción civil, la sentencia pronun-
ciada por él deberia ser declarada ejecutoria en todas par-
tes, observando las mismas reglas que las que tenemos ya ex-
puestas en otra obra sobre la fuerza ejecutoria de las senten-
cias civiles extranjeras (1). No deberia desde luego, ser nece-
sario para obtener en 'Francia el pago de las reparaciones civi-
les á que un francés hubiese sido condenado en país extranje-
ro, examinar de nuevo el título que queria declararse ejecuto-
rio, ni admitir al condenado á discutir de nuevo sus derechos, 
como enseña Carnot (2). Lo mismo deberia hacerse con las cos-
tas del proceso (3). 

(1) P. F iore ; Effelli intervasionali tlelle senlenze el degli utti in materia chile-
(2) C a r n o t : De l'instruet. crimin-, t . i, p . 123. 
(3: S e g ú n u n r e s c r i p t o del r e y de B a v i e r a , de 27 de S e t i e m b r e de 1823, las s en -

t e n c i a s p e n a l e s e x t r a n j e r a s p r o n u n c i a d a s c o n t r a u n b f tva ro , p o d r á n se r e j e c u t a -
das en Baviera s o b r e los b i e n e s de l c o n d e n a d o , p a r a q u i e n son los g a s t o s de l p r o -
ceso p u e s t o á s u c a r g o , en el caso en q u e , s e g ú n l a s l eyes b á v a r a s t e n d r í a q u e se r 
c o n d e n a d o en l a s c o s t a s . E n los t r a t a d o s conc lu idos e n t r e los E s t a d o s de A l e m a n i a 
s e h a c o n v e n i d o q u e l a s s e n t e n c i a s d i c t a d a s en m a t e r i a c r imina l en u n E s t a d o 
se r i an e j e c u t a d a s s o b r e los b i e n e s del c o n d e n a d o e x i s t e n t e s en los d e m á s E s t a d o s . 
Véase : Traiti entre ta Baviére elle Wurtemlerg, 7 mui 1821, § 24. entre la Baviére el 
l' Electoral de Hesse, 29 juillet 1827, y o t r o s conc lu idos e n t r e P r n s i a y d ive r sos E s t a -
d o s a l e m a n e s . 



150. E n cuanto á la confiscación de bienes, que podia ser 
pronunciada por una sentencia criminal ext ranjera , es claro 
que no debe extenderse á los bienes que el condenado pueda 
poseer en otro país, porq.ue esto seria a tentar á los derechos 
de la Soberanía territorial y á los principios que deben regir 
la propiedad y la expropiación (1). 

151. Uno de los efectos de las sentencias penales consiste 
en la agravación de la pena en el caso de reincidencia. Está 
umversalmente admitido que el individuo que ha sido y a con-
denado debe ser castigado más severamente cuando es tá lla-
mado á responder ante la justicia de un nuevo delito (2). So-
bre esta materia se promueve la cuestión de saber si la ag ra -
vación de la pena puede ser motivada cuando el culpable 
ha sido ya condenado anteriormente por un t r ibunal ext ran-
jero. 

152. La negat iva parece más fundada á los ojos de ciertos 
autores, que invocan en apoyo de su sistema diferentes argu-
mentos. Se ha pretendido que considerando como reincidente 
al individuo que comete un delito en nuestro país, después de 
haber sido anteriormente condenado en país ext ranjero , se co-
metiera un exceso de jurisdicción conociendo en un l u g a r de un 
hecho que ha sido cometido en otro. Se ha dicho también que 
era contrario al derecho público dar fuerza ejecutiva á u n a sen-
tencia penal extranjera, ó considerarla como eficaz pa ra pro-
ducir consecuencias penales; que la agravación de la penali-
dad debería ser considerada como un suplemento de l a expia-
ción de la primera sentencia, y que la Soberanía, que puede 
ejercer el poder represivo únicamente en el territorio sometido 
á su jurisdicción, no podria dictar penalidades ó suplementos 

(1) C o m p a r . P . F i o r e e t P r a d i e r F o d é r é : Droil international privé, l i b . x i , s e c t . 1, 
c h . u . — M a r t e n s : Droil des gens, § 104. 

(2) Lo m i s m o en d o c t r i n a q u e e n l e g i s l a c i ó n , n o h a y a c u e r d o s o b r e e l p u n t o d e 
s a b e r c u á l e s s o n l o s e l e m e n t o s j u r í d i c o s q u e d e b e r í a n c o n s t i t u i r el h e c h o d e la 
r e i n c i d e n c i a . S e g ú n u n o s , b a s t a r á l a e x i s t e n c i a d e u n a c o n d e n a d e c l a r a d a i r r e v o -
c a b l e . S e g ú n o t r o s , b a s t a r í a q u e l a p e n a a n t e r i o r m e n t e p r o n u n c i a d a h a y a s ido 
s u f r i d a í n t e g r a m e n t e . Lo m i s m o se d i s c u t e r e s p e c t o d e l a n a t u r a l e z a d e l n u e v o 
d e l i t o . S e p r e g u n t a s i d e b e ó n o d e b e s e r d e l a m i s m a e s p e c i e q u e e l p r e c e d e n t e . 
P o r lo d e m á s , e s t a m a t e r i a o f r e c e t o d a v í a o t r o s p u n t o s d i s c u t i b l e s . 

de penalidad en un Estado extranjero sin atentar á la indepen-
dencia de otra Soberanía (1). El profesor Carrara dá, como 
concluyente, el motivo de duda emitido con cierta prudencia 
por los autores franceses, y que consiste en la pretendida sen-
tencia de una causa de agravación. «En efecto, dice este au-
tor, la presunción de suficiencia de nuestra penalidad no se 
halla destruida por el hecho de la expiación de una pena en 
el extranjero, y debemos, miéntras no haya prueba en con-
trario, suponer que las penalidades ordinarias establecidas en-
tre nosotros bastan para la represión. Este individuo no ha des-
preciado nuestras penalidades: he aquí una razón sólida para 
sostener la negat iva (2). 

En la jurisprudencia francesa, la negativa ha prevaleci-
do (3), y el Código toscauo ha consagrado la misma doctri-
na (4). 

153. La afirmativa ha sido sostenida por Niccolini (5), y 
formulada legislativamente en el Código de Badén, § 184, y 
en el de Módena de 1855. 

154. Las razones invocadas por muchos autores para sos-
tener de una manera general, que las decisiones extranjeras no 
podrían servir para constituir la reincidencia, legal no nos pa . 
recen realmente fundadas. Es claro que la solucion de la cues-
tión se ha hecho más difícil á consecuencia de las divergen-
cias de opiniones respecto de la reincidencia, que dividen á los 
autores y que hacen diferir entre sí los Códigos modernos. 
Y como no se puede hacer cesar la división de opiniones exis-
tente respecto á los elementos constitutivos de la uocion jurí-
dica de la reincidencia, y4con motivo de los efectos que produ-
ce en el interior del Estado, y aunque en esta materia las le-

(1) C o m p a r . R o b e r t i : Corso de diritto penale, t . n i , n . 884. —Armel l in i : R e p . v° . re-
cidiva.— B e r t a u l d : Cours de Droit penal, 401. 

, (2) Stato della doctrina sulla recidiva, p . 31. 
(3) C a s s . f r . , 21 N o v e m b r e 1828, a f f . K i r k e n g e r . — C o m p a r . B r u x e l l e s , p r e m i e r 

m a r s 1819, a f f . P i e r m a n n ; P a l a i s , 1819, p . 1 2 7 . - C a s s . f r . , 2 O c t o b r e 1818, a f f . H i -
s e t t e ; P a l a i s , 1818, p . 103-1. 

(4) A r t . 83, § 2 . 
(5) C o n c l u s i o n e s d e Nicco l in i : Supplemento alla Collezione delle leggi, vo l . i, n ú m e -

r o s 70-78; Questioni di Diritto, vo l . i .—Véase : C h a v e a u et F a u s t i n o Hé i i e ; Théorie 
duCodepénal,'t. ì , p . 4 3 0 . — P a r r i n g a u l t : Revue de Législation, v o l . xiii, p . 469. 



gíslaciones contemporáneas de los pueblos civilizados se apa r -
tan mucho, es natural que la controversia subsista en la mis-
ma materia respecto á l a s relaciones internacionales. 

Un principio, hoy cierto para todos, es que la reinciden-
cia constituye una circunstancia agravante. Pero, en tanto 
que ciertos autores lian creido que debería ser clasificada en-
tre las causas que agravan la imputabilidad, otros han pensa-
do que debería serlo entre las que agravan la penalidad. Si 
toda la razón de ser de la agravación consistiese en lo que re-
sultara de las circunstancias de que la pena es insuficiente re-
lativamente á la sensibilidad del culpable, la razón puesta de 
manifiesto por el profesor Carrara, cuando ha dicho que no 
sabremos aumentar nuestras penalidades, en tanto que no 
haya sido probado que no bastan para la represión del culpa-
ble, sería de una g ran fuerza (1). 

Creemos sin embargo, y sin pretensiones de autoridad, 
deber observar que si se diese por fundamento á la teoría este 
principio de la insuficiencia de la pena relativamente á un 
individuo dado, y la necesidad de modificarla en razón de la 
poca sensibilidad del culpable, se introducirían en el dere-
cho penal causas modificadoras que descansan sobre consi-
deraciones puramente subjetivas, y se llegaría indirectamen-
te á admitir que el fin de la pena es intimidar á los ciuda-
danos. 

Nos parece por esto, que sin tener en cuenta la perversidad 
del hombre, la agravación de la penalidad podría justificar-
se respecto al reincidente propiamente dicho, es decir de aquel 
que comete un nuevo delito de la misnia naturaleza y del mis-
mo género (2), en razón al mayor temor que inspira á la so-
ciedad. Dicho individuo, en efecto, no manifiesta solo mayor 

(1) C a r r a r a : Stato della doctrina delta recidiva, p . 32 . 
(2) E n t r e l o s d i f e r e n t e s s i s t e m a s s o b r e l a noc ion d e l a r e i n c i d e n c i a , el q u e n o s 

p a r e c e m á s f u n d a d o es a q u e l s e g ú n el c u a l se sx i j e q u e l a p r i m e r a c o n d e n a h a y a 
s ido p r o n u n c i a d a p o r u n de l i to s e m e j a n t e á a q u e l q u e m o t i v a l a s e g u n d a . E n l o s 
d e l i t o s d e o t r a n a t u r a l e z a , l o s m o v i b l e s , t e n i e n d o l a s c a u s a s p r ó x i m a s del d e l i t o 
o t r o o r i g e n , n o c o n t r i b u i r í a n á a c r e c e r l a p e r v e r s i d a d del a c t o . — V é a s e P e s s i n a : 
Ekmcnli di diritto penale, p . 300. 

perversidad por su perseverancia en cometer dichos delitos 
(lo que podría contribuir á aumentar su culpabilidad moral, 
aun cuando no pudiera ser invocado como elemento absoluto 
en la agravación de la pena), sino que con su encarnizamiento 
en atacar un derecho determinado, acrece la perversidad de la 
acción de que se ha hecho culpable; de ig-ual manera que la 
alarma y el daño que-son su consecuencia se hacen mucho 
más considerables y las personas honradas están con razón, 
más asustadas de la tendencia perversa de dicho sujeto. Aque-
llas son por otra parte alarmas fundadas, no únicamente sobre 
una presunción, sino sobre un hecho positivo. 

Tales son, en nuestra opinion, las consideraciones que jus-
tificarían la agravación de la penalidad respecto á los reinci-
dentes propiamente dichos, fundada en razón de la culpabili-
dad especial que se encuentra en el autor de un delito repetido 
de la misma especie, y de la necesidad existente para la socie-
dad de ver restablecer el equilibrio moral y la idea de la segu-
ridad pública, más fuertemente turbada por la tendencia cul-
pable á cometer tal delito. 

A nuestro entender, si se dá esta base á la agravación de 
pena que se pronuncia contra los reincidentes, se puede tam-
bién sostener que las sentencias pronunciadas en el extranje-
ro deben tener por resultado servir de fundamento á la reinci-
dencia. No seria justo decir que se comete un exceso de juris-
dicción encargando álos Tribunales de un país de un delito que 
ha sido cometido en otro. El criminal que ha sufrido una pena-
lidad cualquiera por un primer delito cometido en el extranje-
ro, ha pagado completamente la deuda á que estaba obligado 
respecto á la jurisdicción extranjera, y no tiene derecho á pe-
dirle nuevas cuentas jurisdicción alguna. Se le puede sin em-
bargo preguntar la razón del segundo delito de que se ha he-
cho culpable, apreciando todas las circunstancias especiales 
que agravan su perversidad. Se presenta un reo delante de 
nuestros Tribunales con la cualidad personal de un individuo 
ya condenado por un delito de la misma naturaleza, cualidad 
que le ha sido impuesta por un juicio terminado con la fuerza 
de cosa juzgada. Es verdad que la sentencia de que se trata 
emana de una jurisdicción extranjera; pero cuando el Juez na-



cional ha reconocido que la sentencia ha sido dada por un tri-
bunal competente en razón de un delito de la misma natura le-
za que aquél que viene á cometerse en nuestro país (1), y esta 
sentencia se ha hecho irrevocable, la reincidencia debería ha-
llarse suficientemente establecida y la agravación de la pena 
justificada. 

155. Desde luego deducimos que las sentencias pronun-
ciadas por los tribunales extranjeros, respecto á un delito de 
la misma especie, del que se ha hecho culpable el prevenido 
ante el t r ibunal nacional, deberían tener por resultado estable-
ecr la reincidencia, cuando del exámen hecho por el Juez 
nacional resultare que la sentencia ext ranjera llenaba todas 
las condiciones requeridas para atribuirle esta consecuencia 
legal. 

156. Uno de los efectos de un juicio irrevocable es terminar 
la acción penal y fijar la época á partir de la cual comienza 
á correr la prescripción de la pena. E n el caso en que el autor 
del delito hubiese sido juzgado y condenado en país ex t ran je-
ro, la sentencia extranjera podria tener por único resultado 
establecer el punto de partida de esta prescripción. 

Cuando el criminal pudiera ser llevado ante nuestra jur is -
dicción por haber con su delito violado también nuestra pro-
p a ley, la legislación extranjera no debería ejercer entre nos-
otros n inguna influencia respecto á la prescripción de la ac 
cion penal. Todas las veces que el hecho, que en el extranje-
ro ha dado lugar á la sentencia penal constituye un delito se-
g ú n los términos de nuestras leyes, la acción penal de que de-
be conocer nuestra jurisdicción ha debido nacer en el momen-
to de la violacion de nuestra ley, y debe durar hasta el dia en 
que el derecho á la persecución se haya hecho ineficaz á con-
secuencia del obstáculo de la prescripción, tal como se hal la 
planteada ante nosotros. 

(1) De e s t a m a n e r a s e e v i t a r í a el i n c o n v e n i e n t e m a n i f e s t a d o p o r a l g u n o s a u t o -
r e s , q u e r e s u l t a del h e c h o d e a d m i t i r , c o m o c i r c u n s t a n c i a a g r a v a n t e , l a c o n d e n a 
r e c a í d a en el e x t r a n j e r o p o r r a z ó n d e u n h e c h o q u e , c o n t r a r i o ¿ n u e s t r a l e y , e s 
ca l i f i cado d e de l i to . (Vé a s e A r i t a : Trattatid' estradiz-ione, V o i, 73). A d m i t i e n d o p o r e l 
c o n t r a r i o q u e l a r e i n c i d e n c i a ex i s t i r í a ú n i c a m e n t e en el c a s o en q u e s e t r a t e d e u n 
d e l i t o s e m e j a n t e , e s t e i n c o n v e n i e n t e n o p o d r i a a p a r e c e r . 
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Si por el contrario, el criminal condenado en el extranjero 
no cayese bajo el imperio de nuestra jurisdicción, la sentencia 
dictada en el extranjero debería servir de punto de partida á 
laprescripcion.de su pena. En semejante hipótesis, el tiempo 
necesario para prescribir la pena debería ser determinado se-
gún la ley extranjera. Es ta misma ley debería igualmente ser-
vir para decidir si no se debe admitir la prescripción de la pe-
na para ciertos crímenes determinados; si mediante esta pres-
cripción, hay necesidad de una sentencia irrevocable, y si una 
sentencia en rebeldía puede ser considerada como tal. Aná-
logo criterio serviría para resolver los demás casos aná-
logos. 

En el Código penal sardo de 1859 se encuentra una dispo-
sición de especial interés. Según los principios de este Código, 
la interrupción de la prescripción de la pena nace de la reinci-
dencia, y este resultado puede ser obtenido á consecuencia de 
un crimen cometido en país extranjero, siempre que se trate 
de un crimen previsto en el Código sar¿o y sobre el cual haya 
recaído una sentencia condenatoria convertida en irrevoca-
ble (1). Desde luego, nuestro legislador considera como rein-
cidente para el efecto de interrumpir, en su perjuicio, la pres-
cripción de las penas criminales pronunciadas contra él en 
nuestro país, al individuo que ha cometido un nuevo delito 
en el extranjero y que ha sido condenado allí mismo por una 
sentencia criminal irrevocable. 

157. Como, en general, está admitido que las sentencias 
penales de los tribunales extranjeros, aunque no susceptibles 
de ejecución, pueden producir algunos efectos legales, es ma-
nifiestamente útil considerar como obligatoria entre los go-
biernos la comunicación de las sentencias penales. Esta co-

t í ) C ó d i g o p e n a l s a r d o d e 1859, a r t . 146: «La r e i n c i d e n c i a , e n l o s c r í m e n e s i n -
t e r r u m p e l a p r e s c r i p c i ó n d e l a s p e n a s i n f r i n g i d a s , lo m i s m o p a r a l o s c r í m e n e s q u e 
p a r a l o s d e l i t o s 

P a r a i n t e r r u m p i r l a p r e s c r i p c i ó n d e l a s p e n a s i n f r i n g i d a s p o r u n c r i m e n c o m e -
t i d o en t e r r i t o r i o e x t r a n j e r o , b a s t a r á t a m b i é n u n c r i m e n c o m e t i d o e n t e r r i t o r i o 
e x t r a n j e r o , p u e s t o q u e se t r a t a d e c r i m e n p r e v i s t o p o r el p r e s e n t e C ó d i g o , y q u e 
i n t e r v e n g a u n a c o n d e n a p o r e f e c t o d e s e n t e n c i a q u e s e c o n v i e r t e e n i r r e v o c a b l e . » 



municacion deberá ser hecha de oficio al Estado en que el ciu-
dadano es condenado (1). 

,1) L a c o m u n i c a c i ó n d e l a s s e n t e n c i a s es o b l i g a t o r i a e n t r e l o s E s t a d o s , p o r 
c o n s e c u e n c i a d e c o n v e n c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s . ( V é a n s e l o s t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n 
c e l e b r a d o s e n t r e I t a l i a y el P r i n c i p a d o d e M o n a c o (20 d e M a y o d e 1866, a r t . 16); 
I t a l i a y E s p a ñ a (3 d e J u n i o d e 1868, a r t . 16); I t a l i a y A u s t r i a - H u n g r i a (27 d e Fe -
b r e r o d e 1869, a r t . 16), I t a l i a y Bé lg i ca (15 d e Abri l d e 1869, a r t . 19!; I t a l i a y H o l a n -
d a (20 d e N o v i e m b r e d e 1869, a r t . 13); I t a l i a y V u r t e m b e r g (3 d e O c t u b r e de 1869, 
a r t . 16); I t a l i a y A l e m a n i a (14 d e D i c i e m b r e d e 1871, a r t . 15); I t a l i a y Grec ia (23 da 
M a y o d e 1878, a r t . 22); I t a l i a y P o r t u g a l (9 d e J u l i o d e 1878, a r t . 17.) 

C A P I T U L O V I . 

De la influencia de la sentencia penal extranjera sobre los juicios 
civiles, y de los juicios civiles extranjeros sobre las 

sentencias penales. 

158. O b j e t o del p r e s e n t e cap i tu lo .—159. I n f l u e n c i a d e l a c o s a j u z g a d a e x t r a n j e r a 
r e s p e c t o á l a d e t e r m i n a c i ó n d e l E s t a d o d e l c o n d e n a d o . — 1 6 0 . E j e m p l o . — 1 6 1 
C o n s e c u e n c i a s c iv i les q u e p o d r á n d e r i v a r d e l h e c h o m i s m o d e l a s e n t e n c i a c o n -
d e n a t o r i a . —162. E jemplo .—163. F u n d a m e n t o d e l a doc t r ina .—164. La s e n t e n -
c ia e x t r a n j e r a d e b e r í a , e n t o d o s l o s c a s o s , s e r s o m e t i d a al e x á m e n d e n u e s t r o s 
T r i b u n a l e s . — 1 6 5 . I n f l u e n c i a d e l a s e n t e n c i a p e n a l e x t r a n j e r a s o b r e u n a i n s -
t a n c i a c ivi l q u e e s t á e m p e ñ a d a p o r r a z ó n d e l m i s m o h e c h o — 1 6 6 . E j e m p l o . — 
167- F u n d a m e n t o d e l a d o c t r i n a q u e s o s t e n e m o s . — 1 6 8 . R e g l a r e l a t i v a á l a ex-
t i n c i ó n d e l a a c c i ó n civi l p o r l a p r e s c r i p c i ó n —169. C u á l d e b e r í a s e r , en l a s r e l a -
c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s , l a e f i cac ia d e l a r e g l a de q u e l a p a r t e l e s i o n a d a n o s a b r á 
p r o v o c a r u n a acc ión p e n a l , h a s t a q u e á n t e s e l l a h a y a e m p e ñ a d o u n a i n s t a n c i a 
c iv i l .—170. E x á m e n d e l a r e g l a d e q u e lo c r i m i n a l d e t i e n e la a c c i ó n c iv i l .— 
171. E f e c t o s e x t r a t e r r i t o r i a l e s d e l a dec i s ión d i c t a d a e n m a t e r i a c ivi l p o r el T r i -
b u n a l e x t r a n j e r o o c u p a d o d e l a i n s t a n c i a pena l .—173. El j u i c i o d i c t a d o e n m a -
t e r i a c iv i l n o t e n d r í a i n f l u e n c i a s o b r e l a s e n t e n c i a p e n a l p r o n u n c i a d a e n t r e n o s -
o t r o s . — 173. E x c e p c i ó n en el c a s o e n q u e la c u e s t i ó n civi l e s p r e j u d i c i a l . 

158. Una sentencia criminal extranjera podrá influir sobre 
un juicio trasmitido entre nosotros en materia civil siempre 
que se invocase para hacer de aquella el fundamento de los 
derechos civiles que se quisiera deducir. Podria también ser-
vir de base á la acción civil que tuviera por objeto la repara-
ción del perjuicio causado injustamente, damnum injuria da-
t im (1). Siendo por su naturaleza y por su objeto esta acción 

(1) El d e r e c h o d e h a c e r r e p a r a r el d a ñ o c a u s a d o p o r el de l i to , h a s i do r e c o n o c i -
d o en t o d a s l a s l e g i s l a c i o n e s . L a s d i f i c u l t a d e s n o s e p r e s e n t a n n u n c a h a s t a q u e 
s e t r a t a d e r e g u l a r el e je rc ic io d e l a a c c i ó n c iv i l , q u e n o h a s ido s i e m p r e d i s t i n t o d e 
l a acción púb l ica . E n R o m a , en d o n d e l a p a r t e l e s i o n a d a t e n i a el e jerc ic io d e l a a c -
ción q u e d e r i v a d e c i e r t o s d e l i t o s , p o r e s t a r a z ó n d e n o m i n a d o s de l i t o s p r i v a d o s 



municacion deberá ser hecha de oficio al Estado en que el ciu-
dadano es condenado (1). 

,1) L a c o m u n i c a c i ó n d e l a s s e n t e n c i a s es o b l i g a t o r i a e n t r e l o s E s t a d o s , p o r 
c o n s e c u e n c i a d e c o n v e n c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s . ( V é a n s e l o s t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n 
c e l e b r a d o s e n t r e I t a l i a y el P r i n c i p a d o d e M o n a c o (20 d e M a y o d e 1866, a r t . 16); 
I t a l i a y E s p a ñ a (3 d e J u n i o d e 1868, a r t . 16); I t a l i a y A u s t r i a - H u n g r i a (21 d e Fe -
b r e r o d e 1869, a r t . 16), I t a l i a y Bé lg i ca (15 d e Abri l d e 1869, a r t . 19!; I t a l i a y H o l a n -
d a (20 d e N o v i e m b r e d e 1869, a r t . 13); I t a l i a y V u r t e m b e r g (3 d e O c t u b r e de 1869, 
a r t . 16); I t a l i a y A l e m a n i a (14 d e D i c i e m b r e d e 1871, a r t . 15); I t a l i a y Grec ia (23 da 
M a y o d e 1878, a r t . 22); I t a l i a y P o r t u g a l (9 d e J u l i o d e 1878, a r t . 17.) 

C A P I T U L O V I . 
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C o n s e c u e n c i a s c iv i les q u e p o d r á n der ivar ; d e l h e c b o m i s m o d e l a s e n t e n c i a c o n -
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un juicio trasmitido entre nosotros en materia civil siempre 
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vir de base á la acción civil que tuviera por objeto la repara-
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s e t r a t a d e r e g u l a r el e je rc ic io d e l a a c c i ó n c iv i l , q u e n o h a s ido s i e m p r e d i s t i n t o d e 
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m u y distinta de la acción pública, y podiendo ser ejercida in-
dependientemente de esta última y en una instancia separada, 
sería susceptible de ser llevada ante los tribunales de un E s -
tado diferente de aquel en que la instancia penal h a tenido su 
curso. Está, en efecto, admitido en todas las legislaciones que 
las obligaciones pueden, además de los otros títulos que le 
dan nacimiento, tener como origen un hecho personal de la 
persona que se obliga, tal como por ejemplo un delito. Puede 
desde luego suceder que un individuo condenado por un cri-
men ó por un delito, por un tribunal competente, no haya sido 
condenado por este mismo tribunal á los daños y perjuicios, 
porque no hayan sido reclamados por la parte civil. E n este 
caso, si conforme á la regla general de que el Juez del domi-
cilio del deudor es competente respecto á todas las contesta-
ciones en materia personal y en materia moviliaria, la parte 
lesionada citase á un nacional condenado primeramente en el 
extranjero, ante el tribunal de su domicilio, ¿ qué influencia 
ejercería en semejante caso., sobre el juicio- civil que tuviesen 
que pronunciar nuestros tribunales, la cosa juzgada que deri-
va de una sentencia penal .extranjera? ¿Nuestros magistrados 
deberían hallarse sujetos por la sentencia extranjera, hasta el 
punto de deber retener como ciertos, constantes y no suscep-
tibles de nueva indagación, los hechos que hubiesen dado lu-

e l o f e n d i d o p o d i a p e d i r , a d e m á s d é l a r e p a r a c i ó n de l d e l i t o , u n a c o n d e n a p e c u n i a -
r i a , q u e p o r lo q u e e x c e d í a del p e r j u i c i o s u f r i d o , c o n s t i t u í a u n a v e r d a d e r a r e p r e -
s i ó n . De e s t a m a n e r a el e je rc ic io d e l a acc ión civi l s e h a l l a b a c o n f u n d i d o c o n el d e 
l a acc ión p ú b l i c a . E n t r e l o s b á r b a r o s , s e a d m i t í a l a c o m p o s i c i o n p e c u n i a r i a , y e n 
m u c h o s c a s o s p a r a a p a r t a r s e d e t o d a p e n a l i d a d c u a l q u i e r a , b a s t a b a p a g a r u n a s u -
m a d e p l a t a , que. en p a r t e s e d a b a a l o f e n d i d o . E n t r e a q u é l l o s , t a m b i é n se e n c o n -
t r a b a n d e s d e l u é g o c o n f u n d i d a s l a acc ión p r i v a d a y l a a c c i ó n p ú b l i c a L a v e r d a d e -
r a d i s t i n c i ó n s e h a h e c h o e n l a é p o c a m o d e r n a . Lo m i s m o en el s i s t e m a c o n s a g r a -
d o en el Cód igo p e n a l f r a n c é s d e 1791 q u e en el d e 3 d e b r u m a r i o l a p a r t e l e s i o n a -
d a p a r t i c i p a b a en c i e r t a m e d i d a , del e jerc ic io d e l a acc ión p ú b l i c a , p o r q u e é l l a p o d i a 
o n c u r r i r á l a r e d a c c i ó n del a c t a d e a c u s a c i ó n (Code de bruni., a r t . 5 , 6, 226 y 22"). 
E n el c a s o d e q u e n ó e s t u v i e s e d e a c u e r d o con el M i n i s t e r i o p ú b l i c o , e x t e n d í a un 
a c t a d e a c u s a c i ó n d i s t i n t a d e l a d e e s t e M a g i s t r a d o . E n n u e s t r a é p o c a s e h a v i s t o 
d e s a p a r e c e r t o d a p a r t i c i p a c i ó n d i r e c t a ó i n d i r e c t a d e l a p a r t e c ivi l e n el e j e r c i c i o 
d e l a a c c i ó n p ú b l i c a , y el d e r e c h o d e l a p a r t e l e s i o n a d a se l i m i t a á p o d e r d e m a n d a r 
l a r e p a r a c i ó n del p e r j u i c i o . — V é a s e L e S e l l y e r : Traite des aet. pub. el priv., t . p r e -
m i e r e , n ú m . 546 .—Mang in : Act.publiq, n ú m . 1 2 2 . — P e s c a t o r e : Esposizione comparata 
delta procedura criminale, parte 2 a , sezione 1*. — B o r s a r i : Dell' azione penale, C a p . xi . — 
P e s s i n a : Elementi di diritto penale,\ib. n i , c a p . li. 

gar al juicio penal? En semejante hipótesis, ¿cómo deberían 
aplicarse los principios que sirven para regir el ejercicio de las 
dos acciones? 

Recíprocamente se podria hacer la hipótesis inversa, aque-
lla según la cual nuestros tribunales se hallaran sujetos á 1a. 
acción penal, y se tuviera que determinar cuál podria ser la 
autoridad de la cosa juzgada que deriva de una sentencia ci-
vil extranjera, y cuál debería ser su influencia sobre el juicio 
penal que se hubiese dictado entre nosotros. 

159. Ante todo, admitimos que la cosa juzgada, que resul-
ta de una sentencia penal extranjera, puede ejercer una in-
fluencia decisiva sobre la instancia civil seguida entre nos-
otros, relativa á la determinación del estado y de la cualidad 
del condenado. De igual manera" que la cualidad de comer-
ciante, de depositario, judicialmente probado, es la fuente de 
derechos y de obligaciones civiles, lo mismo el estado del 
acusado, condenado criminalmente por un Magistrado compe-
tente, y por una sentencia ya definitiva, imprime una cuali-
dad inherente á la persona de la cual pueden desprenderse 
consecuencias civiles en tanta cantidad como consecuencias 
penales. 

160. Supongamos, por ejemplo, que se lleve ante nuestros 
Tribunales una instancia de separación de cuerpos entre espo-
sos, y que se funda esta demanda sobre una condena criminal 
pronunciada en el extranjero contra el cónyuge que se opone. 
Según el art. 151 de nuestro Código civil (italiano), se puede 
pedir la separación de cuerpos contra el esposo que ha sido 
condenado á una pena criminal, excepto en el caso en que la 
sentencia sea anterior al matrimonio y conocida ántes de esta 
unión, por el otro esposo. Se podria tal vez sostener que no te-
niendo las sentencias criminales n inguna autoridad fuera del 
Estado en que se han dado, la demanda de separación po-
dria tener por único fundamento una condena criminal ema-
nada de nuestros Tribunales. En cuanto á nosotros, nos pare-
ce que la prueba suministrada por el demandante de una con-
dena criminal pronunciada en el extranjero contra su cónyu-
ge, debe bastar para dar lugar á la separación de cuerpos por 
aplicación del art . 151. 



En todos los casos, deberia establecerse previamente que 
la sentencia extranjera podria ser propia para determinar en-
tre nosotros el estado y la cualidad de la persona contra la 
cual fuese invocado. Para l legar á esto, seria necesario que el 
Tribunal nacional examinara la autenticidad del documento, 
la competencia del Magistrado, é investigar si la sentencia 
penal extranjera presenta todas las condiciones requeridas 
para tener la autoridad de cosa juzgada, en lo que se refiere 
al estado del condenado. Una decisión contraria presentaría 
graves inconvenientes, y una nueva instancia no podria nun-
ca ser autorizada en nuestro país (1). 

161. Otro caso en que no se podria dejar de admitir las 
consecuencias civiles de una sentencia penal extranjera, es 
aquel en que sus consecuencias se desprendieran del hecho 
mismo de la condenación. Un italiano que hubiera contraído 
matrimonio en país extranjero y que enseguida hubiera hecho 
condenar criminalmente al individuó que hubiese destruido la 
prueba de la celebración del matrimonio lacerando ó hacien-
do desaparecer el acta en que constaba, en nuestra opinion, 
deberia poder invocar dicha sentencia como prueba de la ce-
lebración del matrimonio, y obtener, prevaliéndose de élla, 
la inscripción de este contrato en los Registros del Estado ci-
vil. Bastará que el Magistrado nacional competente recono-
ciese la existencia legal de la sentencia penal extranjera, para 
que el art. 122 del Código civil italiano viniese á ser aplica-
ble (2). 

162. Un caso análogo es aquel en que se pidiese la revo-
cación de una donacion ante los Tribunales de nuestro país, 
prevaliéndose de una condena obtenida en el extranjero por el 
donatario por haber cometido un crimen atroz en perjuicio del 
donante, por ejemplo, haber atentado á su existencia, y en el 
cual se pidiese la aplicación del art . 1081 del Código civil ita-
liano (3). 

(1) V é a s e s u p r a , n . 145, i. f . 
(2) E s t e a r t i c u l o e s i d é n t i c o a l a r t . 198 del C ó d i g o civi l f r a n c é s . 
(3) E s t e a r t i c u l o e s t á c o n f o r m e con los a r t í c u l o s 955 de l C ó d i g o c iv i l f r a n c é s y 

1725 del Cód igo c iv i l h o l a n d é s . 

163. El fundamento de nuestra doctrina nos parece ser es-
te: Los Tribunales competentes son los únicos llamados á co-
nocer de los delitos: Ellos solos pueden decidir si el cuerpo 
del delito existe; si el acusado es el autor del hecho punible 
que se le ha imputado; si el hecho acriminado puede serle im-
putado según las reglas del Derecho penal; y si una de las 
disposiciones del mismo Código, es aplicable. Cuando la sen-
tencia ha sido dada por un Magistrado que tenía jurisdicción, 
según las reglas del Derecho internacional, y el hecho de la 
condena constituye por sí mismo un elemento inseparable de 
las consecuencias civiles que se quieren deducir .de él, sería 
contrario á todo principio da derecho que el Tribunal civil, an-
te el cual la parte lesionada hubiera introducido una instancia 
civil tendiendo á hacer deducir de la condena las consecuen-
cias legales que pueden derivarse, pudiese desconocer la sen-
tencia por lo que se refiere á la culpabilidad del condenado, 
ó bien rechazar las consecuencias legales que trae consigo ba-
jo el puuto de vista del Derecho civil, por el único motivo de 
que el juicio ha sido dictado en país extranjero. Si el Magis-
trado extranjero fue.se competente para juzgar en materia cri-
minal, no se podria, en el lugar en que ha comenzado la ins-
tancia civil, autorizar de n inguna manera una nueva perse-
cución penal, ni atacar la autoridad del juicio dado (1). 

164. Pensamos por lo demás, que el Magistrado nacional 
competente, deberia siempre no sólo examinar si la senten-
cia penal extranjera tiene una existencia legal, sino también 
si las condiciones requeridas para hacerla eficaz satisfactoria-
mente, estaban cumplidas. Pero esto es todo lo que bastaría á 
establecer previamente para que la sentencia extranjera pu-
diese resultar en su pleno y completo efecto en la instancia ci-
vil llevada ante nuestros Tribunales. 

165. No nos parece que se puedan invocar las mismas ra-

i l ) E n l a c a u s a ó e v a s t o p u l o el T r i b u n a l d e G é n e s dec id ió q u e l a s s e n t e n c i a s 

c r i m i n a l e s e n l a s q u e el a c u s a d o es d e c l a r a d o c u l p a b l e , n o p u e d e n p r o d u c i r e f e c t o s 
r u e r a del t e r r i t o r i o , y e s t o n o t a n só lo en c u a n t o s e r e f i e r e al r e c o n o c i m i e n t o d e 
l a c u l p a b i l i d a d y d e la c o n d e n a á u n a p e n a , s i n o t a m b i é n p o r lo q u e se r e f i e r e á 
l a s c o n s e c u e n c i a s c iv i les q u e d e r i v a n e n el i n t e r é s de la p a r t e l e s i o n a d a (11 d e 
Mayo d e 1869. - C a v e r i : 1 - 2 - 4 7 7 - V é a s e t a m b i é n M i l a n . - C a s s . , 27 d e O c t u b r e d e 
1873, S e v a s t o p u l o , C a v e r i : 3-1-104. 



zones en el caso en que se llegase en una instancia civil á en-
tender nuestros Tribunales de mismo hecho que ha dado ya 
lugar al ejercicio de la acción pública en un país extranjero. 
La sentencia extranjera en que han sido examinados y discu-
tidos los hechos bajo el punto de vista penal, no podria tener 
n inguna influencia decisiva sobre la apreciación de los hechos 
mismos sujetos bajo el punto de vista del Derecho civil. 

Como hemos dicho ya, la acción civil, que pertenece al 
ofendido para conseguir la reparación del perjuicio, es inde-
pendiente y distinta de la acción pública. También los Tribu-
nales criminales están llamados á apreciar la criminalidad y 
la imputabilidad; pero salvo el caso en que la parte lesionada 
interviene en la instancia y se constituye en parte civil, ó bien 
aquel en que el Ministerio público, está por excepción autori-
zado á persegui r la reparación civil, no les pertenece apreciar 
los hechos mismos bajo el punto de vista de las consecuencias 
civiles que podrían deducirse de ellos. Desde luégo, si el ofen-
dido que no ha intervenido en la instancia penal seguida en el 
extranjero, obrase delante de nuestros Tribunales para hacer 
apreciar según las reglas del Derecho civil los hechos que han 

. sido ya objeto de una sentencia penal, nuestros Magistrados 
no se encontrarían sujetos por la sentencia extranjera. Podrían 
á lo más tomar de ella detalles propios 'para esclarecer las 
pruebas de los hechos sobre los cuales descansa la instancia 
civil, pero sin estar obligados por esta decisión. 

166. Supongamos, por ejemplo, que se haya ultimado en 
Italia un contrato de seguros marítimos, y que el navio ase-
gurado habiéndose incendiado en un puerto extranjero, haya 
sido causa de que se persiga al capitan criminalmente en el 
lugar del incendio, y que se le haya declarado inocente de di-
cho crimen. Si la compañía de seguros que no ha intervenido 
en la instancia penal, introdujese en Italia una instancia civil, 
contra el asegurado que le reclamase la suma estipulada en el 
contrato de seguros, y con el'único fin de declarar al asegura-
do caducado su derecho de obtener la indemnización, pudiese 
ser admitido á probar que el incendio ha sido provocado, nues-
tros Tribunales podrían admitir esta prueba y apreciar los he-
chos, sin tener en cuenta el juicio criminal extranjero. 

La misma solucion debería admitirse en la hipótesis en que 
los asegurados, habiendo simulado un cargamento de mercan-
cías, hubiesen sido condenados en el extranjero por estafa ó 
por fraude y donde esta sentencia se invocara en la instancia 
civil llevada ante los tribunales, con el objeto de hacer decla-
rar nulo el contrato de seguros. 

E l tribunal de Génova, en el negocio Schmidt, en que se 
trataba de un individuo condenado por un tribunal español 
por estafa, dijo en principio que la sentencia criminal ema-
nada de un tribunal extranjero, y las mismas pruebas, reci-
bidas fuera de la presencia de la partes, podria bastar para 
motivar un juicio civil, cuando fuesen de naturaleza que no 
dejasen duda alguna sobre el hecho sometido á la apreciación 
¡le los Jueces (1). Esto debe entenderse en el sentido de que 
los tribunales del país pueden apreciar las pruebas prohibidas 
y admitidas; pero no retener los hechos como establecidos. Se 
podría tal vez sostener que sidas pruebas resultasen del proce-
so criminal habian sido juzgadas suficientes para establecer la 
existencia del hecho mismo, para el efecto de hacer condenar 
al detenido á una pena aflictiva y corporal, deberían con mu- • 
cha mas razón ser reputadas suficientes para hacerle conde-
nar en materia civil á una simple reparación pecuniaria. Pero 
conviene decir que además de que la jurisdicción extranjera, 
puede ofrecer ménos garantías, sea que no comprenda sino un 
menor numero de jueces, que haga uso de un sistema diferente 
de votacion, ó que presente otras diferencias, es siempre cier-
to que tratándose de una instancia penal, todo descansaría en 
la íntima convicción del Magistrado, que no resulta de los prin-
cipios legales de las pruebas, sino que.se forma con avuda de 
elementos tan numerosos y tan variados, que en definitiva 
puede ser sentida pero no demostrada, y no podria ser comu-
nicada nunca de una manera bien cierta. Hé aquí por qué, si 
una parte promoviera entre nosotros una instancia fundándo-
la sobre los hechos que hubiesen sido objeto de un juicio pe-
nal extranjero, la sentencia extranjera no podria tener n ingu-
na autoridad que sirviera para probar estos hechos. 

U) C o u r d ' a p p e l d e C.énes, 18 Avr i l 1859, a f f . S c h m i d t , B e t t i n i , 1859, 2 ,414 . 



tes en materia de derecho internacionalporquese suponga que 
los tribunales del Estado en que se ejerce la acción son com-
petentes para juzgar á la vez en lo civil y en lo criminal, lo 
que.no podría suceder en el caso en que se tratara de un deli-
to cometido en un Estado diferente de aquel en que se ejercie-
ra la acción civil. 

El individuo ultrajado por un escrito difamatorio publicado 
en Francia, podría accionar contra el autor en todas partes en 
donde le encontrase para pedirle una reparación civil. Pero 110 
se podría decir que el ofendido hubiese renunciado á la acción 
penal por el solo hecho de haber ejercitado únicamente la ac-
ción civil,-ante los Tribunales extranjeros, puesto que dichos 
tribunales no eran competentes para juzgar en materia pe -
nal (1). 

La renuncia de una acción debe ser considerada como de 
derecho extricto; si puede inducirse del hecho de que la parte 
lesionada ha optado libremente por el ejercicio de la acción 
civil, no lo sería porque el ofendido haya debido limitarse á 
ejercer la acción civil, puesto que no podia ejercer la acción 
penal. En este último caso, en efecto, como 110 hay opcion, no 
puede presumirse n inguna renuncia. 

170. Otra regla consagrada en varias legislaciones, es que 
la acción civil, que se ejerce sola, debe quedar en suspenso 
hasta que se haya establecido por una decisión definitiva, so-
bre la acción penal, cuando esta última ha sido intentada du-
rante el ejercicio de la primera. ¿Deberá ser admitida esta re-
gla áun en las relaciones internacionales? 

Supongamos, por ejemplo, que alguno reclama ante nues-
tros Tribunales civiles la .restitución de mercancías entrega-
das para ser depositadas en país extranjero, y que durante la 
instancia civil y al mismo tiempo, promueva una querella so-

(1) E l T r i b u n a l f r a n c é s s e r i a c o m p e t e n t e en v i r t u d del p r i n c i p i o d e q u e la é p o c a 
en q u e se e n c u e n t r a - c u m p l i d o e l d e l i t o d e d i f a m a c i ó n p o r e s c r i t o es a q u e l l a en q u e 
se o p e r a la pub l i c a c ión d e lo e s c r i t o , y en q u e los J u e c e s de l p a í s en q u e e s t a p u b l i -
cac ión h a t e n i d o l u g a r , d e b e n s e r r e p u t a d o s c o m p e t e n t e s p a r a c o n o c e r de l d e l i t o . 
E s t a r e g l a p o d r í a s e r a p l i c a d a lo m i s m o en l a h i p ó t e s i s e n q u e el l ibelo d i f a m a t o r i o 
h u b i e r a s ido e s c r i t o en u n p a í s y pub l i cado en o t r o — V é a s e C a s s . f r a n c a i s s e , 2IÍ-
J a n v i e r 1855, a f f . C r é u i a z y . J o u r n . d u Pa la i s , 1865, p . 684 - M o r i n : J o u r n . d u D r . 
c r i m i n e l . , n ú m . 8002. 

bre violacion de depósito. En semejante hipótesis ¿debería pro-
cederse al examen de la cuestión civil hasta el dia en que el 
Tribunal extranjero hubiera decidido en la instancia penal? 
No vacilamos en sostener la negativa. E n efecto, existe una 
diferencia manifiesta entre el ejercicio de las dos acciones se-
gún que tiene lugar en el mismo Estado ó en dos Estados di-
ferentes. Cuando la instancia civil y la instancia penal están 
ejercidas en un territorio sometido á la misma Soberanía, hay 
motivo para conciliar los intereses del ofendido y los de la so-
ciedad. Para simplificar los procedimientos, para aprovecharse 
de la ayuda que puede dar y del impulso que puede prestar la 
parte civil para el ejercicio de la acción pública, y para sacar 
partido de los elementos comunes de pruebas que pueden re-
cíprocamente completarse, es más útil que la acción civil y la 
acción pública sean ejercidas simultáneamente. Cuando sin 
embargo, la acción civil se ha ejercido separadamente, debe 
quedar suspensa hasta que la acción penal haya sido termi-
nada. En efecto,, el juicio criminal, puede, en ciertos casos, 
ser un hecho perjudicial al juicio civil; y es bueno por lo de-
más, que impida que'se pronuncien dos sentencias inconcilia-
bles, y finalmente, prevenir todo aquello que pudiera ser con-
trario al órden público. 

Pero todas estas razones no pueden invocarse en nuestra 
hipótesis. Trátase, en efecto, de dos jurisdicciones distintas 
que ejercen su poder en nombre de dos Soberanías diferentes, 
y no se podria encontrar las ventajas que sirviesen de motivo 
á la suspensión de la acción. E n el mismo Estado, el juicio ci-
vil puede aprovechar los elementos de pruebas que resultan 
de la instancia criminal, pero los Tribunales de Estados dife-
rentes no están ligados en la apreciación de los hechos por la 
cosa juzgada en materia penal (1). 

(1) V é a s e en e ? t e s e n t i d o : Trib.comm. de Slarseille, 18 J a n v i e r 1878 ( I . a f o r e t c . S i s -
vek ing) : Journ. du fíroit inlernal. privé, 1878, p . ñ8¿, 2 o , co l . , n ú m . 4 . E n e s t a s e n t e n -
c i a . s e dec id ió q u e á u n c u a n d o u n a i n s t r u c c i ó n c r i m i n a l h a y a s ido c o m e n z a d a e n 
e l e x t r a n j e r o c o n t r a u n c a p i t a n d e b a r c o q u e h a n a u f r a g a d o , y q u e e s a c u s a d o d e 
b a r a t e r í a , n o h a y l u g a r p a r a q u e el T r i b u n a l f r a n c é s a d m i t a la a c c i ó n i n t e n t a d a 
p o r . l o s c o n s í g n a t a r i o s del c a r g a m e n t o c o n t r a s u s a s e g u r a d o r e s d e s o b r e s e e r e l 
ju i c io d e e s t a a c c i ó n , b a s t a q u e h a y a s ido e s t a b l e c i d a en lo c r i m i n a l p o r la j u r i s d i c -
c ión e x t r a n j e r a . 



171. Uii caso que merece también ser examinado, es el de 
un ofendido que, después de haber sido parte civil eii una ins-
tancia penal proseguida en país extranjero, quisiera venirse á 
nuestros Tribunales civiles por razón de los mismos hechos. 
Nos parece que en semejante hipótesis se debiera aplicar la 
regla de que en materia civil la excepción de litispendencia 
puede ser eficaz, áun cuando sea un Tribunal extranjero el 
que se haya ocupado de la causa (1). Además diremos, que en 
general los principios que rigen la fuerza extraterritorial de las 
sentencias civiles no podrían ser modificados por la única ra-
zón de que la acción civil ha sido ejercida con ocasion de u n a 
instancia penal. En efecto, si la conexidad de las dos acciones 
puede tener por resultado hacer que el Tribunal criminal com-
petente para juzgar en materia civil, no podría tener por con-
secuencia modificar la naturaleza de la instancia civil, ni mé-
nos las reglas que deben servir para determinar los resultados 
de esta instancia relativamente á la fuerza extraterritorial del 
juicio y á su ejecución. Esta doctrina es la de los autores f ran-
ceses. «Las sentencias civiles, dice Foelix, pronunciadas por 
los Tribunales criminales extranjeros, se ejecutan en los mis-
mos casos y de la misma manera que aquellas resultan de las 
sentencias de los Tribunales civiles (2).» 

172. La otra cuestión que nos hemos propuesto examinar 
es la de la influencia de la sentencia extranjera en materia ci-
vil sobre la instancia penal ante nuestros tribunales. 

Supongamos, por ejemplo, que Ticio haya sido declarado 
en quiebra eñ país extranjero y que el juicio en el cual se ha 
pronunciado esta declaración haya sido hecho ejecutorio en 
Italia. Si entre nosotros se hubiese intentado contra él un pro-
cedimiento criminal por bancarrota fraudulenta, por haber 
sustraído en perjuicio de acreedores, mercancías depositadas 
en Italia (3), y si él discutiera su cualidad de comerciante, e n -

(1) V é a s e r e s p e c t o d e l a excepc ión d e l i t i s p e n d e n c i a e n t r e T r i b u n a l e s d e E s t a -
dos d i f e r e n t e s , n u e s t r a o b r a i n t i t u l a d a : Effclti inlernazionali degli allí e delle senlense, 
in materia civile, n ú m . 97, y n o t a b a j o e s t e n ú m e r o . 

(2) Foel ix : Droit internat privé, n . 605. — C o m p a r . M a n g i n : De l'act. pub., n . 70.— 
C a r n o t - sur fartiele 7, n ú m s . 7 -12 .—Borsa r i , Dell' atione penale, § 39. 

(8) E n s e m e j a n t e c a s o n o p o d r i a s e r u n a excepc ión v á l i d a p a r a exc lu i r la c o m -
p e t e n c i a d e n u e s t r o s T r i b u n a l e s , s i no o p o n e r q u e l a q u i e b r a h a s ido d e c l a r a d a en 

"tónces la sentencia civil extranjera en virtud de la cual habría 
sido declarado en quiebra, y que hecha ejecutoria, tendría au-
toridad de cosa juzgada para los efectos civiles que de ella se 
deducen, no podria tener la misma autoridad en la instancia 
penal. 

Es en efecto evidente, que de lo que se atribuye á la sen-
tencia extranjera la autoridad de cosa juzgada bajo el punto 
de vista de las consecuencias civiles que produce, no se sigue 
que esta sentencia deba tener la misma autoridad bajo el pun-
to de vista penal. Para que pueda haber cosa juzgada no bas-
ta que el hecho sea el mismo, es necesario ádemás que el ob-
jeto del proceso sea idéntico y que se trate de las mismas par-
tes. Ahora en nuestro caso, el objeto de la acción pública y el 
de la acción civilson esencialmentedístintos; y lo mismosucede 
con las partes que figuran en la causa en ambas instancias. Des-
de luego, nuestro tribunal criminal debería proceder como si la 
sentencia extranjera no existiese, y el individuo declarado en 
quiebrá. que no podría discutir su cualidad de comerciante re-
lativamente á los efectos civiles de esta sentencia definitiva, po-" 
dría hacerlo en una instancia criminal dirigida contra él. Las 
pruebas admitidas en la instancia civil extranjera no podrían te-
ner ninguna autoridad en nuestros tribunalescriminales, y solo 
servirían de simples indicios. Esto es lo que debería decidirse 
también en el caso de que en el juicio civil ocurrido entre ase-
gurador y asegurado, se hubiese separado el hecho de barate-
ría, y en que el asegurado fuese poco después perseguido ante 
nuestros tribunales criminales por razón de ese hecho. Enton-
ces debería decirse, que los elementos constitutivos de la bara-
tería podrían bajo el punto criminal, ser apreciados de otro 
modo que hubiera hecho el Juez civil extranjero. La confesion 
del defensor en la instancia civil, no bastaría siquiera para 
constituir una prueba completa, y no tendría sino la fuerza de 

e l e x t r a n j e r o y dec i r q u e l a s c u e s t i o n e s r e l a t i v a s á e l la s e n d e l a c o m p e t e n c i a del 
T r i b u n a l q u e l a h a p r o n u n c i a d o . E l d e l i t o d e b a n c a r r o t a f u n d a d o s o b r e el f r a u d e 
p o r el cua l el q u e b r a d o l l e g a r í a á s e r c u l p a b l e , s e r i a d e l a c o m p e t e n c i a d e l m a g i s -
t r a d o del p a í s e n q u e l a s u s t r a c c i ó n f r a u d u l e n t a s e h a p r o d u c i d o , p o r q u e n o e s u n 
d e l i t o q u e p o r r a z ó n d e s u n a t u r a l e z a d e b a s e r c o n s i d e r a d o c o m o v e r i f i c a d o en l u -
g a r del domic i l io del q u e b r a d o . V é a s e : Cass., francaise, p r e m i e r e S e p t e m b r e 1827, 
P i e r r e P o u v r e a u , c . m i n i s t é r e pub l i c ; P a l . 1828, p . 794. 



D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

una confesion extrajudicial, y no constituiría sino un simple 
indicio en el proceso criminal intentado por razón del mismo 
hecho contra este mismo defensor. 

173. Siu embargo, esta regia podria encontrar una excep-
ción en el caso en que la p regun ta objeto del juicio civil ex-
tranjero constituyera relat ivamente á la acción pública ejerci-
da entre nosotros, una verdadera cuestión prejudicial (1). 

Supongamos, por ejemplo, que una mujer italiana se haya 
enlazado á un extranjero y que después de la muerte de su 
mando, haya nacido de élla en Italia un hijo inscrito en los 
registros del estado civil de nuestro país como hijo natural . Si 
en ocasion de la sucesión paterna, se hubiese discutido ante los 
Tribunales de la pátria del marido la cuestión de estado, y 
•decidido que este niño no podria reclamar el estado de hijo le-
gitimo, porque habia nacido después de espirar el término le-
gal, una sentencia en este sentido tendría autoridad de cosa 
j uzgada en el procedimiento penal provocado por el hijo con-
tra la madre por supresión de estado. El motivo de esta deci-

• sion es que la cuestión de estado es prejudicial á la acción pe-
nal y que los Tribunales del país del padre son competentes 
para resolverla. 

Lo mismo se decidiría en el caso en que la madre hubiera 
adquirido la cualidad de ciudadana italiana después de la 
muerte del marido, y en donde según los términos de nuestra 
ley, el plazo que hace presumir la concepción del niño duran-
te el matrimonio fuese más largo que el señalado por la ley 
extranjera. Habría siempre cosa juzgada, porque para discutir 
la cuestión de estado son competentes ante todos los Tr ibuna-
les de la patria, y siempre esta cuestión debería ser resuelta 
por aplicación de la ley de la pátria del padre y no por aplica-
ción de nuestra ley. 

(1) T o d a s las v e c e s q u e u n h e c h o e s c a s t i g a d o p o r la l e y ú n i c a m e n t e p o r q u e 
e s conexo á o t ro h e c h o a n t e r i o r , e n a u s e n c i a del cua l no h a b r í a n i n g ú n del i to , l a 
ex is tenc ia de e s t e o t r o h e c h o e s u n a c u e s t i ó n p re jud ic i a l . C o m o e s t a c u e s t i ó n d e b o 
se r n e c e s a r i a m e n t e r e s u e l t a p r è v i a m e n t e , de aqu í la m á x i m a de q u e la cosa j u z g a -
d a en la acción p r e j u d i c i a l t i e n e a u t o r i d a d de c o s a j u z g a d a sobre la acción q u e l e 
e s t a s u b o r d i n a d a . V é a s e M a n g i n : Traile de /'action publique, n ú m s . 167, 413-415. 

C A P I T U L O V I I 

Consideraciones históricas sobre las legislaciones modernas 

en materia de delitos cometidos en el extranjero. 

174. F ranc ia .—175 . B é l g i c a - 1 7 6 . Imper io A l e m a n . - 1 ? 7 . I t a l i a . -178 . Pa i ses -Ba jos . 
- 1 . 9 . P o r t u g a l . - 1 8 0 . R u s i a — 1 8 1 . Ca rác t e r c o m ú n á t o d a s las l eg i s l ac iones 
europeas .—182. I n g l a t e r r a , - 1 8 3 . S u e c i a . - 1 8 4 . W u r t e m b e r g — 1 8 5 . E s t a d o s P o n -
t i f i c i o s . - ^ . Conclusión.—187. Heino de S a j o n i a — 1 8 8 . Es t ados -Un idos . 

• ' 

174. Francia. — Siendo nuestro propósito exponer breve-
mente cómo en las legislaciones positivas se ha atendido á la 
represión de delitos cometidos en país extranjero, no nos ocu-
paremos ni de las leyes romanas ni de las bárbaras, porque 
los principios relativos á esta materia son inciertos, y las di-
vergencias entre los diferentes sistemas en vigor, respecto á 
la competencia délos Jueces, son tan grandes en esta legisla-
ción, que para ser precisos y claros deberíamos extendernos 
demasiado. 

Empezaremos nuestro estudio en la época de la Revolución 
francesa, y haremos notar que el primer acto legislativo, rela-
tivo á esta materia, es el decreto de la Asamblea legislativa 
de 3-7 de Setiembre de 1792, Se t ra taba de los extranjeros que 
sufriesen en Francia la pena de galeras por delitos cometidos 
en su país. E n ese decreto se disponía que los extranjeros no 
pudiendo ser legalmente juzgados más que por sus Magistra-
dos nacionales, y conforme á las leyes de su país, y que no 
debiéndose sufrir una pena más que en el sitio donde se ha 
cometido el delito que la motiva, no se podia retener en los 
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juzgada en el procedimiento penal provocado por el hijo con-
tra la madre por supresión de estado. El motivo de esta deci-

• sion es que la cuestión de estado es prejudicial á la acción pe-
nal y que los Tribunales del país del padre son competentes 
para resolverla. 

Lo mismo se decidiría en el caso en que la madre hubiera 
adquirido la cualidad de ciudadana italiana después de la 
muerte del marido, y en donde según los términos de nuestra 
ley, el plazo que hace presumir la concepción del niño duran-
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174. Francia. — Siendo nuestro propósito exponer breve-
mente cómo en las legislaciones positivas se ha atendido á la 
represión de delitos cometidos en país extranjero, no nos ocu-
paremos ni de las leyes romanas ni de las bárbaras, porque 
los principios relativos á esta materia son inciertos, y las di-
vergencias entre los diferentes sistemas en vigor, respecto á 
la competencia délos Jueces, son tan grandes en esta legisla-
ción, que para ser precisos y claros deberíamos extendernos 
demasiado. 

Empezaremos nuestro estudio en la época de la Revolución 
francesa, y haremos notar que el primer acto legislativo, rela-
tivo á esta materia, es el decreto de la Asamblea legislativa 
de 3-7 de Setiembre de 1792, Se t ra taba de los extranjeros que 
sufriesen en Francia la pena de galeras por delitos cometidos 
en su país. E n ese decreto se disponía que los extranjeros no 
pudiendo ser legalmente juzgados más que por sus Magistra-
dos nacionales, y conforme á las leyes de su país, y que no 
debiéndose sufrir una pena más que en el sitio donde se ha 
cometido el delito que la motiva, no se podia retener en los 



presidios franceses á individuos que no habían violado las le-
yes de Francia por cuya razón debia ponérseles en libertad. 

Por otra parte, no se halla en el Código de 1792 disposi-
ción alguna relativa á los delitos cometidos por franceses en 
país extranjero. Pero este caso se previó en el Código de 3 
brumario, año iv, cuyo art. 11 está concebido en estos tér-
minos: 

«Todo Francés que se haga culpable, fuera del territorio 
de la República, de un delito, al cual las leyes francesas con-
denen con pena aflictiva ó infamante será juzgado y castiga-
do en Francia cuando vuelva á élla. 

Desde que se trató de discutir el proyecto del Código de 
instrucción criminal, se pronunciaron largas y muy vivas dis-
cusiones entre los partidarios de la territorialidad de la ley 
penal y los de la exterritorialidad de esta misma ley. Los dis-
cursos pronunciados en esta circunstancia por Treilhard y por 
Beranger, partidarios ambos de territorialidad, y por Rénier. 
Target y Cambacérés, que eran partidarios del sistema con-
trario, son muy importantes. Los segundos querían hacer de 
la ley penal una ley personal; los primeros sostenían que el 
derecho de reprimir los delitos pertenece únicamente al Ma-
gistrado del territorio en el cual se ha cometido el delito, ó al 
del territorio donde se ha continuado aquel. Después de lar-
gas discusiones se llegarán á revisar ' las disposiciones conte-
nidas en los artículos 5, 6 y 7 del Código de instrucción cri-
minal, donde se encontrarán consignadas muchas excepciones 
de los principios de la territorialidad de la ley penal pero don-
de se subordinarán los procedimientos por razón de los deli-
tos cometidos en el extranjero en diversas condiciones, que 
hacen difícil la aplicación de estos artículos. E n efecto, este 
Código no se ocupa de la represión de los delitos cometidos en 
el extranjero por franceses contra extranjeros, y únicamen-
te se ocupa de los cometidos por un francés contra sus compa-
triotas. En este último caso, los procedimientos eran permiti-
dos después que la ofensa habia producido queja y que el cul-
pable habia entrado en Francia sin haber sido juzgado y cas-
t igado en el extranjero conforme á un delito. 

Con respecto á los delitos contra la seguridad ó el crédito 

del Estado, se admitían los procedimientos sin condiciones 
cuando el autor del crimen era un francés^ Si por el contrario el 
autor del crimen era un extranjero, era necesario que hubiese 
sido preso en Francia ó extraído del país donde se hallase. 

Los vacíos de una legislación tan imperfecta se pusieron 
de manifiesto en varias ocasiones. Era efectivamente deplora-
ble que el francés que habia cometido un crimen en el extran-
jero fuese protegido por las leyes de su país y pudiese jactarse 
de la impunidad. 

Desde luégo se buscó el medio de evitar tal inconveniente 
acordando la extradición de los ciudadanos franceses á peti-
ción del Gobierno extranjero del territorio donde se hubiese 
cometido el delito. En este sentido se. dió el decreto de 23 de 
Octubre de 1811. Pero enseguida se pretendió que la Consti-
tución de 1814 y después la de 1830, habían despojado al rey 

• del derecho de disponer administrativamente de la libertad 
personal de los franceses, y se demostró con argumentos for-
males que aquel decreto debia ser considerado como deroga-
do. Ciertamente no se aplicó más; y para obviar los inconve-
nientes derivados de una legislación tan imperfecta, el Gobier-
no presentó sucesivamente tres proyectos de ley. El primero 
fué presentado á la Cámara de diputados en 1842; el segundo 
lo fué á la Cámara de los pares en 1843 y el tercero al Cuerpo 
legislativo en 1852.—Debe también mencionarse una proposi-
cion de iniciativa parlamentaria de Mr. Roger, presentada á 
la Cámara de diputados en 1845. 

Todas estas proposiciones, hechas con el fin de introducir 
las modificaciones que se creyeron necesarias, en los ar t ícu-
los 5, 6 y 7 del Código de instrucción criminal, no fueron con-
vertidos en leyes por multitud de circunstancias que sería lar-
go enumerar. Finalmente, un nuevo proyecto de ley fué pre-
sentado al Cuerpo legislativo el 16 de Marzo de 1865, y después 
de haber dado lugar á muy importantes discusiones y de ha-
ber sido modificado parcialmente, se adoptó en 30-31 de Mayo 
de 1866 por la Cámara de diputados, el 22 de Junio por el Se-
nado y convertido en ley el 27 del mismo mes y año. La nue-
va ley tuvo por objeto consagrar el derecho de procesar á to-
do francés que se hubiese hecho reo, en el extranjero, de un 



crimen previsto en las leyes francesas. En cuanto á los deli-
tos, los procedimientos fueron subordinados al modo como 
fuesen castigados según la ley del país donde se hubiesen co-
metido y que, tratándose de un delito cometido contra un par-
ticular francés <5 extranjero, el procedimiento no pudiese te-
^ ugar sm preceder queja de la parte ó sin una denuncia 
oficial hecha a la autoridad francesa por la del país donde se 
H e s e cometido aquel. Finalmente, según la L e v a lev, trá-
tese de un crimen, trátese de un delito, no se pueden ejercer 
Huevos procedimientos excepto el caso en que se trate 'de un 

d to Y Í T ' ^ 0 : ' U N / T 3 6 5 C 0 U T R A L A S E ^ U R I D A D Ó EL 

d.to del Estado. (Véase la ley de 27 de Junio de 1866 Boletín 
de Leyes, 1400, 14.336, artículos 1-7 ) 

ex r a n l ' f ; ? ' ° ^ ^ l o S d e l Í t o s «met idos en el 
extranjero fué reglamentado por los artículos 5-7 del Código 

instrucción criminal francés hasta cerca de 1830. Las dis-
posiciones de este Código fueron modificadas y completadas 

18« V : ; í 3? d e D ; c i e m b r e d e 1 8 3 6 ' l a 8 de E n l o de 
de1856 . , S Í 6 y r e f t r a d Í C Í O n P a n c a d a s el 22 de Marzo 

2 Marzo de °i877 r Z ° * ^ * ? ^ d e * * * 
Además del caso de delitos cometidos en el extranjero con-

tra el mismo Estado, por cuya razón los belgas pueden ser 
p r o c e s a d o s en su propio país y del de atentado cometido en 
el ex ranjero por un belga contraía vida de un Soberano ex-

anjero, cuando este hecho constituye un homicidio, un ase-
n t o o un envenenamiento, intentado ó consumado, puede 
e procesado en Bélgica en el caso de haber cometid¿ un de-

Q u e ' s A Í n i ? ' P U n Í b l e S e g n n e l P ^ a l , siempre que se halle en el territorio del reino 
Con re spec to á lo s de l i tos comet idos en el e x t r a n j e r o p o r 

pable P ? e S e m ° t Í V a r " K a t r a d i c i ó n , ' e l cul-
S r S G r C a S t l g a d ° si allí se e n c u b r a , y 
S e n r ? . f ? u d , c a d 0 ó s » f a m i l i a a c u d e n e n q u e j a ó 

las del r>aí<f a i ®aS s o n advertidas oficialmente por 
Jas clel país donde se ha cometido el delito. 

Esta disposición es aplicable á los cómplices y autores de 
delitos intentados y frustrados, si la tentativa de esos hechos 
es punible en Bélgica. • 

El procedimiento por razón de delitos cometidos en país 
.extranjero es facultativo en Bélgica y corresponde al Ministe-
rio público apreciar su oportunidad áun en el caso en que el 
ofendido haya depuesto queja. No podrá iniciarse procedimien-
to alguno en el caso en que un belga haya sido procesado y 
juzgado en el país en que ha cometido el delito, siempre que 
no haya sido condenado en 'rebeldía (art. 3o, ley de Diciembre 
de 1836). 

Cuando el Ministerio público está convencido de la imposi-
bilidad de establecer la prueba del hecho puede abstenerse de 
seguir el proceso. Los extranjeros que han cometido un delito 
en país extranjero no pueden ser procesados y sí sólo expulsa-
dos ó entregados después de una justificada demandade extra-
dición. Sin embargo, si el extranjero fuese citado ante los 
tribunales belgas para la reparación de los perjuicios causados 
por el delito cometido en el extranjero, la competencia de los 
tribunales encargados será incontestable. 

Solamente, en el caso en que se trate de un crimen contra 
la cosa pública, el extranjero puede ser procesado en Belgica, 
sea como autor, sea como cómplice, y áun en este caso el pro-
ceso es facultativo. 

176. Alemania.—En el nuevo Código penal aleman, que 
primeramente fué promulgado bajo el título de Código de la 
Confederación Germánica, el Io de Enero de 1871, y luégo bajo 
la denominación de Código del Imperio de Alemania, el Io de 
Enero de 1872, se halla desde luego erigida en principio la re-
gla de la territorialidad de la lév penal; pero se autorizan como 
excepción los procesos por 'delitos cometidos en el extranjero, 
cuando se trata de crímenes de alta traición contra el Em-
perador ó contra uno de los Estados de la Confederación, de 
falsificacion-de moneda ó de uno de los delitos que son califi-
cados por la ley dél Imperio de delitos cometidos en ejercicio 
de funciones públicas. Esta última clase de delitos fué adicio-
nada por la ley de 26 de Febrero de 1876 que modificaba vários 
artículos del Código penal. Esta reforma la motivó el proceso 



de M. d'Arnim, que, en calidad de funcionario del Imperio 
Alemán habia cometido ciertos hechos que no estaban repri-
midos ni en los términos de la ley- Alemana ni de la extranjera 
por cuya razón no pudo ser objeto de un procedimiento penal. 
Por esto, pues, el Par lamento aleman creyó necesario esten-
der la represión de los delitos cometidos en el extranjero, has-
ta los calificados en la ley del Imperio de delitos cometidos en 
el ejercicio de funciones públicas. 

Los procesos contra un aleman pueden seguirse también 
en el caso de delito contra el Imperio ó contra uno de los Es-
tados, ó un Soberano de la Confederación. 

Los delitos cometidos en el extranjero por Alemanes contra 
un particular, sirviendo de base para los procedimientos en el 
Imperio Aleman, en el caso en que seau punibles, no solo se-
gún los términos de la ley del país donde se hayan cometido, 
sino también según los de la ley del Imperio, cuando no hayan 
sido objeto de sentencia penal anterior, cuando la prescripción 
de la acción penal ó de la pena no se ha cumplido y cuando 
la queja haya sido interpuesta por la parte perjudicada, en el 
caso de que esa queja sea necesaria para el proceso según los 
términos de la ley del lugar donde se ha cometido el delito. 
Debe aplicarse la ley del país donde se ha cometido el delito 
siempre que ésta sea más suave. 

El proceso contra el extranjero se admite en el caso en que 
se haya hecho culpable de crímenes de alta traición ó de falsi-
ficación de monedas, ó bien que haya cometido, en calidad de 
funcionario del Imperio ó de uno de los estados de la confede-
ración, un hecho calificado de delito en el ejercicio de funcio-
nes públicas. 

En este caso, como en los que hemos enumerado más arri-
ba, el procedimiento es facultativo; pero no está sometido á 
condicion alguna, y el Ministerio público es Juez absoluto has-
ta el punto de decidir si hay lugar á la acciou penal. 

La única atenuación consignada por el legislador aleman. 
es, la de que si el mismo delito entraña-una nueva condena en 
el territorio del Imperio a leman, l a pena sufrida en el extran-
gero será computada con la pena que deba aplicar el Juez 
aleman. 

177. Italia (1).— La redacción del proyecto de Código penal 
ha dado lugar á numerosas dicusiones para determinar los lí-
mites de la ley penal y la autoridad extraterritorial de esta ley, 
y los cuatro proyectos (2) que no están del todo conformes 
con los principios del derecho penal internacional, son el re-
sultado de la divergencia de opiniones que existen en la doc-
trina. 

Respecto á la aplicación de la ley penal en el territorio, los 
cuatro proyectos están conformes. Sin embargo, la observación 
hecha por la Corte de Parma es digna de atención. Esta Cor-
te, en efecto, encuentra excesivo el someter á un estranjero á 
nuestras penas, en cuanto pone el pié en nuestro territorio, 
áun por las contravenciones y los delitos que no están ni pre-
vistos ni reprimidos legalmente en su país (3). 

La primera divergencia se encuentra entre las disposicio-
nes de un juicio contra el autor de un delito cometido en nues-
tro territorio en el caso en que hubiese sido éste Juzgado an-
teriormente por un tribunal extranjero, y la autoridad de co-
sa juzgada extranjera. Esta materia se habia omitido en .el 
proyecto de 1868, y en el del Ministro Yigliani; pero en el pro-
yecto del Senado y en el del Ministro Mancini, se halla afirma-
do el derecho en la jurisdicción territorial y consignado el de-
recho de emprender un nuevo juicio. 

Sin embargo, en el proyecto del Senado, el nuevo procedi-
miento en juicio es obligatorio en el caso de que el autor del 
delito sea italiano, y facultativo si fuese extranjero. «§ 2. El 
nacional será juzgado en el reino aunque lo haya sido en el 
extranjero.» «§ 3. El extranjero que haya sido juzgado en el 

(1) P a r a l o s C ^ l i g o s v i g e n t e s a c t u a l m e n t e e n I t a l i a , v é a s e el Apénd ice d e e s t e 
C a p í t u l o , en l a s p a l a b r a s Cerdeña, Toscana. 

(2) E l p r i m e r p r o y e c t o d e Código p e n a l e s el c o m p u e s t o en 1858 p o r la Comis íon 
n o m b r a d a al e f e c t o . E s t e p r o y e c t o f u é en 1810 o b j e t o d e m u c h a s m o d i f l a a c i o p e s 
p o r p a r t e d e u n a c o m i s i o n c o m p u e s t a d e t r e s m i e m b r o s ú n i c a m e n t e . E l M i n i s t r o 
Vig l i an i i n t r o d u j o en él o t r a s m o d i f i c a c i o n e s , y lo p r e s e n t ó al S e n a d o el 21 d e M a r -
zo d e 1811. E l S e n a d o , d e s p u é s d e l a r g a s d i s c u s i o n e s lo modi f icó a ú n en v a r i o s p u n -
t o s . E l M i n i s t r o Manc in i p r e s e n t ó l a c u a r t a r e d a c c i ó n del p r o y e c t o en N o v i e m b r e 
d e 1816, y l a C á m a r a d e d i p u t a d o s a c e p t ó el l ib ro I o . 

(3) Sunto delle osservazioni é dei paren sul progello di Cod pen.; l i b ro Io , s u p l e m e n t o á 
l a Memoria d e l M i n i s t r o , R o m a 1377, p . 35. 



extranjero, puede serlo también en el reino.» E n el proyecto 
Mancini, por el contrario, el nuevo juicio fué prescrito de un 
modo absoluto y sin distinción. La Comision nombrada por la 
Cámara de diputados encontró más conveniente el proyecto 
del Senado; porque dejaba á la libre apreciación del Gobierno 
las razones de conveniencia política que pudiesen concurrir 
para ordenar nuevos procedimientos, y esta modificación fué 
acei tada por el Ministro. 

En cuanto á la represión de los delitos cometidos en el ex-
tranjero, las divergencias fueron más importantes. 

El caso de un delito cometido en el extranjero por un ex-
tranjero y en perjuicio de otro extranjero, dió lugar á una ani-
mada discusión entre los .partidarios de la extraterritoriali-
dad del derecho penal y los adversarios de esta teoría. Estos 
último^ admitían el derecho de castigar en el sólo caso en que 
pueda justificarse con la necesidad de la protección que debe 
dispensar el Estado á los- derechos de los miembros de la co-
munidad social. En el proyecto' de 1868, la teoría que preva-
leció fué aquélla por la cual se quería atribuir el Estado la 
protección de los principios universales de la justicia y de los 
derechos de la humanidad, formulada en la siguiente disposi-
ción (art. 7o): «El extranjero que, después de haber cometido, 
en el extranjero, un delito punible en los términos de las le-
yes del reino, con las penas de presidio (ergastolo), de reclu-
sión ó de destierro (áun en perjuicio de un extranjero), éntre 
en el reino, de cualquier modo que sea y cuya extradición no 
haya sido aceptada por el Gobierno del país donde se haya he-
cho culpable, debe ser juzgado y castigado según las leyes 
del reino.» 

La queja de la ofensa, por parte del ofendido ó del Gobier-
no del país á que aquél pertenece fué requisito indispensable 
en el solo caso de delito punible con ménos de cinco años de 
reclusión. En todos los demás casos se disponía que el ejerci-
cio de la acción penal debia ser independiente de toda recla-
mación de un Gobierno extranjero y de toda queja producida 
por la parte perjudicada. 

Por esta disposición se l legaba á imponer al Gobierno la 
carga de proveer á la protección del orden en los territorios 

extranjeros obligándole de un modo absoluto á someter á jui-
cio al extranjero. 

Esta teoría fué considerada excesiva por las Cortes; la de 
Parma, entre otras, propuso que ni áun el italiano pudiese ser 
castigado por los delitos cometidos en el extranjero, salvo el 
caso de ser contra la seguridad ó contra la vida económica del 
Estado. 

A causa de estas observaciones, la teoría de la exterritoria-
l i d a d se modificó en todos los otros proyectos, v se consideró 
como acreedores á un procedimiento criminal v á la aplicación 
de nuestras leyes penales los individuos que, en país extran-
jero, hubiesen cometido atentados contra la vida política v 
económica de nuestro Estado. 

La sola diferencia que existe entre los varios provectos, es ' 
que miéntras en los términos del de 1868 y del de Vigliani s ¡ 
halle prescrita la obligación de juzgar y castigar según las'le-
yes del remo, áun en el caso de haber sido el delincuente juz-
gado en el país donde cometió el delito, salvo el computar la 
pena sufrida por la condena extranjera, en el provecto del 
Senado y en el de Mancini, por el contrario, no se admite la 
obligación de renovar la instancia como absoluta sino como 

facultativa,, por el justo motivo de que el Estado en el cual se 
han falsificado nuestra moneda ó nuestros billetes de Ban¿o -
podría estar tan interesado como nosotros en la represión del 
delito y que no hubiese desde luego motivo de renovar la ins-
tancia. 

En cuanto al delito cometido en país extranjero, por un ex-
tranjero, y en perjuicio de otro extranjero, la comision minis-
terial de 1876 habría propuesto una enmienda encaminada á 
reproducir el art. 7 del proyecto de 1868. Pero la magistratu-
ra, la facultad de derecho y el colegio de abogados hicieron 
observar que no teniendo interés alguno en castigar á un ex-
tranjero, que hubiese cometido, en el extranjero, un delito 
contra otro extranjero, bastaba, para evitar, todo peligro, en-
tregarlo á su Gobierno ó expulsarlo. 

El Ministro Mancini, no acepta en su proyecto de una m a -
nera decisiva, ni uno ni otro sistema; pero propone que los 
procesos contra un extranjero, en el caso de que se trata, fue-
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S e n f a c u l t a t i v o s precedidos ante todo de una oferta de extra-
d e , n. y que en el caso de que esta oferta no fuese aceptada 
por e l Gobierno del país donde se baya cometido el crimen, el 
Gobierno fuese libre de expulsar del reino al extranjero 6 bien 
someterle á juicio siempre que el crimen sea de los enumera-
dos en el tratado de extradición, <5 contra el derecho de gen-
tes ó contra las personas, la propiedad, el crédito publico, o 
bien por bancarrota fraudulenta ó por una falta a las buenas 
Costumbres. , , , 
' Respecto de los otros casos, los cuatro proyectos están con-
formes eu ciertos puntos y difieren en otros. 

E n todos ellos se admite, salvo ciertas condiciones, que el 
nacional que ha cometido un delito en el extranjero debe ser 
castigado según nuestras leyes. Sin embargo, en el proyecto 
Vicliani el procedimiento contra el nacional estaba subordí-
n a l o á dos condiciones: I a á su vuelta al reino de cualquier 
modo que fuese, y 2a por queja de la parte perjudicada o del 
Gobierno á que ésta pertenece ó á petición del país en cuyo 
territorio se hubiese cometido el delito. 

La comision de la Cámara, que quería limitar los procedi-
mientos contra el nacional al sólo caso en que se hubiese he-
cho reo de un crimen, decidió que debia precederse de oficio. 
E l Ministro Mancini, en su Proyecto, teniendo en cuenta las 
observaciones de la magistratura italiana, que había observa-
do que no se debia negar la justicia á la parte perjudicada que 
interpusiese queja contra.un italiano que hubiese cometido un 
delito en su perjuicio, propuso que se pudiese proceder de ofi-
cio relativamente á los crímenes, y que en cuanto a los delitos 
se procediese en caso de queja interpuesta por la parte perju-
dicada ó por el Gobierno extranjero. 

E n cuanto á lo que se refiere al extranjero que hubiese co-
m e t i d o f u e r a de nuestras fronteras, un delito contra uno de 
nuestros compatriotas, en los cuatro proyectos se admite el 
derecho y el deber de castigar al culpable, en el caso de que 
se halle en nuestro territorio y que se trate de un crimen por 
el que la extradición del malhechor, propuesta por nuestro 
Gobierno, no hubiese sido aceptada. 

En el proyecto del Senado se extendió el derecho de repre-

sion áun en el caso de tratarse de un simple delito siempre 
que el ofendido produjese la queja; y Mancini acepta este 
principio en su Proyecto. 

En todos los casos en que, en los varios proyectos de Có-
digo penal italiano, se admiten procedimientos relativos á de-
litos cometidos en el extranjero, (salvo en el caso en que se 
trate de delitos cometidos contra l a vida política ó económica 
del Estado) se han apreciado varias condiciones, sobre todo 
que el hecho cometido en el extranjero.sea calificado de delito 
tanto en los términos de 'uuestra ley, como en los términos de 
la ley en vigor en el lugar donde se ha llevado á cabo el 
delito. 

Este principio, consignado en los cuatro proyectos, tiene 
por objeto excluir completamente la opinion de los partidarios 
del sistema por el cual se quisiera hacer de la ley un estatuto 
personal, y llegar al caso raro de castigar un hecho que fuese 
lícito en el lugar donde se produjo. 

Otra de las condiciones exigidas en los términos de los 
cuatro proyectos es que el malhechor 110 hubiese sido juzgado 
por los Tribunales extranjeros ó que hábiendo sido juzgado y 
condenado, hubiese cumplido la condena. 

Otra condicion más, y es que el malhechor, sea italiano, 
sea extranjero, se encuentre en nuestro territorio; lo que ex-
cluye el proceso en rebeldía que habia sido admitido en el 
proyecto de 1868 respecto al italiano que hubiese cometido un 
delito en el extranjero. 

En cuanto á la aplicación de la pena, en todos los proyec-
tos se ha atendido al principio de humanidad recomendando 
la aplicación de la ley que prevenga las penas más suaves en 
el caso que fuesen aplicables ai mismo tiempo las leyes pena-
les de distintos países. 

178. Países-Bajos.—El proyecto de Código holandés, cuya 
traducción italiana hecha y anotada por M. Brusa (1) tenemos 
á la vista, tiene una gran importancia, como todos los trabajos 
legislativos,.que en todos los Estados se elaboran después de 

(1) E s t a t r a d u c c i ó n e s t á p reced ida de u n n o t a b l e p r ó l o g o e n el cua l el a u t o r 
a p r e c i a e s t e n s a m e n t e el c ó d i g o . 
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uu maduro examen y de largas discusiones para poner de 
acuerdo el derecho penal con las costumbres nacionales y el 
movimiento científico actual. 

Desde que Holanda fué incorporada por Napoleon I á su 
imperio, el Código penal francés reemplazó al Código nacional 
de 1809. Este Código, en vigor actualmente, ha sido mejorado 
por distintas leyes y ordenanzas que han tenido por objeto lle-
nar numerosos vacíos que en él existían. Finalmente, para ob-
viar el grave inconveniente de no tener un Código nacional, 
el Gobierno holandés ha confiado á uña comision el cuidado 
de redactar un proyecto de Código penal que acaba de ser 
presentado, casi sin modificaciones, á la Cámara segunda de 
los Estados generales y que es de esperar que pronto se verá 
convertido en ley. 

Actualmente, se halla en vigor en Holanda, el Código de 
Procedimiento penal de 1838 en el cual se ha provisto á la re-
presión de los delitos cometidos en el extranjero, como en la 
legislación francesa, y se hallan en él, como, es natural, todos 
los inconvenientes derivados de la exageración del principio 
de territorialidad hasta el punto de hacer de él una regla ab-
soluta. Para obviar estos inconvenientes se formularon cierto 
número de excepciones al principio de territorialidad absoluta, 
en el proyecto de Código de procedimiento penal de 1863, 
acepciones que han sido reproducidas en sustancia en las edi-
ciones publicadas por los ministros que se han sucedido desde 
entónces. 

Pero los redactores del proyecto de Código penal que pron-
to se discutirá, considerando que esta materia, por su natura-
leza, entra en el plan de su trabajo, han propuesto un conjun-
to completo de reglas relativas á la represión de los delitos 
cometidos en el extranjero. Vamos á dar cuenta de esta parte 
del proyecto. 

El principio de la territorialidad de la ley penal está pro-
clamado sin restricción, y la jurisdicción territorial está ase-
gurada aún relativamente á los delitos cometidos á bordo de 
los buques holandeses. 

En cuanto á la jurisdicción de los tribunales holandeses, 
relativamente á ciertos delitos cometidos en el extranjero, se 

deriva, como excepción, de las disposiciones expresadas en la 
ley, donde se hallan determinados los diferentes casos que 
pueden ocurrir. 

Con respecto á la aplicación de la ley holandesa en los de-
litos comprendidos en la rúbrica general de delitos contra la' 
seguridad del Estado, hay diferencia entre si el autor es un 
nacional ó un extranjero. El neerlandés es susceptible de ser 
procesado por razón de todos los delitos enumerados con el tí-
tulo de delitos contra la seguridad del Estado ó contra la dig-
nidad i;eal, miéntras el extranjero no está, sujeto á la juris-
dicción holandesa más que por algunos de los delitos indica-
dos con uno ú otro título y que tienen una gravedad especial. 
Así, por ejemplo, no está sujeto á la ley holandesa el ext ran-
jero«que escita, en país extranjero, una guerra contra Holan-
da, ó que intencionalmente facilita ó comunica á una potencia 
extranjera documentos, avisos, indicaciones relativas á cosas 
cuyo secreto importa al interés del Estado, miéntras sería su-
ceptible de ser procesado si fuese neerlandés. 

Los procedimientos contra un neerlandés que ha cometido 
un delito en el 'extranjero, contra ó en perjuicio de un neer-
landés no están sometidos á ninguna restricción miéntras que 
en la misma hipótesis el extranjero no está sometido á la ju -
risdicción holandesa más que en ciertos y determinados casos. 

El procedimiento contra un extranjero que ha cometido, 
un delito en perjuicio de otro extranjero, no es allí admitido 
más que en el caso de hacerse culpable de uno de los delitos 
señalados, contra ó en perjuicio de un neerlandés. 

Con el objeto de hacer eficaz la protección debida á los 
neerlandeses y de forzarlos á observar las leyes nacionales, en 
el proyecto de Código penal, se propone, para hacer efectiva 
la legislación concerniente al duelo, castigar á los individuos 
que se trasladen al extranjero para sustraerse á esta legisla-
ción, siempre que uno de los adversarios sea holandés. 

179. Portugal.—Además de los Códigos y proyectos de Có-
digo penal que acabamos de enumerar , se han elaborado otros, 
siendo notable el caso del proyecto de Código penal portugués, 
que fué publicado en 1859-60. En este proyecto se halla igual-
mente consignado el sistema de la territorialidad de la ley pe-



nal, sin que se haya hecho n inguna distinción entre el n a -
cional y el 'extranjero, y se declaran punibles los delitos co-
metidos por un portugués en el extranjero cuando éstos no 
hayan sido castigados en el lugar donde se cometieron (ar-
tículos 2 y 4). 

180. Rusia (1).—Los artículos 172, 173 y 174 del Código, 
edición de 1866, establecen el siguiente sistema de penas apli-
cables por crímenes cometidos fuera de los límites de Rusia, 
en el caso de vuelta voluntaria al país ó de extradición: 

I o Con respecto á los subditos rusos. 
Aquí las prescripciones difieren mucho entre si el cr imen 

cometido es contra Rusia y sus subditos ó contra un Estado y 
subditos extranjeros. 

2o Contra la Rusia. . 
p]l art . 173 se aplica en el caso en que el crimen sea contra, 

el poder soberano del Estado, contra la integridad, la seguri-
dad ó la prosperidad de Rusia ó en el caso en que el delin-
cuente atente á la vida de uno ó muchos de sus compatriotas. 

Según el sentido de la ley y las esplicaciones de los co-
mentadores, para su aplicación es indispensable: 

A. Que el acusado haya atentado á los derechos de a lgún 
particular: á su honor, su propiedad, su libertad, su salud ó á 
su vida, ó bien que haya cometido una acción dirigida contra 
el Gobierno constituido ó amenazado la seguridad y t ranqui -
lidad del Estado. De este modo la legislación rusa no admite 
las restricciones en punto á responsabilidad adoptadas por la 
ley francesa de 1867 (diferencia entre los crímenes, los delitos 
y las contravenciones) y el Código aleman de 1872, pero no 
hace responsables á sus subditos por las infracciones, en país 
extranjero, de los reglamentos de policía r u s a , garant izando 
los intereses de los particulares, de la Iglesia, etc. 

B. Que el culpable no haya sido castigado en el l u g a r del 
crimen, ó que su delito no haya sido legalmente borrado pol-
la prescripción, según las leyes del país. Es ta regla se aplica 
igualmente en el caso de que dicho crimen sea castigado más 

(1) C o m u n i c a c i ó n t e x t u a l d e M. T a g a n t z e f f , p r o f e s o r d e D e r e c h o p e n a l en l a 
U n i v e r s i d a d de S a n P e t e r s b u r g o . 

severamente por nuestro Código que por el del país donde ha 
sido cometido. Las penas suplementarias de que habla el Có-
digo aleman no las admite el nuestro. 

C. La instrucción del proceso tiene lugar bajo las bases 
generales del Código de instrucción criminal de 1867. 

3o En perjuicio de un Estado extranjero. 
La aplicación del art. 174, en este caso, exige: 

A. Que el culpable nos sea remitido por el Estado en don-
de se ha cometido el crimen ó que se haya refugiado volunta-
riamente en Rusia. 

B. Que haya atentado á la persona ó á la propiedad de al-
gún subdito extranjero, ó bien contra la seguridad interior del 
Estado donde habite. 

C. Que su acción esté prohibida por las leyes del país don-
de haya sido cometida y por el Código ruso; 

D; Que el culpable no haya sufrido pena alguna y que su 
acción no haya sido borrada por la prescripción. 

E . En el caso en que se trate de un atentado contra la 
seguridad interior de un Estado extranjero, el culpable es 
castigado según las reglas del art. 260, Código de 1866, refi-
riéndose á los crímenes políticos contra las potencias extran-
jeras . 

F . Para aplicar la pena, es absolutamente indispensable 
que se haya producido queja contra el culpable por parte de 
los ofendidos ó de la potencia en cuyo territorio se haya come-
tido el crimen. 

G. En el caso en que dicho 'crimen se castigue ménos se-
veramente por la legislación local que por el Código ruso, la 
pena se atenúa proporcionalmente. 

Según el art. 172 del Código, los extranjeros que h a y a n , 
cometido crímenes fuera de Rusia no son llamados ante los 
Tribunales más que en el caso de atentado contra el poder su-
premo de Rusia, es decir, si han tomado parte en un complot 
para derribar al Gobierno constituido, contra el emperador ó 
la familia imperial, ó bien si han atentado á los derechos per-
sonales y de propiedad de súbditos rusos. En cuanto á otros 
crímenes cometidos en perjuicio de Rusia ó de otros Estados 
y súbditos extranjeros, no están sometidos al Código penal ruso. 



I-as condiciones en que tiene lugar la aplicación de penas, 
son las mismas que para los subditos rusos que hayan come-
tido crímenes en perjuicio de Rusia. 

181. Resulta, pues, de lo que llevamos dicho, hasta aquí, 
que en casi todos los países de Europa se reconoce que la ley 
penal es aplicable en todo el territorio del Estado y en todos 
los lugares asimilables á él, cayendo indistintamente tanto 
sobre el nacional como sobre el extranjero. 

En n inguna legislación de los Estados europeos se limita 
de una manera absoluta el dominio de la ley penal en el terri-
torio, abstracción hecha de los casos en que se aplica la ley 
por delitos cometidos fuera del territorio. • 

Por el contrario, se puede admitir como un principio cierto 
de derecho positivo que el Estado puede castigar, en ciertos 
casos determinados por la ley, á los individuos que se hallan 
en su territorio despues de haber cometido un delito en el ex-
t ranjero; y este principio está consignado en todos los Códi-

• gos modernos y en todos los proyectos de Código. Las dife-
rencias que existen en esta materia consisten en la acción más 
ó ménos lata dada á la jurisdicción de los tribunales crimina-
les del Estado relativamente á los delitos cometidos en el ex-
tranjero. Este es el resultado del estudio de los textos de las 
leyes en vigor con respecto á este asunto, y que reseñaremos 
al fin de este capítulo. 

182. Inglaterra.— La Inglaterra misma que de todas las na-
ciones es la más celosa del principio de la territorialidad de la 
ley penal, no es la que ménos-procedimientos autoriza respec-
to á ciertos crímenes cometidos por ingleses en el extranjero, 
sobre todo por razón de asesinato, falsificación de monedas y 
bigamia. 

183. Suecia.— Así como en Suecia, ó en los términos de la 
Ordenanza real de 29 de Mayo de 1852, los procesos por razón 
de delitos cometidos en el extranjero, no se autorizaban más 
que en el caso de tratarse de un crimen cometido en una de 
las comarcas rusas limítrofes, la legislación penal relativa á 
esta materia ha sido modificada completamente en 1864. 

184. Wurtemberg.-En el Código penal del reino de W u r -
temberg, sancionado por el rey el Io de Marzo de 1839, los 

procedimientos contra el nacional que se ha hecho culpable de 
un delito en el extranjero, se hallan subordinados á la reci-
procidad. 

185. Estados-Pontificios.—En el reglamento de procedi-
miento criminal de los ex-Estados-Pontificios de 5 de Noviem-
bre de 1831, encontramos una disposición rara por la cual 
pueden los nacionales romanos ser procesados, habiendo co-
metido un delito en el extranjero en el solo caso en que se tra-
te de un robo y con la condicion de que el autor éntre en los 
Estados romanos provisto de los objetos robados. 

186. Exceptuando las anomalías de estas legislaciones, 
podemos asegurar que, en nuestra época, el derecho que per-
tenece á cada Estado de reprimir los delitos cometidos en el 
extranjero por sus subditos, y en ciertos casos por los extran-
jeros, ha venido á ser uno de los principios más constantes del 
derecho penal europeo. 

187. Sajonia.—La disposición más lata que conocemos en 
materia de jurisdicción criminal, es la que encontramos en el 
Código penal del reino de Sajonia de 1838, y que dice así : 

«Art. 2o Serán castigados conforme á las disposiciones de 
este Código los subditos sajones, por razón de todos los delitos 
comeiidos en el reino y en el extranjero. 

»Art. 3o Los extranjeros que hayan cometido un delito fue-
ra del territorio sajón, son procesables por los tribunales sajo-
nes, no sólo por los delitos cometidos contra el Gobierno sajón, 
ó contra el jefe de este Gobierno, ó contra un subdito sajón 
sino que también por un delito cometido contra un extranjero. 
Sólo en este último caso el procedimiento no puede tener lugar 
más que por órden del Ministro de justicia.» 

188. Estados-Unidos.—En los Estados-Unidos de América, 
está admitido el principio de que la jurisdicción en materia 
penal pertenece al locus delicti. Sin embargo, en este país esta 
regla absoluta tiene algunas excepciones. 

El artículo "sexto de las enmiendas á la Constitución de los 
Estados-Unidos contiene, en verdad, una cláusula que, á pri-
mera vista, parece excluir toda hipótesis de jurisdicción extra-
territorial. 

Dicho artículo está concebido en los siguientes términos: 



«En todo proceso criminal el acusado gozará del derecho de 
ser juzgado con prontitud por un imparcial jurado del Estado 
y del distrito donde se haya cometido el delitó, cuyo distrito ha-
brá sido prèviamente fijado por la ley; de ser notificado de la 
naturaleza y causa de la acusación; de ser careado con los tes-
tigos en su contra; de obtener los medios coercitivos pa ra va-
lerse de testigos en su favor, y de tener la asistencia de un 
consejo para su defensa.» 

Sin duda a lguna esta enmienda tiene toda la autoridad ne-
cesaria para fundar los derechos personales en los límites de 
los Estados de la Union; pero no se puede interpretar en el 
sentido de que tenga por objeto establecer u n a regla const i tu-
cional con respecto de los Estados extranjeros. Efec t ivamente , 
en el art. 3o, sección 2a, se lee, á propósito de la ins tancia cri-
minal: «El procedimiento para todos los crímenes, á excepción 
del caso de acusación ante el Senado, tendrá l u g a r an te el j u -
rado en el Estado en donde se haya cometido el c r imen; pero 
si no hubiese sido cometido en ninguno de los Estados (de los 
Estados-Unidos), el proceso se l levará á cabo en el l u g a r ó lu-
gares indicados por una ley del Congreso.» «Shall be held 
in the state where the said crimes shall have leen conimitted: 
B U T W H E N NOT C O M M I T E D IN ANY S T A T E , the trial shall be mithin 
sue A place or places as the Congress may be laro hale directed. 

Efectivamente, la corte federal de los Estados-Unidos t iene 
jurisdicción, no sólo para los delitos de piratería, revuel ta , 
homicidio, baratería, destrucción fraudulenta de b u q u e s y 
otros delitos cometidos en alta mar por toda persona s in a t e m 
der á su nacionalidad, y hasta para los delitos cometidos á 
bordo de los buques americanos en puertos ex t ranjeros . Por lo 
demás, según los términos de la citada ley, «la ins t anc ia re-
lativa á los delitos cometidos en alta mar ó en un l u g a r fuera 
de la jurisdicción de un Estado particular, t endrá l u g a r en ej 
distrito donde el procesado sea detenido ó en aquel donde sea 
conducido después.» 

La jurisdicción de las Cortes de los Estados-Unidos se ex-
tiende hasta á los delitos cometidos en los desiertos y países 
salvajes, y las leyes de 11 de Agosto de 1848 y 22 d e Jun io 
de 1860 han tenido por objeto conceder á los Cónsules de los 

Estados-Unidos jurisdicción sobre los nacionales americanos 
que cometiesen delitos en China, en Turquía y en otras deter-
minadas regiones, así como en las comarcas habitadas por 
pueblos no civilizados, islands or in conutries notinhalited bay 
any civilized people. 

La ley de 30 de Enero de 1799 encierra, con respecto a los 
delitos políticos, la siguiente disposición: «Todo ciudadano de 
los Estados-Unidos, esté domiciliado en ellos ó en un país ex-
tranjero, que sin permiso y autorización de su Gobierno em-
piece y continúe correspondencia verbal ó escrita, ó tenga otra 
comunicación cualquiera con un gobierno extranjero ó con al-
gún funcionario ó agente de ese gobierno, con el fin de influir 
en las medidas y en su conducta en alguna diferencia ó con-
troversia con los Estados-Unidos, será culpable de alta trai-
ción y castigado con una multa no mayor de 500 dollars y pri-
sión mayor de seis meses y menor de tres anos.» 
. .Esta ley, que actualmente se halla en vigor (1), constituye 
el mejor argumento para probar que la corte federal tiene ju -
risdicción hasta en los delitos políticos cometidos por sus na-
cionales en el extranjero. En la ley de 25 de Febrero de 1863, 
con respecto á los delitos de rebelión y alta traición, se lee lo 
siguiente: «Cuando el delito se ha cometido en país extranjero, 
la°corte de distrito de los Estados-Unidos, es decir , del distri-
to donde el procesado haya sido detenido, tendrá jurisdicción 
para ese delito.» 

Relativamente á los delitos de perjurio y falsificación, se-
gun la ley de 18 de Agosto de 1856, en cuyos términos los se-
cretarios de legación están autorizados para recib.r los ju ra -
mentos y redactar las actas notariales, son punibles en un dis-

' trito de los Estados-Unidos el perjurio y el soborno de testigos 
jurados, en el extranjero, ante los m i s m o s funcionarios, del 
mismo modo que si estos delitos hubiesen sido cometidos en 
territorio de los Estados-Unidos. Es de notar que esta ley es 
aplicable, no sólo á los individuos que son ciudadanos ameri-
canos, sino también á los extranjeros que se hacen culpables 
de estos delitos. 

(1) WHARTON, Law private interna Honal,% 831. 



Según esta misma ley, son también punibles las falsifi-
caciones de documentos consulares hechas en el extranjero. 
Finalmente , debemos añadir que según la jurisprudencia 
establecida en los Estados-Unidos, desde, el momento en que 
se comete un delito y su autor se halla en el extranjero, pue-
de ser procesado en el lugar en que aquél se ha cometido. 
Es ta regla ha sido aplicada en casos de falsificación, de 
escritos difamatorios, y que residiendo el autor en el extran-
jero los haya publicado y repartido en otro país y en otros 
casos análogos. Sin embargo, esta regla admitida en este 
caso ha sido depuesta en la causa Wickoff en 1864 por el 
Presidente de la Corte de New-Jersey que se expresó en 
los siguientes términos: «Una regla que parece sólidamente 
establecida por razones muy convincentes, es la de que, cuan-
do se ha cometido un delito por un individuo ausente del lu-
gar donde se ha llevado á efecto aquél, sea por medio de un 
agente 

puramente material, sea por medio de su agente sen-
sible é inocente, en este caso el autor es punible en el lugar 
donde el acto se ha producido.» La presencia requerida por la 
ley debe ser inducida por la necesidad del caso; de otro modo 
se daria la anomalía de un crimen sin criminal responsable. 

Basta esto para demostrar que, si bien en los Estados-Uni-
dos se da la preferencia al locus delicti para determinar la j u -
risdicción, no se odmite, sin embargo, que sólo el locus dilicti 
la confiera. Los casos enumerados son más que suficientes para 
establecer que en este país se admite la jurisdicción extrater-
ritorial. 
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207. Por tuga l .—208. Rus ia .—¿09. Suecia.—210. Cerdeña.—211. Toscana.—212. 
V a u d - 2 1 3 . Wur temberg .—214 . Zu r i ch . 

189. Alemania (Imperio de).—Código penal del imperio ale-
man, Io de Enero de 1872: 

Art. 4o (modificado en virtud de la ley de 26 de Febrero 
de 1867.) 

«Los crímenes y delitos cometidos en países extranjeros, 
no están sujetos por regla general, á ningún procedimiento. 

»Pueden, no obstante, ser procesados según las' leyes del 
• Imperio aleman: 

»1° Todo aleman ó extranjero que, en país extranjero,. se 
haya hecho reo de alta traición fhochverxtherische HaudlungJ 
contra el imperio de Alemania ó uno de los Estados de la Con-
federación, falsificando moneda ó cometiendo, en calidad de 
funcionario del Imperio aleman ó de uno de los Estados de la 
Confederación, uu hecho que las leyes del Imperio califiquen 
de crimen ó delito' cometido en el ejercicio de funciones pú-
blicas. 
. »2° Todo aleman que, en país extranjero, se haya hecho 
reo de traición'(landesverrxterische HaudlungJ contra el Impe-
rio de Alemania ó uno de los Estados de la Confederación, ó 
de ofensa hácia un Soberano de ésta. 

»3° Todo aleman que se ha hecho culpable en país extran-
jero, de un acto calificado de crimen ó de delito por las leyes 
del Imperio aleman, es punible según las leyes del lugar don-
de ha sido cometido. 

»El proceso puede iniciarse aunque el culpable haya adqui-
rido la cualidad de aleman, despues de consumar el crimen ó 
delitos, á condicion de que, en este último caso, haya prece-



cedidc queja de la autoridad del país en donde el hecho tuvo 
luga». Si la ley del país extranjero señala u n a pena más sua-
ve, debe aplicarse e'sta. 

»Art. 5o No hay lugar á procedimiento en los casos deter-
'minados por el núm. 3 del artículo precedente: 

»1° Si el acusado ha sido juzgado definitivamente, por el 
mismo hecho, por un Tribunal ext ranjero , si ha sido indul ta-
do ó ha cumplido su condena. 

»2° Si el proceso ó la condena h a n prescrito según la ley 
extranjera y si se le ha rebajado la pena . 

»3° Si la parte ofendida no ha interpuesto queja, en el ca-
so en que ésta sea necesaria, para el procedimiento s e g ú n la 
legislación extranjera» (1). 

190. Austria (Imperio de y par t icu la rmente Cileithania) (2). 
—Código peu al del Imperio de Austr ia de 1852 (3): 

«§ 36. Un súbdito del Imperio austr íaco no puede ser en t re -
gado jamás á un Estado extranjero por cr ímenes que h a y a co-
metido en él, despues de ser detenido en el Imperio, pero de-
be ser juzgado según este Código penal , sin atender á las le-, 
yes del país donde cometió el c r imen . 

»Entónces, si á pesar, é independientemente (le esta ac-
ción, hubiese sido ya castigado en el Es tado extranjero, se 
tendrá en cuenta la pena sufrida pa ra l a que deba aplicársele 
según este Código. 

»En ningún caso deben ejecutarse en estos Estados, sen-
tencia»' pronunciadas por autoridades penales ext ranjeras . 

»§ 37. Aun en el caso eventual de un extranjero qué come-
te un crimen en el territorio del Imper io austríaco, la senten-
cia será pronunciada únicamente s e g ú n el presente Código 
(§ 41.) • 

(1) E n el p royec to de l e y s e p r o p o n í a n m o d i f i c a c i o n e s m á s c o n s i d e r a b l e s a l a r -
t i cu lo 4o. Se s o m e t í a n á la l e g i s l a c i ó n a l e m a n a , p a r t i c u l a r m e n t e l o s c r í m e n e s y 
de l i tos c o m e t i d o s en el e x t r a n j e r o c o n t r a u n s ú b d i t o a l e m a n p o r u n e x t r a n j e r o . E l 
P a r l a m e n t o (Re ichs t ag ) n o c r e y ó l l e g a d o el m o m e n t o d e r e f u n d i r t o d a l a t e o r í a d e 
los c r í m e n e s y de l i tos c o m e t i d o s f u e r a de l t e r r i t o r i o , y no a d o p t ó l a s n u e v a s d i s -
pos ic iones c u y a neces idad c r e y ó l a e s t a b l e c e r í a n l a s c i r c u n s t a n c i a s . ( V é a s e An-
nuaire de législation étrangère, 1816, p . 139). 

(2) Daremos m á s a d e l a n t e , s e g ú n el o r d e n a l f a b é t i c o , l a l e g i s l a c i ó n d e H u n -

g r í a . 
(3) Es t e Código e s t u v o v i g e n t e en V e n e c i a h a s t a 1866. 

»§ 38. Si un extranjero ha comedido, en un Estado extran- • 
jero, el crimen de alta traición contra el Estado austríaco ó 
contra la Confederación germánica (§ 58) ó el crimen de falsi-
ficación de documentos austríacos, de crédito público ó de 
monedas austríacas (§§ '106-121), será tratado según el Código 
v como súbdito austríaco. 

»§ 39. Si uu extranjero ha cometido, en un Estado extran-
jero, un crimen diferente de los enumerados en el párrafo an-
terior, debe ser detenido en el momento de entrar en el reino 
y concertar la extradición con el Estado donde haya cometido 
el delito. 

»§ 40. ISo aceptando ésta el Estado extranjero, debe proce-
sarse al extranjero conforme á las reglas de este Código pe-
nal. Sin embargo, si las leyes del país donde se efectuó el acto 
determinan una pena más suave, debe ser tratado según és-
tas. E n la sentencia debe añadirse la pena de destierro por el 
tiempo que siga á la extinción de la condena. 

»§ 41. Si existiesen tratados de extradición recíproca de 
los malhechores con los Estados extranjeros, se procederá se-
gún estos tratados.» 

Proyecto de Código penal austríaco presentado á la Cáma-
ra de diputados de Yiena por S. E . el Ministro de justicia, J u -
lio Glasser: 

I I 

C Ó D I G O P E N A L . — P R I M E R A P A R T E 

C A P Í T U L O PRIMERO.—Disposiciones generalas. 

«§ 3. Esta ley se aplica á todos los hechos cometidos en el 
Estado. Por Estado, en el sentido de esta ley, se entiende él 
territorio fiara el cual ha sido publicada. 

»§ 4. Los crímenes cometidos fuera del Estado están so-
metidos á la aplicación de las reglas de esta ley, sólo en los 
siguientes casos : 

»1. S i se ha cometido un hecho de alta traición contra la 
monarquía Austro-húngara, ó uno de los crímenes menciona-
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• dos en el capítulo vn de la* parte n relativo á la moneda del 
Estado-ó al papel nacional asimilado al papel moneda. 

»2. Si el culpable despues de cometido el crimen, es ciuda-

dano austríaco. 
»3. Si no es admisible, ni practicable, relativamente al pro-

cedimiento v á la represión acordar la extradición del culpable 
á las autoridades del lugar donde el beclio punible ha tenido 
efecto, ó á las de su patria, y si el Ministro de justicia juzga 
oportuno ordenar procedimientos penales. 

»Se debe tener en cuenta ta pena sufrid'a por razón del 
mismo hecho, fuera del territorio donde esté en vigor esta ley r 

para pronunciar sentencia según los párrafos 1 y 2. 
»En el caso mencionado en el núm. 3, la pena no puede 

ser mayor que la que se hubiese debido imponer según la ley 
del país donde se cometió la acción punible, y el proceso no es 
in genere admisible más que bajo las condiciones y prescrip-
ciones que deban observarse para la represión de ese mismo 
hecho según las leyes del lugar donde se cometió. 

»§ 5. Las^contravenciones .cometidas fuera del territorio 
en que está vigente esta ley, no son punibles, excepto el caso 
en que estén previstas por leyes especiales ó por tratados. 

»§ 6. Los que dependan de los países para los cuales se ha 
publicado esta ley, no pueden ser entregados para procesarlos 
ó para cumplir una condena, ni á un Estado extranjero ni á 
las autoridades de los países de la CorOna de Hungría . Tam-
poco puede ser entregado para los fines indicados, un indivi-
duo que pertenezca á este último país, pero por los actos pu-
nibles cometidos en el extranjero, será entregado á las autori-
dades de su país. 

»§ -7. En ninguno de los países en que rige la presente ley 
se puede ejecutar una sentencia penal pronunciada fuera de 
ese mismo país.» 

191. Bélgica.—Ley de .30 de Diciembre de 1836: 
«Artículo Io Todo belga que, fuera del territorio del reino, 

se haya hecho reo de un crimen ó de un delito contra un be l -
ga podrá ser procesado en Bélgica, si se encontrase en su t e r -
ritorio, y juzgado y castigado conforme á las leyes vigentes 
en el reino. 

»Art. 2o Todo belga que se haya hecho autor de un crimen 
ó de un delito previsto en el art. Io de la ley de I o de Octubre 
de 1833 (1) fuera del territorio del reino, contra un extranjero, 
si se halla en Bélgica, ¡fodrá ser procesado, juzgado y senten-
ciado conforme á las leyes vigentes en el reino, si el «Extranje-
ro perjudicado ó su familia interpone queja ó si media un aviso 
oficial dado á las autoridades belgas por las del territorio don-
de se ha cometido el crimen ó delito. 

»Art, 3o Las disposiciones anteriores no son aplicables 
cuando el belga ha sido procesado y juzgado en .país ext ran-
jero á ménos que haya mediado una condena por contumacia 
ó en rebeldía, en cuyo caso podrá ser procesado y juzgado por 
los tribunales belgas.» 

Ley de 8 de Enero de 1841. 
«Art. 13. La ley de 30 de Diciembre de 1836 (B. o/., nú-

mero 641) sobre los crímenes y delitos cometidos en el extran-
jero, se ha hecho extensiva á los hechos previstos por el,§ I o 

• del art. 4o, el art . 5o y el § Io del art . 6o de la presente ley. 
»El art. Io de la ley de 22 de Setiembre de 1835 (B. o/., 

número 643) es aplicable al extranjero que haya tenido un 
duelo con un belga en país extranjero.» 

Código penal de 1867. 
«Art. 3" Las infracciones cometidas en el territorio del rei-

no, por belgas ó por extranjeros, son castigadas conforme á 
las disposiciones de las leyes belgas. 

»Art. 4o Las infracciones cometidas fuera del reino por 
belgas ó por extranjeros, no se castigan en Bélgica más que 
en los casos determinados por la ley.» 

Ley de 15 de Marzo de 1875, sobre la extradición. 
«Art. 8o Los artículos 2o y 3o de la ley de 30 de Diciembre 

de 1836, sobre la represión de los crímenes y delitos cometidos 
por belgas en el extranjero son aplicables á las infracciones 
previstas por el art. Io de la presente ley.» 

(1) Los c r í m e n e s y d e l i t o s q u e s e g ú n e s t a l ey p u e d e n d a r l u g a r á la e x t r a d i c i ó n , 
s o n los s i g u i e n t e s : I o , e l a s e s i n a t o , el e n v e n e n a m i e n t o , el p a r r i c i d i o , el i n f a n t i c i -
d io , el h o m i c i d i o , e l e s t u p r o ; 2 o , e l i n c e n d i o ; 3°, l a f a l s i f i cac ión d e e s c r i t u r a s , i n -
c l u s a l a d e b i l l e t e s d e B a n c o y e f e c t o s p ú b l i c o s ; 4 o , l a fa l s i f icac ión d e m o n e d a ; 
5", l o s t e s t i g o s f a l s o s ; 6°, el r o b o , l a § s t a f a , l a c o n c u s i o n , l a s s u s t r a c c i o n e s c o m e -
t i d a s p o r d e p o s i t a r i o s p ú b l i c o s ; T . la b a n c a r r o t a f r a u d u l e n t a . 



192. Berna (Cantón de).—Código penal del Cantón de Ber-
na, de 1867: 

«Art. 3"' E l presente Código es aplicable á todas las infrac-
ciones cometidas en el territorio del Cantón. ' 

»Las infracciones cometidas fuera del Cantón no podrán 
motivar proceso ni sentencia alguna sino en los casos previs-
tos por la ley. 

»Art. 4o Ningún ciudadano del Cantón ¿>odrá ser ent rega-
do á la autoridad de un Estado extraño á la Suiza para ser ob-
jeto de procedimientos penales ni para cumplir u n a sentencia 
pronunciada enju ic io de condena. 

»Art. 5o Se exceptúan las leyes penales de la Confedera-
ción, las leyes penales militares y los tratados internacio-
nales.» 

193. Bolivia (República de).—Entre los Códigos americanos 
que hemos podido consultar, no hemos 'encontrado n inguna 
dispogicion relativa á los delitos cometidos en el extranjero, 
ni en el Código de Honduras de 1866, ni en el del Brasil 
de 1871, ni en el Mejicano de 1872'. 

Sin embargo, el Código de Bolivia de 1830 contiene los dos 
artículos siguientes : 

«Art. 10. Todo boliviano ó extranjero que, en el territorio 
de la República, cometa un delito ó crimen, será castigado, 
sin distinción alguna, según este Código, sin que en n ingún 
caso sirva de excusa la ignorancia de lo que en él se halla dis-
puesto. 

» \ r t . 11. El boliviano que según los tratados ó en los ca-
sos prescritos por las leyes, fuese juzgado en Bolivia por un 
delito que hubiese cometido en país extranjero, bien porque 
haya sido detenido en territorio de la República, bien porque 
haya sido entregado por otro Gobierno, sufrirá la pena seña-
lada en este Código contra el respectivo delito, salvo las ex-
cepciones estipuladas en los misinos tratados.» 

194. Dinamarca (Reino de). — Código de 10 de Febrero 
de 1866. 

. • » 
C A P Í T U L O P R I M E R O . — Dispo siciones preliminares. 

'«§ 2. La presente ley es aplicable á todos los delitos corne-

tidos en el reino sea cual fuere la nacionalidad del culpable. 
»§ 3. Los delitos cometidos á bordo (¡e los buques surtos 

en los puertos del reino, se castigarán igualmente según la 
presente ley, á ménos que el buque se halle en un territorio 
marítimo, sujeto á distinta legislación penal. 

»§ 4. Si algún súbdito danés, con el objeto de ehidir una 
ley danesa, comete fuera de las fronteras del reino un acto de 
los que esta ley castiga, se considerará como si lo hubiese co-
metido dentro del naís. 

»§ 5. Se considera también una violacion de las leyes pe-
nales del reino, el que un súbdito danés, en el extranjero, se 
haga culpable de traición contra el Estado danés, ó del crimen 
de lesa majestad ó que haya falsificado ó alterado la moneda 
danesa, atacado ó ultrajado en el ejercicio de sus funciones á 
un funcionario danés residente en país extranjero ó haya fal-
tado de otra cualquier manera á la fidelidad y obediencia que 
debe como súbdito. 

»Asimismo se considera al funcionario que empleado en 
el país ó fuera del reino comete un crimen concerniente á sus 
funciones, ó cuando un súbdito danés sea por fraude en el 
cumplimiento de una misión que se le ha confiado, sea de otra 
cualquier manera punible por las leyes del reino, ha faltado, 
durante su estancia en el extranjero, á una obligación con-
traída con alguna persona habitante en él. 

»§ 6. Además de los casos indicados, cuando un súbdito 
danés haya cometido un crimen en uu Estado extranjero, el 
Ministerio de Justicia está autorizado para procesarle en el 
reino, y el culpable será juzgado según la presente ley. 

»§ 7. En el caso de que se procese en el reino á un indi-
viduo por un delito y se compruebe que ha sido'castigado por 
el mismo delito en un Estado extranjero, los tribunales ten-
drán en c u é n t a l a pena que haya sufrido en el extranjero, y 
según las circunstancias, están autorizados para computarla 
con la establecida por la ley y hasta para no aplicarle nin-
guna. 

»§ 8. En cuanto á las legislaciones de las potencias extran-
jeras, los buques de guerra y los cuerpos de tropa extranje-
ros, así como los delitos cometidos por funcionarios extranje-



ros en el ejercicio de sus funciones, durante su misión en Di-
namarca, se les aplicarán las reg-las generales del derecho de 
gentes.» 

195. Dos Sicilias (Ex-reino de).—Código penal de las Dos 
Sicilia», de 19 de Mayo de 1819: 

«Art. 6. La acción penal puede ejercerse en el reino según 
las leyes del mismo contra los nacionales de ese reino que se 
hayan hecho culpables, fuera de su territorio, de delito contra 
la seguridad del Estado, ó de falsificación d | monedas nacio-
nales, de letras de crédito, de billetes de banco ó de todo do-
cumento emanado de un funcionario público autorizado para 
percibir dinero de las Cajas públicas (1). 

»Art. 7. La acción penal puede también ejercerse, en el 
reino y según sus leyes, contra los nacionales que fuera del 
territorio se hayan hecho culpables de delitos cometidos entre 
ellos, si el inculpado, á su vuelta al reino, u,o ha sido juzgado 
en país extranjero. 

»Si la pena fuese diferente en los dos territorios, se le apli-
cará la más suave (2).» 

196. Estados Pontificios.—Reglamento de procedimiento cri-
minal de los Estados Romanos, de 5 de Noviembre de 1831: 
. «Art. 82. Cuando un subdito de los Estados Pontificios, 

habitante en el extranjero, cometa un robo y éntre en el Es-
tado con los objetos robados, podrá ser detenido, y el tribunal 
de la jurisdicción en que haya sido detenido será el competen-
te para juzgarle de conformidad con las leyes pontificales.» 

197. Francia.—Ley de 27-3 de Julio de 1866 relativa á los 
crímenes, delitos y contravenciones cometidos en el extran-
jero : 

«Art. Io Los artículos 5, 6, 7 y 187 del Código de instruc-

. 

(1) L a l ey d e 14 d e O c t u b r e d e 1845, t u v o p o r ob je to e x t e n d e r e s t a d i spos i c ión á 
l o s e x t r a n j e r o s q u e s e h u b i e s e n h e c h o a u t o r e s ó cómplices d e l a s i n f r a c c i o n e s 
p r e v i s t a s en e s t e a r t i c u l o . 

(2) S e g ú n el dec re to d e 22 d e D i c i e m b r e d e 1834, el J u e z t e n i a la f a c u l t a d d e 
a m i n o r a r l a p e n a , s e g ú n l a s c i r c u n s t a n c i a s , e n u n g r ado , c u a n d o s e t r a t a r e d e u n 
de l i to c o m e t i d o en p a i s e x t r a n j e r o , p e r o j u z g a d o en el re ino, s a l v o e n e l c a s o d e 
s e r c u e s t i ó n d e d e l i t o s d e a l t a t r a i c i ó n , d e l e s a Majes tad , d e f a l s i f i c a c i ó n de m o -
n e d a ó d e f r a u d e e n p e r j u i c i o de l T e s o r o p ú b l i c o . 

cion criminal están derogados y serán reemplazados por los 
siguientes: 

»Art. 5. Todo francés que, fuera del territorio de Francia, 
haya cometido un hecho calificado de delito por la ley france-
sa, puede ser procesado y juzgado en Francia, siempre que el 
hecho lo considere punible la legislación del país donde ha 
sido cometido. 

»Sin. embargo, tratándose de un crimen ó delito por el cual 
el'inculpado haya «ido juzgado definitivamente en el extran-
jero, no hay lugar á procedimiento alguno. 

»En el caso de delito cometido contra un particular, francés 
ó extranjero, el proceso no puede intentarse sino á instancia 
del ministerio público; debe preceder queja de la parte ofendi-
da ó una denuncia oficial á la autoridad francesa por la del 
país donde se ha cometido el delito. 

»No hay lugar ú procedimiento alguno ántes de la vuelta 
á Francia del inculpado, excepto en los crímenes que se enu-
meran en el art, 7 que sigue. • 

»Art. 6. E l proceso se inicia á instancia del ministerio pú-
blico del lugar donde reside el procesado ó del de donde pueda 
ser habido. 

»Sin embargo, la Corte de Casación, á petición del Ministe-
rio público ó de las partes, remitirá el conocimiento de la causa 
ante una Corte ó Tribunal más cercano al lugar del crimen ó 
delito. 

»Art. 7o Todo extranjero que, fuera del territorio de Fran-
cia, se haga culpable, como autor ó como cómplice, de un 
crimen atentatorio á la seguridad del Estado, ó de falsifica-
ción del sello del Estado, de las monedas nacionales en cursos 
de documentos nacionales, de billetes de Banco autorizados 
por la ley, podrá ser procesado y juzgado según las disposi-
ciones de las leyes francesas, si se le detiene en Francia, ó si 
el Gobierno alcanza su extradición.» 

«Art. 187. (Este artículo Se refiere á la significación de los 
juicios por rebeldía, y es completamente ajeno d nuestro estudio.J 

«Art. 2o Todo francés que se hace culpable de los delitos 
de contravención en materia de montes, rural, de pesca, de 
aduanas ó de contribuciones indirectas en territorio de uno de 
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los Estados limítrofes, puede ser procesado y juzgado en F r a n -
• cia, según la ley francesa, si este Es tado autoriza el proceso 
de sus nacionales por los mismos hechos cometidos en Franc ia . 

»La reciprocidad será legalmente-comprobada por conve-
nios internacionales ó por un decreto publicado en el Boletín 
de ley es.» 

Convenio de 7 de Marzo de 1861, entre Francia y Cerdeña: 
«Art, 7o Los delitos y contravenciones que puedan tener 

lugar en elMont-Cenis y en los territorios Comprendidos entre 
la l ínea frontera y la cúspide de los Alpes, d e s d o Colla-Lunga 
hasta Mont-Clápier, serán comprobados por los guarda bos-
ques de los municipios franceses á q u e estos territorios per te-
nezcan. 

»Estos guarda bosques deberán ju ramenta rse ante un Tr i -
bunal sardo, y sus procesos verbales serán puestos á procedi-
miento ante este mismo Tribunal. 

»Art. 8o Los bosques pertenecientes á municipios f rance-
ses, f situados en el Condado de Niza, entre la frontera y la 
cúspide de los Alpes, serán administrados por los agentes del 
Gobierno francés; sin embargo, es tos agentes no serán l l ama-
dos más que para comprobar los deli tos ó contravenciones en 
materia de bosques, cometidos p o r franceses residentes en 
Francia, y sus procesos verbales n o podrán pasar á procedi-
miento más que ante.los Tribunales franceses.» 

Convención entre Francia y Su iza concerniente á las re la-
ciones de vecindad y á la vigi lancia de los bosques l imítrofes, 
concluido el 30 de Junio de 1864, ratificado el 24 de Noviem-
bre de 1864, promulgado en F r a n c i a por decreto imperial del 
28 de Noviembre del mismo año, declarado ejecutivo con r e s -
pecto á los artículos 8o y 9«V por declaratoria de fecha 22 de 
Agosto de 1866, á partir del I o d e Setiembre de 1866, y q u e 
fué aprobada en Francia el 25 de Agosto del propio año. 

«Art. 8o A fin de asegurar la represión de los delitos y 
contravenciones que se cometan e n los bosques, en la f ron te ra , 
los dos altos partidos se encargan de procesar á sus respect i -
vos dependientes que hayan cometido dichas infracciones en 
territorio extranjero, del mismo m o d o y con aplicación de l a s 

mismas leyes que se les aplicarían si hubiesen cometido aque-
llas en su mismo país. 

»El proceso tendrá lugar bajo la condicion de que no haya 
recaído sentencia en el país donde se haya cometido la infrac-
ción y con traslado oficial del proceso verbal por la autoridad 
competente de este país ó del que pertenece al inculpado. 

»En el Estado en donde se pronuncie la sentencia, perci-
birá sólo, el importe de las multas y costas, pero las indemni-
zaciones ingresarán en las cajas del Estado donde se cometió 
la infracción. 

>;Los procesos verbales instruidos regularmente por los 
guardas juramentados de cada país, harán fé hasta la prueba 
contradictoria ante los Tribunales extranjeros. 

»Art! 9o Para hacer más eficaz la vigilancia de las propie-
dades selvícolas, todos los guarda bosques que descubran un 
delito ó una contravención en la demarcación confiada á su 
vigilancia, podrán seguir los objetos robados hasta más allá 
de la frontera; entrar en territorio del Estado vecino haata el 
lugar donde hayan sido trasportados, y efectuar allí el em-
bargo. 

»No podrán, sin embargo, introducirse en las casas, edifi-
cios ni patios adyacentes y cercados, sino en presencia de un 
funcionario público, designado al efecto por las leyes del país 
donde la pesquisa tenga lugar. 

»Las autoridades competentes encargadas de la policía lo-
cal, están obligadas á prestar auxilio á los guardas en sus 
pesquisas, sin que sea necesario pedir autorización para ello á 
ningún funcionario superior. 

»Las administraciones competentes de cada uno de los -Es-
tados se harán conocer recíprocamente los nombres de los 
guarda bosques encargados de la vigilancia de los buques li-
mítrofes. 

¡ »Art. 10. En el caso de que se juaguen necesarias alg-u-
ñas modificaciones en la legislación criminal de uno ú otro 
Estado, para asegurar la ejecución de los artículos 8o y 9o, las 
dos Altas Partes contratantes se encargan de tomar, tan pronto 
como hacerse pueda, las medidas necesarias con el fin de lle-
var á cabo estas reformas. 



»Art. 11. El presente convenio estará vigente durante 
doce años á contar desde el dia del mutuo cambio de notifica-
ciones. En el caso de que alguna de las partes contratantes no 
hubiese notificado á la otra doce meses después del fin de este 
período, su intención de hacer cesar los efectos del convenio, 
éste será obligatorio hasta un año después á partir desde el 
dia en que una de las partes contratantes se haya denunciado. 

»Las partes contratantes se reservan la facultad de intro-
ducir, en este convenio, de común acuerdo, todas las modifi-
caciones que no estén en oposicion con su espíritu ó sus prin-
cipios, y cuya utilidad esté demostrada por la experiencia. 

»Las disposiciones del art, 7o del Tratado de 18 de Julio de 
1828 quedan derogadas.» 

P - : --fi'í 9B - I B ; • ' : <>ÍY s¡l • -i-;th T W B J ".'L " 6 M J . ' 
Decreto de 2 de Noviembre de 1877 relativo á los procedi-

mientos contra todo francés que se haga culpable en Bélgica 
de delitos y contravenciones en materias selvícolas, rurales y 
de pasca: 

»El Presidente de la República francesa, 
»Sobre el informe del Guarda-sellos, Ministro de Justicia y 

Ministro de Negocios extranjeros: 
»Visto el art. 2o de la ley de 27 de Junio de 1866 que dice: 

Io, que todo francés que se haga reo de sus delitos y contra-
venciones en materias selvícolas, rurales, de pesca, de Adua-
nas ó de contribuciones indirectas en el territorio de uno de 
los estados limítrofes puede ser procesado y juzgado en Fran-
cia según la ley francesa, si este Estado autoriza el procedi-
miento de sus nacionales por los mismos hechos cometidos en 
Francia; 2o, que la reciprocidad esté legalmente comprobada 
por convenios internacionales, ó por un decreto publicado en 
el Boletín de leyes-. 

»Visto las disposiciones de las leyes belgas de30 de Diciem-
bre de 1836 y 15 de Marzo de 1874, de donde resulta que un 
belga que se haya hecho culpable, fuera del reino, de una in-
fracción en materia selvícola, rural ó de pesca, si se halla en 
el reino podrá ser procesado en él y juzgado por queja de la 
parte ofendida ó por aviso oficial dado á las autoridades belgas 
por los del país donde se haya cometido la infracción: 

»Considerando que el Gobierno belga, fundándose en es tas 
disposiciones, ha expresado el deseo de que el Gobierno f r a n -
cés tome las medidas necesarias para hacer gozar á Bélgica de 
análogas garantías con respecto á las mismas infracciones co-
metidas en Bélgica por ciudadanos franceses: 

»Considerando que procede acceder á esta petición de modo 
que pueda establecerse en ese punto uua reciprocidad entre 
los dos países tan completa como sea posible, 

DECRETO: 

»Artículo Io Todo francés que se haga culpable en Bél-
gica de delitos y contravenciones selvícolas, rurales ó de pes-
ca, podrá ser procesado á su vuelta á Francia , y juzgado se-
gún la ley francesa si hay queja de la parte ofendida ó aviso 
oficial dado á las autoridades francesas por las belgas. 

»Art. 2o E l Guarda-sellos, Ministro de Justicia y el .Mi-
nistro de Negocios extranjeros, quedan encargados de la eje-
cución del presente decreto, en la parte que á cada uno com-
peta, y que se insertará en el Boletín de leyes. 

»Dado en París á 2 de Noviembre de Wll—Firmado: M. DE 
M A C - M A H O N . — E l Ministro de Negocios extranjeros, Firmado: 
D E C A Z E S . — E l Guarda-sellos, Ministro de Justicia, Presidente 
del Consejo, Firmado: D E B R O G L I E . 

198. Fribnrgo (Cantón de).—Código penal del Cantón de 
Friburgo de 1873: 

«Art. 3o Están sometidos á las disposiciones del presente 
Código: 

»A. Todos los crímenes, delitos y contravenciones cometi-
dos en el territorio del Cantón: 

»B. Los crímenes cometidos por los naturales fuera del 
territorio del Cantón: 

»C. Los crímenes cometidos por los extraños al Cantón, 
fuera de él, pero en su perjuicio ó en el de sus dependientes. 

»Sin embargo, no hay lugar á procedimiento alguno ni á 
pronunciar sentencia, si los Tribunales extranjeros han esta-



tuido sobre e! crimen en juicio pasado en autoridad de cosa 
juzgada, ó si la sentencia pronunciada ha sido ejecutada ó 

anulada por gracia. 
»Art. 4o Ningún ciudadano del Cantón podrá ser entrega-

do á la autoridad de un Estado ext raño á la Suiza para ser ob-
jeto de procedimientos penales ó p a r a cumplir una sentencia 
pronunciada enju ic io de condena.» 

199. Ginebra (Cantón de).—Código penal del Cantón de Gi-
nebra, de 21 de Octubre de 1874: 

«Art. 3o Las disposiciones del presente Código son apli-

c í i b l c s ' 

" »1° A todas las infracciones cometidas en el territorio del 

Cantón. , 
»2° A los crímenes cometidos fue ra del Cantón contra la 

seguridad de él por ginebrinos y á u n por extranjeros, cuando 
estos últimos sean detenidos en el territorio del Cantón, ó cuan-
do se obtenga una extradición por el Gobierno. 
• »3° A los crímenes cometidos por ginebrinos fuera del ter-
ritorio del Cantón, siempre que medie queja de la parte ofen-
dida v el culpable haya sido procesado y juzgado en el país 
donde cometiese el crimen y que éste lo castiguen las leyes 
de aquél. 

»4° A los delitos cometidos fue ra del Cantón por un gme-
brino habiendo queja de la parte ofendida y habiéndose perpe-
trado el delito en el territorio de su Estado con el cual exista 
un tratado de extradición que mencione el delito. 

»En el caso de los •§§ 2, 3 y 4, el proceso no podra instruir-
se ni contra un ausente ni por simple tentativa. 

»Art 4o Quedan exceptuadas las prescripciones de los 
tratados internacionales y concordatos, así como las disposi-
c i o n e s de las leyes federales, las de los reglamentos y leyes 
particulares y las de las leyes y reglamentos militares.» 

200. Inglaterra (Reino U n i d o ) . - L e y e s en vigor en el remo 
unido de la Gran Bretaña (1): 

(1) E n el a ñ o p r ó x i m o p a s a d o , s e h a p r e s e n t a d o a l P a r l a m e n t o inglés, u n p r o -
y e c t o d e C o d i g o de p r o c e d i m i e n t o p e n a l . H a s i d o , e n g r a n p a r t e r e d a c t a d o p o r 
j , r . S t e p h e n s . P u e d e l e e r s e el t e x t o en el Times d e 15 de M a y o d e 1878. 

En el caso de delito de lesa majestad cometido fuera del 
reinó, el proceso puede iniciarse en el condado de Midllesex si 
la instancia ha de tener lugar ante la corte del Banco de la 
Reina, ó en otro cualquier condado que la Reina designará si 
quiere nombrar un Tribunal especial para juzgar al culpable. 
(35, Enrique VIII, cap. u, números I o , 5o y 6o Ed. VI, capí-
tulo n , n ú m . 4o); 

El proceso puede iniciarse en cualquier condado : 
Por delito de incendio y destrucción de un buque de la ma-

rina real. (12, Jorge III, cap. xxiv núm. 2o); 
Por ofensas á las personas que estén cumpliendo un servi-

cio público; 
Por ofensa inferida á un Gobernador de las Colonias. (11 

y 12, Guillermo III, cap. xn); 
Por violacion de la ley de reclutamiento en el extranjero. 

(.Foreing enlistment, Act. 32 y 33. Victoria, cap. ix y § 16 de 
esta Act.) 

En cuanto al homicidio y al asesinato cometido en el ex-
tranjero por un ciudadano inglés, está estatuido del modo si-
guiente en el Estatuto 24 y 25, Victoria de 1861: 

«Si se ha cometido un asesinato ó un homicidio fuera del 
territorio del Reino Unido ó en cualquier parte , lo mismo en 
el interior que fuera de las posesiones de la Reina, tanto si el 
muerto es súbdito de S. M. como si no lo es, en todo caso se-
mejante ó equivalente al delito de homicidio ó asesinato ó al 
de complicidad de homicidio ó de asesinato, el culpable puede 
ser detenido, interrogado, procesado, condenado, y castigado 
en todos los condados ó lugares de Inglaterra ó de Irlanda don-
de sea detenido, del mismo modo que si el delito se hubiese 
cometido en aquel condado ó lugar . 

»Bien entendido q u e n a d a se opone á . q u e un individuo 
pueda ser juzgado en cualquier país fuera de Inglaterra y de 
Irlanda, del mismo modo que este individuo podia serlo ántes 
«le darse esta ley.» (24 y 25, Victoria, ch. C, núm. 9, 1861.) 

Relativamente á la bigamia se halla- en la misma ley lo si-
guiente: 

«Cualquiera que estando casado se case con otra persona 
durante la vida del primer marido (ó de la primera mujer), sea 



que el segundo matrimonio l iara tenido lugar en Inglaterra ó 
en Ir landa <5 en otra parte cualquiera, será culpable de felonía, 
y reconocido que sea culpable de tal delito, podrá ser conde-
nado á trabajos forzados á discreción de la Corte por un espa-
cio de años no mayor de siete ni menor de tres, ó á prisión por 
un tiempo no mayor de dos años, con ó sin trabajos forzados. 
E l autor de este crimen puede ser procesado, juzgado y con-
denado en cualquier condado ó lugar de Inglaterra ó Irlanda 
donde fuese habido, como si el delito hubiese sido cometido en 
aquel condado ó lugar . Entiéndase, sin embargo, que ningu-
na de las disposiciones de este párrafo son aplicables al segun-
do matrimonio contraído fuera de Inglaterra ó de Irlanda por 
un individuo que no sea subdito de S. M., ni á una persona 
casada segunda vez cuyo marido ó mujer háya estado conti-
nuamente ausente durante el espacio de siete años...» (24 y25, 
Victoria, ch. C. núm. 57, 1861) (1). 

201. Grecia (Reino de) . -Código de procedimiento penal del 
reino de Grecia de 1834: 

«Artículo 1" Son objeto de proceso penal todas las contra-
venciones, todos los delitos y crímenes cometidos contra el Es-
tado por griegos ó por extranjeros. 

»Art. 2o Los extranjeros son castigados en el Estado y pol-
las leyes de él por los delitos cometidos en el extranjero, sólo 
en los casos siguientes: 

»A. Si han cometido el delito contra un griego; 
»B. Si han cometido un crimen de alta traición contra 

Grecia, si han falsificado monedas nacionales ó que tengan 
curso en el Estado, ó si han contribuido á estos delitos. 

»El castigo de dichos extranjeros tendrá lugar sólo des-
pués que el culpable sea entregado al Estado ó detenido en él. 

»Art. 3o Los griegos no podrán ser entregados jamás á au-

(1) C o m u n i c a c i ó n d i r i g i d a al a u t o r p o r el s e ñ o r p r o f e s o r Ho i l and , de l a U n i v e r -

s idad d e O x f o r d . 
S t e p h e n (et digest, of criminal Law, L o n d r e s , ISTI), e sc r ibe en l a p á g . 1"4, n o t a b , 

q u e el a c to q u e a c a b a m o s de c i t a r , «no se e x t i e n d e á u n s u b d i t o d e S. M. q u e h a y a 
c o n c e r t a d o u n s e g u n d o m a t r i m o n i o en Escoc ia d u r a n t e l a v i d a de l a m u j e r don 
q u i e n se h a b i a c a s a d o p r i m e r a m e n t e en Escocia .» (§ 5 o , Topping Dear, vi, n u m . .")• 
Y a ñ a d e , «debe dec id i r se t a m b i é n sob re l o s b i g a m o s en p a i s e x t r a n j e r o . » [Thesame 
TU Id viouti, ofcourse apphj to 6 bigamous mariage in amj foreing conutryj. 

-toridades extranjeras, ni áun por los delitos que hayan cometi-
do en el extranjero; pero sin embargo se someten á juicio en su 
patria por los delitos y crímenes cometidos en el extranjero si 
son castigados en las leyes nacionales, como si se hubiesen 
hecho culpables de estos delitos contra el Estado, salvo lo que 
puedan disponer á este propósito los tratados públicos.» 

202. Hesse-Dar mstadt (Gran Ducado de).—Código del Gran 
Ducado de Hesse de 17 de Setiembre de 1841: 

«Art. 4o Las disposiciones del presente Código son aplica-
bles á los nacionales que se hagan culpables en el extranjero 
de un delito contra un nacional ó un extranjero, contra el Gran 
Ducado, la confederación germánica ó un Estado de la confe-
deración. Si se trata de un delito contra un Estado extraño á la 
confederación no se puede proceder sino en virtud de una or-
den del Ministro de Justicia. 

»Sin embargo, hay lugar á no aplicar pena alguna ó apli-
car una relativamente menor en los casos siguientes: 

»1° Cuando el acto dirigido contra un Estado confederado 
ó un Estado extranjero ó contra sus habitantes, no se castiga 
ó se castiga con una pena menor en las leyes de este Estado. 

»2° Cuando el culpable ha sido ya juzgado por los Tribu-
nales extranjeros; 

»3° Cuando ha sido indultado del delito por el Estado ex-
tranjero. 

»Art. 5o Serán juzgados por las leyes del Gran Ducado de 
Hesse los extranjeros que fuera del territorio se hayan hecho 
culpables en perjuicio de aquél, de uno de los crímenes si-
guientes: lesa majestad, alta traición, traición al país, sedi-
ción, inundación, falsificación de sellos ó timbres del Gran 
Ducado, ó de monedas que tengan curso legal y de efectos 
públicos. Sin embargo, no se pronunciará sentencia a lguna 
por un crimen ó delito cometido por un extranjero en territo-
rio del Gran Ducado, en perjuicio de un Estado extranjero ó 
de sus autoridades si ha sido castigado en este último Estado.» 

203. HvMgria (Reino de).—Código penal húngaro de crí-
menes y delitos, sancionado el 27 de Mayo de 1878. (Este Có-
digo está en vigor desde I o de Enero de 1879.) 



SECCIÓN SEGUNDA.—Eficacia del Código relativamente al territorio 
y á las personas. 

«§ 5o La eficacia del presente Código se extiende á todo el 
territorio del Estado húngaro á excepción de la Croacia y la 
Eslavonia . 

»Los crímenes y delitos cometidos en este territorio por 
subditos del Estado ó por extranjeros son castigados según 
las disposiciones de este Código. 

»Las excepciones concernientes á personas pertenecientes 
á la fuerza armada, están reglamentadas por una ley especial. 
En lo concerniente á la extraterritorialidad se observan los 
principios del derecho público. 

»§ 6o Se entiende por «súbdito del Estado húngaro» todo 
el que posea en él los derechos civiles (políticos). 

»Las disposiciones vigentes relativas á los extranjeros, son 
aplicables contra los súbditós de otro Estado de la monarquía, 
miéntras el presente Código no disponga otra cosa. 

«§ 7o Según el presente Código son además castigados: 
»1° El súbdito del Estado húngaro que ha cometido en el 

extranjero uno de los delitos previstos en las secciones I a , 2a, 
3a y 4a (1) de la segunda parte, ó el de falsificación de mone-
da," previsto en la sección 11, en el caso en que el objeto de 
este último delito, equivalga á la moneda metálica ó de papel 
aceptado en pago en las Cajas del Es tado húngaro, ó al papel 
de crédito húngaro de Croacia y de la Eslavonia equivalente, 
según el presente Código á la moneda. (§§ 210 y 211.) 

»2° El extranjero que ha cometido uno de los crímenes ó 
delitos indicados en el núm. 1, excepto los crímenes ó delitos 
previstos en la sección 2a de la segunda par te . 

»La disposición del presente párrafo es aplicable en los ca-
sos enunciados, áun cuando el prevenido haya sido condenado 
fuera del Estado húngaro y haya sufrido la pena que se le hu-
biere impuesto ó indultado sin el refrendo del Ministro real 
húngaro. Sin embargo, la pena sufrida, será computada en lo 

(1) Al t a t r a i c i ó n , o f e n s a c o n t r a el r e y ó los m i e m b r o s de la f ami l i a r e a l , i n j u r i a 
c o n t r a el rey, t r a i c ión al Es t ado , s e d i c i ó n . 

posible con la medida de la aplicable según el presente Có-
digo . 

»Sin embargo, cuando un súbdito del Estado de la monar-
quía comete el crimen ó delito de falsificación de moneda pre-
visto en el núm. 1, ó bien un crimen ó delito previsto en el nú-
mero 2, y ha sido castigado ó indultado por el mismo hecho, 
no se puede proceder contra él sin que medie una órden del 
Ministro de Jus t ic ia . 

»§ 8o Además del caso previsto en el § 7o, núm. 1, se cas-
t iga también, según el presente Código, al súbdito húngaro 
que comete en el extranjero un crimen ó delito previsto en el 
presente Código. 

»§ 9o También se castiga, según las disposiciones de este 
Código, al extranjero que comete en el extranjero un crimen 
ó delito no previsto en el § 7o, núm. 2, en el caso en que, se-
gún los tratados y usos vigentes, no pueda tener lugar su ex-
tradición, y luégo que el Ministro de Justicia ordena el proce-
dimiento. 

»§ 10. Las disposiciones vigentes para los súbditós hún-
garos son aplicables á los que en calidad de. tales hayan 
cometido un crimen ó delito y hayan pasado despues á ser 
súbditós extranjeros; así como son aplicables las disposiciones 
vigentes para los extranjeros, á los que, siéndolo, han come-
tido un crimen ó delito y despues han adquirido la cualidad de 
húngaro. La disposición del § 17 se extiende, no obstante, á 
este caso. 

»§ 11. En el caso previsto en los §§ 8o y 9o, no se puede 
proceder por un crimen ó delito cometido en el extranjero,-
cuando el acto no es punible, según la ley vigente en el lugar 
donde ha sido cometido ó según la ley húngara , ó bien si se-
gún una de estas leyes ha dejado de ser punible, ó si la auto-
ridad competente extranjera ha indultado la pena . 

»§ 12. Cuando en el caso previsto en los §§ 8o y 9o la pena 
del crimen ó delito es más suave que la que establece el pre-
sente Código eu el país donde ha sido cometido, se ap l íca la 
pena más suave. 

»§ 13. En el caso previsto en los §§ 8o y 9o, se tendrá siem-
pre en cuenta la parte de pena sufrida en el extranjero para la 

13 



1 9 4 D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

medida de la sentencia que deberá pronunciarse por los Tri-

taí¡T«n 0 d e i i t ° c o m e t i d o f u e r a d u t ; 
• ^ • o del Estado húngaro , se debe aplicar, según la ley 

r J r l una pena no admitida por el presente Código, esta a . las del presente 

2sVun súbdito húngaro ha cometido en el extranje-
n neto oue se -un el presente Código, entrane en si la 

6 la suspensión del ejercicio de los de-
r e c h o s políticos, para la aplicación de la pena accesoria s de-
be proceder aunque haya sido cumplida la sentencia en el ex-
tranjero ó haya" sido indultado por la autoridad extranjera 

T ^ L a s disposiciones del presente Código, según, las 
c a l l e s la acción penal por ciertos crímenes y delitos de ermi-
nados por la ley no pueden ponerse en juego sino a instancia 
de la parte ofen'dida'son aplicables cuando estos mismos he-
c h o s havan sido cometidos en el extranjero por un subdito 
húngaro ó extranjero, ó cuando, según las leyes vigentes en 
el lugar de la ejecución, no se puede ejercer procedimiento 

sino á instancia de la parte ofendida. 
" § 17. Un súbdito húngaro no puede ser entregado jamas 

á un Estado extranjero. 
»Un súbdito de otro Estado de la Monarquía no puede ser 

entregado sino al Estado de su origen. 
»8 18 Una sentencia penal pronunciada por la autoridad 

de un Estado extranjero, no puede ser ejecutada en el territo-
rio del Estado húngaro.» 

204. Italia (Reino de).—Proyecto de'Código penal italiano 
presentado á la Cámara de diputados por el Ministro Mancm., 
el 25 de Noviembre de 1876 (1): 

m F1 o rovec to de Codigo p e n a l h a sido e n m e n d a d o y m e j o r a d o por u n a Comi -

a p r o b a d o en l a ses ión de 17 de Diciembre de 1877, f u é p r e s e n t a d o m m e d . a t a m e i . t e 

TEXTO D E V A R I A S L E Y E S 

«Art. 3o § 1. Los delitos cometidos en el territorio del rei-
no por nacionales ó extranjeros, son castigados según las 
leyes del reino. 

»§ 2. En el caso de sentencias pronunciadas en el extran-
jero, la pena sufrida es computada con la nueva (1). 

»Art. 4o Los delitos cometidos fuera del territorio del rei-
no por un nacional ó por un extranjero, no son castigados en 
el reino salvo los casos expresamente determinados. 

»Art. 5" § 5. Será juzgado y castigado según las ley es del 
reino el nacional ó el extranjero que cometa, en territorio ex-
tranjero, un crimen contra la seguridad del Estado, ó el de 
falsificación de las monedas do curso legal en el reino, así 
como el de falsificación de sellos, ó títulos de la Deuda pública 
del Estado ó de documentos de crédito público. 

»§ 2. E n estos casos el nacional ó extranjero pueden ser 
juzgados y castigados según las leyes del reino áun cuando 
haya sido juzgado en el país donde cometió el crimen, y se tie-
ne en cuenta la pena sufrida para aplicarle la nueva. 

»Art. 6" § 1. El ciudadano italiano que, aparte de los casos 
mencionados en el artículo precedente, cometa, en territorio 
extranjero, un crimen punible, tanto por las leyes del reino 
como por las del Estado donde lo cometió, al entrar en el reino 
será.juzgado aplicándole la pena más suave de las dos legisla-
ciones. 

»§ También se le juzgará por un delito cometido en el 
extranjero al mediar queja de la parte ofendida ó reclamación 
del Gobierno extranjero. 

»Art. 7o § Los crímenes y delitos cometidos por un ex-

a l Senado el 10 de Dic iembre de 1877 p a r a ser c o n v e r t i d o en l ey . Los p r inc ip ios 
f u n d a m e n t a l e s d é l a m a t e r i a , n o f u e r o n modif icados en s u s t a n c i a y , s a l v o l a s m o -

* d i f icac iones s e ñ a l a d a s , el t ex to a p r o b a d o e s t á c o n f o r m e e n t o d o s los p u n t o s con el 
de l p royec to . 

(1) E s t e a r t i c u l o h a s ido modi f icado en el s i g u i e n t e sen t ido , p o r la C á m a r a de 
D i p u t a d o s : 

§ 2. É l n a c i o n a l s e r á j u z g a d o en el r e ino , á u n c u a n d o h a y a sido j u z g a d o e n 
pa í s e x t r a n j e r o . 

§ 3. El e x t r a n j e r o q u e h a sido j u z g a d o en el e x t r a n j e r o , p u e d e se r lo t a m b i é n 
e n el r e ino . 

§ 4. (Confo rme al § 2 de l Proyecto) . 



t ranjero en territorio extranjero, fuera de los casos expresados 
en el art . 5o, en perjuicio de un ciudadano ó del Estado italia-
no y castigados tanto por las leyes del reino como por las del 
Estado donde se cometan, al entrar los culpables en el Estado 
v tratándose de delitos sobre los cuales baya interpuesta queja 
de la parte ofendida, podrán ser castigados por los Tribunales 
del reino aplicándoles la pena más suave . 

»s 2 Los crímenes cometidos en territorio extranjero por 
extranjeros y en perjuicio de extranjeros y castigados tanto 
por las leves del reino como por las del Estado donde hubie-
sen sido cometidos, al encontrarse los culpables en el remo 
podrán ser juzgados y castigados con aplicación de la pena 
más suave bajo las condiciones siguientes : 

»A Que haya sido ofrecida y no aceptada la extradición 
de los culpables al Gobierno del lugar donde se cometió el cn -
men ó al de su patria. 

»B Que el crimen sea de aquellos con relación a los cuales 
e t i s t e un convenio de extradición entre los dos Gobiernos ó a 
falta de tal convenio, que constituya un crimen contra el de-
recho de gentes ó contra las personas, la propiedad, el crédito 
p ú b l i c o , ó por bancarrota fraudulenta ó contra la moral pu-

»S 3 No ejerciendo ningún procedimiento, el Gobierno se 
reserva siempre la facultad de expulsar del reino al extranje-
ro QV V cuando haya sido juzgado y condenado por crímenes, 
s e r á s i e m p r e expulsado despues de haber cumplido su con-

^»ATt. 8o § 1- Las disposiciones de los artículos 6o y T no 

tendrán aplicación : _ 
»1° Cuando según una ú otra ley l a acción penal esté ex-

t m » ? ' d C a a n d o se trate de delitos relativamente á los cuales , 
en los términos del § 2, no se admita la extradicio n . 

»3° Cuando el prevenido, juzgado en país extranjero, ha 
sido absuelto; ó si ha sido condenado ha cumplido su oonde-

• n , F u el t ex to a p r o b a d o por l a C á m a r a de D i p u t a d o s , se lee : Q u e d a r e s e r v a d o 
si mpre e U í bo 'de expuls ión del re ino al e x t r a n j e r o e n l o s c a s o s a u n a d o s 
p o r t e le y , y del modo q u e p e r m i t e n l a s m i s m a s ( M i o«,i i « x f . permessi dalle lew)-

na ó bien si ésta ha prescrito; si no ha sufrido por completo la 
pena, la instancia podrá ser renovada por los Tribunales del 
reino teniendo en cuenta la parte de pena ya sufrida. 

»§ 2, En los casos enunciados en los artículos 6o y 7o y en 
el núm. 3 del § 1 del presente artículo, cuando deba aplicarse 
la pena más suave en el caso en que la pena establecida por la 
ley extranjera no sea admitida por la ley del reino, el juez la 
sustituye por una de las admitidas que no sea más grave y so 
acerque lo posible. 

»Art. 9o § 1. Queda prohibida la extradición de un súbdi-
to italiano á un Gobierno extranjero. 

»§ 2. La extradición de un extranjero no puede Ser ni dife-
rida ni consentida, sino por órden del Gobierno del Rey, y no 
será jamás admitida por delitos políticos, ni por hechos rela-
cionados con ella (1).» 

205. Noruega (Reino de).—Código penal (ley de 20 de Agos-
to de 1842). 

C A P Í T U L O P R I M E R O . — D e los que se hallan sometidos al derecho 
penal noruego. 

»§ 1. Serán castigados según las leyes noruegas los na-
cionales que se hagan culpables de algún crimen dentro ó 
fuera del reino. 

(1) E l a r t . 9o , § 2o , f u é modif lcado en el t ex to a p r o b a d o por l a C á m a r a de Dipu-
t a d o s , del m o d o s i g u i e n t e : 

§ 2. «La ex t rad ic ión de u n e x t r a n j e r o no s e r á a d m i t i d a j a m á s por de l i tos pol i -
t i cos , n i por los come t idos al m i s m o t i empo q u e aque l los . 

§ 3. Aque l l a n o p u e d e se r o f rec ida ni c o n s e n t i d a m á s q u e p o r ó r d e n del Go-
b i e r n o del R e y , y d e s p u é s de u n dec r e to con fo rme de l a sección de acusac ión e n el 
d i s t r i t o en el cual el e x t r a n j e r o v ive . El dec re to se d a r á d e s p u é s de q u e el Ministe-
rio público no t i f ique al e x t r a n j e r o l a s i m p u t a c i o n e s p o r l a s q u e se r e c l a m a su ex-
t r a d i c i ó n , a c o r d á n d o l e u n l a p s o de t i e m p o n o m e n o r de diez d ias , d u r a n t e el cual 
p u e d a p r e s e n t a r p r u e b a s y d o c u m e n t o s p a r a d e m o s t r a r l a inadmis ib i l idad de la 
d e m a n d a . S in e m b a r g o , en u n a d e m a n d a de e x t r a d i c i ó n , se p u e d e s i e m p r e o r d e n a r 
el a r r e s t o p rov i s iona l del ex t r an j e ro .» 

En e s t a i m p o r t a n t e . enmienda la C á m a r a de Dipu tados del r e i n o de I ta l ia h a 
c o n s i g n a d o u n pr incipio de la m a y o r impor t anc i a , p a r a r e g l a m e n t a r de u n m o d o 
m á s legal los p r o c e d i m i e n t o s r e l a t i vos á la ex t rad ic ión y p a r a a s e g u r a r al e x t r a n -
j e r o l a s m á s so l idas g a r a n t í a s . Así h e m o s v i s to rea l izado en I t a l i a u n deseo exp re -
s a d o por n o s o t r o s en 1875, en el cap í tu lo r e l a t ivo á la l ega l i dad de la ex t rad ic ión . 
(Véase infra.) 



»§ 2. Serán igualmente castigados por las leyes noruegas 
los extranjeros que se hagan culpables de un crimen dentro 
del reino, así como por los que cometan contra Noruega ó con-
tra subditos noruegos, si el rey decide que por éstos últimos 
sean acusados ante los tribunales noruegos. 

»§ 3. Se consideran crímenes cometidos en el reino los que 
hayan tenido lugar á bordo de buques norueg'os. 

»§ 4. El individuo que haya sido condenado en el extran-
jero por un crimen cometido fuera del reino á una pena que 
ha sufrido, no podrá en ningún caso ser castigado en el reino 
por el mismo crimen. 

»§ 5. Los individuos que estando al servicio de un Estado 
extranjero, se hagan culpables en el reino de una falta del di-
cho servicio, no serán castigados, según las leyes de No-
ruega. 

»§ 6. Los artículos 1, 2 y 3 no impedirán la adopcion de 
disposiciones diferentes por medio de tratados con las poten-
cias extranjeras, basados extrictamente sobre el principio de 
igualdad y reciprocidad observada con respecto á los crímenes 
cometidos en el reino, pero no contra el país mismo ó contra 
súbditos noruegos, por extranjeros, ó á los cometidos fuera 
del reino por extranjeros ó nacionales, si el crimen cometido 
por éstos últimos no ha sido ni contra el país ni contra súbdito 
noruego. 

»§ 7. E n cuanto á las embajadas de potencias extranjeras, 
se aplicarán las reglas generalmente aceptadas ó que resultan 
de tratados internacionales basados en el estricto principio de 
igualdad. 

»Los Tribunales noruegos no podrán juzgar á nadie más 
que según las leyes de Noruega, ni ejecutar sentencias que no 
hayan sido pronunciadas por los tribunales noruegos.» 

206. Paises-Bajos (Reino de) .—Código de procedimiento 
criminal de los Paises-Bajos, de Io de Octubre de 1838. 

»Art. 8. Los neerlandeses que se hagan reos de un crimen 
(misdryúnj en el extranjero, por el cual la paz y la seguridad 
del Estado se comprometan ó ataquen según las disposiciones 
especiales del Código penal, ó bien de un crimen previsto pol-
la ley en materia de moneda nacional con curso legal ó de fal-

sificacion de títulos públicos nacionales ó de otros títulos legí-
timos ó billetes de banco, sellos, timbres y marcas de que hace 
uso la autoridad pública en el reino, será procesado y castiga-
do según las leyes neerlandesas, sin distinguir si las leyes del 
país donde se ha cometido el crimen aplican una pena mayor 
ó menor ó aunque no lo castiguen. 

»Las disposiciones de este artículo no se aplican á los ex 
tranjeros que, culpables ó cómplices de dichos crímenes, son 
detenidos en el reino y cuyo Gobierno ha obtenido la extra-
dición. 

»Art. 9. Serán asimismo procesados y castigados según 
las leyes neerlandesas después de su detención en el país ó 
de su extradición: 

»1° Los neerlandeses que en país extranjero se hayan he-
cho culpables ó cómplices de una infracción cualquiera en 
•perjuicio de un neerlandés. 

»2° Los neerlandeses que en país extranjero se hayan he-
cho culpables ó cómplices en perjuicio de extranjeros, ó los 
.extranjeros que en país extranjero se han hecho culpables ó 
cómplices, en perjuicio de un neerlandés, de asesinato, de m-

" cendio, de robo con fractura ó vías de hecho, ó cometido á 
mano armada ó en unión de más de dos personas con circuns-
tancias agravantes, así como de falsificación y circulación de 
letras de cambio falsas, de origen nacional ó extranjero. 

»Art. 10. En el caso previsto por el artículo precedente, el 
i n c u l p a d o n o p u e d e s e r procesado ni juzgado si p o r r a z ó n de 
esas-infracciones ha sido indultado, ó condenado y castiga-
do por sentencia pronunciada por un tribunal extranjero.» 

Ultimo provecto de Código penal holandés (1). 
«Art. 4. La ley penal holandesa es aplicable á cualquiera 

que se haga culpable fuera del reino de Europa, es decir, en 

las colonias y posesiones de Ultramar: • 

"(1) E l Doctor E m i l i o B m s a , p r o f e s o r d é l a U n i v e r s i d a d de A m s t e r d a m , a l t r a -
d u c i r al i t a l i a n o el P r o y e c t o d e C ó d i g o p e n a l h o l a n d é s , a ñ a d e u n p r ó l o g o d e 194 
p á g i n a s , en el cua l , n o s o l a m e n t e h a e x p u e s t o con el m e j o r c r i t e r i o , el e s p i r . t u de 
d i c h o P r o y e c t o , l o s p r e c e d e n t e s h i s t ó r i c o s d e l a l eg i s l ac ión h o l a n d e s a y l a s n u m e -
r o s a s d i s p o s i c i o n e s de e s t a o b r a , q u e s o n d i g n a s d e e log io , s . n o q u e a d e m á s h a 
t r a t a d o u n a m u l t i t u d d e c u e s t i o n e s d e d e r e c h o p e n a l c o m p a r a d o . E s t e p r o l o g o 
e s d i g n o d e u n a e spec i a l i s ima m e n c i ó n . 



»1° Do uno de los delitos previstos en los artículos 100-104. 
114 y 118-1-20 (1). 

»2° De un delito cometido en la moneda ó el papel mone-
da nacional, en los t imbres nacionales pa ra impuestos, cor-
reos ó telégrafos y en los sellos nacionales. 

»3° De falsificación, tanto de obligaciones ó certificados de 
la deuda del Estado, de una provincia, de un . municipio ó de 
un establecimiento holandés, como de cupones, de billetes de 
dividendos ó rentas dependientes de aquel papel ó de certifi-
cados librados para acreditar el derecho á ese papel. 

»4° De uno de los delitos previstos en los ar ts . 301-304, 
443-449, 452 470 y 472-477 (2). 

»5° De una de las infracciones previstas en los art ícu-
los 602, 606 y 607 (3). 

»Art. 5o La ley penal holandesa es aplicable : 
»1° Al neerlandés que, fuera del reino de Europa, se hace, 

culpable de uno de los delitos previstos en los t í tulos I, II, ix, 
x y xi del libro segundo (4), y en los artículos 125, 126, 156, 
173, 179, 181, 183, 185, 187, 231, 253, 255, 265, 450 y 451 (5). 

(1) Los a r t í cu los 100-104 y 114, se re f ie ren á c i e r t o s de l i tos con t r a í a s e g u r i d a d de l 
l i s t ado , y los a r t s . 118-120 del a t e n t a d o c o n t r a la v i d a ó la l ibe r tad de l a r e i n a n o 
r e i n a n t e , ó de l he rede ro m á s ce rcano de la C o r o n a , ó d e u n m i e m b r o de la f a m i l i a 
rea l , a s i como de los a t e n t a d o s de m é n o s g r a v e d a d c o n t r a la p e r s o n a de l r e y ó d e 
la r e i n a y de los p a r i e n t e s m á s c e r c a n o s de l r e y . 

(2) L o s a r t í cu los 301-304 se c o n t r a e n á la t r a t a ó comerc io de e sc l avos ; l o s a r -
t ícu los 443-449 t r a t a n del c r imen de p i r a t e r í a ; los art ículos-452-470 y 472-477 s e r e -
fieren á los de l i tos de q u e se h a c e cu lpable u n c a p i t a n d e b u q u e que , án t e s ' de ex -
p i r a r el p lazo por e l cual se h a comprome t ido á m a n d a r el b u q u e , a b a n d o n a s u 
d i rección, y á los de l i tos r e l a t i v o s á la n a v e g a c i ó n , come t idos p o r la t r i p u l a c i ó n . 

(3) L o s a r t í cu los 602, 606 y 607 t r a t a n de l a s i n f r a c c i o n e s de l a s r e g l a s de la n a -
vegac ión , t a les , p o r e j emplo , como las r e l a t i v a s á los p a p e l e s d e á bo rdo , á la a u -
tor ización p a r í f u s a r el pabe l lón , á la ob l igac ión d e t e n e r á bo rdo los r e g i s t r o s 
p a r a a s e n t a r los n a c i m i e n t o s y las d e f u n c i o n e s . 

(4) E n e s t o s t í t u l o s e s t á n p r e v i s t o s los de l i tos c o n t r a la s e g u r i d a d de l E s t a d o , 
c o n t r a í a d i g n i d a d r ea l , el p e r j u r i o , la fa ls i f icación de m o n e d a s y de t i m b r e s y 
m a r c a s púb l i cas . 

(o) L o s a r t í cu los -125 y 126 s e ref ieren á los de l i tos come t idos c o n t r a el j e f e ó r e -
p r e s e n t a n t e de u n E s t a d o a m i g o ; el a i t . 156 t r a t a de la v io lenc ia púb l i ca c o n t r a 
las p e r s o n a s ó la p rop i edad , c o m e t i d a en u n i ó n de m u c h o s ind iv iduos ; el a r t . 173, 
del incendio v o l u n t a r i o ; el a r t - 1 7 9 , de los d a ñ o s c a u s a d o s en los f e r ro - ca r r i l e s ; 
el a r t . 181, de la de s t rucc ión ó de te r io ro de u n edif icio: el a r t , 183, d é l o s d a ñ o s 
c a u s a d o s v o l u n t a r i a m e n t e en u n b u q u e ; el a r t . 185, d e la d e s t r u c c i ó n ó v a r i a c i ó n 

»2° Al neerlandés que fuera del reino de Europa, se hace 
culpable de un delito contra ó en perjuicio de un neerlandés. 

»3° Al neerlandés que fuera del reino de Europa, se ha-
ce culpable contra ó en perjuicio de un extranjero, y al ex-
tranjero Cjue igualmente fuera del reino de Europa se hace 
culpable contra ó en perjuicio de un neerlandés de uno de los 
delitos.previstos en los títulos xix, X X I I I y xxiv del libro se-
gundo (1), así como en los artículos 264, 268-274, 280-283, 
305-312, 315, § 2o; 331, § 2o y 3o; 332, § 2o y 3o; 333, 334, 335, 
§ 2o y 3o; 343-346, 360, 362, 374, 376, 377, 379, 389, 471, 479 
y 480 (2). 

»Art. 6o La ley penal holandesa es aplicable á cualquiera 
que, fuera del reino de Europa, se h a g a culpable de uno de los 
delitos contenidos en el título xxx del libro segondo (3). 

»Art. 7o La ley penal neerlandesa es aplicable á cualquie-

d e l a s s eña l e s e s t ab lec idas p a r a l a n a v e g a c i ó n ; el a r t . 187, del que a r r o j a s u s t a n c i a s 
p e r j u d i c i a l e s en el a g u a d e s t i n a d a a l servic io públ ico; el a r t . 231, de la mu t i l a c ión 
v o l u n t a r i a p a r a ex imirse de l servic io mi l i t a r ; el a r t . 253, de l a s e s c r i t u r a s f a l s a s ; 
el a r t , 255, de la a l t e rac ión d e un ac to a u t é n t i c o ; el a r t . 265, de la b i g a m i a : los a r -
t í cu los 450 y 451, al h e c h o de t o m a r , s in au tor izac ión del Gob ie rno , servic io e n u n 
b u q u e d e s t i n a d o á e m p r e n d e r v i a j e . S e g ú n las modi f i cac iones i n t r o d u c i d a s en el 
P r o y e c t o p r e s e n t a d o á la C á m a r a s e g u n d a , es c a s t i g a d o t a m b i é n con apl icac ión 
d e la ley n e e r l a n d e s a , e l N e e r l a n d é s q u e se h a c e cu lpab le f u e r a de l re ino de l de l i to 
d e l a t r a t a d e e sc l avos ó de cooperac ion á e s t e comercio , al flete ó s e g u r o de los 
b u q u e s d e s t i n a d o s á la p i r a t e r í a . E s t o s h e c h o s , s e g ú n el P r o y e c t o de l a Comis íon , 
e r a n p u n i b l e s con aplicación de la ley h o l a n d e s a , si h a b í a n s ido c o m e t i d o s en el 
r e i n o de E u r o p a . 

(1) Del i tos c o n t r a la v ida , ex to r s ion con violencia ó a m e n a z a s d i f a m a t o r i a s , 
aprop iac ión indeb ida . 

(2) A r t . 264. Anulac ión de Estado;268-274, violacion y o t ro s a t e n t a d o s al p u d o r , 
á u n en la p e r s o n a de u n n i ñ o m e n o r de doce años , ó en la p e r s o n a de u n ind iv iduo 
a t a c a d o de u n a e n f e r m e d a d m e n t a l ó q u e se ha l l a pr ivado de la concienc ia de s u s 
ac to s , exci tac ión a l l i b e r t i n a j e ; 280-283, a b a n d o n o de p e r s o n a s , exposición de n i -
ñ o s ; 305-312, robo , s u s t r a c c i ó n á m e n o r e s , r a p t o , p r ivac ión de la l i be r t ad de o t r o ; 
315, a m e n a z a de violencia públ ica h e c h a p o r escr i to ; 331, les ión p e r s o n a l g r a v e ó 
a s e s i n a t o ; 332, m a l o s t r a t a m i e n t o s con p r e m e d i t a c i ó n , h a b i e n d o ocas ionado u n a 
les ión c o r p o r a l ó la m u e r t e ; 335 ,malos t r a t a m i e n t o s vo lun ta r ios , l e s i o n e s ; 343-346, 
robo; 360-362, e s t a f a y g a n a n c i a i l íc i ta ; 374, b a n c a r r o t a f r a u d u l e n t a ; 3 7 6 y 377. ge s -
t ión f r a u d u l e n t a de u n a soc iedad en pe r ju i c io de los ac reedores ; 379, qu i eb ra f r a u -
d u l e n t a ; 389 y 471, de s t rucc ión i n t e n c i o n a l ó d e t e r i o r o de u n edificio ó de u n b u q u e 
ó l a s p rov i s iones ó a p a r e j o s de u n b u q u e ; 479 y 480, e n c u b r i m i e n t o . 

(8) Delitos come t idos p o r los f u n c i o n a r i o s públ icos en el e jercicio de s u s func io-
nes , en c u y o n ú m e r o no e s t á n c o m p r e n d i d a s - l a s i n f r acc iones c a s t i g a d a s con pe-
n a s d i sc ip l ina r ias s e g ú n l a s l eyes especia les . 



ra que, fuera del reino de Europa, se haga culpable de uno de 
los delitos previstos en los artículos 170-172 (1), cuando uno 
de los adversarios del duelo es neerlandés ó si los adversarios 
se han concertado intencionalmente á sostener el duelo, fuera 
del reino de Europa. 

»Art. 8o La aplicación de los artículos 2-7 está limitado 
por las excepciones reconocidas en el Derecho de gentes.» 

207. Portugal (Reino de).—Proyecto de Código penal por-
tugués de 1861: 

«Art. 4° También es aplicable la ley penal á todos los por-
tugueses que en país extranjero cometan crímenes ó delitos 
castigados por ella si son habidos en Portugal ó si se obtiene 
su extradición, si no han sido castigados en ese país.» 

208. Rusia.—Código penal ruso publicado el 15 de Agosto 
de 1845(2): 

«Art. 117. El extranjero acusado ó sospechoso de haber 
cometido, fuera del territorio del imperio, un crimen que en-
vuelva atentado contra los derechos de la autoridad soberana 
rusa ó contra los derechos de un subdito ruso, será juzgado 
según las leyes rusas si se halla en el territorio ó si el Gobier-
no obtiene la extradición. 

»Art. 179. Los súbditos rusos que fuera del territorio ha-
yan cometido un crimen que envuelva un atentado contra los 
derechos del poder soberano de su patria, la integridad, la se-
guridad ó la prosperidad de Rusia, ó contra los derechos de sus 
compatriotas, serán juzgados según las leyes rusas á su vuelta 
á Rusia ó si el Gobierno obtiene su extradición. 

»Art. 180. El súbdito ruso que fuera del territorio ha co-
metido un crimen contra el Estado en que reside ó contra los 
subditos de ese Estado ó, finalmente, contra un Estado extran-
jero, será juzgado igualmente según las leyes rusas, si el Es-
tado extranjero lo entrega á las autoridad rusas, ó si de vuelta 
en Rusia se interpone queja contra él. En este caso, si la ley 

(!) n o , d u e l o , s u f r i m i e n t o c o r p o r a l , l e s ión g r a v e , m u e r t e p o r c o n s e c u e n c i a d e 
u n due lo ; T71, s u f r i m i e n t o c o r p o r a l ó m u e r t e á c o n s e c u e n c i a d e u n d u e l o , n o h a -
b i e n d o s ido o b s e r v a d a s l a s r e g l a s del d u e l o . 

(2) P a r a el C ó d i g o p e n a l d e 1836, v i g e n t e en l a a c t u a l i d a d en R u s i a , v é a s e l a 
p á g i n a c o r r e s p o n d i e n t e . 

del país donde se ha cometido el crimen es más suave que la 
del Código ruso, ésta debe ser disminuida proporcionalmente 
salvo la aprobación del tribunal instructor.» 

209. Suecia (Reino de).—Código sueco de 16 de Febrero 
de 1864: 

C A P Í T U L O P R I M E R O . 

«§ 1. El nacional será juzgado seguu la ley de Suecia y 
por los Tribunales suecos por las infracciones cometidas en el 
reino ó á bordo de un buque sueco en perjuicio de Suecia ó de 
un súbdito sueco fuera del reino, así como por cualquiera otra 
infracción cometida fuera^del reino, si el rey ordena que liá lu-
gar á procedimiento en el reino. 
" »§ 2. E l extranjero domiciliado en Suecia será juzgado se-
gún las leyes de Suecia y por los Tribunales suecos, por las 
infracciones cometidas por él en el reino ó á bordo de un bu-
que sueco fuera del reino, así como por las infracciones come-
tidas fuera del reino en perjuicio de Suecia ó de un súbdito 
sueco, si el rey ordena que há lugar á procedimiento en el 
reino. 

§ 3. Nadie podrá ser castigado en este remo por las in-
fracciones cometidas fuera de él, si ha sufrido ya una condena 
por la misma infracción. Para las penas accesorias que tales 
infracciones pueden entrañar en ciertos casos, véase el capítu-
lo ii, § 2 1 ( 1 ) . 

»§ 4. En cuanto á los agentes diplomáticos de las nacio-
nes extranjeras serán procesados según los usos generalmente 
establecidos ó según los tratados celebrados al efecto. 

»§ 5. E n lo referente á lo que se debe observar entre Sue-
cia y Noruega, en los casos previstos en el presente capítulo, 
se procederá según á lo que particularmente se haya estable-
cido.» 

(1) C a p i t u l o u , § 21. C u a n d o u n i n d i v i d u o h a y a s ido c a s t i g a d o f u e r a d e l r e m o 
po r u n a i n f r a c c i ó n , y q u e , s e g ú n el c a p . § 3% e s t á e x e n t o d e p e n a e n e l r e m o l a 
d e s t i t u c i ó n ó l a p e n a a c c e s o r i a m e n c i o n a d a en el § 15 ó 19, p o d r á s e r p r o n u n c a d a 
a q u í si l a i n f r a c c i ó n i m p l i c a t a l d e s t i t u c i ó n ó p e n a a c c e s o r i a s e g ú n e s t a l e y . 



210. Cerdeña (ex-Reino de).—Código penal sardo, promul-
gado el 20 de Noviembre de 1859: 

«Art. 5o El nacional que en país extranjero se haya hecho 
culpable de un crimen contra la seguridad del Estado, ó de 
falsificación de sellos, de monedas, de cédulas, de obligacio-
nes del Estado, ó de títulos de crédito público equivalentes á 
valores monetarios, será juzgado y castigado en los Estados 
del rey según las disposiciones del presente Código. 

»Art. 6o Todo nacional que en el extranjero haya cometi-
do un crimen contra un nacional ó contra un extranjero, al en-
trar , de cualquier modo que sea, en el reino, será juzgado y 
castigado según las disposiciones del presente Código; las pe-
nas en que haya incurrido podrán, no obstante, ser disminui-
das en un grado. Es ta disposición será aplicable áun en el 
caso de que un nacional haya cometido en país extranjero, un 
delito contra otro nacional siempre que la parte ofendida haya 
interpuesto queja. Se procederá del mismo modo cuando un 
nacional haya cometido fuera del territorio un delito contra un 
extranjero, si en el país al cual pertenece este extranjero se 
procede en el mismo sentido res pecto de los nacionales. 

»Art. 8o En el caso en que un extranjero que fuera de los 
Estados del rey haya cometido uno de los crímenes menciona-
dos en los artículos 596 y siguientes hasta el art . 600 inclusi-
ve, contra un nacional ó contra un extranjero, fuese detenido 
en los Estados ó entregado por otro Gobierno será juzgado y 
castigado conforme al art. 6o, siempre que el crimen haya si-
do cometido á medio miriámetro á lo más de las fronteras ó 
que si ha sido cometido á mayor distancia el culpable haya in-
troducido en los Estados sumas ú objetos robados.» 

211. Toscana (ex-Gran ducado de).—Código penal de Tos-
cana de 1843: 

«Art. 4o § 1. El ciudadano toscano está sujeto á las re-
glas del presente Código, áun tratándose de delitos cometidos 
fuera, del territorio toscano: 

A. Contra otro toscano. 
B. Contra la seguridad interior ó exterior del Estado. 
C. Por falsificación de monedas ó papel de crédito público 

con curso legal ó comercial en Toscana. 

D. Por falsificación de impresos de una autoridad pública 
ó de un registro público del Gran-ducado, ó de los instrumen-
tos destinados á su ejecución. 

»§ La misma regla es también aplicable á los delitos co-
metidos por un toscano fuera de Toscana, contra un extran-
jero, pero en los casos siguientes: 

»A. Ala pena de muerte (1) susti tuye el calabozo (ergas-
tolo)' 

»B. Al calabozo fergastoloj sustituye el presidio por vein-
te años. 

»C. La pena de presidio puede ser atenuada en los límites 
legales, y 

»D. Si el delito es castigado con u n a pena inferior a la de 
presidio, la atenuación no sólo puede tener efecto en los lími-
tes indicado» en la letra C, sino que no se ejerce procedimien-
to alguno, sino por queja de la parte. 

»Art. 5o § Io El extranjero detenido en Toscana ó entre-
gado por otros Gobiernos, está sometido á las reglas del pre-
sente Código cuando haya cometido un delito fuera del terri-
torio toscano: 

»A. Contra la seguridad interior del Estado. 
»B. De falsificación de monedas ó papel de crédito público. 
»C. De falsificación de documentos de una autoridad pú-

blica ó de un registro público del gran-ducado ó de los instru-
mentos destinados á su ejecución. 

»§ 2o Se observa la misma regla áun relativamente á los 
delitos que el extranjero ha cometido fuera de Toscana contra 
un toscano; pero en tales casos tienen lugar las prescripciones 
establecidas en el § 2o del artículo anterior. 

»Art. 6o En el caso previsto por el § 2° del art. 4o, y por el 
§ 2o del art. 5o, quedan impunes los actos que, si bien son pu-
" m La p e n a d e m u e r t e , a b o l i d a en T o s c a n a é i n m e d i a t a m e n t e r e s t a b l e c i d a 
c u a n d o l a s p a s i o n e s po l í t i c a s p r e v a l e c i e r o n c o n t r a la s u a v i d a d de l a l e g . s l a c . o n 
d e e s t e p a i s , f u é n u e v a m e n t e a b o l i d a p o r el Gobie rno p r o v i s i o n a l d e T o s c a n a e l 
30 d e Abr i l d e 1839. . . 

E n los t é r m i n o s del d e c r e t o r e a l d e 10 d e E n e r o d e 1860. a u n h o y en v i g o r , e s t a 
p e n a f u é c o n s i d e r a d a como abo l ida , y la e s c a l a d e p e n a s f u é d e n u e v o r e g l a m e n -
t a d a p a r a l a s p r o v i n c i a s d o n d e h a q u e d a d o v i g e n t e el Código t o s c a n o q u e n o s o n 
o t r a s q u e l a s m i s m a s q u e , ¿ u n t a s , f o r m a b a n el t e r r i t o n o del e . - G r a n D u c a d o . 



nibles en Toscana, no se hallan sometidos á pena alguna en 
el territorio en el cual se han cometido. 

»Art. 7o § Io Si el toscano de que se trata en el art. 4o, ó 
el extranjero de que habla el art. 5o, hubiese extinguido fuera 
de Toscana la sentencia motivada por los delitos indicados, 
queda extinguida toda acción penal en su contra, áun en el 
Gran-ducado. 

§ Pero si con denado fuera de Toscana no ha cumplido la 
condena ó la ha cumplido sólo en parte, está sometido en Tos-
cana á nuevo juicio, en el cual, en caso de condena, se le com-
putará la parte de la pena que haya sufrido. 

»Art. 8o Las reglas establecidas en los precedentes art ícu-
los 4o y 5o se observan siempre que otra cosa no haya sido es-
tatuida por convenios públicos de Toscana con otros Estados.» 

212. Vaud (Cantón de ) . — Código penal del Cantón de 
Vaud, de 18 de Febrero de 1843: 

«Art. 6o El nacional que se haya hecho culpable, en un 
Estado vecino de Suiza ó del Cantón, de uno de los delitos 
mencionados más abajo, será castigado por el presente Código 
con tres años ó más de reclusión, y puede ser procesado y juz-
gado si no ha sido juzgado contradictoriamente en país ex-
tranjero. Los delitos por los que puede procesarse y juzgarse, 
son: falsificación de moneda, falsificación ó alteración f raudu-
lenta de los sellos del Estado, falsificación de escrituras autén-
ticas ó de comercio, homicidio voluntario, infanticidio, viola-
ción, vías de hecho y golpes acompañados de heridas graves, 
atentado contra la seguridad del domicilio, bandolerismo, ex-
torsión, estafa, abuso de confianza, distracción ú ocultación 
de una parte del activo, ú otros actos fraudulentos en una dis-
cusión de bienes, incendio y daños causados á las propiedades 
con el intento de perjudicar. 

»Los procedimientos no pueden iniciarse sino en virtud de 
autorización del Consejo de Estado y siguiendo las reglas que 
se establezcan al efecto con los Estados vecinos.» 

213. Wnrtemberg (Reino de).— Código penal del reino de 
Wurtemberg, de I o de Marzo de 1839 (1): 

(1) Á p e s a r d e q u e , p o r l a p r o m u l g a c i ó n de l C ó d i g o p e n a l de l I m p e r i o a l e m a n , 

«Art. 3° Las disposiciones del presente Código son aplica-
bles á todos los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por 
nacionales, sea en perjuicio de sus compatriotas ó en perjuicio 
de extranjeros. 

»Sin embargo, no puede iniciarse procedimiento alguno: 
»1° Cuando el acto dirigido contra un Estado extranjero ó 

sus habitantes no es considerado como delito por la ley del 
Estado. 

»2° Cuando este mismo acto en el caso de ser cometido por 
un subdito del Estado extranjero contra Wurtemberg ó sus 
habitantes, no sea castigado en el Estado extranjero. 

»3° Cuando en el Estado extranjero sé han iniciado ó anu-
lado procedimientos ó cuando los Tribunales extranjeros han 
absuelto ó condenado en definitiva al procesado siempre que 
en este último caso haya sufrido su condena, ó haya sido in-
dultado ó, en fin, cuando el delito ha prescrito. 

»Art. 4o Los extranjeros serán juzgadbs conforme á las dis-
posiciones del presente Código por los crímenes y delitos que 
hayan cometido en el extranjero contra el Estado de Wur tem-
berg, contra el jefe del Gobierno de este país ó contra uno de 
sus habitantes.» 

(En el artículo 5o se halla consignada la regla de que si la 
pena en que ha incurrido es más suave en el país en que ha 
sido cometido el delito, debe aplicarse con preferencia.) 

214. Zurich (Cantón de).—Código penal del Cantón de Zu-
rich, puesto en vigor el I o de Febrero de 1871: 

«§ 3. Son juzgados según la presente ley: 
»A. Todos los delitos cometidos en territorio del Cantón 

de Zurich por nacionales ó extranjeros. 
»B. Los delitos cometidos fuera del Cantón por nacionales 

ó. extranjeros contra indígenas del Cantón (ciudadanos ó habi-
tantes) siempre que no se pudiesen obtener procedimientos 
por parte del Estado extranjero. 

C. Los otros crímenes y delitos cometidos por ciudadanos 

t o d o s l o s C ó d i g o s d e l o s E s t a d o s q u e h o y f o r m a n p a r t e d e l a n u e v a C o n f e d e r a c i ó n 
h a n c e s a d o d e r e g i r , n o h e m o s t e n i d o i n c o n v e n i e n t e e n r e p r o d u c i r s u 3 a r t í c u l o s , 
p o r q u e l a d i spos i c ión d e l § 2o del a r t . 3 o , e s d i g n a d e e s p e c i a l m e n c i ó n . 



fuera del Cantón, siempre que el magistrado extranjero com-
petente, cuando no haya lugar á la extradición, pida el pro-
cedimiento por parte de las autoridades de nuestro país. 

»Quedan en vigor las excepciones establecidas por el dere-
cho federal, sobre los principios del derecho de gentes y sobre 
los tratados.» 

ß E Q U N D A P A R T E 

DE LA EXTRADICION Y DE LAS REQUISITORIAS. 
(COMISIONES ROGATORIAS) 

C A P I T U L O I . 

Nociones generales sobre la historia de la extradición. 

215. Op in ión d e a l g u n o s a u t o r e s s e g ú n los c u a l e s l a e x t r a d i c i ó n t i e n e un o r i g e n 
an t iguo .—216 . Cr i t i ca d e e s t a o p i n i o n . - ' 2 1 7 . La e x t r a d i c i ó n n o e s t a b a en u s o en 
R o m a —218. C a r e n c i a d e e s t a i n s t i t u c i ó n e n l a E d a d Media.—219. C a u s a s de 
e s t e vacio.—220. D i f i c u l t a d e s q u e i n d u j e r o n á los E s t a d o s m o d e r n o s á c o n c l u i r 
t r a t a d o s d e ex t rad ic ión .—221. C o n v e n i o s s o b r e e s t e p u n t o e n t r e l o s m u n i c i p i o s 
i t a l i anos - —222. P r i m e r a s c o n v e n c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s . — 2 2 3 . T r a t a d o s e n t r e 
E s t a d o s l i m í t r o f e s con l a b a s e d e l i n t e r é s po l i t i co ; t r a t a d o s g e n e r a l e s —224. D e -
r e c h o d e e x t r a d i c i ó n e n el s i g lo xix. 

215. Ciertos jurisconsultos y ciertos publicistas sostienen 
que se hallan en la más remota antigüedad vestigios de la ex-
tradición. Estos autores citan en apoyo de su tésis ejemplos 
sacados de la historia antigua (1). Relatan que las tribus de 
Israel reunidas se impusieron tumultuosamente á la tribu de 
Benjamín para que les entregase á los hombres que se habían 
refugiado en Gíbea después de haber cometido un crimen en 
Israel (2). Citan el ejemplo de Samon, entregado por los israeli-

(1) F a u s t i n - H é l i e , De I'instruct, crini., n . " 690.—Calvo, Derecho intern., § 378.— 
" B louse l , De la extradición, p . 83.—Ario, Dell ei isijiione, p . 8 .—Dal loz , R e p . v. Tra-
tado internacional, n . ° 261 .—Suscio , Dell' extra(se > e, p . 10. 

(2) Biblia, l ib . d e l o s J u e c e s , c a p . \ x , V . 1 3 n o 1 l 
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que se hallau en la más remota antigüedad vestigios de la ex-
tradición. Estos autores citan en apoyo de su tésis ejemplos 
sacados de la historia antigua (1). Relatan que las tribus de 
Israel reunidas se impusieron tumultuosamente á la tribu de 
Benjamín para que les entregase á los hombres que se habían 
refugiado en Gíbea después de haber cometido un crimen en 
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(1) F a u s t i n - H é l i e , De I'instruct, crini., n . " f>90.—Calvo, Derecho intern., § 378.— 
' B louse l , De la extradición, p . 83.—Ario, Deli ex '-Sl/tione, p . 8 .—Dal loz , R e p . v. Tra-
tado internacional, n . ° 261 .—Suscio , Dell' extra(se > e, p . 10. 

(2) Biblia, l ib . d e l o s J u e c e s , c a p . \ x , V . 1 3 n o 1 l 



tas á los filisteos que le reclamaron; el de los lacedemonios,. 
que declararon la guerra á los mesenianos, porque éstos no 
accedieron á entregarles un asesino; y el de los aqueos, que 
amenazaron romper su alianza con los esparciatas porque 
éstos últimos habian descuidado entregarles uno de sus con-
ciudadanos que habia hecho armas contra e'llos (1). 

216. Estos ejemplos y los otros pueden ser considerados 
más bien como una satisfacción pedida y acordada en violacion 
del derecho internacional. En efecto, no se trataba de malhe-
chores inculpados de delitos contra el derecho común y recla-
mados por el Estado en cuyo territorio habian cometido el 
delito, sino de personas que, por ejemplo, habiendo violado 
la santidad del templo, habian ultrajado á la nación que los 
reclamaba. Desde luégo, la reclamación iba acompañada de 
una amenaza de' guerra por si acaso el país en cuyo territorio 
se habia refugiado el culpable, se hacia cómplice del autor 
del ultraje, protegiéndole. Con razón, pues, se ha hecho notar 
que semejantes hechos no tienen analogía n inguna con la ex-
tradición propiamente dicha (2). 

217. Se dice igualmente que los romamos habian practi-
cado la extradición cuando se trataba de delitos públicos de 
tal naturaleza, que comprometiesen las buenas relaciones con 
un pueblo amigo (3). 

«La extradición, dice Dalloz, empezó en Roma á sujetarse 
á ciertas reglas.» Este mismo autor afirma que el culpable 
era conducido ante el tribunal de recuperatores que decidía 
si había lugar ó nó á entregarlo. Añade, que se decretaba la 
extradición siempre que se trataba de un delito contra un l is-
tado extranjero. No queremos contestar que en muchas oca-
siones sucedió en Roma que el autor de un delito no fue en-
tregado al Estado ofendido. Más bien haremos notar con 
Rein (4) que, por aplicación de la ley xvn , libro L , título vn 

(1) C o m p á r e n s e l a s c i t a s d e F a u s t i n - H é l i e . 
(2) V i l l e f o r t , De los ir alados de extra, icion de Francia con los países extranjeros. 
(3) V é a n s e Dal loz y C a l v o . 
(4) Re in , Crimina! Rechl dcr Rómeu 

del Digesto, disponiendo que el individuo que ofendiese á un 
Embajador debia ser entregado al Estado á que perteneciese 
el Embajador ofendido (1), dos romanos fueron entregados á 
los cartagineses en el año 188, aunque los tribunales de su 
país los hubieran podido juzgar y condenar. ¿Puede hallar-
se en este caso conesion a lguna con la extradición? Nosotros 
no. vemos otra cosa en él, sino una de las aplicaciones de la 
regía, en virtud de la cual el señor era responsable de los de-
litos cometidos por .su esclavo,.y que, á su voluntad, podía 
librarse de la responsabilidad entregando el esclavo á la parte 
ofendida, noxe daré (2). 

Por lo demás, es cierto, según la opinión de todos los au-
tores, que la extradición no estuvo en uso jamás para los deli-
tos de derecho privado. E l inculpado era conducido siempre á 
su forum orimtyis, es decir, al lugar donde habia cometido el 
delito. Pero allí esto era sólo una medida de policía interior 
aplicada entre las provincias que componían el imperio. 

218. El derecho de extradición pudo nacer después de la 
caída y la división del imperio romano. Pero no debe extra-
ñarse lo contrario si se considera cuán diferente eran en la 
Edad Media los regímenes políticos, los actos legislativos, las 
relaciones internacionales, y sobre todo el modo de entender 
el fin de la justicia represiva. Los Estados se consideraban 
aislados y en estado de hostilidad permanente. Las comunica-
ciones eran difíciles, con frecuencia se ignoraba en un Estado 
lo que sucedía en un país limítrofe. Así es, que la represión 
de los delitos fué generalmente considerada como cuestión de 
interés territorial. Por lo demás, ::o existió jamás esa compli-
cidad de elementos que hau sido la causa del origen y des-

a i l i é a q u í el t e x t o : Enm qui legatum pulsassel, Quintus Mucius, dedi hoslibus, quo-
rum eránt legati, solilus et responden. 

(2) La noxe dalio e s t u v o a d m i t i d a e n R o m a , s o b r e t o d o p a r a l o s a n i m a l e s q u e 
c a u s a b a n u n p e r j u i c i o (Insl. de nox. act., i v , 8), p e r o t a m b i é n lo e s t u v o e n el ca«o 
d e p e r j u i c i o c a u s a d o p o r u n e s c l a v o ( I n s t . c i t — D i g . , hoctit. ix, 4 . - C o d e . eod, t ' t u -
lo n i , 41. - L. 17, § § 4O y 5°, Dig- , De injuriis, XLH, 10). A n t e s d e J u s t i n i a n o , el noxe 
<!<itio e s t a b a a c o r d a d o t a m b i é n á l o s paler familias 7°, I n s t . ) , y p r o d u c í a r e s p e c t o 
d e l o s h i j o s , u n mancipatium del c u a l pod ia l i b r a r s e r e p a r a n d o el d a ñ o . C o n s t a n -
t i n o n o a b o l i ó l a noxe datio p a r a l a s h i j a s ; J u s t i n i a n o k abol ió p a r a l o s h i j o s . D e s d e 
e n t o n c e s n o s u b s i s t i ó m á s q u e p a r a los e s c l a v o s . 



envolvimiento de la extradición como complemento necesario 

de la justicia represiva. 
219. La idea falsa que se ha tenido de las prerogativas de 

la soberanía tuvo gran influencia en esta materia. Antigua-
mente se consideraba como una profanación el hecho de per-
seguir dentro del templo á un malhechor que se hubiese refu-
giado en él, y los templos se convirtieron en asilo de malhe-
chores (1). Después de la constitución délos Estados modernos 
prevaleció la idea falsa de que el Soberano debia protección á 
cualquiera que se refugiase en su territorio, y que no podia 
entregarlo sin comprometer su dignidad y sin abdicar de las 
prerogativas de su soberanía. Y por esto la jurisprudencia 
francesa exigió en principio la regla Fit líber quisquís solmi 
Cálice, cum asyli vice contingerit. Fué tal la fuerza de esta má-
xima, que en el siglo x v m un abogado general de un Parla-
mento. el de Aix. proclamó solemnemente que «todo extranjero 

(1, E n t r e l o s a n t i g u o s , el d e r e c h o d e as i lo e r a s a g r a d o , p o r q u e t e n i a su f u n d a -
m e n t o en l a s i d e a s r e l i g i o s a s S i g u i e n d o l o s t i e m p o s , l o s g r i e g o s y l o s r o m a n o s lo 
c o m p r e n d i e r o n d e u n m o d o e x a g e r a d o . D e s d e l u e g o l o s t e m p l o s f u e r o n u n r e f u g i o 
s e g u r o p a r a l o s e s c l a v o s m a l t r a t a d o s ; d e s p u é s s i r v i e r o n d e g u a r i d a á t o d o s l o s 
m a l h e c h o r e s . — ( C o d . , De hisqui ad Ecclesiamconfug., 1 .12) E l r e s p e t o s u p e r s t i c i o s o 
á la M a j e s t a d i m p e r i a l p r e s t ó u n n u e v o r e c u r s o á l o s m a l h e c h o r e s . C u a l q u i e r a 
q u e l l e g a s e á t o c a r l a e s t a t u a del E m p e r a d o r e r a c o n s i d e r a d o como i n v i o l a b l e . Si 
qui extrema imaginum nostrarum vestigio forte contingerint, hi ab ómnibus »imis adversa• 
fortunen liberali ad si curagaudeant. (L . 4, C ó d i g o T h e o d . , Ve is qui ad Ecelesiam confug.) 
L a n e c e s i d a d d e r e s t r i n g i r e s t e p r i v i l e g i o se h i z o s e n t i r , y V a l e n t i n i a n o lo l i m i t ó 
e n c u a n t o á l a d u r a c i ó n y e n c u a n t o á l a s p e r s o n a s q u e p u d i e s e n g o z a r d e é l , p e r o 
e l E m p e r a d o r L e ó n lo e x t e n d i ó á t o d o s l o s c r í m e n e s c u a l q u i e r a q u e f u e s e l a n a t u -
r a l e z a d e e l los : -Ñutios peni tus, cujuscumquc conditionis sint de sacrosunctis ecclesiis or-
ihodoxcefideiexpelli, aul trahivel postrahi confugas.' (L v i , C ó d i g o i, 12). J u s t i n i a n o 
v i n o á l o s v e r d a d e r o s p r i nc ip io s y d i s p u s o q u e se n e g a s e el as i lo á l o s h o m i c i d a s , 
A los a d ú l t e r o s y á los c u l p a b l e s de l d e l i t o d e r a p t o ( N o v . xvu , c ap . v n ) . D u r a n t e 
l a i n v a s i ó n d e l o s b á r b a r o s l a s c o s a s v o l v i e r o n a l E s t a d o en q u e se e n c o n t r a b a n 
e n la é p o c a del E m p e r a d o r L e ó n . L a s l e y e s d e l o s b o r g o ñ o n § s , d e l o s b á v a r o s , l a s 
c a p i t u l a r e s d e C a r i o M a g n o y d e L u i s el B e n i g n o a m p l i a r o n l a i n m u n i d a d d e l a s 
i g l e s i a s . Nullasit culpa, d e c í a l a l ey d e los b á v a r o s , tam graris, ut vita non concedetur 
propler timorem Dei el reverentiam íanclorum. 

El p r iv i l eg io de l d e r e c h o d e as i lo d e s a p a r e c i ó , c o m o o t r o s m u c h o s , c o n el p r o -
g r e s o d e l a c iv i l i zac ión : h o y p e r t e n e c e y a á l a h i s t o r i a . — C o n f . B i n g e r , De asilorm 
origine.—Wander Wick , De jure-nsilorum — B u l m e r i n c q , Das asylrecht.—he S e l l y e r , 
Traite, t . v , n 1 9 8 1 — F a u s t i n - H é l i e , Loe. cit. —Arl ia , Le convensioni di eslradizione. 
p . 263 — N e u m a n , Dudroit d-asil en Suéd, R e v i s t a d e D e r e c h o i n ' . e r n a c i o n a l , 1869, 
p . 79. —Val lon , Du droit d'aail.—Merlin, Quest. du Droit, v . Elranger. 

que se refugie en Francia está al abrigo de toda persecución.» 
220. Los inconvenientes que resultaron de este sistema 

por el cual el poder soberauo se convertía en un obstáculo in-
superable para la administración de justicia, fueron muy gra-
ves. La facilidad de procurarse la impunidad refugiándose én 
un país extranjero fué un poderoso estímulo para el crimen, 
tanto más , que entonces estaban los países subdivididos en 
una multitud de Estados pequeños y cuya policía estaba mal 
organizada. Así, pues, los mismos gobiernos, reconociendo 
que tal interpretación de la soberanía territorial excitaba los 
malos instintos, comprendieron la necesidad de los tratados de 
extradición. Los primeros convenios internacionales fueron en 
interés exclusivo de los Gobiernos. Debe considerarse como 
tal, el primero, celebrado en 1174 entre el rey de Inglaterra, 
Enrique II y Guillermo de Escocia, y en el cual se estipulaba 
la obligación recíproca de entregar los individuos culpables de 
felonía que fuesen á refugiarse en uno ú otro pais (1). 

221. Los convenios relativos á la extradición de los mal-
hechores culpables de delitos de derecho común celebrado en-
tre los Municipios italianos, sólo para imponer á sus ciudades 
la obligación de expulsar á los culpables, no deben considerar-
se como verdaderos tratados de extradición. 

E n el convenio celebrado entre los Municipios de Siena y 
Florencia el 30 de Junio de 1255, se lee lo siguiente: 

«Item quod Comune Senarum non recipiat vel teneat in use. 
fortia vel districto aliquem bonitum d Comuni Florentina>,, vel a 
comuni Montepultiarii, seu a Comuni Montisalcini pro malefitio, 
sive pro f ruto, vel proditione, velhomicidió, aut f ahítate, vel fe-
rite unde sangnis exiret, vel roblaría stratarmi, seu sedítione, 
vel conspiratione, que Jieret contre Comune; Florentice, vel contra 
Montepultianum, vel Montesalcinum, vel pro aliquo maleficio 
enormi quod committeretur; zt loe intelegatur de exlanimento 
quod si erei sine fraude ab liodie in antea, sed teneatur talem 
exbanditum expeliere ad requisitionem illius Comunis a quo esset 
exbanditns. Et hoc inteligatur de illes exbanditis qui essent de 

(1) C o m p a r . I s a m b e r t , Collecl. desjois, t v , p . 479.—Calvo, Derecho internacional, 
l jb . i s , De la extradición.' 



dictis civitate vel terris al) comitatn el curiis vel episcopatibns 
florentino etfesulano (1).» 

En los convenios posteriores se acordó expresamente la en-
trega de los malhechores. Ent re otros podemos citar el art. 1" 
de las Capitulaciones fcapitoUJ cambiadas entre el municipio 
de Florencia y el de Pistoya. Está concebido en estos términos: 
. «Los Priores de Artes y el Confalonier de Justicia del mu-

nicipio de Florencia, los de las Compañías y los XII Buonomi-
N I • C O N S I D E R A N D O Q U E E S D E B E R D E LOS G O B I E R N O S D E S E M B A R A -

ZAR LA PROVINCIA D E M A L H E C H O R E S , visto el decreto firmado el 
3 de Junio en el Consejo del Podestá, dándole el derecho de 
proveer á todo lo concerniente á lo que resulte de las nego-
ciaciones que tengan lugar ent redós ciudadanos de Florencia 
y los embajadores de Pistoya, decretan: 

»Todo ciudadano, campesino ó habitante del distrito de 
Florencia ó de cualquier otro lugar que en la ciudad, en el 
campo ó el distrito de Florencia haya cometido un crimen 
castigado por el derecho común ó por los Estatutos de Floren-
cia con la pena de muerte, y que se haya refugiado en el cam-
po ó en el distrito, puede ser detenido por cualquiera en cual-
quier lugar fuera de las murallas de Pistoya y entregado al 
municipio de Florencia para ser juzgado "y castigado. Que lo 
mismo sucederá con el que haya ayudado á cometer un homi-
cidio y aconsejado la perpetración y á todo el que haya infe-
rido heridas con un arma, sea la que fuere (2). 

222. Abstracción hecha de los citados convenios, el primer 
tratado internacional en materia de extradición, es el que se 
celebró entre el rey dé Francia Cárlos Y y el conde de Saboya 
el 4 de Marzo de 1376. Tenía por objeto impedir que los acu-
sados de delitos de derecho común fuesen desde Francia á re-
fugiarse en el Delfinado ó en Saboya y recíprocamente. El 
preámbulo de este tratado es digno de mención. Héle a q u í : 

i l ) V é a n s e l a s c o n s t i t u c i o n e s de l a s Reformas de los a r c h i v o s r e a l e s del E s t a d o 
n a l i a n o r ecop i l ados por Paol i : La Bataglia di Montaperli, p . 75, v p o r Ar l ia Conten-
zioni di exlradisione, p . 13. 

(2) V é a s e Capitoli del comune difirenzc, 1.1, p . 26, c i t ados por Arl ia , Convenzioni di 
extradizwnc, p . 74. 

«Considerantes detestad ¿lia crimina etactus nefarius defectns 
remisionis delinquentium non factor sine correctione debita 
committi (1).» La obligación de la extradición se estipuló sin 
restricción para el caso en que la persona reclamada fuese un 
ciudadano del Estado requerido. 

223. Otros tratados celebrados entre Soberanos relativa-
mente á la extradición recíproca de malhechores, teniendo por 
motivos intereses particulares, no tienen el carácter de medi-
das generales. Eran reclamados y entregados como enemigos 
personales del Soberano. Tales son: el tratado celebrado entre 
Francia é Inglaterra en 1303, que decia que ninguno de los 
dos Soberanos concedería protección á los enemigos del otro; 
el que se celebró entre el Rey de Inglaterra, Enrique II, y el 
país de Flandes en 1497, con el fin de obligarse á entregar re-
cíprocamente los súbdítos rebeldes, calificado de Intercums 
Magnus y llamado con más razón por Bacon, intercums malus; 
el dé 23 de Febrero de 1661 entre Inglaterra y Dinamarca, por 
el cual éste último estado se obligaba á entregar al Rey Cár-
los II las personas complicadas en la muerte de su pradre; el 
de 14 de Setiembre de 1662, celebrado con el mismo objeto en-
tre Inglaterra y los Estados generales de Holanda, y otros 
muchos que sería largo enumerar (2). 

Los tratados generales de extradición, cuyo objeto es pre-
ver más bien los casos que puedan presentarse en el porvenir 
que los hechos particulares, y están fundados bajo reglas cier-
tas, inmutables y establecidas de antemano, se celebraron en 
el siglo X V I I I . Debemos reconocer que los más importantes 
fueron celebrados por Francia. Esta potencia ha contribuido 
en gran parte al desarrollo del derecho de extradición. 

224. En el siglo xix la extradición ha tenido un gran des-
arrollo. A medida que por razón de la multiplicidad de los me-
dios de comunicación, se ha visto acrecentar la rapidez con 
que un criminal puede huir del país donde ha violado la lev, 
los Estados se han mostrado más sólicitos en atender y facili-
tar la aplicación de la extradición. 

(1) I s a m b e r t , Colici, des lois, t . vi, 258. 
<2) Calvo , Derecho internacional, § 378. 



Hasta los Estados más obstinados en no admitir el princi-
pio de extradición, tales, por ejemplo, como Inglaterra y Gre-
cia, han modificado Sus teorías en este punto. Así, pues, la 
tendencia general de entender, en la práctica, la institución de 
la extradición, va acentuándose cada dia más y más, y parece 
que todos los Estados tienden á asociar sus fuerzas para ase-
gurar su seguridad recíproca y oponerse á la impunidad, 110 
solamente de los crímenes, si que también de numerosos de-
litos. 

Basta comparar el tratado celebrado entre Francia é Ingla-
terra en 1843 con el celebrado el 14 de Agosto de 1876 entre 
estas mismas potencias. En el primero 110 se señalaban más 
que tres hechos como dignos de extradición: el asesinato, la 
falsificación y la bancarrota; en el segundo, por el contrario, 
se hallan enumeradas veinticuatro causas de extradición; sien-
do de advertir que en el núm. 23 se prevé el caso de «destruc-
ción ó deterioro de toda propiedad móvil ó inmóvil castigada 
con penas criminales ó correccionales.» 

Es ta tendencia de Inglaterra á extender la práctica de la 
extradición, se encuentra en armonía con el movimiento de 
este Estado durante estos diez años últimos. E n efecto, des-
pués de haber triunfado de las opiniones tradicionales opues-
tas á la extradición, y que tenian por base principal el privile-
gio del derecho de asilo, y después de haber admitido en prin-
cipio la extradición en la ley de 1870, el Gobierno inglés hizo 
todo género de esfuerzos por estender la práctica de esta insti-
tución por medio de tratados que celebró con diferentes Esta-
dos. Además se ha esforzado por perfeccionar la legislación 
relativa á esta materia, desde luégo, por una ley de fecha 5 de 
Agosto de 1873 y después en 1877 para el nombramiento de 
una comision encargada, como lo diremos en el capítulo si-
guiente, de examinar los efectos de la ley y de los tratados de 
extradición y de proponer mejoras en la ley existente. 

Francia, que precedió á los otros Estados en el desarrollo 
de la práctica de la extradición por la celebración de numero-
sos tratados, busca el modo de perfeccionar esta institución 
formulando las reglas generales á que debería sujetarse el po-
der ejecutivo para pedir y conceder la extradición. Es de es-

perar que el proyecto de ley presentado por el Ministro D11-
faure el 2 de Mayo de 1878, pronto será convertido en ley (1). 

Bélgica ha extendido también progresivamente el dominio 
d é l a oxtradicion. Desde la ley de 1868 se han celebrado mu-
chos tratados por este Estado ; pero mayor número aún se han 
celebrado ó renovado despues de la promulgación de la ley de 
1° de Junio de 1870. En los términos de esta última ley, á los 
casos de extradición se ha añadido el encubrimiento de los ob-
jetos detenidos con la ayuda de uno de los crímenes ó delitos 
previstos en la ley de 1868. Recordamos que el Gobierno bel-
ga celebró, en 1870, tratados con los siguientes países : Suiza 
(12 de Enero), Alemania del Norte (30 de Marzo), Suecia y 
Noruega (15 de Julio), España (18 de Julio), Gran Ducado de 
Hesse (11 de Agosto), Wur temberg (10 de Octubre) y exten-
dió los anteriormente celebrados con Francia é Italia (13 de 
Junio). Para apreciar mejor la manera cómo el Gobierno bel-
ga ha aumentado en sus tratados los casos de extradición, 
baste comparar los dos convenios celebrados con Francia en 
un corto intervalo de tiempo, el 29 de Abril de 1869 y el 15 de 
Agosto de 1874. La série de delitos por los cuales se consiente 
la extradición entre estos dos Estados, según el último tratado 
es muy considerable. La ley de 1874, que reseñaremos en el 
capítulo n i , fué votada en Bélgica con el objeto de ensanchar 
y facili tarla extradición. 

En Holanda se ha seguido también el mismo camino. Para 
obviar las dificultades que se presentaban relativamente á la 
celebración de tratados de extradición con ciertos Estados, se 
modificó el Código de procedimiento penal por la ley de 26 de 
Noviembre de 1873 (2). 

(1) N u e s t r o c o l a b o r a d o r M . C h . A n t o i n e h a p u b l i c a d o en l a Revista crítica u n 
m p o r t a n t e a r t i c u l o r e l a t i v o á e s t e p r o y e c t o (1879). M. A n t o i n e h a c e a l l i e l e x á r n e n 

cr i t ico d e l p r o y e c t o c o n g r a n i n d e p e n d e n c i a y c o n g r a n r e c t i t u d d e j u i c i o , y e x p o -
n e s u s i d e a s p a r t i c u l a r e s s o b r e l a s m e j o r a s q u e p o d r í a n i n t r o d u c i r s e con p r o -
v e c h o . 

(•¿) H é a q u i el t e x t o d e e s t a l ey . 
«En el c a s o d e q u e , u n p r e v e n i d o d e b i d a m e n t e c i t a d o , n o c o m p a r e z c a , ó q u e 

u n a o r d e n d e d e t e n c i ó n e x t e n d i d a c o n t r a é l , n o p u e d a s e r e j e c u t a d a , ó si h a y lu-
g a r á c r e e r q u e e l p r e v e n i d o se h a r e f u g i a d o en el e x t r a n j e r o , ó si p a r a o b t e n e r s u 
e x t r a d i c i ó n , p u e d a s e r r e q u e r i d o á p r o d u c i r l a s d e p o s i c i o n e s d e t e s t i g o s , r ec ib idos 
b a j o j u r a m e n t o , el J u e z d e i n s t r u c c i ó n , á pe t i c ión del M i n i s t e r i o p ú b l i c o , o r d e n a r á 



En este Código, en efecto, no se exigia el juramento de los 
testigos oídos ante el juez de instrucción. Esta prescripción 
era un obstáculo para la conclusion de tratados de extradición 
con Inglaterra y los Estados-Unidos de América, que 110 acce-
den á la extradición Sino despues que las deposiciones eh que 
se funda la demanda, se han recibido bajo juramento. 

Más adelante hablaremos de la ley de extradición holande-
sa terminada en 1875. 

En el capítulo siguiente nos ocuparemos del derecho de ' 
extradición en Italia. 

En cuanto á los otros Estados,, haremos notar que Grecia 
ha admitido en la práctica la extradición y ha firmado un tra-
tado con Italia. 

El imperio aleman, despues de haber celebrado, en un cor-
to período, numerosos tratados, tiende igualmente á aumentar 
el número de delitos que pueden dar lugar á#la extradición y 
á simplificar el procedimiento usado en estos casos. Basta, 
para convencerse de ello, examinar el tratado celebrado con 
Italia el 11 de Octubre de 1871, y que ha servido de modelo á 
otros muchos convenios posteriores; y el celebrado con Lu-
xemburg^ el 9 de Marzo da 1869, en los cuales se hallan enu-
merados una infinidad de delitos que pueden motivar la extra-
dición. 

En cuanto á l a simplificación de los procedimientos, hare-
mos notar que en el tratado con Suiza (art. 7o) se permite, en 
caso de urgencia, á toda autoridad competente de cualquiera 
de los dos Estados contratantes, entrar en relación directa con 
la autoridad competente del otro Estado sin tener necesidad 
de recurrir, como es de rigor, á la mediación diplomática. 
Asimismo, en el art. 8o del tratado celebrado el 24 de Diciem-
bre de 1874con Bélgica, se lee lo siguiente: «Las solicitudes 
de extradición serán dirigidas por la vía diplomática. Las cor-
respondencias y negociaciones podrán, según las convenien-
cias de cada caso especial, hacerse directamente entre aquel 
de los Gobiernos del imperio aleman que esté interesado en la 
extradición y Bélgica. 

q u e c a d a u n 6 d e l o s t e s t i g o s , á n t e s d e s e r o i d o s , p r e s t e j u r a m e n t o , c o n f o r m e á s u 
p r o p i a c r e e n c i a r e l i g i o s a , d e dec i r J a v e r d a d y n a d a m á s q u e l a v e r d a d . . . » 

América 110 se queda atrás en el movimiento general ; nu-
merosos tratados se han celebrado por los Estados-Unidos. 
Haremos también notar que el Perú, 110 contento con haber 
celebrado tratados con algunos Estados de Europa, ha cele-
brado uno con la China con fecha 10 Octub.re de 1874. 

Los hechos que acabamos de indicar ligeramente, bastan 
para hacer comprender que el derecho de extradición se ha 
trasformado completamente en nuestra época. Miéntras que, 
durante largo tiempo, los Estados se contentaron ya con con-
venios generales, ya convenios hechos para cada caso parti-
cular, y consideraron la extradición como un asunto de poli-
cía y de administración; hoy la "extradición tiende á ser el 
complemento necesario de la justicia y de la instrucción cri-
minal, y cada Estado busca cómo fijar, por medio de una ley, 
las reglas jurídicas relativas á la solicitud y á la concesion de 
l a extradición. ^ 

Ciertos autores creen también que todos los Estados podían 
celebrar su tratado general y establecer reglas de procedi-
miento uniformes en materia de extradición (1). Nosotros, sin 
oponernos en modo alguno á la realización de este deseo, no 
podemos ocultar las dificultades prácticas que se oponen á la 
pronta realización de esa idea. Sin embargo, estamos conven-
cidos de que con el progreso de la civilización, la remesa de 
los malhechores á manos de sus jueces naturales, tendrá u n a 
importancia creciente siempre como aplicación del gran prin-
cipio de solidaridad y de mùtua asistencia de los Gobiernos y 
de los pueblos contra el crimen, cuya existencia se revela en 
todos los países. 

(1) A l g u n o s a u t o r e s h a c e n d e r i v a r l a p a l a b r a e x t r a d i c i ó n , d e extra-di'io, q u e 
t e n d r í a el s e n t i d o ded i c t i o ópotestas extralerritorium. P e r o t a l expl icac ión n o e s s a -
t i s f a c t o r i a : se h a r i a s u p o n e r q u e l a e x t r a d i c i ó n imp l i ca u n a ju r i sd icc ión s o b r e u n 
p a i s e x t r a n j e r o . E s t á m á s c o n f o r m e c o n l o s v e r d a d e r o s p r i n c i p i o s p a r a e n c o n t r a r 
el o r i g e n d e e s t a p a l a b r a e n traditio ex q u e s ign i f i ca r e m e s a d e s e r r a n o á s o b e -
r a n o . 



C A P I T U L O I ! 

Del derecho de extradición en Italia. 

295 D e s p u é s de la f o r m a c i ó n del r e i n o de Italia, los t r a t a d o s c e l e b r a d o s por los 
d i f e r e n t e s E s t a d o s i t a l i anos ce sa ron de e s t a r v i g e n t e s . - 2 2 6 . Lo m i s m o suced o 
S o s c o n v e n i o s ce l eb rados por el r e y d e — 
cion ce l eb rados e n t r e el r e i n o de I t a l i a y o t r o s E s t a d o s . - ^ » . R e g l a s s e ^ . d a j 
e n la p r á c t i c a con r e s p e c t o á los p a i s e s con los q u e no - s t e conven o a lguno^ 
—229. Derecho c o m ú n d e ex t r ad i c ión ex i s t en t e e n I t a l i a - 2 3 0 . O b s e r ^ c . o n e s 
s o b r e los c o n v e n i o s e n t r e I ta l ia y A u s t r i a . - 2 3 l L a R e p u b h c a a r g e m t m a . - j » . 
El G r a n D u c a d o de B a d e n . - 2 3 3 . Bav ie ra . -23- l . B é l g i c a . - 2 3 5 . El Bras i l , «H>. 
Chfna - S L a Repúbl ica de C o s t a - R i c a - 2 3 8 . D i n a m a r c a - 2 3 9 . F r a n c . a . - 2 1 0 
Imperio a lemar .—241. La G r a n B r e t a ñ a . - ^ . G r e c i a - 2 4 3 . L a Kepubl ica de 
G u a t e m a l a —2M. H o n d u r a s . - 2 4 5 . G o b i e r n o de M a l t a - 2 1 6 . R e p u b h c a d e S a n 
Mariné—247. Méjico.—248. P r inc ipado de M ó n a c o . - 2 4 9 . I I o l a n d a . - 2 o O . - P e u . 
_ ¿ P o r t u g a l —232. R u . i a . - 2 5 3 . La Repúbl ica de S a n S a l v a d o r . E l Go-
b i e r n o de S i a m . - 2 5 5 . E s p a ñ a . - 2 5 6 . L o s E s t a d o s UnWos de Amér . ca . - ^ . 
S u e c i a v N o r u e g a - 2 5 8 . S u i z a - 2 5 9 . U r u g u a y . - « » . M u r t e m b e r g . - 2 6 - B x -

t r ad i í r ion e n l o s^ i a i s e s e n q u e los Cónsules ejercen j u r i sd icc ión p e n a l . — ^ 2 - P r o j 
c e d i m i e n t o p a r a p r o v o c a r la ex t rad ic ión y p a r a a c o g e r o r e c h a z a r la so .c ud 
h e c h a por u n Gobierno e x t r a n j e r o . - 2 6 1 . Bel i tos p o r los c u a l e s e s admis ib le la 
sol ici lud de ex t rad ic ión s e g ú n va r ios t r a t a d o s e n v i g o r . 

225. Los pequeños Estados que formaban la Italia ha-
bían celebrado tratados de extradición entre sí y con los de-
más Estados; pero era natural que estos convenios cesasen de 
reo-ir por el hecbo de la constitución del reino de Italia. Sm 
e m b a r g o , h a s t a l a redacción de los nuevos convenios, s e ad-
mitió que se atendiese también á los tratados anteriormente 
celebrados por el rey de Cerdeña en las otras provincias que, 
en unión de Cerdeña forman hoy el reino de Italia. Tal expe-



diente puede tener su justificación como medida política . 
tomada con objeto de que el reino de Italia no se encontrase 
desprovisto de tratados internacionales eh el momento de su 
constitución. Pero si se hubiese querido tener en cuénta la con-
dición jur ídicaqúe existía en los Estados italianos después que, 
en virtud de la voluntad nacional habían constituido por su 
unión el reino de Italia, se debía afirmar como consecuencia que 
los tratados anteriormente firmados por los antiguos Estados 
italianos, inclusive Cerdeña, no podían continuar vigentes. 

226. E n efecto, tanto por la razón, como por la doctrina de 
los publicistas antiguos y modernos, los tratados no pueden 
sobrevivir al Estado que dejó de existir en calidad de tal." 
Cuando la soberanía política perece y se produce lo que los 
publicistas llaman Ínter ¿tus república, muerte del Estado, se 
extinguen las obligaciones por ausencia de sujeto jurídico obli-
gado. La proclamación del reino de Italia entrañaba la muer-
te del antiguo reino de Cerdeña, así como de los otros Estados; 
,;cómo, pues, se hubiera podido exceptuar este último Sólo del 
efecto general de la extinción de los convenios celebrados an-
teriormente? Sin embargo, reconocemos que era necesario un 
expediente provisional y que no se pudo hacer nada mejor que 
extender á las provincias los tratados celebrados por el rey de 
Cerdeña, que eran los únicos exentos de principios contrarios 
al derecho público del reino de Italia. 

La revisión de los antiguos tratados se hizo con diligencia. 
Estos convenios se reemplazaron con otros más conformes con 
las nuevas necesidades y con otros intereses colectivos de la 
nación italiana. Así, pues, no se alabará nunca bastante á los 
hombres que desplegaron tanta actividad en l levará buen tér-
mino negociaciones tan difíciles, y en celebrar los tratados 
cuya lista presentamos en la siguiente relación : 
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227. Tratados de extradición celebrados por Italia. 

E s t a d o con el c u a l 
n a s ido c e l e b r a d o 

el t r a t a d o . 

! ( i ) 

I Argentina ( R e p . ) . 

A u s t r i a 

Badén 
I Baviera 
I Bélgica 
í B r a s i l . . . . 

C h i n a .' 

C o s í a - R i c a . . . 

I D i n a m a r c a . . . 

! F r a n c i a 

A l e m a n i a (Im. 

G r a n B r e t a i i a 

G r e c i a 

G u a t e m a l a . . . 

H o n d u r a s . . . . 

L u x e i r i b u r g o . . 

M a l t a . . . . t . 

I S a n M a r i n o . 

M é j i c o 
M ò n a c o 

i P a í s e s B a j o s ! 
P e r ú 

P o r t u g a l . 

R u s i a 

S a n S a l v a d o r 

S i a m .* 

de) 

F e c h a 
d e la 

• c e l e b r a c i ó n . 

F e c h a del c a m b i o 
d e 

r a t i f i c a c i o n e s . 

i E s p a ñ a 

i Estados-Unidos. " 
- > u e c i a y N o r u e g a 
S u i z a ® ' 
ü r i , S ; u a y . . . . ' . ' ! ' 
Wurtemberg 

23 J u l i o 1868 

27 F e b r e r o ( 8 6 9 

30 M a r z o 1867 

18 S e t . ( 6 S 

•5 E n e r o 1 8 7 3 

' 2 N o v . 1872 
26 O c t u b r e 1866 

6 M a y o 1 8 7 3 

(19 J u l i o 1 8 7 3 

12 M a y o 1 8 7 0 

3 ] O c t u b r e 1871 

3 F e b r e r o 1 8 7 3 

o/I 7 N o v . | * 7 7 

• 25 A g o s t o ¡ 8 6 9 

• l o J u n i o ( 8 6 9 
• 2 5 O c t u b r e 1878 

21 F e b r e r o 1863 

3 M a r z o 1863 

. 27 M a r z o 1 8 7 2 
1 * D i c . ( 8 7 0 

26 M a r z o 1866 

'-'O N o v . 1869 

21 A g o s t o 1 8 7 0 ' 

18 M a r z o 1878 

'/¡3 Mayo 1871 j 
29 M a r z o 1 8 7 1 

3 O c t u b r e I86<*j 

3 J u n i o 

23 M a r z o 

20 S e t . 

22 J u l i o 

7 M a y o 

30 O c t u b r e I86fl 

1868 
1 8 6 8 
1*66 
1868 
1866 

• í F e b r e r o 

M a v o 

2 M a y o 

29 N o v . 

25 F e b r e r o 

29 A b r i l 

2 i M a r z o 

' 8 A b r i l 

18 S e t . 

28 J u n i o 

27 N o v . 

18 M a r z o 

i / ' 6 M a v o 
•8 S e t . " 

14 J u l i o 

24 A b r i l 

3 A b r i l 

19 M a y o 

29 E n e r o 

|22 M a r z o 

6 J u n i o 

" A g o s t o I 

26 J u l i o | 

21 S e t . 

26 A b r i l 

I o E n e r o 

13 E n e r o 

17 S e t . 

•2 N o v . 

I o M a y o 

10 S e t . 

24 D i c . 

1870 

1 8 6 9 

1 8 6 7 
1868 
1 8 7 5 

1873 

1 8 6 7 

1 8 7 5 

1873 

1870 

1871 I 

1873 1 

1878 i 

' 8 7 1 I 

1 8 7 5 2 

l e c h a del d e c r e t o 
d e 

p u b l i c a c i ó n . 

M a y o I870¡ 

M a y o 1869 

J u n i o 1867 

D i c . 1 8 6 8 
F e b r e r o 1 8 7 5 

J u l i o 1873 

O c t u b r e 1868 

! A b r i l 
1 S e t . 

J u n i o 

D i c . 

M a r z o 

M a y o 

A b r i l 

D i c . 

1 8 7 5 

1 8 7 3 

1870 

1 8 7 ! 

1 8 7 3 
I878Í 

1872 

1 8 7 5 

I 
3 M a y o |,S63 

1872 

1 8 7 4 ' 

•186« 
1870 

1 8 7 3 

1 8 7 8 

1871 

1 8 7 2 , 

1 8 6 9 

1871 

1 8 6 9 

1868 
1866 
I 8 6 0 
1866 
1 8 6 9 

28 A b r i l 

8 J u n i o 

20 M a y o 

31 E n e r o 
1 5 M a v o 

9 J u l i o 

2 S e t . 

5 E n e r o 

1 8 7 2 

1 8 7 4 

1866 
1 8 * 0 

1 8 7 3 

1878 

1 8 7 7 

I873Í 

2 * E n e r o 1 8 6 9 

' 4 F e b r e r o 1 8 6 9 

I 7 F e b r e r o 1 8 6 7 

» M a y o IS69! 

7 N o v . 1 8 6 7 

31 E n e r o 1 * 7 0 ! 

^ y hasta con o t ™ m ' Z T < °n ' ° S E s t a " ° 8 I i m í " 
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Debemos añadir que, en cuanto á los Estados con los cua-
les no hemos celebrado t ratados, nuestro Gobierno aplica el 
principio de que la extradición puede concederse bajo la pro-
mesa de reciprocidad, principio que, por lo demás, será apli-
cable también en el caso de que se trate de extender los con-
venios existentes á un delito que no esté previsto en ellos. 
Obrando así, nuestro Gobierno considera tales convenios, no 
como el origen de un delito, sino simplemente como actos que 
tienden á proclamar y reglamentar un deber internacional 
existente ya. Tanto en ese caso, como en otro, en Italia se ob-
servan siempre las reglas fundamentales de la extradición, 
que son las siguientes: I a , que el culpable no sea ciudadano 
del país en que se ha refugiado; 2a, que el hecho no t enga 
n ingún carácter político ni conexion a lguna con un delito po-
lítico, ó finalmente que no constituya un delito militar; 3a, que 
el delito sea bastante grave para constituir su legítimo interés 
internacional en castigar el culpable. 

Por los mismos motivos, nuestro Gobierno admite que los 
convenios existentes son aplicables hasta á los delitos cometi-
dos ántes de la redacción de aquéllos, á ménos que no conten-
gan una cláusula expresa limitando la retroacción de sus efec-
tos. Esto se halla, por ejemplo, en los tratados con la Gran 
Bretaña, artículo 19; con Méjico, art. 8o; con el gobierno de 
Malta, artículos 9o y 10. 

229. Los principios generales que entre nosotros dominan 
la materia y que consitituyen el derecho común de la extradi-
ción, pueden resumirse del modo s iguiente: 

I o Las solicitudes de extradición deben hacerse por la vía 
diplomática, áun cuando se trate de una extradición temporal 
para la confrontación de los prevenidos. Por la misma vía se 
puede pedir telegráficamente el arresto provisional del preveni-
do, ácondicion de hacer, en un plazo conveniente, uua solici-
tud de extradición acompañada de los documentos necesarios. 

2o Los ciudadanos del Estado requeridos ño pueden ser ob-
jeto de esta medida. Sin embargo, si según los términos de la 
ley de su país pudiesen ser sometidos á una instancia penal 
por el delito cometido en territorio de otro Es tado , el Gobier-
no de este último debe comunicarlas informaciones, los docu-

meutos, las pruebas, remitir los objetos que constituyan el cuer-
po del delito, y ejecutar los actos de instrucción Necesarios. 

3o No se admite la extradición ni por delitos políticos ni 
por los que con ellos tienen conexion, así como tampoco por 
los que constituyen infracciones de la ley militar. Los indivi-
duos extraídos por delito del derecho común no podrán ser ob-
jeto ni de juicio ni de condena por n ingún delito político co-
metido anteriormente ni por ningún hecho relativo á tal delito. 

4° Un individuo entregado no puede ser procesado por nin-
guna infracción de la ley penal anterior á la extradición y no 
prevista en los tratados, á ménos que después de habe /s ido 
absuelto ó castigado por causa del hecho que ha motivado la 
extradición no haya continuado residiendo en el país por al-
gún tiempo, <3 que haya entrado en él contra su voluntad. 

5o La extradición no puede tener lugar si se ha operado la 
prescripción de la acción ó de la pena, según los términos de 
la ley del país donde el culpado ó sentenciado se ha refugiado. 

6o Se puede requerir y acordar la extradición de un ciuda-
dano de una tercera potencia, pero el Gobierno del Gobierno 
requerido debe informar de la petición al Gobierno del país del 
culpable y concederle la extradición con preferencia si pide 
que se le entregue su nacional para hacerle juzgar por sus 
propios tribunales. 

7o En el caso de varias solicitudes de extradición hechás 
juntamente , el Gobierno requerido puede preferir , ó bien la 
motivada por el delito más grave , ó bien la hecha primera-
mente. 

# Los documentos de apoyo de la petición deben ser el 
mandato de arresto <3 la orden de prisión, <5 la sentencia con-
denatoria. 

9o Todos los documentos deben estar escritos en el idioma 
de la nación que hace la petición. 

10. Cuando un individuo reclamado es objeto en el país 
donde está refugiado, bien de una acusación, bien de una con-
dena motivada por un crimen cometido en este lugar , su extra-
dición puede diferirse hasta el dia en que se halle relevado de 
todo proceso en virtud de una sentencia definitiva ó por haber 
cumplido su condena. 



11. No se puede re tardar la extradición con el objeto de-
salvar intereses de part iculares. Es to , por otra parte , no ira-
pide á aquéllos hacer valer sus derechos ante los magistrados 
competentes. 

12. Deben remitirse al Estado que ha hecho la petición de 
extradición, los objetos ocupados en la casa del prevenido, ó 
los instrumentos y útiles que hayan servido para cometer el 
delito, así como todo lo que pueda ser su elemento de prueba . 
E s t a remisión debe tener luga r áun en el caso de que, des-
pues de aceptada la demanda no se pudiese efectuar la extra-
dición por muerte ó f u g a del malhechor . 

13. Los gastos que resulten de la extradición quedan á car-
go del Gobierno requerido que debe satisfacer todos los que se 
h a g a n en su territorio. 

14. Los objetos entregados ú ocupados como elementos de 
prueba , t an luégo como se te rmine la instancia pena l , deben 
ser restituidos sin gastos á los terceros que t engan derecho á 
ellos. El derecho común de extradición tal como resulta de los 
actos legislativos y del conjunto de tratados vigentes en Ita-
lia, se ha modificado en los tratados especiales celebrados con 
cada Estado, del modo indicado en l as siguientes sucintas ob-
servaciones sobre cada uno de esos convenios. 

230. Austria.—El tratado vigente en la actualidad es de 
27 de Febrero de 1869. H a reemplazado al celebrado anterior-
mente con el ant iguo reino de Cerdeña, el 3 de Agosto de 
de 1838, y que confirmado en el art. 17 del t ratado de Zurich 
de I o de Noviembre de 1859, se extendió enseguida á las otras 
provincias i talianas. . 

También sustituyó á los convenios celebrados por Austria 
con el Gran Ducado de Parma , el 3 de Jul io de 1878; con el 
reino de las Dos Sicilias, el 24 de Diciembre de 1845; con e l " 
Gran Ducado de Toscana, el 28 de Agosto de 1834; tratados 
que no exceptuaban los delitos políticos. E l actual t r a tado fué 
extendido, por declaracion.de 15 y 18 de Mayo de 1871, á los 
delitos cometidos por militares y de la competencia de los tr i-
bunales militares, siempre que por su naturaleza fuesen de los 
enumerados en el t ra tado. 

Según el anterior t ratado, el de 3 de Agosto de 1838, todo 
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muladas en una ley. Esa ley, entónces en vigor, era la de I o 

de Octubre de 1833, y se hallaban eu ella limitados á siete el 
número de crímenes que podian motivar la extradición. En la 
nueva ley de 1868 se aumentó el número de delitos que po-
dian motivarla y el Gobierno italiano la dotó de un número de 
delitos muy superior al que contenia la antigua. Despues de 
otra ley más reciente promulgada en 1870, nuestro Gobierno 
firmó con el Gobierno belga, con fecha 23 de Junio de 1870, 
una declaración en la cual se halla comprendido entre los he-
chos que dan motivo á la extradición, el encubrimiento de los 
objetos adquiridos por medio de uno de los actos punibles pre-
vistos en el tratado de extradición. La ley de extradición más 
reciente, fué promulgada en Bélgica el 15 de Marzo de 1874. 
Esta ley deroga las de Io de Octubre de 1833, á excepción del 
artículo 6", la de 5 de Abril de 1868 y la de I o de Junio de 1870. 
El número de delitos que motivan la extradición se ha au-
mentado aún, y se autoriza la detención con una simple órden 
de arresto. Despues de esta ley se firmó la declaración de 6 de 
Noviembre de 1874 según la cual la extradición puede tener 
lugar en virtud de una órden de prisión ó de cualquier otro 
acto equivalente. Como era natural, el convenio fué ensegui-
da renovado y reemplazado por el de 15 de Enero de 1875, que 
encierra concesiones más amplias. E n este tratado se admite 
la extradición áun por los delitos y crímenes cometidos fuera 
del territorio del Estado solicitante, con la condicion de que, 
según las leyes del país, requerido el delito que la motiva, 
aunque haya sido cometido en el extranjero, pueda dar lugar 
á un procedimiento penal. Por otra parte, el número de deli-
tos es mucho mayor. Además, en caso de urgencia la petición 
de arresto provisional del prevenido puede hacerse, no sólo 
por la vía diplomática, sino también remitida directamente á 
la autoridad judicial ó administrativa de uno de los dos Esta-
dos. Esta autoridad tiene la facultad de oroceder inmediata-
mente al arresto del prevenido; pero en todos los casos está 
obligada á proceder inmediatamente al interrogatorio y á las 
pesquisas necesarias y dar cuenta enseguida al Ministro de 
Negocios extranjeros de los motivos que la hayan determina-
do á no diferir el poner en ejecuciou el arresto reclamado. 

235. Brasil. Antes de la celebración del tratado vigente, 
nuestro Gobierno habia obtenido de el del Brasil la promesa 
de que le entregaría los malhechores bajo la base de la reci-
procidad, pero no sabemos si se presentó alguna vez la oca-
sion de realizar esta promesa. El número de delitos apuntados 
en el convenio celebrado el 12 de Noviembre de 1872 es limi-
tado. Sin embargo, siempre es satisfactorio el haber celebrado 
un tratado con Gobierno que tiene muy pocos, tanto más 
cuanto que la misma Francia no ha podido llegar-á este resul-
tado, y solo aprovecha la reciprocidad consentida por el Bra-
sil en su favor. 

No carece de interés hacer notar que las órdenes de arresto 
ó los autos de prisión puedan servir para motivar, en casos de 
.urgencia, una demanda de arresto provisional (art. 5o). Para 
obtener enseguida la extradición, se exige una sentencia con-
denatoria ó un decreto ordenando la comparecencia del preveni-
do (art. 4o), ó bien, en materia criminal, un decreto acusato-
rio, y en materia de delitos, una órden de remisión. 

236. China— E l tratado de amistad y navegación de 26 de 
Octubre de 1866, entre Italia y el imperio Chino, contiene un 
artículo, el 22, relativo á la extradición de los malhechores 
chinos, que se refugien en las casas de los súbditos italianos, 
ó á bordo de buques italianos, y á la de los' marinos ú otros 
individuos de nacionalidad italiana que deserten de los bu-
ques italianos de guerra ó de comercio. No se hallan indicados 
los delitos que podrán dar lugar á la remisión del prevenido, 
ni se especifican los límites en que ha de tener lugar la extra-
dición. Inglaterra que, para su colonia de Hong-Kong ha ce-
lebrado un tratado parecido al nuestro (1), admite qué la cláu-
sula de extradición debe limitarse á los delitos de derecho co-
mún reprimidos por las leyes chinas (2), y no consiente en la 
remisión de los prevenidos que deban ser sometidos al tor-
mento, sino eu virtud de prévia promesa por parte del Gobier-
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no chino de no usar el tormento, ni como medio de prueba, ni 
como pena. Parece que nuestro convenio debería ser interpre-
tado con las mismas restricciones. 

La petición debe hacerse al Cónsul. 
.237. República de Costa-Rica.—El convenio vigente, firma-

do el 6 de Mayo de 1873, fué ratificado el 16 de Abril de 1875. 
Otro convenio celebrado el 10 de Febrero de 1868 no ha podido 
ponerse en vigor por falta de cambio ulterior de ratificaciones. 

La remisión recíproca de los malhechores está limitada á 
los delitos especificados y reprimidos por las leyes penales de 
ambos países. La demanda de extradición puede fundarse en 
el acta de acusación; debe indicar la disposición de la ley pe-
nal aplicable al prevenido del que se solicita la remisión. Para 
el resto se aceptaron por las partes contratantes las reglas del. 
derecho común. 

238. Dinamarca.—El tratado de extradición celebrado con 
nuestro Gobierno es uno de los raros convenios consentidos á 
este efecto por el Gobierno danés, que se ha limitado en cues-
tión de tratados de este género con los Estados limítrofes. Uno 
de los principales convenios de este Estado fué el de 10 de 
Diciembre de 1809 con Suecia, estendido después á Noruega 
el 7 de Marzo de 1825, en el cual no se aceptan los delitos po-
líticos. Un tratado casi idéntico se celebró con Rusia en el mes 
de-Octubre de 1866. 

En el convenio italo-danés se halla una cosa digna de 
atención, y es que, están excluidos de la extradición, no sólo 
los ciudadanos de los dos Estados, sino que también los ex-
t r a n j e r o s / / « ^ 6 domiciliados en los dos países, salvo el caso 
para estos últimos en que la demanda sea por un delito co-
metido ántes de su llegada al país ó durante los dos años si-
guientes á su llegada al país (art. 3o). También debe notarse 
que todas las piezas en apoyo de una demanda de extradición, 
deben estar acompañadas de la traducción francesa (art. 15), 
y que en el número de los documentos que pueden servir de 
fundamento á la demanda se halla comprendida el acta de 
acusación. En cuanto á lo demás, el tratado consigna las re-
glas del derecho común. 

239. Francia.—Las relaciones existentes hoy entre Italia y 

Francia en materia de extradición, han sido reglamentadas 
por el convenio celebrado entre Francia y Cerdeña, con fecha 
23 de Mayo de 1838, completado por la declaración de 19 de 
Noviembre del mismo año. Después se ha celebrado el tratado 
de 12 de Mayo de 1870, que actualmente se halla vigente. 
El 16 de Julio de 1873 se firmaron dos declaraciones, la una 
con objeto de determinar el sentido del art. 2o, núm. 23, y el 
otro con el de fijar la tarifa para los testigos que tuviesen que 
-trasladarse de un país á otro. 

Es de notar que el convenio actual ha dado por resultado 
aumentar el número de delitos que pueden dar lugar á la ex-
tradición, miéntras que estando vigente el anterior tratado era 
necesario, en muchos casos, forzar la letra para hacer entrar 
en él hechos que estaban excluidos. Despues del atentado con-
tra el emperador, el Gobierno francés trató de hacer entrar en 
la categoría de los crímenes que pueden dar lugar á la extra-
dición, el atentado contra la persona del jefe del Estado ó con-
tra los miembros de su familia, cuando presente el carácter de 
homicidio, de un asesinato, ó de un envenenamiento; pero no 
pudo obtener esta concesion por parte del Gobierno italiano, 
como habia obtenido de otros Estados. En efecto, esto era con-
trario á nuestra ley penal, según la cual este crimen está con-
siderado como político por su naturaleza, y como tal excluido 
del número de los que pueden dar lugar á la extradición. 

La disposición del art. 9o relativamente á los efectos de la 
extradición es digno de notarse. Según este artículo, el indi-
viduo extraído que se halle inculpado de un delito relaciona-
do con el que ha motivado la extradición y que constituya una 
circunstancia atenuante ó agravante del último hecho puede 
ser sometido á juicio por este último. Lo mismo sucederá aun-
que no se trate de un delito conexo, si el inculpado consiente 
en ello y notificándolo al Gobierno que lo haya entregado. 
Finalmente se puede proceder del mismo modo, en el caso de 
tratarse de un delito enumerado en el convenio, si el Gobierno 
que ha acordado la extradición consiente en la reunión de ins-
tancias. 

240. Imperio de Alemania.—El convenio de extradición ce-
lebrado con el emperador de Alemania el 31 de Octubre de 1871, 



aplicable á todos los Estados que forman el imperio de Alema-
nia (1), ha dejado sin efecto los tratados celebrados entre los 
Estados alemanes é Italia, es decir, el de 1868 con Baviera, el 
de 1867 con el Gran Ducado de Badén y el de 1869 con W u r -
temberg-. 

Una sola cosa es de notar en el convenio actual y es que la 
solicitud de extradición puede hacerse con la presentación del 
acta ó el decreto de acusación (art. 7o). En cuanto á lo demás 
este tratado no hace más que consignar el derecho común en 
la materia. 

241. Gran Bretaña,.—Inglaterra, hasta la promulg'acion de 
su ley de extradición de 1870 fExtradition Act.J, se ha mos-
trado rebelde á toda tentativa de celebración de tratados en 
esta materia. E l primer convenio entre este país é Italia, data 
del 5 de Febrero de 1873. Nunca existió tratado alguno entre 
ese país y Cerdeña si no es el de 10 de Mayo de 1855, relativo 
á la remisión recíproca de los desertores de la marina mercan-
te de cada país. 

El tratado vigente hoy con Inglaterra es de todos los de 
este género el que más se aleja del derecho común. Se aplica 
también á Inglaterra como á sus colonias. Una sola excepción 
se ha hecho para la isla de Malta, relativamente á la cual que-
da en pleno vigor la ordenanza del Gobierno de Malta, de fe-
cha 21 de Febrero de 1863. 

Se ha podido convenir en que el tratado de extradición no 
seria aplicable á los ciudadanos de los dos países contratantes. 
E n cuanto á los extranjeros naturalizados, se ha entendido 

(1) E l I m p e r i o d e A l e m a n i a , s e g ú n s u C o n s t i t u c i ó n de 16 d e Abri l d e 1811, c o m -
p r e n d e "25 E s t a d o s , q u e s o n l o s s i g u i e n t e s : L o s E s t a d o s d e P r u s i a y I . u x e m b u r g o 
(debe a ñ a d i r s e á P r u s i a , I l o l s t e i n y el S l e s w i g m e r i d i o n a l y t a m b i é n e l S l e s w i g 
s e p t e n t r i o n a l , h a s t a q u e P r u s i a lo h a y a d e v u e l t o á D i n a m a r c a , c o m o se o b l i g ó á 
el lo p o r el a r t . 5 o d e l t r a t a d o d e P r a g a , y t a m b i é n l a A l s a c i a y l a L o r e n a q u e f o r -
m a n p a r t e de l I m p e r i o s e g ú n l a l ey d e 9 d e J u n i o d e 1871), d e B a v i e r a , d e S a j o n i a , 
d e V u r t e m b e r g , d e M e c k l e m b u r g o - S c h e i v e r i n , d e L a x e W e i m a r , d e M e c k l e m b u r -
g o - S t r e l i t z , d e O l d e m b u r g o , d e B r u n s w i c k d e S a x e - M e i n e n g e n , d e L a x e - A l t e m -
b u r g o , d e S a x e - B o b o u r g - G o t h a , d e A u h a l d e S c h w a r z b u r g o - R u d o l s t a d t , d e S c h e -
w a r s b u r g o - S a u d e r s h a u s e n , d e W a l d e c k , d e R e u s s ( r a m a m a y o r ) , d e R e u s s ( r a m a 
m e n o r ) , d e S c h a u m b o u r g o - L i p p e , d e L i p p e , d e Lübeck , d e B r e m e n , y finalmente 
d e I l a m b u r g o . 

que la naturalización obtenida por el inculpado ó por el sen-
tenciado, posteriormente á la perpetración del delito, no pue-
da ser obstáculo á su extradición, á ménos, sin embargo, que 
hayan pasado cinco años de la concesion de naturalización y 
que despues de esta cencesion el individuo que haya sido ob-
jeto de ella-no haya estado domiciliado en el país requerido, 
en cuyo caso la demanda podrá ser rechazada (art. 4o). 

En este tratado se consiente la extradición de los senten-
ciados contradictoriamente y de los inculpados. Con respecto 
á los sentenciados, basta presentar el juicio condenatorio. E n 
cuanto á los inculpados, además de la orden de arresto, se de-
ben presentar elementos de prueba que, 'según la ley del país don-
de el fugitivo ha sido hallado, sean suficientes para proceder d su 
detención si el delito se hubiese cometido dentro de su territorio. 
El juicio por contumacia no puede, por sí sólo, servir de fun-
damento á una demanda de extradición (art. 9o). Sin embargo, 
los sentenciados por contumacia están en la misma línea que 
los inculpados. Puede, no obstante, obtenerse la extradición 
de un sentenciado por contumacia conformándose con las con-
diciones exigidas relativamente á los inculpados. 

Se admiten como elementos de prueba completamente efi-
caces, las piezas y la deposición de testigos recibida bajo la fé 
de juramento en el otro Estado, así como también los manda-
mientos que han sido concedidos y los juicios pronunciados, 
siempre que estos actos sean firmados v certificados por un 
juez, un magistrado ó un funcionario deteste Estado, y afir-
mados bajo juramento por un testigo, ó í-efrendado por el Mi-
nistro de justicia ó por cualquier otro Ministro. 

El Magistrado del Estado requerido puecle someter á un 
interrogatorio al individuo arrestado y practicar, con respecto 
al hecho denunciado, las diligencias preliminares del mismo 
modo que si el arresto fuese motivado por un delito cometido 
en su país. Sin embargo, la extradición no puede ponerse en 
ejecución sino después de quince dias, á contar desde el 
de la detención. Además, es necesario que las pruebas aduci-
das se crean suficientes, según las leyes del país requerido, 
para motivar la remisión del prevenido ante los tribunales, 
como si se tratase de un delito cometido en el país. 



Finalmente, es necesario que esté establecida la identidad 
de la persona del prevenido. 

El tratado con la Gran Bretaña difiere mucho de los demás 
tratados, sobre todo en cuanto á las formalidades requeridas 
para poner en práctica la extradición. El extranjero, en Ingla-
terra se halla, en cuanto al goce de su libertad, en las mismas 
condiciones que un inglés. Además, para restringir la libertad 
de un extranjero, es necesario observarlas mismas formalida-
des judiciales que para un inglés, y el extranjero no puede ser 
sometido al poder escepcional de la policía ni á la de la auto-
ridad administrativa, y no puede, como sucede en Francia y 
otras partes, ser expulsádo por medida de policía. 

Por este motivo Inglaterra, á diferencia de todos los otros 
Estados del continente, se muestra dispuesta á entregar á sus 
subditos lo mismo que los extranjeros, pero observa estricta-
mente las mismas formalidades judiciales para privar á unos 
y á otros de su libertad. 

242. Grecia.—En la legislación de este país se halla con-
signado el principio de la extradición de los malhechores. E n 
efecto, según el art . 4o del Código de procedimiento penal de 
este país, se dictará una ley especial para determinar los casos 
en que la extradición deberá tener lugar, y la manera cómo 
deberá hacerse la remisión de los criminales por los delitos y 
crímenes cometidos por ellos en el extranjero. Sin embargo, 
no habiéndose dictad») aún esta ley especial, el Gobierno grie-
go rehusó celebrar tratados de extradición, y no entreg'ó ja-
más ninguno de los numerosos malhechores que hallaban re-
fugio seguro en Grecia. El solo tratado existente es el cele-
brado con Turquía e" 25 de Mayo de 1855. En cuanto á lo que 
respecta á Italia, no se habia propuesto con este objeto nin-
gún tratado con Grecia, y por eso no se podia impedir á sus 
criminales aprovecharse de la gran facilidad que tenian para 
refugiarse en el territorio gr iego , donde se hallaban al abrigo 
de toda persecución. Pero el tratado de 17 de Noviembre 
de 1877 ha llenado este vacío. 

El convenio vigente en la actualidad es muy lato. Se 
acuerda la extradición, no sólo por razón de un crecidísimo 
número de crímenes y delitos determinados, sino también en 

cuestiones correccionales, los individuos sentenciados contra-
dictoriamente ó en rebeldía, pueden ser entregados cuando la 
pena impuesta es por lo ménos de tres meses de prisión, y los 
prevenidos pueden ser extraídos cuando la pena aplicable al 
hecho acriminado es por lo ménos de dos años de prisión, se-
gún los términos de la ley del país que interpone la demanda, 
ó cuando se trata de un prevenido que ha sido ya sentenciado 
á una pena criminal ó á un año de prisión. 

Este convenio es el más lato que ha celebrado el Gobierno 
italiano. Establece un importante precedente en materia de 
extradición, cuyo resultado será inducir á los otros Gobiernos 
á hacer de esta institución una parte integrante del procedi-
miento penal de sus respectivos países. 

«En materia correccional, son entregados: 
»1° Los sentenciados contradictoriamente ó en rebeldía, 

cuando la pena impuesta sea á lo ménos de tres meses de pri-
sión. 

»2° Los prevenidos, cuando el máximum de la pena apli-
cable al hecho acriminado sea, según la ley del país recla-
mante, á lo ménos de dos años de prisión ú otra equivalente, 
<5 cuando, el prevenido haya sido condenado ya á una pena cri-
minal ó á encarcelamiento por más de un año.» 

Relativamente á los individuos naturalizados en uno de los 
dos Estados, después de haber cometido el delito que motiva 
su extradición, se ha establecido la regla de que la naturali-
zación no impide ni el arresto ni la extradición, excepto en el 
caso de que se hayan pasado cinco años desde la naturaliza-
ción del individuo reclamado, ó que durante esta época haya 
estado domiciliado en el país requerido. 

Entre los documentos que apoyen la demanda de extradi-
ción, Se hallan enumerados el acta de acusación, el manda-
miento de arresto y toda otra acta equivalente á este manda-
miento. 

243. Guatemala. — Antes del tratado celebrado el 25 de 
Agosto de 1869, no existia convenio de extradición alguno en-
tre Italia y la República de Guatemala. El convenio vigente 
está conforme con los principios del derecho común. Debe no-
tarse solamente, que para solicitar v obtener la extradición 



es necesario que se trate de un delito especificado en el art. 2o, 
y que, según la legislación italiana y la de Guatemala, entra-
ñe penas criminales. En el número de los documentos que 
pueden servir para fundar la demanda, se halla comprendida 
el acta de acusación (art. 9o). 

244. Honduras.— Antes de la conclusión del convenio vi-
gente desde 1875, no existia entre este país é Italia ningún 
tratado relativo á la extradición. El convenio en vigor actual-
mente está conforme cou los principios del derecho común. 
Entre los hechos que pueden motivar la extradición se hallan 
comprendidos delitos poco graves. Entre las piezas que apoyan 
la demanda está comprendido el mandamiento de arresto. 

245. Malta.—El convenio de extradición entre los dos Go-
biernos se celebró el 3 de Marzo y el 3 de Mayo de 1863, de 
conformidad con la ordenanza del Gobernador de Malta de 21 
de Febrero de 1863. Continúa en vigor para esta parte de los 
dominios ingleses que llevan la denominación de Islas de Mal-
ta, que son las islas de Gozo, de Comino y de Malta; en efec-
to, eso es lo estipulado en eí tratado de extradición con la Gran 
Bretaña (artículo 18). 

La extradición por uno de los delitos enumerados, en el ar-
tículo I o de la ordenanza antedicha, se efectúa por nuestro 
Gobierno en vista de un mandamiento de arresto, emanado de-
un juez ó de una corte cualquiera del Gobierno maltés. E l Go-
bierno de Malta, en estos casos, observa las formalidades pres-
critas por la ley inglesa. Cuando el Gobierno italiano presenta 
u n mandamiento de arresto para reclamar la expedición de su 
prevenido, puede sólo obtener el arresto del individuo recla-
mado, pero no puede obtener la extradición sino después de 
iniciado el juicio ante la corte de policía judicial. Es ta corte 
tiene el derecho de examinar si las pruebas del delito serian 
suficientes si hubiese sido cometido en Malta para entrañar la. 
iniciación del juicio contra el inculpado. Además comprueba 
la identidad del prevenido. También admite esta corte como 
prueba para motivar la prevención, toda deposición hecha ante 
un juez ó un magistrado italiano. Pero como la ley inglesa 
exige que la deposición de testigos sea recibida bajo j u r a -
mento y según nuestro Código de procedimiento penal, artícu-

lo 172, por el contrario, los testigos no están obligados á pres-
tar juramento en las cortes de instrucción escrita, se hizo ne-
cesario modificar en este punto la ley entónces en vigor. Así 
es que está prescrito en el art. 853 del mismo Código que los 
testigos podrán ser obligados á deponer bajo juramento cuan-
do sea necesario para obtener la extradición de un Gobierno 
extranjero. 

246. San Marino.—En el convenio de buena vecindad cele-
brado en la república de San Marino el 27 de Marzo de 1872, 
se introdujeron algunas modificaciones al tratado celebrado 
anteriormente el 22 de Marzo de 1862. Las reglas relativas á 
la extradición se hallan contenidas en los artículos 7o y 21; di-
fiere del derecho común en razón á las condiciones particula-
res en que se encuentra la república de San Marino que está 
completamente enclavada en el territorio italiano. 

En el art. 7o, los dos Estados se reconocen obligados á per-
seguir y prender á los malhechores condenados ó inculpados 
de un delito por las autoridades judiciales respectivas y á en-
tregarlos. En el art. 8o está estipulado que la demanda de ex-
tradición puede ser hecha por la autoridad judicial del otro 
Estado mediante la presentación de una sentencia condenato-
ria, de un acto de acusación ó de un acto de prisión. En el ar-
tículo 9o se dice que en los casos urgentes , tanto la autoridad 
judicial como la autoridad política están autorizadas para soli-
citar el arresto del sentenciado ó del inculpado, con condicion 
de presentar los documentos exigidos en el más breve plazo 
posible. 

247. Méjico.—En el tratado celebrado el 17 de Diciembre 
de 1870 y ratificado el 30 de Abril de 1874, Italia y los Esta-
dos-Unidos de Méjico estipulan la extradición de los malhe-
chores por algunos crímenes especificados. 

Este tratado tiene un punto notable, y es que las partes 
contratantes convinieron en que no podian entregarse sino los 
individuos en estado de acusación (accusati), y esto se hizo á fin 
de respetar los principios especiales de derecho público vigen-
tes en Méjico. 

El Gobierno italiano reclama, además, la extradición de 
los sentenciados por contumacia, porque puede considerárseles 



como en estado de acusación, no siendo definitiva la sentencia 
sino después de la prescripción de la pena. 

Las piezas sobre las que debe estar fundada la demanda 
son además del mandamiento de remisión y la orden de pri-
sión, las informaciones ó documentos que sirvan de base á la 
acusación. Sin embargo, según los términos de una declara-
ción oficial del Gobierno mejicano, las informaciones y docu-
mentos requeridos consistentes en las copias de las deposicio-
nes de testigos, (escogiendo las más importantes) las denun-
cias y las diligencias de los funcionarios de policía judicial de 
que resulten las pruebas más decisivas. A estos documentos 
se añaden las partidas de nacimiento. 

Este tratado no se aplicará jamás á los crímenes cometidos 
antes de ser rectificado, á pesar de que estos crímenes estén 
enumerados en él, áun cuando esto resulte de una disposición 
contenida en el mismo (art. 8o). Además, en el caso en que en 
el curso de un proceso el individuo extraído fuese acusado de 
otro crimen mencionado en el tratado y posterior al que ha 
motivado su extradición, para seguirle proceso por él, seria 
necesario pedir de nuevo aquella. 

248. Monaco—Wt t ratado con este Estado se celebró el 26 
de Marzo de 1866 y ratificado el 19 de Mayo del mismo año. 
Es tá en un todo conforme con los principios del derecho co-
mún. Sólo es de notar que, entre los documentos necesarios 
como fundamentos á la demanda, figura el auto ó acta de acu-
sación. 

249. Holanda— El tratado celebrado el 20 de Noviembre 
de 1869, fué ratificado el 29 de Enero de 1870. 

Como en esa época la ley de 1849 sobre la extradición de 
los extranjeros estaba aún vigente en Holanda, debieron res-
petarse las disposiciones de esa ley (art. 17), que limitaba á 
siete los crímenes que podrían motivar la extradición, así como 
también las disposiciones del Código penal holandés. Se con-
sintió la extradición no solamente por los delitos cometidos en 
los Países-Bajos, sino que también por los cometidos en el ex-
tranjero cuando son castigados por el Código penal holandés. 
Efectivamente, en ciertos casos, el legislador holandés castiga 
los delitos cometidos fuera del territorio, bien por nacionales, 

T)ien por extranjeros. Sin embargo, se hizo excepción para el 
caso en que la demanda de extradición la hiciese la autoridad 
del país donde se cometió el delito. 

Los crímenes por los1 cuales se consintió la extradición, 
fueron determinados según el art. 17 de la antedicha ley. E l 
convenio no ha podido extenderse, bajo la base de la recipro-
cidad, á los delitos que no están previstos en él porque la mis-
ma ley se opone formalmente á ello. 

La excepción hecha en favor del ciudadano del Estado re-
querido, se extendió hasta los extranjeros asimimilados á los 
nacionales. Tales son, según la ley holandesa, los individuos 
que, con autorización del rey, han establecido su domicilio en 
el reino.-También lo son los que, despues de haber fijado su 
domicilio en un municipio holandés y haberlo comenzado du-
rante seis años, han declarado á la autoridad local de su domi-
cilio, su intención de establecerse en el reino. Así como lo son 
también, finalmente, los que habiéndose casado con una ho-
landesa tengan uno ó más hijos nacidos en el reino (1). 

Se admitió que la demanda de extradición pudiese tener 
por fundamento el acta ó el decreto de acusación ; sin embar-
go, el Gobierno holandés debe aplicar las reglas admitidas en 
la ley de 13 de Agosto de 1849, vigente en la época en que se 
celebró el tratado, y ejecutar la extradición según las forma-
lidades prescritas en el art, 18 de dicha ley (2). 

(1) A r t . 8" Cód . c iv . d e l o s P a í s e s B a j o s . 
(2) Ar t . 18. ( L e y h o l a n d e s a d e 13 d e A g o s t o d e 1819). T o d o e x t r a n j e r o r e c l a m a d o 

e n v i r t u d d e l o s t r a t a d o s , p u e d e s e r a r r e s t a d o p r o v i s i o n a l m e n t e , y s u s e f e c t o s 
p u e d e n s e r e m b a r g a d o s . En los t r e s p r i m e r o s d i a s s e d a r á a v i s o a ! Min i s t e r io 
públ ico del l u g a r d o n d e se h a l l evado á cabo e s t e a r r e s t o . E n l o s ocho d i a s s i -
g u i e n t e s a l a r r e s t o , si se h a e f e c t u a d o , y en l o s ocho d i a s s i g u i e n t e s al m a n d a -
m i e n t o d e a r r e s t o , el Min i s te r io públ ico p e d i r á q u e el i n d i v i d u o c u y a e x t r a d i c i ó n 
h a s ido r e c l a m a d a , s e a o ido e n C á m a r a d e C o n s e j o , y q u e el T r i b u n a l h a g a c o n o -
ce r , d e n t r o del m e s , s u o p i n i o n s o b r e l a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n . E l T r i b u n a l d e -
c i d i r á al p r o p i o t i e m p o si l o s o b j e t o s e m b a r g a d o s d e b e n s e r , en t o d o ó en p a r l e , 
d e v u e l t o s al p r e v e n i d o , ó si d e b e n r e t e n e r s e c o m o e l e m e n t o s d e p r u e b a . E l p a r e c e r 
d e l T r i b u n a l , y l a s p i e z a s se r e m i t i r á n al Min i s t e r io d e j u s t i c i a . En el i n t e r v a l o d e 
q u i n c e d i a s , á c o n t a r d e s d e l a é p o c a en q u e el p r e v e n i d o h a s ido o ido e n C á m a r a 
del C o n s e j o , p o d r á h a c e r u s o d e l a f a c u l t a d q u e l e c o n c e d e el a r t . 20 d e l a p r e s e n t e 
l ey . S i s e h a n l l e n a d o t o d a s l a s f o r m a l i d a d e s , s i el t é r m i n o d e q u i n c e d i a s , f i j a d o 
p o r el p á r r a f o a n t e r i o r , h a e s p i r a d o , ó s i , c o n f o r m e al a r t . 20 l a a l t a C o r t e h a e s t a -
t u i d o , p o d r á a c o r d a r s e ó n e g a r s e l a e x t r a d i c i ó n . 

»Ar t . 19. L a s d i s p o s i c i o n e s d e l a p r e s e n t e l ey n o s o n ap l i cab l e s , n i á l o s e x t r a n -



Las condiciones impuestas al Gobierno neerlandés para la 
conclusion de los tratados relativos á la extradición de malhe-
chores, han sido modificadas por la ley de 6 de Abril de 1875. 
E l legislador, á fin de dar mayor extension á la extradición, 
en cuanto á las personas y á los delitos derogó, por esta ley, 
los artículos 17 y 18 de la de 1849. 

. Es natural que los Gobiernos que habian celebrado trata-
dos en los límites de la ley precedente, aprovechen mejores 
condiciones que se les presentan despues de la ley actual. 
También estamos seguros de que nuestro Gobierno sabrá ne-
gociar un nuevo convenio para reemplazar al que actualmente 
rige. 

250. Perú.—El convenio vigente en la actualidad se firmó 
el 21 de Agosto de 1870 y fué ratificado el 22 de Marzo de 1873. 
Anteriormente, las relaciones entre los dos Gobiernos, en ma-
teria de extradición, se reglamentaban por el convenio- de 
amistad, de navegación y comercio, de 14 de Junio de 1853, 
concluido entre Cerdeña y el Perú. Por este tratado, artícu-
los 28 y 29, los dos Gobiernos estipularon la obligación recí-
proca de entregarse los malhechores culpables de ciertos deli-
tos especificados. El actual convenio está conforme con el de-
recho común. 

251. Portugal.—Según los términos del convenio reciente-
mente celebrado por la primera vez entre Italia y el Gobierno 
de este país, el 18 de Marzo de 1878, son susceptibles de extra-
dición los individuos prevenidos, acusados ó sentenciados, au-
tores ó cómplices de los delitos enumerados en dicho convenio 
y que han sido cometidos en el territorio de uno de los dos Es-

j e r o s a s i m i l a d o s á l o s n e e r l a n d e s e s , s e g ú n l o s t é r m i n o s del a r t . 8 o del C ó d i g o c i -
v i l , y q u e s o n c o n s i d e r a d o s c o m o n a c i o n a l e s , e n lo t o c a n t e á l o s e f e c t o s d e l a p r e -
s e n t e l e y ; n i al e x t r a n j e r o e s t a b l e c i d o en t e r r i t o r i o n e e r l a n d é s y c a s a d o con n e e r -
l a n d e s a , y h a y a t e n i d o en e l l a u n o ó m á s h i j o s d e n t r o de l r e i n o . 

•Ar t - 20. S i l a s d i s p o s i c i o n e s d e la p r e s e n t e l e y s e a p l i c a s e n á p e r s o n a s q u e 
p r e t e n d i e s e n s e r n e e r l a n d e s a s , y e s t é n c o m p r e n d i d a s e n u n a ú o t r a c l a s i f i c a c i ó n 
d e l a s e s t a b l e c i d a s en el a r t . 19, l e s e s p e r m i t i d o , p e r o n o p o r o t r o s m o t i v o s ( y s i 
s e h a l l a n en el c a s o p r e v i s t o p o r l o s a r t í c u l o s 12 y 18 d u r a n t e el t i e m p o e s t a b l e c i -
do po r d i c h o s a r t í c u l o s ) , i n t e r p o n e r u n r e c u r s o a n t e l a a l t a Cor t e p a r a p r o v o c a r l a 
d e c l a r a c i ó n d e q u e l a l ey n o l e s es a p l i c a b l e . 

»lia a l t a C o r t e e x a m i n a l a d e m a n d a y e s t a t u y e d e s p u é s d e h a b e r o ido a l p r o c u -
r a d o r g e n e r a l . « 

tados ó en sus dependencias ó en sus colonias de Ultramar. 
La extradición puede tener lugar también por delitos co-

metidos fuera del territorio del Estado reclamante, si según 
los términos de la ley del país requerido están autorizados los 
procedimientos por el hecho acriminado, y si el prevenido es 
subdito del Estado reclamante. 

E n este tratado hay una disposición excepcional, la del ar-
tículo 4o, que dice a s í : 

«En el supuesto de que se presentasen casos comprendidos 
en la categoría de hechos, previstos por el artículo precedente, 
tales que la extradición requerida apareciese contraria, en cuan-
to á sus consecuencias, á los principios de equidad ó de hu-
manidad admitidas en'la legislación de ambos Estados, cada 
uno de los dos Gobiernos se reserva el derecho de no consentir 
la extradición, dando conocimiento al Gobierno demandante 
de los motivos de su negativa. 

Entre las personas 110 susceptibles de extradición se hallan 
los individuos naturalizados. 

Entre las piezas en apoyo de la demanda se halla enume-
rado el mandamiento de arresto. 

Otra estipulación de este tratado es, que si despues de tres 
meses, á contar desde el dia en que el individuo requerido sea 
puesto á disposición del agente diplomático, no ha sido dirigi-
do al país donde haya de ser juzgado, debe ser puesto en liber-
tad y no podrá volver á ser detenido por el mismo hecho. 

252. Rusia.—El convenio firmado el I o y 13 de Mayo de 1871, 
fué ratificado el 7 de Agosto y el 28 de j"ulio del mismo año'. 
Hasta estos últimos años, Rusia habia celebrado pocos trata-
dos de extradición, propiamente dichos. Si se exceptúa el tra-
tado celebrado con Suecia el 20 de Noviembre de 1810 y reno-
vado el 12 de Mayo de 1828, en el cual se hablaba de la remi-
sión de los malhechores de delitos de derecho común, los con-
venios con los Estados limítrofes tenian por principal objeto 
la entrega de los prevenidos por delito» políticos á los deserto-
res. En el tratado celebrado con Prusia el año 1857 se hablaba 
incidentalmente de los prevenidos por delitos de derecho co-
m ú n ; se convino en él que la extradición debia tener lugar 
por la simple demanda de la policía respectiva y sin interven-



cion de la diplomacia. Los primeros tratados especiales más-
conformes con los principios del derecho internacional moder-
no, son los celebrados con Dinamarca en Octubre de 1866 y 
con los Países-Bajos en Abril de 1867. El primer tratado en el 
cual se ha limitado la extradición á los crímenes y delitos de 
derecho común, es el que se celebró con Baviera en Agos-
to de 1869 (1). 

Desde luego es digno de atención que el tratado i ta lo-ru-
so esté conforme en todos sus puntos con las reglas del de-
recho común. Es de notar que la extradición se concede por 
los crímenes y por los delitos voluntarios (art. 2o) castiga-
dos con una pena superior á un año de prisión, ó con una 
pena, sea aflictiva, sea infamante; que la demanda puede fun-
darse bien en el decreto, bien en el acta de acusación: y que 
los documentos deben estar acompañados de su traducción 
francesa. 

253. República de San Salvador.—El convenio fué celebrado 
el 29 de Marzo de 1871 y ratificado el 21 de Setiembre de 1872. 
Anteriormente se habia firmado el convenio de 31 de Marzo 
de 1868, pero no pudo jamás ponerse en vigor por falta del 
cambio de ratificaciones. Una sola cosa notable se halla en el 
tratado actual, y es que se convino entre las partes contratan-
tes que la extradición no tendría lugar por razón de los hechos 
enumerados, sino cuando éstos tengan por consecuencia la 
aplicación de una pena criminal (art. 2o). Se estipuló también 
que la demanda de extradición podrá fundarse en el juicio ó 
en el acta de acusación (art. 9o). 

254. Siam.—El tratado de amistad y comercio de 3 de Oc-
tubre de 1868 (art. 10) provee á la remisión de los Siameses 
que busquen refugio en la casa de un italiano habitante en el 
Estado de Siam. Según los términos de este artículo, deben 
entregarse, probada su culpabilidad, á las autoridades locales. 
Igualmente un italiano que se refugie en el territorio de Siam, 
debe Mr entregado al Cónsul italiano por demanda de éste. 

2oo. España. El convenio actual fué firmado en 3 de J u -
nio de 1868 y ratificado el 13 de Enero do 1869. Reemplazó al 

í l ) C a l v o , Dr. intern.,% 398. 

tratado concluido el 6 de Setiembre de 1857 entre Cerdeña y 
España, y que habia servido cuando la constitución del reino 
de Italia para reglamentar, en materia de extradición, las re-
laciones en el Estado italiano y España. E l nuevo tratado está 
conforme con las reglas del derecho común. Se dice formal-
mente en él, que después de obtenida la extradición no se 
puede procesar al prevenido por los delitos señalados en el 
tratado, pero no mencionado en la demanda. La presentación 
del acta de acusación basta para motivar aquella. 

256. Estados-Unidos de América.— El tratado firmado el 
23 de Marzo de 1868, fué ratificado el 21 de Enero de 1869. 
Difiere del derecho común en muchos puntos. En efecto, los 
dos Gobiernos se vieron en la necesidad de respetar el derecho 
público y las leyes relativas á la extradición vigentes en los 
Estados-Unidos. 

En este país se halla actualmente en vigor la ley de extra-
dición de 12 de Agosto de 1848. Se completó por las leves de 
22 de Agosto de 1860 y de 3 de marzo de 1869. que estable-
cieron las reglas por las cuales debían guiarse para conceder 
la extradición. Desde luégo, las dos partes contratantes han 
debido encerrarse en los límites establecidos por estas leyes. 

El número de delitos por los cuales se estipuló la extradi-
ción, es más considerable que el fijado en la convención Fran-
co-americana y en los otros tratados celebrados con diferentes 
Estados europeos. Sin embargo, el individuo reclamado no 
puede ser entregado sino suministrando medios de prueba su-
ficientes para motivar su detención, y si diese lugar á un pro-
cedimiento penal contra e'1 en el país donde se ha refugiado, 
suponiendo el crimen cometido en él (art. Io). 

Las piezas en apoyo de la demanda son, el decreto de con-
dena ó el mandamiento de arresto. El decreto de condena debe 
estar legalizado con la firma del Escribano de la Corte que ha 
sentenciado, sellado con el sello de esa Corte, refrendado por 
el Ministro de Just icia que legaliza la firma del Escribano, y 
por el Ministro de Negocios extranjeros que atestigua la au-
tenticidad del Ministro de Justicia. Además, estas firmas de-
ben ser legalizadas, bien por el Ministro de los Estados-Uni-
dos, acreditado cerca del Gobierno Italiano, bien por el Cónsul 



general ó bien por el Cónsul de los Estados-Unidos residente 
en la capital del reino. El mandato de arresto, además de las 
mismas formalidades y legalizaciones, debe estar acompañado 
de la deposición de testigos recibida bajo juramento y debida-
mente legalizada. 

La autoridad encargada de poner en ejecución la extradi-
ción puede, en vista de estas piezas, decretar un mandato de 
arresto contra el fugitivo y obligarle á comparecer ante la au-
toridad judicial para ser interrogado y para decidir si, confor-
me á l a s leyes vigentes, debe ser entregado. Presentado ante 
el Juez , el individuo reclamado podrá obtener una órden de 
habeas corpus, en virtud de la cual , el representante de nues-
tro Gobierno, que pretende la extradición, está obligado á su-
ministrar la prueba del delito. Cuando las pruebas recibidas y 
examinadas por el Juez ó comisario han sido reputadas insu-
ficientes por él para justificar la prisión, según los términos 
del tratado, se hará mención de ello en un proceso verbal 
instruido por este Magistrado, que lo trasmitirá al Secretario 
de Estado que pide la entrega á nuestro Gobierno del indivi-
duo requerido. 

Es de notar que en el tratado no se hace mención a lguna 
expresa de excepción en favor de los ciudadanos del Estado, 
al cual se hace la demanda. En realidad, el Gobierno de los 
Estados-Unidos, bajo este punto de vista, coloca á sus nacio-
nales en la misma línea que á los extranjeros que residen en su 
territorio. Bajo todos conceptos, pone el mayor cuidado en 
comprobar la culpabilidad del inculpado ó del sentenciado, 
pero sin pro tejer j amás á los malhechores, sean nacionales ó 
extranjeros. 

257. S'necia y Noruega.—Este tratado fué firmado el 20 de 
Setiembre de 1866 y ratificado el 2 de Noviembre del mismo 
año. Como por razón de la diversidad de las leyes penales de 
los dos países, la denominación de los delitos no' era suficiente 
para determinar los casos en que debería tener lugar la extra-
dición, se tomó por base la duración de la pena , y se limitó la 
extradición á los delitos especificados en el tratado que im-
plicasen una pena criminal cuya duración no sea menor de 
tres años, (art. 2o.) 

La disposición del art. 3o es única. Según este artículo, la 
extradición que en general debe concederse siempre que se lle-
nen las condiciones exigidas por los términos del tratado, pue-
de ser negada por cualquiera de los Gobiernos contal de que ha-
ga conocer al otro los motivos de su negativa. Conviene hacer 
notar, sobre este punto, que en esta disposición no se han que-
rido tener en cuenta los delitos políticos ni tampoco los rela-
cionados con ellos porque se hace excepción expresa de estas 
dos clases de delitos (art. 4o). Desde luégo se debe entender 
esta disposición como aplicable á los delitos de derecho común 
que están indicados en el tratado con la reserva del derecho 
de negar la ejecución dsel mismo. 

El acta de acusación está comprendida en el número de los 
documentos que pueden servir de base á la demanda. 

258. Suiza. El tratado celebrado el 22 de Julio de 1868 
fué ratificado el I o de Mayo de 1869. Posteriormente, por la 
convención de I o de Julio de 1873 fué extendido á dos nuevos 
delitos. Este tratado, en todas sus disposiciones, está confor-
me con el derecho común. Es de notar que la demanda puede 
fundarse en un acta de acusación (art. 9o). 

259. Uruguay.—La extradición de los malhechores está re-
glamentada entre Italia y la República de Uruguay en los ar-
tículos 28, 29 y 30 del tratado de comercio y navegación de 7 
de Mayo de 1866. 

Una de las condiciones exigidas en el art. 28, es que, el 
delito por razón del cual se pide la extradición, no sólo se ha-
lle compredido en el número de los previstos en el tratado, sino 
que además esté suficientemente probado para dar lugar á la 
detención y enjuiciamiento del culpable, según la ley del país 
requerido, en el caso de que el delito se hubiese cometido en 
el territorio de este Estado. Desde luégo es necesario comuni-
car las diligencias auténticas de los actos de donde resulten 
las pruebas más importantes. 

. Es tá además convenido que la demanda puede hacerse di-
rectamente por la vía judicial. Sin embargo, nos consta que 
las demandas han sido y son dirigidas por la vía diplomática. 

El documento en el cual puede fundarse la demanda es ex-
clusivamente el mandamiento de arresto. 



260. Wurtemlerg.—Las relaciones entre el reino de Italia y 
el de Wurtemberg en materia de extradición, han sido regla-
mentadas por el convenio de 30 de Octubre de 1869, que h a 
estado vigente hasta la celebración con el imperio aleman del 
tratado que ha puesto fin á todos los celebrados anteriormente 
con los diferentes Estados alemanes. 

261.. En todos los países en que se admite la jurisdicción 
de los cónsules en materia penal (tales son Turquía, los países 
de Africa y de Levante que reconocen la soberanía de la Subli-
me Puerta (1), Marruecos (2), Persia (3), el Japón (4), Chi-
na (5), y el reino de Siam (6), el arresto de los malhechores i ta-
lianos puede ejecutarse por nuestros cónsules que ejercen esa 
jurisdicción. No es necesario dirigirse á los Gobiernos de estos 
países ni observar las formalidades exigidas para la extradi-
ción, sino que basta remitir al Ministro de Just icia de nuestro 
país el mandamiento de arresto, ó la orden de captura, ó bien el 
juicio condenatorio,. El Ministro de Justicia trasmite inmedia-
tamente á nuestro cónsul las instrucciones necesarias para 
proceder al arresto del prevenido, bien directamente, si por el 
uso se le reconoce este derecho, bien reclamando el concurso 
de la autoridad local si no tiene á su disposición n inguna fuer-
za armada. En los casos muy urgentes, nuestros procuradores 
generales ó nuestros procuradores del rey podrán dirigirse di-
rectamente álos cónsules, dando al mismo tiempo aviso de ello 
al Ministro; pero por excepción, esta vía directa les está pro-
hibida respecto de los cónsules de los Principados danubia-
nos, y esto resulta también del art. 276 del reglamento con-
sular. 

262. La demanda de arresto provisional ó de extradición 

(1) V é a n s e l a s C a p i t u l a c i o n e s . 

(2) T r a t a d o d e 6 d e O c t u b r e de 1825 en l a r e s e ñ a t i t u l a d a : Tratados públicos de la. 
rea/Casa deSaboya, p . 555 :—Notas d e 9 d e M a r z o , d e 10 y 14 d e M a y o d e 1857, Rac-
colta dèi trattali in vigore tra Italia è gli stali stranieri, p . 631. 

(3), T r a t a d o d e 2-1 d e S e t i e m b r e d e 1832, a r t . 5°, Collezione dei trattati'tomo s p a -
g i n a 143. 

(4) T r a t a d o d e '25 A g o s t o 1865, a r t í c u l o s 5°-7°, Collezione dei trattali, t o m o ir, p á -
g i n a 162. 1 

(5) T r a t a d o d e 26 O c t u b r e 1866, a r t í c u l o s 15-7, Collezione dei trattali, t o m o l i , 
p á g i n a 212. 

(6) T r a t a d o d e 3 d e O c t u b r e d e 1868, a r t . 9°, Collezione dei Iratlati, t o m o ì i i , p à -
g i n a 212. 

de los malhechores se inicia, en Italia, por la autoridad judi -
cial. El juez de instrucción debe avisar de ello á la Corte (Cá-
mara de admisión de acusaciones) que á su vez dirige, cuando 
hay lugar á ello, la demanda y las piezas de apoyo por media-
ción del procurador general al Ministro de Just ic ia . El Ministro 
puede hacer ejecutar la demanda por la vía diplomática sin otra 
formalidad, ó bien usando de la facultad que la ley le concede, 
someter la demanda al Consejo de Estado (1) que debe enton-
ces dar su dictámen. El Gobierno del Rey puede también re-
clamar directamente la extradición según el art. 853 del Códi-
go de procedimiento penal. 

Cuando la extradiccion la pide un Gobierno extranjero, la 
demanda y las piezas que la fundan se remiten al Ministro de 
Justicia que después de un examen preliminar, tanto de la de-
manda como de las piezas invita al Ministro del Interior á or-
denar y á hacer efectuar el arresto del individuo reclamado. 
Una vez practicado el arresto, el Ministro de Justicia traslada 
todas las piezas al procurador general en cuya jurisdicción ha 
sido arrestado el prevenido. El procurador, después de haber 
hecho interrogar al inculpado invita en seguida á la Cámara de 
admisión de acusaciones á deliberar sobre la admisibilidad de 
la demanda. Este magistrado trasmite inmediatamente esta de-
liberación con todas las actas concernientes áe l l a , al Ministro 
de Justicia que las somete á la apreciación del Consejo de Es-
tado llamado, según la ley, á dar su dictámen. Desde luégo 
las dificultades que puedan presentarse con motivo de la inter-
pretación del tratado de extradición se discuten administrati-
vamente por la Cámara de acusación, el Ministro y el Consejo 
de Estado. Una vez admitido que se debe atender ó negar la 
demanda, el Ministro de Justicia dá un decreto por el cual 
prescribe la admisión ó la negativa. Entónces el prevenido es 
entregado al Gobierno que lo ha reclamado ó puesto en liber-
tad. Cuando á ello hay lugar puede quedar bajo la vigilancia 
de la policía. 

(1) La l ey i t a l i a n a d e 20 d e M a r z o d e 1865 e n c i e r r a , en e f e c t o , l a s i g u i e n t e d i s -
p o s i c i ó n . « A r t . 7o E l C o n s e j o d e E s t a d o d a s u p a r e c e r . . . en los c a s o s d e c u a l q u i e r 
n a t u r a l é z a q u e s e a n , p o r r a z ó n d é l o s c u a l e s s e a c o n s u l t a d o p o r l o s M i n i s t r o s d e l 
r ey .» 



N O M B R E S D E L O S E S T A D O S Q U E H A N C E L E B R A D O T R A T A D O S C O N I T A L I A 

263. Los delitos por razón de los cuales puede pedirse y 
acordarse la extradiccion, según los tratados vigentes en la 
actualidad, se determinan en cada uno de esos tratados del 
modo indicado en la siguiente t ab la , para cuyo trabajo nos 

hemos servido de la importante circular publicada por el Mi-
nistro de Justicia (1). 

(1) V é a s e l a c i r c u l a r del M i n i s t r o de J u s t i c i a d e l m e s de A g o s t o de 1874. 

C u a n d o se c a s t i g a con p e n a de m u e r t e . 
A t e n t a d o c o n t r a el p u d o r c o n exc i t ac ión al l i b e r t i n a j e . 
> 1 ) 1 I T I A I A ^ n ! » A . . L 1 1 . . 

Q Q' . . . » VV.. VAV/̂ UVIUU tu iiuci b iua je . 
p a í s e s V l o ! e n c I a ' a u t e s d e l a e d a d d e t e r m i n a d a p o r la l e g i s l a c i ó n e n l o s . d o s 

<S f H Í Í " , ¡ G 0 d ? . u n ° tí
J
otro s e x 0 n o t i e n e c a t o r c e a ñ o s c u m p l i d o s , 

l e n c i a d e l a p o l í g f m f a . ^ ^ V 6 C t í S q U 6 9 6 h a " e c i r c u n ^ i a d e * 

t u t 1 v o ? a g r a ° v £ t e C ! r C U n S t a D C Í a S ° l a e d a d d e v í c t i m a s o n u n d e m e n t o c o n s t i -

C R I M E N E S Y D E L I T O S . 

( / ) En l o s t r a t a d o s con A u s t r i a , c o n l a s R e p ú b l i c a s de C o s t a - R i c a y de G u a t e -
m a l a , con M ó n a c o , con R u s i a , con la R e p ú b l i c a de S a n S a l v a d o r , c o n San Mar ino , 
c o n E s p a ñ a , con S u e c i a y N o r u e g a con Su i za , el p á r r a f o q u e t r a t a de e s t e p u n t o 
d ice prostitución ó corrupción de menores por parte de sus padres, ó de toda persona en 
cargada de su, V I G I L A N C I A . 

(8) Se d ice : rapto de persona. 
(9) S i m p l e m e n t e : exposición, no abandono. 
(10) E n los c a s o s p r e v i s t o s p o r l a l eg i s l ac ión de a m b o s p a í s e s . 

V i o l a c i o n 

A t e n t a d o c o n t r a e l p u d o r , c o n s a m a d o ó i n t e n t a d o c o n ó 

l e n c i a 
s i n v i o -

A t e n t a d o c o n t r a í a s c o s t u m b r e s , e s c i t a n d o , f a v o r e c i e n d o ó f a c i l i -

t a n d o h a b i t u a l m e n t e l a p r o s t i t u c i ó n ó l a c o r r u p c i ó n d e l o s j ó -

v e n e s d e á m b o s s e x o s , d e m é n o s d e 21 a ñ o s d e e d a d 7 

I n c e s t o 

P a r r i c i d i o 

I n f a n t i c i d i o 

E n v e n e n a m i e n t o 

H o m i c i d i o 

A b o r t o 

R a p t o d e m e n o r e s 

R a p t o 

E x p o s i c i ó n ó a b a n d o n o . . 

O c u l t a c i ó n 

S u p r e s i ó n . . . . ' > d e n i ñ o 

S u s t i t u c i ó n 

S u p o s i c i ó n 



C R I M E N E S Y D E L I T O S . 

B i g a m i a 

H a p t o 

G o l p e s y h e r i d a s v o l u n t a r i a s p r o d u c i e n d o l a m u e r t e ó u n a e n f e r -
m e d a d , ó i m p e d i m e n t o d e t r a b a j o p e r s o n a l p o r m á s d e v e i n t e 
d i a s , ó b i e n m u t i l a c i ó n ó a m p u t a c i ó n , l a p r i v a c i ó n d e l u s o d e 
u n m i e m b r o , l a c e g u e d a d , l a p é r d i d a d e u n o j o ú o t r a s e n f e r . -
m e d a d e s p e r m a n e n t e s 

C a s t r a c i ó n 

G o l p e s ó h e r i d a s c o n t r a M a g i s t r a d o s e n e j e r c i c i o d e s u s f u n -
c i o n e s 

R e b e l i ó n 

A s o c i a c i ó n c o n m a l h e c h o r e s . 

A m e n a z a s d e a t e n t a d o c o n t r a l a s p e r s o n a s ó l a s p r o p i e d a d e s c o n 
a r m a s , ó i n t i m a c i ó n á d e p o s i t a r u n a m i n a ó l l e n a r c u a l q u i e r a 
o t r a c o n d i c i o n . . . . 

E x t o r s i o n 

A t e n t a d o c o n t r a l a l i b e r t a d i n d i v i d u a l ó l a i n v i o l a v i l i d a d d e l d o -
m i c i l i o c o m e t i d o p o r p a r t i c u l a r e s 

S e c u e s t r a c i ó n ó d e t e n c i ó n i l e g a l d e p e r s o n a s 

I n c e n d i o v o l u n t a r i o 

R o b o 

si' 

•710 

si1 

no 

si 

si1'-

si 

no 

si 

si 

si,s 

cS 
"3 ta 
1 

<i 

03 
a •Ö a o 

M P
or

tu
ga

l cS 
"3 ta 
1 

<i 

si si si 

si si 'lio 

si* si3 si 

710 no no 

no no no 

no no no 

si si no 

no si no 

si no si 

no si no 

no no si 

si si si 

siiS si sils 

(1) H a b i e n d o c a u s a d o u n a i n c a p a c i d a d d e t r a b a j a r d e m á s d e t r e i n t a d i a s . 
(2) C u a n d o el i m p e d i m e n t o d e t r a b a j o p e r s o n a l e s p e r m a n e n t e . 
(3) D a d o s con p r e m e d i t a c i ó n , h a b i e n d o c a u s a d o u n a d e l a s c o n d e n a s e n u m e r a -

d a s , sa lvo l a i n c a p a c i d a d d e t r a b a j o p o r v e i n t e d i a s ; e s n e c e s a r i o a d e m á s q u e l a 
e n f e r m e d a d m e n t a l ó f í s i ca p a r e z c a i n c u r a b l e . 

(4) S o l a m e n t e p o r g o l p e s y h e r i d a s s e g u i d o s d e m u e r t e . 
(5) Sólo p o r mutilaciones. 
(6) E n el c o n v e n i o con R u s i a s e d i ce : lodo acto ilegal que haya producido la muerte, 

una herida ó una enfermedad, 
(1) E n l o s t r a t a d o s e n q u e e s t e d e l i t o n o e s t á e x p r e s a m e n t e d e n o m i n a d o s e h a -

l la c o m p r e n d i d o b a j o l a d e n o m i n a c i ó n g e n é r i c a de h e r i d a s v o l u u t a r i a s . 
(8) C o n t r a u n f u n c i o n a r i o púb l ico , u n m i n i s t r o de l c u l t o d u r a n t e ó á c a u s a d e l 

e j e r c i c io d e s u s f u n c i o n e s . 

D E L O S E S T A D O S Q U E H A N C E L E B R A D O T R A T A D O S C O N I T A L I A . 
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si si si si 710 si 710 si si no si no si 710 si si si si si si no 
si no si si 710 si 710 71,0 si si si si si 710 si si si- si si 
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si si 

710 si si si no si si 710 si si si si sis 
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si4 no 710 si* si si 

si 

si'' si 

si 

710 

no no no no 710 710 710 si 710 710 710 no 710 110 710 710 710 710 no 110 110 

no no no 710 7X0 no 710 si 710 710 710 710 710 710 710 710 si9 
110 110 110 no 

'ilO no 710 no 710 no no 710 710 710 710 710 710 710 710 no si no 110 110 no 
si si si si 710 si 710 si si si"> no 710 si 710 

• 

si si si si no si" no 

no no 710 no 710 710 710 si- 710 si 710 710 710 710 710 710 si 110 no 110 710 

si no Ì10 si'3 
710 si si" si si si no 710 si 710 si si si si si si 710 

no no no 710 710 710 710 710 710 tío 710 710 710 no 710 no 710 110 110 no no 
si si 710 no no 710 710 si 710 si si si no 710 710 710 si 110 110 710 no 
si si si si Si si si si si si SI si si si si si si si si si si 
si si siiS sil¡ si'3 siie si si si,s si si'5 710 si. sili siiS si15 si si15 si15 si no 

(9) E n ei t r a t a d o con S a n M a r i n o d ice : funcionarios públicos. 
(10) C u a n d o es te c r i m e n t i e n e p o r r e s u l t a d o el - a s e s i n a t o . 

<11) C u a n d o el c r i m e n t i e n e c o n e x i ó n con o t r o s i n d i c a d o s en l a c o n v e n c i ó n . 
(12i A m e n a z a s c o n t r a l a s p e r s o n a s y l a s p r o p i e d a d e s d e u n a c o m a r c a e n t e r a 

c o n i n t e n c i ó n d e c o m e t e r u n a e x t o r s i o n . 
. (13) S e dice e x t o r s i o n v i o l e n t a . 

(14) E s t e c r i m e n c o r r e s p o n d e e n l a l e g i s l a c i ó n a m e r i c a n a al d e buralaru v 
robbory. " J J 

(15) R o b o ca l i f i cado . 
(16) C o r r e s p o n d e en la l e g i s l a c i ó n a m e r i c a n a á l o s d e l i t o s d e burglary y robbory. 



CRIMENES Y - D E L I T O S . 

R a p i ñ a . 

E s t a f a . , 

A b u s o de conf i anza ó a p r o p i a c i ó n i n d e b i d a . 

F r a u d e . 

S u s t r a c c i o n e s 

Concus ion y c o r r u p c i ó n d e f u n c i o n a r i o s p ú b l i c o s . 

Fals i f icac ión de m o n e d a 

I n t r o d u c c i ó n f r a u d u l e n t a de m o n e d a fa lsa 

E m i s i ó n f r a u d u l e n t a de m o n e d a fa lsa 

Fa l s i f i cac ión f r a u d u l e n t a de pape l m o n e d a 

Modi f icac ión ó fa ls i f icación de pape l e s de e f e c t o s p ú b l i c o s ó de 
b i l l e tes d e B a n c o ó de t í t u l o s púb l i cos ó p r i vados 

E m i s i ó n , e x p e n d i c i o n ó uso de los t í t u l o s a n t e d i c h o s 

E m i s i ó n , expend ic ion ó uso de b i l l e tes mod i f i cados ó de t í t u los 
fa l s i f i cados 

Modif icación ó fa ls i f icación de a c t a s del G o b i e r n o . 

Uso de los sellos, c o n t r a s t t s ó m a r c a s de u n a a u t o r i d a d ó de u n a 
a d m i n i s t r a c i ó n púb l i ca , fa ls i f icados 

Modificación ó fa ls i f icación de los sellos del E s t a d o y d e todos los 
t i m b r e s y c o n t r a s t e s a u t o r i z a d o s po r los G o b i e r n o s r e s p e c t i v o s . 

N O M B R E S 
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(1) E n el t r a t a d o con G r e c i a d ice : b r i g a n d a j e . - S e g u n l a l e g i s l a c i ó n a m e r i c a n a 
e s t e c r i m e n c o r r e s p o n d e a l d e burglary y robery. 

(2) C u a n d o l a s u m a ó el v a l o r d e l a c o s a r o b a d a e s d e m á s d e 1.000 f r s . 

(3) E l G o b i e r n o i t a l i a n o p u e d e ped i r l a e s t r a d i c i o n p o r e s t e de l i to , á u n e n el c a s o 
en q u e n o s e c a s t i g u e m á s q u e c o n p e n a s c o r r e c c i o n a l e s , c u a n d o el p e r j u i c i o c a u -
s a d o e s d e 1.000 f r s . á lo m é n o s . 

(4) L a e x t r a d i c i ó n p u e d e o b t e n e r s e en l o s c a s o s d e e s t a f a , d e a p r o p i a c i ó n i n d e -
b i d a o d e f r a u d e si el v a l o r d e l a c o s a ó l a s u m a s u s t r a í d a e s s u p e r i o r á 200 f r s . 

(5) L i m i t a d o á l a s p e r s o n a s a s a l a r i a d a s ó e m p l e a d a s p o r o t r o . 

T R A T A D O S 

(6) A c o m p a ñ a d o d e c i r c u n s t a n c i a s q u e , s e g ú n l a l e g i s l a c i ó n d e l o s d o s p a í s e s , 
e n t r a ñ a n p o r lo m é n o s l a r e c l u s i ó n . 

(7) S e h a a c o r d a d o q u e s e c o n c e d e r á l a e x t r a d i c i ó n á u n c u a n d o l a f a b r i c a c i ó n , 
m o d i f i c a c i ó n ó f a l s i f i c a c i ó n se h u b i e s e h e c h o f u e r a d e l t e r r i t o r i o d e l p a í s d e m a n -
d a n t e . 

(8) S ó l o p o r los b i l l e t e s d e B a n c o y o t r o s e f e c t o s p ú b l i c o s . 
(3) Só lo d e e f e c t o s p ú b l i c o s , b i l l e t e s d e B a n c o y t i t u l o s d e l a D e u d a p ú b l i c a . 
(10) Sólo p o r los e f e c t o s p ú b l i c o s , d e c o m e r c i o ó d e B a n c o . 
(11) Só lo p o r l e t r a s d e c a m b i o , p o r l o s v a l o r e s y l o s a c t o s p ú b l i c o s . 1 



C R I M E N E S Y D E L I T O S . 

F a b r i c a c i ó n ó uso de i n s t r u m e n t o s d e s t i n a d o s á h a c e r m o n e d a 
fa l sa ó bi l le tes de Banco fa lsos ó v a r i a r t í t u l o s ó d o c u m e n t o s 
oficiales o , l u los de la Deuda púb l i ca s a b i e n d o q u e e s to s "ns 
t r u n i e n t o s deb í an se rv i r p a r a e s t e uso ' 

de S S * 

Uso de es tas p iezas fa l s i f i cadas 

J u r a m e n t o fa lso 

T e s t i g o fa lso 

Fa l so p e r i t a j e 

Declarac ión falsa de u n i n t é r p r e t e 

S o b o r n o de t e s t i g o s , p e r i t o s ó i n t é r p r e t e s 

C a l u m n i a . ( D e n u n c i a c a l u m n i o s a ) 

B a n c a r r o t a f r a u d u l e n t a 

S u s t r a c c i ó n f r a u d u l e n t a del a c t i v o en u n a q u i e b r a 

D T ™ l C l ° " l d . e í e , r ¡ 0 . r 0 ' , C 0 n d e s i e n ¡ 0 c u l p a b l e , de u n a vía fé r rea ó de a p a r a t o s t e l e g r á f i c o s . . . . . . 7 . / . " r " . . . . . . . . . . 

" m u e b l é Ü £ 3 ¡ £ ? ™ \ Ó. d . la p rop i edad 
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(1) Só lo po r l a s l e t r a s d e c a m b i o , po r l o s v a l o r e s y los a c t o s p ú b l i c o s . 
(2 Solo p o r l a s e s c r i t u r a s p ú b l i c a s , d e c o m e r c i o ó d e B a n c a 

í f c u a ° d o e R t o s h e c h o s ^ r e f i e r a n á d e l i t o s e x p r e s a d o s en el t r a t a d o . 
(1) D e s p u e s d e p r e s t a d o j u r a m e n t o . 
(5) C u a n d o e s t e h e c h o s e r e f i e r a á d e l i t o s e n u m e r a d o s e n e ¡ t r a t a d o . 

D E LOS E S T A D O S Q U E HAN C E L E B R A D O T R A T A D O S CON I T A L I A . 
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no no 110 no no no 110 110 110 no no no 110 no 110 110 110 110 no no no 

si si si si si si si si si si si si si si sP Si si si si si si 

si si si si si si si si si si si 110 si no si si si si si si si 
no si 110 no si 110 110 110 no 110 no no 110 no 110 110 110 110 no no no 
si si si si si si3 no si si 110 110 no si si si si si si si si no 
si si si sí si si3 no si si 110 110 110 si no si si si si si si no 
no no no no no no 110 no no 110 110 110 110 no 110 no no 110 110 no 110 
si si 110 si no si3 110 si si no no 110 si no 110 si si si si si 110 
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si sie 

si si'' si si 110 si si si si 110 si si si si si si si si si 

no • no no no no no 110 no no no no no 110 110 110 110 no 110 110 110 no 

si si si8 si no si 110 si si no no no si 110 si si9 si si no si 110 

no no no no no si'" 110 si 110 no no 110 110 no 110 110 si10 •no 110 no no 

no no 110 110 110 110 no no 110 110 no no 
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no no 110 110 110 110 110 no 110 

(6) S e lee a d e m á s e n el t r a t a d o : y f r a u d e s c o m e t i d o s en l a q u i e b r a . 
(7) Y p a r t i c i p a c i ó n e n u n a b a n c a r r o t a f r a u d u l e n t a . 
(8) Só lo p a r a l o s c a m i n o s d e h i e r r o , c u a n d o r e s u l t e m u e r t e ó h e r i d a s d e h o m b r e . 
(9) E n el conven io c o n R u s i a s e h a a ñ a d i d o : minas, diques y Duques. 
(10) Si el d a ñ o c a u s a d o e s m a y o r d e 200 f r s . 



N O M B R E S 

C R I M E N E S Y D E L I T O S . 

e l c a s o e n q u e e l G o b i e r n 
r e p r e s i ó n y p r e f i e r a r e s e r 

D E L D E R E C H O D E E X T R A D I C I O N E N A L G U N O S P A Í S E S 2 5 7 

D E L O S P A I S E S Q U E I U N C E L E B R A D O T R A T A D O S C O N I T A L l \ . 

(4) E n los o t r o s t r a t a d o s en q u e n o e s t á p r e v i s t o e x p r e s a m e n t e , se le p u e d e 
c o n s i d e r a r como u n h e c h o de compl ic idad c u a n d o r e ú n e t o d o s los c a r a c t è r e s de 
ello. 

D E R E C H O P E N A L I N T E R N A C I O N A L 

110 110 



C A P I T U L O i l i 

Del derecho de extradición según las leyes especiales vigentes 
en algunos países. 

284. D e r e c h o d e e x t r a d i c i ó n e n Bé lg ica .—265. D e r e c h o d e e x t r a d i c i ó n e n l o s l i s t a -
d o s - U n i d o s d e América.—'263. Derecho d e e x t r a d i c i ó n e n I n g l a t e r r a . — 2 6 " . D e -
r e c h o d e e x t r a d i c i ó n e n Holanda .—267 (bis). D e r e c h o d e e x t r a d i c i ó n en el C a -
n a d á . 

264. Hay pocos países donde el derecho de extradición esté 
reglamentado por una ley especial. Sin embargo, en nuestro 
sentir, la confección de las leyes que tienen por objeto formu-
lar la i reglas, según las que deben concluirse los tratados de 
extradición, es una de las reformas necesarias para el perfec-
cionamiento de esta institución. Esto no perjudicaría en nada 
la utilidad de los tratados, porque la ley serviría únicamente 
para establecer claramente los principios, de los que no podría 
jamás el Gobierno separarseen la celebración de los convenios 
que tendrían siempre una base fija en las reglas consignadas 
por el legislador, relativamente á los casos de extradición y á 
las garantías concedidas á los malhechores fugitivos, reglas á 
las que no podría atentar el Poder ejecutivo. 

Bélgica ha adelantado á las demás naciones en este camino. 
E s admirable el modo como este Estado ha sab'ido modificar 
y mejorar la legislación, á medida que los mayores medios de 
comunicación y la rapidez creciente de los aparatos de loco-
mocíon hacen más frecuentes las relaciones internacionales, 
y-que por consecuencia se hacen sentir entre los Estados nue-
vas necesidades de entregarse mùtuamente los malhechores. 



Así es que la ley de I o de Octubre de 1833, la primera donde 
se hallan formuladas reglas, según las cuales el Gobierno 
debe concluir tratados de extradición, y en la que se limitaban 
á siete los crímenes que podían motivar el envió recíproco de 
los prevenidos, fué modificada y ampliada por las leyes de 
22 de Marzo de 1856, de 5 de Abril de 1868, de 1" de Junio 
de 1870 y de 15 de Marzo de 1874. E n esta última época fué 
cuando se promulgó la vigente hoy. De todas estas leyes, ésta 
es la más completa, y cuyo texto es muy útil conocer (1). 

(11 Ley sobre la extradición, d e 15 d e M a r z o d e 1874. . 
A r t 1" E l G o b i e r n o p o d r á e n t r e g a r á l o s G o b i e r n o s d e l o s p a í s e s e x t r a n j e r o s a 

t i t u l o d e r e c i p r o c i d a d , t o d o e x t r a n j e r o p r o c e s a d o , p r e v e n i d o a c ú s a l o o c o n d e n a d o 
p o r l o s T r i b u n a l e s de d i c h o s p a i s e s , c o m o a u t o r ó c ó m p l i c e d e u n o d e l o s d e h t o s 
q u e e n s e g u i d a s e e n u m e r a n , y q u e h a y a s i d o c o m e t i d o e n s u s t e r r i t o r i o s : 

1« P o r a s e s i n a t o , e n v e n e n a m i e n t o , p a r r i c i d i o , i n f a n t i c i d i o , h o m i c i d i o , v i o l a c i ó n . 
•2« P o r i n c e n d i o . 3" P o r v a r i a c i ó n ó f a l s i f i c a c i ó n e n l o s b i l l e t e s d e B a n c o , o. d e e f e c -
t o s p ú b l i c o s , d e t í t u l o s p ú b l i c o s ó p r i v a d o s , e m i s i ó n ó e x p e n d i c i o n d e e s t o s e f e c t o s , 
b i l l e t e s ó t í t u l o s e n m e n d a d o s ó f a l s i f i c a d o s , e s c r i t u r a ó d e s p a c h o s t e l e g r á f i c o s 
f a l s o « y u s o d e e s t o s d e s p a c h o s , e f e c t o s , t í t u l o s ó b i l l e t e s e n m e n d a d o s , f a b r i c a d o s 
ó f a l s i f i c a d o s . 4° P o r f a l s i f i c a c i ó n d e m o n e d a s , c o m p r e n d i e n d o l a d e s f i g u r a c i ó n y 
a l t e r a c i ó n , l a e m i s i ó n y l a e x p e n d i c i o n d e l a m i s m a , a s í c o m o e l f r a u d e e n l a e l e c -
c i ó n d e m u e s t r a s p a r a l a v e r i f i c a c i ó n d e l t i t u l o y p e s o d e m o n e d a s . 5 P o r t e s t i g o 
f a l s o y d e c l a r a c i ó n f a l s a d e p e r i t o s ó d e i n t é r p r e t e s . 6» P o r r o b o , e s t a f a , c o n c u s i o n 
y m a l v e r s a c i o n e s c o m e t i d a s p o r f u n c i o n a r i o s p ú b l i c o s . P o r b a n c a r r o a f r a u d u -
l e n t a y f r a u d e s c o m e t i d o s e n l a s q u i e b r a s . 8» P o r a s o c i a c i ó n c o n m a l h e c h o r e s . 
9» P o r a m e n a z a s de a t e n t a d o c o n t r a l a s p e r s o n a s ó l a s p r o p i e d a d e s , c a s t i g a d o s 
c o n la p e n a d e m u e r t e , c o n t r a b a j o s f o r z a d o s ó c o n r e c l u s i ó n . 10. P o r a b o r t o 
11. P o r b i g a m i a . 12. P o r a t e n t a d o c o n t r a l a l i b e r t a d i n d i v i d u a l y l a i n v i o l a b i l i d a d 
d e l d o m i c i l i o , c o m e t i d o p o r p a r t i c u l a r e s . 13. P o r r a p t o , o c u l t a c i ó n , « u s t a t u c ^ L O 
s u p r e s i ó n d e u n n i ñ o . 15. P o r r a P t o d e m e n o r e s . 16. P o r a t e n t a d o c o n t r a e l p u d o r 
c o m e t i d o c o n v i o l e n c i a . 17. P o r a t e n t a d o c o n t r a e l p u d o r , c o m e t i d o s i n v . o l e n c . a 
e n l a p e r s o n a ó c o n a y u d a d e l a p e r s o n a d e u n n i ñ o d e u n o ú o t r o s e x o m e n o r d e 

14 a ñ o s d e e d a d . 18. P o r a t e n t a d o c o n t r a l a s b u e n a s c o s t u m b r e s , e x c i t a n d o , f a c i l i -
t a n d o ó f a v o r e c i e n d o h a b i t u a l m e n t e , p a r a f a c i l i t a r l a s p a s i o n e s d e o t r o , l a s e d u c -
c i ó n ó l a c o r r u p c i ó n d e m e n o r e s d e u n o ó d e o t r o s e x o . 19 . P o r g o l p e s d a d o s o h e -
r i d a « i n f e r i d a s v o l u n t a r i a m e n t e , c o n p r e m e d i t a c i ó n , ó h a b i e n d o c a u s a d o u n a e n -
f e r m e d a d i n c u r a b l e a l p a r e c e r , u n a i n c a p a c i d a d p e r m a n e n t e p a r a e t r a b a j o p e r -
s o n a l , l a p é r d i d a , a b s o l u t a d e l u s o d e u n ó r g a n o c u a l q u i e r a , u n a m u t i l a c i ó n g r a v e 
ó la m u e r t e s i n i n t e n c i ó n de c a u s a r l a . 20 . P o r a b u s o d e c o n f i a n z a y e n g a n o . 21 P o r 
s o b o r n o d e t e s t i g o ^ , p e r i t o s ó i n t é r p r e t e s . 22 . P o r j u r a m e n t o f a l s o . 23 . R o r v a n a -
c í o n ó falsificación d 3 l o s s e l l o s , t i m b r e s , c o n t r a s t e s y m a r c a s , u s o d e s e l l o s t i m -
b r e s c o n t r a s t e s y m a r c a s v a r i a d a s ó f a l s i f i c a d a s . 24. P o r c o r r u p c i ó n d e f u n c i o n a -
r i o s p ú b l i c o s . 25. P o r d e s t r u c c i ó n d e c o n s t r u c c i o n e s , m á q u i n a s d e v a p o r o a p a r a -
t o s t e l e g r á f i c o s ; d e s t r u c c i ó n ó d e t e r i o r o d e t u m b a s , m o n u m e n t o s , o b j e t o s d e a i t e 
d o c u m e n t o s ú o t r o s p a p e l e s ; d e s t r u c c i ó n ó d e t e r i o r o d ? . g é n e r o s , m e r c a n c í a s u 
o t r a s p r o p i e d a d e s m u e b l e s y p o r o p o s i c i o n á l o s t r a b a j o s p ú b l i c o s . 2o. l o r d e s -
t r u c c i ó n y d e v a s t a c i ó n d e c o s e c h a s , p l a n t a s , á r b o l e s o i n g e r t o s . 2«. P o r o e s t r u c -

La ley de '1874 deroga todas las anteriores, excepto de una 
disposición de la ley de 1833, de la que hablaremos en se-
guida. 

c i o n d e i n s t r u m e n t o s d e a g r i c u l t u r a , d e s t r u c c i ó n ó e n v e n e n a m i e n t o d e g a n a d o s a 
o t r o s a n i m a l e s . 28. P o r a b a n d o n o d e u n b u q u e d e c o m e r c i o o d e p e s c a , p o r e l c a -
p i t a n , f u e r a d e l o s c a s o s p r e v i s t o s p o r l a l e y . 29. P o r n a u f r a g i o , p é r d i d a o d e s t r u c -
c i ó n p o r e l c a p i t a n Ó p o r l o s o f i c i a l e s y t r i p u l a c i ó n , d e s v i o p o r el c a p i t a n d e u n 

b a r c o d e c o m e r c i o ó d e p e s c a , p o r a r r o j a r a l m a r ó d e s t r u i r s i n n e c e s i d a d t o d o o 
p a r t e d e l c a r g a m e n t o , v í v e r e s ó e f e c t o s d e á b o r d o , f a l s a r u t a , e m p r é s t i t o i n n e c e -
s a r i o s o b r e e l c a s c o , l a s v i t u a l l a s ó e q u i p o del b u q u e , e m p e ñ a r o v e n d e r m e r c a n -
c í a s ó v í v e r e s , ó e m p l e a r e n l a s c u e n t a s , a v e r i a s ó g a s t o s s u p u e s t o s ; v e n t a d e l b u -
q u e s in p o d e r e s p e c i a l , e x c e p t o l o s c a s o s d e i n u t i l i d a d p a r a l a n a v e g a c . o n , d e s -
c a r g a d e m e r c a n c í a s , s i n p r e v i a r e l a c i ó n , f u e r a d e l o s c a s o s d e p e l i g r o i n m i n e n t e 
r o b o c o m e t i d o á b o r d o , a l t e r a c i ó n d e l e s v í v e r e s ó d e l a s m e r c a n c í a s , c o m e t i d a á 
b o r d o p o r la m e z c l a d e s u s t a n c i a s d a ñ i n a s ; a t a q u e ó r e s i s t e n c i a c o n v i o l e n c i a y 
v í a s d e h e c h o h a c i a e l c a p i t a n p o r m á s d e l t e r c i o d é l a t r i p u l a c i ó n : n e g a t i v a á o b e -
d e c e r l a s ó r d e n e s d e l c a p i t a n ú of ic ia l d e g u a r d i a , e n b i e n d e l b u q u e ó d e l a c a r g a , 
c o n g o l p e s ó h e r i d a s ; c o m p l o t c o n t r a l a s e g u r i d a d , l a l i b e r t a d o l a a u t o r i d a d d e l 
c a p i t a n ; t o m a dSl b u q u e . p o r l o s m a r i n e r o s ó p o r l o s p a s a j e r o s , p o r f r a u d e ó v i o -
l e n c i a h a c i a e l c a p i t a n . 30. P o r e n c u b r i m i e n t o d e l o s o b j e t o s o b t e n i d o s c o n l a 
a y u d a d e u n o d é l o s c r í m e n e s ó d e l i t o s p r e v i s t o s e n l a p r e s e n t e l e y . 

L a t e n t a t i v a s e h a l l a c o m p r e n d i d a e n l a s c a l i f i c a c i o n e s a n t e r i o r e s , c u a n d o e s 

c a s t i g a d a p o r l a s l e y e s p e n a l e s . 
A r t . 2o N o o b s t a n t e , c u a n d o e l c r i m e n ó d e l i t o q u e m o t i v a l a d e m a n d a d e e x -

t r a d i c i ó n . se h a c o m e t i d o f u e r a d e l t e r r i t o r i o de l a p a r t e d e m a n d a n t e , el G o b i e r n o 
p o d r á e n t r e g a r á t i t u l o d e r e c i p r o c i d a d , a l e x t r a n j e r o p r o c e s a d o ó s e n t e n c i a d o , e n 
l o s c a s o s e n q u e l a l e y b e l g a a u t o r i c e e l p r o c e d i m i e n t o p o r l a s m i s m a s i n f r a c c i o -
n e s c o m e t i d a s f u e r a d e l r e i n o . 

A r t . 3 o L a e x t r a d i c i ó n s g c o n c e d e r á e n v i s t a d e í j u i c i o , d e l a s e n t e n c i a , de l a o r -
d e n <le l a C á m a r a d e l C o n s e j o , d e l d e c r e t o d e la C á m a r a d e a c u s a c i o n e s ó d e l a c t a d e 
p r o c e d i m i e n t o c r i m i n a l e m a n a d a d e l J u e z c o m p e t e n t e , d e c r e t a n d o e n f o r m a o b r a n -
d o e n d e r e c h o l a r e m i s i ó n d e l p r e v e n i d o ó d e l a c u s a d o a n t e l a j u r i s d i c c i ó n r e p r e s i -
v a . o r i g i n a l e s ó e n c o p i a a u t é n t i c a . T a m b i é n s e c o n c e d e r á l a e x t r a d i c i ó n c o n l a 
p r e s e n t a c i ó n d e l m a n d a t o d e a r r e s t o ó d e c u a l q u i e r o t r o d o c u m e n t o q u e t e n g a l a 
m i s m a f u e r z a , e x p e d i d o p o r l a a u t o r i d a d e x t r a n j e r a c o m p e t e n t e , s i e m p r e q u e e s -
t o s d o c u m e n t o s e n c i e r r e n l a i n d i c a c i ó n p r e c i s a d e l h e c h o p o r el c u a l s e h a n e x p e -
d i d o , y q u e l a C á m a r a d e l C o n s e j o d e l T r i b u n a l d e p r i m e r a i n s t a n c i a d e l l u g a r d e 
l a r e s i d e n c i a d e l e x t r a n j e r o e n B é l g i c a , ó d e l l u g a r d o n d e p u e d a s e r d e t e n i d o , l o s 

h a y a h e c h o e j e c u t i v o s . T a n l u e g o c o m o e l e x t r a n j e r o h a y a s i d o e n c a r c e l a d o , e n 
e j e c u c i ó n d e u n o d e l o s a c t o s a n t e d i c h o s , q u e l e s e r á d e b i d a m e n t e n o t i f i c a d o , el 
G o b i e r n o t o m a r á e l p a r e c e r d e l a C á m a r a d e a c u s a c i o n e s d e l a C o r t e de a p e l a c i ó n 
e n c u y a j u r i s d i c c i ó n h a s i d o p r e s o el e x t r a n j e r o . La a u d i e n c i a s e r á p ú b l i c a á m e -
n o s q u e e l e x t r a u j e r o e x i j a q u e s e a s e c r e t a . S e r á n o í d o s el M i n i s t e r i o p ú b l i c o y e l 
e x t r a n j e r o . É s t e p o d r á h a c e r s e a s i s t i r d e s u c o n s e j o . D e n t r o d e la q u i n c e n a , á c o n -
t a r d e s d e l a r e c e p c i ó n d e l a s p i e z a s , é s t a s s e r á n d e v u e l t a s , _ c o n d i c t á m e n m o t i v a -
d o , a l M i n i s t r o d e J u s t i c i a . 

\rt. 4 o I . a e x t r a d i c i ó n p o r l a v i a d e t r á n s i t o s o b r e el t e r r i t o r i o b e l g a , p o d r á n o 
o b s t a n t e a c o r d a r s e s i n t o m a r el p a r e c e r d e l a C á m a r a d e a c u s a c i o n e s , p o r l a s i m -
p l e p r e s e n t a c i ó n , e n o r i g i n a l , ó e n c o p i a a u t é n t i c a , d e u n a d e l a s a c t a s del p r o c e d í -



En la ley de 1874 se ha consignado la regla de que el Go-
bierno tendrá, no sólo el derecho de entregar á los 'autores de 

mien to , m e n c i o n a d a s e n el a r t i c u l o a n t e r i o r , c u a n d o s e a en bene f i c io d e u n E s t a -
do e x t r a n j e r o l i g a d o con B é l g i c a po r u n t r a t a d o q u e c o m p r e n d e l a i n f r a c c i ó n q u e 
d a l u g a r á l a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n , y q u e n o lo i m p i d a el a r t . 6 o d e l a l ey d e I o 

de Octubre d e 1833, n i el a r t . T d e la p r e s e n t e l e y . 
Ar t . 5o E n c a s o d e u r g e n c i a , el e x t r a n j e r o p o d r á s e r d e t e n i d o p r o v i s i o n a l m e n t e 

en Bélgica p o r u n o d e l o s h e c h o s m e n c i o n a d o s . e n el a r t . I o , p o r la p r e s e n t a c i ó n d e 
u n m a n d a t o d e a r r e s t o d i c t a d o p o r el J u e z d e i n s t r u c c i ó n del l u g a r d e s u r e s i d e n -
c ia ó del l u g a r d o n d e p u e d a s e r h a l l a d o y m o t i v a d o p o r u n a v i s o of icial d a d o á l a s 
a u t o r i d a d e s b e l g a s p o r l a s a u t o r i d a d e s d e l p a í s d o n d e el e x t r a n j e r o h a y a s ido s e n -
t e n c i a d o ó p r o c e s a d o . C o n todo , e n e s e c a s o , s e r á p u e s t o e n l i be r t ad s i , e n el t é r -
m i n o de q u i n c e d i a s , á c o n t a r d e s d e el d e s u a r r e s t o , c u a n d o e s t o h a y a s ido á p e -
t ic ión d e u n G o b i e r n o d e u n p a í s l i m í t r o f e ; y en el t é r m i n o d e t r e s s e m a n a s , c u a n -
do se t r a t a d e u n p a í s l e j a n o , n o se r e c i b e c o m u n i c a c i ó n del m a n d a t o d e a r r e s t o , 
d i c t ado p o r l a a u t o r i d a d e x t r a n j e r a c o m p e t e n t e . Es te p lazo p o d r á e x t e n d e r s e á t r e s 
m e s e s , s i el p a í s d e m a n d a n t a e s t á f u e r a d e E u r o p a . D e s p u é s d e l a o r d e n del a r -
r e s t o , el J u e z d e i n s t r u c c i ó n e s t á a u t o r i z a d o á p r o c e d e r s e g ú n l a s r e g l a s p r e s c r i -
t a s po r los a r t í c u l o s 87 y 90 de l C ó d i g o d e i n s t r u c c i ó n c r i m i n a l . E l e x t r a n j e r o p o -
d r á r e c l a m a r s u l i be r t ad p r o v i s i o n a l e n el c a s o en q u e u n b e l g a * g o c e d e e s t a f a -

. c u i t a d , y b a j o l a s m i s m a s c o n d i c i o n e s . L a d e m a n d a s e r á s o m e t i d a á l a C á m a r a de l 
C o n s e j o . L a C á m a r a del C o n s e j o a c u d i r á i g u a l m e n t e d e s p u é s de h a b e r o ído al e x -
t r a n j e r o , s i h a y l u g a r ó n o á t r a s m i t i r a l G o b i e r n o e x t r a n j e r o q u e p i d e la e x t r a -
d ic ión , en t o d o ó en p a r t e , l o s p a p e l e s y o b j e t o s e m b a r g a d o s . D a r á o r d e n d e r e s t i -
t u i r los p a p e l e s y o b j e t o s q u e n o s e r e l a c i o n e n d i r e c t a m e n t e c o n el h e c h o i m p u t a -
d o al p r e v e n i d o , y d e c i d i r á en ú l t i m o c a s o s o b r e l a r e c l a m a c i ó n d e l o s t e r c e r o s 
a p r e h e n s o r e s ú o t r o s q u e t e n g a n d e r e c h o s . 

Ar t . 6 o L o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s e n v i r t u d d e l a p r e s e n t e l ey , se i n s e r t a r á n e n 
el Monitor, n o s e p o d r á n p o n e r en e j e c u c i ó n , s i no diez d i a s d e s p u é s d e l a f e c h a d e 
e s t e pe r iód ico . 

\ r t . T Xo p u e d e - t e n e r l u g a r l a e x t r a d i c i ó n s i , d e s p u é s de l h e c h o i m p u t a d o , 
l o s p r o c e d i m i e n t o s ó la s e n t e n c i a , s e h a a d q u i r i d o la p r e s c r i p c i ó n s e g ú n l a s l e y e s 
d e Bélg ica . 

Art . 9° Son t a m b i é n a p l i c a b l e s á l a s i n f r a c c i o n e s en m a t e r i a se lv íco la , r u r a l ó 
d e p e s c a . 

Art . 10. E l e x t r a n j e r o q u e d e s p u é s d e h a b e r c o m e t i d o , f u e r a del t e r r i t o r i o del 
r e i n o , u n a d e l a s i n f r a c c i o n e s p r e v i s t a s p o r la l ey d e 30 d e Dic i embre de 1836 y p o r 
l o s a r t í c u l o s 1" y 9o d e l a p r e s e n t e l ey , a d q u i e r a ó r e c o b r e l a ' c u a l i d a d d e b e l g a , si 
s e hal la e n Bé lg i ca , p o d r á s e r p r o c e s a d o en s u t e r r i t o r i o , j u z g a d o y c a s t i g a d o 
c o n f o r m e á l a s l e y e s de l r e i n o en l o s l í m i t e s d e t e r m i n a d o s po r d i c h a " l e y d e 3 0 d e 
Dic i embre d e 1836. 

Art . 11. L a s r e q u i s i t o r i a s l i b r a d a s p o r l a a u t o r i d a d c o m p e t e n t e e x t r a n j e r a q u e 
t i e n d a n á h a c e r p r a c t i c a r b i en u n a v i s i t a domic i l i a r i a , ó b i e n el e m b a r g o del c u e r -
p o del de l i to ó p iezas d e c o n v i c c i ó n , n o p o d r á n e j e c u t a r s e e n Bé lg i ca s i n o p o r u n o 
d e los c a s o s e n u m e r a d o s e n el a r t . I o d e l a p r e s e n t e l e y . E x c e p t o el c a s o p r e v i s t o 
p o r el a r t . 5", s e h a r á n p r e v i a m e n t e e j e c u t i v a s por l a C á m a r a del C o n s e j o del T r i -
b u n a l d e p r i m e r a i n s t a n c i a del l u g a r d o n d e l a s r e q u i s a s y e m b a r g o d e b e n t e n e r 
l u g a r . L a C á m a r a de l C o n s e j o d e c i d i r á t a m b i é n s o b r e si h a y l u g a r ó n o á r e m i t i r 
al Gobie rno d e m a n d a n t e , e n t o d o ó e n p a r t e , l o s o b j e t o s y p a p e l e s e m b a r g a d o s . 
O r d e n a r á t a m b i é n la r e s t i t u c i ó n d e l o s p a p e l e s y o b j e t o s q u e n o se r e l a c i o n e n d i -

los delitos envmerados, sino que también á los cómplices,-
miéntras que la ley de 1870 no encierra ninguna disposición 
expresa relativa á los cómplices. Asimismo, según la ley ac-
tualmente en vigor, se admite la extradición, no sólo por los 
delitos consumados, sino por las tentativas también, siempre 
que se trate de un delito comprendido en los enumerados en 
esta misma ley. y que la tentat iva sea castigada con las penas 
dictadas por las leyes penales. 

Otra innovación importante es la de que, miéntras que se-
gún las leyes anteriores se exigia que el hecho que motivaba 
la extradición hubiese sido cometido en territorio del Estado 
demandante, según el art. 2o de la ley de 1874, basta que el 

* individuo reclamado sea legalmente digno de procedimientos 
ante los tribunales de este Estado, según los principios de ju-
risdicción extra-territorial consignados en la legislación belga. 
Además, en el caso en que, según la ley de 30 de Diciembre 
de 1836, la ley belga fuese aplicable á los delitos cometidos 
en el extranjero, se podrá también acordar la extradición pe-
dida por un Estado extranjero, cuyos tribunales serian com-
petentes por razón de un delito dado, cometido en el extran-
jero. 

Según esta misma ley. no se exige necesariamente como 
pieza en apoyo de la demanda de extradición, el juicio de con-
dena ó el acta de acusación, sino que se conforma con el auto 
de prisión' ó con cualquier otro documento de la autoridad 
competente equivalente á dicho auto. 

Es ta importante innovación fue motivada porque, según 
la lev de ciertos Estados, tales como los de la América del 
N o r t e v los Estados-Unidos de América, no se permite pro-
nunciar sentencia contra un ausente, así es que no era posible 
celebrar tratados con esos Estados si se exigia la presentación 
de la sentencia condenatoria ó el acta de acusación. 

r e c t a m e n t e con el h e c h o i m p u t a d o al p r e v e n i d o , y d e c i d i r á el cas écheanf, sob re l a 
r e c l a m a c i ó n d e l t e r c i o d e a p r e h e n s o r e s ú o t r o s q u e t e n g a n d e r e c h o . . 

A r t 12. L a l ey d e 5 d e Abri l d e 1868, l a d e 1° d e J u n i o d e 1870, a s i c o m o l a s d i s -
p o s i c i o n e s d e l a l e y d e 1- d e O c t u b r e d e 1833, á excepc ión del a r t 6" q u e d a n d e r o -
L a d a s . L a s p a l a b r a s .Conforme A las leyes de 5 de Abril de 1868 y de V de Jumo de 1870, 
e s t á n s u p r i m i d a s e n el a r t . 1" d e l a ley d e 17 d e J u n i o d e 1871, r e l a t i v a s a tos e x -
t r a n j e r o s . » (Legislación belga.) 



Sin embargo, las garantías concedidas al individuo reque-
rido, no se echan de ménos en esta ley. En efecto, el ex t ran-
jero no puede ser entregado sin el dictámen prévio de la Cá-
mara de acusaciones de la Corte de apelación, en la cual tiene 
el derecho de hacerse asistir por un consejo, y ante el cual el 
Ministerio fiscal debe acusar. No obstante, relativamente á la 
extradición por transito no se exige el parecer de la Corte de 
apelación, y más aún miéntras que según la ley anterior, se 
exigía la existencia de un convenio entre Bélgica y todos los 
Estados, entre los cuales se operaba la trasmisión del entre-
gado, según-el art. 4o de la ley de 1874, basta la existencia 
de un convenio con el Estado qu^e solicita el tránsito. 

Relativamente á los delitos políticos, no sólo no se admite 
la extradición, sino que por el art. 6o de la ley de 1833, se dis-
pone formalmente que en los convenios de extradición debe 
estipularse expresamente que el entregado no podrá ser pro-
cesado ni castigado por ningún delito político anterior á la 
extradición, ni por n ingún delito relacionado con aquellos (1). 

Después del atentado contra Napoleon III, se excluyó, sin 
embargo, del número de los delitos políticos el atentado con-
tra el jefe de un Gobierno extranjero (ley de 22 de Marzo 
de 1856) (2). 

Por la ley de 7 de Julio de 1875 resultó una innovación de 
la anterior ley de 15 de Marzo de 1874 relativamente á los ca-
sos en que puede concederse la extradición. Aquella ley ha 
adquirido una especial importancia por las circunstancias que 
motivaron su presentación á l a s Cámaras belgas. 

En efecto, fué presentada después de un hecho realizado 

(1) Ley belga sobre la extradición, d e I o d e O c t u b r e d e 1833: 
A r t . 6o S e r á e x p r e s a m e n t e e s t i p u l a d o e n e s t o s t r a t a d o s ( t r a t a d o s d e e x t r a d i -

c ión) «que el e x t r a n j e r o n o p o d r á s e r p r o c e s a d o n i c a s t i g a d o p o r n i n g ú n de l i to p o -
l í t ico a n t e r i o r á la e x t r a d i c i ó n , n i p o r n i n g ú n h e c h o r e l a c i o n a d o c o n s e m e j a n t e de-
l i t o , n i p p r n i n g u n o d é l o s c r í m e n e s ó d e l i t o s n o p r e v i s t o s p o r l a p r e s e n t e l e y ; d e 
.o t ro m o d o , t o d a e x t r a d i c i ó n y t o d o a r r e s t o q u e d a n p r o h i b i d o s . » 

(2) Ley d e 22 d e Marzo d e 1856: 
«No s e r á c o n s i d e r a d o c o m o d e l i t o po l í t i co , n i c o m o h e c h o r e l a c i o n a d o con é l , e í 

a t e n t a d o c o n t r a l a p e r s o n a del j e f e d e u n G o b i e r n o e x t r a n j e r o , ó c o n t r a l a d e l o s 
m i e m b r o s d e s u f a m i l i a , c u a n d o el a t e n t a d o c o n s t i t u y a el h e c h o , b i en s e a d e h o -
mic id io , b i e n d e a s e s i n a t o , b i e n d e e n v e n e n a m i e n t o . » (Legislación belga.) 

por un tal Duchesne, ciudadano belga, convicto de haber me-
ditado y propuesto por escrito un atentado contra la vida del 
Canciller del imperio de Alemania. No habiendo podido pro-
cesarse á Duchesne en Bélgica, porque sobre el hecho que se 
le imputaba no recaia la aplicación de n ingún artículo del 
Código penal belga, su impunidad produjo una viva emocion 
en Europa, y dió lugar al cambio de numerosas notas diplo-
máticas entre Alemania y Bélgica. Para evitar que semejantes 
hechos se repitieran en el porvenir se presentó esta ley que 
contiene disposiciones penales contra las ofertas y proposicio-
nes de cometer ciertos crímenes, y que se añadió á los casos 
de extradición el que motivaba dicha ley, cuyo texto reprodu-
cimos en nota, tal como ha sido adoptado' por la Cámara de 
Diputados, después de largas y animadas discusiones (1). 

265. Estados-Unidos de América.—M. Clarke, en su impor-
tante obra sobre la extradición (2), expone consumo cuidado la 
historia de esta institución en los Estados-Unidos de América. 
Según él, las leyes especiales dictadas en ese país y los acuer-
dos de las Cortes americanas relativas á l a remisión de malhe-
chores fugitivos, deben ocupar el primer lugar en la historia 
de la legislación y de la práctica moderna en materia de ex-
tradición. 

Después de la formación de la Confederación americana, 
nadie se ocupó, en realidad, más que de la remisión de los 

(1) Ley d e 1 d e Ju l i o d e 1875: 
«Ar t . I o C u a l q u i e r a q u e h a y a o f r e c i d o ó p r o p u e s t o d i r e c t a m e n t e c o m e t e r u n 

c r i m e n p u n i b l e c o n l a p e n a d e m u e r t e ó con l a d e t r a b a j o s f o r z a d o s , 6 q u e h a y a 
a y u d a d o á él, y c u a l q u i e r a q u e h a y a a c e p t a d o ta l o f e r t a ó p r o p o s i c i o n , s e r á c a s t i -
g a d o c o n p r i s i ó n d e t r e s m e s e s á c inco a ñ o s y c o n u n a m u l t a d e 50 á 500 f r a n c o s , 
s i n p e r j u i c i o d e la ap l i cac ión del a r t 5 o d e l C ó d i g o p e n a l , si ex i s t en c i r c u n s t a n c i a s 
a t e n u a n t e s . E l c u l p a b l e p o d r á s e r , a d e m á s , c o n d e n a d o á l a i n t e r d i c c i ó n , c o n f o r m e 
al a r t . 35 d e l Cód igo p e n a l , y p u e s t o b a j o l a v i g i l a n c i a d e l a po l ic ía d u r a n t e c inco 
a ñ o s á lo m é n o s y diez a ñ o s á lo m á s . Sin e m b a r g o , l a o f e r t a ó p r o p o s i c i o n s i m p l e -
m e n t e y e r b a l , n o s e r á c a s t i g a d a , c u a n d o n o s e a a c o m p a ñ a d a de d o n a t i v o s ó p r o -
m e s a s , ó s u b o r d i n a d o á é s t a s y á a q u é l l o s ; n i l a a c e p t a c i ó n d e e s t a p r o m e s a o p ro -
popos i c ion .» 

«Ar t . 2" S e a ñ a d e al n . ° 9 o d e l a r t . 1" d e l a l ey d e 15 d e M a r z o d e 1814 s o b r e l a 
e x t r a d i c i ó n . l a d i spos i c ión s i g u i e n t e : « P o r o f e r t a s y p r o p o s i c i o n e s d e c o m e t e r 
• u n c r i m e n ó d e p a r t i c i p a r d e él ó p o r a c e p t a c i ó n d e d i c h a s o f e r t a s ó p r o p o s i -
c i o n e s . » 

(2) .4 tr< alise upon the Ihw of extradition. (2a ed ic ión , 1874.) 



malhechores que, después de haberse hecho culpables de un 
delito en uno délos Estados de la unión, se refugiase en otro 
de estos Estados. En el párrafo 2o del art. 4o de la Constitu-
ción, se reglamentó este punto en estos términos: «El indivi-
duo acusado en un Estado como autor de una traición, de una 
felonía ó de otro crimen que se- sustraiga, por la fuga, á la 
justicia y se interne en otro Estado, por demanda del Poder 
ejecutivo del Estado de donde ha huido, será entregado para 
ser conducido al Estado que tenga jurisdicción por razón del 
crimen cometido.» 

Ciertas dudas que ocurrieron con motivo de la aplicación 
de esta disposición y que se pusieron de manifiesto al remitir 
el Gobernador de Pensilvania, al de Virginia, un malhechor, 
dieron lugar á un decreto del Congreso de 12 de Febrero de 
1793, que los disipó por completo (1). 

En cuanto á los otros países, en el origen, nada se estatu-
yó en este sentido. Poderosas razones económicas y políticas, 
y sobre todo, tal vez el deseo de favorecer la emigración á su 
territorio impidieron al Gobierno de los Estados-Unidos entre-
ga r á los otros Gobiernos los malhechores que iban á pedirles 
asilo y reclamar la propia extradición de los que huian de las 
comarcas sometidas á su jurisdicción (2). 

Por lo demás, es de notar que la primera vez que se pre-
sentó á las Cortes americanas la cuestión de saber si la extra-
dición podia acordarse independientemente de los tratados y 
de la obligación de reciprocidad, se pronunciaron en principio 
por la negativa, pero declarando que podian presentarse casos 
en los que pro bono publico, y para impedir que los malhecho-
res culpables de crímenes atroces, se sustrajesen á un castigo 
merecido, seria preferible entregarlos á los países á los cuales 
pertenezcan ó á aquél en cuyo territorio se hubiese cometido 
el crimen (3). Este principio ha tenido diferentes aplicaciones 
en los Estados-Unidos, y entre otros, recientemente en 1864, 

(1) C l a r k e , c i t . , p á g . 2 ) . 
(2) C o m p a r . '.a c o n t e s t a c i ó n del P r e s i d e n t e d e l o s K s t a d o s - I ' n i d o s al G o b i e r n o 

d e l a C a r o l i n a de l S u r , r e s e ñ a d a p o r C a l v o . Derecho internacional, 1.1, p . 518. 
(3) V é a s e el d e c r e t o d e 1 d e O c t u b r e d e 1864 en l a c a u s a L o n g c h a m p s , r e s e ñ a d o 

por C l a r k e , p . 32, y po r C a l v o , p . 517. 

con motivo de un Argüelles, Gobernador de Cuba, que sin ha-
ber tratados fué entregado á España como a.utor de un crimen 
atroz. Se habia apropiado, para venderlos como esclavos, cien-
to cuarenta y un individuos que debia haber libertado. En 
apoyo de esta práctica fueron invocados muchos argumentos 
sábiamente expuestos por eminentes jurisconsultos, tales como 
Kent y Story. Esta dcctrina fué ámpliamente desarrollada en 
la docta nota dirigida por el secretario de Estado Levvard, á la 
Comisión de la Cámara de representantes para defendei; la 
conducta del Presidente de los Estados-Unidos con motivo de 
la entrega del susodicho Argüelles. 

La teoría puesta en práctica por el Gobierno de los Esta-
dos-Unidos, según la cual la extradición de los malhechores 
debia ser considerada, en ciertos casos, como el justo ejercicio 
de un derecho y de un deber internacional, no pudo impedir 
el nacimiento de numerosas dificultades. En primer lugar se 
preguntaba si la facultad de entregar los malhechores, á 
falta de tratados, en ciertos casos, debia atribuirse á cada 
uno de los Estados de la Union, ó bien sólo al Gob'erno fe-
deral. Algunos Estados se abrogaron el derecho de extradi-
ción como uno de los derHfchos soberanos, y promulgaron le-
yes especiales para determinar los casos en que podia acordar-
se la extradición independientemente de los tratados (1). En 
otros Estados declararon que esta cuestión estaba fuera de sus 
atribuciones. De ahí la necesidad de reglamentar por tratados 
esta materia. El primero fué el celebrado con Inglaterra 
en 1794. Por aplicación de este convenio, Inglaterra obtuvo la 
extradición de un tal Robbins que era ciudadauo america-
no (1799). Espirado el término fijado para la duración de este 
tratado, no fué renovado, y desde 1806 á 19 de Agosto de 1842. 
fecha de la estipulación de un nuevo convenio de extradición, 
las relaciones entre los Gobiernos inglés y americano no fue-

(1-) U n a l ey v o t a d a en el E s t a d o d e N e w - Y o r k , el 5 d e Abril d e 1822, a u t o r i z ó a l 
G o b e r n a d o r p a r a e n t r e g a r á s u d i s c r e c i ó n , m e d i a n t e l a d e m a n d a d e u n G o b i e r n o 
e x t r a n j e r o , al f u g i t i v o a c u s a d o d e homic id io , d e f a l s i f i cac ión , de. r o b o , de o t r o s 
c r í m e n e s p u n i b l e s , s e g ú n l a l e y d e l E s t a d o , con l a p e n a d e m u e r t e ó con r e c l u s i ó n , 
s i e m p r e q u e se d e d u z c a n p r u e b a s d e l a c u l p a b i l i d a d , d e t a l n a t u r a l e z a q u e , s e g ú n 
l a s l e y e s a m e r i c a n a s , d i e sen l u g a r á u n a i n s t a n c i a c r i m i n a l c o n t r a el a c u s a d o . 



ron reglamentadas por n ingur convenio en materia de extra-
dición. En 1843 (9 de Noviembre) América celebró aúun otro 
tratado de extradición con Francia. 

La ejecución de estos convenios dió lugar á muchas difi-
cultades, de las cuales las más graves fueron indudablemente 
las que se presentaron con motivo de la extradición de un tal 
Metzguer, acusado de falso empleado en Francia y reclamado 
por el Gobierno francés (1). Para resolver estas dificultades fué 
necesario hacer una ley especial. 

Esta ley fué votada en 1848 (2). Los delitos por los-cuales 

(1) C l a r k , c i t . , p. 5 2 . — C a l v o , c i t . , p . 521. 
(2) D e c r e t o d e l 12 d e A g o s t o d e 1848: 

«Decreto liara, ejecución de tos tratado-i estipulados entre este Gobierno y los Gobiernos 
extranjeros para el arresto y extradición de los malhechores. 

» A r t i c u l o I o S e h a d e c r e t a d o p o r e l S e n a d o y l a C á m a r a d e r e p r e s e n t a n t e s d é l o s 
E s t a d o s - U n i d o s d e A m é r i c a , l o s i g u i e n t e : E n t o d o s l o s c a s o s en q u e e x i s t a ó p u e d a 
e x i s t i r u n t r a t a d o de e x t r a d i c i ó n e n t r e e l G o b i e r n o d e l o s E s t a d o s - U n i d o s y c u a l -
q u i e r o t r o G o b i e r n o e x t r a n j e r o , p o d r á s e r y s e r á p e r m i t i d o á c u a l q u i e r .Tuez de l a 
C o r t e S u p r e m a ó á l o s J u e c e s d e c a d a u n a d e l a s C o r t e s d e d i s t r i t o d e l b s E s t a d o s -
U n i d o s y á l o s J u e c e s d e c u a l q u i e r C o r t e d e E s t a d o y á l o s c o m i s a r i o s a u t o r i z a d o s 
a l e f t e t o p o r u n a d e l a s C o r t e s d e l o s E s t a d o s - U n i d o s l a s c u a l e s e s t á n i n v e s t i d a s 
p a r a e l lo d e f a c u l t a d e s , d e j u r i s d i c c i ó n y d e a t t o r i d a d ) , e n el c a s o d e u n a q u e j a 
p r o d u c i d a b a j o j u r a m e n t o , y a f i r m a d a c o n i r a u n a p e r s o n a q u e s e h a l l e e n el E s t a d o , 
d i s t r i t o ó t e r r i t o r i o , d e s p u é s d e h a b e r c o m e t i d o e n l a j u r i s d i c c i o n de u n o de l o s G o -
b i e r n o s de q u e s e t r a t a , u n o d e l o s c r í m e n e s e n u m e r a d o s ó p r e v i s t o s p o r u n o d e d i -
c h o s t r a t a d o s ó d e d i c h o s c o n v e n i o s ; l i b r a r u n a u t o d e p r i s i ó n p a r a h a c e r d e t e n e r 
a l p r e v e n i d o , el q u e p o d r á s e r o b l i g a d o á c o m p a r e c e r d e l a n t e 'de e s t e J u e z ó C o m i s a -
r i o , q u e e x a m i n a r á y e n t e n d e r á . e n l a s p r u e b a s de s u c u l p a b i l i d a d . Si d e t a l e x á m e n 
r e s u l t a p a r a e s e M a g i s t r a d o u n a p r u e b a s u f i c i e n t e p a r a m o t i v a r la p r e v e n c i ó n , s e -
g ú n el t r a t a d o ó c o n v e n i o e n q u e s e t r a t e , e s t á o b l i g a d o á e x p e d i r a l S e c r e t a r i o d e 
E s t a d o u n c e r t i f i c a d o , j u n t o c o n l a c o p i a , d e t o d a s l a s d e p o s i c i o n e s d e l o s t e s t i g o s 
r e c i b i d a s p o r é l , á fin d e q u e p u e d a l i b r a r s e u n a u t o d e p r i s i ó n á d e m a n d a d e l a a u -
t o r i d a d c o m p e t e n t e d e l G o b i e r n o e x t r a n j e r o , i n t e r e s a d o p a r a e n t r e g a r a l i n d i v i d u o , 
e n c o n f o r m i d a d d e lo e s t i p u l a d o e n d i c h o t r a t a d o ó e n d i c h a c o n v e n c i ó n . A d e m á s , 
s e r á o b l i g a c i ó n d e d i c h o J u e z ó C o m i s a r i o l i b r a r u n m a n c a m i e n t o á fin d e q u e e l 
d e t e n i d o s e a e n c a r c e l a d o , y q u e d a r á a l l í h a s t a q u e p u e d a e f e c t u a r s e l a e x t r a -
d i c i ó n . 

» A l t . 2 o E s t á , a d e m á s , d e c r e t a d o , q u e e n t o d o s l o s c a s o s d e q u e j a y d e i n s t a n -
c i a , d e s p u é s del a u t o d e p r i s i ó n , l a s e x p e d i c i o n e s d e d e p o s i c i o n e s , d e s p u é s d e l a s 
c u a l e s s e a c o i d ó e l p r i m i t i v o a u t o d e p r i s i ó n e n u n o d e l o s p a í s e s e x t r a n j e r o s d e 
q u e s e t r a t a , p o d r á n s e r r e c i b i d o s c o m o p r u e b a s d e la c u l p a b i l i d a d d e l a p e r s o n a 
a s í d e t e n i d a , s i s e p r e s e n t a n a u t é n t i c a s y c e r t i f i c a d a s p o r m e d i o d e l a firma de l a 
p e r s o n a ó p e r s o n a s q u e h a n d e c r e t a d o d i c h o a u t o , y a t e s t i g u a d a s b a j o j u r a m e n t o 
p o r l a p a r t e q u e l a s p r o d u c e , c o m o c o p i a s v e r d a d e r a s d e l a m i n u t a d e l a s d e p o s i -
c i o n e s . 

» A r t . 3° T a m b i é n e s t á d e c r e t a d o q u e el S e c r e t a r i o d e E s t a d o s e h a l l a a u t o r i z a d o 

puede concederse l a extradición no están enumerados en ella; 
pero se prescribe que el Gobierno que pide la entrega del mal-
hechor debe suministrar pruebas de su culpabilidad que deben 
ser suficientes, según la ley del país en que se hal la , para 
hacer dictar contra él un auto de prisión para detenerle. La 
queja dirigida por el Gobierno demandante debe estar atesti-
guado por juramento y todos los documentos en apoyo de la 
demanda deben ser no solamente auténticos, sino que deben 
ser certificados bajo juramento por la persona que los pro-

d U C El tiempo durante el que puede estar detenido el individuo 
requerido, se halla limitado en el art. 4o, y pasado este térmi-
no, puede pedir su escarcelacion. 

p a r a l i b r a r u n a o r d e n firmada p o r é l , y p r o v i s t a d e s u c o r r e s p o n d i e n t e s e l l o , p a r a 
h a c e r e n t r e g a r a l d e t e n i d o p a r a s e r e n j u i c i a d o p o r r a z ó n d e l c r i m e n d e q u e h a y a 
s i d o a c u s a d o , á l a p e r s o n a ó p e r s o n a s d e b i d a m e n t e a u t o r i z a d a s p o r e ¡ G o b i e r n o 
e x t r a n j e r o d e i u e s e t r a t a ; y d i c h a p e r s o n a s e r á r e m i t i d a e n v i r t u d d e e s t a o r d e a , 
y s e r á p e r m i t i d o á a q u e l l a ó á a q u e l l a s p e r s o n a s a u t o r i z a d a s , c o m o a r r i b a s e h a 
d i c h o , el t e n e r a l p r e v e n i d o b a j o s j i c u s t o d i a y c o n d u c i r l e a l t e r r i t o r i o del G o b i e r n o 
e x t r a n j e r o , c o n f o r m e a l t r a t a d o ; s i -e l p r e v e n i d o s e f u g a s e d e m a n o s d e a q u é l ó 
a q u é l l o s á q u i e n e s s e h a b i a c o n f i a d o su c u s t o d i a , ó d e l o s á q u e d e b i a s e r e n t r e g a -
d o , c o m o a r r i b a s e h a d i c h o , s e r á p e r m i t i . l o p r e n d e r l o d e n u e v o , d e l m i s m o m o d o 
q u e p u d i e r a s e r l o u n a p e r s o n a a c u s a d a d e u n c r i m e n c o n t r a l a s l e y e s v i g e n t e s e n 
l o s E s t a d o s - U n i d o s - s i l l e g a b a á f u g a r s e . 

» A r t . 4o T a m b i é n e s t á d e c r e t a d o q u e , c u a n d o u n i n d i v i d u o q u e h a s i d o e n c a r -
c e l a d o e n v i r t u d d e e s t e a u t o ó d e u n t r a t a d o c u a l q u i e r a , c o m o m á s a r r i b a s e i n -
d i c a , p a r a s e r d e t e n i d o h a s t a s u r e m i s i ó n , d e s p u é s d e l a d e m a n d a , e n l a f o r m a a n -
t e r i o r m e n t e d i c h a , n o - h a s i d o e f e c t i v a m e n t e r e m i t i d o , n i c o n d u c i d o f u e r a d e l t e r r i -
t o r i o d e l o s E s t a d o s - U n i d o s , e n e l e s p a c i o de d o s m e s e s d e l a l m a n a q u e , á c o n t a r 
d e s d e e l d i a d e s u e n c a r c e l a m i e n t o , a ñ a d i e n d o e l t i e m p o n e c e s a r i o p a r a l l e v a r a l 
p r i s i o n e r o d e s d e l a c á r c e l , d o n d e s e h a l l e d e t e n i d o , f u e r a d e l t e r r i t o r i o d e l o s E s -
d o s - U n i d o s p o r l a v í a m á s c o r t a , t o d o J u e z d e l o s E s t a d o s - U n i d o s ó d e c u a l q u i e r 
E s t a d o , á p e t i c i ó n d e l a p e r s o n a d e t e n i d a e n e s t a s c o n d i c i o n e s p o r i n t e r é s p r o p i o , 
y d e s p u é s d e l a p r u e b a p r o d u c i d a p o r d i c h a p e r s o n a , y q u e e l S e c r e t a r i o d e E s t a d o 
h a s i d o d e b i d a m e n t e a d v e r t i d o d e l a p r o y e c t a d a i n t e n c i ó n d e p r o d u c i r e s a p r u e b a , 
p u e d e o r d e n a r q u e l a p e r s o n a e n c a r c e l a d a s e a p u e s t a e n l i b e r t a d , á m é n o s q u e 
h a y a n l l e g a d o á n o t i c i a d e e s t e J u e z m o t i v o s s u f i c i e n t e s p a r a d e m o s t r a r l e q n e n o 
p u e d e d a r l a l i b e r t a d a l p r e v e n i d o . 

» A r t . 5° A s i m i s m o e s t á d e c r e t a d o q u e e s t a a c t a s e r á a p l i c a b l e n o m i s q u e d u -
r a n t e l a e x i s t e n c i a de u n t r a t a d o d e e x t r a d i c i ó n . 

» A r t . 6" Del m i s m o m o d o e s t á d e c r e t a d o q u e s e r á p e r m i t i d o á l a s C o r t e s d e l o s 
E s t a d o s - U n i d o s , ó á u n a d e e l l a s , a u t o r i z a r á c u a l q u i e r p e r s o n a 0 p e r s o n a s á f u n -
c i o n a r e n c a l i d a d d e C o m i s a r i o ó C o m i s a r i o s , d e c o n f o r m i d a d c o n l a s d i s p o s i c i o -
n e s de l a p r e s e n t e a c t a , v t o d o lo q u e h a g a n e s t a p e r s o n a ó p e r s o n a s , a s i a u t o r i -
z a d o s , s i g u i e n d o l a s d i s p o s i c i o n e s d e la p r e s e n t e l e y , s e r á v a l e d e r o b a j o t o d o s 
c o n c e p t o s y p a r a t o d o s l o s fines.» 



Las formalidades requeridas para la autenticidad de los do-
cumentos han sido modificadas despues por la ley de 1860 (1) 
y más recientemente aún por la ley de 19 de Junio de 1876 
donde se determina el modo de hacer la prueba en las cuestio-
nes de extradición sometidas al exánien de los tribunales de 
los Estados-Unidos. Se admite como prueba del crimen impu-
tado al individuo requerido, bien las piezas debidamente lega-
lizadas por los tribunales del país de donde el prevenido se ha 
fugado, ó bien las copias de estas piezas, legalizadas del mismo 
modo. Sin embargo, estos documentos deben estar acompaña-
dos de un certificado del agente diplomático de los Estados-
Unidos residente en el país demandante y que atestigüe que 
las minutas ó las copias son auténticas. La detención, la remi-
sión y seguridad del preso y de las personas delegadas para 
acompañarle se han reglamentado por la ley de 3 de Mayo de 
1869 (2). 

J ü ; ^ ^ e ; J u n i o d e l S 6 0 , para modificar ¡a titulada «Acta para la ejecución 
dio tratados es ¡¡pulidos entre este Gobierho y los'Gobiernos extranjeros para e arresto 
y extradición de los malhechores. 

« P o r el S e n a d o y la C á m a r a d e r e p r e s e n t a n t e s s e h a d e c r e t a d o : q u e en el c a s o 
t l T l l ™ d l ! P» s 'C . íones a u t o s d e p r i s i ó n ú o t r o s d o c u m e n t o s ó c o p i a s de e l los s e a n 
p . e s e n t a d o s c o m o p r u e b a s en l a i n s t a n c i a a b i e r t a p a r a o b t e n e r l a e x t r a d i c i ó n , e n 
c o n f o r m i d a d c o n el a r t ¿° de l a c t a t i t u l a d a : 

» Acta p a r a l a e jecuc ión d e l o s t r a t a d o s e s t i p u l a d o s e n t r e e s t e G o b i e r n o y l o s 
G o b i e r n o s e x t r a n j e r o s p a r a el a r r e s t o y e x t r a d i c i ó n d e l o s m a l h e c h o r e s , a p r o b a d a 
el 12 d e A g o s t o d e 1818, e s t a s d i s p o s i c i o n e s , a u t o s d e p r i s i ó n ú o t r o s d o c u m e n t o s 
s e r á n a d m i t i d o s y r e c i b i d o s á los fines del a r t . 2° c i t ado , si s o n d e b i d a y l e g a l -
m e n t e a u t é n t i c o s , del m i s m o m o d o q u e s e r i a n r ec ib idos á l o s m i s m o s fines p o r l o s 
r n b u n a k s de l E s t a d o e x t r a n j e r o d e d o n d e se h a y a f u g a d o el p r e v e n i d o ; y el c e r -
t i f i cado del p r i m e r f u n c i o n a r i o d i p l o m á t i c o ó c o n s u l a r r e s i d e n t e en el p a i s e x t r a n -
j e r o t e n d r á p o r o b j e t o p r o b a r q u e t o d o p a p e l ó d o c u m e n t o as í p r e s e n t a d o , e s a u -
t e n t i c o de l m o d o r e q u e r i d o p o r l a p r e s e n t e a c t a . » 

(2) A c t a d e 3 d e M a r z o d e 1869: 

V ¿Ar!l extend,ia P"r" " m e e r á lae>ecuc>°n de los Irutados celebrados entre este Gobierno 
y los (¡oblemos extranjeros para la extradición de los malhechores. 

»El S e n a d o y l a C á m a r a d e r e p r e s e n t a n t e s d é l o s E s t a d o s - U n idos h a n d e c r e t a -

m
a ! T T ^ 0 " a y a S Í t l ° e n t r e ^ a d 0 P o r u c G o b i e r n o e x t r a n j e r o á 

u n o o m á s a g e n t e s d 9 , l o s E s t a d o s - U n i d o s , p a r a s e r c o n d u c i d o á el los y j u z g a d o 

E ? : ; r n ? r e h a y a S i d 0 d e b l d a m e n t e a f i u s a d o - el P r e s i d e n t e t e n d r á U f a -
d o S r t 0 < l a S l a s T d i d a s n e c e s a r ¡ a s P a r a e l f ^ p o r t e y s e g u r a c u s t o d i a 

^ ^ S U ? a ' V a í U a r d i a c o n t r a t o d a v i o l e n c i a i n j u s t a , h a s t a l a c o n -
d ic ión v h i J U , T r e ' f V ° a l C r ¡ m e Q Ó d e l i t 0 **P«cif tcado en el a u t o d o e x t r a -
r i d T L e t f h b a r t a d d H d n i t ¡ v a d s »» ^ ¡ r a n c i a ó p r i s i ó n en q u e h a y a i n c u r -
r i d o p o r e s t e c r i m e n o p o r r a z ó n d e é!, y d u r a n t e u n t i e m p o r a z o n a b l e , á c o n t a r 

Desde la publicación de la ley de 1848, se han celebrado 
diversos tratados con el Gobierno americano, y son los siguien-
tes: Con las islas Havai, el 28 de Diciembre de 1849; con Sui-
za, el 25 de Noviembre de 1850; con Prusia el 16 de Junio de 
1852; con Baviera, el 12 de Setiembre do 1853; con Austria, el 
3 de Julio de 1856; con el Gran Ducado de Badén, el 30 de 
de Enero de 1855; con Suecia y Noruega, el 21 de Marzo de 
1860; con Venezuela el 17 de Agosto de 1860; con Méjico, el 
11 de Diciembre de 1861; con Haiti el 3 de Noviembre de 1864; 
con la República de Santo Domingo, el 8 de Febrero de 1867: 
con Italia, el 23 de Marzo de 1868; con Nicaragua, el 25 de 
Junio de 1870; con Bélgica, el 19 de Marzo de 1874; con el 
Salvador, (1874); y con el Perú, el 27 de Julio de 1874. 

266. Gran. Bretaña.—Hasta la promulgación de la ley de 
1870, sobre la extradición, el Gobierno inglés se habia mos-
trado rebelde á toda tentativa de conclusión de tratados de ex-
tradición; hasta el punto que, como Jo hace observar Phillimo-
re, se decia comunmente que habia sido siempre una regla en 
ese país el rehusar la entrega de.cualquier individuo que se 
hubiere refugiado en su territorio (1). Sin embargo, fué preciso 

d e s d e l a e x t i n c i ó n d e l a c o n d e n a . A e s t e fin, e s t á a u t o r i z a d o el P r e s i d e n t e , o l a 
p e r s o n a e n c a r g a d a p o r él d e e s t a m i s i ó n , p a r a e m p l e a r l a f u e r z a a r m a d a d e t i e r r a 
ó m a r ó d e l a mi l ic ia d e l o s E s t a d o s - U n i d o s , q u e c r e a n e c e s a r i a p a r a l a d e f t n s a y 
p r o t e c c i ó n d e l a c u s a d o . 

• A r t . 2° S e h a d e c r e t a d o , a d e m á s , q u e t o d o i n d i v i d u o l e g a l m e n t e i n v e s t i d o 
c o m o a g e n t e d e l a f a c u l t a d d e r e c i b i r , e n i n t e r é s d e l o s E s t a d o s - U n i d o s , la e n t r e -
g a h e c h a p o r u n G o b i e r n o e x t r a n j e r o d e u n a p e r s o n a a c u s a d a d e u n c r i m e n c o m e -
t i d o en l a j u r i s d i c c i ó n d e l o s E s t a d o s - U n i d o s , y d e c o n d u c i r l e al l u g a r d o n d e d e b e 
s o m e t e r s e á j u i c i o , e s t á y e s t a r á , e n c o n s e c u e n c i a , i n v e s t i d o d e l a m i s m a a u t o r i -
d a d q u e un g e n e r a l d e l o s E s t a d o s - U n i d o s (ofá marshalof the United-States), á t o d o s 
los d i s t r i t o s p o r d o n d e t e n g a n e c e s i d a d d e p a s a r c o n s u p r i s i o n e r o , m i é n t r a s e s t a 
a u t o r i d a d le s e a n e c e s a r i a p a r a l a s a l v a g u a r d i a del d i cho i n d i v i d u o . 

»Art . 3 o T a m b i é n s e h a d e c r e t a d o q u e c u a l q u i e r a q u e r e s i s t a á s a b i e n d a s ó v o -
l u n t a r i a m e n t e , ó p r e s e n t e o b s t á c u l o s á d icho a g e n t e e n el e jerc ic io d e s u s f u n c i o -
n e s . q u e l i b e r t e ó i n t e n t e l i b e r t a r p o r la f u e r z a a l p r i s i o n e r o , m i é n t r a s e s t á b a j o 
l a c u s t o d i a d e d i cho a g e n t e , ó d e u n g e n e r a l , a l c a l d e , c a r c e l e r o ú o t r o f u n c i o n a r i o 
ó p e r s o n a á l a q u e s u c u s t o d i a p u e d a h a b e r s ido l e g a l m e n t e c o n f i a d a , u n a vez c o n -
v i c t o d e e s t a v io l ac ion d e l a ley a n t e l a C o r t e d e l d i s t r i t o ó del c i r c u i t o d e l o s E s -
t a d o s - U n i d o s , d o n d e h a s ido c o m e t i d a , s e r á c o n d e n a d o á u n a m u l t a q u e n o exce -
d e r á d e mil d u r o s (do l l a r s ) y á p r i s i ón por u n t i e m p o q u e n o e x c e d a d e u n año.» 

(1) P h i l l i m o r e , International Law,v. i , § 388. 



renunciar á este rigoroso principio y se han negociado despues 
vanos tratados; pero solamente tres fueron aprobados por el 
Parlamento antes de la promulgación del acta de 1870 listos 
convenios son los tratados de 19 de Agosto de 1842, con los 
Estados-Unidos; el de 12 de Abril de 1843, con Francia; y el 
de lo de Abril de 1862, con Dinamarca. Por lo demás, las difi-
cultades que se presentaron para la ejecución de estos tratados 
fueron tales, que el Ministro Rouher hubo de declarar ante el 
Cuerpo legislativo, en la sesión de 28 de Febrero de 1866 que 
todas las demandas hechas por el Gobierno francés para ob-
tener la extradición de los malhechores refugiados en Ingla-
terra, habían sido negadas por el Gobierno inglés, ya porque 
la identidad del acusado no habia podido ser demostrada, va 
porque las pruebas de su culpabilidad habían sido considera-
das oomo insuficientes, ya porque los documentos sobre los 
que estaba fundada la demanda no estaban debidamente lega-
lizados, y ya finalmente, y. esto la mayor parte de las vec°es, 
porque los Magistrados ingleses pretendían deber hacer una 
instrucción completa y minupiosa para adquirir la certidumbre 
de que el hecho imputado pudiese servir de base á una instan-
cia criminal según las leyes inglesas. 

E l tratado con los Estados-Unidos, di<5 mejores resultados. 
De once demandas presentadas desde 1854 á 1859. seis fueron 
aceptadas, y seis veces fueron entregados los malhechores re-
clamados. Sin embargo, se presentaron varios inconvenientes 
en la práctica, que fueron aclarados en las correspondencias 
diplomáticas cambiadas entre los dos Gobiernos. 

E l Gobierno inglés, reconoció, por sí, la necesidad de me-
didas apropósito para facilitar la extradición. Este Gobierno 
habia negociado, en 1852, un nuevo tratado con Francia, con 
el fin de hacer desaparecer en parte las dificultades. Pero el 
convenio aceptado por los dos Gobiernos no fué ratificado por 
la Camara inglesa, y no se pudieron ver realizadas las venta-
jas que se esperaba resultasen de la extensión dada en este 
tratado á los hechos que podrán motivar la extradición, de la 
simplificación de las formalidades legales requeridas para la 
producción de las actas y de la determinación más clara de 
las atribuciones de los Magistrados ingleses. 

» T t } * * 0 C O n t i , 1 U , 5 V i 8 : e n t e ' h a s í a de la ex i) i ra 
c on del término fijado para su duración, el conveni de 1843 

en.o a fin de no dejar prolongarse este estado de cosas Que 
implicaba la desigualdad más evidente entre las des partes 
contratantes y que provenía de la diferencia de legis L f o n ' I 

o j i o o f a 1 • ' 01 c o n v e , 1 ' 0 debía cesar de producir 

Será útil hacer notar que en la correspondencia diploná 
tica cambiada entre Jos dos Gobiernos, se puso en claro a c T e t 
tion de desigualdad que resultaba de las leves vigente en In 
g!aterra. En la nota dirigida al Gobierno i n / é T l e l G o ' 
bierno francés por mediación de su embajador °en L a d r e s - so" 
expuso esta s, nación. Después de esta corresponde"" a e 
Gobierno inglés, reconociendo la necesidad de una med d ¡ en 
este asunto, presentó al Parlamento un bilí para facilitar la 
ejecución de tratado con F r a n c i a . - E s t e prov cto f u é c r 
sámente sostenido ante la Cámara de lo, ores en la i " 
19 ele Julio de 1866, por el lord Canciller 
da despues de una viva oposicion el 10 de A g ó s t a t e m e 
Se. intitulaba Acta para modificar la hy sobre los trafilo, 1 
extradición. Esta ley, dictada para sa t i s facer las j u 2 s t c l Í 
paciones del Gobierno francés, debía durar solo n ño S m-
pbfieo las formalidades requeridas para hacer auténticos los 
documentos y las deposiciones de los testigos. Así pues el 
Gobierno rancés se decidió á prorogar los efectos de la" enu, 
cía del tratado. Obtuvo que se tomasen en consideración tres 

h X C t ; deeXU d Í C Í ü " r n t r á S q u e I a s T e ' n ^11 ̂  a de man das 
n á n d o l f f, la promulgación del acta de que venimos ocu-
pándonos, fueron todas negadas. 

Tal estado de cosas se prolongó. En efecto, el Gobierno in. 

a c t a d e 1866< — 
nuncia del tratfldo ^ n c é s prorogó los efectos de la de-
nuncia del tratado por seis meses más y enseguida por toda 
la época anterior á 1867. 1 

Ku 1868, la Cámara de los Comunes resolvió tomar una 

18 



medida definitiva con respecto á la ejecución de los tratados de 
extradición y nombró una comision para estudiar el asunto y 
presentar enseguida un proyecto de ley. 

La comision, después de largas discusiones y de numero-
sas consultas, llegó á formular las siguientes proposiciones: 

I a Que era oportuno facilitar las relaciones con los estados 
extranjeros por medio de la entrega recíproca de los malhe-
chores. 

2a Que se podia extender la lista de los delitos y añadir 
otros nuevos á los enumerados en los tratados en vigof. 
^ 3a Que el Parlamento debe dictar una ley autorizando á 
S. M. .para decretar, oido el Consejo, que los malhechores fu-
gitivos acusados y reclamados por el Gobierno del lugar del 
delito, puedan ser entregados si hubiese indicios suficientes y 
auténticos de que el acusado haya cometido los delitos que se-
le imputen, si ese clelitq estuviese comprendido en los enume-
rados en la ley, y si contra el inculpado hubiese pruebas sufi-
cientes para justificar un proceso si el crimen se hubiese co-
metido en Inglaterra. 

4a Que un convenio celebrado con un Estado extranjero 
no podía cesar de producir sus efectos sino á la espiración del 
tiempo fijado por el Parlamento. 

5a Que jamás se pudiese entregar un individuo acusado de 
un delito político, salvo el caso en que el hecho constituyese 
un asesinato ó una tentativa de asesinato. 

6a Que las expediciones de los convenios y del decreto que 
lasj iace ejecutorias deben presentarse al Parlamento. 

va Que el individuo entregado no pudiese ser juzgado ni 
castigado por otros delitos sino por el que hubiese motivado 
la extradición. 

8d Que en todos los convenios de extradición debiese i n -
sertarse la cláusula de que el malhechor fugitivo y reclamado 
no pudiese ser entregado sino después de una detención de 
quince dias y después de haber sido advertido que podia pedir 
una órden de habeas corptis. 

9J Que una vez obtenido el /tabeas corpus podría el malhe-
chor ser admitido á contestar la buena fé de la demanda de-
mostrando que habia sido reclamado por causas políticas. 

> e y 

año (1). " e S ' 0 J d e l o d e Junio del mismo 

c o m e t i d o c i e r t o s c r í m e n e s en l a u r s d T c c r d e d^h° C p ^ d e h a b e r 

n a ™ c k ° r e s e D t r e g a d o s p o r l o s E s t a d o s ^ r a n i e r o ^ t ° S ' ^ 6 ' ° S j u ' c ' o s d e 
n a , d e a c u e r d o y c o n e l c o n s e n t i m i e n t o d e los L o , ^ P n f T P a ¡ S ' S - ' a Rei -
« o - n e s r e u n i d o s en P a r l a m e n t o , h a d e ^ t a d ? ^ ' * ^ r a . e s y ! o s 

l a t i v o á l a e n t r e g a d e los m a l h e c h o r e s " T Z T ^ T ^ — -

y r e s t r i n g í , l a a p i c a l S Í m X C e í S ^ I * * " 1 0 " * * " d e , a m i s m a 
q u £ se h a l l a n en l a p a r t e d e l o s E s t a d o s d e

 S e h a " a n 6 q u e s e 

y^^^^oZ^ ' " — e n i o , 

» C a d a u n a d e e s t a s ó r d e n e s s e r á s o m e t í < ? 7 ° q U e e l d e " I » « -
e l t é r m i n o d e s e i s s e m a n a s á p a r t r ^ Z l l l l T d e l t o e n 
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.Entre las disposiciones dignas de especial mención nota-
mos la del artículo 2.° según la cual la reina tiene la facultad 

s o r e n t r e g a d o s i n o d e s p u é s d e h a b e r s ido p u e s t o en l i b e r t a d p o r h a b e r e f e c t u a d o 
el p a g o , h a b e r c u m p l i d o l a c o n d e n a ó por c u a l q u i e r a o t r a r a z ó n . 

4" » N i n g ú n m a l h e c h o r f u g i t i v o p o d r á s e r e n t r e g a d o á n t e s d e l a e x p i r a c i ó n del 
p i azo d e q u i n c e d i a s , á c o n t a r d e s u a r r e s t o p a r a s e r e n t r e g a d o . 

»Art 4" E l C o n s e j o n o d a r á ó r d e n e s p a r a l a ap l i cac ión d e e s t a a c t a á u n a n a -
ción e x t r a n j e r a , si el c o n v e n i o : 1", n o h a p r o v i s t o á l a f a c u l t a d p o r u n a y o t r a 
d é l a s p a r t e s , d e h a c e r c e s a r s u s e f e c t o s u n a ñ o ó m á s d e s p u é s d é l a d e n u n c i a : 
2 " , n o e s t á c o n f o r m e c o n l a s d i s p o s i c i o n e s de l a p r e s e n t e a c t a , y s o b r e t o d o , si n o 
c o n t i e n e l a s r e s t r i c c i o n e s r e l a t i v a s á l a e n t r e g a del m a l h e c h o r f u g i t i v o c o n t e n i -
d a s en e s t a a c t a . 

» \ r t . 5" C u a n d o se p u b l i q u e en l a Gaceta de Lóndres u n a o r d e n d e c l a r a n d o l a p re -
s e n t e a c t a ap l i cab le á u n a n a c i ó n e x t r a n j e r a , lo s e r á (á p a r t i r de l a f e c h a d e l a o r -
d e n , y si n o s e i n d i c a f e c h a a l g u n a , á p a r t i r d e l a d e l a pub l i c ac i ón d e la m i s m a ) , y 
p o r t a n t o t i e m p o c u a n t o e s t é v i g e n t e l a o r d e n , s a l v o l a s l i m i t a c i o n e s , r e s t r i cc io -
n e s , c o n d i c i o n e s y e x c e p c i o n e s c o n t e n i d a s en l a m i s m a . 

L a o r d e n del C o n s e j o d a r á fé d e q u e e l c o n v e n i o á q u e se r e f i e r e e s t á c o n f o r m e 
con l a s p r e s c r i p c i o n e s de l a p r e s e n t e a c t a , y q u e é s t a h a s ido d e c l a r a d a ap l i cab le 
a l l i s t a d o e x t r a n j e r o m e n c i o n a d o e n la o r d e n , y l a va l idez d e é s t e n o p o d r á s e r d i s -
c u t i d a en n i n g ú n p r o c e s o l e g a l . 

• A r t . ff C u a n d o la pres iente a c t a se a p l i q u e á un E s t a d o e x t r a n j e r o , t o d o m a l -
h e c h o r d e e s e E s t a d o q u e se h a l l e ó se p r e s u m a q u e s e h a l l a en u n a p a r t e de l t e r -
r i t o r i o d e S. M. , ó en la p a r t e d e s u s E s t a d o s , en q u e s e g ú n la o r d e n e s a p l i c a b l e 
e s t a a c t a ( s e g ú n l o s c a s o s ) p o d r á s e r a r r e s t a d o y e n t r e g a d o , o b s e r v a n d o l a s f o r -
m a l i d a d e s e s t a b l e c i d a s en e l la , b i en s e a el c r i m e n q u e h a m o t i v a d o la d e m a n d a d e 
e x t r a d i c i ó n c o m e t i d o a n t e r i o r ó p o s t e r i o r á l a f e c h a d e l a o r d e n s i e m p r e q u e n i n -
g u n a d e l a s C o r t e s d e los E s t a d o s d e S . M . , s e a c o m p e t e n t e al p r o p i o t i e m p o q u e 
l a j u r i s d i c c i ó n e x t r a j e r a p a r a conoce r d e e s t e c r i m e n . 

• Ar t . 7" L a d e m a n d a d e ex t r ad i c ión d e un m a l h e c h o r e x t r a n j e r o , q u e s e h a l l a 
ó se s u p o n e q u e s e h a l l a en el K e i n o - U n i d o , p o d r á h a c e r s e a n t e u n S e c r e t a r i o d e 
E s t a d o p o r u n a p e r s o n a r e c o n o c i d a p o r é s t e c o m o r e p r e s e n t a n t e d i p l o m á t i c o del 
E s t a d o e x t r a n j e r o . Un S e c r e t a r i o d e E s t a d o p o d r á h a c e r c o n o c e r d e la d e m a n d a á 
u n M a g i s t r a d o d e pol ic ía p o r u n a o r d e n firmada p o r él y p r o v i s t a del s e l l o de- s u 
d e p a r t a m e n t o , y r e q u e r i r l o p a r a q u e e x t i e n d a u n a u t o p a r a el a r r e s t o del m a l h e -
c h o r . 

»Si el S e c r e t a r i o d e E s t a d o c r ee q u e el d e l i t o t i ene c a r á c t e r pol í t ico , p o d r á , si lo 
j u z g a o p o r t u n o , r e h u s a r el d i c t a r o r d e n a l g u n a , y a d e m á s , en t j d o t i : m p o o r d e -
n a r q u e el m a l h e c h o r f u g i t i v o , u n a v e z r e c o n o c i d o c u l p a b l e de l t a l c r i m e n , s e a 
p u e s t o e n l i b e r t a d . 

»Ar t . 8" E l a u t o d e p r i s i ó n del m a l h e c h o r a c u s a d o ó c o n v i c t o d e u n c r i m e n , y 
q u e se h a l l a ó se s u p o n e h a l l a r s e en el R e i n o - U n i d o , p o d r á s e r l i b r a d o : 

1" >Por u n M a g i s t r a d o d e po l ic ía , p r e v i a r e c e p c i ó n d e l a a n t e d i c h a o r d e n d e u n 
S e c r e t a r i o d e E s t a d o , y con p r u e b a s t a l e s q u e , en s u j u i c i o , m o t i v a s e n el a r r e s t o 
si el c r i m e n s e h u b i e s e c o m e t i d o en I n g l a t e r r a , ó el a c u s a d o e s t u v i e s e c o n v i c t o d e 
e l lo . 

2o « P o r u n M a g i s t r a d o d e pol ic ía ó u n J u e z d e p a z en c u a l q u i e r p a r t e de l R e i n o -
L n i d o , p o r i nd i c io s ó p o r q u e j a ó p o r p r u e b a s , y d e s p u é s d e un p r o c e s o q u e , s e g ú n 
l a o p i n i o n d e la p e r s o n a q u e d i c t a r í a el a u t o f u e s e n b a s t a n t e s p a r a m o t i v a r l a , si el 

de imponer á la aplicación de la ley las restricciones y modi-
ficaciones que le parezcan útiles. 

c r i m e n se h u b i e s e c o m e t i d o en l a p a r t e del R e i n o - U n i d o d o n d e d i cho M a - i s t - a d o 
e j e r c e su j u r i s d i c c i ó n , o el a c u s a d o e s t u v i e s e c o n v i c t o d e e l ' o 

p e r ® 0 D a q ' i e ' e n V i r t u d d e l a P r e s e n t e d i s p o s i c i ó n , d i c t e un a u t o s in ór-
a ^ o l r r i f t a f d e b e , ' á t , | I V Í a r l n m e < í i a t a m e n t e la s u m a r i a del h e c h o 
a s . c o m o l a s p r u e b a s , l a s d e n u n c i a s y l o s ind ic ios ó las c o p i a s a u t é n t i c a s d e 4 a s 
p i e z a s al S e c r e t a r i o d e E s t a d o el q u e , si lo c r ee o p o r t u n o , p o d r á ordenlr la n u idad 
d e l a u t o y l a e x c a r c e l a c i ó n del d e t e n i d o . 

»Todo m a l h e c h o r f u g i t i v o d e t e n i d o en v i r t u d d e u n a u t o d i c t a d o s in o r d e n <lel 
S e c r e t a r i o d e E s t a d o d e b e r á se r c o n d u c i d o a n t e u n a p e r s o n a q u e t o n g a f a c u l t a d 
d e d i c t a r u n a o r d e n d e p n s . o n s e g ú n e s t e a r t i c u l o , l a q u e o r d e n a r á la c o n d u c c i ó n 
del p r i s i o n e r o a n t e el M a g i s t r a d o d e pol ic ía . 

- T o d o m a l h e c h o r f u g i t i v o d e t e n i d o p o r u n a ó r d e n d i c t a d a s in la do un S e 
c r e t a r i o d e E s t a d o , s e r á p u e s t o en l i be r t ad p o r el M a g i s t r a d o d e pol ic ía si en u n 
t é r m i n o d e t i e m p o r a z o n a b l e , d e a c u e r d o con l a s c i r c u n s t a n c i a s del h e c h o y q u e 
el m . s m o p o d r á a p r e c i a r , n o h a r e c i b i d o u n a ó rden d e l S e c r e t a r i o d e E s t a d o en q u e 
s e le h a g a c o n o c e r que h a s ido r e g u l a r m e n t e i n t e r p u e s t a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n 
c o n t r a d i cho m a l h e c h o r . 

» A r t . 9° C u a n d o un m a l h e c h o r f u g i t i v o s e a p r e s e n t a d o a n t e el M a g i s t r a d o d e 
poi ic ia , e s t e e x a m i n a r á el a s u n t o y t e n d r á l a m i s m a j u r i s d i c c i ó n y l o s m i s m o s p o -
d e r e s q u e si el d e t e n i d o f u e s e a c u s a d o d e u n c r i m e n c o m e t i d o en I n g l a t e r r a 

»El M a g i s t r a d o d e pol ic ía r ec ib i r á t o d a s l a s p r u e b a s q u e p u e d a n d e m o s t r a r q u e 
el c r i m e n p o r el cua l s e a c u s a al p r e v e n i d o , ó p o r el c u a l s e p r e t e n d e h a b e r l e s e n -
t e n c i a d o , t i e n e u n c a r á c t e r po l í t i co , ó b i en q u e el c r i m e n i m p u t a d o n o p u e d e m o t i -
v a r l a e x t r a d i c i ó n . 

»Ar t . 10. E n c a s o d e q u e u n m a l h e c h o r f u g i t i v o s e a a c u s a d o d e u n c r i m e n q u e 
p u e d a m o t i v a r l a e x t r a d i c i ó n , si el a u t o d e p r i s i ó n e x t r a n j e r o se h a l l a d e b i d a m e n t e 
l e g a l i z a d o , y lo h a n p r o d u c i d o p r u e b a s t a l o s q u o , o b s e r v a n d o l a s d i s p o s i c i o n e s d e 
l a p r e s e n t e a c t a , f u e s e n s u f i c i e n t e s , s e g ú n l a s l e y e s i n g l e s a s , p a r a m o t i v a r un 
p r o c e s o p e n a l , e n c a s o d e q u e el c r i m e n h u b i e s e s ido c o m e t i d o en I n g l a t e r r a el 
M a g i s t r a d o d e pol ic ía lo h a r á p r e n d e r ó lo m a n d a r á p o n e r en l i b e r t a d 

» E n el c a s o d e q u e se t r a t e d e u n m a l h e c h o r f u g i t i v o q u e se le c o n o c e c o m o 
s e n t e n c i a d o p o r un c r i m e n q u e i m p l i c a r í a l a e x t r a d i c i ó n , y q u e se p r o d u j e s e n p r u e -
b a s t a l e s , d e c o n f o r m i d a d con l a s d i s p o s i c i o n e s d e la p r e s e n t e a c t a , q u e s . g u n l a s 
l e y e s i n g l e s a s c o m p r o b a s e n q u e el i n d i v i d u o p r e s o h a s ido c S n d e n a d o p o r r a z ó n 
d e e s e c r i m e n , el M a g i s t r a d o d e pol ic ía lo m a n d a r á p r e n d e r , ó en el c a s o c o n t r a -
n o , o r d e n a r á la l i b e r t a d . 

»Si el M a g i s t r a d o d e po l ic ía r e d u c e á p r i s i ón al d i cho m a l h e c h o r , lo ha- á c o n d u -
c . r á la c a s a r e c l u s i ó n d e Middlesex ó á c u a l q u i e r a o t r a p r i s i ón p a r a e s p e r a r allí la 
o r d e n d e l S e c r e t a r i o d e E s t a d o . a u t o r i z a n d o l a e x t r a d i c i o n , y e n v i a r á i n m e d i a t a -
m e n t e al S e c r e t a r i o d e E s t a d o un c e r t i f i c a d o d e la p r i s i ón y u n a r e s e ñ a del a s u n -
t o , s i e m p r e q u e lo j u z g u e o p o r t u n o . 

• A r t . 11. C u a n d o el M a g i s t r a d o d e p o l i c i a r e d u z c : . á p r i s i ón á u n m a l h e c h o r 
f u g i t i v o , d e b e r á i n f o r m a r l e d e q u e n o s e r á e n t r e g a d o , s i no d e s p u é s d e l a e s p i r a -
c i ó n d e u n p lazo d e q u i n c e d í a s , y d e q u e t i e n e d e r e c h o á so l ic i t a r u n a ó r d e n d e ha-
beos corpus. 

• A l a e s p i r a c i ó n d e l p l azo d e q u i n c e d i a s , ó si se h a l i b r a d o ó r d e n d e habeos cor-
pus, d e s p u é s q u e la C o r t e h a y a e s t a t u i d o con r e s p e c t o á e s t a ó r d e n , ó á l a e s p i r a -



También liaremos notar la del art. 7, párrafo 2o según la 
cual el Secretario general de Estado tiene la facultad de 

c ion de l p lazo q u e p u e d e s ; r fijado p o r el S e c r e t a r i o d e E s t a d o , en u n o y o t r o c a s o , 
é ^ t e t e n d r á el d e r e c h o de o r d e n a r po r a u t o p r o v i s t o d e s u firma y se l lo , q u e e l 
m a l h e c h o r f u g i t i v o , s i n o h a s ido p u e s t o en l i b e r t a d p o r dec i s i ón d e l a C o r t e , s e a 
e n t r e z a d o á l a p e r s o n a q u e h a y a rec ib ido del G o b i e r n o e x t r a n j e r o d e q u e e m a n a 
la d e m a n d a , el e n c a r g o d e r ec ib i r l e , y el m a l h e c h o r s e r á e n t r e g a d o i n m e d i a t a -

m e n t e . . 
»Se rá p e r m i t i d o á l a p e r s o n a á q u i e n d i c h a o r d e n h a y a s ido d i r i g i d a o á la p e r -

s o n a d e b i d a m e n t e a u t o r i z a d a , rec ib i r al m a l h e c h o r f u g i t i v o d e s i g n a d o en l a o r -
d e n , c u s t o d i a r l o y t r a s l a d a r l o al t e r r i t o r i o del E s t a d o q u e h a e n t a b l a d o la d e m a n -
da d e e x t r a d i c i ó n ; y en el c a s o en q u e el p r i s i o n e r o se f u g a s e d e l a s m a n o s d e l a s 
p e r s o n a s á q u i e n e s h u b i e s e s ido e n t r e g a d o , en v i r t u d d e d i c h a o r d e n , á n t e s d e s u 
s a l i d a de l t e r r i t o r i o i n g l é s , p o d - á s e r c a p t u r a d o del m i s m o m o d o q u e c u a l q u i e r 
i n d i v i d u o a c u s a d o d e u n c r i m e n p r e v i s t o en l a s l e y e s v i g e n t e s e n l a p a r t e del t e r -
r i t o r i o en q u e f u e r e d e t e n i d o d e n u e v o . 

• Ar t . 12. C u a n d o el m a l h e c h o r f u g i t i v o r e d u c i d o á p r i s i ón n o h a s i d o e n t r e g a d o 
y c o n d u c i d o f u e r a del R e i n o - U n i d o , d e n t r o del p l azo d e d o s m e s e s , á c o n t a r d e s d e 
s u a r r e s t o , ó si s e h a l i b r a d o ó: d e n de habeos corp-i* d e s d e el a c u e r d o d e l a C o r t e 
s o b r e e s t a ó r d e n , t o d o J u e z d e u n a C o r t e s u p e r i o r d e S . M. e n W e s t m i n s t e r , á s o -
l i c i t ud de l i n t e r e s a d o , y c o m p r o b a d o q u e s e a q u e el S e c r e t a r i o d e E s t a d o h a s ido 
n o t i f i c a d o d e b i d a m e n t e d e l a i n t e n c i ó n d e h a c e r - d i c h a s o l i c i t u d , p o d r á o r d e n a r 
q u e el m a l h e c h o r s e a p u e s t o e n l i b e r t a d , á m é n o s q u e p o d e r o s a s y s u f i c i e n t e s r a -
z o n e s o b l i g u e n á o b r a r d e o t r o m o d o . 

• A r t . 13. El a u t o d e p r i s i ó n l i b r a d o p o r el M a g i s t r a d o d e po l i c í a , en v i r t u d d e 
l a p r e s e n t e a c t a p o d r á s e r e j e c u t a d o en t o d o el R e i n o - U n i d o , del m i s m o m o d o q u e 
s i h u b i e s e s ido l i b r a d o p o r u n J u e z d e p a z q u e t u v i e s e j u r i s d i c c i ó n en el l u g a r d o n -
d e . s e e j e c u t e l a ó r d e n . 

»Ar t . 14. Las d e p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s h e c h a s b a j o j u r a m e n t o en el e x t r a n -
j e r o , l a s c o p i a s d e l o s o r i g i n a l e s d e e s a s d e p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s , y l o s ce r t i -
ficados e x t r a n j e r o s y d o c u m e n t o s j u d i c i a l e s r e l a t i v o s a l h e c h o d e l a c o n d e n a , p o -
d r á n s e r v i r d e p r u e b a en t o d o s los p r o c e d i m i e n t o s s e g u i d o s en v i r t u d d e e s t a l e y . 
á c o n d i c i o n d e s e r d e b i d a m e n t e l e g a l i z a d o s . _ 

»Art . 15. L o s a u t o s e x t r a n j e r o s , l a s d e p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s b a j o j u r a -
m e n t o v l a s e x p e d i c i o n e s d e e s t a s a c t a s , l o s c e r t i f i c a d o s ó d o c u m e n t o s jud ic i a l e s 
r e l a t i v o s á l a s e n t e n c i a , se c o n s i d e r a r á n c o m o d e b i d a m e n t e l e g a l i z a d o s á l o s fines 
d e l a p r e s e n t e a c t a , c u a n d o lo s e a n de l modo p r e v i s t o e n l a l ey v i g e n t e d e l a m a -
n e r a s i g u i e n t e : . , 

1° »Si el a u t o t i e n e l a c i r c u n s t a n c i a d e e s t a r firmado p o r u n J u e z , M a g i s t r a d o o 
f u n c i o n a r i o del E s t a d o , d e d o n d e d i cho a u t o h a e m a n a d o . 

2" »Si l a s d e p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s ó l a s c o p i a s d e e s t a s p i e z a s t i e n e n la 
c i r c u n s t a n c i a d e e s t a r c e r t i f i c a d a s y firmadas p o r u n J u e z , M a g i s t r a d o o f u n c i o -
n a r i o del E s t a d o d e d o n d e p r o c e d e n . 

3o »Si el c e r t i f i c a d o ó el d o c u m e n t o j ud i c i a l q u e e n u n c i a el h e c h o d e l a c o n d e n a 
l l eva l a c i r c u n s t a n c i a d e h a l l a r s e firmado po r u n M a g i s t r a d o , J u e z ó f u n c i o n a r i o 
de l Pis tado d o n d e s e h a p r o n u n c i a d o l a s e n t e n c i a . 

»Y si , en t o d o s l o s c a s o s , el a u t o , l a s d e p o s i c i o n e s , l a s d e c l a r a c i o n e s , e x p e d i -
c i o n e s , c e r t i f i c a d o s y d o c u m e n t o s j u d i c i a l e s ( s e g ú n el ca so ) se c o m p r u e b a n c o m o 
a u t é n t i c o s po r el j u r a m e n t o d e u n t e s t i g o ó p o r e s t a r p r o v i s t o s de l se l lo of ic ia l del 

suspender el proceso de extradiccion j áun de poner en liber-
tad al prevenido si juzga que el hecho de que este se halla 
acusado, tiene carácter político. 

í í í í e
t n l d M J U S t ! C Í a / ^ C U a l q U Í e 1 ' ° t r 0 M ¡ n Í S t e r ' ° d e K s t a d 0 ' y t o d a C o r t e , t c d o 

Í Z V r ! ? M r , t r a d ° r c c 0 n 0 c e r á e n J u s t i c i a d i c h o se l lo c o m o of ic ia l , y a d m i t i r á 
c o m o p r u e b a s los d o c u m e n t o s con él l ega l i zados .» 

C R Í M E N E S C O M E T I D O S EN E L M A R . 

A r t . 16. C u a n d o el c r i m e n , p o r el cua l se h a e n t a b l a d o l a d e m a n d a d e e x t r a d i -
c ión s e h a c o m e t i d o e n a l t a m a r , á b o r d o d e u n b u q u e q u e p e n e t r e en u n p u e s t o 
a i R e m o - U n i d o , s e r á n a p l i c a b l e s l a s d i s p o s i c i o n e s s i g u i e n t e s : 

I a La p r e s e n t e a c t a se i n t e r p r e t a r á c o m o si en todavía a c t u a c i ó n u n M a g i s t r a d o 
en I n g l a t e r r a é I r l a n d a , ó u n She r i f ó u n s u s t i t u t o en E s c o c i a , s u s t i t u y e s e á u n 
M a g i s t r a d o d e po l ic ía e x c e p t o en lo c o n c e r n i e n t e á l a e j e c u c i ó n del m a n d a t o d e 
€ S T 6 . 

2» El m a l h e c h o r p o d r á s e r p r e s o en c u a l q u i e r c á r c e l , en l a c u a l el M a g i s t r a d o 
q u e o r d e n a la p r i s i ó n , p u e d a d e t e n e r á l a s p e r s o n a s a c u s a d a s d e i g u a ! c r i m e n 

o S i al m a l h e c h o r f u g i t i v o s e le p r e n d e d e s p u é s d e u n a ó r d e n ~del S e c r e t a r i o 
d e E s t a d o s e r á c o n d u c i d o a n t e el M a g i s t r a d o , el S h e r i f ó u n s u s t i t u t o q u e h a y a 
exped ido el m a n d a t o , ó q u e t e n g a n j u r i s d i c c i ó n e n el p u e s t o d o n d e s e h a l l a el b a r -
co , o e n el l u g a r m á s c e r c a n o á d i cho p u e r t o . 

M A L H E C H O R E S F U G I T I V O S EN L A S P O S E S I O N E S B R I T Á N I C A S . 

A r t . n L a p r e s e n t e a c t a , c u a n d o se a p l i q u e en v i r t u d d e u n a ó r d e n del C o n -
se jo , se e x t e n d e r a , á m é n o s q u » o t r a c o s a n o se d i s p o n g a en la m i s m a , á t o d a s l a s 
p o s e s i o n e s b r i t á n i c a s , del m i s m o m o d o , q u e si en vez d e d e c i r s e posesiones británi-

• s e g u i e n t e s - 6 6 ' I n ° , a t e r T a < s e & u n ' o s c a s o s , y s a l v o l a s m o d i f i c a c i o n e s 

1* La d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n d e t o d o m a l h e c h o r f u g i t i v o q u e s e h a l l a ó q u e se 
s u p o n e q u e s e h a l l a en u n a p o s e s i o n b r i t á n i c a , p o d r á s e r d i r i g i d a al G o b e r n a d o r 
d e d i c h a p o s e s i o n p o r c u a l q u i e r f u n c i o n a r i o r e c o n o c i d o p o r él c o m o C ó n s u l g e n e -
r a l , C ó n s u l o Vice- c ó n s u l , ó si el m a l h e c h o r se h a f u g a d o d e s u co lon ia ó d e p e n -
d e n c i a del E s t a d o e x t r a n j e r o , á cuy.o n o m b r e s e e n t a b l a l a d e m a n d a , c o m o G o b e r -
n a d o r d e d i c h a c o l o n i a ó d e p e n d e n c i a . 

2 ' No s e r á n n e c e s a r i a s ó r d e n a l g u n a del S e c r e t a r i o d e E s t a d o , v l a s f a c u l t a d e s 
c o n c e d i d a s p o r la p r e s e n t e a c t a a l M a g i s t r a d o de po l ic ía y S e c r e t a r i o de E s t a d o , ó 
á u n o d e e l los , con r e f e r e n c i a á la e x t r a d i c i ó n d e u n m a l h e c h o r , a s í c o m o t o d a s l a s 
m e d i d a s q u e e s t é n f a c u l t a d o s p a r a t o m a r , p o d r á e j e r c e r l a s y t o m a r l a s el G o b e r n a -
d o r d e l a p o s e s i o n b r i t á n i c a p o r s i s o l o . 

3" T o d a p r i s i ón en l a p o s e s i o n b r i t á n i c a p o d r á j u z g a r s e c o m o p r i s i ó n del C o n -
d a d o d e J l id ledesex . 

4 ' Un J u e ? , d e c u a l q u i e r C o r t e , i n v e s t i d o en l a s p o s e s i o n e s b r i t á n i c a s , d e l a s 
m i s m a s f a c u l t a d e s q u e la C o r t e d e l B a n c o d e l a R e i n a d e I n g l a t e r r a , p o d r á p o n e r 
en l i b e r t a d á c u a l q u i e r m a l h e c h o r r e c l a m a d o y n o e n t r e g a d o p o r el G o b e r n a d o r d e 
d i c h a poses ion en u n pl azo d e d o s m e s e s . 

Ar t . 18. C u a n d o p o r u n a l e y ú o r d e n a n z a d i c t a d a a n t e r i o r ó p o s t e r i o r m e n t e á 
l a o t o r g a c i o n d e l a p r e s e n t e a c t a , l a l e g i s l a r o n d e u n a p o s e s i o n b r i t á n i c a c u a l -
q u i e r a h u b i e s e p r ev i s t o p a r a e s t a p o s e s i o n l a e x t r a d i c i ó n d e los m a l h e c h o r e s f u g i -
t i v o s s e h a l l a n ó se s u p o n e q u e s e h a l l a n e n e l la , S . M. p o d r á , a p l i c a n d o l a p r e -



Señalaremos igualmente la del art. 8, último párrafo, se-
gún la Cual los magistrados de policía tienen el deber de po-

s e n t e a c t a á u n E s t a d o e x t r a n j e r o , p o r o r d e n de l C o n s e j o ó p o r c u a l q u i e r a o t r a 
o r d e n p o s t e r i o r : 

I o S u s p e n d e r la ap l i cac ión de l a p r e s e n t e a c t a e n todo ó en p a r t e en d i c h a p o -
ses ión b r i t á n i c a , con r e s p e c t o al E s t a d o e x t r a n j e r o d e q u e s e t r a t a , y p o r t a n t o 
t i e m p o como l a m e n c i o n a d a l ey ú o r d e n a n z a e s t é en v i g o r , p e r o n o p o r u n p l azo 
m a y o r . 

2° O r d e n a r q u e d i c h a l ey ú o r d e n a n z a , ó u n a p a r t e al m é n o s , s e a a p l i c a b l e en. 
l a m e n c i o n a d a p o s e s i o n b r i t á n i c a , con m o d i f i c a c i o n e s ó s in e l l a s , c o m o si f o r m a s e 
p a r t e d e la p r e s e n t e a c t a . 

D I S P O S I C I O N E S G E N E R A L E S . 

A r t . i!?. C u a n d o e n v i r t u d d e u n t r a t a d o c e l e b r a d o c o n un G o b i e r n o e x t r a n j e r o , , 
un a c u s a d o ó s e n t e n c i a d o h a y a s ido e n t r e g a d o al G o b i e r n o i n g l é s p o r u n o de l o s 
c r í m e n e s e n u m e r a d o s en el p r i m e r a n e j o d e l a p r e s e n t e a c t a , y q u e p u e d e n m o t i v a r 
l a ex t rad ic ión , n o p o d r á s e r p r o c e s a d o ni j u z g a d o p o r c r í m e n e s c o m e t i d o s en u n a 
p a r t e d e los E s t a d o s d e S . 51., á n t e s d e s u e x t r a d i c i ó n , á n t e s ' d e t e n e r l a f a c u l t a d 
d e vo lve r al p a í s e x t r a n j e r o , á m é n o s q u e se t r a t a s e d e un c r i m e n c u y a p r u e b a r e -
s u l t a s e d e l o s m i s m o s h e c h o s q u e h a b í a n s e r v i d o p a r a m o t i v a r l a d e m a n d a d e ex-
t r a d i c i ó n . * ' .. 

Ar t . 20. L a s f ó r m u l a s i n d i c a d a s e n el a n e j o s e g u n d o y l a s a n á l o g a s q u e p u e -
d a n a d m i t i r s e , s e g ú n l a s c i r c u n s t a n c i a s , q u e d a r a n en u s o p a r a t o d a s l a s f o r m a l i -
d a d e s p r e s c r i t a s po r l a p r e s e n t e a c t a , y á u n p a r a l a s p o s e s i o n e s b r i t á n i c a s , mulatis 
mutandis, y a s i e m p l e a d a s s e r á n c o n s i d e r a d a s c o m o l e g a l m e n t e v á l i d a s y s u f i -
c i e n t e s . 

Ar t . 21. S. M p o d r á , p o r o r d e n a n z a del C o n s e j o , r e v o c a r ó m o d i f i c a r , c o n f o r m e 
á l a s r e c t r i c c i o n e s i n d i c a d a s en l a p r e s e n t e a c t a , t o d a s l a s ó r d e n e s d i c t a d a s e n 
C o n s e j o en v i r t u d d e e s t e a c t o , y t o d a s l a s d i s p o s i c i o n e s d e e l la r e l a t i v a s á l a o r -
d e n a n z a p r i m i t i v a , se a p l i c a r á n , e n lo pos ib l e , mulatis mutandis, á e s t a n u e v a o r d e -
n a n z a . 

A r t . 22. L a p r e s e n t e a c t a se a p l i c a r á á l a s i s l a s d e l a M a n c h a (con excepc ión d e 
lo q u e r e s p e c t a á l a e j e c u c i ó n d e l o s m a n d a t o s d e e l l as ) , y á l a i s l a d e M a n , del 
m i s m o modo q u e si f o r m a s e n p a r t e del R e i n o - U n i d o , y l a s C o r t e s I t ea l e s d e l a s is-
l a s de la M a n c h a e s t á n r e s p e c t i v a m e n t e p o r l a s p r e s e n t e s , a u t o r i z a d a s y o b l i g a -
d a s á r e g i s t r a r l a p r e s e n t e a c t a . 

Ar t . 23. N i n g u n a d i spos i c ión d e l a p r e s e n t e a c t a , p o d r á a t e n t a r c o n t r a l a f a -
c u l t a d l ega l de S. M. y de l G o b e r n a d o r g e n e r a l d e l a I n d i a en C o n s e j o , d e c e l e b r a r 
t r a t a d o s p a r a l a e x t r a d i c i ó n de m a l h e c h o r e s , con l o s E s t a d o s i n d í g e n a s i nd io s ó 
con l o s o t r o s E s t a d o s a s i á t i c o s l i m í t r o f e s con l a I n d i a i n g l e s a , ó d e p o n e r en v i g o r 
l a s d i s p o s i c i o n e s d e c u a l q u i e r t r a t a d o a n á l o g o , c e l e b r a d o a n t e r i o r ó p o s t e r i o r -
m e n t e á l a c o n f e c c i o n d e l a p r e s e n t e a c t a . 

A r t . 24. L a depos i c ión d e u n t e s t i g o p u e d e o b t e n e r s e en c u a l q u i e r p r o c e s o 
c r i m i n a l p e n d i e n t e , a n t e u n T r i b u n a l e x t r a n j e r o , de l m i s m o m o d o q u e e n u n p r o -
c e s o civil en v i r t u d del a c t a de l o s a ñ o s xix y xx d e S . M. , c a p . 113, t i t u l a d a «Acta 
relativa á las deposiciones de testigos en los Estados de S. M. británica, y covtraj/éndose á 
causas civiles y comerciales pendientes ante Tribunales extranjeros,* y t o d a s l a s d i s p o s i -
c i o n e s d e e s t a ú l t i m a a c t a , se e n t e n d e r á n c o m o s i l a s p a l a b r a s materia civil c o m -
p r e n d i e s e n t a m b i é n l a s m a t e r i a s c r i m i n a l e s , y l a p a l a b r a causa s e a p l i c a s e á l a s 

ner en libertad al individuo detenido si despues de la expira-
ción de un plazo razonable que permita recibir el aviso de que 

i n s t a n c i a s p e n a l e s : s i n e m b a r g o , n i n g u n a d e e s t a s d i s p o s i c i o n e s s e r á ap l i cab le en 
el c a s o d e q u e se t r a t a s e d e u n p r o c e s o c r i m i n a l q u e t u v i e s e c a r á c t e r po l i t i co . 

Ar t . 25. T a r a l a ap l i c ac ión d e l a p r e s e n t e a c t a , t o d a co lon ia , d e p e n d e n c i a y • 
p a r t e c o n s t i t u y e n t e d e u n E s i a . l ó e x t r a n j e r o , a s i c o m o t o d o b u q u e d e e s e E s t a d o , 
s e r á n c o n s i d e r a d o s c o m o d e s u j u r i s d i c c i ó n y c o m o q u e f o r m a n p a r t e d e é l , á m é -
n o s q u e e n l a p r e s e n t e a c t a n o e s t u v i e s e n c o n s i d e r a d o s d e d i s t i n t o m o d o . 

A r t . 26. En la p r e s e n t e a c t a , . á m é n o s q u e el s e n t i d o n o e x i j a o t r a c o s a , s e e n -
t i e n d e por posesion británica, t o d a c o l o n i a , p l a n t a c i ó n , i s l a , t e r r i t o r i o ó e s t a b l e c i -
m i e n t o en l o s E s t a d o s d e S . M. , p e r o n o s i t u a d o e n el R e i n o - U n i d o y l a s i s l a s d é l a 
M a n c h a y d e M a n . T o d a s l a s c o l o n i a s , l a s p l a n t a c i o n e s y l a s i s l a s , a s i c o m o t o d o s 
l o s t e r r i t o r i o s y e s t a b l e c i m i e n t o s r e g i d o s p o r u n a m i s m a l e g i s l a c i ó n , del m o d o i n -
d i c a d o a q u í , se c o n s i d e r a r á n c o m o f o r m a n d o u n a s o l a p o s e s i o n b r i t á n i c a . 

L a f r a s e legislación s i g n i f i c a t o d a p e r s o n a ó p e r s o n a s q u e p u e d e n e j e r c e r a u t o -
r i d a d l e g i s l a t i v a e n u n a p o s e s i o n b r i t á n i c a , y si e n e l la h a y l e g i s l a d o r e s l o ca l e s , al 
p r o p i o t i e m p o q u e l e g i s l a d o r c e n t r a l , e s t a f r a s e n o s e r e f i e r e m á s q u e á e s t e ú l -
t i m o . 

La p a l a b r a Gobernador s i g n i f i c a t e d a p e r s o n a ó p e r s o n a s q u e se h a l l a n e n c a r -
g a d a s del G o b i e r n o d e u n a p o s e s i o n b r i t á n i c a , c o m p r e n d i e n d o en e l la a l G o b e r n a -
d o r d e u n a p a r t e c u a l q u i e r a d e l a I n d i a . 

P o r crimen que entraña extradición s e e n t i e n d e u n c r i m e n c u a l q u i e r a q u e si se co-
m e t i e s e e n I n g l a t e r r a ó b a j o l a j u r í s d i c c i o n i n g l e s a , e s t a r í a c o m p r e n d i d o e n el n ú -
m e r o d e l o s c r í m e n e s m e n c i o n a d o s en el p r i m e r a n e j o de l a p r e s e n t e a c t a . 

L a s p a l a b r a s sentencia, convicción y sentenciado (convicted) n o se r e f i e r e n á l a s s e n -
t e n c i a s q u e . p o r ap l i c ac ión de l e y e s e x t r a n j e r a s s e p r o n u n c i a n p o r c o n t u m a c i a ; 
p e r o l a pa labra«cw«r fo , aecused person, s i r v e p a r a d e s i g n a r lo's i n d i v i d u o s s e n t e n c i a -
d o s p o r c o n t u m a c i a 

L a f r a s e malhechor fugitivo, fugitive criminal, s i gn i f i ca , t o d o i n d i v i d u o a c u s a d o ó 
s e n t e n c i a d o p o r u n c r i m e n q u e e n t r a ñ e e x t r a d i c i ó n , c o m e t i d o en l a - ju r i sd i cc ion d e 
u n E s t a d o e x t r a n j e r o , y q u e s e h a l l a ó s e s u p o n e h a l l a r s e en u n a p a r t e d e los E s -
t a d o s b r i t á n i c o s , y l a e x p r e s i ó n malhechor fugitivo de un Estado extranjero (fuyilif cri-
minal ofá foreing slatej s i g n i f i c a u n m a l h e c h o r f u g i t i v o a c u s a d o ó r e c o n o c i d o como 
c u l p a b l e ' d e u n c r i m e n q u e imp l i ca e x t r a d i c i ó n , c o m e t i d o en d i cho E s t a d o . 

P o r Secretario de Estado se e n t i e n d e u n o d e l o s p r i n c i p a l e s S e c r e t a r i o s d e l o s E s -

t a d o s d e S . M. 
P o r Magistrado de policía se e n t i e n d e el p r i m e r M a g i s t r a d o d e l a C o r t e m e t r o p o l i -

t a n a d e pol ic ía , ó u n o d e los M a g i s t r a d o s d é l a C o r t e m e t r o p o l i t a n a d e B o w - S t r e e t . 

S e e n t i e n d e p o r Juez de paz, en E s c o c i a , c u a l q u i e r r e g i d o r , s u p l e n t e d e r e g i d o r 

ó M a g i s t r a d o . 
La p a l a b r a mandato /toawan'.J c o m p r e n d e t o d o d o c u m e n t o j u d i c i a l q u e a u t o r i z a e l 

a r r e s t o d e u n i n d i v i d u o a c u s a d o o r e c o n o c i d o c o m o c u l p a b l e d e u n c r i m e n , e n l o 
r e f e r e n t e á u n E s t a d o e x t r a n j e r o . 

D E R O G A C I O N D E L E Y E S . 

Art . 2" . . . . ( E s t e a r t í c u l o d e r o g a l a s l e y e s p r o m u l g a d a s a n t e r i o r m e n t e y f o r -

m u l a d i s p o s i c i o n e s t r a n s i t o r i a s . ) 

A N : ; J O I O — L i s t a de crímenes cometidos. 

L o s c r í m e n e s e n u m e r a d o s en l a s i g u i e n t e l i s t a s e r á n d e t e r m i n a d o s c o n f o r m e á 



se ha trasmitido al gobierno una demanda de extradición no 
han recibido notificación a lguna . 

Finalmente , nos de tendremos , en la del art ículo 16 según 
a cual se considera como que dan luga r á la extradición los de-

litos cometidos en alta mar , lo que equivale á un formal reco-
nocimiento del derecho de territorialidad del buque y de la 
jurisdicción del Estado á que el mismo pertenece. 

Ent re las excepciones que, establece el a r t . 3o no se halla 
n inguna en favor del nacional ni que establezca la 'prescr ip-
ción de la acción penal ó de la condena. 

6 6 n U D a P ° S e S Í O n b r ¡ t á n i c a «1 caso ) e n la é p o c a 
e n q u e a . c h o c n m e n h a s ido c o m e t i d o , s e g ú n el d e r e c h o c ó m u n , ó el e s t a t u t o e s -
P a n t e r i o r o p o s t e r i o r á l a p r e s e n t e a c t a . e a a t u t o e s -

e i e c S o ? T S c S i " 1 " A H r » t e n t a t Í V a d e e S t 0 S C r ¡ m e n e s ó c o m p l o t con el fin d e 

I S í i " 0 3 " 0 1 8 8 C O n t t a ' e y e S S u b r R I « " ^ . - F r a u d e c o m e U d o p o r 

b r o 6 ffi T T a " e D , t e • f a C t ° r ' fldeÍCOmÍSario í'rustee) ó d i r e c t o r , m i e m -
g u . o é n t o i r a C ü r a p a 5 i a • S ¡ 0 1 h e C h ° 6 S t á C a l i f l e a d o d e c i m e n s e -
Z D _ E S d ? n a c t a e n l a é p 0 C a e n q u e s e ^ c o m e t i d o el c r i -

r , n \ r o l, Z . L ; í ) " ~ ^ e ' C e ! 3 t r ° d e p e r S O n a d e n i ñ o s . - I I e c h o 
; ; ; U n a c a s a h a b i t a d a l a a y u d a d e l l aves f a l s a s 6 d e c u a l q u i e r 

S o b o con t 0 ^ ^ C ° m e t e r U U C r i m e n í b u r ° ' a r ! > "»<> l 'onsebrea^ng) - . n c e n d i o -
d i ñ e r o ri o t r l i a ' e n a z a s P ° r c a r t a s ó p o r o t r o med io con e , fin d e o b t e n e r 
S o n T L t c u a l q u i e r a . — P i r a t e r í a s e g ú n el d e r e c h o de g e n t e s . - S u m e r -
s m n o d e s t r u c c i ó n d e u n b a r c o e n a l t a m a r ; t e n t a t i v a ó c o m p l o t con el fin d e co-

1 h l • r I I Í i e
j

n ' ~ A & r e S Í O n d e U n b u q u e e n a l t a m a r . con i n t e n c i ó n d e c o m e t e r 
ñ a s á

 b a C e r h e r i d a s ffraves—Revuelta 6 c o m p l o t d e d o s ó m á s p e r s o -
n a s a b o r d o d e u n b u q u e en a l t a m a r c o n t r a l a a u t o r i d a d del c a p í t a n . 

nip» T t r a S ' a d a r 6 1 a n e j ° s e S « n d o , q u e e n c i e r r a l a s f ó r m u l a s q u e d e b e n e m -
p l e a r s e en el p r o c e r o d e e x t r a d i c i ó n , y q u e s o n : 1", l a ó r d e n del S e c r e t a r i o d e E s t a -

T l ™ * ! 1 ™ , P 0 ' Í C Í a ; 2 ° ' 6 1 a u l ° d e P r i s i o n l i b r a d 0 P o r ó r d e n de l S e c r e t a r i o 
<te E s t a d o ; 3», e l a u t o d e p r i s i o n l i b r a d o s in á r d e n de l S e c r e t a r i o ; 4", el m a n d a t o 

Z l orZCJZTrr-61 P ; j S ¡ 0 , n e r ° a n t e e l M a g i s t r a d o d e po l ic ía ; 5°, el m a n d a t o 
P ' ; ; d , a r l a d « t e n c . o n ; 6», el m a n d a t o del S e c r e t a r i o d e E s t a d o p a r a o r d e n a r ¡a 
e n t r e g a del m a l h e c h o r á la a u t o r i d a d e x t r a n j e r a . 

n j r í r . r m i t r s 6 1 a n c j 0 t e r ¿ e r o ' d o n d e s e e n u m e r a n l a s a c t a s d e r o g a d a s 
V Pi i L h , eS,l ' l a q u e a P r o b a b a e l c o n v e n i o c e l e b r a d o e n t r e S . M. b r i t á n i c a 
y ei Key d e los f r a n c e s e s p a r a l a e x t r a d i c i ó n d e c i e r t o s m a l h e c h o r e s . (0 y 7. V i c t . . 
c a p . cxxv), la q u e a p r o b a b a u n t r a t a d o e n t r e S . M. b r i t á n i c a y l o s E s t a d o s - U n i d o s , 

r , r r n ° ( 6 y 7 - V i c t • C a p ' l a d ¡ c t a d a P a r a f a c i I i t a r l a e j ecuc ión d é 
: f r a n c i a y l o s E s t a d o s - U n i d o s p a r a el m i s m o fin ,8 y 9 . V ic t . , c a -

t w / v » q / a P r 0 b a b a «I c o n v e n i o d e e x t r a d i c i ó n c e l e b r a d o e n t r e S . M. b r i -
l " ion ^ a t f v a á í / T ^ f 5 * < aP- l a q u e m o d i f i c a b a l a l e g i s -
lac ión r e l a t i v a á l o s t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n (29.y SO. V i c t . , c a p . cxxi). 

La regla general de que el delito debe ser cast igado donde 
se ha cometido, ha sido la razón que ha conducido á no hace r 
distinción a lguna entre el nacional y el extranjero. También 
nos parece razonable el que en la ley inglesa no se hal le t am-
poco formulada la segunda excepción, porque la prescripción 
de la acción penal debe regirse por la ley del país demandante 
y no por la del país requerido. 

La disposición del artículo 14 es una derogación del pr in-
cipio locus regit actum. E n ella se halla impuesta á las auto-
ridades judiciales ext ranjeras la obligación de recibir las de-
posiciones de los testigos bajo ju ramento mientras que según 
las leyes de ciertos países, y sobro todo en el Código de pro-
cedimiento penal italiano, én el primer período del procedi-
miento penal no deben recibirse así las deposiciones. 

Despucs de la promulgación de esta ley , Ing la te r ra ha ce-
lebrado varios tratados que son los de 31 de Julio 1872, con 
Bélgica; de 13 de Noviembre 1872, con el Brasi l ; de 5 de Fe-
brero 1873, con I ta l ia ; el de 31 de Marzo 1873, con Dina-
marca ; y el de 16 de Junio, 1873, con suec iay Noruega. 

La aplicación de estos tratados dió luga r á a lgunas difi-
cultades, y para resolverlas se promulgó el bilí de 5 ele Agosto 
de 1873 (1). 

(1) Enmienda al acta de extradición de 1870 (5 de Agosto 1873, 30 y 37, Victoria, ca-
p i t u l o LX. , 

S u M a j e s t a d , c o n el c o n s e n t i m i e n t o y c o n f o r m e con el p a r e c e r do l o s P a r e s e s -
p i r i t u a l e s y t e m p o r a l e s , y los C o m u n e s , r e u n i d o s e n el p r e s e n t e P a r l a m e n t o , y 
c o n s u a u t o r i z a c i ó n , h a a c o r d a d o lo s i g u i e n t e : 

Ar t í cu lo p r i m e r o . La p r e s e n t e a c t a s e r á i n t e r p r e t a d a c o m o f o r m a n d o p a r t e del 
a c t a d e e x t r a d i c i ó n d e 1870 ( i n d i c a d a e n l a p r e s e n t e , c o m o Acta principal, y t a n t o 
é s t a c o m o a q u é l l a , p o d r á n c i t a r s e j u n t a s b a j o el t i t u l o d e Actas de 1870 y de 1873, y 
l a p r e s e n t e so la b a j o el d e Acta de extradición de 1873.) 

A r t . 2° C o n s i d e r a n d o q u e e n l a s ecc ión 6* del a c t a p r i n c i p a l s e h a d e c r e t a d o lo 
s i g u i e n t e : C u a n d o l a p r e s e n t e a c t a s e a ap l i cab le á u n E s t a d o e x t r a n j e r o , t o d o m a l -
h e c h o r d e u n E s t a d o q u e s e h a l l e ó q u e se p r e s u m e q u e se h a l l a en l o s E s t a d o s 
d e S . M . , ó e n l a p a r t e d e d i c h o s E s t a d o s , e n l a q u e e s a p l i c a b l e l a p r e s e n t e a c t a 
s e g ú n l a o r d e n a n z a ( s e g ú n el caso) p o d r á s e r d e t e n i d o y e n t r e g a d o o b s e r v a n d o l a s 
f o r m a l i d a d e s e s t a b l e c i d a s en l a p r e s e n t e a c t a , b ien s e a q u e el c r i m e n q u e h a m o t i -
v a d o l a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n h a y a s ido c o m e t i d o a n t e r i o r ó p o s t e r i o r m e n t e á l a 
f e c h a d e la o r d e n a n z a , y s i e m p r e q u e n i n g u n a d e l a s C o r t e s d e los E s t a d o s d e S. M. 
n o s e a c o m p e t e n t e p a r a co n o ce r d e ese c r i m e n j u n t a m e n t e con l a j u r i sd i cc ión ex-
t r a n j e r a : 

C o n s i d e r a n d o q u e se h a n s u s c i t a d o d u d a s r e s p e c t o á la ap l i cac ión d e d i c h a 



Esta ultima ley tuvo por objeto esclarecer ciertos puntos 
oscuros simplificar algunos procedimientos y a ñ a d i d a a 
lista del acta de 1870, ciertos delitos. 

s e c c i ó n , . á los c r í m e n e s c o m e t i d o s á n t e s d e la c o n f e s i ó n „„< • • 
p r o c e d e s o l v e n t a r e s a s d u d a s , s e d e c l a r a ño r , , ' 3 C t a P r i n ® P * l . y ^ e 
cometidoanterior ó f ó r m e n t e a " T 
c h a s ecc ión , t o d o c r i m e n c o m e t i d o á n t e s de taffi—í!? ? ° , m p ' S D d c r s e en di-
t a n t o é s t a c o m o la p r e s e n t e , d e b e r á n i n t e r p r e t m ' s e a«^- ' ' P r Í D C Í p a ' ' y 

u n i n d i v i d u o s e r e n t r e g a d o c o m o a u p r n c S , l l n T C " ° ^ 
e n t u n o d e s v a n e c e r e s a s d u d a s ; 

d-h a b e r aconsejado> 
t r a ñ a la e x t r a d i c i ó n , s e r á c o n s i d e r a d o n Z v ° ^ d e l C n m e n 1 u e 

P r e s e n t e , c o m o a c u s a d o ^ ^ * d e l a 

s e c u e n c i a , p o d r á s e r d e t e n i d o y e n t r e g a T . d i cho c r i m e n , y en s u c o n -

r o , y á l a s c o p i a s d e e s t a s d e p o s c o n e s v T l , ^ ' 8 ^ " " K S t a d ° e x t r a n j e " 
l a s a f i r m a c i o n e s r e c i b i d a , e n u n E s t a d o e x S í í e r o v f i " ^ ^ a p , ¡ C a b k ' s á 

A r t . 5" Un S e c r e t a r i o d e E s t a d o n n L - ' Y C ° P ' a S d ü l a s m i s m a s -
A r m a y se l lo , á un M a g i s t r a d o d e p o S 6 á P r ° V ¡ S t a d ( ; 

n e s con o c a s i o n d e u n p r o c e s o „ ° T T 6 P 8 Z ' l a r a r e c i b ¡ 1 ' d epos i c io - • 
u n E s t a d o e x t r a n j e r o ; y £ C i « a d o d f ^ C ° r t e ó T r i b u a l d e 
«Irden, r e c ib i r á l a s de ^ ^ í ^ " ^ d e * S t a 

t r a s m i t i r á a l S e c r e t a r i o d e Kstadr r Z , ' S q U e c o m P a r « c a a n t e é l . y l a 
en p r e s e n c i a <i n o del p r e v ^ o y ¡ T e ^ T J ^ ^ d 

m e n c i o n a r á en la d e p o s i c i ó n a p r e S e n c , a Ó , a a u s e n c i a d e é l , s e 

P O ^ ^ y S ^ r ^ 0 ^ 0 r a z o n a b l e 
c ion , á c o m p a r e c e r á S a i ' ^ l . ^ ' f ' P ° ' ' a p l Í C a C Í O n d e ¡ a p r e s e i i t e r e -
d u c i r d o c u m e n t o s del m i s m o m o T c f ^ b ^ í f l l ^ m i s m a s M ^ d ^ 6 ' ^ b a ^ a n : ^ a p r o " 
d e u n p r o c e s o c r i m i n a l . J m a S c o n d ¡ c i o n e s q u e e n el c a s o 

^ Í ^ S ^ R S S R T O , S E C C I O N ' Q U E PRESTE UNA 

f a l s o . P ° l a Ó 6 1 " U e z d e P a z - ^ r á c o n s i d e r a d o c o i o t e s t i g o 

P r ^ ^ ^ S S ^ r ^ S e r á a p , i c a b l e - - c a s o d e u u 

d e í l a i r i n ^ ^ " ' a » « * » " 
u n a a m p l i a c i ó n d e l a j u ' i sd t cc iOD del Mnrr ^ ¿ J ^ S 6 r c ° ™ d e r a d a c o m o 
c o m o u n a r e s t r i c c i ó n rt de rogac ¡o^ ¡ d e e l l a ^ P 0 U d a ' * » ' » * » 

S Z ' i n ? ^ P ; r D t e a C Í V d e l a P r i n c i p a l - P a l a b r a s r í -
c u a l q u i e r f u n c i o n a r i o r e c o n o c d f n o f p . T ' ' ^ e n t e n d « ~ c ° m o ap l i c ab l e s á 

r e c o n o c i d o p o r e l fcecretario d e E s t a d o c o m o C ó n s u l g e n e r a l 

Asi el art. 2o tuvo por objeto resolver la tau debatida cues-
tión de saber si la extradiccioa podia ser decretada en el caso 
en que el crimen que motive la demanda de extradición fuese 
anterior á la ley de 1870. Decídese en él la afirmativa. 

Declárase en el art. 3o. que podrá entregarse á los cómpli-
ces cualquiera que sea el grado de su complicidad. 

En el art. 4o se extiende á las simples afirmaciones la dis-
posición del art. 14 del aqta de 1870 (donde se permitía, con-
tra las reglas de la jurisprudencia inglesa, admitir como me-
dios de prueba las copias de las deposiciones recibidas baio 
juramento). J 

Se declara en el art. 7o que la expresión (ó dictado) de re-
presentante de las potencias extranjeras en el acta de 1870, se 
aplica también á los agentes consulares acreditados. 

de^ese E s t a d o y l a s p a l a b r a s Cónsul y Yice-cónsul d e b e r á n e n t e n d e r s e c o m o a p l i -
c a b l e s á t o d o f u n c i o n a r i o r e c o n o c i d o p o r el G o b e r n a d o r g e n e r a l d e u n a c o l o n i a 
b r i t á n i c a , c o m o a g e n t e c o n s u l a r del E s t a d o e x t r a n j e r o . 

Art.. 8 ' El a c t a p r inc ipa l s e r á a p l i c a d a c o m o s i en el a n e j o p r i m e r o d e e s t a a c t a 
s e e n c e r r a r a l a l i s t a d e los c r i m e n e s e n u m e r a d o s en el a n e j o d e la presente" a e t a . 

A D I C I Ó N . Lisia de los crimenes. 

L o s c r í m e n e s c o m p r e n d i d o s e n la l i s t a s i g u i e n t e d e t e r m i n a r á n , s e g ú n l a s l e v e s 
v i g e n t e s en I n g l a t e r r a ó p o s e s i o n b r i t á n i c a ( s e g ú n el ca so ) en el m o m e n t o en q u e 
e l e n m e n h a s ido c o m e t i d o , y a s e g ú n l a l e y c o m ú n , y a s e g ú n el e s t a t u t o e spec i a l 
d i c t a d o á n t e s ó a l t i e m p o d e l a c o n f e c c i o n é l a p r e s e n t e a c t a -

R a p t o y s e c u e s t r o d e p e r s o n a . - K a l s o t e s t i m o n i o y s o b o r n o d e t e s t i g o s s c « u n 
l a l ey c o m ú n ó s e g ú n un e s t a t u t o e s p e c i a l . - T o d o a c t o ca l i f icado c o m o c r fmer i °por 
el a c t a , s o b r e r o b o s (The Larceny aclj d e 1861, ó p o r c u a l q u i e r a o t r a q u e m o d i f i q u e ó 
r e e m p l a c e l a d i c h a , n o c o m p r e n d i d a en el a n e j o 1" d e l a p r i n c i p a l . - T o d o h e c h o c a -
l i f i cado de c r i m e n p o r el a c t a d i c t a d a e n la s e s i ó n d e l o s a ñ o s 24 y 25 del r e i n a d o d e 
S M la R e i n a V l e t o n a , c a p . x c v n , t i t u l a d o : «Acta q u e t i e n d e á c o n s o l i d a r y m o d i -
ficai l a s l e y e s d e I n g l a t e r r a é I r l a n d a , r e l a t i v a s á l o s c r í m e n e s v d e l i t o s c o n t r a l a 
p r o p i e d a d , » ó p o r c u a l q u i e r a o t r a q u e m o d i f i q u e ó r e e m p l á c e l a d i c h a , y n o e s t é 
c o m p r e n d i d a e n el a n e j o p r i m e r o J e la p r i n c i p a l . - T o d o h e c h o ca l i f i cado d e c r i -
m e n e n £ l a c t a d i c t a d a en l a s e s ión d e los a ñ o s 24 y 25 del r e i n a d o d e S . M Vic to -
r i a , c a p xcix, t i t u l a d o : - Acta q u e t i e n d e á c o n s o l i d a r y mod i f i ca r l a s l e y e s del Kei-
n o - U n i d o . r e l a t i v a s á l o s c r i m e n e s c o m e t i d o s en l a m o n e d a . » ó p o r c u a l q u i e r a o t r a 
a c t a q u e m o d i f i q u e ó r e e m p l a c e l a d i c h a , y n o e s t é c o m p r e n d i d a en l a p r i m - r a 
a n e j a del a c t a p r i n c i p a l - T o d o h e c h o ca l i f i c ado d e c r i m e n p o r el a c t a d e l a s e s i ó n 
d e l o s a n o s 24 y 2 o d e l r e i n a d o d e S . M. v i c t o r i a , c a p . c, t i t u l a d o : «Acta q u e t i e n d e 
á c o n s o l i d a r y a modi f i ca r l a s l e y e s d e I n g l a t e r r a é I r l a n d a , r e l a t i v a s á l o s c r í m e -
n e s c o n t r a l a s p e r s o n a s , » ó p o r c u a l q u i e r a c t a q u e m o d i f i q u e rt r e e m p l a c e l a d i c h a 
y n o c o m p r e n d i d a en el p r i m e r a n e j o d e l a p r i n c i p a ' . - T o d o h e c h o ca l i f i c ado c r w 
m e n , s e g ú n l a s l e y e s a c t u a l m e n t e en v igor , r e l a t i v a s á la b a n c a r r o t a , y no c o m -
p r e n d i d a s en el p r i m e r a n e j o del a c t a p r i n c i p a l . 



Finalmente, añádese allí á la lista de los delitos enumera-
dos en el ac ta do 1870, cierto número de ellos, enumerados en 
el anejo que sigue á los artículos. 

La aplicación de estas leyes y de los convenios hechos por 
Inglaterra , ha dado lugar á nuevas, dificultades, sobre todo 
con los Estados-Unidos de América. El mismo convenio de 
1842 ha dejado de aplicarse y no han llegado ambos Gobier-
nos á entenderse mejor por la interpretación del tratado vi-
gente que por la conclusión de un nuevo convenio. Para 
obviar todas las dificultades, el Gobierno inglés ha pensado 
someter á un nuevo exámen los principios y las reglas rela-
tivos á extradición, que fueron consagrados en las leyes de 
1870 y 1873, y ha nombrado con fecha 18 de Agosto de 1877, 
una comision encargada de examinar los efectos de las leves 
y de los tratados de extradición. 

. La comision ha hecho su relación el 30 de Mayo de 1878 
(Report of the commissionners presented to both houses of 
Parliament, C. 2039). 

Este informe, que probablemente dará lugar á una nueva 
ley, presenta especial interés. Hé aquí, por último, los prin-
cipales puntos sobre que versan las modificaciones propuestas 
por la comision. 

Respecto á los individuos susceptibles de extradición, la 
Comision sienta en principio que el interés de las naciones 
exige que los atentados contra las personas ó las propieda-
des, atentados contra el bienestar social, deben reprimirse 
por la aplicación de la ley penal , y que el Estado en cuyo 
territorio se refugiara el malhechor, no podrá desear que su 
suelo sea un asilo, concluyendo que en relación con estos 
dos principios es indiferente que el malhechor fugitivo sea 
subdito del Estado que le reclama ó bien del país á quien se 
dirige la reclamación. Cree también la Comision que la esti-
pulación en que se hace una excepción á favor de los nacio-
nales, no es necesaria ni oportuna, y pide que no se consigne 
en los tratados últimamente hechos y que se trate de modifi-
car en este sentido los ya existentes. Este punto es muy inte-
resante entre las modificaciones propuestas por una Comision 
de que forman parte Jurisconsultos y Magistrados eminentes 

en cuyo número se encuentran entre otros A. 7. Edmond 
Cockburn, Blackburn, y Stephen. Por esto nos satisface tanto 
poder invocar esta autoridad en favor de nuestro modo de 
apreciar la excepción en favor del na tura l , tal como ante-
riormente la hemos expuesto. 

En lo relativo á los delitos que pueden causar la remise 
envío) de los malhechores, la Comision propone que la extra-

dición se admita para todos los delitos contra las personas <5 
los bienes, áun el fraude mismo. 

Termina con la exclusión de los delitos políticos, pues 
cree que el mantenimiento de una forma determinada de go-
bierno no es asunto de interés general, y que es difícil para 
una nación extranjera elegir entre dos partidos igualmente 
animados de nobles sentimientos. En todo caso, cree la Comi-
sión que si durante una guerra civil 6 una insurrección se co-
metiera algún crimen abominable, tal como asesinato, incen-
dio u otro de igual naturaleza, y si el Magistrado no hallase 
mofvos bastantes para disculpar á su autor, debería dejarse á 
su poder discrecional el autorizar la extradición. 
. + Una excepción-se propone en cuanto á las leves de puro 
ínteres local, como las relativas al servicio del "ejército ó la 
mar ,na , a la religión, á los deberes de los empleados públi-
cos en cuanto á los reglamentos de policía y otros análogos 

Relativamente á la importancia de los delitos que pueden 
causar la extradición, la .Comisión no encuentra motivo ra-
zonable alguno para limitarla, basándose en la poca gravedad 
de hecho punible. También querría que la extradición se 
autorizara para todos los delitos contra las personas ó contra 
los bienes sin tener en cuenta su importancia. En efecto, se-
gún el a, debe presumirse que un Gobierno nunca pedirá el 
e rmo de un culpable por un delito insignificante, fút i l , for a 
mercly trivial offence, y que nadie huye sino para sustraerse á 
la pena en que incurrió por razón de un delito grave (offence 
of a scrions character). 

En cuanto á saber si se puede entregar al requerido, cuan-
do el delito de que se le culpa no es un hecho previsto por la 
ley inglesa, la Comision ha sido de parecer que la extradic-
i ó n deberá admitirse para todos los delitos contra la propie-



dad y las personas que son considerados como hechos puni-
bles por las leyes de los países civilizados llie comrnon laiv of 
nations. Ciertos delitos, especialmente creados por los legisla-
dores de determinado pueblo, no entran según la Comision en 
la categoría de los delitos en ya represión es de interés común. 
Así, aunque el hecho atribuido constituyera prima facie un 
delito que diese lugar á una instancia penal (á un proceso), si 
se habia cometido en Inglaterra, la Comision cree que el fu-
gitivo debería ser entregado áun cuando la pena fuese más 
severa ó diverso el procedimiento en el lugar en que el delito 
se hubiere cometido, y sin tener en cuenta que sea inglés el 
individuo, porque el ciudadano inglés debe, como todos, obe-
decer las leyes-del país extranjero en que habite. 

Una de las innovaciones más importantes propuestas pol-
la Comision es la relativa á la extensión del juicio del indi-
viduo extrañado. ¿Deberá limitarse el juicio al hecho por el 
cual se pidió la extradición? Si miéntras durase la instancia 
se descubriesen otros nuevos, imputables al mismo individuo 
¿podría ser juzgado por dichos hechos? La Comision, despues 
de hacer una excepción para en cuanto á los delitos políticos 
y los reprimidos por leyes de puro interés local, opina que no 
existe motivo alguno razonable para limitar el proceso Kesec 
no rea-son Nhy under such circunstanccs the offender símil es-
ce pe Nhitli impuniti. 

Si esta proposicion se convierte en ley, constituirá una in-
novación importante en lo que se refiere á las consecuencias 
de la extradición en cuanto toca al juicio del extrañado. Aun 
así no seria una consagración completa de la teoría sustenta-
da por el Gobierno americano en la últ ima dificultad surgida 
con Inglaterra y que motivó la suspensión del tratado de 1840. 
Sin embargo, seria la admisión de un sistema que se le ase-
mejaría mucho. En efecto, el Gobierno americano sostenía 
que una vez acordada la extradición, podia el extrañado ser 
procesado por cualquier delito, aunque no estuviera compren-
dido en el tratado de extradición. Ahora bien, la Comision 
propone que el Gobierno que requirió no tenga que limitar el 
juicio ai hecho solo que motivó la extradición, sino que pueda 
también juzgar al extrañado por otros hochos, con tal que es-

tén enumerados en el tratado ó que constituyan delitos que 
presenten los caractéres necesarios para motivar la extradición 
o f f enee o fan extraditional caracter. 

Las otras proposiciones formuladas por la Comision, se re-
fieren al procedimiento, que según su parecer debería modifi-
carse cuando se trata de pedir á un Gobierno extranjero la ex-
tradición de un cómplice, que ayuda á la perpetración del de-
lito, ó de un encubridor, que hubiera trasportado al extranje-
ro los objetos robados ó los indicios del delito para sustraerlos 
á las pesquisas de la justicia. 

Propone también la Comision la admisión del arresto pro-
visionai cuando telegráficamente es exigido por la autoridad 
extranjera de policía á su homóloga la inglesa , v otras modi-
ficaciones relativas á la extradición por franquicia. 

La Comision desearía que estas proposiciones se convirtie-
ran en una lev completa en que se regularan todos los deta-
lles referentes á la materia de extradición. Si las precauciones 
de la política en el extranjero no hubieran absorbido la aten-
ción del Gobierno inglés, es fácil que el Parlamento hubiese 
votado una ley de extradición más completa, y conformé con 
las resoluciones dadas por la Comision. 

267. PaísesBajos.—En el. reino de los Países-Bajos, la ex-
tradición fué admitida en el último siglo y regida por trata-
dos. Entre los primeros, se cuentan los celebrados con Austria 
y Francia en Abril de 1718, y Diciembre de 1756. En nuestra 
época fueron más los tratados que hizo este Estado. 

El Gobierno holandés reclama la extradición en todos los 
casos á que es aplicable la ley penal de los Países-Bajos. Aho-
ra bien, según el Código de procedimiento penal promulgado 
en 1838, están sometidos á la ley penal holandesa, no sola-
mente los ciudadanos que cometen un crimen en país extran-
jero, sino también los extranjeros que ejecutan actos capaces 
de turbar la tranquilidad y seguridad del reino, ó los que se 
hacen culpables con perjuicio de un súbdito neerlandés, de 
asesinato, incendio, robo con fractura, traición, fabricación ó 
empleo de letras de cambio falsas ó falsificadas. 

Las reglas á que el Gobierno neerlandés ha tenido que-
•conformarse para la conclusión de los tratados de extradición, 



están especificadas en la ley de 13 de Agosto de 1849, relativa 
á los extranjeros, cuyos artículos 17-21 tratan do la extradi-
ción. Pero la ley qué actualmente regula la materia es la pu-
blicada en 6 de Abril de 1875. Encuéntrase en ella aumentado 
considerablemente el número de delitos que pueden dar moti-
vo á la extradición (1) y consagrada la regla de que la extra-

(1) V é a s e l a t r a d u c c i ó n d e e s t a l e y t a l c o m o h a s ido h e c h a p o r los c u i d a d o s d e . 
G o b i e r n o h o l a n d é s , y q u e p o r lo t a n t o d e b e c o n s i d e r a r s e c o m o e x a c t a , s i n e s t a r , 
n o o b s t a n t e , r e c o n o c i d a c o m o of ic ia l po r e s t e G o b i e r n o : 

«Ar t . 1" L o s a r t í c u l o s 1 6 , 1 " y 18 d e la l e y d e 13 d e A g o s t o d e 1849 (Bo le t í n d e l a s 
l e y e s , n ú m . 39), q u e d a n d e r o g a d o s . - N i n g u n o t r o t r a t a d o q u e s e r e f i e r a á l a e x -
t r a d i c i ó n d e l o s e x t r a n j e r o s , p u e d e s e r h e c h o y l o s e x i s t e n t e s s o b r e l a m a t e r i a , n o 
p u e d e n s e r r e f o r m a d o s s i n o c o n f o r m e á l a s d i s p o s i c i o n e s d e l a p r e s e n t e l e y . 

» A r t . 2" L o s e x t r a n j e r o s n o p u e d e n s e r e x t r a ñ a d o s m á s q u e p o r los c r í m e n e s y 
de l i t o s a q u í e n u m e r a d o s , c o m e t i d o s f u e r a de l r e i n o : - l ° A t e n t a d o c o n t r a l a v i d a 
de l s o b e r a n o , m i e m b r o s d e l a f ami l i a r e a l ó P r e s i d e n t e d é l a r e p ú b l i c a — 2" M u e r t e , 
a s e s i n a t o , p a r r i c i d i o , i n f a n t i c i d i o , e n v e n e n a m i e n t o . — 3 ° A m e n a z a s p u n i b l e s con 
a r r e g l o á lo d i s p u e s t o en e l a r t . 303 d e l C ó d i g o p e n a l . — I o A b o r t o . - 5 ° H e r i d a s ó 
g o l p e s i n t e n c i o n a d o s y q u e o c a s i o n a r a n e n f e r m e d a d ó i n c a p a c i d a d p a r a e l t r a b a j o 
p e r s o n a l d e m á s d e v e i n t e d i a s , ó c o m e t i d o s c o n p remed i t ac ión .—6 U V i o l a c i o n ó 
c u a l q u i e r o t r o a t e n t a d o a l p u d o r , c o m e t i d o c o n v io lenc ia —7° A t e n t a d o á l a s c o s -
t u m b r e s , p u n i b l e s e g ú n l o s t é r m i n o s del a r t . 305 de l Cod igo p e n a l . - 8 ' B i g a m i a . -
9" R o b o , e n c u b r i m i e n t o , s u p r e s i ó n , s u s t i t u c i ó n ó s u p o s i c i ó n d e u n h i jo .—10 . R o b o 
d e m e n o r e s . — 1 1 . F a l s i f i c a c i ó n , a l t e r a c i ó n ó r e c o r t e d e m o n e d a s , ó p a r t i c i p a c i ó n 
v o l u n t a r i a en l a e m i s i ó n d e m o n e d a f a l s a , a d u l t e r a d a o r e c o r t a d a . — 1 2 . F a l s i f i c a -
c ión ó a l t e r a c i o n e s h e c h a s e n l o s se l los del E s t a d o , b i l l e t e s d e b a n c o , e f e c t o s pú-
b l i c o s y d e l o s i n s t r u m e n t o s p a r a c o n t r a s t a r t i m b r e s y m a r c a s , p u n i b l e s s e g ú n 
l o s t é r m i n o s d e l o s a r t - c u l o s 139 á 143 del C ó d i g o p e n a l ; d e p a p e l m o n e d a ó se l los 
d e cor reos .—13- A l t e r a c i o n e s e n e s c r i t u r a s , c a s t i g a d a s p o r l o s a r t í c u l o s 14o á 148 
y p o r l o s 150 y 151 del g ó d i g o p e n a l . - 1 4 . F a l s o t e s t i m o n i o , s o b o r n o d e t e s t i g o s , 
f a l s o s j u r a m e n t o s . - 1 5 . C o r r u p c i ó n d e f u n c i o n a r i o s p ú b l i c o s , p u n i b l e p o r l o s a r -
t í c u l o s 17Í, 119 y 181,133 d e l C ó d i g o p e n a l , c o n c u s i o n , s u s t r a c c i ó n ú o c u l t a c i ó n co-
m e t i d o s p o r l o s p e r c e p t o r e s ( c o b r a d o r e s , r e c a u d a d o r e s ) ó d e p o s i t a r i o s p ú b l i c o s . -

16. I n c e n d i o v o l u n t a r i o , p u n i b l e p o r l o s a r t í c u l o s 401 y 435 de l C ó d i g o p e n a l . -
H . D e s t r u c c i ó n v o l u n t a r i a d e b i e n e s i n m u e b l e s , p u n i b l e p o r el a r t . 437 del Codi -
g o p e n a l . - 1 8 . R o b o d e b i e n e s i n m u e b l e s , p u n i b l e p o r l o s a r t í c u l o s 440 y 442 de l 
C ó d i g o p e n a l , — l á - P é r d i d a , v a r a d a , d e s t r u c c i ó n ó r u i n a i l e g a l y v o l u n t a r i a d e 
l o s ba rcos .—20 . M o t í n y r ebe l ión d e l o s p a s a j e r o s á b o r d o d e u n b u ( u e , c o n t r a 

el c a p i t a n y d e l a s g e n t e s d e l a t r i p u l a c i ó n c o n t r a s u s s u p e r i o r e s . - 2 l . E l a c t o vo-
l u n t a r i o d e h a b e r p u e s t o e n p e l i g r o u n c o n v o y d e c a m i n o d e h i e r r o . - ' . * . R o b o . -
23. E s t a f a . — 2 4 . A b u s o d e u n a firma en b l a n c o . - 2 5 . O c u l t a c i ó n o d i s i p a c i ó n c o n 
p e r j u i c i o del p r o p i e t a r i o , p o s e e d o r ó t e n e d o r , d e b i e n e s ó v a l o r e s q u e n o f u e r o n 
c o n s i g n a d o s s i n o á t i t u lo d e d e p ó s i t o ó p o r u n t r a b a j o a s a l a r i a d o . - 2 6 . B a n c a r o t a 
f r a u d u l e n t a . 

»Ar t . 3" T e n d r á l u g a r l a e x t r a d i c i ó n n o s o l a m e n t e p o r el c r i m e n o d e l i t o c o n s u -
m a d o , s i n o t a m b i é n p o r l a t e n t a t i v a ó c o m p l i c i d a d c u a n d o u n a ú o t r a s e a n p u n i -
b l e s con a r r e g l o á l a s l e v e s n e e r l a n d e s a s . 

»Ar t . 4" L a ex t r ad i c ión n o s e r á a c o r d a d a e n t a n t o q u e el e x t r a n j e r o s e a p e r s e g u i -
d o en l o s P a í s e s B a j o s p o r el c r i m e n ó de l i to c o m e t i d o f u e r a d e l r e i n o ó si h a s ido-

so e n ^ X ^ C S r 1 1 e f e C t 0 ™ -

i Í S S S h a C 0 m e t i d ° e ' c r i m e n ó de l i to y q u e b a y a s i d o c o n d e -

r e s t o del e x t r a n j e r o en el r e i n o o s i e í a r f e s t o n o t f " ^ ^ á n t e * "e l a r -

R ¿ U R O S K I T S I Í R B A J — A 

l a c a u s a y en c a s o d e c o n d e n a b a s t a n n , h , , h ' D ° a c 0 I " d a r á s i n o « n d e 
. S i n e m b a r g o , p o d r á el ex 'a -Lí je ro «er p i o ^ s l o n a l Ü ' ^ t p i 3 u a ° f u e r e i n d u l t a d o , 

j u z g a d o e n e l E s t a d o e x t r a n j e r o , con l a c ^ c on , e n t ' ^ a d o á d e s e r 
^ s G a j o s d e s p u é s d e la t e r m i n a c i ó n d e l p r i e t o ^ d e V U e l t ° á l o s P a ¡ " 

^ s e í s : ™ 
t o p o r el t r a t a d o , c o m e t i d o á n t e s d e su e x t Z Z n Y Q u i e r a n o p r e v i s -

d . f é s ^ e d i p l o m á t i c a . No se a c o r d a r á 

s i d o a r r e s t a d o ó s e h a l l a r a . A l d a r s u d f e t ó m e n e ^ i T 1 T ™ ™ , e c l a m a d ° ^ 
o b j e t o s e m b a r g a d o s p u e d e n s e r r e s t i t u i d o ^ a l i ' „ 1 h C U á i e S d e l o s 

s e r e n v i a d o s c o m o p i e z a s d e conv i cc ión d U ° r t í c l a m a d o , y q u e d e b e n 

d e u n a o r d e n d e u n f u n c i o n a r i o d . j u s S - r u n ^ ^ ' ^ ' ^ ^ 1 0 ' e n ™ t u d 
la a u t o r i d a d e x t r a n j e r a , q u e d e s E » e l t r L T a U X l U a r e s . á I n s t a n c i a 

u n a u t o d e p r i s i ó n p r o v i s i o n a l . Si el°á r ^ o n ' ' T C ° m p e t e D t * Pa>'a d i c t a r 
d e o r d e n de un f u n c i o n a r i o d e j u e d T ^ ^ ^ e n v ' r t u d 

\ f S » ° S Í C Í O ü f u n c i o n a r i o p r i n c i p a , ? ' P U e S t 0 ^ m e d i a t a -

b a j o s u r c i p o w X i L t u í a í t í í ' e p ^ t o n L S - ^ j U S t l c i a P ° d r á 

n i d o á n t e s d e l a s c u a r e n t a y o d o l o E T ' ' q U e 8 6 U O t ¡ f i c a l á a ! dete^ 
o r d e n a r á l a e n c a r c e l a c i ó n i n m e d i a t a d d d e t e n i d o ^ t í á ' í f U U C Í Ü U a ' " Í 0 d e 

v o s d e c o n s i d e r a c i ó n , y , a r e s t i t u c i ó n * , E S i V ü ° T ° P U S ¡ e S e D - o t i -

o t r a s r a z o n e s p a r a r e t e n e r l o s , si la d e m a n d a d e o í t r a / f • ^ °S* 8 Í D ° h u b i e s e 

c o n los d o c u m e n t o s r e q u e r i d o ^ d e n t r o T l , i ® ^ ° n ° 8 6 l e h a b r e g a d o 
n o p o d r á e x c e d e r : 1", d e v e i n t e á ^ v J ^ ' q U S d C t e i m i n e t r a t a d o , y Que 
p r o v i s i o n a l , si e s t a ^ ^ A í ^ ^ / ^ M * ^ 
á c o n t a r d e l a m i s m a f e c h a , si s e t r a t e de r n h T ° P - 2 " ' d e t r e s ' » e s e s , 

/ 



Relativamente á los delitos políticos, tuvo lugar una ani-
mada discusión en la Cámara de los Estados Generales. 

Esta discusión fué motivada por una enmienda presentada 
por el presidente de la comision y en la que se establecía el 
principio de que la extradición 110 se concedería por crímenes 
ni delitos políticos. Esta enmienda fué combatida en conjunto, 

t o r i o ó de u n a u t o d e a c u s a c i ó n , ó d e p a s e a n t e l a j u s t i c i a r e p r e s i v a c o n a u t o d e 
p r i s i ón , ó b i en d e c u a l q u i e r o t r o d o c u m e n t o d e la m i s m a n a t u r a l e z a u s a d o e n el 
E s t a d o e x t r a n j e r o é i n d i c a d o e n el c o n v e n i o . 

»Art 12: L o s e x t r a n j e r o s c u y a e x t r a d i c i ó n se p i d a en v i r t u d d e u n ' t r a t a d o y 
c u y o a r r e s t o n o h a y a t e n i d o a u n l u g a r , p o d r á n s e r d e t e n i d o s . lil a u t o d e p r i s i ó n 
d e b e r á c o m u n i c á r s e l e s á n t e s d e c u a r e n t a y ocho h o r a s . L o s o b j e t o s q u e s e h a l l e n 
en s u p o d e r p o d r á n s e r e m b a r g a d o s . E l f u n c i o n a r i o d e j u s t i c i a del t r i b u n a l de l d i s -
t r i t o d o n d e h a y a t e n i d o l u g a r el a r r e s t o , d e b e r á s e r i n f o r m a d o d e e l lo á n t e s d e 
v e i n t i c u a t r o h o r a s . 

»Art . 13. A l o s t r e s d i a s del a r r e s t o , y si é s t e n o s e h a e f e c t u a d o ó b i e n h a t e -
n i d o l u g a r á n t e s d e l a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n , á l o s t r e s d i a s d e h a b e r l a r e c i b i d o , 
el f u n c i o n a r i o d e j u s t i c i a e x i g i r á q u e el i n d i v i d u o r e c l a m a d o s e a i n t e r r o g a d o p o r 
el t r i b u n a l , y q u e é s t e d é s u d i c t á m e n s o b r e l a a d m i s i ó n de la d e m a n d a . 

»Art 14 E l i n d i v i d u o r e c l a m a d o s e r á i n t e r r o g a d o e n a u d i e n c i a p ú b l i c a á m e -
n o s q u e el m i s m o p ida q u e s e a s e c r e t a ó q u e el t r i b u n a l lo ord.ene a s i , p a r a t o d a 6 
p a r t e d e l a a u d i e n c i a p o r m o t i v o s g r a v e s q u e s e h a r á n c o n s t a r en el a c t a . E l i n -
t e r r o g a t o r i o t e n d r á l u z a r a n t e el m i n i s t e r i o p ú b l i c o . E l i n d i v i d u o r e c l a m a d o p o -
d r á h a c e r s e a s i s t i r p o r u n c o n s e j o . S e a d m i t i r á c o m o c o n s e j o c u a l q u i e r p e r s o n a 
q u e t e n g a l a s c u a l i d a d e s r e q u e r i d a s p a r a p r e s e n t a r s e e n d e f e n s a del a c u s a d o a n t e 
l a j u s t i c i a c r i m i n a l ó c o r r e c c i o n a l . 

»Art . 15. A los q u i n c e d i a s del i n t e r r o g a t o r i o , el t r i b u n a l d i r i g i r á s u d i c t á m e n 
y l a dec i s ión d e q u e h a b l a el a r t . 8 o , c o n el e x p e d i e n t e de l a s u n t o al M i n i s t r o d e 
J u s t i c i a . 

»Art . 16. C u a l q u i e r i n d i v i d u o q u e h a b i e n d o s ido d e t e n i d o ó r e c l a m a d o , m a n i -
fieste q u e p o s e e l a c u a l i d a d d e n e e r l a n d é s y q u e , en s u c o n s e c u e n c i a , e s t a l e y n o 
le e s ap l i cab le , p o d r á r e c l a m a r p o r i n s t a n c i a d i r i g i d a á l a Al t a C o r t e á los q u i n c e 
d i a s del i n t e r r o g a t o r i o . E s t a f a c u l t a d le s e r á n o t i f i c a d a p o r el f u n c i o n a r i o d e j u s -
t i c i a c u a n t o á n t e s d e s p u é s d e s u a r r e s t o , y se le r e p e t i r á l a n o t i f i c a c i ó n d e s p u é s 
del i n t e r r o g a t o r i o . A d e m á s , s e l e a d v e r t i r á q u e t i e n e el d e r e c h o d e p o n e r s e d e 
a c u e r d o á e s t e fin c o n s u c o n s e j o . E l E s c r i b a u o d e l a Al t a C o r t í i n f o r m a r á i n m e -
d i a t a m e n t e a l Min i s t ro d e l a p r e s e n t a c i ó n d e l a i n s t a n c i a . 

Ar t . 1~. L a Alta C o r t e d e c i d i r á d e s p u é s d e h a b í r o ido al p r o c u r a d o r g e n e r a l . 
S i la Al ta C o r t e d e c i d e q u e el s o l i c i t a n t e es n e e r l a n d é s , o r d e n a r á a l m i s m o t i e m p o 
q u e s e a p u e s t o e n l i b e r t a d si h u b i e s e s ido e n c a r c e l a d o , á m é n o s q u e s u a r r e s t o 
d e b a m a n t e n e r s e p o r o t r o m o t i v o . E l P r o c u r a d o r g e n e r a l i n f o r m a r á d e s p u é s d e l a 
Al t a C o r t e , al M i n i s t r o d e J u s t i c i a d e l a d e c i s i ó n d e a q u e l l a . S i l a C o r t e d e c l a r a 
q u e el s o l i c i t a n t e e s n e e r l a d é s , s e le r e s t i t u i r á n los o b j e t o s e m b a r g a d o s , si n o ex is -
t e a l g ú n m o t i v o q u e á el lo se o p o n g a , y s i el p r o c e s o h a s ido i n i c i ado s i n h a b e r 
s i do t e r m i n a d o , lo q u e d a r á d e d e r e c h o . 

»Ar t . 18. Si en el p lazo fijado p o r el a r t . 16 n o h a s ido i n v o c a d a l a d e c i s i ó n d e 
l a a l t a C o r t e , ó si é s t a h a dec id ido q u e el i n d i v i d u o n o e s n e e r l a n d é s , s e a c o r d a r á ó 
se n e g a r á l a ex t r ad i c ión p o r el Min i s t ro d e J u s t i c i a , d e s p u é s d e h a b e r r e c i b i d o e l 
d i c t á m e n del T r i b u n a l . S i s e n e g a s e l a e x t r a d i c i ó n , el i n d i v i d u o r e c l a m a d o s e r á 

yse demostró que los crímenes y delitos políticos, tienen el 
mismo carácter que los crímenes y delitos comunes, y que por 
esto no procede hacer excepción. 

Es necesario, pues, tener presente que los delitos políticos 
propiamente dichos, no pueden dar lugar á la extradición por 
que no se hal lan en el número de los mencionados en el art 2o, 
pero que se puede conceder la extradición por un crimen ó 
delito político cuando presente al mismo tiempo los caracteres 
de un crimen ó delito enumerado en el art. 2o. 

En lo que concierne á la prescripción de la acción ó de la 
pena, se ha establecido que la extradición no pueda acordarse 
en el caso en que, según las leyes neerlandesas, la prescrip-
ción se haya cumplido ántes del arresto del culpable en Ho-
landa, ó ántes de su citación de comparecencia ante el juez en 
caso de que 110 hubiese podido ser detenido (art, 5o). 

Otra disposición muy á propósito para facilitarlos procesos 
es la formulada en el art. 6o, y que no se halla comprendida 
en la ley de 1849. Tiene por objeto permitir la entrega del pro-
cesado o sentenciado en Holanda, ántes de cumplir la condena 

p u e s t o e n l i b e r t a d i n m e d i a t a m e n t e , si h u b i e s e s ido a r r e s t a d o , y si o t r o m o t i v o n o 
o b l i g a s e a r e t e n e r l o . 

»Ar t . 10. S i el i n d i v i d u o r e c l a m a d o n o h u b i e s e s ido a r r e s t a d o , ó s i d e b i d a m e n t e 
c i t a d o n o h u b i e r e c o m p a r e c i d o a n t e el T r i b u n a l , á fin d e se r i n t e r r o g a d o , l o s p l a -
z o s i n d i c a d o s e n l o s a r t i c u l e s 15 y 16, e m p e z a r á n á c o n t a r s e d e s d e el d i a fijado p o r 
el T r i b u n a l p a r a el i n t e r r o g a t o r i o . 

» A r t . ?0 . E l G o b i e r n o p u e d e a u t o r i z a r el t r á n s i t o p o r el t e r r i t o r i o n e e r l a n d é s , 
d e u n e x t r a n j e r o c u y a e x t r a d i c i ó n h a y a s ido c o n c e d i d a p o r u n G o b i e r n o l i g a d o con 
l o s P a í s e s B a j o s p o r u n t r a t a d o d e e x t r a d i c i ó n q u e c o m p r e n d a l a i n f r a c c i ó n p o r l a 
q u e se h a c o n s e n t i d o l a e x t r a d i c i ó n , y s i e m p r e q u e l a t r a s l a c i ó n se h a g a con i n -
t e r v e n c i ó n d e l o s f u n c i o n a r i o s n e e r l a n d e s e s , en c u a n t o á l a e s c o l t a . 

» A r t . 21. E l G o b i e r n o p u e d e o r d e n a r q u e el e x t r a n j e r o d e t e n i d o p r o v i s i o n a l -
m e n t e , o q u e s e h a l l e s u f r i e n d o u n a c o n d e n a en l o s P a i s e s B a j o s , s e a e n t r e g a d o 
t e m p o r a l m e n t e á u n E s t a d o e x t r a n j e r o p a r a s e r c a r e a d o íi oido c o m o t e s t i g o en u n 
a s u n t o c r i m i n a l . Si el e x t r a n j e r o e s t u v i e s e c u m p l i e n d o u n a c o n d e n a e n l o s P a i s e s 
¿ a j o s , l a d u r a c i ó n d e e l l a n o s e i n t e r r u m p i r á p o r e s t e h e c h " . 

» A r t . 22. L a p r e s e n t e l e y c o n s i d e r a c o m o n e e r l a n d é s á t o d o s los q u e s o n r e p u -
t a d o s c o m o t a l e s p o r e l C ó d i g o civi l . P a r a l a ap l i c ac ión d e l a p r e s e n t e l ey se c o n s i -
d e r a r á n c o m o e x t r a n j e r o s l o s i n d i v i d u o s a s i m i l a d o s á los n e e r l a n d e s e s , s e g ú n el 
a r t . 8" d e d i c h o C ó d i g o . & 

»Ar t . 23. T o d a s l a s a c t a s y d o c u m e n t o s , d i c t a d o s en v i r t u d d e l a p r e s e n t e l ev 
e s t a r á n e x e n t o s d e t i m b r e y r e g i s t r o , y s e e x p e d i r á n l i b r e s d e d e r e c h o s 

»Art . 24. La p r e s e n t e l ey n o e s a p l i c a b l e al a r r e s t o d e los m a r i n e r o s d e s e r t o r e s 
á s u e n t r e g a á b o r d o , n i á l a s m e d i d a s q u e d e b a n t o m a r s e , p a r a p o n e r l o s á d i spos i -
c i ó n d e l o s C ó n s u l e s d e s u s n a c i o n e s . » 



con la condicion de que sea restituido una vez terminado el 
proceso. Esto obvia una gran dificultad que imposibilitaba 
todo procedimiento ántes de cumplir la condena en el caso en 
que debiese diferirse la extradición hasta la extinción de 
aquella. 

Esta lev tuvo también por objeto aumentar las garantías 
en favor del acusado. En efecto, no solamente se consigua 
en ella de nuevo el principio de que el individuo requerido 
debe ser. interrogado, sino que se prescribe que el interrogato-
rio debe ser público, excepto en el caso en que el prevenido 
pida ser interrogado en audiencia privada ó cuando el Tribu-
nal, por motivos fundados y que deben constar en el proceso 
verbal, lo ordene de oficio. 

. Merece también especial mención una importante innova-
ción introducida en la actual ley y que consiste en haber au-
mentado el número de personas que pueden ser entregadas. 
Según la ley de 1849, habia una excepción, no sólo en favor 
de los holandeses, sino también en favor de los extranjeros 
asimilados á los holandeses, según el art. 8o del Código civil, 
es decir: Io , de los individuos que, prévia la autorización del 
rey, hayan establecido su domicilio en el reino, y que havan 
comunicado dicha autorización á la municipalidad de su"do-
micilio; 2o , de los que, después de haber fijado su domicilio 
en un municipio del reino y haberlo conservado durante seis 
años, declaren ante la municipalidad su intención de conti-
nuar en el reino (art. 8o, Código civil Neerlandés.) 

Los extranjeros que hayan llenado estas condiciones, son 
asimilados á los neerlandeses en materia de extradición. 

Tampoco podrá ser entregado el extranjero establecido en 
territorio neerlandés y casado con neerlandesa, ó bien que 
siendo casado hubiese tenido un hijo nacido en el reino. 

Todas estas restricciones se hallan eliminadas en la ley 
actualmente en vigor. Se dispone en ella que todos los extran-
jeros sin distinción de n i n g u n a especie puedan ser entregados 
y que deberán ser considerados como nacionales, en materia 
de extradición, los extranjeros asimilados á los neerlandeses, 
según las disposiciones de l a ley civil. 

267 bis. La legislación vigente en el Canadá deriva de 
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dos orígenes bien distintos: 1°, de las actas votadas por el 
Parlamento del Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda: 
2 ' d e l a s a c t a s votadas por el parlamento Canadense 

La extradición no estaba reglamentada por ninguna lev 
espacial hasta estos últimos tiempos, y únicamente lo estaba 
por los convenios celebrados por el Imperio Británico con los 
Estados extranjeros. Pero la ley Canadense de 28 de Abril 
de 877 sirv.ó para formular los.principios relativos á la ex-
tradición . Se dispuso por ella en el art . 2o que los procesos 
iniciados bajo el imperio de leyes anteriores, se continuasen 
según las reglas formuladas en la nueva ley 

No tenemos á la vista el texto completo de esta ley, pero 
podemos dar de ella una noticia detallada y mencionar les 

Y a n a ' o ) ^ ^ ^ h 8 C h ° P ° r M r - C a r r a d e 

m' k C U a l 8 6 D U e d e c o n c e d e r I a extradición 
d 9 l " ° 8 P° l í t l c o s > »e halla formulada en el art. 6o v en el 

anexo 2 se hallan enumerados los crímenes y delitos que pue-
den dar lugar á la entrega de los malhechores. 

Lo que dá una particular importancia á la legislación Ca-
r í e n s e , así como á la ley inglesa y americana relativa á la 
extradición, es la autoridad decisiva concedida á la magistral 
tura que no está llamada solamente á dar su dictámen, sino 
también á juzgar si las condiciones requeridas para la extra-
c c i ó n se han llenado debidamente, y tanto es así, que no pue? 
de tener lugar n inguna extradición sin la conformidad con e-
dictámen del Magistrado (2). 

A V
A m r ^ , e 0 Í S l ' ^ ( P U b , Í C a d ° P ^ ^ a d de d a c i ó n c e « 

c i o n e s d é l a 

t r a d i c i ó n , si s e p roducen p r u e ^ u e ^ ^ £ 



Hay en la ley canadense una disposición notable y que no 
se halla en la ley inglesa, y es que la sentencia del magistra-
do es decisiva en el sentido de que no puede llevarse á cabo 
n inguna extradición contradictoriamente á su dictámen; pero 
no dice que deba ser entregado necesariamente cuando el. ma- . 
gistrado decida que lo sea. La última palabra corresponde al 
ministro de Justicia, que puede anular cualquier auto de pri-
sión dictado por el juez y dar órden de poner en libertad al 
fugútivo (1). 

Otra disposición especial es también de notar en la ley ca-
nadense, y es la del art. 28, donde se hallan determinadas las 
consecuencias de la extradición relativamente al juicio del in-
dividuo entregado.—En la ley inglesa, en el artículo 3o, nú-
mero 2, se dispone que los individuos entregados no podrán 
ser detenidos ni procesados por ningún delito cometido ántes 
de la extradición y distinto del que la hubiese motivado. Por 
el contrario, en la l ey canadense se limita la acción del juicio 
relativamente á los delitos cometidos ántes de la extradición, 
sólo á los delitos que se excluyen en los tratados vigentes (2). 

Conviene notar que, en cuanto á los documentos por cuya 

c i o n e s d e l a p r e s e n t a a c t a , j u s t i f i c a s e n l a a c u s a c i ó n , si el c r i m e n se h u b i e s e c o m e -
t o d o en el C a n a d á ; el J u e z d i c t a r á el a u t o p a r a e n c a r c e l a r al f u g i t i v o en l a c á r c e l 
m á s c e r c a n a , d o n d e q u e d a r á d e t e n i d o h a s t a q u e s ea e n t r e g a d o al E s t a d o e x t r a n -

Í' e r o ó p u e s t o en l i b e r t a d , c o n f o r m e á l a l ey ; en e s t e c a s o , el J u e z d a r á l a o r d e n d e 
i b e r t a d . » 

(1) « A r t . 16. E l M i n i s t r o d e J u s t i c i a , dec ide al m i s m o t i e m p o : I o , q u e el d e l i t o , 
p o r el c u a l se h a n a d o p t a d o l o s p r o c e d i m i e n t o s e n v i r t u d d e l a p r e s e n t e a c t a , e s 
pol í t ico; 2°, q u e l o s p r o c e d i m i e n t o s se h a n a d o p t a d o r e a l m e n t e c o n el o b j e t o de 
p r o c e s a r ó c a s t i g a r al f u g i t i v o p o r un de l i to d e n a t u r a l e z a p o l í t i c a ; 3 o , q u e p o r 
c u a l q u i e r o t r a r a z ó n , n o d e b e s e r e n t r e g a d o , ó 4o , q u e el E s t a d o e x t r a n j e r o n o t i e n e 
i n t e n c i ó n d e i n t e r p o n e r d e m a n d a de e x t r a d i c i ó n : el M i n i s t r o d e J u s t i c i a p o d r á n e -
g a r s e á d a r l a o r d e n d e e n t r e g a , a s i c o m o a n u l a r , con su firma y se l lo , c u a l q u i e r 
o r d e n d a d a p o r é l , ó c u a l q u i e r a u t o d i c t a d o p o r u n J u e z , en vir t u d d e l a p r e s e n t e 
a c t a , y o r d e n a r q u e el f u g i t i v o s ea p u e s t o en l i b e r t a d y e x e n t o d e t o d o a u t o d e 
p r i s i ó n , d i c t a d o e n v i r t u d d e l a p r e s e n t e a c t a , y en c o n s e c u e n c i a , el f u g i t i v o s e r á 
e sca rce lado .» 

(2) «Ar t . 23. C u a n d o u n i n d i v i d u o a c u s a d o ó conv ic to d e u n c r i m e n q u e e n t r a ñ e 
l a e x t r a d i c í o n s e a e n t r e g a d o p o r un E s t a d o e x t r a n j e r o en v i r t u d d e a l g ú n c o n v e n i o 
h a s t a q u e e s t e i n d i v i d u o h a y a v u e l t o ó h a y a t e n i d o la o e a s i o n de x o l v e r al E s t a d o 
e x t r a n j e r o , c o n f o r m e al c o n v e n i o , n o p o d r á e x p o n é r s e l e á p r o c e s o ó c a s t i g o a l g u -
n o s en el C a n a d á en c o n t r a v e n c i ó n á u n a d e l a s c o n d i c i o n e s del c o n v e n i o , p o r n i n -
g ú n de l i to c o m e t i d o á n t e s d e l a ex t r ad i c ión con m o t i v o del c u a l n o p o d r i a s e r p r o -
c e s a d o e n v i r t u d de l a c o n v e n c i ó n . » 

presentación debe concederse la extradición, no se exige for-
malmente que las deposiciones de los testigos sean recibidas 
bajo juramento (1). 

El procedimiento para el arresto de un malhechor fugitivo, 
se halla reglamentado del siguiente modo: 

«Art. 11. Cuando se aplique la presente acta, podrá el juez 
dictar un auto de prisión contra un fugitivo, en virtud del au-
to de prisión extranjero ó en virtud de u n a denuncia ó queja 
producida ante él; en vista de tales pruebas, ó después de ta-
les procedimientos que, á mi entender, y sólo las disposicio-
nes de la presente acta, justificasen la expedición de un auto 
si el crimen de que el fugitivo se halla acusado ó de que se 
pretende hallarse convicto, se hubiese cometido en el Canadá. 

El juez trasmitirá enseguida al ministro de Just icia un tes-
timonio de haber dictado el auto con copia certificada de las 
declaraciones y del auto extranjero ó de la denuncia ó queja, 
según el caso. 

Cuando la extradición puede efectuarse, no se entregará el 
fugitivo ántes de pasar quince dias, á contar desde la fecha de 
su prisión para ser entregado; y si el fugitivo pidiese un bre-
ve de habeas corpus, como á ello tiene derecho, no podrá ser 
entregado ántes de que, á petición suya, haya la corte dado 
su decisión (art. 17). 

Las demandas de extradición pueden hacerse por la vía di-
plomática ó de cualquier otro modo convenido en los tratados 
(art. 22).» 

(1) H é a q u i el a n á l i s i s del a r t . 9 o , r e l a t i v o á e s t e a s u n t o , d a d o e n el Boletín de le-
yUlucion extranjera: I . a s d i s p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s r e c i b i d a s en u n E s t a d o ex-
t r a n j e r o , ba jo j u r a m e n t o ó p o r a f i r m a c i ó n c u a n d o é s t a s e a p e r m i t i d a p o r l a l ey del 
E s t a d o , l a s c o p i a s d e e s t a s d i s p o s i c i o n e s ó d e c l a r a c i o n e s , los ce r t i f i c ados y l a s d e -
m a n d a « j u d i c i a l e s e x t r a n j e r a s e s t a b l e c i e n d o el h e c h o d e u n a c o n v i c c i ó n , e s t a n d o 
r e g u l a r m e n t e l e g a l i z a d o s , p o d r á n r ec ib i r s e c o m o p r u e b a en t o d o s l o s p r o c e d i m i e n -
t o s e n v i r t u d d e la p r e s e n t e a c t a . 



C A P I T U L O IV 

Fundamento jurídico de la extradición. 

268. (301 de la edición francesa). (1) E l f u n d a m e n t o j u r í d i c o d e l a e x t r a d i c i ó n e s u n 
p u n t o d i s c u t i d o p o r l o s a u t o r e s — 2 6 9 (302 de id.) Op in ión d e Le Cleck.- '27Ó (303 de 
Ídem). De K lu i t . - 272 (304«fe id.) De P i n h e i r o F e r r e i r a — 2 7 1 (305 de id.) De L a p e y 
- 2 7 3 (306 de id.) De o t r o s a u t o r e s . - 2 7 4 (307deid.) D o c t r i n a d e a q u e l l o s q u e q u i e r e n 
h a c e r d e p e n d e r t o d o d e c o n s i d e r a c i o n e s d e u t i l i d a d r e c i p r o c a . - 2 7 5 (308de id) 
O t r o s a u t o r e s q u e q u i e r e n q u e t e n g a p o r f u n d a m e n t o los t r a t a d o s . - 2 7 6 ( 3 0 9 r f e i r f ) 
D o c t r i n a q u e t i e n d e á p r e v a l e c e r en n u e s t r a é p o c a — 2 7 7 (310 de id.1 Opin ión de 
F a u s t i n o Hél ie y d e C l a r k e . - 2 7 8 (311 de id.) N u e s t r a o p i n i o n - 2 7 9 (312 de id) Ob-
s e r v a c i o n e s r e s p e c t o del j u e z n a t u r a l del m a l h e c h o r . - 2 8 0 ( 3 1 3 de id.) Doc t . i n a d e 
l o s au to re s .—281 (314 de id.) L a e x t r a d i c i o n d e b e r í a s e r o b l i g a t o r i a p a r a t o d o s . 

268. (301 de la ed.f ranc.)—Es opinion casi umversalmen-
te admitida en nuestra época, que la entrega recíproca de los 
malhechores es conforme al interés de los diversos Estados. 
De este modo, en efecto, se llega á dar al fallo sus efectos en 
el lugar en que ha sido cometido el delito. Sin embargo, un 
punto falta discutir todavía y es saber si la extradición de 
parte del Estado en cuyo territorio se ha refugiado el acusado, 
debe independientemente de los tratados, ser considerada j u -
rídicamente obligatoria. 

Algunos autores lo han negado formalmente, dando por ra-
zón principal de esta opinion que un Estado no podria privar 
de la libertad al extranjero, que ño ha causado ningún daño á 
aquel gobierno ni á sus ciudadanos. 

269. (302 de la ed.franc.)-~Le Clercq, despues de haber ad-

(1) L o s p á r r a f o s s u p r i m i d o s e n e s t a v e r s i ó n e s p a ñ o l a , d e s d e el 268 a l £00 d e l a 
ed ic ión f r a n c e s a a m b o s i n c l u s i v e , se r e f t e r e n á l o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r F r a n -
c i a con d i v e r s a s n a c i o n e s , s o n a ñ a d i d o s p o r el t r a d u c t o r M. A n t o i n e . 

N . T . 



mitido que el Estado en cuyo territorio ha sido cometido el 
delito, tiene el derecho de pedir i a extradición del reo, se ex-
presa de esta manera respecto á la obligación del otro 'Estado 
en cuanto á entregarlo: «In cujv.svis civitatis arbitrio est qv.o-
modovelit disponen de illis regionibus qu<e territorium suum 
constitwnt, in illis potest admitiere peregrinos aut aditum ad 
cas denegare-, transfugis asylum pnebere, imo recipere improbos 
et sceleratos omnes. Hoc si facial, jure suo agit, ñeque alterins 
cujusvis civitatis jus leedit (1) » 

270. (303 de la ed. franc.)—La misma doctrina se halla re-
producida por Kluit, que escribe con este motivo: «Nullo modo 
docere posse videtur civitalem cujus leges viola hz sunt ab alia ci-
vitate in quam se contulit delinquens jure exigere ut eum non 
admittat aut expellat. Equidem certe quojuris fundamento idexi-
gere posset ignoro. Recipit chitas, quem recipere ipsi place f 
utruM sunt probi acjus ti exteri ÜU, au sunt Jiomines facino-
rosi perditi, niliil ínter est (2).» 

Este mismo autor concluye así: «Profecía populum cogere 
ut hunc illumve prebenda t, nobisque remittat, nihü aliud est, 
msiillum cogere ut facial aliqiüd ad quod jure adstringi non 
potest (3).» 

271. (304 de la ed.,franc.)-Pinheiro-Ferreira. colocándose 
en otro orden de ideas, hace observar que ningún Gobierno ni 
ningún pueblo tiene el derecho de prohibir á un extranjero in-
ofensivo el libre acceso de su territorio, lo mismo que el goce 
de todos los derechos civiles de que se hallan beneficiados los 
nacionales. Según él, la remisión del extranjero ante los tri-
bunales de su propio país constituiría un atentado al derecho 
de habitar donde quiera que le agrade , siempre que no 
produzca n inguna perturbación en los derechos de otro. De 
aquí deduce que no debería jamás concederse la extradición 
del reo, á no ser en el caso en que este hubiera contraído vo-
luntariamente una obligación de servidumbre personal de que 
no pudiera desligarse. En cualquiera otra circunstancia, se-
gún este autor, la parte lesionada tendría únicamente el dere-

(1) De transfugis reddendis, p . 9 . 
(2) De dedizione profug., p . 1. 
(3) De deditione profug., p . 8 . 

cho de pedir una reparación, que debería concederse por las 
autoridades del país en cuyo territorio el prevenido se ha re-
fugiado. Desde luego, estas autoridades deberían juzgar le y 
castigarle, pero no podrían estar autorizadas á expulsarle ni á 
remitirlo á otra jurisdicción (?). 

272. (305 de la ed. franc.)—Sapey ha marchado reciente-
mente sobre las huellas de este autor, cuando á las razones 
invocadas por él. añade en su discurso lo siguiente: «¿Por qué 
la tierra de Francia no salva al reo que lo suplica, de igual ma-
nera que dá libertad al esclavo que entra en ella? ¿Seria tan 
lamentable acaso que el territorio de cada nación, hecho sa-
grado, fuese un asilo en la ant igua y religiosa acepción de esta 
palabra? ¿Si hace falta uncastigo no basta con el destierro (2)?» 

273. (306 de la ed. franc.) Todos los partidarios de la exter-
ritorialidad absoluta del derecho penal consideran la extradi-
ción como inútil: «Sugeta á la jurisdicción de todos los tribu-
nales del mundo, la extradición seria inútil (3).» 

274. (307 de la ed. franc.) Otros autores, sin ser en ma-
nera a lguna partidarios de la obligación de la extradición, ad-
miten sin embargo que razones de conveniencia política y 
de .ut i l idad social pueden comprometer á los Estados á en-
tregarse recíprocamente los criminales (4). Tal es el sistema 
seguido adelante por Fcelix: «Toda extradición, dice, está su-
bordinada á consideraciones de conveniencia y de utilidad re-
cíproca (5).» Tal es también la opinion de Dalloz, que se ex-
presa así: «El mismo interés general debe determinar al Sobe-
rano de <pn Estado á abandonar un culpable en interés de la 
seguridad de su vecino; y hay otro segundo interés no ménos 
evidente, que es el de la reciprocidad (6).» De igual manera 
se lee en Hans: «Por otra parte el Gobierno á quien se ha diri-
gido la demanda tiene interés en acceder á ella; porque rehu-

(1) Revue étrangère, 1.1. p . 65. 
(2) Les étrangers en France, troisième partie, p . 203. 
(3) B r o u c h a u d : De Vextradition, p . 3 2 . 
(4) P u f f e n d o r f : / « s nat.et gentium, L . v m , c h a p . 6 § 12. T r i b u t i e n : Droit criminel' 

L e ç o n XLVU .—Bertauld: Cours du Code pénal, Leçon x x v u . 
(5) Droit international privé, ni ' i ih. 569. 
(6) R é p e r t o i r e , v . T r a i t é , n ù m . 2 ¡0. 



sánelo la extradición, se despojaría del derecho de reclamarla á 
su vez en el caso que esta fuese necesaria (1).» 

Whar ton á su vez ha profesado muy recientemente la mis-
ma doctrina, «Aunque sea, dice, una prerogativa indiscutible 
de cada soberanía independiente garant i r á los extranjeros el 
libre asilo en su propio territorio, sin embargo, no es esta una 
situación en la cual pueda estar largo tiempo un Estado civi-
lizado. E n efecto, el país que ofreciese tales inmunidades á 
los fugitivos, sería el asilo predilecto de los malhechores, que 
pondrían en peligro, no sólo su moralidad, sino su integridad 
social (2).» & 

275. (308 de la ed. franc.J— Una tercera opinion corre en-
tre gran número de autores. Estos escritores, del hecho de 
que la extradición se halla regida por tratados especiales, han 
deducido que los tratados son el único fundamento de la obli-
gación de entregar los criminales. Es ta doctrina se ha segui-
do por Martens (3), Ivlüber (4), Mittermaier (5), Forte (6) 
Hefter (7) y Philimore (8). Este último autor pretende que re-
sulta de todas las consideraciones hechas en materia de ex-
tradición, que la entrega de los criminales es un acto de cor-
tesía cuando no obedece tratados especiales. 

Woolsey sigue el mismo camino cuando razona del modo 
siguiente: «Aunque algunos autores son de opinion de que la 
obligación de entregar los malhechores es absoluta, el número 
de tratados de extradición tiende á demostrar que semejante 
obligación no se halla en.todas partes reconocida. ¿Cuál sería 
en efecto la necesidad de los tratados para especificar los crí-
menes que dan lugar á la extradición?» Deduce de esto Wol-
sey que existe entre los Estados una obligación limitada de 
prestarse asistencia en la administración de la justicia, obli-

(1) Droit crimenel, n a m . 726. 
(2) C o n f l i c t of L a w s , § 940. 
(3) D r o i t d e s g e n s , § 101. 
(4) D r o i t d e s g e n s , § 63. 
(ô) De la P r o c e d u r e p e n a l e . 
(6) ^ i s t i t u z i o n i c ivi l i . L. u , c a p . n , § 9. 
(7) D r o i t i n t e r n a t i o n a l , § 68 p 129 

O o L a u S r Ì L a W ' " ' ; n " - V - W : B e a < * L a u r e n c e : A l b a n y l a , 

gacion que no puede ser definida sino por medio de tratados 
especiales, que precisan las intenciones de las partes (1). 

276. (309 de la ed. franc.J—En la ciencia y en la prác-
tica moderna, la opinion que tiende á prevalecer, es que la 
obligación de entregar á los malhechores, es una obligación 
jurídica independiente de los tratados. Esta doctrina fué ya 
expresada por Grotius, de la manera siguiente: «El derecho 
que tiene el Estado de castigar al culpable, no debe ser limi-
tado por otro Estado en cuyo territorio reside el culpado; por 
el contrario, debe castigarle ó entregarle al país que lo re-
clama para el castigo (2).» 

Entre los autores que por vários motivos admiten que la 
extradición tiene un fundamento jurídico independiente de los 
tratados, se pueden citar, Covarruvias (3), Yattel (4), Kent (o), 
Burlamaqui (6), Bluntschli (7), Bonafos (8), Calvo (9), Pradier-
Fodéré (10) y otros (11). Uno de los campeones actuales de los 
derechos de la democracia, admite que la extradición es obliga-
toria, porque considera la jurisdicción penal como salida d é l a 
ley natural. «El derecho sobre "la persona del rebelde, es real 
precisamente porque 110 emana de una ley positiva Todos 
consideramos en derecho democrático á los pueblos como soli-
darios unos de otros, contra los atentados á la vida humana y 
á la propiedad privada, de igual modo que contra los atenta-
dos á la soberanía popular (12).» 

277. (310 de la ecl. franc.J—A esta escuela pertenece 
Faustin-Hélie, que razona de la manera siguiente: «El poder 
social en el seno de cada sociedad tiene el derecho de unir su 

(1) i n t e r n a t i o n a l Law, § 79. 
(2) Le D r o i t d e l a Paix . L iv . n , c h . xxi , § 3, 4 . - E d i t i o n P r a i i e r - F o d é r é . 
(3) P r a t i c a r u m q u e s t i o n u m , c . xi . 
(4) Le Dro i t d e s g e n s , l iv. i l , § 76. 
(5) C o m m e n t a i r e s , î, p . 37. 
(6) D r o i t d e s g e n s , 4° p a r t i e , c h . m , § 9. 
(7) L e Dro i t i n t e r n a t i o n a l codif ié , r é g . 3 9 5 e t s u i v . 
¡8) De l ' e x t r a d i t i o n , p . 32. 
(9) Le Dro i t i n t e r n a t i o n a l , l i v . îx. 
(10) P r i n c i p e s g é n é r a u x , p . 548. 
(11) C o m p a r . C o c c e i u s : Prœlecta ad Grotti librum.-Buddée: Jurisprudent bist spe-

cim., p . 317 .—Bœmerus : P r ade , l ib . u, c a p . v . , § 3 5 — I I a l l e c k : I n t e r n a t i o n a l Law 
c h . v u , § 2 8 . - R u t h e r f o r t : I s t . B. 2, c h . ix, § 12. 

(12) De l a d é m o c r a t i e d a n s s e s r a p p o r t s avec le D r o i t i n t e r n a t i o n a l , p . 258-259. 



acción, en ciertos límites á la acción de la justicia extranjera, 
sea para ayudar, en interés general á la aplicación de las re-
glas de la justicia universal, sea para mantener el órden y 
ia justicia de su propio país: este deber le lia sido á la vez 
mpuesto no sólo por la ley moral, sino por el interés de su 
conservación. Hé aquí el fundamento de la extradición (1).» 

Bajo ciert i relación, la doctrina profesada por Clarke es 
diferente. Según él, si la extradición de un malhechor 110 debe 
ser considerada como impuesta á modo de un deber absoluto, 
debe serlo ciertamente como un deber de moralidad política (2). 

278. (311 de la ed. franc.J—Creemos preferible la opinion 
de los autores para quienes la "obligación de entregar los mal-
hechores fugitivos, tiene su fundamento jurídico en los prin-
cipios mismos que sirven de base al derecho de castigar. 

Pensamos también que un Estado que no pudiera apoyar 
su demanda sobre un tratado, 110 podria legalmente exigir 
la extradición de un acusado. Esta es una consecuencia del 
principio general, según el cual un Estado no puede indepen-
dientemente de los tratados, obligar á otro Estado á confor-
marse con los principios jurídicos. Los que, por el contrario, 
quisieran hacerlo depender todo de los tratados y los conside-
ran como el único fundamento del derecho de extradición, en 
lugar de ver en ellos la regulación del deber jurídico recípro-
co, existente entre los Estados, no se aperciben que con su 
teoría dan á los Gobiernos la facultad ds disponer de la liber-
tad de los particulares, y á los criminales huidos el derecho 
de pedir al Estado, en cuyo territorio se han refugiado, un 
asilo inviolable contra toda persecución relativa á delitos 110 
previstos en el tratado. Así, la fuga puede decirse que hace 
adquirir un derecho privilegiado de protección. 

Además, las falsas conclusiones á las cuales se llega en la 
práctica dando una importancia absoluta á los tratados, debe-
rían contribuir á poner en claro los defectos de esta teoría. Ci-
temos como ejemplo, la decisión siguiente del Consejo privado 
en Inglaterra (3). 

(1) T r a i t é d e l ' i n s t r u c t i o n c r i m i n e l l e , 1.11, p . 631. 
(2) T h e L a w of e x t r a d i t i o n , p . 12. 
(3) T i a i t é d e L a B o g u e d u S O c t o b r e 1843 e t t r a i t é d e T i e t s i n d u 26 j u i n 1833. 

Un chino, refugiado en Hong-Ivong (colonia inglesa)"y 
acusado de haber asesinado en alta mar al capitan de un na-
vio francés, fué reclamado por la China al Gobierno inglés. 
Sometida la demanda al Consejo privado, se decidió que no 
debia concederse la extradición. Esta decisión se habia funda-
do en el tratado de extradición existente entre Inglaterra y 
China (1). Se lee en el texto de este tratado: «serán entrega-
dos por Inglaterra los chinos refugiados en Hong-Kong y acu-
sados de crímenes ó delitos contra las leyes de la China.» El 
Consejo, fundándose en el texto del convenio, dedujo que se 
debían entender como previstos por éste, los crímenes y de-
litos ordinarios cometidos por un chino en China, y reprimi-
dos por la ley china; pero no los previstos por leyes extranje-
ras. Según él, el asesinato cometido en alta mar sobre un na-
vio francés, constituía un crimen contra las leyes francesas y 
no contra las de China. Como conclusión, la extradición fué 
rechazada, apesar de que el chino, contra el cual habia sido 
pedida por su propio Gobierno, fué instigador de una sedición 
de trescientos coolies chinos á bordo del buque francés la Nou-
velle Pcriólope, y de que los rebeldes hubiesen asesinado al ca-
pitan y una parte de la tripulación, se hubiesen apoderado de 
la caja y hubiesen arrojado contra la costa la embarcación. Es 
verdaderamente deplorable que el texto de un tratado haya si-
do motivo para que se niegue la extradición en circunstancias 
tan graves. 

No consideramos que es para el Estado, al cual se pide la 
extradición un deber absoluto el concederla, en el sentido de 
que la demanda debe bastar para obligar en todos los casos 
á la entrega del fugitivo; pero decimos que la extradición no 
deja de ser nunca un procedimiento judicial, sometido á los 
mismos principios 'que aquellos que son la base de la ju -
risdicción internacional en materia penal. Como tal, desde 
luégo, se la debería considerar y no como establecida en ven-
ta ja de tal ó cual Estado, ó motivada exclusivamente por 
consideraciones de utilidad recíproca ó por la letra muer-

(1) 19 j u i n 1 8 7 3 ( A t t o r n e y g e n e r a l d e H o n g - K o n g , C. K w o u , A. G i n g . L a w R e p . , 
P . C. t . v , p . 170. R a p p o r t é d^aprfcs C lune t , J o u r n a l d u D r o i t i n t e m a t i o n a l p r i v é 
1874, p-, 201.) < 



ta de los convenios que derivan de los tratados, sino como 
la más ámplia aplicación del principio de la justicia penal. 

279. ,(312 de la ed. franc.J—¿Cuál es, en efecto, el juez na-
tural del culpable? El del lugar en que ha sido cometido el deli-
to. Allí es donde .se ha producido el perjuicio y donde debe ser . 
pronunciada la sentencia, en virtud de la cual se aplica una 
pena, para reparar el desórden causado por el delito. Allí pue-
den recogerse las pruebas con más facilidad y ménos gastos, 
y allí es donde el llamado á responder á la acusación, encuen-
tra condiciones más favorables para la defensa, y puede sacar 
á luz todos los medios-propios para establecer su inculpabili-
dad. Allí es donde las circunstancias atenuantes y agravantes 
pueden ser más fácilmente apreciadas, y la culpabilidad ó la 
inocencia del prevenido declararse con mayor seguridad. Allí, 
en fin, está principalmente interesada la soberanía en adminis-
trar la justicia penal por la aplicación de las leyes hechas para 
proteger las personas y las propiedades. 

280. (313 de la ed. franc.)—Esta opinion fué la de la g ran 
mayoría de los antiguos jurisconsultos, que enseñaron que no 
pertenecía á los jueces del lugar de origen ó de domicilio, co-
nocer de los delitos cometidos por el ciudadano fuera del terri-
torio; pero que debían entregarlo al juez del lugar en que el 
delito se habia cometido (1). Hé aquí, por lo demás, cómo ra-
zona en este respecto Covarrubias: «Primum enim máxime con-
gruit reipvMicm scelera eo in loco pvMice puniri in quo fuerint 
perpétrala propter exemylum, at qui nondmi delinquerunt a cri-
minibus abstineant delinquentium punitione territi... Estet alia 
ejusdem sanctiónis ratio, quocl respnblica illa, in cujus territo-
rium delictim est perpetratum absque dubio speciali injuria offi-
citur. Tertia his aduectitur etinstituti publici ratio ex eo quocl 
punitio scelerum admodum necessaria reipublicce facilius sit, ac 
comodius de criminis acictor discutitur, si ea cansa in loco delicti 
commissi examinetur: nam si alibi foret examinandas quotidie 
manrent scelera impunita propter occultam auctoriom cognitio-
nem, qu<e difficillmeposset in lucem prodiri, si in loco delicti, 
n<rn ageretur de criminis ejusdem punitione (2).» 

J l l P í ° l f : F u r i n a c e i : Q u e s t i . v » , § 19 e t 20. E s t e a u t o r c i t a l o s n o m b r e s d e m u -
c n o s e s c r i t o r e s d e u n a y o t r a o p i n i o n . 

(1) P r a t i c a r u m q u e s t i o n u m , cap . xi, n ú m . 3. 

El pensamiento de los jurisconsultos modernos, no es dife-
rente. En la causa Tivman, juzgada por el Tribunal del Banco 
de la Reina, en Inglaterra, habiéndose empeñado la discusión 
respecto al concurso de jurisdicción de los Tribunales de este 
país, y los de los Estados-Unidos, el Presidente de dicha Corte 
habla en estos términos: «Es un inconveniente muy grave que 
el acusado 110 sea juzgado en el mismo lugar en que ha come-
tido el delito, porque el criminal no huye solamente para sus-
traerse al imperio de la ley que ha violado, sino para hacer 
más difícil, por no decir imposible, la prueba del delito, pues-
to que se le lleva ante los Tr ibunales de un lugar diferente de 
aquel en que ha ocurrido el hecho (1).» Cuando la discusión 
en Francia ante el cuerpo legislativo de la ley de 1866, rela-
tiva á los delitos cometidos en el extranjero, se demostró ple-
namente por todos los oradores que la combatieron que era 
más útil al acusado y á la justicia, que la sentencia se dictase 
en el lugar en que habia sido cometido el delito, porque po-
drían más fácilmente procurarse las pruebas necesarias. Julio 
Favre, entre otros, se expresa en estos términos: «En tésis 
general, en derecho común, la ley que debe aplicarse á los 
crímenes y á los delitos, es la ley del territorio en que estos 
crímenes ó delitos han sido cometidos: E l Juez competente es 
el Juez del territorio, y al mismo tiempo el mayor interés del 
acusado ó del detenido, está en ser juzgado allí donde puede 
recoger sus pruebas, es decir, allí donde por la infracción es 
acusado. De tal suerte, que cuanto se refiere á la jurisdicción, 
á la competencia, ó al interés del acusado, el juez del territo-
rio en que el crimen ó el delito se cometió es el único que pue-
de regirlo é invocarlo (2).» 

A las mismas conclusiones se llega partiendo del principio 
sentado por Beccaria, de que el lug-ar del delito debe ser el de 
la pena. De semejante doctrina es fácil deducir que no hallán-
dose los Estados solidariamente interesados en reprimir con 
sus propias leyes el delito cometido en el extranjero, están obli-

(1) 5 Bes t a u d Sra i th 645, r a p p o r t é e p a r C l a r c k e . T h e L a w of e x t r a d i t i o n (1874 
p . 126,131). . v 

(2) M o n i t e u r , 1866, p . 656, col . 4 . - C o m p . W a r t o n : çon f l i c t o f L a w s . S , 8 5 3 , - K e n t -
C o m m e n t a r i e s , i, 39. 



gados á no poner obstáculos á que el criminal sea condenado 
ante su Juez natural . 

Si, pues, es conforme á los principios de la justicia penal 
entregar al culpable á su Juez natural, la extradición debería 
ser obligatoria entre Estados, aparte de los tratados, como el 
medio más apropésito para realizar los principios de la justicia 
y de la jurisprudencia internacional. También el Ministerio 
Rouher dijo juntamente ante el cuerpo legislativo francés: «El 
principio de extradición es un gran principio de solidaridad y 
de garantía entre los Gobiernos y los pueblos (1).» 

281. (314 de la ed. franc.)—Esto sentado, se comprende 
fácilmente como, según nosotros, las leyes que subordinan la 
extradición á la condicion de la reciprocidad no son confor-
mes á los verdaderos principios. 

Esta condicion, consagrada en la ley belga de 1874 (artícu-
lo Io), en la ley inglesa de 1870 (art. 2o), ha sido propuesta á 
la sanción legislativa del Senado francés en el art. I o del pro-
yecto de ley de extradición. Debemos, sin embargo, hacer no-
tar que si puede ser útil en la práctica que todos los Estados 
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lase el procedimiento relativo á esta medida , pero dejando 
al poder ejecutivo la plena facultad de aplicar la misma ley áun 
en el caso en que no hubiese podido llegar á concluir un trata-
do que contenga la cláusula rerferida. 
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de la ley inglesa de 1870 haya sido combatida por el attomey 

general, cuando fué discutida en el seno del Parlamento. «Es 
siempre ventajoso, decía, desembarazarse de un criminal ex-
tranjero, y no hay razón para soportar el inconveniente que 

(1) M o n i t e u r u n i v e r s e l , 1865, p . 227, co l . I a 

resulta de la presencia de un criminal, por el único motivo de 
que el otro país quiera soportar la de los nuestros (1).» 

La comision que después se ha nombrado para proponer 
modificaciones á la ley de 1870, es de opinion que los tratados 
no deberían ser declarados indispensables para consentir la 
extradición. 
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toda la sociedad, sean reprimidos con la aplicación de una 
pena, que tenga por efecto apartar por el ejemplo á otros in-
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ner de una manera permanente ó temporal, al malhechor mis-
mo en el camino del crimen; 2o porque resguarda los intereses 
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(1) V é a s e Bu l l e t in d e l a s o c i é t é de L é g i s l a t i o n c o m p a r é e : E t u d e de M. U e n a u l d , 
1879, p . 175. 

(2) V é a s e c h . A n t o i n e : Etude sur le projet de loi d'extradition soumis au Sénat français. 
(Revue critique, n û m e r o s d e a v r i l e t d e M a i 1879.) 



de donde nace el deber social de la represión y de la protec-
ción jurídica. La única cosa que conviene poner en claro, es 
averiguar cuándo el derecho de la parte que pide la extradi-
ción debe considerarse como fundado; y cuándo l a obligación 
de entregar al fugitivo puede sef en ciertos casos limitada por 
consideraciones particulares. Seria necesario para esto deter-
minar los principios que deberían servir de base á las reglas 
internacionales en materia de extradición. 

C A P I T U L O V 

Condiciones de las que debiera depender la legitimidad de la 
extradición. 

2 8 2 (315 de la edición francesa ) O b j e t o d e l p r e s e n t e cap i tu lo .—283 (31G de id.) L a e x t r a -
dición e s g e n e r a l m e n t e c o n s i d e r a d a c o m o u n a c t o a d m i n i s t r a t i v o . — 2 8 4 (317 de id.) 
N u e s t r a o p i n i o n e s d i f e r e n t e . - 2 8 5 (318 de id.) Conv iene a d m i t i r el a r r e s t o p r o v i - • 
s i o n a l del fug i t ivo .—286 (319 de id.) C ó m o d e b e r i a h a c e r s e l a d e m a n d a d e e s t e a r -
r e s t o —287 .320 de id ) O b s e r v a c i o n e s s o b r e l o s d o c u m e n t o s en s u apoyo.—288 (S21 

| de id.) I n c o n v e n i e n t e s c o n s t a t a d o s e n Bdlgica .—289 (322 de id.) N u e s t r a op in ion .— 
290 (323 de id.) P r á c t i c a g e n e r a l — 2 9 1 (324 de id.) C o n d i c i o n e s á l a s q u e d e b e r i a s u -
b o r d i n a r s e el a r r e s t o p rov i s iona l .—292 (325 de id-) D e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n y d o -
c u m e n t o s j u s t i f i c a t i v o s . — 2 9 3 (326 de id.) A t r i b u c i o n e s d e l a a u t o r i d a d a d m i n i s -
t r a t i v a y d e la a u t o r i d a d judic ia l .—294 (327 de id.) C r i t i ca d e l a p r á c t i c a a c t u a l -
m e n t e e n v igor .—29q (328 de id.) Opin ion d e P r e v o s t - P a r a d o l . - 2 9 6 (329 de id.) 
N u e s t r a opinion.—297 (330 de id.) A q u é e s t á o b l i g a d o el M a g i s t r a d o l l a m a d o á 
e x a m i n a r l a d e m a n d a . — 2 9 8 $31 de id.) N e c e s i d a d d e a s e g u r a r l a c o m p e t e n c i a d e l 
J u e z q u e r e c l a m a el f u g i t i v o . - 2 9 9 (332 de id.) C ó m o d e b e r i a s e r d e t e r m i n a d a l a 
n a t u r a l e z a d e l d e l i t o — 3 0 0 (333 de id.) X a t u r a l e z a d e l a p e n a . - 3 0 1 (334 de id.) De 
l a r e t r o a c t i vidad d é los t r a t ados .—302 (335 rfe id). De s u ap l icac ión en el c a s o d e a n e -
xión d e l t e r r i t o r i o en q u e h a s ido c o m e a d o el d e l i t o . - 3 0 3 1 3 3 6 de id.) O t ro s p u n t o s 
d i g n o s d e exámen .—304 (337 de id.) I n f l u e n c i a d e l a p re sc r ipc ión d e l a acc ión pe-
n a l y d e l a pena .—305 (338 de id.) L e y , s e g ú n la c u a l debe s e r d e t e r m i n a d a l a n a -
t u r a l e z a del de l i to , en t a n t o q u e t i e n e p o r e f e c t o i n f l u i r s o b r e el t i e m p o r e q u e r i -
d o p a r a la p resc r ipc ión .—306 (339 de id.) Be q u é p r e s c r i p c i ó n p o d r i a p r e v a l e r s e el 
c o n d e n a d o p o r co n tu mac i a .—3 0 7 (340 de id.) E x á m e n d e la cu lp ab i l i d ad p r e s u m i d a 
d e l a p e r s o n a c u y a e x t r a d i c i ó n se rec lama.—308 :34l de id.) E n q u é c a s o s p e d r i a 
r e h u s a r s e l a e x t r a d i c i ó n p o r m o t i v o s de o r d e n público.—309 (342 de id.) E l p r e v e -
n i d o d e b e r i a s e r a d m i t i d o s i e m p r e á s u d e f e n s a . 

282. (315 de la ed. franc.)— Hemos demostrado en el ca-
pítulo anterior que la extradición deberia ser la aplicación más 
extensa de la penalidad, en interés de la gran familia de los 
pueblos civilizados, es deci r , una ley de procedimiento in-
ternacional dirigida á conducir al criminal delante de su juez 
natural . Fáltanos determinar las condiciones de que debe de-
pender la legitimidad de la extradición. 

A primera vista, parece que esta cuestión sea únicamente 
del dominio del derecho interno, porque sólo según sea la ley 
nacional se pueden determinar los casos en que un Gobierno 
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puede requerir ó acordar la extradición. Sin embargo, importa 
observar que estando admitido que la extradición de los malhe-
chores es una obligación jurídica internacional, se deben in-
vestigar las condiciones legales á que debería hallarse subor-
dinada esta obligación. 

283. (31G de la ed. franc.)—El sistema que predomina en 
diferentes países, y según el cual se considera la extradición 
como una medida de alta administración propia exclusiva-
mente de las atribuciones del Gobierno, está léjos de ser lo 
que debe desearse bajo el punto de vista de las garantías que 
se deben á la libertad. En efecto, dar á los agentes del poder 
ejecutivo la facultad de apreciar el valor de la demanda he-
cha por un Gobierno extranjero, autorizarles á ordenar el ar-
resto del individuo requerido, y á ponerlo en manos de la jus-
ticia extranjera, es hacer la más grave confusion de los dere-
chos y de los deberes de la soberanía, y llegar á la violacion 
más manifiesta de la dignidad y de la libertad del hombre. 

284. (317 de la ed. franc) — Al sostener que la extradi-
ción debe ser una ley de procedimiento internacional no he-
mos tratado de limitarnos á respetar esa tradición errónea. Por 
el contrario, una cosa esencial en nuestro sistema, es que la 
autoridad judicial no siga siendo extraña á la extradición. Có-
mo en efecto, admitir que una sentencia emanada de la auto-
ridad de otro país, y en virtud de la cual se requiere proceder 
á uno de los actos ejecutorios más graves , la detención de 
una' persona, puede ser considerada como eficaz para este efec-
to , sin la intervención del Juez? 

Sin embargo, es preciso determinar cuál debería ser no 
sólo la tarea del juez, sino también la de los Gobiernos. 

Comenzaremos por distinguir las medidas urgentes y pro-
visionales de las medidas definitivas, la demanda de extradi-
ción y su ejecución, del juicio que tendrá por objeto permitirlos 
actos ejecutorios. 

285. (318 déla ed. franc)—El arresto provisional del acu-
sado es una medida preventiva necesaria para impedir la eva-
sión del culpable, ántes que la instrucción y el procedimiento 
de la demanda y de la concesion de la extradición, hayan 
podido ser terminadas. También debería estar permitido al 

Gobierno pedir la detención provisional del fugitivo de una 
manera más expedita, y hasta por despacho telegráfico. 

28G. (319 de la ed. franc.)-Ciertos autores quisieran que 
semejante disposición pudiese ser provocada directamente por 
la autoridad judicial. En cuanto á nosotros, creemos más fun-
dada la opinion de aquellos que prefieren la vía diplomática. 
Con este modo de proceder, el Gobierno al cual se ha soli-
citado el arresto, no poclria suponer que se t ra ta do una pre-
cipitación deplorable; por otro lado, el Estado que hubiese 
provocado esta medida asumiría la responsabilidad. 

Sin embargo, seria oportuno admitir como regla la facul-
tad dejada al Gobierno de dirigir la demanda á la autoridad 
judicial ó administrativa, en lugar de hacerlo al Ministro de 
Negocios extranjeros. Se evitaría así un retraso peligroso y con-
siderable, si se tratase de una demanda de arresto de un mal-
hechor refugiado en una colonia muy alejada de la madre pa-
tria. La autoridad judicial debería decidir el arresto, y avisar 
enseguida á su propio Gobierno, t rasmandóle ' un informe en 
que estuviesen indicados los motivos del cumplimiento de esta 
medida, ó de su inejecución, cuando no pudiera ser efectuada. 

287. (320 de la ed. franc.)—Los jurisconsultos no con-
cuerdan respecto á los documentos que deben enviarse en apo-
yo de la demanda de arresto, lo mismo que en cuanto á la 
autoridad competente para ordenarla. Por lo demás , la prác-
tica establecida por los tratados no es constante (1). No ocul-

(1) Los p r i n c i p a l e s p u n t o s c o n t r o v e r t i d o s s o n l o s s i g u i e n t e s : I o L a d e m a n d a 
d e a r r e s t o p r o v i s i o n a l d e b e s e r h e c h a p o r l a v í a d ip lomá t i ca? 2o ¿Debe c o n s i d e r a r -
s e c o m o n e c e s a r i a l a p r o d u c c i ó n del m a n d a t o d e a r r e s t o d i s c e r n i d o p o r el Magis-
t r a d o c o m p e t e n t e en el p a í s q u e h a c e l a d e m a n d a ? 3 o P u e s t a e n e j ecuc ión d e l a 
d e m a n d a , ¿debe s e r o b l i g a t o r i a ó f a c u l t a t i v a p a r a el G o b i e r n o al c u a l s e d i r i g e ? 

E n I t a l i a , a p a r t e del d e r e c h o de e s p u l s a r del r e i n o á l o s e x t r a n j e r o s d e c l a r a d o s 
v a g a b u n d o s , p u n t o r e g u l a d o p o r el a r t . 4E9 del C ó d i g o p e n a l , el a r r e s t o p r o v i s i o -
n a l d e un f u g i t i v o , s o b r e l a d e m a n d a d e u n G o b i e r n o e x t r a n j e r o , e s t á f o r m u l a d a e n 
l a s c o n v e n c i o n e s en v i g o r c o n A u s t r i a , a r t . 10; con Bé lg i ca , a r t . 10. c o n el Bras i l , 
a r t . 5 o ; c o n C o s t a - R i c a , a r t . 10; con D i n a m a r c a , a r t . 9o; c o n F r a n c i a , a r t . 5°, c o n el 
i m p e r i o d e A l e m a n i a , a r t , 8 o ; con I n g l a t e r r a , a r t . 1-2; con G r e c i a , art'. 12: con G u a -
t e m a l a , a r t . 10; .con H o n d u r a s , a r t . IOJ con 6l I j i ixcn iburg , o, | a r t . 10J con S a n Marino» 
a r t . 9"; c o n el p r i n c i p a d o d e M ó d e n a , a r t . 10; c o n l o s P a í s e s B a j o s , a r t . 3 o ; con e l 
P e r ú , a r t . 10; c o n P o r t u g a l , a r t . 2o , § 2; con R u s i a , a r t . 10; c o n la R e p ú b l i c a d e S a n 
S a l v a d o r , a r t . 10; con E s p a ñ a , a r t . 10; c o n S u e c i a y N o r u e g a , a r t . 11- con S u i z a 
a r t . 10. 

E n t o d a s l a s c o n v e n c i o n e s p r e c i t a d a s s e d i s p o n e q u e l a d e m a n d a d e b e s e r h e -



taremos que el hecho de admitir que uua persona pueda ser 
privada de la libertad, en virtud de una simple demanda de la 
autoridad extranjera, puede en práctica, ser causa de incon-
venientes muy graves. Es preciso también considerar que en 
ciertos casos la ley del país en que el culpable se ha refugia-
do podría proteger al fugitivo como igual de un ciudadano, 
y oponer un obstáculo insuperable á la detención de aquel in-
dividuo sin un mandato de arresto regular. También en ciertos 
tratados, la trasmisión por la vía diplomática del mandato de 
arresto se impone como condicíon del arresto provisional (1) 
Por otra parte, es más fácil comprender que exigiendo no so-

c h a p o r la vía d i p l o m á t i c a . Con Bé lg i ca , F r a n c i a y el L u x e m b u r g o , s e h a c o n v e n i -
d o q u e l a d e m a n d a p o d r á s e r d i r i g i d a á l a a u t o r i d a d j ud i c i a l ó a d m i n i s t r a t i v a , e n 
u g a r d e h a c e r l a a l M i n i s t r o d e n e g o c i o s e x t r a n j e r o s . Con S a n M a r i n o e s t á a d m i t i -
d o q u e n o s o l a m e n t e la a u t o r i d a d jud ic ia l , s i n o t a m b i é n l a a u t o r i d a d a d m i n i s t r a t i -
v a d e l a s l o c a l i d a d e s l i m í t r o f e s , p u e d e p e d i r el a r r e s t o . 

E s t á , p o r o t r a p a r t e , c o n v e n i d o , q u e el a r r e s t o p r o v i s i o n a l p u e d e s e r p e d i d o p o r 
l a no t i f i c ac ión d e l a e x i s t e n c i a , s e a de u n m a n d a t o d e a r r e s t o , s e a d e u n a s e n t e n c i a 
c o n d e n a t o r i a , s e a d e u n a c t o d e a c u s a c i ó n b a j o l a o b l i g a c i ó n d e p r e s e n t a r en t i e m -
p o o p o r t u n o el d o c u m e n t o en q u e se h a a n u n c i a d o l a e x i s t e n c i a . 

El a r r e s t o p r o v i s i o n a l , e s , p o r lo d e m á s , f a c u l t a t i v o d e p a r t e d e l G o b i e r n o a l 
c u a l e s p e d i d o . E n e f e c t o ; en c a s i t o d a s l a s . c o n v e n c i o n e s c i t a d a s , l a c l á u s u l a i é l 
r e l a t i v a , e s del t e n o r s i g u i e n t e : «En caso de urgencia, y particularmente cuando hay pe-
tgro de fuga, cada uno de los dos Gobiernos podrá demandar y obtener por una vía más direc-
ta y aun por el telégrafo, el arresto del condenado ó delprevenido, en virtud de una condena, de 
un acto de acusación b de un mandato de arresto, á condicion de presentar en el más breve pla-
zo posible el documento en que se anuncia la existencia.'. 

Sin e m b a r g o , s e g ú n l o s t é r m i n o s d e la c o n v e n c i ó n c o n Grec ia , el a r r e s t o p r o -
v i s iona l e s o b l i g a t o r i o , p o r q u e en é l la se l e e : «En caso de urgencia, el arresto del indi-
viduo perseguido será efectuado sobre aviso, etc.» 

E n l a s c o n v e n c i o n e s con Bé lg i ca , F r a n c i a y el L u x e m b u r g o , el a r r e s t o p r o v i -
s i o n a l e s d e c l a r a d o o b l i g a t o r i o s o l a m e n t e e n el c a s o en q u e l a d e m a n d a e s d i r i g i -
d a p o r l a vía d i p l o m á t i c a al Minis t ro d e n e g o c i o s e x t r a n j e r o s . E n e f e c t o ; en l a s 
c o n v e n c i o n e s c e l e b r a d a s con Bélg ica y el I - u x e i n b u r g o s e d i c e : . a r t . 10. E l e x t r a n -
j e r o será a r r e s t a d o p r o v i s i o n a l m e n t e . » . Y e n l a c e l e b r a d a con F r a n c i a e s t á e s c r i t o 
a r t . o".» «El i n d i v i d u o deberáser a r r e s t a d o p r e v e n t i v a m e n t e . » P e r o c u a n d o l a de-
m a n d a es d i r i g i d a á l a a u t o r i d a d j u d i c i a l ó a d m i n i s t r a t i v a , el a r r e s t o e s d e c l a r a d o 
f a c u l t a t i v o ; sin e m b a r g o , e s t á p r e s c r i t o á e s l a s a u t o r i d a d e s el p r o c e d e r s i n p l azo al 
i n t e r r o g a t o r i o y á l a s i n v e s t i g a c i o n e s n e c e s a r i a s y d e r e n d i r e n s e g u i d a c u e n t a a l 
Min i s te r io d e n e g o c i o s e x t r a n j e r o s d e l o s m o t i v o s q u e h a n p o d i d o i m p e d i r p r o c e d e r 
a l a r r e s t o . 

(1) E n F r a n c i a , s e g ú n los t é r m i n o s d e l o s c o n v e n i o s d e e x t r a d i c i ó n c o n c l u i d o s 
h a s t a 18o4, se e x i g í a p a r a el a r r e s t o p r o v i s i o n a l la p r o d u c c i ó n de l m a n d a t o d e a r -
r e s t o d e l a a u t o r i d a d j u d i c i a l del p a i s q u e h i z o l a d e m a n d a . E n l a s c o n v e n c i o n e s 
p o s t e r i o r e s c o n c l u i d a s c o n el p r i n c i p a d o d e L i p p e el 11 d e A b r i l d e 1854, se c o n s a -
g i a l a r e g l a , d e q u e e l a r r e s t o p r o v i s i o n a l p o d i a s e r o b t e n i d o a n t e l a p r o d u c c i ó n 
d e d o c u m e n t o s j u d i c i a l e s y s o b r e el s i m p l e a v i s o d e s u e x i s t e n c i a . 

» 

lamente la demanda, sino también el mandato de arresto, que 
se ha trasmitido por la vía diplomática, se llega á favorecer al 
fugitivo, que tiene todo el tiempo necesario para ponerse al 
abrigo de persecuciones con el fruto de sus rapiñas, y para 
sustraerse á la jurisdicción de los Estados de Europa. 

288. (321 de la ed. franc.)—Sucedía frecuentemente en 
Bélgica, cuando la ley de 1833 estaba en vigor, que siempre 
que la demanda con los documentos judiciales en su apoyo 
llegaba con algún retraso, las personas señaladas oficialmente 
como criminales, se embarcaban en Ostende ó en Amberes, 
sin que las autoridades de este país hubiesen podido impedir 
á esos felices viajeros sustraerse con su botín, á los rigores de 
la ley, y marchar á países lejanos á gozar tranquilamente del 
fruto de sus robos. 

En la ley de 1868, se modificó la disposición de la ley 
de 1833, relativa á esta materia, y para no hacer ilusoria la 
medida del arresto provisional, se dispuso que podria tener 
lugar por mandato de prisión dictado por el Juez de instruc-
ción del lugar de la residencia ó de la mansión temporal del 
prevenido, mandato susceptible de ser motivado por el aviso 
oficial trasmitido por las autoridades del país en que el delito 
se hubiese verificado (1). 

289. (322 de la ed. franc J.—Una regla preferible y más 
conforme al fin que se persigue, es que para obtener el arres-
to provisional, debería bastar á un Gobierno conocer la exis-
tencia del mandato de arresto, y la naturaleza del delito y dar 
las señas del prevenido. El Gobierno así requerido debería 
acoger la demanda sin exigir n inguna otra formalidad. De-
jando á este Estado libre á su antojo de hacer ó no hacer la 
detención, se llegaría á legitimar lo arbitrario: exigiéndole la 
facultad de pedir las pruebas jurídicas de la culpabilidad pre-
sumida para proceder al arresto con conocimiento de causa, se 
dá al criminal requerido el tiempo necesario para huir, porque 
las pruebas jurídicas no podrían resultar sino del exámen de 
los actos judiciales, y hemos demostrado cuán peligroso seria 
el retraso producido por el hecho cuya llegada se queria es-
perar . 

(1) V é a s e N y p l e s : Pasinomie, 1868, p . 83. 



290. (323 de la ed. fmnc.).—En el estado actual de las 
cosas, estando regida la detención provisional por los tratados, 
es seguramente facultativa, cuando se pide con ocasion de un 
delito no previsto en el convenio. Lo mismo sucede cuando no 
ha sido declarada obligatoria ante la simple demanda que se 

. ha hecho en virtud del tratado existente (1). 
291. (324 de la ed. franc.J.—Lz, detención provisional es 

una medida preventiva destinada á hacer imposible la fuga 
del reo durante el proceso, y á dar el tiempo necesario para 
formular una demanda regular de extradición. Desde luégo, 
es evidente que en todos los casos debe limitarse al tiempo ne-
cesario para la remisión de la demanda regular. En esta mate-
ria, convendría tener en cuenta la distancia. Es por lo demás 
natural, que el detenido pueda obtener la libertad provisional 
bajo caución en los casos, y bajo las condiciones establecidas 
por la ley local. 

Si la detención se hubiera hecho con urgencia por la auto-
ridad administrativa, sería siempre necesario que la autoridad 

judicial estuviese avisada de ello, para que pudiese apreciar 
las circunstancias relatadas en el proceso verbal extendido 
por la autoridad que ha ejecutado el arresto. También la auto-
ridad judicial debería interrogar al individuo arrestado y pro-
veer á la guarda de los objetos embargados, para conservar 
aquellos que pudieran ser útiles á la instrucción del negocio y 
devolver los otros (2). 

Después de la terminación del tiempo fijado para la trasmi-
sión regular de la demanda de extradición, sin que esta tras-
misión haya tenido lugar , la persona detenida podrá reclamar 
su libertad, y la autoridad judicial deberá decidir si el acusado 
preventivamente preso debe ser puesto en libertad, ó bien si 
habia motivo para prolongar su arresto provisional, teniendo 

(1) E n F r a n c i a t a m b i é n el a r r e s t o p r o v i s i o n a l e r a f a c u l t a t i v o , s e g ú n l o s t é r m i -
n o s d e l a s c o n v e n c i o n e s e x i s t e n t e s b a s t a 1868. D e s p u é s d e e s t a época p a r a o b v i a r 
el p e l i g r o d e h a c e r l o i l u s o r i o , en l a s c o n v e n c i o n e s con B a v i e r a , el G r a n D u c a d o 
d e B a d é n , el G r a n D u c a d o d e O l d e m b u r g o , La H e s s e y A u s t r i a , ' se d e c l a r a el a r -
r e s t o o b l i g a t o r i o . E s p e r a m o s q u e e s t e p r inc ip io p r e v a l e c e r á en los t r a t a d o s d e 
n u e s t r a época c o m o el m á s p r á c t i c o y el m á s r a z o n a b l e . 

2) V é a n s e l a s c o n v e n c i o n e s c i t a d a s , loe. eit., p a r a el e m b a r g o de los o b j e t o s 
o c ú p a n o s e n p o s e s i o n del p r e v e n i d o . 

en cuenta las circunstancias especiales que hubiesen impedido 
la trasmisión de la demanda regular. 

292. (323 de la ed. franc.J.—Toda demanda de extradición 
debería, lo mismo que los documentos en su apoyo, ser tras-
mitida por la vía diplomática (1). 

Nos parece que á pesar de las estipulaciones recíprocas 
tratadas entre ciertos Gobiernos, la simple producción de un 
mandato de arresto no debería bastar nunca como apoyo de 
una demanda de extradición (2). Basta, en efecto, observar 
que la extradición de un criminal fugitivo que 110 ha violado 
las leyes del país en que se refugié, es un grave mal, y que no 
podría ser legítima sino por una presunción de culpabilidad 
establecida contra el individuo reclamado. Esta presunción 
puede, por lo demás, inducirse legítimamente de una orde-
nanza de la Cámara del consejo ó de la Cámara de acusación, 
ó de un magistrado competente que hubiese remitido al acu-
sado ante una jurisdicción penal. Desde luégu, estos actos de-
berían, en nuestra opinion, servir de documentos justificati-

(1) E s t a r e g l a e s t á con r a z ó n g e n e r a l m e n t e c o n s i g n a d a e n t o d o s l o s t r a t a d o s . 
E s o b s e r v a d a á u n en el c a s o d e la d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n d e u n i n d i v i d u o q u e s e 
h a r e f u g i a d o en u n a c o l o n i a a l e j a d a d e la m a d r e p a t r i a , á m é n o s q u e u n a e s t i p u -
lac ión c o n t r a r i a n o s e ha l l e i n s e r t a e n l o s t r a t a d o s . 

E n l a c o n v e n c i ó n e n t r e I t a l i a y l a G r a n B r e t a ñ a , s e e s t i p u l ó q u e l a d e m a n d a d e 
e x t r a d i c i ó n d e un i nd iv iduo , q u e se h a r e f u g i a d o en l a s c o l o n i a s ó e n l a s p o s e s i o -
n e s d e u n a d e l a s dos p a r t e s c o n t r a t a n t e s , p u e d e s e r h e c h a al G o b i e r n o ó á l a a u t o -
r i d a d s u p r e m a d e d i c h a c o l o n i a ó p o s e s i o n p o r el p r i n c i p a l oficial c o n s u l a r d e l a 
o t r a p a r t e , r e s i d e n t e e n d icha c o l o n i a ó p o s e s i o n . Si el i n c u l p a d o s e h u b i e s e f u g a -
d o d e u n a c o l o n i a o p o s e s i o n del pa í s q u e p i d e l a e x t r a d i c i ó n , la d e m a n d a p o d r í a 
s e r h e c h a p o r el G o b i e r n o ó p o r l a \ u t o r i d a d S u p r e m a d e ' e s t a c o l o n i a ó p o s e s i o n . 
A l a p r o s e c u c i ó n d e s e m e j a n t e s d e m a n d a s , los G o b i e r n o s o a u t o r i d a d e s s u p r e m a s 
d e b e r í a n , s i e n d o p o s i b l e , h a c e r ap l i cac ión d e l a s c l á u s u l a s del t r a t a d o , s e g ú n l o s 
t é r m i n o s e n q u e t e n d r í a l u g a r l a e x t r a d i c i ó n , ó b i en r e f e r i r l o á s u G o b i e r n o . 

S e r i a d e d e s e a r q u e s e m e j a n t e c l á u s u l a v i n i e s e á s e r l a r e g l a g e n e r a l en m a t e -
r í a d e e x t r a d i c i ó n e n t r e c o l o n i a s . S e e v i t a r í a n a s i l o s i n c o n v e n i e n t e s q u e r e s u l t a n 
e n l a p r á c t i c a del r e t r a s o c a u s a d o p o r el e m p l e o d e l a v í a d i p l o m á t i c a , c u a n d o l a s 
c o l o n i a s p r ó x i m a s la u n a d e l a o t r a e s t á n m u y l é jos d e la m a d r e p a t r i a . 

(2) E n los t r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r el G o b i e r n o i t a l i a n o , el s imp le m a n d a t o d e 
a r r e s t o ó t o d o o t r o a c t o e q u i v a l e n t e á e s t e m a n d a ' . o , e s t á d e c l a r a d o s u f i c i e n t e b a j o 
e s t e p u n t o d e v i s t a r e s p e c t o del A u s t r i a , a '- t . 9 o ; d s la B é l g i c a , a r t . 9 o ; d e D i n a m a r -
c a . a r t . 8"; d e F r a n c i a , a r t . 7 o ; del I m p e r i o da A l e m a n i a , a r t . 7 a ; d e G r e c i a , a r t i c u -
lo 11; d e G u a t e m a l a , a r t . 9"; d e H o n d u r a s , a r t . 9"; d e L u x e m b u r g o , a r t . 9°; d e S a n 
Mar ino , a r t . 8"; d e M o n a c o , a r t . 9": de l o s P a í s e s B a j o s , a r t . 7 o ; del P e r ú , a r t i c u l o 
9"; d e P o r t u g a l , a r t . 2°; d e R u s i a , a r t . 9"; d e Repúbl ica d e S a n S a l v a d o r , a r t . 9": d e 
E s p a ñ a , a r t . 9"; d e S u e c i a y N o r u e g a , a r t . 10; d e l a Su iza , a r t . 9." . 



vos, y ser entregados en forma auténtica, y debidamente le-
galizados. 

293 (326. de la ed. frane.). — La autoridad administrativa 
debería examinar la demanda que le es trasmitida por la vía 
diplomática, y averiguar si emana de un Gobierno con el cual 
se lia celebrado un tratado de extradición y si está hecho con 
ocasiou de un delito inscrito en el tratado. Si resultase, á pri-
mera vista, que el delito con ocasion del cual ha sido reque-
rida la extradición fué de naturaleza política, la autoridad ad-
ministrativa podría rechazarla de plano. Si, por el contrario, se 
tratase de un delito de derecho común, la intervención de la 
autoridad judicial debería ser exigida para acordar legítima-
mente la entrega del malhechor. 

El resultado definitivo de la extradición, es que en virtud 
de un juicio de acusación ó de la condena de untr ibunal extran-
jero, se procede á la detención del acusado á fin de entregar-
lo al país que le reclama legalmente para castigarle. Nadie du-
dará que este sea ano de los actos de ejecución más graves. 
Desde luego, si es una opinion unánime que proceder á actos 
de ejecución sobre los bienes ya muebles ó inmuebles, en vir-
tud de una sentencia extranjera, es atentar á la soberanía de 
un Estado y no respetar la distribución de poderes, si prèvia-
mente la autoridad judicial del país no ha apreciado el valor de 
la sentencia y no ha decretado los actos de ejecución, con ma-
yor razón no debería admitirse una regla diferente con res-
pecto al más grave de todos los actos ejecutorios, de aquel que 
conduce á disponer de la libertad personal (1). 

294. (327 de la ed. francò).—El ministro Rouher ha dicho 
justamente en la Cámara francesa, que la extradición está 
considerada por la mayor parte de los Estados como un acto 
del poder ejecutivo; pero esto no es una buena razón para 
hacer respetar aquella tradición errónea. Nosotros podemos ad-
mitir que la ejecución de la extradición, después que ha sido 
ordenada, debe ser confiada al poder ejecutivo; pero no nos 

(1) F a u s t i n o - H é l i e ( T r a i l e de l'instr, crini., 1.11, p . 135), d e s p u é s d e h a b e r r a z o n a -
d o s o b r e l a n e c e s i d a d d e h a c e r i n t e r v e n i r l a m a g i s t r a t u r a en l a i n s t r u c c i ó n r e l a -
t i v a á l a ex t r ad i c ión , c o n c l u y e a s í : « E s t a m a r c h a t e n d r í a l a i n m e n s a v e n t a j a d e 
r e g u l a r i z a r el a r r e s t o del i n c u l p a d o , d e a s e g u r a r con e s t a s m e d i d a s u n c a r á c t e r 
l e g a l y d e c o n c i l i a r a s í l a e x t r a d i c i ó n c o n el d e r e c h o común-» 

parece»razonable, que un Gobierno pueda disponer de 3a liber-
tad individual sin la intervención del poder judicial. E n últi-
mo análisis, la entrega de un criminal fugitivo, es un mal pa-
ra aquel que. es su causa y desde luégo una pena impuesta 
por la autoridad pública á la persona presumida ó declarada 
culpable por razón de un delito cometido en otra parte. Si se-
mejante pena pudiera ser aplicada de una manera arbitraria, ó 
sin el empleo de las investigaciones prévias y de rigor sóbre la 
cu pabilidad presumida del individuo reclamado, privando de 
la libertad á una persona que no ha violado las leyes del país 
se cometería u n a violencia, se atentaría á la justicia sin uh 
pretesto de util idad pública, y se ocasionaría una confusion 
no menor que aquella que resultaría de una negativa constan-
te á la extradición. 

295. (328 de lee edición francesa).—%[ la extradición, escribe 
con razón Prévol-Parado!, es imposible, sí la impunidad está 
asegurada al culpable, bastante hábil ó dichoso para f ranquear 
a tiempo la. frontera, la civilización recibe de este estado de 
cosas un daño y al mismo tiempo una vergüenza; pero el 
daño y la vergüenza no son menores si la extradición del ex-
t ranjero es demasiado fácil, si basta á un Gobierno reclamar 
en todas partes á los nacionales para cogerlos, si las f ronteras 
que mantienen entre los pueblos una independencia y una di-
versidad provechosa, se abaten decididamente ante el espíritu 
de persecución y de venganza, si los poderes humanos pueden 
llegar en todos lugares á sus enemigos ó á sus víctimas, como 
el centurión de los cesares llegaba sin pena á las extremidades 
del mundo .entónces conocido, hasta los hombres que eran el 
último ejemplo y la última honra de su patria degenerada (1). 

296. (329 de la edición francesa).—Sentados estos princi-
pios, es fácil deducir de ellos, que, según pensamos, es un er-
ror grave confiar á los agentes del poder ejecutivo la instruc-
ción de una demanda de extradición. Por ' lo demás, la teoría 
sustentada por Pinheiro-Ferreira, según la cual, el Magis-
trado del país, en que se ha refugiado el acusado debería juz-
garle, no estaría más conforme con los principios racionales. 

(1) Revue des De¡u-31onde$, 15 d e F e b r e r o de-186fi, p . 1015. 



En este sistema se llegaría al error opuesto. No nos parece, 
conforme con los verdaderos principios, querer obligar al Go-
bierno que ha promulgado la demanda á dar la prueba de 
la culpabilidad clel acusado ante los Tribunales del Estado á 
quien esta demanda se dirige. Semejante prueba podría ser 
más eficazmente dada ante el Juez llamado á hacer aplicación 
de la ley penal y que es, según hemos dicho, el Magistrado ~ 
del lugar en que se cometió el delito. 

En este lugar , sólo puede llegar el Juez á conocer la cul-
pabilidad ó la inocencia del acusado. Allí solamente, en efec-
to, puede, ayudado de los testigos, apreciar todas las circuns-
tancias del hecho, tales como han sido formuladas en este ver-
so latino: 

quid, quis, ubi, quibus auxiliis, cur, quoModo, quando. 

Cuando se sostiene que el Juez del Estado requerido debe 
conocer acerca de lo bien fundado de la acusación y quedar 
convencido de la culpabilidad del reo, se llega, ora á destruir 
el fundamento jurídico de la extradición, según el cual, el 
Juez natural del malhechor, es el del lugar en que ha sido co-
metido el delito, ora á alterar la naturaleza y el objeto de las 
sentencias criminales, cuyo resultado definitivo debe depen-
der siempre de la exacta apreciación de los elementos de 
prueba. 

297. (330 de la ed. francesa).—La misión del Magistrado 
del Estado al cual se ha hecho la demanda, debería limi-
tarse á examinar: 

1" Si el derecho del Gobierno que reclama al fugitivo está 
bien fundado. 
, 2o Si del exámen extrínseco de las piezas de la demanda 

resulta que el individuo requerido puede ser considerado sus-
ceptible de extradición. 

3o Si el hecho de conceder la extradición de este individuo 
no tendría por resultado la violacion de los principios de órden 
público en vigor en el Estado al que se ha hecho la petición ó 
de los derechos de la humanidad. 

298. (331 de la edición francesa).—Para llegar á conocer el 
fundamento de una demanda de extradición, es necesario an te 

todo asegurarse de la competencia del Magistrado que ha pro 
uunciado la sentencia. Una vez e s t a b l e c i ó esta co'mp ten h 

gun los principios de la jurisdicción penal internacim al n " 
se podra ya rechazar la demanda como ilegítima, si el fug¡t¡-

P 2 2 1 T d ° P a r a S 6 r C O n d U C Í d ° a " t e SU J u e z natural . 
está fondo n' ? P 7 + ' S¡ Gl d e r C C h ° d e l E s t a d 0 Peticionario 
está fundado obre el tratado de extradición en vigor bastaría 
examinar s. el delito por razón del cual ha sido C h a k ' e 

tratado' Debe tai £ * f ̂  * ^ 
s n l Z L 1 0 b s e r v a r s e el tratado que debe con-
sulta se es aquel que está en vigor cuando la demanda v no el 

I d o (1) " G P 0 C a ^ ^ C 0 Q d e n a d G l - d a 
299. (332 de la edición francesa).-Respecto á la aplicación 

del tratado, puede fácilmente llegarse á objetar sMa * 
raleza del delito debe ser determinada s e g ú n t t y de p a ^ n ' 
que aquel ha sido cometido ó según i f del E s t a l req"e ¡. 

t d e T Z d o e a l T U n ? . ° . b l i « a d o á c o n o c e r que no'e a ley del Estado al cual se dirige la demanda quien debe ser 
consultado En efecto; esta ley carece de v a l o n a r a s e n i r d 
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300. (333 de la edición francesa).—Admitiendo que en un 
tratado se haya estipulado que la extradición se concede por 
razón de los delitos susceptibles de penas criminales, si por 
consecuencia de una modificación de la ley penal , un hecho 
hasta allí reprimido por una pena criminal, es declarado no 
capaz de extradición, no se podrá, según los principios por 
nosotros admitidos, pretender que este mismo hecho deba ser-
vir de base en adelante á la extradición. E n efecto; á conse-
cuencia del cambio de la naturaleza de la pena, el hecho puni-
ble pierde el carácter que le hacia susceptible de dar lugar á 
esta medida. 

301. (334 de la edición francesa).—Otro punto que es igual-
mente objeto de una controversia, es averiguar si un tratado 
puede aplicarse á un hecho punible ya previsto, pero que ha 
sido cometido ántes de que se hubiese concluido el tratado (1). 
A este propósito, creemos poder deducir fácilmente del princi-
pio por nosotros admitido, de que los tratados no son la base 
jurídica de la extradición, que ésta puede ser concedida por 
hechos anteriores á la conclusión del tratado. Pero esto no equi-
vale á decir que el Estado requirente puede pretender que el 
tratado sea aplicable á los hechos que son anteriores, á m é n o s 
que tal extensión no pueda sacarse por inducción de las reglas 
y de las excepciones establecidas en el tratado mismo. Repeti-
remos, pues, lo que ya hemos dicho varias veces, esto es, que es 
necesario distinguir entre el derecho de conceder la extradición, 
que pertenece al Gobierno requerido, y el derecho de obtener-
la, que puede pertenecer al Gobierno requirente. El primer 
derecho es independiente de los tratados; el segundo, por el 
contrario, está subordinado á éllos. El Gobierno, al cual se 
hace la demanda, podrá conceder la extradición por hechos que 
no están previstos en el tratado ó bien por hechos cometidos an-
teriormente. El Gobierno que hace la demanda no podrá exi-
gir la extradición sino por hechos incluidos en el tratado y so-
metiéndose á l a s condiciones en él formuladas. Algunos auto-
res, partiendo del principio de que el derecho de asilo es un 

(1) Véase Bil lot : Traile de ¡'extradition, p . 2 5 1 , - ü a l l o z : Rèp., VTraite, n ú m . 305-
— C a l v o : Droit international, v o l . i, n u m . 420. 

derecho primordial y personal de que todo individuo tiene fa-
cultad para prevalerse, y tal, que una vez adquirido por el cri-
minal que se ha refugiado en un país, no podría ser derogado 
m destruido por el Gobierno, han afirmado que lo mismo que 
n o s e podrían hacer leyes penales retroactivas, no se podría 
aplicar un tratado á los hechos punibles que le son anteriores. 

Semejante razonamiento no es exacto. La ley penal no es 
aplicable á los delitos cometidos ántes de que haya side dicta-
da, porque los derechos existentes en el hombre de castigar al 
hombre derivan de la ley. Pero no se puede decir lo mismo del 
derecho de entregar á un criminal fugit ivo, que es un dere-
cho soberano y un deber recíproco entre Estados civilizados 
que ni deriva de la ley ni de los tratados. Los tratados no 
tienen otro efecto que regular la práctica del derecho y del 
deber preexistentes, convirtiendo la obligación moral en "obli-
gación jurídica. Desde luégo la extradición puede ser regular 
aun cuando haya sido concedida por un delito cometido" ante-
riormente á la conclusion de un tratado. Esto es por lo de-
más, lo que ha decidido la Corte del Sena en la forma siguien-
te: «No haciendo los tratados sobre la extradición sino regu-
lar los derechos preexistentes, es claro que no se les da efecto 
retroactivo reconociendo la regularidad de una extradición he-
cha, en virtud de un tratado de esta naturaleza, por crímenes 
anteriores al mismo tratado (1).» 

Nosotros deducimos de esto, que por relación al derecho 
que corresponde al Gobierno requerido, es inútil discutir so-
bre el efecto retroactivo del tratado. 

Pero en lo que se refiere al derecho que pertenece al Esta-
do requirente, haremos observar que la cuestión de saber sí 
el tratado debe ser aplicado retroactivamente, depende e.n un 
todo de los términos de este tratado. Si se ha estipulado por 
un pacto expreso que el tratado tendría efectos retroactivos, 
como ha sido ya concluido entre Italia é Inglaterra (2), ó bien 

1) 15 d e Dic i embre d e 1846, D a v i x , P a l , 1847,1.11, p . 150. 

(2> E n el t r a t a d o d e 23 d e Marzo d e 1873, s e d ice en s u a r t . 19: « L a s a l t a s p a r t e s 
c o n t r a t a n t e s d e c l a r a n q u e l a s p r e s e n t e s e s t i p u l a c i o n e s se a p l i c a n , lo m i s m o á l o s 
i n d i v i d u o s o á l o s s e n t e n c i a d o s q u e h a n c o m e t i d o el d e l i t o q u e m o t i v a su e x t r a d i -
c ión a n t e s d e la f e c h a del p r e s e n t e t r a t a d o , q u e á a q u é l l o s q u e lo h a n c o m e t i d o 



sucede lo contrario, como tuvo lugar entre Italia y Méjico (1). 
la cuestión no puede ser objeto de n inguna duda. 

En el caso contrario, la extensión del tratado sobre los de-
litos anteriores podría ser admitida por inducción, conformán-
dose con las reglas las excepciones en vigor, entre los dos Go-
biernos. 

Supongamos, por ejemplo, que las partes contratantes se 
hayan obligado á entregarse todos los criminales que habién-
dose puesto en estado de acusación ó habiendo sido condenados en 
el territorio de un país, se hubiesen refugiado en el de otro, y 
que entre las excepciones formuladas en el t ra tado, no se en-
cuentre expresada la de que la convención no sería aplicable 
á los delitos cometidos anteriormente. Entónces, se podría de-
cir racionalmente que la convención sería aplicable á los in-
dividuos acusados ó condenados por razón de delitos cometi-
dos ántes de la fecha del tratado. Pista sería la consecuencia 
legítima de la regla según la cual no se deben añadir á un tra-
tado otras excepciones que aquellas en él formuladas, y del 
principio existente exceptio unius inclusio alterius. 

Si se considérala intención de las partes y se observa que 
en la práctica moderna, cuando se quieren limitar los efectos 
de los tratados, se tiene necesidad de declararlo expresamen-
te (2), deberá afirmarse que los que nada hayan declarado, 
tuvieron la intención de hablar también de los individuos que 
han sido acusados ó condenados ántes del t ratado, lo mismo 
que de aquellos que cometieron después los delitos. 

Estos principios han prevalecido en la discusión que tuvo 
lugar entre los Gobiernos italiano y americano, con motivo de 
la extradición de un cierto Angelo de Giacomo, que estaba 

p o s t e r i o r m e n t e . » E s t a e s t i p u l a c i ó n es l a j u s t a ap l i c ac ión .leí p r inc ip io p u e s t o en 
el a c t a d e e x t r a d i c i ó n d e 1876, a r t . 6°. . 

(1) El a r t . 8° del t r a t a d o d e :¡0 d e Abril d e 1811 d i s p o n e lo s i g u i a n t v « L a s d i s -
p o s i c i o n e s de l p r e s e n t e t r a t a d o n o p u e d e n , en m a n e r a a l g u n a , s e r a p l i c a d a s á 
los c r í m e n e s e n u m e r a d o s en el a r t . 2", q u e h a n s ida c o m e t i d o s con a n t e r i o r i d a d 
á l a f e c h a d e l a s r a t i . dcac iones q u e h a b r i n s i do h e c h a s . . 

(2) El a r t . 5o d e l t r a t a d o c e l e b r a d o e n t r e F r a n c i a y A m é r i c a el 9 d e N o v i e m b r e 
d e 1813, d ice e x p r e s a m e n t e : « L a s d i s p o s i c i o n e s d e l a p r e s e n t e c o n v e n c i ó n n o s e 
a p l i c a r á n en m a n e r a a l g u n a á los c r í m e n e s e n u m e r a d o s e n el a r t . 2", c o m e t i d o s 
á n t e s d e s u f e c h a . » 

acusado de un asesinato cometido en los alrededores de Ña-
póles, el 4 de Setiembre de 1867, y que se habia refugiado en 
New-York. Habiendo ipedido el Gobierno italiano la extradi-
ción de este individuo, en los términos del tratado concluido 
en Washington, el 23 de Marzo, , ratificado el 17 de Setiembre 
de 1868, la defensa del acusado pretendía que el Gobierno de 
los Estados-Unidos no podia conceder la extradición, porque 
no le estaba permitido declarar el tratado aplicable á los crí-
menes cometidos ántes de su conclusion definitiva. El tribu-
nal de circuito de los Estados-Unidos decidió que en el caso de 
que dos Gobiernos hubiesen convenido entregarse los crimina-
les refugiados en sus respectivos territorios, la extradición de 
un individuo reclamado con motivo de un crimen cometido 
ántes de la fecha del tratado debe concederse, siempre que se 
trate de un crimen mencionado en el tratado (1). 

302. (335 de la ed. franc.).—Principios análogos pueden 
servir para resolver otra cuestión, la de saber si un Estado tie-
ne el derecho de obtener, por aplicación de un tratado exis-
tente, la entrega de un criminal, que después de haber come-
tido un crimen en un país que se ha unido enseguida ;! su ter-
ritorio, se ha refugiado en el territorio del Estado requerido. 

Se puede suponer que la demanda ha sido hecha ántes de 
la anexión, y que todos los actos de procedimiento relativos á 
ella hayan sido íntegramente cumplidos. Es fácil decidir en 
este caso, que el criminal debería ser entregado al gobierno, 
al que de hecho'pertenece el territorio en que se cometió el 
delito. 

Pero cuando el Estado soberano del territorio, ántes de 
la anexión, no ha podido hacer la demanda por falta de tra-
tado, y el gobierno del Estado que ha anexionado este mismo 
territorio hace una demauda de extradición, invocando un 
convenio ya existente en su favor, puede suscitarse a lguna 
duda para "saber si esta convención será aplicable á los de-
litos cometidos en el país anexionado en una época anterior á 
esta anexión. Para sostener la negativa, se puede decir, con-
siderando la cuestión bajo el punto de vista del derecho del 

(1) T r i b u n a l d e c i r cu i to d e los E s t a d o s - U n i d o s ( c a n t o n s u d d e N e w - Y o r k ) , 24 d e 
D i c i e m b r e d e 1 8 7 4 , - C l u n e t : Journ. du Dr. internal, privé, 1875, p . 222. 



Estado requirente, que ía extradición puede pedirse en ios tér-
minos de los convenios en vigor, en el caso en que se trate de 
un delito cometido en el país sometido á la jurisdicción de este 
Estado; que si desde luego el Estado, al que pertenece la ju -
risdicción ántes de la anexión, no podia exigir que su deman-
da fuese acogida porque no existia convenio alguno de extra-
dición en provecho suyo, el otro Estado que se ha agregado 
el territorio no podría pretender que la convención existente 
entre él y el Estado á quien se ha hecho la petición, se apli-
que á los hechos anteriores á la anexión. Esto, en efecto, equi-
valdría á dar una fuerza retroactiva á la convención misma. 
Sin duda, después de la anexión, los tratados existentes son 
aplicables al territorio anexionado, como á todas las partes 
que dé hecho dependen del Estado soberano, y r igen todas 
las relaciones jurídicas nacidas después de la anexión; pero 
diciendo que se podría tener el derecho de pedir la aplicación 
del convenio á los hechos anteriores á esta anexión, se admi-
tiría que las partes hubiesen podido adquirir derechos ántes 
del planteamiento del convenio de que deberían aquellos mis-
mos derechos derivarse. 

Este razonamiento, en apariencia bien fundado, es la con-
secuencia de falsos puntos de vista, bajo los cuales, ciertos 
autores consideran los tratados de extradición. Como hemos 
dicho en el número precedente, estos tratados tienen, por efec-
to regular, las relaciones que existen entre dos Estados sobe-
ranos, de convertir en obligación legal, la obligación moral 
de entregarse los criminales fugitivos, que, según ciertos au-
tores, es una obligación de cortesía internacional. 

El derecho, en una parte, de pedir y la obligación en otra 
parte de conceder la extradición, tiene su fundamento en el 
hecho de que el individuo que ha violado las leyes de un país, 
se ha refugiado en el territorio de otro para sustraerse á entrar 
en ju ic io y á la aplicación de la ley que ha violado. El deber 
que contrata un Estado de no proteger al criminal huido, nace 
en el momento mismo en que éste viene á buscar un refugio 
en su territorio, y dura de un modo permanente todo el tiem-
po, durante el cual se prolonga la permanencia de este indivi-
duo. Una vez admitido esto, á qué preocuparse de la época de 

la perpetración del delito y de las leyes y de los tratados en-
tonces en vigor, si como hemos repetido varias veces, el asilo 
no puede jamás ser puesto en la misma categoría de un dere-
cho personal, y no puede desde luego conducir á tener cuenta 
de las leyes y de las condiciones, bajo el imperio de las cuales 
ha sido adquirido. 

Si, pues, está bien claro que un criminal fugado se ha re-
fugiado en el territorio de un Estado, y si el derecho pertene-
ciente al Estado, que le reclama de juzgar le y castigarle, no ha 
prescrito: si tal Estado le reclama en virtud del tratado que 
sirve para regular sus relaciones con soberanías extranjeras, y 
que es aplicable á todos los casos en que un criminal va á es-
tablecerse en el territorio de la otra nación, para escapar á su 
enjuiciamiento y á su condena, entónces el Estado requerido 
debe encontrarse obligado á no interponerse entre el preveni-
do y el país que tiene el derecho de reclamarle para juzgarle 
y castigarle, y á nada conduciría discutir respecto de las con-
diciones particulares que han podido producirse después de la 
entrada del fugitivo en .el país á que se acogió. 

E l sistema adoptado por el Gobierno de Malta, es entera-
mente opuesto á nuestra doctrina. Tratábase de un italiano 
originario de las provincias de la Italia central. Después de 
haber cometido un delito en las provincias venecianas, perte-
necientes entónces al Austria, se había refugiado en Malta. 
E l Gobierno austríaco, sin haber concluido tratado alguno de 
extradición con el de Malta, no pudo obtener la entrega del 
fugitivo. Después de la reunión de Venecia al reino de Italia, 
el Gobierno italiano, que habia concluido un tratado de extra-
dición con el de Malta, pidió la entrega del culpable; pero fué 
rechazada en atención á que en la época de la perpetración del 
delito el territorio veneciano no estaba bajo la jurisdicción 
territorial de S. M. el Rey de Italia. 

Arlia, que cita este caso, erige en principio la doctrina de 
que el convenio de extradición, no es aplicable á los delitos 
cometidos en un territorio en que no se tenia jurisdicción al-
guna cuaqdo su perpetración. En cuanto á nosotros, mirando 
la cuestión bajo un punto de vista diferente, hemos llegado á 
•conclusiones opuestas. 



303. (336 de la ed. franc.J.—Podría suceder que uno de 
¡os dos Estados contratantes haya violado el convenio de ex-
tradición, y que quiera enseguida por razón de este solo he-
cho considerar el convenio como roto, respecto á la otra parte 
que lo invoca. 

A este propósito, conviene hacer observar, que según los 
principios admitidos por los publicistas, es verdad que un tra-
tado anteriormente concluido puede ser roto, cambiado ó mo-
dificado, por común acuerdo de las dos partes; pero que nunca 
una parte puede por su sola voluntad, anular un pacto bilate-
ral, sino cuando esto es de necesidad para su propia conserva-
ción, ó para la defensa de sus derechos naturales, ó cuando se 
justifica por motivos importantes de represalia respecto á la 
otra parte, que la primera ha descuidado la observancia de las 
estipulaciones del tratado. 

Sígnese de estos principios, que cuando un convenio de 
extradición es violado por una de las partes contratantes, no 
es lícito valerse de semejante violacion para deducir de ello 
que el convenio debe ser considerado como enteramente anu-
lado. Este convenio es entonces, ciertamente, rescindible en 
ventaja de la otra parte, que á título cite represalia podria decla-
rar que lo considera anulado en razón de la violacion que ha 
sufrido; pero si esta parte ofendida considerase como más con-
forme á sus intereses pasar por alto, ó contentarse con cual-
quiera otra reparación, la otra parte no podria pretender que 
el convenio estaba anulado. 

304. (337 de la ed. franc.J. - O t r o punto que debería exam i-
narse es el referente á si la prescripción déla acción ó de la pena 
estaba consumada. Es indudable que no se podria considerar 
como legítima una demanda de extradición, si según los térmi-
nos de la ley del país que la ha hecho, la pena ó bien la acción, 
hubiese sido prescrita. ¿Con qué objeto, en efecto, pedir la e n -
trega de un criminal que no pudiera ser sometido ála aplicación 
de n inguna ley penal-, ni de n inguna vía de ejecución? 

Algunos autores han pretendido que el cumplimiento de la 
prescripción, ya de la acción, ya de la pena, adquiridas en los 
términos de la ley del país solicitado, podia ser un obstáculo 
insuperable opuesto á la extradición. Esta opinion ha sido 

consignada en una cláusula especial inserta en los tratados 
concluidos entre diversos Estados (1). Se pretende hacer deri-
var esta regla del principio de que nadie puede ser capaz de 
extradición si no es reprensible en los términos de la ley del 
país en que se ha refugiado. Debemos, sin embargo, hacer ob-
servar, que partiendo del principio de que los delitos por los 
cuales ha de admitirse la extradición, deben ser loa cometidos 
contra las personas y las propiedades, delitos para cuya repre-
sión deben hacer causa común todos los Estados, es racional ad-
mitir la regla de que 110 podria haber extradición, sino cuando 
el delito por razón del cual ha sido requerida, se ha castigado 
en el mismo país; pero que por todo lo que se refiere al proce-
dimiento y á la represión, debería ser indiferente para el país 
requerido que la pena fuese más severa, ó bien que el proce-
dimiento fuese diferente, según las leyes del país requerente, 
y que debería ser así para la prescripción de la ley penal. 

Hemos dicho más arriba que la prescripción de la acción 
penal debería estar sometida á l a s mismas reglas que la acción 
y la jurisdicción penal. Bastaría examinar el fundamento de 
la prescripción en materia penal , para convencerse de que la 
ley del país que sirve de refugio, 110 puede servir para indi-
car la época en que podria estar cumplida la prescripción. 
Desde luégo sin tener en cuenta la práctica en vigor, vemos 
que el derecho del Estado que reclama al fugit ivo, debe-
ría ser considerado como concluido si la prescripción, ya de 
la acciou, ya de la pena , fuese cumplida en los términos de la 
ley del país en que se ha cometido el delito (2). 

(1) E11 l o s c o n v e n i o s c o n c l u i d o s e n t r e I t a l i a y l o s d e m á s E s t a d o s , p r e v a l e c e l a 
r e g l a d e q u e la e x t r a d i c i ó n n o p u e d e t e n e r l u g a r , s i d e s p u é s d e l a p e r p e t r a c i ó n 
d e l d e l i t o , l a s p e r s e c u c i o n e s ó , la c o n d e n a , l a p r e s c r i p c i ó n , y a d e l a a c c i ó n , y a d e l a 
p e n a , se h a c u m p l i d o s e g ú n l o s t é r m i n o s d e la l e y del p a i s , e n el c u a l el c o n d e n a d o 
-ó el a c u s a d o se h a r e f u g i a d o . E s t a c l á u s u l a e x i s t e e n los t r a t a d o s s i g u i e n t e s : c o n 
A u s t r i a , a r t . 4o ; con Bé lg i ca , a r t . 4o; c o n el B r a s i l , a r t . 11; con D i n a m a r c a , 
a r t i c u l o 6"; c o n F r a n c i a , a r t . 10; con el I m p e r i o d e A l e m a n i a , a r t . 5"; c o n l a G r a n 
l i r e i a ñ a , a r t . 6o; con Grec ia , a r t . T ; con G u a t e m a l a , a r t . 4"; c o n H o n d u r a s , a r t . 4° : 

c o n L u x e m b u r g o , a r t . 4o; con S a n M a r i n o , a r t . 18; c o n M o n a c o , a r t . 4o; con l o s P a í -
s e s r .a jos , a r t . 4°; c o n P o r t u g a l , a r t - 7°; c o n el P e r ú , a r t . 4"; c o n R u s i a , a r t . 5"; c o n 
S a n S a l v a d o r , a r t . 4o; c o n E s p a ñ a , a r t . 4°; c o n S u e c i a y N o r u e g a , a r t . 5 o ; c o n S u i -
za , a r t . 4 o . 

(2) E l T r i b u n a l F e d e r a l S u i z o h a dec id ido en 2 d e A g o s t o d e 1875, q u e l a e x t r a -
d ic ión p u e d e s e r c o n c e d i d a e n el c a s o e n q u e l a p r e s c r i p c i ó n , y a d e la p e n a , y a d e 



305. (338 de la ed. franc.). — Habiendo admitido que la 
prescripción de la acción penal sea una excepción perentoria 
en materia de extradición, cuando según los términos del tra-
tado en vigor debe ser apreciada de conformidad con la ley 
del Estado requerido, puede presentarse en la práctica la di-
ficultad siguiente: Dado que el t iempo exigido para la pres-
cripción de la acción penal, difiera según que se trate de crí-
menes, de delitos ó de contravenciones, ¿qué ley deberá servir 
para determinar la naturaleza del hecho acriminado, en rela-
ción á los efectos de la prescripción? Según algunos autores 
cuando un hecho punible está castigado con penas crimina-
les por la ley del país que hace la petición de extradición, y 
por penas correccionales según la ley del país requerido, la 
naturaleza del delito por lo que toca á los efectos de la pres-
cripción debería ser determinada según la legislación del país 
en que el acusado se ha refugiado, suponiendo que esta legis-
lación, en los términos del tratado, debe servir para determi-
nar la prescripción misma. E n cuanto á nosotros, no.podre-
mos admitir esta doctrina, áun en la hipótesis de que la pres-
cripción debiera ser, según los términos del tratado, apreciada 
por la ley del Estado requerido. Si la acción penal se ejerce 
en nombre del Estado, cuya ley h a sido violada, y si lá ex-
tradición se concede á consecuencia del acta de acusación ó 
de condena, que sirve para determinar la naturaleza del deli-
to, ¿cómo podría darse á éste una calificación diferente de aque-
lla que le ha sido dada en la sentencia en cuestión de acusa-
ción ó de condena, sin otro fin que extender ó limitar el bene-
ficio de la prescripción? 

306. (339 de la ed. franc.).—Independientemente de la 
cuestión que acabamos de exponer, podría presentarse una 
grave discusión con m o t i v o de aver iguar , si respecto de u n a 
sentencia por contumacia, se podría invocar ya la prescripción 
de la acción, ya la de la pena. Habiéndose presentado, ha sido 

l a acc ión , h a y a s ido a d q u i r i d a s e g ú n l o s t é r m i n o s d é l a l e y del p a í s en q u e el i nd i -
v i d u o r e c l a m a d o s e h a r e f u g i a d o . S e a p o y a e s t a dec i s i ón e n el a r t . 9 o del t r a t a d o 
d e 9 d e J u l i o d e 1839, e n t r e F r a n c i a y S u i z a , q u e e s t á c o n c e b i d o d e l a s i g u i e n t e 
m a n e r a : «La e x t r a d i c i ó n podrá s e r r e c h a z a d a s i l a p r e s c r i p c i ó n d e l a p e n a o d e l a 
a c c i ó n h a s ido a d q u i r i d a , s e g ú n l a s l e y e s de l p a í s e n q u e e l a c u s a d o s e n a r e f u -
g i a d o . » 
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examinado por el Consejo de Estado italiano á propósito de la 
extradición pedida por el Gobierno francés de un cierto Rom-
baldi, condenado por contumacia por el Tribunal de Bastia, 
por sentencia de 17 de Mayo de 1860 (1). Preguntábase si la 
prescripción podía ser considerada como adquirida á conse-
cuencia de haber espirado un período ele más de diez años en-
tre la época del pronunciamiento del fallo f la de la deman-
da de extradición. Todo dependía de saber si debia conside-
rarse el fallo en rebeldía como una verdadera sentencia, ó 
bien como un simple acto de procedimiento. El Consejo de 
•Estado admitió con razón que la sentencia en rebeldía, aun-
que revocable, no deja de ser una verdadera sentencia que tie-
ne por objeto detener el curso de la prescripción de la acción 
penal. Como desde luégo la prescripción de la pena, según 
nuestro Código de procedimiento criminal, no se produce sino 
después de haber espirado veinte años, miéntras que diez años 
bastan solamente para la prescripción de la acción penal, era 
natural decidir que el individuo reclamado invocase vana-
mente la prescripción, puesto que no habia pasado tiempo sufi-
ciente para permitirle valerse de la prescripción de la pena (-2). 

307. . (340 de la ed. franc).—Las investigaciones de la se-
gunda categoría, que deberían ser hechas por el tribunal lla-
mado á decidir sobre la admisibilidad de la demanda, debe-
rían estar dirigidas de modo que comprobasen que el indivi-
duo requerido pueda verdaderamente presumirse digno de ser 
entregado. Es necesario, ante todo, asegurarse de la identidad 
del prevenido. La prueba de esta identidad debería hacerse por 
el Gobierno requerente. Este Estado debería, además proveer 
todas las indicaciones consideradas necesarias para permitir la 
comprobacion de esta identidad en los casos dudosos (3). Ta-

(1) V é a n s e l a s o p i n i o n e s d e l C o n s e j o d e E s t a d o i t a l i a n o d e 24 d e Marzo d e 1871 

y d e 8 d e A g o s t o d e 1874. 
(2i V é a s e P e s s i n a , Elementi di Diritto penale, p . 38o.—Calvo, Droit internai., t . i, 

§ 415. — F a u s t i n o Hélie , Traite de l'inslruct• crim., § 767. 
13) L a s s e ñ a s d e l a c u s a d o ó del c o n d e n a d o s o n g e n e r a l m e n t e c o n s i d e r a d a s c o -

m o s u f i c i e n t e s . Sin e m b a r g o , e n I n g l a t e r r a s e e x i g e l a c o m p a r e c e n c i a d e u n t e s t i -
g o q u e a f i r m e l a i d e n t i d a d del a c u s a d o . L o m i s m o s u c e d e e n l o s E s t a d o s - U n i d o s 
d e A m é r i c a , y e s e v i d e n t e q u e s e m e j a n t e s f o r m a l i d a d e s e n t r a ñ a n g r a v e s d i f i c u l -
t a d e s . 



les podrían ser el acta de notoriedad, la declaración de las 
personas que conocen al reo, las señas, la fotografía, y el in-
terrogatorio del individuo reclamado. Cuando se promoviesen 
dudas graves que no pudieran decidirse de otra manera, se 
podría pedir la comparecencia de testigos capaces de hacer 
constar la identidad. Sin embargo, 110 se debería recurrir á 
un medio semejante, sino raramente y en caso de absoluta ne-
cesidad. 

Por lo demás, la sentencia de la Cámara de acusación, ó la 
sentencia condenatoria, son por sí mismas documentos que 
pueden servir para establecer la presunción de culpabilidad. 
Hemos dicho cuán difícil es en la práctica hacer prueba del 
delito ante el juez del país requerido. 

Por otra parte, no es conforme al respeto recíproco que se 
deben entre sí los Estados, dudar de lo bien fundado de la 
acusación. También cuando el magistrado extranjero compe-
tente ha hecho constar que tal ó cual delito fué cometido, y 
que tal ó cual individuo se halla acusado ó convicto de ha-
berse hecho culpable de él, convendría referirse á las contes-
taciones de este mismo magistrado, que ha decidido con cono-
cimiento de causa sobre el fundamento de la acusación (1). 

Creemos útil hacer observar, que en la hipótesis de la exis-
tencia, en el país requerido, de una ley interior que limite los 
casos de extradición, seria necesario examinar si el delito, por 
su naturaleza, está en el número de aquellos que pueden dar 
lugar á la extradición y que están enumerados en esta ley. 

Debería también examinarse con cuidado, si no se trata de 
un delito político, puesto que se atentaría á la justicia si en lu-
ga r de enjuiciar á un criminal, se entregase á los rigores de 
la ley al autor de un delito político. 

Si el acusado, requerido por un gobierno extranjero, pro-
moviese una excepción de tal naturaleza, bastante para destruir 
la criminalidad del hecho que ha sido imputado (tal, por ejem-
plo, de legítima defensa), y si tal excepción pareciese á pri-
mera vista fundada, no bastaría, sin embargo, para hacer re-

tí ) v é a s e l a s e n t e n c i a de l T r i b u n a l f e d e r a l su i zo d e 2 d e A g o s t o de 1 8 « , c i t a d o 
p o r L l u n e t , Journal de Droit interna/tonal privé, 1875, p . 462. 
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chazar la demanda. El juicio definitivo pertenece únicamente 
al magistrado competente por razón del delito, y él solo puede 
decidir si la excepción es fuudada y si es de naturaleza bas-
taute para extinguir la acción penal. 

Suponiendo que en el convenio se haya admitido que la 
extradición no pudiese tener lugar, sino únicamente por los 
delitos declarados punibles, en los términos de las leye(s de 
los dos Estados contratantes, y que por razón de un delito 
punible, según los Códigos de ambos Estados, la queja de la 
parte civil se exiga (como, por ejemplo, para el delito de rap-
to), la falta de querella seria un motivo suficiente para hacer 
rechazar la extradición. 

La autenticidad de los documentos es u n a de las cosas que 
debe ser examinada por la autoridad judicial . Bastaría á este 
respecto tener en cuenta las reglas prescritas por la ley del 
país que ha pedido la extradición, y la regla locus re-gil actwm, 
á lo ménos, siempre que no se considere la trasmisión de los 
documentos por la vía diplomática, como u n a prueba suficien-
te de esta autenticidad. Desde luego, en los países en que, se-
gún la ley local, los documentos pueden ser suministrados en 
apoyo de una demanda de extradición, esto en cuanto á la 
forma, regulada per reglas especiales, seria necesario confor-
marse con estas reglas (1). 

308. (341 de h ed. f ranej.—Vamos á examinar la cuestión 

(1) S e g ú n l a ley i n g l e s a d e 1870, s o b r e l a e x t r a d i c i ó n , l o s d o c u m e n t o s r e l a t i v o s 
y a á la c o n d e n a , y a á l a a c u s a c i ó n , p u e d e n s e r s u m i n i s t r a d o s c o m o p iezas e n 
a p o y o d e u n a d e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n , c u a n d o s o n d e b i d a m e n t e d i c t a d o s a u t é n -
t i c o s ( a r t . 14). 

S o n c o n s i d e r a d o s c o m o t a l e s , c u a n d o e s t á n s i g n a d o s y c e r t i f i c a d o s p o r u n J u e z 
u n M a g i s t r a d o ó u n f u n c i o n a r i o p u b l i co del p a i s d e q u e p r o v i e n e n , ó c u a n d o e s t á n 
a f i r m a d o s p o r un t e s t i g o b a j o j u r a m e n t o , ó r e v e s t i d o s d e l se l lo of ic ia l del M i n i s t r o 
d e J u s t i c i a ó d e o t r o M i n i s t r o del E s t a d o ( a r t . 15). 

S e g ú n l o s t é r m i n o s d e l a l ey d e l o s E s t a d o s - U n i d o s d e 22 d e J u n i o d e 1880, 
l o s d o c u m e n t o s j u s t i f i c a t i v o s d e u n a d e m a n d a de e x t r a d i c i ó n d e b e n e s t a r r e v e s -
t i d o s d e l a firma del M a g i s t r a d o , q u e d e b e s e r l e g a l i z a d a p o r el M i n i s t r o d e N e -
g o c i o s e x t r a n j e r o s , c u y a firma á s u vez d e b e s e r v i s a d a p o r el a g e n t e d i p l o m á t i c o 
d e l o s E s t a d o s - U n i d o s , a c r e d i t a d o c e r c a del G o b i e r n o q u e b a c e l a d e m a n d a . 

E s t a s d i s p o s i c i o n e s d e b e n s e r v i r d e r e g l a s á los M a g i s t r a d o s l o c a l e s l l a m a d o s á 
a p r e c i a r el v a l o r d e l o s d o c u m e n t o s l i m i t a d o s c o m o p r u e b a de l a c u l p a b i l i d a d d e l 
a c u s a d o e n l o s p r o c e d i m i e n t o s d e e x t r a d i c i ó n , q u e d e b e n t a m b i é n s e r r e s p e t a d o s 
p o r el G o b i e r n o q u e h a c e l a d e m a n d a , á fin d e p r e v e n i r l a s e p a r a c i ó n . 



indicada en el número 3, es decir, el caso en que la extradi-
ción puede rechazarse por respeto á los principios de órden pú-
blico. Puede suceder, en efecto, que en ciertos casos el respe-
to debido á los principios de civilización y á los de órden pú-
blico, consignados en la legislación de un Estado, sea un obs-
táculo para la entrega del extranjero que se ha refugiado en 
aquel Estado. Tal seria, por ejemplo, el caso de una demanda 
de extradición de un esclavo que hubiese huido á un país en 
que la esclavitud estuviese abolida. Debería considerarse con-
trario al derecho público la aceptación sin reserva de una de-
manda semejante. El esclavo, hecho libre por el sólo hecho de 
haber pisado el suelo de un país en que la esclavitud no está 
admitida, no podría ser objeto de extradición, sino bajo la con-
dición expresa de que sus derechos de hombre libre le serian 
garantidos. Desde luego, la extradición debería rechazarse, si 
la criminalidad del acto dependiese únicamente de una lev 
arbitraria que solamente se refiera á los esclavos (1). 

Otro motivo razonable para rechazar la demanda de extra-
dición, podría ser de parte del Estado que la ha hecho, la 
falta de organización de la justicia represiva conforme á los 
principios del derecho y de la civilización. Lo mismo debería 
hacerse si las penas corporales admitidas por la ley de este Es-
tado, fuesen contrarias á la dignidad humana , como, por ejem-
plo, el tormento, el látigo, el talion. En este caso y en otros 
análogos, el Estado á quien se dirigiese la demanda, no podria 
hacerse cómplice de un procedimiento y de un tratamiento 
bárbaro. 

Aun en el caso en que el autor del delito pudiera incurrir 
en la pena capital, y en que el país de refugio rehusare, con-
forme á la ley de la naturaleza, absolutamente á la sociedad, 
el poder de darle muerte, se podria someter la extradición á la 
condicion formal, de que la persona entregada no sufriría esta 
pena. 

309. (342 de la ed. franc.).—Si se toman por guía , en los 
procedimientos de.extradición, las reglas que acabamos de 
exponer, es natural ver como complemento de nuestro sistema 

(1) C a l v o , Droit internat., 1 .1 , § 409. 

la intervención del acusado, con facultad para hacerle asis-
tir de un Consejo. Esto se exige por el respeto debido al dere-
cho de defensa. E n todas las cuestiones que deberían some-
terse al exámen del magistrado designado para decidir sobre 
la legitimidad de la extradición, el individuo reclamado está 
interesado sobre todo en proveer todos los elementos de prueba 
que sirvan para ilustrar la justicia. Privar á un detenido de la 
protección de las leyes á que ha venido á someterse, sin poder 
exponer y hacer valer sus medios de defensa, seria atentar al 
principio de justicia y de humanidad, según los cuales nadie 
puede ser castigado sin haber sido declarado culpable, y no 
puede ser declarado culpable, sino después de habérsele admi-
tido á presentar su defensa (1). 

(1) E n el P r o y e c t o d e Cód igo p e n a l i t a l i a n o , v o t a d o p o r l a C á m a r a de D i p u t a d o s 
d e 1877, los p r i n c i p i o s q u e h a b í a m o s s o s t e n i d o en el p r e s e n t e c a p i t u l o , h a n s ido en 
g r a n p a r t e c o n s i g n a d o s . L a e n m i e n d a v o t a d a p o r l a C á m a r a y r e f e r i d a p o r n o s -
o t r o s m á s a r r i b a , h a s u p l i d o e n g r a n p a r t e l a a u s e n c i a de u n a l ey d e e x t r a d i c i ó n 
e n I t a l i a . 
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CAPITULO Vi 

De las personas qne pueden ser objeto de extradición. 
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„„„,,,•„;„ 4 <-j<"»e u e s e r s o m e t i d o á l a e x t r a d i c i ó n . — 325 (358 de id \ 

i T - Z Z r ^ I"06' ^ ' a °PÍnÍ°n (362 * id) Co c u -
n a l e s ¿ t í f ™ ^ h , S t Ó r Í C 0 J 0 b r e ' a excepción en f a v o r d e l o s n a c o -

d f i ¿ d > D e K e n t , — 3 3 6 (369 de id.) De J u l i o F a v r e S í S 

ce l í a t i d e W i i í m 1 R " T * ! ' v m * ™ » - - « * " ) D e L e w * . d f i B u -
S Í Í í Í p . B r ° C h e r ' d e r ! l u Q s t e b I i ' .de D a n a , d e H e f t e r ( e n n o t a ) 
E o d A s t a d o P e r j r d i c i a ' d e - a « - » a l i d a d . - : 3 4 0 (273 * id ) . n i i v i d u o i u d í 
n i o n - 3 4 2 S 5 I * * E S l a d ° r e « u e ™ t e . - 3 4 1 (374 de id.) N u e s t r a opi-

d a d a n o d e u n a n JÍ , n a
o

t u r a , i z a < 1 0 . - 3 4 3 (376 de id.) E x t r a d i c i ó n d e l c L 
P u e d e s « - iltn pn 1 í t - C e r a ~ ' ^ N u e s t r a " P Í n i o n . - 3 4 5 (STO de id) 
a c u s a d o a V ' 8 a r a l G o b i e r n o P a i s - P e r t e n e c e e l 
! Wde,d.) N o e s , s in e m b a r g o , n e c e s a r i o o b t e n e r el c o n s e n t i -

7 2 c h o r r e l t d o 0 - " 3 4 7 f ° P r á c t i c a en l t a . i a . - 3 4 8 ) 
de l i to c n l r f . P ° r " " " : S t a d 0 - e n e l i n f r i n g i d o las l e y e s p o r u n 
r e l a t í v a á ^ a a n ? > e n • e x t r a n j e r o . — 3 4 9 (382 de id. C u e s t i ó n p r o m o v i d a 
V id uL s i S r i 0 n d e , l a r t 6 " d e l G Ó d l = ° P e n a l R a r d o d e 1 8 5 9 . - 3 5 0 ( 3 8 3 d e i d ) 
351 m i l I r T , d 0 U n d e l i t 0 ° n e l r a ' « en q u e s e h a r e f u g i a d o . -
S s S a d Í ! C U r S ° d e ^ ^ d e m a D d a S - 3 3 2 < » * '"•) * los m a r i n o s y d e 

310. (343 de la ed./ranc.J.-^Hemos demostrado en los ea 
pí talos precedentes que en interés del drden y de la jus t ic ia , 
e culpable debe ser juzgado en el lugar en que ha cometido 
el delito, y que por razón de las leyes de competencia in te rna-
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ciunal, la extradición es obligatoria en los Estados . E n el p r e -
sente capítulo, debemos examinar si la condicion de la perso-
na reclamada puede servir para legi t imar a lgunas excepciones, 
al deber que t iene el Estado de en t regar los criminales fu-
gitivos. 

311. (344 de la ed.franc.).—La mayor controversia existe 
respecto á la extradición del nacional del Estado requerido. A 
los ojos del mayor número de jurisconsultos, más autorizados, 
y según la doctrina de la mayor parte de los Códigos, está 
admitido como una regla cierta que el nacional del Estado re-
querido, no podría en ning'un caso ser entregado. Pero esta 
doctrina está combatida por u n a minoría de bas tante valer. 
Los partidarios de esta minoría, consideran que la just icia pe-
nal debe ser administrada de u n a manera imparcial, que la 
jurisdicción debe determinarse según la naturaleza de las cosas 
y las razones jurídicas, y concluyen de ello que la nacionali-
dad del criminal, no podría tener por objeto justif icar una di-
ferencia en la aplicación de la ley penal , y hacer derogar el 
principio de que el acusado debe ser enjuiciado, y condenado 
allí donde ha violado la ley. 

312. (345 de la ed. franc.J.—Entre los a rgumentos que se 
hac3n valer en favor del pr imer sistema, el principal es el 
aducido por T i t tman (1). «Cada ciudad, dice, t iene deberes 
para con sus miembros, y les debe protección y defensa. E l 
ciudadano se somete á las leyes y al juez que debe aplicarlas, 
y por otro lado la ciudad le promete defenderle y hacerle juz -
ga r por sus propios magistrados. Desde luógo, el Estado debe 
velar pa ra que los derechos y los privilegios de los ciudadanos 
sean respetados, y no puede privarles ni de estos derechos, ni 
de estos privilegios.» 

313. (346 de la ed. franc.).— Otros lian querido ver una 
ofensa á la dignidad nacional en la remisión del nacional ante 
un Tr ibunal extranjero. Este a rgumento , que se hace valer 
más bien por medio de palabras bril lantes y enfát icas, que por 
razones sólidas, ha sido repetido por todos los autores y entre 
otros por Le Sellyer que escribe.: «Un loable sentimiento d e 

(1) Strafrechtspflege, p . 21 y s i g u i e n t e s . 

SnrítBBitíErSK 
. que t i e n » a m b a S por causa Í h L í o ¡ Z T ^ ' T ' ' 

(1) Traité du Dr. crim., t. v , n". 1 9 « . 
(21 Cours élémentaire du Dr. crim T U » IQC . • 
(31 Faustino-Hélie, Traité deTinllcrîm , f Î X Tréh , , 

Reperi. v . extradition, § 2 ° . - V é a s e - M a n - m . , , ; T r é b u t l e n - Cil- loc.-Pal.. 
M . „ § 232, y la nota de P r a d ^ S W Ï { " S " ^ Wattel . Droit ,les 

p. 139.—Ortolan, Dr. pén., n°. 831.-pL2Z n J 7 W h e a t o n - ^ bernât., 
tlesgens. § 101. —Dalloz t e» , T r J Dirdtopenale, p . 1 2 0 , - M a r t e n s , Droit 

(4) DelasioneZl, p 3 1 3 '. » y s i g u i e n t e . 



317. (350 déla ed. franc.).—Pescatore, á su vez, pone en 
evidencia consideraciones morales: «En los casos ordinarios, 
dice, si un agente de seguridad pública, después de haber 
descubierto y alcanzado al culpable, lo pone en manos de los 
Magistrados y si este mismo culpable es condenado y castiga-
do, la conciencia pública manifiesta su satisfacción. Pero si á 
falta de agentes ó testigos extranjeros una madre desnaturali-
zada llevase á la justicia su propio hijo y diese contra él un 
testimonio que le conduciría al cadalso, se elevaría un gri-
to terrible: el grito de cólera de la conciencia moral que no su-
fre ninguna relación entre su ley absoluta y un miserable in-
terés humano. De igual manera no se podría pedir á l ap á t r i a , 
que es nuestra madre común, que entregase á sus hijos (1). 

318. (351 de la ed. franc.).—A los sentimientos de descon-
fianza respecto á la imparcialidad de los Jueces extranjeros, 
han añadido igualmente los autores un argumento en favor de 
este sistema: «El ciudadano, escribe Faustino-Hélie, encontra-
r iaante los Tribunales extranjeros las garantías que le dan las 
leyes de su país? ¿No sería de temer que estos Tribunales des-
plegasen más severidad respecto de él, que no tuviesen cuenta 
de los hechos accesorios que podrían atenuar el hecho principal, 
y que no le aplicasen esa medida de indulgencia, que es un 
elemento necesario de la justicia (2)? 

319. (352 de la ed. franc.).—Un argumento, en la práctica 
inatacable, es el que da el legislador en los Estados en que la 
extradición del nacional está prohibida por la ley. Esta es, por 
ejemplo, la regla consignada en el Código penal austríaco, ar-
tículo 36; en el Código penal del imperio de Alemania (dispo-
siciones preliminares, § 9o); en la ley belga de 15 de Marzo 
de 1874, sobre la extradición; en la ley holandesa de 6 de Abril 
de 1875, sobre lo mismo. En otros Estados se ha querido en-
contrar el priucipio de la prohibición de entregar al nacional 
en las disposición de la ley constitucional misma, que prohibe 
apartar al ciudadano de sus Jueces naturales, disposición que 

Procedura civile é crimínale, P a r t e s e g u n d a , p . 41. 
Trailé de Vinslruct. crim., t . n , § 133. 

se encuentra en la Constitución del gran ducado de Badén, en 
la Constitución francesa de 1830, en la Constitución italiana y 
en algunas otras (1). 

320. (353 de la ed. franc.).—Vamos á examinar si los ar-
gumentos hasta aquí expuestos, son de naturaleza quq, hagan 
necesariamente considerar como una regla absoluta de dere-
cho la negativa de la extradición del nacional. En cuanto á 
nosotros, para decir francamente nuestra opinion, nos pare-
ce que examinando esta grave cuestión bajo el punto de 
vista del derecho y de la naturaleza verdadera de las cosas, 
no hemos vacilado en admitir la regla contraria, salvas, sin 
embargo, las restricciones y limitaciones que indicaremos en 
su lugar. 

321. (354 de la ed. franc.).—Hemos dicho ya varias veces 
que el Juez natural del reo, es aquel del país en que ha sido 
cometido el delito, y en que la ley ha sido infringida. La ra-
zón de esto es que para obtener la represión más séria, más 
cierta, más protectora y más eficaz, debe dictarse la sentencia 
donde se cometió el delito (2). 

Ahora examinemos si la protección á que tiene derecho el 
nacional, puede tener por objeto impedir el ejercicio más com-
pleto de la acción pública. 

Que cada Estado debe proteger sus nacionales, parece un 
principio fuera de controversia; pero en qué límites debe estar 
contenida esta protección, para que sea justa, es cuestión muy 
grave de dilucidar. En cuanto á nosotros, admitimos que es 
un deber para la soberanía proteger sus propios nacionales 
ante las jurisdicciones extranjeras y no privarles de las ga-

l l e v i i o t S f ¡ S ? f M a d ¡ S P 0 n e > e n e l a r t - 2 6 : - N a d i e P ^ d e s e r d e t e n i d o ó 
l l evado á j u i c i o , s i n o e n l o s c a s o s p r e v i s t o s p o r l a l ey y e n l a s f o r m a s p o r e l la p r e s ' 
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el m a l n o debe q u e d a r i m p u n e e n u n E s t a d o soc ia l b i en o r d e n a d o - q u e í t a e ^ a 
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ra u tías que les están concedidas por la ley de su país: sino que 
tenemos como arbi t rar ia una protección exagerada que pueda 
l legar á ser obstáculo á la más completa y más imparcial ad-
ministración de just icia. Por otra parte , no podemos descubrir 
n i n g u n a falta de protección de parte del Estado que fuerza 
á su nacional á satisfacer la obligación por él contraída por el 
hecho de su delito, pa ra con el país cuyas leyes ha infringido. 
E s necesario únicamente que la demanda de extradición sea 
reconocida como legí t ima y bien fundada, y estas cuestiones 
deben ser examinadas por el poder judicial, al que pertenece 
resolver todas las cuestiones relativas á la extradición, como 
hemos demostrado en el capítulo precedente. 

322. (355 de la sd.francJ.~Es claro, pues, que no quere-
mos sostener que el nacional debá ser entregado, si no existen 
contra él pruebas sérias que puedan hacer presumir su culpa-
bilidad, ni que deba ser sujeto á la extradición por razón de un 
delito contra las leyes de interés local. E n nues t ra opinion, es 
necesario que el Magistrado de su pátr ia examine los docu-
mentos presentados y decida si la demanda es ó no fundada y 
¡ji el delito, por razón del cual es reclamado, puede dar lugar 
á la extradición, ó en otros términos, si es uno de aquellos cuya 
represión debe ser mirada como de interés genera l . Esto no 
es, por otra parte, suficiente; hace falta, además, que el Esta-
do que formula la demanda ofrezca garan t ías de una just icia 
adminis t rada de una manera imparcial y séria. Este último 
punto no puede ser puesto en duda por los Estados que se en-
cuen t ran casi al mismo nivel de civilización y en los cuales 
los poderes están divididos y las penalidades reguladas en Có-
digos ó en leyes especiales. 

323. (356 .de la ed. franc.).—Admitido que todas las condi-
ciones arriba indicadas se cumpl ie ran ,no existen obstáculos j u . 
rídicos para la admisión de la demanda y nos parece que la 
extradición del nacional tendría por efecto favorecer la buena 
administración de la justicia, y que al contrario la negat iva 
de esta extradición bajo el pretesto de proteger al cr iminal , 
equivaldría á un seguro y le har ia esperar una impunidad pro-
bable en razón á las sérias dificultades que presentar ían en 
un luga r muy distante de aquel en que se ha cometido el de -

lito, la instrucción del proceso, la trasmisión de los elementos 
de pruebas y la audición de los testigos (1). 

324. (357 de la ed. franc.).—¿De qué podría quejarse el na-
cional? Si ha sido puesto bajo la dominación de una soberanía-
extranjera y si por haber violado la ley de esta soberanía en el 
territorio que de élla depende, se ha hecho acreedor á ser juz -
gado y condenado, ¿podría pretender que no se le ha protegi-
do bas tante cuando por las necesidades de la justicia ha sido 
condenado á reparar el daño causado en el órden social del 
país mismo en que habia cometido el delito? Es innegable que 
si hubiese caído en poder de la soberanía extranjera , no'hubíera 
podido pretender sustraerse á la jurisdicción del Magistrado 
territorial para ser juzgado por sus Jueces nacionales. Y si ha 
conseguido huir , ¿podría pedir por este sólo hecho á su Go-
bierno que le protejiera hasta detener el curso ordinario de la 
justicia? 

325. (358 de la ed. franc.).—Voy lo demás, no es cierto de 
n i n g u n a manera , que el interés del detenido esté protegido por 
el enjuiciamiento en su patria, cuando se quiere proveer de un 
modo riguroso á la represión de los delitos. E n efecto, las ga-
rant ías de la defensa, están notablemente disminuidas á con-
secuencia de la inevitable necesidad en que vé de sustituir 
al debate oral, la información escrita. Y no es cier tamente u n a 
anomalía l igera admitir que esta forma, declarada necesaria 
pa ra i lustrar al juez sobre un hecho punible cometido en el 
país, pueda ser abandonada sin peligro cuando se t ra ta de un 
acto de igual naturaleza, cumplido en el extranjero. Por 
ejemplo, un italiano que no podría ser condenado sin más 
fundamento que un proceso verbal, ni por declaraciones escri-
tas de un funcionario público italiano, si estos actos no han si-
do después confirmados oralmente en un debate público, puede 
ser condenado bajo la palabra de un funcionario extranjero, y 

II) Lo q u e d a r á u n a idea d e l a d i f i cu l t ad d e l a t r a s m i s i ó n d e l o s e l e m e n t o s d e 
p r u e b a d e u n p a í s en o t r o , e s el e j e m p l o s i g u i e n t e : E n I n g l a t e r r a , á n t e s de c o n c e -
d e r l a e x t r a d i c i ó n d e u n c r i m i n a l , se e x i g e la p r o d u c c i ó n d e u n c o m i e n z o d e p r u e -
b a s u f i c . e n t e p a r a m o t i v a r su a c u s a c i ó n . Con f r e c u e n c i a l a s d e m a n d a s h e c h a s p o r 
F r a n c i a n o t i e n e n r e s u l t a d o á c a u s a d e la d i f i cu l t ad d e o b t e n e r en I n g l a t e r r a l o s 
m e d i o s d e p r u e b a s q u e h u b i e s e n , sin e m b a r g o , b a s t a d o p a r a p o n e r en e s t a d o d e 
a r r e s t o al i n d i v i d u o r e c l a m a d o . 



sin otro motivo. Sin embargo, es un hecho admitido por todo, 
el mundo, que las apreciaciones morales pueden modificar las 
pruebas de la culpabilidad, que la visita de los lugares y la 
declaración de" las personas puede cambiar los resultados 
aparentes del procedimiento escrito. ¿Se quiere, por ejemplo, 
pretender que las fórmulas rigurosas del derecho podrían ser 
omitidas con indiferencia aunque se trate de disponer de la 
libertad, del honor y de la vida de un ciudadano? ¿O bien 
quiere ponerse al juez en la triste necesidad de absolver al 
acusado, por no exponerse al peligro de condenar á un ino-
cente? Tales son las consecuencias inevitables de la instruc-
ción de un proceso, en un lugar alejado de aquel en que se 
cometió el hecho criminoso. 

326. (359 de la ed. /nmc.J .—Ahora vamos á decir una pa-
labra del pretendido ultraje que se infiere á la dignidad na-
cional entregando á un ciudadano. El mantenimiento de la 
dignidad nacional está en el alma de todos los que verdadera-
mente aman á su patria; pero no basta afirmar que un hecho 
atenta al honor de un país; debe examinarse con cuidado en 

. consiste la pretendida ofensa. Nos parece que nuestros 
adversarios repiten con palabras enfáticas y con frases brillan-
tes, que la dignidad nacional estaría ofendida, pero sin indicar 
el fundamento del pretendido ultraje. Sin duda alguna, si uno 
de nuestros conciudadanos fuese entregado por la simple pe-
Ticion de un Gobierno extranjero, veríamos en este hecho una 
ofensa á la dignidad de la nación y del nacional. Pero si la 
extradición se efectúa después del reconocimiento hecho pol-
los magistrados nacionales sobre lo bien fundado de las pre-
sunciones de culpabilidad de un ciudadano, y de su suficien-
cia para motivar la remisión ante los tribunales; si la ley del 
país que ha formulado la demanda no carece de ninguna de 
las garantías requeridas por el derecho común para una sana 
e imparcial administración de justicia, ¿cómo pensar que po-
dría ser una ofensa á la dignidad nacional contribuir á una 
obra también de justicia? 

Se añade que no conviene hacerse auxiliares de la justicia 
extranjera contra un nacional. Pero si como escribe Mangin: 
«El castigo de los grandes culpables importa á todos los Go-

biernos, y los intereses de sus súbditos respectivos están su-
bordinados á los intereses de la sociedad en general (1); si 
como enseña Beccaria, el lugar de la pena debe ser el lugar 
del delito; si .como todos los autores reconocen, es más confor-
me á la naturaleza de las cosas, que la instancia penal siga su 
curso en el lugar del delito, ¿puede verse en un Estado que 
presta su concurso para asegurar el respeto de las reglas de 
competencia internacional un auxiliar de la justicia extran-
jera? (2) 

327. (360 de la ed. franc.J— Se dice también, que no es 
necesario entregar al nacional por la razón de que en casi 
todos los Códigos modernos, se dictan penas contra los indivi-
duos que han cometido delitos en el extranjero, y que por 
tanto estos individuos pueden ser sentenciados en su país. 

Seguramente, nadie puede desconocer que en los Códigos 
modernos el legislador ha realizado una loable reforma, dic-
tando procedimientos y penalidades contra los ciudadanos que 
han cometido delitos en el ex t ran jero , mientras que ántes 
no estaban alcanzados ni sometidos á la aplicación de ningu-
na penalidad; pero no se debe sin embargo admit i r , que sea 
indiferente que el juicio se haya pronunciado en la patria "del 
criminal, ó en el país en que se hizo culpable de un delito. 
Hemos demostrado" en su lugar, que la jurisdicción personal 
puede, en ciertos casos, justificarse como jurisdicción extraor-
dinaria , complementaria y supletiva, pero no podria nunca 
ponerse en la misma línea que la jurisdicción territorial, de 
manera que pudiese indiferentemente sustituir la una á la 
otra (3). 

328. (361 de'la ed.franc.).—Se nos habla de la ternura de 
la patria con sus propios hijos; ¿pero la patria debe considerar 
como hijos suyos á los asesinos, incendiarios y ladrones? E n 
cuanto á nosotros, nos parece que estos individuos deberían 
ser reputados como arrojados de ella. 

Se quiere además excitars entimientos de desconfianza, res-

(1) M a n g i c i . Acti p u b l i q . 
'2) C o m p á r e s e el a r t i c u l o d e L u c c h i n i e n l a Rivisla penale, a ñ o 1°, p á g . 312 y s u s 

c o n c l u s i o n e s , p á g . 326. 
(3) V é a s e svpra, p r i m e r a p a r t e , c ap . n . 



pecio de la justicia extranjera. Ya es tiempo de no conside-
rar como preexistentes ciertos odios de raza, y no arrojar de . 
crédito sobre las instituciones más sagradas" de los Estados 
civilizados. Si los ódios dividen algunas veces á ' los pueblos en 
el campo de la política, no puede deducirse de ello que estos 
odios deben oscurecer el espíritu de imparcialidad de los 

jueces. Si tal espíritu de injusticia fuese posible, no sería líci-
to entregar los ciudadanos de otro país cualquiera. Se recla-
ma con tanta fuerza la igualdad de los ciudadanos v extranje-
ros ante la ley civil, y en seguida se pretende justificar una-
designa dad peligrosa ante la ley penal! Debería excluirse 
pues toda desigualdad. 

329. (362 de la ed.franc.). A despecho de todas las con-
sideraciones y de todas las críticas que puedan hacerse en es-
te respecto, nuestra opinion es que en otros tiempos, la pro-
hibición absoluta de entregar á los nacionales ha podido te-
ner su razón de ser, pero que hoy dia no se impone más que 
como uno de esos numerosos aforismos convencionales acep-
tados sin discusiones profundas, por temor demostrarse poco 
cuidadosos de la dignidad nacional. No podremos disimular 
que en la época actual consideramos como inútil todo esfuerzo 
que tienda á hacer admitir en la práctica el sistema contrario, 
porque como ha dicho justamente Napoíeon [II: «Es difícil 
despojarse enteramente del pasado: una generación tiene , co-
mo un individuo, antecedentes que la dominan; nuestros sen-
timientos no son en su mayor parte más que tradiciones.» 

Pero debe esperarse que el progreso, que no tiene otros lí-
mites que los del mundo, hará prevalecer en.las relaciones in-
ternacionales los principios de competencia imperiosamente 
proclamados por la naturaleza de las cosas, y que están más 
conformes con las exigencias de la justicia. 

330 (363 de la ed.franc.).—Si dirigimos una ojeada sobre 
a Historia, veremos que la excepción en favor de los naciona-

les es la regla más generalmente admitida. Nosotros la en-
contramos ante todo establecida por el uso y la jurispruden-
cia en las relaciones entre Francia y los Países-Bajos. Así en 
las declaraciones de 17 de Agosto de 1736 por parte de Fran-
cia, y de 23 de Junio del mismo año por parte de los Países-
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Bajos, encontramos formulado el principio de la extradición 
recíproca de los criminales, salvo los privilegios concedidos á 
los nacionales. La costumbre en Brab, concedía á los súb-
ditos el privilegio de no ser sustraídos á la jurisdicción de los 
tribunales de su país. Se respetó primero el derecho de los ha-
bitantes de esta provincia, después se le extendió en el uso á 
todos los habitantes de los Países-Bajos, y bien pronto llega á 
ser regla general admitida por todos los Estados. 

Hoy dia la prohibición de entregar los nacionales, se en-
cuentra consignada en casi todos los tratados celebrados entre 
diferentes Estados. Inglaterra y los Estados-Unidos de América 
únicamente se mostraron dispuestos á adoptar una regla con-
traria, con objeto de 110 sustraer á los reos á la jurisdicción teV" 
ritorial. También en los tratados concluidos por Inglaterra 
con Francia en 1843, con Suiza en 1855, y en algunos otros, 
110 se hace mención de la excepción en favor del nacional. 
Pero poco después el mismo Gobierno de la Gran Bretaña ha 
debido aceptar esta excepción, y en los tratados concluidos con 
Francia en 1852, con Dinamarca en 1862, con Alemania en 
1872, con Bélgica en 1872, con Italia en 1873, con Austria en 
1874, la entrega de los propios súbditos ha sido consignada. 

El mismo hecho se produjo en los Estados Unidos de Amé-
rica. También rechazaron la excepción relativa á los na-
cionales, hasta el punto que el tratado de extradición negocia-
do con Prusia eñ 1845, no fué aprobado por el Senado ameri-
cano, porque Prusia habia hecho insertar la cláusula de que 
los nacionales 110 serian entregados. Pero después los Estados-
Unidos se vieron obligados á reconocer que la Prusia y los de-
más Gobiernos de la Alemania del Norte, no podian consentir 
ent regar sus nacionales, porque la ley se oponía á ello. En el 
tratado de 1852 con Prusia, esta excepción fué admitida con 
la restricción de que los Estados-Unidos tuviesen, sin embar-
go, la facultad de entregar sus propios ciudadanos. La misma 
cláusula se reprodujo en los tratados con Babiera el 12 de Se-
tiembre de 1853, con Austria el 3 de Julio de 1856, con el 
gran ducado de Badén el 30 de Junio de 1857, con Suecia y 
Noruega el 31 de Marzo de 1860, con Méjico el 11 de Diciem-
bre de 1861, con Haiti el 3 de Noviembre de 1864. Pero esta 
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331. (364 de la ed. franc.). - E n esta ocasion debemos ha-
cer notar que el hecho de haberse reconocido en los T a t a d o ^ 
por parte de Inglaterra y los Estados-Unidos la e x t r a d i Z 2 us nacionales es tanto más notable, cuanto que en Ing atei-

y que se°tipSa á * l i b ' r t a d 
J que se tiene en mucho la dignidad del ciudadano 

No se puede, pues, decir que el hecho de ent regar los mal-
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332. (365 de la ed. franc.).-^n época no muy lejana ha-
llamos también ejemplo de legisladores que han prelcrito en 
« a r os casos la extradición de los nacionales. N a p X n I 
cuyo celo por a dignidad de Francia nadie puede dudar en 
su decreto de 25 de Octubre de 1811, dispúsolo siguiente 

r e f n í r : r F ^ * " " " d e » - ' m e n y 
* t ^ Z ^ T n ° P U 6 d e S e r e n t r e 8 ' a d 0 ' P^cesado y 

t S P E X T R A N J E R O > ^ n o en virtud de demanda de ex-
S Td°oÜ Zsid°eS S G rf Í ü t e i ' P U e S t a P ° r 6 1 G 0 b ¡ - ° V » » ~ 

poner o I T Z ? ^ ^ V°* ^ 'e s A j u s t i c i a no 

S T R n c s U1 l l u e s t r o s s ú b d i t o s ' p o r o t r a l a p r o t e c -
r c c i o n e l L n ° U ° S P e m Í t e e n t r c 8 ' a i ' l ° s ¿ una juris-
d Z L t r r r S m g m V e S y le8'ítimos motivos reconocí-
cretado v f w + ? ° P 0 ¡ d ° n u e s t r o C o o s e J ^ ^ m o s de-cretado j decretamos lo s iguiente: 

Gobierno J ° d a d e m a n d a d e e x t r a d i c i o n interpuesta por un 
de haber c ^ ^ 0 C O n t r a U n ° d e n u e s t r o s » « d i t o . acusado 
ritorio de d!!*h r ° ^ C o n t r a G r a n j e r o s sobre el ter-

iue?Minis t o d T ? r n ° ' n ° S S 6 r á S ° m e t i d a P° r S ' r a n " 
I d é ^ d , U S Ü C i a P a r a 6 S t a t u Í r 1 0 ( l u e corresponda.» 

de ¡ t ^ Z t T t o P r ° r a U l g Ó e n e l r e i n ° d e Nápoles el 23 
Diciembre de 1812. También es de notar que el Elector de 

Hesse autorizó la extradición de los nacionales por su decreto 
de I o de Setiembre de 1820. Diremos, para terminar, que por 
decreto de 13 de Diciembre de 1820, Luis XVIII rey de Fran-
cia, acordó la extradición de un ciudadano francés llamado 
Ja ime Machón. Este individuo habia sido reclamado por el 
Gobierno suizo como acusado de un asesinato cometido en Gi-
nebra 'el 30 de Octubre anterior. Este malhechor conducido 
ante la Corte suprema de Ginebra, fué condenado á muerte y 
ejecutado el 2 de Mayo de 1821. Este documento citado por 
Bonafox en el apéndice de su excelente Monografía (1), con-
tradice la opinion de los jurisconsultos franceses que preten-
den que el decreto imperial de 1811 quedó derogado con la 
publicación de la Constitución de 1814 (2). 

333. (336 de la ed. frane.).—Los autores, partidarios de la 
teoría que sostenemos, merecen una especial mención. El que 
en nuestra opinion debe ser citado el primero, es Ivluit, cuya 
autoridad ha sido invocada indebidamente por nuestros adver-
sarios como partidario de su opinion. Hé aquí lo que en rea-
lidad dice este autor: «Damus chi jus competere exigendi a 
chítate: ut ipsum defeudat sed negamus tutelavi á chíta-
te chi debitara, torniate sese extendere ut chitas civem etiam 
defendere debeat contra justas 'aliorum petítiones. Non pulave-
rim chitatilicere pronuttere chi se eum tuituram ese etiamsi 
aliorum jura lasit. Tale autem pactum ex ipsis juris natura 
principiis irritimforet, quippe qua preslatio promittitur qua et 
juris et Aliicis preceptis adversa tur i. e. ut aiunt Doctores qua 
juridice et moraliter est imposibilis. Nescio igitur qua ratione 
chitas ex pacto ad tutelam ejus modi civibus prastamdam obli-
gata ese dicti possit. 

»Attamen ab altera parte dicendum est chilatem tamdiu ci-
ven defendere debere quamdiu non consta peregrina civitatis per-
secutionem esse justam.» De todo esto deduce este autor lo si-
guiente: «Si judex patrius pronu.iciavisset justam esse extern 
civitatis persecutionem, chis jure queri non por set, si dederetur. 

(1) De In extradición, p . 122. 
(2) C o m p a r . Dal loz, Hepert. v . Tratado internacional.—Mangin, Art. pillili., § ~ S — 

Rau t t e r , n ° . 55. 



Ñeque obj¿ciposset nos iiajus illvd non aufervemus sed tantum 
cogeremus eum ut satisfaciat obligationi quam delicio commit-
tendo erga aliam civitatem contraxit (1).» 

334. (367 de la ed. frane.).—El jurisconsulto inglés Cock-
burn, presidente de la Córte del Banco de la Reyna, es otra 
autoridad en favor de nuestra opinion y que en la" causa Yiv-
nan se expresó del siguiente modo: « ü n ciudadano inglés que 
comete un asesinato en los Estados-Unidos de América, puede 
ser juzgado y castigado, según nuestras leyes, que extienden 
su dominio sobre los ciudadanos en todas las partes del mun-
do (2), Pero hay un inconveniente muy grave, (higly inconve-
nient) salvo en casos excepcionales en que la instancia tuviese 
lugar en un lugar distinto de aquel en que se cometió el deli-
to. En efecto, el malhechor emprende la fuga, no sólo para 
sustraerse al imperio de la ley que ha infringido, sino que 
también para hacer difícil, si no imposible, la prueba de su de-
lito, suponiendo que no se le procese en el mismo lugar donde 
se ha hecho culpable (3). 

335. (368 de la ed. frane.).—La idea del canciller Kent, 
tampoco era distinta de la anterior, cuando después de demos-
trar que el acusado no seria ni mejor juzgado ni castigado con 
más justicia por una jurisdicción distinta de la en que se ha-
bían violado las leyes, deduce que existe el deber de entregar 
los malhechores tanto cuando el individuo reclamado es súb-
dito de la potencia requerida, como cuando lo es de la deman-
dante (4). 

336. (369 de la ed. frane.).—Tambieu deben tenerse en 
cuenta las palabras pronunciadas por Julio Favre ante la Cá-
mara francesa. En la discusión del art. 5o de la ley de 1865, 

(1) Klu i t , D e d e d i t i o n e p r o f u g o r u m , p. 32-33. 

(2) I.a l e y i n g l e s a c a s t i g a c i e r t o s c r í m e n e s , á u n c u a n d o h a y a n s ido come t idos 
e n el e x t r a n j e r o . En r ea l idad el n ú m e r o de esos de l i tos e s t á r educ ido al homic id io 
y a las he r ida s g r a v e s q u e t r a i g a n c o n s i g o la mu t i l a c ión ó la m u e r t e (murder or 
imnsiangliler or with belns accessory before thefact of murder or maeslanghter. A c t a s 24 y 
¿o v ict. , c. 100. § 9", q u e modif icó el a c t a 9 d e J o r g e IV, c . xxxi, § 7). De a q u í r e s u l -
t a q u e no es c ier to , como dicen a l g u n o s a u t o r e s , q u e e n I n g l a t e r r a n o p u e d e p ro -
c e s a r s e á u n nac iona l p o r de l i tos c o m e t i d o s en el e x t r a n j e r o . C o m p . Vi l l e for t , Des 
cumesel des delits cornmis á l'éiranger, p . 35. 

(3) C i t ado por Clarke , Thelaiu of extraditüm, p. 130. 
(4, Comentarios,!, p. 37. 

contestando los reproches que se le dirigían, como adversa-
rio de la ley, tomando la defensa de los malhechores. «Retirad 
ese reproche, porque si así no lo hacéis, podré volver contra 
los que quieren cubrir á los malhechores con yo no sé qué má-
xima de derecho público, para su uso particular y que impedi-
ría, en nombre de Injust icia eterna, apoderarse de los crimi-
nales cubiertos aún de sangre ó con los despojos de sus vícti-
mas, y entregarlos á sus jueces naturales, es decir, á aquel 
que mejor puede conocer del crimen, y puede más fácilmente 
manifestar la inocencia si el crimen ha sido injustamente atri-
buido. A mi modo de ver, es una preocupación de nacionali-
dad estrecha y mezquina pretender que la extradición no pue-
da efectuarse en tales circunstancias. La extradición, estad 
bien seguros de ello, será la última palabra de esa lucha en-
tre los principios contradictorios que por tanto tiempo se han 
combatido y que concluirán por confundirse en un sentimien-
to general de justicia.. . 

»Devuélvase todo su poder al principio y no habrá inmuni-
dad para el criminal ni para el sospechoso; ya no habrá nacio-
nalidad para el crimen, según la feliz expresión del Sr. No-
yent-Saint-Laurens. Es preciso, todos lo deseamos, que el que 
ha derramado la sangre de su semejante pierda su nacionali-
dad, que sea entregado á los Tribunales encargados de juz-
garle, porque ha desconocido la ley de la hospitalidad que re-
cibió, qorque ha violado el derecho natural , porque ha come-
tido un crimen ó se supone que lo ha cometido y su autor debe 
ser llevado ante los Jueces que naturalmente pueden conocer 
el hecho (1).» 

337. (370 de la ed. franc.)— No queremos omitir que entre 
los jurisconsultos franceses contemporáneos, hallamos, como 
partidarios de la misma opinion, á Calvo, Bonafós, Billoty Vi-
llebrun. Respecto de la excepción que establecen todos los tra-
tados en favor del nacional, Calvo se expresa así: «Muy difícil 
se nos hace no ver en semejante excepción, el sentimiento 
exagerado de la soberanía nacional;» y termina con estas f ra-
ses: «Parece, pues, más equitativo el entregar el criminal á la. 

(1) Monitor, 31 M a y o 1866, p . 656, col. 4. 



acción judicial del país á que ha ofendido y que posee á la par 
que el incontestable derecho de represión, todos los elementos 
necesarios para llegar á una séria é imparcial apreciación del 
grado de culpabilidad (1).» Bonafós á su vez dice: «Que no 
hay nada más legítimo y natural que un pueblo se muestre 
celoso de su honor y de su independencia y que prodigue á 
sus nacionales una eficaz protección donde quiera que se ba-
ilen. Pero es difícil comprender que la extradición pueda s¡ó--
nificar un atentado contra la dignidad de una nación (2).» Bi-
llot, después de exponer los distintos argumentos invocados en 
esta cuestión, deduce: «Que ningún principio se opone á que 
los nacionales se sometan á la extradición (3).» Villebrun des-
pués de demostrar que es preferible la jurisdicción territorial á 
la personal, dice como conclusión: «Así todo se concilla, todo 
se armoniza miéntras que el interés social y el del acusado, 

' obtienen satisfacción, el principio de la soberanía de las na -
ciones se halla garantido y la ley aplicada aún para aquellos 
que de hecho están encargados de asegurar el respeto que se 
la debe (4).» 

338. (371 déla ed. franc.)—Podríamos citar en apovo de 
nuestra doctrina mayor número de autores y entre éílos á 
Lerris que con mucha precisión dice: «Cuando dos países ci-
vilizados convienen en un sistema de extradición recíproca, 
cada uno de ellos cree que el Código penal del otro está basa-
do en los principios racionales del derecho, tales como gene-
ralmente los aceptan las naciones civilizadas y se aplican hu-
mana é imparcialmente por individuos idóneos y pertenecien-
tes al orden judicial. Si no se admitiesen tales presunciones 
sería injusto entregar áun á los ciudadanos de una tercera po-
tencia. Si, por el contrario, se admiten esas suposiciones, no 
hay motivo para negar la extradición de los nacionales que 
se hagan culpables en territorio de otros Estados de los crí-
menes enumerados en el convenio (5).» Quisiéramos también 

(1) Calvo , Droit international, 1.1, p . 529. 
(2) Bona fós , De fextradition, p. "¡O. 
(3) Hillot, Traiti de Vextradition, p . 70. 

'4) Vi l l ebrun , Loi duW Juitlet 1865, p . 110. 
(5, Lewis , On Forcing jurisdiction, p . 49. 
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339. (372 de la ed. franc.J—Las cuestiones relativas á la 
nacionalidad tienen una importancia decisiva cuando se trata 
de la extradición, ya que según el derecho moderno, el ciuda-
dano de un Estado requerido no puede ser entregado. Estas 
cuestiones pueden resolverse por la vía administrativa cuando 
no hay oposicion por parte del interesado. Pero si el individuo 
cuya extradición se ha solicitado, para valerse del beneficio 
concedido á los nacionales que no pueden ser entregados, pre-
tendiese probar su nacionalidad, semejante cuestión resultaría, 
perjudicial y debería resolverse por la autoridad judicial á 
quien corresponde conocer en los asuntos de estatuto personal. 

Haremos observar que el Ministerio público puede siempre 
apelar de la decisión del Tribunal, porque el saber si un indi-
viduo es ó no ciudadano, es una cuestión de orden público. 

340. (373 de la ed. franc.J—Podría suceder que según las 
leyes civiles, tanto del Estado demandante como del requerido, 
pudiese considerarse al 'acusado como ciudadano de ambos 
países á la vez. Tal hipótesis se ha realizado con respecto de 
Gobiernos que exigen su autorización para hacer válida la na-
turalización de sus nacionales en el extranjero. Lo mismo pue-
de resultar de disposiciones contrarias en las leyes de dos Es-
tados. Por ejemplo, el menor de edad hijo de francés naturali-
zado en Italia, es italiano según nuestra ley respecto de la pér-
dida ó adquisición de su nacionalidad (1), y es francés durante 
su menor edad según el Código civil francés (2). 

341. (374 de la ed. franc.J—No titubeamos en asegurar, 
por aplicación de los principios aceptados actualmente que 
siempre que un malhechor pudiese ser considerado como na-
cional del país donde se halla, podria negarse su extradición. 
En efecto, cada nación según su ley interior, es la que debe 
decidir la cuestión de saber si un individuo ha adquirido ó no 
la cualidad de ciudadano de ella. Así pues, el Gobierno italiano 
negó, con razón, la entrega de un tal Cassino originario de 

(1) C ó d i g o civil i t a l i a n o , a r t . 10. 
(2, C o n f r ó n t a s e l a l ey d e T d e F e b r e r o d e 1851, a r t . 2". C a s . f r . , d e 5 d e M a y o 

d e 18¡2, p r e f e c t o d e l N o r t e c o n t r a L e b e a u ; Pa la i s , 18¡3, t . i, p . 312, D e i n o l o m b e -
Lois, Droils ciuils, n ú m . 1"8. 
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se ha cometido el crimen, deberíase dar aviso al Gobierno del 
cnal el acusado fuese subdito, y si este Gobierno reclamase la 
extradición del mismo para hacerle juzgar por sus jueces na-
cionales. debe preferirse esta última á la primera demanda. 

344 (377 de la ed. franc.)-No sabemos hasta qué punto 
pueda esta teoría ser justa y oportuna. Si se considera la ex-
tradición como una medida necesaria para que el malhechor 
comparezca ante sus jueces.naturales, la cuestión de averi-
guar si se debe entregar al individuo reclamado á uno ó a 
otro Estado, debería depender únicamente de la naturaleza 
del hecho v de la ley que ha sido violada. ¿Qué importancia-
tiene el sabeí si el extranjero es ó no ciudadano del Estado 
que lo reclama, si la extradición, léjos de tener por objeto en-
tregar al fugitivo á su patria, no tiene otro fin que entregarlo 
á la jurisdicción competente para su juicio? 

345 (378 de la ed. franc.)-Puede sólo parecer conven,en-
t e l ó l a práctica por motivos de pura cortesía recíproca y de 
prudencia política, avisar al Gobierno de que dependa el in-
dividuo reclamado antes de entregarle al Estado demandante. 
E n efecto; estando obligado cada Estado á proteger á sus sub-
ditos en el extranjero y defenderlos contra toda opresión m -
justa, evidentemente es de suma utilidad para el Gobierno del 
país del acusado ser informado de las demandas de extradi-
ción interpuestas por un tercer Estado. Esto le permite apre-
ciar las cicunstancias que han motivado la demanda y pre-
sentar observaciones si á ello hubiese lugar El Gobierno re-
querido. puede, ciertamente, decidir por su libre y espontanea 
voluntad si debe ó no concederse la extradición. Sin embargo, 
e s muy útil para él conocer las observaciones que pueda hacer 
el Estado á que pertenece el acusado á fin de tenerlas en cuen-
ta, si lo juzga oportuno, ó en todo caso apreciar el grado de 
responsabilidad en que.puede incurrir. 

346 (379 de la ed, franc.)-Lo que sí nos parece una ver-
dadera exageración es admitir que no pueda efectuarse a 
entrega sino con el consentimiento prévio del Gobierno del 
país del malhechor (1). _. 

(1) E s t a r e g l a s e h a c o a s i g n a d o en l o s t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n c e l e b r a d o s p o r 

347. (380 de la ed. franc.)—Entre los convenios de extradi-
ción celebrados por el reino de Italia con otros Estados, el de 
la República del Uruguay de 7 de Noviembre de 1867, exige 
el consentimiento del Gobierno del país á que pe r t enezca^ 
individuo reclamado. El art. 29 de este tratado está^oncebido 
en los siguientes términos: «Si algún individuo extranjero en 
los dos Estados contratantes se refugiase en uno de ellos des-
pués de haber sido encausado q sentenciado en el otro por uno 
de los delitos enumerados en el árt. 28, su extradición deberá 
concederse recíprocamente después de haber obtenido el con-
sentimiento del Gobierno á que dicho individuo pertenezca.» 

No se comprende fácilmente cómo un Estado que es sobe-
rano apreciador de sus derechos, pueda tener necesidad del 
consentimiento de una tercera potencia para decidir si debe ó 
no acceder á una demanda de extradición. 

La fórmula que se halla en otros convenios, tampoco nos 
parece muy feliz (1). Hablamos de la que se consignó en el 
tratado anteriormente en vigor entre Italia y Bélgica y que 
dice así: 

«Los encausados, acusados ó sentenciados que no sean súb-
ditos de ninguna de las dos naciones, no se entregarán al Go-
bierno que haya reclamado su extradición, si el Estado á que 
pertenezcan, que será informado de la demanda, por el Go-
bierno requerido, se opone á ello.» 

Sin duda alguna, esta regla se halla mejor formulada en 
los tratados más recientes. Citaremos el último tratado entre 
Italia y Bélgica que dice así: 

«Si el individuo procesado, arrestado, acusado ó sentencia-
do no es ni belga ni italiano, ó si el delito se ha cometido fue-
ra del territorio de los países contratantes, por un individuo 
que no pertenece al Estado á quien se ha solicitado la extradi-
ción, el Gobierno, podrá informar de esta demanda en el pri-
mer caso al Gobierno á que pertenezca el individuo reclamado 
y en el segundo caso al Gobierno en cuyo territorio se haya 

F r a n c i a e n 1844 con el G r a n D u c a d o d e B a d é n c o n T o s c a n a , L u x e m b u r g o y l o s 
P a i s e s B a j o s . 

(1) V é a n s e l o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r F r a n c i a en 1847 cor, M e c k l e m b o u r g , 
b c h e r e S m ; en 1880, c o n N u e v a G r a n a d a , y en 1853, c o n V e n e z u e l a . 



cometido el crimen ó el delito: y si uno de los Gobiernos re-
clama á su vez al mismo individuo para que sea juzgado por 
sus Tribunales, el Gobierno requerido podrá entregarlo, á su 
voluntad, á uno ó á otro Gobierno (1).» 

Cualquiera que se haga cargo del verdadero carácter de la 
obligación del Gobierno requerido, hallará que es más razo-
nable dejar á éste la facultad de avisar, llegado el caso, al Go-
bierno á que pertenece el acusado que obligarse á hacerlo como 
resulta en otros tratados (2). ' 

Por lo demás, seria preferible suprimir toda cláusula rela-
tiva á la extradición de los ciudadanos de un país tercero (3). 
E n efecto, para lo que es extrictamente obligatorio, deben 
bastar los principios de derecho común, y para lo que en la 
práctica dependa de la cortesía ó de la prudencia política, es 
inútil establecer reglas fijas. 

348. (381 de la ed. franc.)—Se puede suponer, además, que 
el malhechor fugitivo es reclamado por el Estado, cuya ley ha 
violado directamente, y que dicho Estado es á la vez compe-
tente para juzgarle, y en ciertos casos, sobre todo, interesado 
en reprimir el hecho que se imputa al individuo. Tal es el caso 
de un individuo que en país extranjero hubiese falsificado la 
moneda, los billetes de banco ó los sellos de una tercera nación, 
y que fuese reclamado por éste. Nos parece que en tales cir-
cunstancias, lo más obvio, seria dejar al Estado requerido en 
libertad de advertir al Gobierno del país, donde se hubiese co-
metido el delito, y en caso de que este último Gobierno pidiese 
también la entrega del acusado, reconocer á aquel Estado el 

(1) Ar t . 6", t r a t a d o d e 28 d e F e b r e r o de 1875. E s t a r e g l a se b a i l a i g u a l m e n t e fo r -
m u l a d a e n l o s c o n v e n i o s c e l e b r a d o s p o r I t a l i a con A u s t r i a , a r t . 6"; con D i n a m a r -
c a , a r t . 3 o : con A l e m a n i a , a r t . -2°; con S u i z a , a r t . 6 o ; con I , u x e m b u r g o , a r t . 6 o . 
U n a c l á u s u l a a n á l o g a s e h a l l a t a m b i é n en l o s r e c i e n t e s t r a t a d o s con G r e c i a , a r -
t i c u l o 14, y con P o r t u g a l , a r t . 9". 

(2) E l a v i s o q u e d e b e d a r s e al t e r c e r E s t a d o se d e c l a r a o b l i g a t o r i o en l o s t r a t a -
d o s c e l e b r a d o s po r I t a l i a con el B r a s i l , a r t . c o n l a R e p ú b l i c a d e C o s t a - r i c a , 
a r t i c u l o 6"; c o n e l P r i n c i p a d o d e Monaco , a r t . 6 o ; c o n el P e r ú , a r t . .6"; con R u s i a , 
a r t i c u l o 7"; con l a R e p ú b l i c a del S a l v a d o r , a r t . 6 o ; c o n E s p a ñ a , a r t . 6o , y con S u e c i a 
y N o r u e g a , a r t . 7o . 

(3> E s t o se l . ' a h e c h o en l o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r I t a i i a con F r a n c i a , L a G r a n 
B r e t a ñ a , con el C -obe rnado r d e M a l t a , con l a R e p ú b l i c a d e S a n M a r i n o , con Méjico-
Ios P a í s e s - Bajos y l o s E s t a d o s - U n i d o s d e Amér i ca . 

•derecho de decidir á cuál de las dos potencias entregaría el 
malhechor. 

349. (382 de la ed. f ranc.J— En algunos tratados de extra-
dición se halla inserta una disposición parecida á la siguien-
te que forma parte del convenio entre Italia y Bélgica (artícu-
lo Io, § 2o). «Cuando el crimen ó delito que motiva la extra-
dición se haya cometido fuera del territorio de la parte de-
mandante, se podrá dar curso á la demanda si la legislación 
del país requerido autoriza el proceso por las mismas infrac-
ciones fuera de su territorio. 

Ahora bien, en el art. 6o del Código penal sardo de 1859, 
el legislador italiano, después de haber dispuesto que el na-
cional que hubiese cometido un crimen contra otro nacional, 
ó un extranjero, sea procesado cuando vuelva á entrar en 
Italia de cualquier modo que sea fin qualunque modo), se ex-
presa así en su párrafo 2o: «Esta disposición se aplicará áun en 
el caso de que un nacional haya cometido en el extranjero un 
delito contra otro nacional, si el ofendido produce queja.» 

Si un nacional produce una queja contra un ciudadano que, 
después de haber cometido en país extranjero un delito en su 
perjuicio, entra en Italia, y si el individuo denunciado se re-
fugia en Bélgica ántes de que se haya dado curso á la queja, 
¿se podrá, en virtud del antedicho artículo del tratado, obtener 
la extradición del inculpado? La disposición de la ley belga 
sobre esta materia es la siguiente: «Todo belga que fuera del 
territorio del reino, se haya hecho culpable de un crimen ó de 
un delito contra otro belga, si se hallase en Bélgica podrá 
procesársele y será procesado y castigado conforme á las leyes 
en vigor.» 

, Parece que, según la misma ley, el ejercicio de la acción . 
pública se halla subordinado á la condicion de la presencia del 
inculpado, y desde luégo estando prohibido un proceso por 
contumacia, la demanda de extradición no podria hacerse en 
las circunstancias antedichas. Sin embargo, no titubeamos en 
sostener la afirmativa, porque la facultad de aplicar nuestra 
ley penal á los delitos cometidos fuera del territorio italiano, 
y de procesar al culpable aute nuestros tribunales, ha tomado 
origen desde el momento en que habiendo entrado en Italia el 



inculpado, se ha presentado una queja contra él por la parte 
ofendida. Como en estas circunstancias los procedimientos 
están autorizados, tanto en nuestro país, como en el requeri-
do, por lo mismo también se hallarían cumplidas las condicio-
nes exigidas para obtener la extradición. 

350. (383 de la ed. franc.)—Podria también suceder que el 
individuo reclamado hubiese cometido un delito en el país 
donde se refugió, y que el proceso iniciado contra él se hallase 
en curso de instrucción, ó que terminado hubiese tenido por 
resultado la sentencia á una pena que no se haya cumplido 
por completo En esta hipótesis, es fácil comprender que 
la extradición debe diferirse hasta el dia de la clausura de 
la instancia. Es evidente también que si en el segundo caso 
el Gobierno requerido concediese la extradición á fin de im-
pedir que un retraso en esta medida perjudicase al curso 
regular de la justicia, el Gobierno demandante debería com-
prometerse á restituir el detenido, á fin de que el Estado 
requerido pudiese hacerle sufrir la pena á que le hubiesen 
condenado sus propios tribunales. Kluit que es partidario de 
esta opíníon, dice á propósito de esto: «Ratio doctrina kced est 
quod pluris, riostra interesit puniré nostrce legis violaciones, 
qnam illas, qulbus peregrina chitas, cujus defensio nolis non 
perfecte incumbe t, in sito territorio leas a est. (1).» 

Hay un caso especial que conviene notar, y es que se ha-
yan iniciado procedimientos de interés particular contra el in-
dividuo reclamado en el país donde se refugió y en donde en 
el curso de la acción civil intentada contra él hubiese sido 
preso. Esto no debería ser una razón para diferir su extradi-
ción, puesto que los particulares pueden hacer válidos sus de-
rechos ante la autoridad judicial competente. 

351. (384 de la ed. franc.)—Si el fugitivo fuese reclamado' 
á la vez por varias naciones, por haberse hecho culpable eu 
cada uno de sus territorios de diferentes delitos, el Estado al 
cual se dirigiesen las demandas debería decidir á cuál de éllas 
debiadar la preferencia, teniendo en cuenta las circunstancias 

(1) De d e d i t i o n e p r o f u g o r u m , p . 65. 

de mayor ó menor gravedad de los hechos y áun la fecha de 
las demandas. 

352. (385 de la ed. franc.)—Diremos ahora una palabra 
del caso en que el individuo reclamado fuese un soldado ó un 
marino. Es tá fuera de duda que á los marinos y soldados 
acusados de delitos comunes debe sometérseles á las mismas 
reglas que á cualquier malhechor. Pero si se trata de delitos 
¡juramente militares, no debe concederse la extradición por-
que ciertos actos si bien están declarados reprensibles por una 
ley especial, cuyo objeto es guardar los intereses temporales y 
accidentales de un sistema de administración, no tienen en ab-
soluto el carácter de criminalidad de los delitos de derecho 
común, y no puede considerarse que su impunidad atenta 
contra el interés general. De estas consideraciones se deduce 
que si el individuo reclamado se ha hecho culpable de un de-
lito común y de un delito militar á la vez, no se le podrá en-
tregar, sino con la reserva de que no será procesado por el se-
gundo hecho. Así es como se debería obrar con respecto á los 
desertores, por ejemplo, que forman parte de un cuerpo 
de ejército regular, ó bien que pertenezcan á un cuerpo provis-
to de armas, organizado militarmente y encargado de un ser-
vicio público como los aduaneros. No deberían ser entregados 
puesto que la deserción es un delito puramente militar. 

En Italia se observa escrupulosamente esta regla; así el 
Consejo de Estado decidió que si el delito de deserción del 
cuerpo de aduaneros tenía conexion con un delito común, el 
acusado no debia ser entregado, sino bajo la condicion ex-
presa de que no sería procesado ni castigado por el hecho de 
deserción, y si ésta, aunque conexa con un delito común, ha-
bia sido motivada por una causa política, debia negarse la ex-
tradición á pesar de la promesa del Gobierno extranjero de 
juzgar al culpable sólo por el delito de derecho común (1). 

La extradición d e los marineros que desertan se rige por 
reglas especiales, que resultan de convenios particulares esti-
pulados entre los diversos Estados. E n efecto, las necesidades 
de la navegación han hecho prevalecer el principio de que los 

. (1) D i c t á m e n del C o n s e j o d e E s t a d o d e 11 d e O c t u b r e de 1861. 



marinero^ que deserten puedan ser arrestados y conducidos á 
bordo, sin que sea necesario observar las formalidades exigi-
das en os casos de extradición de malhechores comunes Bas 
ta con la demanda del cónsul ó vicecónsul de su nación, y en 
su defecto de comandante ó capitan del buque. Para saber 
exactamente hasta qué límites pueden los cónsules requerir v 
emplear la fuerza pública con objeto de trasladar á bordo los 
desertores es necesario remitirse á los tratados y á las cos-
tumbres (1). Los tratados determinan también la duración 
maxima del üempo durante el cual los cónsules y sus repre-
sentantes puedan reclamar la entrega de los desertores (2) 

eonfnn ,S° ^ ^ ^ a l G o b i e r u o extranjero los objetos de 
equipo las armas, los caballos y los otros objetos llevados por 
el desertor es puramente un acto de cortesía internacional 

c i S , 1 8 ? 6 M R R I 7 4 ! ) C A L V ° - PAELLERQY, Des Consulals (r e d i -

C e l f ? d 0 S , P O r 1 0 8 d ¡ v e r s o s E s t a d o s - c i t a d o s p o r CAL-
' ' 0 C 0 C l " " ° - G o n r e s P e c t 0 á « a l i a d e b e n c o n s u l t á r s e l o s c o n v e n i o s c o n s u l a r e s . 
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C A P I T U L O V I I 

Hechos que pueden dar lugar á la extradición. 

3 5 8 (380 de la edición francesa.) O b j e t o d e e s t e c a p i t u l o . — 3 5 4 (K87 de id.) La e x t r a d i -
c i ó n s e a d m i t i ó d e s d e l u e g o s ó l o p a r a l o s c r í m e n e s . — 3 5 5 (388 de id.) S e e x t e n d i ó 
en s e g u i d a á l o s d e l i t o s . — 3 5 6 (389 de id.) R e g l a s p r á c t i c a s . — 3 5 7 (390 de id.1 T r a t a -
d o f r a n c o - i t a l i a n o . — 3 5 8 i391 de id.) L o s d e l i t o s p o l í t i c o s e s t a b a n d e s d e l u é g o 
c o m p r e n d i d o s e n el n ú m e r o d e l o s q u e p u e d e n m o t i v a r l a e x t r a d i c i ó n . — 3 5 9 (392 
<le id.) E s t e u s o h a p e r s i s t i d o h a s t a n u e s t r a é p o c a . — 3 6 0 ( 3 9 3 de id.) O p i n i ó n d e 
H e f f t e r . — 3 6 1 (394 de id.) D e M o t i l . - 3 6 2 ( 3 9 5 de id.) De M a i l f e r . - 3 6 3 (398 de id) O p i -
n i ó n c o n t r a r i a d e G e y e r . — 3 6 4 (397 de id.) S e h m a l z —365 (39S de id ) N u e s t r a o p i -
n i o n . — 3 6 6 (399 de id.) O b l i g a c i o n e s d e l E s t a d o q u e c o n c e d e a s i l o á l o s r e f u g i a -
d o s po l í t i cos .—367 (400 de id . ) P r i n c i p i o s v i g e n t e s e n I t a l i a . — 3 6 8 (401 de id.) S i g -
n o s c a r a c t e r í s t i c o s del d e l i t o po l í t i co .—369 (402 de id.) D o c t r i n a d e H a u s . — 370 
(403 de id.) De F i l a n g i e r i —371 -404 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . — 3 7 2 (405 de id.) A t e n -
t a d o c o n t r a í a v i d a d e l s o b e r a n o . — 3 7 3 ( 4 0 6 de id.) O p i n i ó n d e L o r d S t a n l e y . — 3 7 4 
<407 de id.) T e n t a t i v a s h e c h a s p o r el G o b i e r n o f r a n c é s . —375 (408 de id.) O b s e r v a -
c i o n e s . — 3 7 6 ( 4 0 9 de i d . ) N u e s t r a o p i n i o n . — 3 7 7 ( 4 1 0 de td.) H e c h o s c o n e x o s c o n l o s 
d e l i t o s p o l í t i c o s . — 3 7 8 (411 de id.) P r i n c i p i o s c o n s i g n a d o s e n l o s t r a t a d o s firmados 
p o r I t a l i a .—379 (412 de id.) ¿ L a p i r a t e r í a p u e d e d a r l u g a r á l a e x t r a d i c i ó n ? — 3 8 5 
(413 de id.) P r i n c i p i o s a d m i t i d o s e n A m é r i c a e n l a c a u s a C o l l i u s y e n l a c a u s a 
F i r m a n . — 3 8 1 (414 de id.) O b s e r v a c i o n e s s o b r e e l t r a t a d o f r a n c o - i t a l i a n o . — 3 8 2 ( 4 1 0 
de id.) L o s m i s m o s p r i n c i p i o s 3 0 n a p l i c a b l e s á l a t e n t a t i v a d e d e l i t o y á l a c o m -
p l i c i d a d . 

353. (386 de la ed. franc.)—E\\ el presente capítulo nos 
proponemos examinar cuáles son los hechos que pueden mo-
tivar la extradición. En esta materia dos puntos sólo serán 
objeto de nuestras indagaciones: I o Si la extradición debe ser 
motivada únicamente por crímenes. 2o Si puede concederse 
por delitos políticos y militares. 

354. (387 de la ed. franc.)—En cuanto al primer punto, 
diremos que desde luégo se admitió en principio que la extra-
dición no podia ser motivada sino por crímenes solamente. Tal 
fué la doctrina de Yattel que decia que la justicia penal es ter-
ritorial, pero anadia: «Los envenenadores, los asesinos y los 



marinero^ que deserten puedan ser arrestados y conducidos á 
bordo, sin que sea necesario observar las formalidades exigi-
das en os casos de extradición de malhechores comunes Bas 
ta con la demanda del cónsul ó vicecónsul de su nación, y en 
su defecto de comandante ó capitan del buque. Para saber 
exactamente hasta qué límites pueden los cónsules requerir v 
emplear la fuerza pública con objeto de trasladar á bordo los 
desertores es necesario remitirse á los tratados y á las cos-
tumbres (1). Los tratados determinan también "la duración 
máxima del tiempo durante el cual los cónsules y sus repre-
sentantes puedan reclamar la entrega de los desertores (2) 

eonfnn ,S° ^ ^ ^ a l G o b i e r " ° extranjero los objetos de 
equipo las armas, los caballos y los otros objetos llevados por 
el desertor es puramente un acto de cortesía internacional 

c i S , 18?6 m r R I74! ) C A L V ° - F ACLLEROY, Des Cousulats (r ed i -

C C " : b ? d 0 S , P O r 1 0 8 d i v e r s o s E s t a d o s , f u e r o n c i tados p o r CAL-
' ' 0 C 0 C l " " ° - G o n r e s P e c t 0 á « a l i a deben c o n s u l t á r s e l o s conven ios c o n s u l a r e s . 
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C A P I T U L O V I I 

Hechos que pueden dar lugar á la extradición. 

358 (386 de la edición francesa.) Obje to de e s t e capitulo.—354 (K87 de id.) La e x t r a d i -
c ión se admi t ió desde l u e g o sólo p a r a los crímenes.—355 (388 de id.) Se ex tendió 
en s e g u i d a á los delitos.—356 (389 de id.) Reg las prácticas.—357 (390 de id.1 T r a t a -
d o f r anco- i t a l i ano .—358 i391 de id.) L o s de l i tos pol í t icos e s t a b a n desde l u é g o 
c o m p r e n d i d o s e n el n ú m e r o de los q u e p u e d e n mo t iva r la extradición.—359 (392 
de id.) E s t e u so h a p e r s i s t i d o h a s t a n u e s t r a época.—360(393 de id.) Opinión d e 
Heffter.—361 (394 de id.) De Mohl —362(395 de id.) De M a i l f e r . - 3 6 3 (398 de id) Opi-
nión c o n t r a r i a de Geyer.—364 (M97 de id.) S e h m a l z —365 (39S de id ) N u e s t r a opi-
nion.—366 (399 de id.) Ob l igac iones de l E s t a d o q u e concede asi lo á los r e f u g i a -
d o s políticos.—367 (400 de id.) P r inc ip ios v i g e n t e s en I ta l ia .—368 (401 de id.) S i g -
n o s c a r a c t e r í s t i c o s del del i to político.—369 (402 de id.) D o c t r i n a de Haus .— 370 
(403 de id.) De F i l a n g i e r i —371 -404 de id.) N u e s t r a opinion.—372 (405 de id.) A t e n -
t a d o c o n t r a í a v i d a d e l soberano.—373(406 de id.) Opin ion de L o r d Stanley.—374 
<407 de id.) T e n t a t i v a s h e c h a s por el Gobierno f r a n c é s . —375 (408 de id.) Obse rva -
ciones.—376(409 de i d . )Nues t r a opinion.—377(410 de Id.) Hechos conexos con l o s 
d e l i t o s polít icos.—378 (411 de id.) P r inc ip ios c o n s i g n a d o s en l o s t r a t a d o s firmados 
p o r Italia.—379 (412 de id.) ¿La p i r a t e r í a p u e d e d a r l u g a r á la extradic ión?—385 
(413 de id.) P r inc ip ios a d m i t i d o s e n A m é r i c a en la c a u s a Col l ius y en l a c a u s a 
Fi rman.—381 (414 de id.) Obse rvac iones s o b r e el t r a t a d o f ranco- i ta l iano.—382(410 
de id.) L o s m i s m o s pr inc ip ios 30n apl icables á la t e n t a t i v a de de l i to y á la c o m -
pl ic idad . 

353. (386 de la ed. franc.)—En el presente capítulo nos 
proponemos examinar cuáles son los hechos que pueden mo-
tivar la extradición. En esta materia dos puntos sólo serán 
objeto de nuestras indagaciones: I o Si la extradición debe ser 
motivada únicamente por crímenes. 2o Si puede concederse 
por delitos políticos y militares. 

354. (387 de la ed. franc.)—En cuanto al primer punto, 
diremos que desde luégo se admitió en principio que la extra-
dición no podia ser motivada sino por crímenes solamente. Tal 
fué la doctrina de Yattel que decia que la justicia penal es ter-
ritorial, pero anadia: «Los envenenadores, los asesinos y los 



incendiarios de profesion, pueden ser exterminados en cual 
quiera parte donde sean detenidos, porque atacan y ultrajan á 

todas las naciones destruyendo por la base los fundamentos de 
su segundad común (1).» En virtud de la adopcion d este 
principio, la lista de los delitos que puedan motivar la extra 
dicmn, se restringió desde luégo. 

355 (388 de la ed.franc.) Con el tiempo se tomó en ma~ 

i n T 7 ' a C , 0 1 Y , n t e r é S C i U e t i e n e n l 0 S E s t a d o * en casti-
mor Z T 7 S T a V e S ' S ¡ b Í G n Q 0 t a Q P o l u t a m e n t e in-
Zl 7 CríTeS' 7 k e X t r a d Í C Í ° n S e e s t i P ^ l o s 

r f e f o n d o ? r r ° S " f t 0 S ' ^ — d e s a t e n t a d o s con-
a el pudor, la ocultación de menores, los golpes ó heridas en 

as personas de los funcionarios públicos en ejercicio de sus 
funciones, las amenazas de atentado contra las personas y las 
propiedades, con exigencia de entregar una suma de dinero ó 
de ejecutar cualquier otro acto, los testigos falsos, el sobor-
ne» d e t e s t a o s , de peritos, de intérpretes, el robo simple, el 
f raude, el abuso de confianza, la banca-rota simple, la des-
trucción de caminos de hierro y de telégrafos, etc. , etc. 

"f (389 de 1(1 ed• f ranc.J-Para alejar toda dificultad en 
este asunto, debe atenderse en la práctica, únicamente á los 
tratados existentes. En cuanto á los principios, haremos notar 
que á medida que las vías de comunicación se perfeccionan y 
multiplican y que las relaciones con el extranjero son más fá-
ciles se ve hacerse más precisa la necesidad de aumentar los 
casos de extradición, sobre todo entre los países vecinos v no 
separados por el mar, á fin de que los malhechores no puedan 
sustraerse á la represión legal. 

Hay delitos poco graves para los cuales sería la extradi-
ción una medida demasiado rigorosa (2), porque no habría 
n inguna razón para hacer prender en el extranjero á Un indi-
viduo que ya está suficientemente castigado con el alejamien-
to voluntario de la patria. Pero hay otros que en razón del 

t¡oLD¡ÍTgens'1 "§ 233, y la nota de ,,radier'Fodéré' Calvo: Droit ¡nterna-

(2) De nonnullis eliamhuyusgeneris deiinquenlium dici polesl; illas piuría incommoda valí 

Z V ï a m m m a - K b l" : ° e " e m ° M P- ^ éase tambiénTegrave-

elemento moral, del elemento material y de la responsabil idad 
del agente, no podrían quedar impunes sin manifiesta inconse-
cuencia. Así, pues, sería oportuno establecer en principio q u e 
es una obligación para los Estados concederse entre sí la ex-
tradición por delitos de cierta gravedad tomando como medida 
de ésta la penalidad, y admitir, por ejemplo, que se deba con-
ceder recíprocamente la extradición délos individuos acusados 
de un hecho que pueda entrañar de dos á cinco años de prisión. 

357. (390 de la ed. franc.J—Estos principios han sido con-
signados en el tratado franco-italiano. En este convenio, des-
pués de la enumeración de ciertos crímenes y delitos, se lee 
lo siguiente (art. 2o): 

«En materia correccional ó de delitos, la extradición podrá 
tener lugar en los casos que siguen: 

»1° Para los sentenciados contradictoriamente ó en rebel -
día cuando la sentencia sea por lo ménos de dos meses de 
prisión. 

»2" Para los prevenidos ó acusados cuando el máximum 
de la pena aplicable al hecho imputado sea, según la ley del 
país reclamante, á lo ménos de dos años ú otra equivalente.» 

En todos los casos, crímenes ó delitos, no podrá tener lu-
gar la extradición, sino cuando el hecho semejante sea puni-
ble, según la legislación del país á que se dirige la demanda. 

358. (391 de la ed.franc.)— En cuanto á los delitos políti-
cos, debemos decir que su exclusión del número de los delitos 
que pueden motivar la extradición, es una de las conquistas 
del derecho moderno. Desde luégo los tratados de extradición 
se celebraron con el fin d<j resguardar los intereses de los prín-
cipes y de castigar á los culpables de felonía y de alta trai-
ción. Podemos citar el tratado celebrado entre Enrique II. Rey 
de Inglaterra y Guillermo, Rey de Escocia en 1174, según el 
cual los individuos acusados del delito de felonía, que se refu-
giasen de Inglaterra en Escocia, debian ser arrestados y juz-
gados por los Tribunales escoceses ó entregados al Gobierno 
inglés. El Rey de Francia, Carlos V y el Conde de Saboya, ce-
lebraron un tratado con los mismos fines el 14 de Marzo de 1376 
y Enrique II, Rey de Inglaterra,-celebró otro parecido con los 
flamencos en 1497. 



Seria m u y ì a r g o mencionar todos los convenios de este o-é 
nero. Nos limitaremos á decir que el 14 de Setiembre de 1413 
el rey de I rancia Carlos VI pidió al r e y de Ingla terra la en-
t rega de los autores de los disturbios de París (1): que el 23 rio 
Febrero de 1661, Dinamarca consintió en e n t r e g ó ^ 
da de rey de Inglaterra , Cárlos II, los asesinos de Cárlos I v 

que el 14 de Setiembre de 1662 los Estados generales de Ho-
landa accedieron á una demanda idéntica de Cárlos II (2) En 

798 la Ing la te r ra misma pidió la en t rega de Napper Tan-
dy (3), que fue efectivamente entregado á las autoridades bri-
tánicas. 

3o9. (392 de la ed. franc.)-En los siglos x v m v xix los 
tratados de extradición han tenido por objeto, como debía ser 
a represión de los delitos de derecho común. Sin e m b a r - o ' 
os delitos políticos no se excluyeron del todo, así es que en el 

tratado de 10 de Diciembre de 1809, llamado tratado de paz de 
r cenkaspmg, Dinamarca y Suecia convinieron en ent regarse 
mùtuamente los culpables de los crímenes de lesa majestad v 
de alta traición (41 Este tratado se extendió enseguida á No-
ruega por el convenio de 7 de Marzo de 1823 (5) 

E n tiempos más cercanos de "nosotros aún , el 4 de Enero 
üe 18J4, Prus.a, Rusia y Austria, se obligaron á entregarse 
reciprocamente los culpables de delitos políticos (6). E n 1838 
el gobierno de Luis Felipe pidió á Suiza la expulsión de Lufc 
Bop apar te (1). E n 1849, después de la derrota de las insurrec-

tofcV v í ^ l o í ^ Urbe" n0SlTamParisk,mm sub MifidemUlere custodia punie,«los. líam-

(2) E l c o r o n e l B a r k s t e a d , el c o r o n e l Okey y Miles C o r b e s t , f u e r o n p r e s o s en H o -
a n d a y e n t r e g a d o s a l G o b i e r n o i n g l é s que los h izo c o n d e n a r y e j e c u t a r con l o s 
o t r o s m i e m b r o s de l P a r l a m e n t o q u e h a b í a n vo t ado l a m u e r t e de l R e y . ( v é a s e I u -
d l o w s : Mémoire, v, 3, p . 99. v 

(3) N a p p e r T a n d y f u é a c u s a d o d e h a b e r exc i t ado c o n s u s g r i t o s sed ic iosos , á l a 
p o b l a c i ó n d e C o n l a d o d e L o u t h á s u b l e v a r s e . . . F u é p r e s o en H a m b u r g o p o r o r -
d e n del S e n a d o y e n t r e g a d o & I n g l a t e r r a qne lo h a b i a r e c l a m a d o , en N o v i e m b r e 
d e 1,98 j u z g a d o po r el c r i m e n d e a l t a t ra ic ión d e q u e se l e a c u s a b a , f u é a b s u e l t o 
po r el J u r a d o . ( V é a s e M a r t e n s , c a u s e s célebres , t . v ) 

(4) M a r t e n s : Nouv. recueil, 1.1, p . 223. 
(5i M a r t e n s , Nouv. recueil, t . v u , p . 114. 
Í6) M a r t e n s , - N o u v . recueil, t , xx iu , p . 44 . 

(7) M a r t e n s , Nouv. recueil, t . xv, p . 638 /Lu i s B o n a p a r t e a b a n d o n ó v o l u n t a r i a m e n -
t e l a S u i z a . 

ciones h ú n g a r a y polaca, los jefes de estos movimientos se re-
fugiaron en Turquía , y Rusia y Austria pidieron su extradi-
ción: habiéndose negado á ella el gobierno otomano, Austria 
y Rusia declararon que romperían las relaciones con él (1). Es-
ta demanda se retiró, y se restablecieron las relaciones diplo-
máticas, con la condicion de que los refugiados serian inter-
nados de las costas del Asia Menor (2). 

360. (393 de U ed. franc.)—Ciertos autores no creen que 
existan razones jurídicas suficientes para exceptuar una clase 
especial de delitos: «Una vez admitido el principio de la extra-
dición, ¿hay lugar á establecer una distinción emanada de la 
na tura leza 'd i s t in ta de los crímenes? Regularmente no, dice 
Heff ter (3). Sin embargo, se ha admitido una excepción en fa-
vor de los crímenes políticos.» 

361. (394 de la ed. franc.)—También el profesor Mohl nie-
g a que la excepción en favor de los refugiados políticos sea en 
realidad una regla de derecho internacional (4). 

362. (395 de la ed. franc.)—El más esplícito y más recien-
te entre estos autores, que sepamos, es Mailfer. «Si vamos 
has t a allá, dice, consideramos, en derecho democrático, á los 
pueblos como tan solidarios los unos de los otros contra los 
atentados á la vida h u m a n a y á la propiedad part icular , como 
contra los atentados á la soberanía popular, porque considera-
mos la vida humana , la propiedad particular y la soberanía 
popular , como derechos igualmente emanados de la ley natu-
ral . . . La extradición debe admitirse en derecho democrático, y 

( l i E s t a s d e m a n d a s e s t a b a n f u n d a d a s r e a l m e n t e en t r a t a d o s a n t i g u o s . R u s i a 
i n v o c a b a el a r t . 2° d e l T r a t a d o d e K a i n a r d j i c e l e b r a d o en 1 / ,4. S e g ú n e s t e c o n v e -
n i o los s u b d i t o s d e los d o s E s t a d o s a c u s a d o s d e a l t a t r a i c i ó n , q u e se r e f u g i a s e n 
e n u n o de l o s d o s t e r r i t o r i o s d e b e r í a n - s e r e n t r e g a d o s ó e x p u l s a d o s i n m e d i a i a m e n -
t e . A u s t r i a i n v o c á b a l o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s con Tut -quia en 1718 en P a s s a u y e n 
1789 en B e l g r a d o , e n v i r t u d d e l o s c u a l e s c a d a u n a d e l a s p a r t e s c o n t r a t a n t e s e s -
t a b a o b l i g a d a á n o p r e s t a r aux i l io á l o s r e b e l d e s . 

(2) V é a n s e l o s d o c u m e n t o s d e E s t a d o p r e s e n t a d o s a l P a r l a m e n t o i n g l é s . Corres-
pondence respecling Refugees franc Hungaujwichin the Turkish. Dominions presedded lo 
Parliement 1871. E n c u a n t o á lo q u e s e r e f i e r e á Mar t in K o s z t a u n o d e los i n d i v i -
d u o s c o m p r o m e t i d o s en l a r e v o l u c i ó n h ú n g a r a d e 1849. V é a s e á W o l s e y , Internatio-
nal Law, § 8 1 , y á M a r t e n s , Causas célebres, v o l . v , p . 583 . 

¡3) Droit international, § 63, p . 130. 

¡4) Revisión der volkerrechllichen Lehre vom Asile en l a r e v i s t a t i t u l a d a : Zeitschnft 

für gessamene staatsuiissenschalt, p- 487. 



si no lo está aún, es porque el derecho democrático uo se halla 
aun generalmente admitido, es porque los crímenes p o l e o s 

Z Z ^ T 1 h V e C h a Z a d ° « ^ i m e m e n t e la extradición po 
lo Estados de Europa, no son crímenes cometidos contra la 
soberanía popular, cuyo derecho es universal, sino contra la 
soberanía monárquica que es puramente local (1) 

363. (396 déla ed.franc.^La doctrina admitida por gran 
mayoría de los autores, nos parece más fundada (2). «El dere-
cho de asilo, en caso de tratarse de delitos políticos, dice Ge-
yer , es sagrado porque si se quisiese cast igar <5 entregar al 
autor de un delito de ese género, seria necesario d e c i d i e n t e 
a cuestión preliminar desi el gobierno extranjero y la consti-

: : í d 0 S ' S 0 U ^ ' t - o s . Ahora bien, es I sa una cuestión 
que no sabría juzgar un tr ibunal , porque faltarían elementos 
necesarios para su determinación, y muy difícil seria evitar 
que surgiesen complicaciones internacionales (3) 

364 (397 de la ed. franc.)-Muy á propósito hace obser-
var behmaíz qne, «si un celo mal entendido por la observancia 
rigorosa de los principios de justicia, estableciese la absoluta 
obligación de entregar al que hubiese comprometido la segu-
ndad publica, no seria difícil al despotismo aprovecharse de 
ese medio para arrancar de su asilo á hombres injustamente 
procesados y privar así á la inocencia oprimida de su último 
recurso; la fuga (4). 

365. (398 ií? la ed.franc.)—Nosotros admitimos con los au-
ores que acabamos de citar, que no se debería conceder la ex-

tradición, en ningún caso, por delitos políticos. E n efecto: es-
tos delitos no indican en sus autores un espíritu perverso por 

S> Khiíf D n ^ r ' Í a m Z T a P ° : t S a V e C k d r 0 i t Gnatica!, p . 259-260. 
L a u r e n c e s ' W h e a t ó n ^ ' p ' ^ ^ í ^ * " " ° ^ 
inlernat., S 411 - B o n a f ^ \ ' C ° " l " C l 0 f L a m > § ^ . - C a l v o , Droit 
Lewis ònrn,¡i, , , estradit., n . 19 .—Wolsey , International law, S 7 9 . -

n a t i o n ' a ^ L T 7 7 - T Z ^ * ^ . - P h i . l i m o r e ? ( n t r -
F i e H n ' & - m ~ D I U n t S C h l 1 ' Adroit international codifié, § 3 9 0 . - 1 u d l e y -
F i e l d , Drofi. outlines of and Internal,onal Code, S 215 y 

(3) I l o l t z e n d o r f f , Encyc., 1870, p . 540 

r l i e T í ^ í Z ' a r t í V f , " - C ° m P a r " C h a u ™ u ? ^ u s t i n - H é . i e , 
t . . . , p . 231 - f f t t 8 ! r p p v ; O r t o l a n y L e d e a u - T > « i i ¿ . m u c . ' I « ' t t e r m a i e r . Procedurecriminetle, § 56. 

el contrario, resultan siempre del espíritu de partido y de los 
sentimientos políticos. La inmoralidad 110 está tan claramente 
establecida como la de los delitos comunes; lejos de eso, está 
oscurecida por las vicisitudes de las cosas humanas, y varía 
según las épocas y los sucesos (1). 

Así, como ha hecho notar lord Palmerston, si hay algu-
na regla entre todas, respetada en los tiempos modernos por 
todos los Estados independientes, grandes y pequeños, es la 
de no entregar los refugiados políticos (2). «Las leyes de hos-
pitalidad, ha dicho ese gran hombre de Estado, los principios 
de humanidad, los sentimientos universales de piedad prohi-
ben la extradición por esos motivos, y un Gobierno que volun-
tariamente la otorgase sería umversalmente estigmatizado, 
degradado y deshonrado (3j.» 

366. (399 de la ed. franc.)—No es este lugar á propósito 
para decir cómo el Estado que concede un asilo á los refugia-
dos políticos debe procurar que su territorio no se convierta 
en un centro de conspiración. A ese Estado le corresponde, 
según las circunstancias; decidir si los refugiados deben ser 
internados, y determinar los actos que deben prohibírseles. 
Si los protege hasta el extremo de ofrecerles un lugar donde 
puedan conspirar, será responsable de este hecho para con el 
otro Estado; y añadiremos que debería castigarse al que aten-
tase contra la seguridad de un Estado amigo (4). 

(1) C o m p a r . Gu izo t , De la peine de mort en matiére politique, 1821. I .a c i r c u l a r d e 5 
d e Abri l d e 1811 (§ 2°, a p a r t a d » 4°), del M i n i s t r o d e J u s t i c i a d e F r a n c i a , e s t á conce -
b i d a en e s t o s t é r m i n o s : «Los c r í m e n e s po l í t i cos se c o m e t e n en c i r c u n s t a n c i a s t a n 
d i f í c i l e s d e a p r e c i a r , n a c e n d e p a s i o n e s t a n a r d i e n t e s q u e son m u c h a s v e c e s su d i s -
c u l p a , q u e F r a n c i a m a n t i e n e gl p r i n c i p i o d e q u e l a e x t r a d i c i ó n n o d e b e t e n e r 1 u s a r 
p o r h e c h o s po l í t i cos . b 

(2) E n t r e los E s t a d o s d e la C o n f e d e r a c i ó n a m e r i c a n a , la e n t r e g a r e c i p r o c a d e 
los a u t o r e s d e d e l i t o s po l í t i cos , n o e s t á a d m i t i d a s ino e n el ún i co c a s o d e a l t a t r a i -
c ion (Consht. de los Estados-Unidos, a r t . 4», § 2«), E n j a C o n f e d e r a c i ó n s u i z a , p o r el 

- c o n t r a r i o , la e x t r a d i c i ó n p o r d e l i t o s po l í t i cos ó d e l a p r e n s a , n o p u e d e t e n e r l u ^ a r 
n u n c a e n t r e l o s c a n t o n e s . Asi r e s u l t a d e l a r t . 55 d e l a C o n s t i t u c i ó n y del a r t . 3 " d e 
l a l e y f e d e r a l d e e x t r a d i c i ó n . 

<3) " T h e l a w s of h o s p i t a l i t y , t h e d i c t a t e s of h u m a n í t y , t h e g e n e r a l f e e -
l i n g s of m a n k i n f a r b i d s u c h s u r r e n d e r s , a n d a n y i n d e p e n d e n t G o v e r n m e n t wich 
o f i t s own f ree-wi l were t o m a k e s n c h a s u r r e n d e r , v o u l t , b e d e s e r v e d l y a n d u n i v e r -
sa l í y s t i g m a t i s e d a n d d e g r a d e d , a n d d i s h o n o u r e d . » (Correspondenee respecting Re fu-
gees from Utngary wilhin the Turseish Dominions presented to Parliamenl 1851 p 33) 

(4) U n a l a r g a d i s c u s i ó n t u v o l u g a r c o n e s t e m o t i v o e n el s e n o de'l P a r l a m e n t o 
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367. (400 de la ed. franc.)—En todos los tratados celebra-
dos por Italia con otros Estados se halla formulada la excep-
ción relativa á los delitos políticos y á cualquiera otro hecho 
que con éllos tenga conexion, y añadiremos que esta regla se 
observa entre nosotros con extremado celo (1). 

368. (401 de la ed. franc.)—iPero cuáles son los caractères 
distintivos de los delitos políticos? ¿Cuáles son los hechos que 
deben considerarse como conexos con estos delitos? Cuestión 
es esta que no está exenta de dificultades. Hacer que todo de-
penda del agente nos conduciría á no considerar más que su 
intención y á procurarle la ventaja de hacer valer, en la ma-
yoría de los casos, razones políticas como excusa. 

369. (402 de la ed. franc.)—Haus, definió así los delitos 
políticos: «Por delitos políticos se entienden los crímenes y los 
delitos que se dirigen exclusivamente contra el órden político y 
que tienden á derribarlo, á cambiarlo ó á turbarlo. El órden 
político comprende en el exterior la independencia de la na-
ción y la integridad del territorio ; y en el interior, la forma 
de Gobierno establecida por la Coifstitucion y la autoridad 
constitucional de los poderes políticos, es decir, de las Cáma-
ras y del Rey, y en consecuencia también la fuerza obligato-
ria de las leyes, la inviolabilidad de la persona del Rey y los 
derechos constitucionales de su dinastía. Los crímenes y de-
litos comunes que se han cometido con un fin político consti-
tuyen infracciones mixtas ó hechos conexos con delitos polí-
ticos (2). 

370. (403 de la ed. franc.)— Filangi'eri ha dicho más clara 
y sencillamente que delitos políticos son todos los atenta-

ing lés , á p ropós i to de c i e r tos r e f u g i a d o s pol í t icos l o m b a r d o s r e s i d e n t e s en L o n -
d r é s , y q u e con m o t i v o de su conduc ta , el Gobie rno a u s t r í a c o h a b i a hecho c i e r t a s -
r e c l a m a c i o n e s . V é a s e e l d i scurso de Lord L y n d h u r t , e n la C á m a r a de los P a r e s . (Ti -
mes 5 d e Marzo de-1853). Véase t a m b i é n la d i scus ión en la C á m a r a d é l o s Lores , 
en 1838, á p r o p ó s i t o d e u n o s ind iv iduos q u e c o n s p i r a r o n c o n t r a la v i d a de Napo-
león III. H a u s a r d ' s , Parlamentara Debates, 1858. 

(1) E n el t r a t a d o q u e I t a lia ce lebró con C h i n a el 26 de Octubre de 1866, la excep-
ción r e spec to de los de l i tos pol í t icos , c o m o e n el t r a t a d o d e T e i n t r i n , ce leb rado en-
t r e I n g l a t e r r a y C h i n a , t a m p o c o se h a l l a f o r m u l a d a . P e r o b ien e n t e n d i d o que , s in 
e m b a r g o de eso , n u e s t r o G o b i e r n o n o accede rá j a m á s á la ex t rad ic ión por de l i tos 
pol í t icos , y e n e s to s e g u i r á el e jemplo dado y a p o r I n g l a t e r r a . 

(2) Conrs de Droit c tminel, % 113. 

dos dirigidos contra la Constitución del Gobierno y contra la 
soberanía (1). 

371. (404 de la ed. franc.)—En nuestra opínion, siguiendo 
la vía trazada por estos autores, diremos que los delitos políti-
cos son los que turban el órden establecido por las leyes fun-
damentales del Estado, de la distribución de poderes, los lí-
mites de la autoridad de cada ciudadano, el órden s o c i l y los 
derechos y deberes que de él derivan. Un acto cualquiera de 
esta naturaleza implica un atentado directo contra la existen-
t e n c a del listado, y en consecuencia contra su existencia po-
lítica (2). 1 

372. (405 de la ed. franc.)-Es preciso estudiar con cuida-
do esta materia á fin de no calificar de delitos políticos ciertos 
atentados que no tendrían de éllos más que el nombre Los 
atentados contra el soberano y las personas revestidas de dio-
nidades políticas pueden ser delitos políticos si se d i r i -en con-
tra el ente moral que ejerce el poder supremo, ó en o°tros tér-
minos, si son atentados dirigidos contra la Soberanía. Pero si 
el delito se dirige contra el hombre, y si del resultado que es-
peraba así como de las circunstancias de lugar y tiempo re-
sulta que no se pretendía derribar la Soberanía ni apoderarse 
del poder, no debe entonces darse al atentado el calificativo 
de delito político (3). 

373. (406 de la ed. franc.J-Kz llegado el caso de trasla-
dar aquí las palabras de lord Stanley, después conde de Derby 
en la Camara de los comunes el 3 de Agosto de 1866. «Me pa-
rece que si por una parte deseamos que el derecho que tienen 
los individuos culpables de delitos políticos de no ser arresta-
dos permanece inviolable, por otra parte es monstruoso que 
el individuo que, por ejemplo, ha cometido un asesinato en 
las calles de París, y que en seguida se refugia en Inglaterra 
pueda ser castigado, miéntras que si la persona asesinada se 

(1) Sc ienza del la l eg i s l az ione , l ib . ni, p a r t e 2', cap . XLIII. 

(2) C o m p a r . Or to lan , Eléments du Droit pénal, n° . 699. 
(31 La t e n t a t i v a de a s e s i n a t o en l a p e r s o n a ' d e l g e n e r a l Crennev i l l e comet ida 

m o t l l T , ? T . * 6 186 i ) ' D0 " Ca,ÍfiCÓ de delit° - S - o l o 

móv i l s e n t i m i e n t o s de odio q u e n a c i e r o n en el cu r so de la revolución d e Î X 
a u t o r f u é e n t r e g a d o p o r el Gob ie rno f r a n c é s . ' 



halla revestida de un carácter político, el crimen se convier-
ta en político, y las leyes inglesas declaren que el autor no 
puede ser juzgado. Tal proposicion no me parece sostenible. 
Existe una facultad discrecional, lo sé, concedida al Secretario 
de Estado para aplicar la ley y todo lo que puedo decir en este 
asunto, es que si un honorable gentleman puede secundarme y 
establecer una distinción entre un delito puramente político y 
un delito contra la moral, tomaré en consideración la proposi-
cion para formular una cláusula adaptada al caso (1).» 

374. (407 de la ed. franc.)—Siempre ha sido difícil definir 
el delito político, y sobre todo, fijar reglas ciertas para llegar 
á decidir si un delito es ó no político (2). 

Después del atentado contra la vida de Napoleon III, el 
Gobierno imperial propuso no admitir en el número de los de-
litos políticos el atentado contra la vida de un Soberano ex-
tranjero, ó contra los miembros de su familia, cuando el aten-
tado constituya el hecho de homicidio, asesinato ó envenena-
miento. Esta restricción se consignó en los convenios celebra-
dos por Francia con Bélgica el 22 de Setiembre de 1856, y 
sucesivamente con todos los Estados, excepto Suiza é Italia (3). 

375. (408 de la ed. franc.)—La doctrina sostenida por el 
Gobierno imperial, queriendo en ciertos casos asimilar el aten-
tado contra la vida del Soberano á un atentado contra su per-
sona, y como tal susceptible de extradición como cualquier 
otro delito común, fué combatida por los mismos jurisconsul-
tos franceses. Demostraron, en efecto, apoyándose en la ley 

(1) V é a n s e l o s d i s c u r s o s de L o r d S t a n l e y e n l a C á m a r a d e l o s C o m u n e s de l 3 d e 
A g o s t o d e 1866. V é a s e l a M e m o r i a d e l a C o m i s i o n n o m b r a d a po r e l G o b i e r n o i n -
g l é s p a r a p r o p o n e r r e f o r m a s á l a l ey s o b r e l a e x t r a d i c i ó n . La d i s c u s i ó n e n t r e l o s 
m i e m b r o s de d i c b a Comis ion se h a l l a r e s e ñ a d a p o r Ar l ia e n el Eco dei (ribunali, 
1871. 

(2) S t u a r t Mili, d e c i a q u e el de l i to po l í t i co d e b e r í a d e f i n i r s e a s i : Any ofíense con-
mitedir Ihe course of or furthering of civil war, insurrection á polilical coommotions. 
( V é a s e s u d i s c u r s o en l a C á m a r a d e l o s C o m u n e s el 13 d e A g o s t o d e 1886. 

(3) E l G o b i e r n o i t a l i a n o no p u d o a d m i t i r c o m o r e g l a a b s o l u t a , q u e el a t e n t a d o 
c o n t r a l a v i d a del J e f e del E s t a d o y c o n t r a l o s m i e m b r o s d e s u f a m i l i a , n o c o n s t i -
t u y e s e u n de l i to po l i t i co , p o r el C ó d i g o i t a l i a n o , c o m p r e n d e el a t e n t a d o c o n t r a í a 
v i d a del S o b e r a n o en el n ú m e r o d e l o s d e l i t o s c o n t r a l a s e g u r i d a d del E s t a d o , y 
d e s d e l u e g o en el d é l o s d e l i t o s po l í t i cos ; e s e v i d e n t e , p u e s , q u e n o p o d í a a d m i t i r 
e n s u t e s t a m e n t o u n a cal i f icación c o n t r a r i a á l a l e y . 
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francesa, que los atentados y las conspiraciones contra el Rey 
y la familia real constituían delitos políticos (1). 

Según que se coloque este delito en una ú otra de las dos 
clases, se decidirá si debe ó no admitirse en el número de los 
que pueden motivar la extradición. 

376. (409 de la ed. franc.)—Por nuestra parte creemos, que 
haciéndolo depender todo del simple hecho de la autoridad 
política de que se halla revestida la víctima, se llegaría á fa-
vorecer la impunidad del individuo que ha violado los derechos 
de la persona. Ciertamente, si un pretendiente al trono quitase 
la vida al Soberano, no habría ninguna dificultad sobre la 
naturaleza política de semejante hecho; pero si un particular 
se hiciese culpable del asesinato del Soberano, y lo hiciese sin 
existir guerra civil, ni en tiempo en que las personas que se 
proponen cambiar el orden de cosas existente, hubiesen orga-
nizado una conspiración secreta, ni en ninguna otra circuns-
tancia análoga, dudamos de que el asesinato cometido deba 
ser considerado como delito político. 

En las instrucciones dirigidas al ejército de los Estados-
Unidos de América, se prohibe el asesinato áun en tiempo de 
guerra: «Las naciones civilizadas, se dice en el núra. 48 de 
aquellos, ven con horror las recompensas ofrecidas con el ob-
jeto de obligar al asesinato del enemigo, y las condenan como 
un retroceso á la barbárie.» Si el asesinato está prohibido en 
tiempo de guerra y castigado áun cuando se cometa con el-fin 
de asegurar la victoria, ¿debe perdonarse al individuo que ha 
asesinado á un Rey, á un Presidente ó á un Ministro, por la 
sola razón de que se hallaban revestidos con una dignidad 
política? 

No nos proponemos fijar un criterio para distinguir el ase-
sinato inspirado por motivos ordinarios del que lo es por mo-
tivos políticos. Esa distinción legalmente no existe, y que-

(1) E l G o b i e r n o da N a p o l e o n 111 q u e r í a q u e se a d m i t i e s e q u e el a t e n t a d o c o n t r a 
l a vida del S o b e r a n o e s u n de l i to c o n t r a l a s p e r s o n a s , y p o r c o n s i g u i e n t e , u n cr i -
m e n d e d e r e c h o c o m ú n , p a r a exc lu i r d e l o s b e n e f i c i o s d e l a a m n i s t í a á l o s q u e h u -
b i e s e n p a r t i c i p a d o del t a l a t e n t a d o . P o r e s t o f u é , q u e 62 A b o g a d o s d e l Co leg io 
f r a n c é s e s c r i b i e r o n u n a c o n s u l t a e x t e n s a m e n t e m o t i v a d a , p a r a d e m o s t r a r q u e . se-
g ú n l a s l e y e s v i g e n t e s e n t o n c e s en F r a n c i a , l a c o n s p i r a c i ó n c o n el o b j e t o d e a t e n -
t a r c o n t r a l a v ida d e l S o b e r a n o , e r a u n de l i to po l i t i co . 



riéndola establecer, se embrollaría la cuestión en vez de acla-
rarse. 

Tenemos por cierto que nadie puede asegurar que en todos 
los casos el atentado contra la vida del Soberano deba conside-
rarse como delito político. Nos parece, en efecto, que este cri-
men puede, en ciertos casos, encerrar en sí todos los elemen-
tos que constituyen un delito contra la persona. Pero creemos 
que 'sería contrario á los principios jurídicos declarar en un 
tratado que dicho atentado no debe ser considerado como de-
lito político. Toca á los Jueces decidir si uu delito por su na-
turaleza es ó no político. Los Magistrados, después de ha-
ber apreciado las circunstancias, el hecho, el móvil del delito 
y todos los demás elementos constitutivos, pueden decidir si 
realmente hay lugar á entregar el acusado 6 á negar la de-
manda de extradición á causa del carácter político del hecho 
imputado. 

El asesinato de Lincoln ha podido calificarse de delito po-
lítico. Sin embargo, creemos que teniendo en cuenta las cir-
cunstancias del hecho, como cree también Wharton, los Go-
biernos de los países civilizados no hubieran debido rehusar la 
entrega de los autores de este atentado (1). 

Creemos, pues, basándonos en las razones que dejamos ex-
puestas, que en el supuesto de 'que en teoría la idea jurídica 
del delito político no se hallase determinada con precisión, se-
ríá peligroso que el poder legislativo tratase de determinar ó de 
restringir esta excepción. Deberá, desde luégo, concretarse á 
formular en términos generales la regla de que la extradición 
no debe concederse por delitos políticos, dejando á los Magis-
trados el cuidado de decidir en cada caso particular, teniendo 
en cuenta las circunstancias, si el delito debe ó no conside-
rarse como político. 

377. (410 de la ed. franc.)—Diremos ahora cuatro palabras 
sobre los hechos relativos ó conexos con los delitos políticos. 

(1) J u a n S u r a t , u n o de l o s a s e s i n o s del P r e s i d e n t e L i n c o l n , s e r e f u g i ó en P .oma, 
d e s p u é s en l a s p r o v i n c i a s del r e i n o d e I t a l i a y en s e g u i d a e n A l e j a n d r í a d e E g i p t o , 
d o n d e f u é d e t e n i d o . E l G o b i e r n o d e los E s t a d o s - U n i d o s h a b i a p e d i d o s u e x t r a d i -
c ión a l G o b i e r n o I t a l i a n o , p e r o l a d e m a n d a n o p u d o s e r a t e n d i d a á c a u s a d e s u 
f u g a . N o h u b o d i s c u s i ó n a l g u n a r e s p e c t o á la n a t u r a l e z a del d e l i t o . 

La corte de casación belga, en su decreto de 12 de Marzo de 
1855, dijo que debian considerarse como hechos conexos con 
un delito político aquellos cuya apreciación, bajo el punto de 
vista de la criminalidad, puede depender del carácter pura-
mente político del hecho principal á que se refieren. Dejando 
á los criminalistas el cuidado de determinar el caso de cone-
xión, nos limitaremos á decir que en los tratados se excluye 
la extradición por hechos relativos y conexos con los delitos 
políticos. Esto nos parece muy razonable porque, por una par-
te , como hace observar Pinheiro-Ferreira (1), la excepción 
relativa á los delitos políticos, sería ilusoria si bastase á un 
Gobierno para obtener la extradición de uu culpable, hallar 
en el hecho político algún hecho de derecho común; y por 
otra, la prohibición expresa dé procesar al acusado por delitos 
políticos, no bastaría para impedir á los Jueces el tener en 
cuenta uu hecho polítíco conexo con un hecho de derecho co-
mún á que fuesen llamados á intervenir. 

Nos parece, sin embargo, que sería muy conveniente que 
«1 legislador formulase una regla jurídica que sirviese para 
hacer conocer si los delitos conexos con los delitos políticos 
deben ó no dar lugar á la extradición. No se podria admitir 
que el pretendido fin político de los acusados pueda ser causa 
de asegurarles la impunidad, cuando en ocasion de una guer-
ra civil hubiesen cometido un delito contra las personas 6 
contra las propiedades y que no pudiesen justificar con la ne-
cesidad de consumarlo para ayudar al fin político. 

Del mismo modo que se admite la culpabilidad de los 
miembros de un ejército regular que durante las operaciones 
de la guerra cometan actos que no pueden justificarse con las 
necesidades del ataque ó de la defensa, debe admitirse también 
respecto de los individuos que, tomando parte en una guerra 
civil, cometan un delito común innecesario para ella. 

Se podria, desde luégo, formular en la ley la regla siguien-
te: «Todas las vías de hecho y todos los atentados contra las 
personas ó las propiedades, cometidos durante una guerra ci-
vil, se comprenden en el número de los delitos conexos con 

(1) Revue étrangère, 1 .1 , p . 79. 



los delitos políticos y como tales no son susceptibles de extra-
dición sólo en el caso en que no sean punibles según el Códi-
go penal, si hubiesen sido cometidos por el ejército regular ó 
por las personas pertenecientes a l mismo en tiempo de guerra . 

378. (411 de la ed. franc.J—En los tratados celebrados por 
el Gobierno italiano con otros Gobiernos, se halla formulada 
la regla general de que la extradición no puede concederse ni 
por los delitos políticos ni por n ingún otro hecho relativo á 
éllos. 

En el tratado celebrado con Austria, se dice: «La extradi-
ción no se concederá jamás por crímenes ó delitos políticos. 
El individuo que sea entregado por otra infracción de las leyes 
penales, no podrá ser juzgado ni sentenciado en ningún caso 
por un crimen ó delito político cometido anteriormente, ni tam-
poco por ningún hecho relativo á dicho crimen ó delito.» 

379. (412 de la ed. franc.J—¿La piratería puede compren-
derse en el número de los delitos que dan lugar á la extradi-
ción? 

Italia la ha hecho colocar en el número de los delitos que 
dan lugar á ella, en los tratados celebrados con el Brasil, con 
Méjico, con el Perú, con los Estados-Unidos de América, con 
Inglaterra y con Francia, y no lo ha hecho mencionar en los 
demás. Esto es á causa de que en Inglaterra y los Estados-
Unidos de América se designa bajo la denominación de pirate-
ría, no el delito calificado así en derecho internacional sino el 
que se designa con el nombre de baratería ó de delito contra la 
propiedad. 

La piratería, propiamente dicha, es un delito de derecho 
internacional (1), los piratas, communes ho-stes omnium (2), pue-
den ser perseguidos y apresados por los buques que los en-
cuentren (3), y pueden ser juzgados por el Estado que los tie-

(1) B l u n s c h l i l a d e f i n e del m o d o s i g u i e n t e : «Son c o n s i d e r a d o s c o m o p i r a t a s l o s 
b u q u e s q u e , s i n a u t o r i z a c i ó n d e u n a p o t e n c i a b e l i g e r a n t e , p r o c u r a n a p o d e r a r s e d e 
l a s p e r s o n a s , b u q u e ó m e r c a n c í a s , h a c e r u n b o t i n , ó d e s t r u i r c o n u n fin c r i m i n a l 
l o s b i e n e s d e o t r o s . T r a d u c . L a r d y , § 343.) 

(2) c i c e r ó n : De o f f i c i i s , 1, 3, 29, in fine. 
(3) W i t h p r o f e s e d p i r a t e s , d i t L o r d S tovo l l , t h e r e i s n o s t a t o of p e a c e . T h e y a r e 

t h e e n e m i e s of . e v e r g c o u c t r y a u d a t a l l . t i m e s : a u d t h e r e f o r e a r e u n í - v e r s a l l y 
s u b j e t t o t h e e x t r e m e r i g h t s o f w o a r . ( E n el a s u n t o del b u q u e Luis: Admirplly Re-
jwrts de Dodson, p . 244. 

ne en su poder. Si la jurisdicción exclusiva del Estado que so-
licita la extradición debe ser el fundamento principal de la 
demanda, es evidente que no hay razón para conceder á la ex-
tradición de los piratas á un Estado con preferencia á otro, 
puesto que pueden ser juzgados por los tribunales de todos los 
países. 

380. (413 de la ed. franc.)—Estos principios fueron ámplia-
mente desarrollados ante el tribunal é inglés de la provincia de 
New-Brünswick en la causa David Collins y consortes, acusa-
dos del delito de piratería á bordo del buque de los Estados-
Unidos Ckesapeaíe, en 1864 (1), y ante el tribunal del Banco de 
la reina en las causas Yivuan y consortes el mismo año tam-
bién (2). En ambos casos se pidió la extradición por el Gobier-
no de los Estados-Unidos, que invocaba el tratado de 22 de 
Agosto de 1842, que en el número de los delitos que podria 
motivar la extradición, comprendía el de piratería. El Gobier-
no inglés no admitió la demanda, porque la piratería de que 
estabau acusados los individuos cuya extradición se pedia, no 
era el crimen de piratería tal cual se halla definido en la le-
gislación del país demandante, sino la piratería, según el de-
recho internacional, que hace que los culpables puedan ser 
juzgados por los tribunales de todos los países:—«The piracy 
charged wasnot municipal piracy, but piracy bay the law of 
nations justiciable vvherever the offeuder m l g h t b e found, aud, 
as the court of New Brünsvick had jurisdiction in the case, 
the prisioners could not be given ap. nuder the tecaty (3).» 

381. (414 de la ed. franc.)—En el tratado celebrado entre 
Italia y Francia, la piratería se halla inscrita en el número de 
los delitos que pueden motivar la extradición. Pero no debe 
deducirse de aquí que se haya querido en este tratado derogar 
el principio de derecho internacional que hace que los piratas 
puedan ser juzgados en todos los países. Solamente se ha que-
rido prever el caso de que el Estado requerido, aunque compe-
tente, no quisiese hacer valer el derecho de juzgar por sí mis-
mo al acusado. Hé aquí el texto del tratado: «La piratería y 

(1) M. C . Mi l lan : C h e s a p e a k e s c a s e . 
(2) R e s t a u d S m i t h , 5, c a u s e Z i r n a n , $45, 683, 688. 
(3) C . M . M i l l a n , c i t a d o . 



los hechos á ella asimilados, á ménos que el Estado requerido 
sea competente para su represión, ó prefiera reservársela (ar-
tículo Io , 34°). 

382. (415 de la ed. franc.)—Los principios que acabamos 
de exponer, deberían aplicarse, no sólo en los delitos consu-
mados, sino también en las tentativas de delito, tanto á los 
autores como á los cómplices. 

Cuando el delito queda imperfecto por falta de ejecución 
(ratiobe inexecutionisj, entónces el daño que resulta del mismo 
delito falta, y el que resulta indirectamente por vía de conse-
cuencia se disminuye en proporcion, porque el agente no ha 
consumado del todo su obra, ó bien porque un acontecimiento 
cualquiera ha impedido á la acción criminal de producir el 
efecto á que iba encaminada. Estas circunstancias'tienen, sin 
duda alguna, una influencia decisiva sobre la criminalidad 
del acto, un delito imperfecto no puede comprometer la res-
ponsabilidad de su autor en el mismo grado que en delito com-
pletamente consumado; pero no tienen por objeto cambiar en-
teramente la naturaleza del hecho acriminado, y no podrían 
proporcionar n inguna razón para hacer derogar los principios 
admitidos en cuanto á la extradición. También creemos que, 
áun en el caso de que no estuviese expresamente declarado en 
un tratado que debe concederse la extradición por las tentati-
vas de los delitos que en él se enumeren, no sería una razón 
para negar la entrega de los autores de tentativas de delitos. 

Deben admitirse los mismos principios respecto de la com-
plicidad. 

Entre los tratados firmados por. Italia, sólo en los celebra-
dos con Bélgica (art. 2, último apartado), con Dinamarca (ar-
tículo 2, i. f.), el imperio de Alemania (art. 2, § 1), con Espa-# 
ña (art. 2, i. f.), con Francia (art. 2, i. f.), con San Marino 
(art. 7, § 1), y con Rusia (art. 2, § 2.), se dice que la extradi-
ción es aplicable también á las tentativas: 

C A P I T U L O V l i l 

Del procedimiento de extradición. 

383 (416 de la edición francesa.) O b j e t o d e l p r e s e n t e c a p l t u l o — 3 8 4 (417 de id.) C ó m o 
s e a b r e el p r o c e d i m i e n t o d e e x t r a d i c i o n . - 3 8 5 ( 4 1 8 de id.) R e g l a s v i g e n t e s en I t a l i a . 
—386 (419 deid.) 1.a d e m a n d a d e b e t r a s m i t i r s e p o r l a via d i p l o m á t i c a . - 3 8 7 ( 4 2 0 de 
idern.) P u e d e d e r o g a r s e e s t e p r i n c i p i o p o r u n a c l á u s u l a del t r a t a d o . - 3 8 8 (421 de 
idem.) D o c u m e n t o s s u m i n i s t r a d o s en a p o y o d e l a d e m a n d a , s e g ú n los c o n v e n i o s 
v i g e n t e s e n t r e n o s o t r o s - 3 8 9 (422 de id.) L a s d e p o s i c i o n e s d e t e s t i g o s s e e x i g e n 
p o r a l g u n o s G o b i e r n o s — 3 9 0 (423 (te id.) I n d i c a c i o n e s q u e d e b e n a c o m p a ñ a r á l a 
d e m a n d a . — 3 9 1 (424 de id.) D o c u m e n t o s : m o d o d e l e g a l i z a r l o s . - 3 9 2 (42o de id.) 
C ó m o se o b t i e n e el a r r e s t o p r e v e n t i v o . - 4 9 3 (426 de id.) P r o c e d i m i e n t o d e e x t r a d i -
c ión p o r p a r t e d e l E s t a d o r e q u e r i d o . - 3 9 4 (4¿7 de id.) C o m u n i c a c i ó n d e los d o c u -
m e n t o s en a p o y o d e l a d e m a n d a a l G o b i e r n o d e u n a t e r c e r a n a c i ó n . - 3 9 5 (428 deid.) 
C o n s e c u e n c i a s d e la c l á u s u l a r e l a t i v a á l e s c i u d a d a n o s d e u n a n a c i ó n t e r c e r a . — 
393 (429 de id.) ¿ C u á n d o p u e d e d i f e r i r s e l a e x t r a d i c i o n ? - 3 9 7 (4:» de id.) C o n c u r s o 
<3e j u r i s d i c c i o n e s . — 3 9 8 (431 deid.) N u e s t r a o p i n i o n — 3 9 9 (4:32 de id.) C o n c u r s o d e 
d e m a n d a s . — 4 0 0 ( 4 3 3 deid.) E n e s t e c a s o , s i se h a d a d o c u r s o á la p r i m e r a d e -
m a n d a en f e c h a l e g a l , ¿á q u é E s t a d o d e b e r á d i r i g i r s e el G o b i e r n o q u e h a i n t e r -
p u e s t o l a s e g u n d a d e m a n d a ? - 4 0 1 (4;f4 de id.) Cond ic ion del i n d i v i d u o q u e , h a -
l l á n d o s e b a j o el p e s o d e dos d e m a n d a s d e e x t r a d i c i ó n , h a s u f r i d o y a l a p e n a á q u e 
se le c o n d e n a s e e n el p a i s á q u e f u é e n t r e g a d o . - 4 0 2 (435 de id). ¿Debe e n t r e g a r s e 
e l e x t r a n j e r o j u z g a d o y a en el p a i s d o n d e se r e f u g i ó p o r r a z ó n d e u n de l i to c o -
m e t i d o f u e r a d e l a f r o n t e r a d e e s t e p a í s ? - 4 0 3 (436 de id.) A c u s a d o p r o c e s a d o p o r -
d e u d a s c iv i l es . —404 (437 de id.) E x t r a d i c i ó n p o r t r á n s i t o . - 4 0 5 ( 4 3 8 de id.) Disposi -
c i o n e s d e l a ley b e l g a . - 1 0 6 (433 deid.) T r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r el G o b i e r n o i t a l i a -
n o . - 4 0 7 (410 de id.) E v a s i ó n d e l e n t r e g a d o . - 4 0 8 (441 de id.) G a s t o s r e l a t i v o s á l a 
ex t r ad i c ión .—409 (442 de id.) R e s t i t u c i ó n d é l o s o b j e t o s e m b a r g a d o s . 

. , » 

383. (416 de la ed. franc.)—En el presente capítulo trata 
, remos del procedimiento de extradición ocupándonos simple-

mente de la forma exterior de los actos relativos á la demanda 
y á la ejecución de la misma. Al mismo tiempo resolveremos al-
gunas controversias que se presentan sobre este punto. Nos he-
mos ocupado ya en los capítulos anteriores de todo lo que se 
refiere á Informalidades intrínsecas, así como de la autoridad 
y competencia de los funcionarios públicos llamados á resol-
ver las dificultades relativas á la extradición, y á examinar el 
valor de los documentos exhibidos. 



los hechos á ella asimilados, á ménos que el Estado requerido 
sea competente para su represión, ó prefiera reservársela (ar-
tículo Io , 34°). 

382. (415 de la ed. franc.)—Los principios que acabamos 
de exponer, deberían aplicarse, no sólo en los delitos consu-
mados, sino también en las tentativas de delito, tanto á los 
autores como á los cómplices. 

Cuando el delito queda imperfecto por falta de ejecución 
(ratiobe inexecutionisj, eutónces el daño que resulta del mismo 
delito falta, y el que resulta indirectamente por vía de conse-
cuencia se disminuye en proporcion, porque el agente no ha 
consumado del todo su obra, ó bien porque un acontecimiento 
cualquiera ha impedido á la acción criminal de producir el 
efecto á que iba encaminada. Estas circunstancias'tienen, sin 
duda alguna, una influencia decisiva sobre la criminalidad 
del acto, un delito imperfecto no puede comprometer la res-
ponsabilidad de su autor en el mismo grado que en delito com-
pletamente consumado; pero no tienen por objeto cambiar en-
teramente la naturaleza del hecho acriminado, y no podrían 
proporcionar n inguna razón para hacer derogar los principios 
admitidos en cuanto á la extradición. También creemos que, 
áun en el caso de que no estuviese expresamente declarado en 
un tratado que debe concederse la extradición por las tentati-
vas de los delitos que en él se enumeren, no sería una razón 
para negar la entrega de los autores de tentativas de delitos. 

Deben admitirse los mismos principios respecto de la com-
plicidad. 

Entre los tratados firmados por. Italia, sólo en los celebra-
dos con Bélgica (art. 2, último apartado), con Dinamarca (ar-
tículo 2, i. f.), el imperio de Alemania (art. 2, § 1), con Espa-# 
ña (art. 2, i. f.), con Francia (art. 2, i. f.), con San Marino 
(art. 7, § 1), y con Rusia (art. 2, § 2.), se dice que la extradi-
ción es aplicable también á las tentativas: 

C A P I T U L O V l i l 

Del procedimiento de extradición. 

383 (416 de la edición francesa.) O b j e t o d e l p r e s e n t e e a p l t u l o — 3 8 4 (417 de id.) C ó m o 
s e a b r e el p r o c e d i m i e n t o d e e x t r a d i c i o n . - 3 8 5 ( 4 1 8 de ¡ r f . )Reglas v i g e n t e s en I t a l i a . 
—386 (419 deid.) 1.a d e m a n d a d e b e t r a s m i t i r s e p o r l a via d i p l o m á t i c a . - 3 8 7 ( 4 2 0 de 
idcm.) P u e d e d e r o g a r s e e s t e p r i n c i p i o p o r u n a c l á u s u l a del t r a t a d o . - 3 8 8 (421 de 
ídem.) D o c u m e n t o s s u m i n i s t r a d o s en a p o y o d e l a d e m a n d a , s e g ú n los c o n v e n i o s 
v i g e n t e s e n t r e n o s o t r o s - 3 8 9 (422 de id.) L a s d e p o s i c i o n e s d e t e s t i g o s s e e x i g e n 
p o r a l g u n o s G o b i e r n o s — 3 9 0 (423 (te id.) I n d i c a c i o n e s q u e d e b e n a c o m p a ñ a r á l a 
d e m a n d a . - 3 9 1 (424 de id.) D o c u m e n t o s : m o d o d e l e g a l i z a r l o s . - 3 9 2 (42o de id.) 
C ó m o se o b t i e n e el a r r e s t o p r e v e n t i v o . - 4 9 3 (426 de id.) P r o c e d i m i e n t o d e e x t r a d i -
c ión p o r p a r t e d e l l i s t a d o r e q u e r i d o . - 3 9 4 (4¿7 de id.) C o m u n i c a c i ó n d e los d o c u -
m e n t o s en a p o y o d e l a d e m a n d a a l G o b i e r n o d e u n a t e r c e r a n a c i ó n . - 3 9 5 (428 deid.) 
C o n s e c u e n c i a s d e la c l á u s u l a r e l a t i v a á l o s c i u d a d a n o s d e u n a n a c i ó n t e r c e r a . — 
391 (429 de id.) ¿ C u á n d o p u e d e d i f e r i r s e l a e x t r a d i c i o n ? - 3 9 7 (4:» de id.) C o n c u r s o 
<3e j u r i s d i c c i o n e s . — 3 9 8 (431 deid.) N u e s t r a o p i n i o n — 3 9 9 (4:32 de id.) C o n c u r s o d e 
d e m a n d a s . — 4 0 0 ( 4 3 3 deid.) E n e s t e c a s o , s i se h a d a d o c u r s o á la p r i m e r a d e -
m a n d a en f e c h a l e g a l , ¿á q u é E s t a d o d e b e r á d i r i g i r s e el G o b i e r n o q u e h a i n t e r -
p u e s t o l a s e g u n d a d e m a n d a ? - 4 0 1 (4;f4 de id.) Cond ic ion del i n d i v i d u o q u e , h a -
l l á n d o s e b a j o el p e s o d e dos d e m a n d a s d e e x t r a d i c i ó n , h a s u f r i d o y a l a p e n a á q u e 
se le c o n d e n a s e e n el p a í s á q u e f u é e n t r e g a d o . - 4 0 2 (435 de id). ¿Debe e n t r e g a r s e 
e l e x t r a n j e r o j u z g a d o y a en el p a i s d o n d e se r e f u g i ó p o r r a z ó n d e u n de l i to c o -
m e t i d o f u e r a d e l a f r o n t e r a d e e s t e p a í s ? - 4 0 3 (436 de id.) A c u s a d o p r o c e s a d o p o r -
d e u d a s c iv i l es . —404 (437 de id.) E x t r a d i c i ó n p o r t r á n s i t o . - 4 0 5 (438 de id.) Disposi -
c i o n e s d e l a ley b e l g a . - 1 0 U (433 deid.) T r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r el G o b i e r n o i t a l i a -
n o . - 4 0 7 (410 de id ) E v a s i ó n d e l e n t r e g a d o . - 4 0 8 (441 de id.) G a s t o s r e l a t i v o s á l a 
ex t r ad i c ión .—409 (442 de id.) R e s t i t u c i ó n d é l o s o b j e t o s e m b a r g a d o s . 

. , » 

383. (416 de la ed. franc.)—En el presente capítulo trata 
, remos del procedimiento de extradición ocupándonos simple-

mente de la forma exterior de los actos relativos á la demanda 
y á la ejecución de la misma. Al mismo tiempo resolveremos al-
gunas controversias que se presentan sobre este punto. Nos he-
mos ocupado ya en los capítulos anteriores de todo lo que se 
refiere á Informalidades intrínsecas, así como de la autoridad 
y competencia de los funcionarios públicos llamados á resol-
ver las dificultades relativas á la extradición, y á examinar el 
valor de los documentos exhibidos. 



384. (417 de la ed. franc.)—El procedimiento de extradición 
se inicia con la demanda del Estado que reclama al fugitivo y 
se cierra con la ejecución ó con la negativa de dicha demanda. 

385. (418 de la ed. franc.)—Las condiciones que deben lle-
narse para interponer la demanda, se hallan determinadas en 
la ley interior de cada Estado. En esa misma ley se hallan 
también indicadas las autoridades competentes para provocar 
esta demanda. En Italia los principios en esta materia, se ha-
llan formulados en el art. 853 del Código de procedimiento 
penal, que está concebido en los s iguientes términos: 

«Cuando en los procedimientos penales es necesario oir de-
posiciones de testigos, ó proceder á otros actos de instrucción 
por mediación de las autoridades judiciales extranjeras, ó pe-
dir el arresto ó extradición de un acusado que se halla en país' 
extranjero, el juez de instrucción informará de ello á la Corte 
(sección de acusación), de la que dependa. Esta , si hay lugar 
á ello, entablará la demanda en la forma acostumbrada, y la 
dirigirá por la vía del Ministerio público, con los documentos 
necesarios al Ministro de Gracia y Justicia, á íin de que pro-
voque la ejecución.» 

«La extradición de un acusado podrá también solicitarla 
directamente el Gobierno del Rey.» 

Esta es la oportunidad de hacer notar que si la Corte deci-
diese que no habia lugar á pedir la extradición, esta determi-
nación no impediría que el Ministerio público se dirigiese al 
ministro de justicia para hacer solicitar la extradición por el 
Gobierno directamente. El ministro entonces, podria, ó bien 
entablar por sí mismo la demanda, ó bien usar de la facultad 
que la ley le concede de pedir dictámen al Consejo de Esta-
do (1). La Corte por una parte, puede volver sobre su primer» 
acuerdo, en virtud de nuevo exámen de los hechos, sin que en 
n ingún caso éste pueda dar lugar á casación (2). 

(1) Ley de 20 de Marzo d e 1865, s o b r e el Conse jo de E s t a d o , c u y o a r t . T es tá 
conceb ido en los s i g u i e n t e s t é r m i n o s : -E l Conse jo de E s t a d o d á d i c t á m e n en t o -
dos los a s u n t o s . d e c u a l q u i e r n a t u r a l e z a q u e s e a n , s o b r e los c u a l e s s e a i n t e r r o g a -
d o p o r los Min i s t ros de l Rey.» 

i2) C o m p a r . , T u r i n , C a s s . , de 11 d e Dic iembre de 1858. E. M. P a l m . Girtspruden-
za italiana, Be t t in i . 

386. (419 de la ed. franc.)—Hay una regla generalmente 
observada, por la cual las demandas de extradición deben 
trasmitirse po r l a vía diplomática, aunque se dirijan á un Es-
tado en el cual, según los tratados, las requisitorias puedan 
enviarse directamente á su destino. De aquí que los cónsules 
y vice-cóusules no tienen ningún carácter para provocar ó en-
tablar una demanda de extradición, porque no forman parte 
de los agentes diplomáticos, cuya misión es representar á sus 
Gobiernos. Podrán sólo aquellos continuar los actos relativos 
á la extradición, suponiendo que la demanda haya sido remi-
t ida prèviamente por la vía diplomática. 

En el importante asunto de que estuvo encargada la Corte 
de New. Brünswick, relativa á la extradición de David Collins 
y consortes, pedida por los Estados-Unidos de América por el 
crimen de pirateria, los acusados fueron puestos en libertad y 
se negó la demanda, principalmente porque fué presentada 
por el cónsul de los Estados Unidos. El juez Ritchie dijo, que 
en aquella ocasion el cónsul no tenia autoridad n inguna espe-
cial para pedir la entrega de los acusados (1). 

Si las relaciones diplomáticas entre los dos Gobiernos se 

(1) l i é aqui d é l o q u e se t r a t a b a e n e s t e a s u n t o : D u r a n t e l a g u e r r a s e p a r a t i s t a 
u n b u q u e m e r c a n t e , el Chesapeake, l l evando á su bo rdo p a s a j e r o s y m e r c a n c í a s , s a -
lió de New-York p a r a P o r t l a n d el 5 d e Diciembre de 1853. C u a n d o e s t u v o á 20 m i l l a s 
d e la c o s t a , c ie r to n ú m e r o de p a s a j e r o s se a p o d e r a r o n del b u q u e en n o m b r e de l a 
Confede rac ión del Su r . Hubo con es te m o t i v o u n conf l ic to , en el q u e m u r i ó el s e -
g u n d o m a q u i n i s t a , y el p r imero y u n p a s a j e r o r e s u l t a r o n he r idos . La t r ipu lac ión 
f u é d e s e m b a r c a d a , y se a rbo ló e n el ba rco el pabe l lón de la Ccn fede rac ión del S u r . 
E l b u q u e f u é a p r e s a d o en s e g u i d a por un c a ñ o n e r o de l o s E s t a d o s - U n i d o s . N i n -
g u n o de los i n d i v i d u o s q u e se h a b i a n apode rado del b u q u e f u é h e c h o p r i s i one ro ; 
p e r o a l g u n o s , y e n t r e o t r o s Ool l ins , Me. K e a l y y Lee l ey , f ue ron h a l l a d o s en New 
Brünswick, y el Cónsu l de l o s E s t a d o s - U n i d o s en S a n J u a n d i r ig ió u n a c a r t a al 
Sec re t a r io provincia l de New Brünswick, en l a q u e ped i a el a r r e s t o d e e s t o s indi -
v i d u o s , en v i r t u d de l t r a t a d o de A h s b u r t o n . p a r a q u e fue sen j u z g a d o s p o r el c r i m e n 
d e p i r a t e r í a . L a c a r t a de l C ó n s u l e s t a b a a c o m p a ñ a d a de d e c l a r a c i o n e s t o m a d a s 
b a j o j u r a m e n t o a n t e el M a g i s t r a d o de San J u a n . E n v i r t u d de u n a o rden d i c t a d a 
p o r el s u b - g o b e r n a d o r , los t r e s i n d i v i d u o s f u e r o n p r e s o s y c o n d u c i d o s a n t e e l 
J u e z . Hab iendo pedido y ob t en ido los a c u s a d o s u n a o rden de habeas corpui, la c a u s a 
s e e x a m i n ó con cu idado a n t e el Jue* Ri tchie . Kste M a g i s t r a d o , d e s p u é s d e h a b e r 
oido á los a b o g a l o s d e l a s dos p a r t e s , d e t u v o el a s u n t o p a r a e x a m i n a r l o , y final-
m e n t e , dictó el fal lo pon iendo en l i be r t ad á los a c u s a d o s , m o t i v a n d o su d e t e r m i -
n a c i ó n en q u e la d e m a n d a no habia s ido e n t a b l a d a p o r u n Ministro públ ico de los 
E s t a d o s - U n i d o s , s ino por u n Cónsul q u e n o t e n i a n i n g u n a au to r idad especia l p a r a 
so l ic i t a r l a ex t r ad i c ión . ' . 



hallan interrumpidas, y si se ha admitido que las demandas de 
extradición se hagan por mediación de una tercera potencia, 
áun en este caso, deberían hacerse por mediación del agente 
diplomático de esa nación. También el Gobierno italiano se 
negó, con razón, en Abril de 1869, á conceder al ex-gobierno 
pontificio la extradición de un tal Lucidi, pues estando inter-
rumpidas entonces las relaciones entre los dos Gobiernos, la 
demanda se hizo por mediación del vice-cónsul inglés (1). 

387. (420 de la ed. franc.)— Sin embargo, se podría derogar 
el principio que acabamos de indicar, por un convenio expreso. 
Esto es lo que ha tenido lugar entre Italia y los Estados Uni-
dos de América; se convino'entre ambas partes en que las de-
mandas de extradición puedan hacerse por los funcionarios 
consalares superiores en caso de ausencia del país ó del asiento 
del Gobierno, de los agentes diplomáticos de las partes con-
tratantes (2). También se ha convenido entre Italia y Uruguay 
en que la demanda de extradición pueda hacerse directamente 
por la vía judicial (3), si bien es verdad que en la práctica se 
usa hacerlas por la vía diplomática. Según el tratado con la 
república de S. Marino, la demanda de extradición también 
puede trasmitirse directamente por las autoridades judiciales 
italianas á los magistrados de la república encargados de po-
nerla en ejecución (4). Finalmente, en el tratado celebrado 
entre Italia ó Inglaterra, se ha derogado muy oportunamente, 
la regla general en esta materia con respecto á las colonias y 
posesiones lejanas por el art. 18 concebido en estos términos: 

«La demanda de extradición de un acusado ó de un sen-
tenciado que se haya refugiado en una de dichas colonias ó 
posesiones de las dos partes, se hará al Gobernador ó á la au-
toridad suprema de dicha colonia ó posesion por el funcionario 
consular principal de la otra (parte) residente en la colonia ó 
posesion.—Si el acusado ó sentenciado se ha fugado de una 
colonia ó posesion extranjera de la parte en cuyo interés se ha 

(1) V é a s e el d i c t á r a e n del C o n s e j o d e E s t a d o i t a l i a n o d e 29 d e Abr i l d e 1869. 
(2) Ar t . 5o del T r a t a d o d e e x t r a d i c i ó n . 
(3) T r a t a d o d e C o m e r c i o y n a v e g a c i ó n , a r t . 25 . 
(4) A r t . 8° del T r a t a d o d e e x t r a d i c i ó n . 

hecho la demanda, ésta se hará por el Gobernador ó por la 
autoridad suprema de esta colonia ó posesion. 

»Sobre estas demandas podrán estatuir los Gobernadores ó 
Autoridades supremas de conformidad con las estipulaciones 
de este tratado en cuanto sea posible.» 

388. (421 de la ed. franc.)—Para conocer cuáles son los 
documentos requeridos en apoyo de una demanda de extradi-
ción, es necesario remitirse á los tratados vigentes. 

Según los tratados celebrados entre Italia y los demás Es-
tados, los documentos que pueden servir de base á la deman-
da de extradición son, en general,"el auto de prisión, la orden 
de captura, ó la sentencia condenatoria aunque sea por contu-
macia. El decreto y el acta de acusación se hallan comprendi-
dos en el número de los documentos que pueden servir de 
base á la extradición en los tratados celebrados con Austria, 
artículo 9o; con Bélgica, art. 9o; con el Brasil, por lo que se 
refiera á crímenes, art. 4o; con la República de Costa-Rica, 
artículo 9o; con Dinamarca, art. 8 o ; con el Imperio de Alema-
nia, art. 7o; con Grecia, art. 11, § 2; con Guatemala, art, 9o; 
con Honduras, art. 9°; con la República de San Marino, ar-
tículo 8o; con el Principado de Monaco, art. 8o; con los Países-
Bajos, art. 7o; con Portugal, art. 2o, § 1; con Rusia, art. 9o; 
con la República de San Salvador, art. 9o; con España, ar-
tículo 9o; con Suecia y Noruega, art. 10; con Suiza, art. 9o. 

389. (422 de la ed. franc.)—Las deposiciones de los testi-
gos se hallan comprendidas, independientemente del auto de 
prisión, en el número de los documentos necesarios, en los 
tratados celebrados con Méjico, art. 5o; y con Uruguay, artícu-

% lo 28, núm. 3. Estos Estados no conceden la extradición sino 
* cuando el Gobierno que la reclama justifica plenamente el 

fundamento de la acusación y del encarcelamiento. 
Conviene también añadir á la3 declaraciones de testigos 

más importantes, las actas de denuncia y las reseñas de los 
funcionarios de policía judicial que constituyen los más im-
portantes elementos de prueba. 

Tratándose de una demanda dirigida á Inglaterra, á Malta 
<5 á los Estados-Unidos, si no tiene por fundameuto una sen-
tencia condenatoria pronunciada contradictoriamente además 



del auto de prisión, es necesario presentar un elemento de 
prueba suficiente, según la ley del país donde se ha hallado al 
acusado, que pueda ser suficiente para justificar su detención 
si hubiese cometido el delito en dicho lugar . Además, es nece-
sario presentar la prueba específica, y sobre todo las deposi-
ciones de testigos más importantes recibidas bajo juramento. 

A fin de evitar los inconvenientes que resultan de que en 
Italia en los procesos escritos no se reciban las declaraciones 
de testigos bajo juramento, y que por este motivo no son su-
ficientes en ciertos países , nuestro legislador ha dispuesto en 
el art . 853 del Código de procedimiento criminal, lo siguiente: 

«Cuando la extradición del acusado no pueda obtenerse 
del Gobierno extranjero sino por medio de declaraciones de 
testigos recibidas bajo juramento, el juez que actúa en la ins-
trucción podrá oir á los testigos cuyas declaraciones sean ne-
cesarias á este efecto haciéndoles prestar juramento ; de estas 
declaraciones se formará un legajo separado que servirá para 
la demanda de extradición. Sin embargo, en los debates los 
testigos prestaran de nuevo ju ramento en la forma prescrita 
por la ley.» 

390. (423 de la ed.franc.)—En la demanda de extradición 
debe hacerse conocer con precisión al individuo reclamado, 
dar en lo posible su filiación, proporcionar los indicios sufi-
cientes para comprobar su identidad, indicar su nacionalidad, 
manifestar la fecha y las principales circunstancias del hecho, 
expresar el delito que ha motivado los procedimientos ó la 
sentencia; si se trata de robo no calificado ó de estafa , indicar 
el valor de la suma sustraída, y ci tar los artículos de la ley 
que sean aplicables para establecer la penalidad y la compe-
tencia de la autoridad judicial que reclama al culpable. 

391. (424 de la ed.franc.)—Deben añadirse á la demanda 
todas las piezas de apoyo. Sin embargo , estas pueden trasmi-
tirse separadamente. Estos documentos deben ser ú origínales 
ó copias debidamente legalizadas, emanadas de un tribunal ó 
de cualquiera otra autoridad competente del país que solicita 
la extradición. Estas piezas que acompañan á la demanda, es-
tán redactadas generalmente en el idioma de la nación de-
mandante, salvo el caso de cláusulas contrarias insertas en los 

tratados. Cuando se t rata , por ejemplo, de una extradición 
entre Italia y Rusia ó Dinamarca, á aquellos documentos de-
be acompañar una traducción francesa. 

Cuando según las leyes del Estado al cual se ha dirigido 
la demanda, se requierau ciertas fórmulas especiales para que 
los documentos sean válidos, esas formalidades deben obser-
varse para evitar que la demanda sea rechazada. En Inglater-
ra, por ejemplo, en la ley de 1870 sobre extradición, se dispo-
ne que los certificados y do'cumentos judiciales extranjeros 
sean considerados como auténticos para los fines legales, si lo 
son según las disposiciones de la ley vigente, ó bien si llenan 
las condiciones siguientes: 

«Ia Si en el auto consta la firma de un juez, magistrado ó 
funcionario del Estado extranjero en donde se ha dictado di-
cho auto. 

»2a Si en las declaraciones, disposiciones ó en las copias de 
ellas consta que están certificadas y formadas por un juez, 
magistrado ó funcionario del Estado extranjero de donde pro-
ceden. 

»3a Si el certificado ó el documento judicial que expone el 
hecho de la condena se halla firmado por un juez, magistrado 
ó funcionario del Estado extranjero donde se ha pronunciado 
la sentencia. 

»4a Y si, en todos los casos, el auto, las deposiciones, las 
declaraciones, expediciones, certificados y documentos judi-
ciales (según el caso), se comprueban como auténticos por el 
juramento de un testigo, ó por la aplicación del sello oficial 
del Ministro de Jus t ic iad de cualquiera otro Ministro de Es-
tado, y cualquier Tribunal, juez ó magistrado, reconozca en 
justicia este sello oficial y admite como comprobantes los do-
cumentos con él legalizados (1).» 

En los Estados-Unidos de América, según las disposicio-
nes de la ley de 22 de Junio de 1860, las deposiciones de tes-
tigos, los autos y los demás documentos presentados á fin de 
obtener la extradición, son considerados como auténticos á 
este fin si se hallan redactados de t a l manera que pudiesen 

"<]) Ar t . 13 del a c t a d e 1870. (Véase el c a p . íu . ) 

/ 



servil- para ei mismo objeto ante los t r ibunales del Estado de-
mandante . Basta que todo esto lo certifique el principal agente 
diplomático ó consular de los Estados-Unidos residente en el 
país de donde procede la demanda . 

392. (425 de la ed. franc.)—En muchos Estados, para ob-
tener el arresto provisional del acusado, basta que se solicite 
por la autoridad judicial (sin perjuicio de que ésta lo participe 
al Ministro de Justicia), y para el país demandante , trasmitir 
los documentos necesarios para u n a demanda regular de ex-
tradición. Sin embargo, para saber cuándo se puede proceder 
así, deben consultarse los tratados existentes, y en caso nece-
sario pedir el arresto provisional por la vía diplomática. 

393. (426 déla ed. franc.)—Creemos no deber hablar de las 
formas de procedimientos observadas en el l istado á que se 
dirige la demanda. Esas formas varían con las leyes interiores 
de cada país. Hemos dicho ya más arriba cuáles son las re-
glas prácticas observadas en Italia (1). E n cuanto á las re-
glas que r igen en Ingla ter ra , en Bélgica, en los Países-Bajos 
y en los Estados-Unidos de América, nos remitimos á las leyes 
de extradición que hemos reseñado en el Capítulo III. Billot 
indica de un modo muy exacto la forma de proceso admitida 
en Francia . Nos limitaremos aquí á resolver cierto número de 
dificultades que pueden presentarse con ocasion de la aplica-
ción de los t ra tados. 

394. (427 de la ed. franc.)—Ya hemos dicho que cuando 
el fugitivo cuya extradición se solicita, es ciudadano de otra 
nación, el Gobierno debe, ánte> de aceptar la demanda, po-
nerla en conocimiento del país á que pertenezca el fugitivo, y 
áun según ciertos tratados, obtener la aprobación prévia de 
este país. 

A propósito de esto, puede preguntarse si los documentos 
que acompañan á la demanda deben comunicarse al mismo 
tiempo que esta. Para resolver esta d u d a es preciso examinar 
si se t ra ta de una comunicación de simple cortesía, ó si es una 
medida que tiende á provocar el consentimiento del Gobierno 
de la patria del acusado, consentimiento absolutamente nece-
sario para acceder á su extradición. E n el pr imer caso, basta 

(1) V é a s e c ú m . 262. 

con dar conocimiento de la demanda de extradición al Gobier-
no del país del individuo reclamado; sin embargo , nada se 
opondría á que los documentos suministrados en apovo de la 
demanda, se comunicasen á este Gobierno si así lo solicitase 
En el segundo caso deberían necesariamente comunicarse las 
actas porque el Gobierno de la potencia tercera no podría dar 
su consentimiento con conocimiento de causa, sin ser notifica-
do de dichas actas. 

395. (428 de la ed. franc.)— Si el Gobierno l lamado á 
consentir la extradición no invoca el derecho de j u z g a r al 
acusado, pero se limita á oponerse á la entrega, ó bien guarda 
silencio , podría p reguntarse si esto acarrearía a lgún obs-
táculo á la favorable acogida de la demanda. Nosotros no lo 
creemos así. Cuestión es esta que debe ser examinada con 
tan ta atención como la de saber la influencia que puede tener 
la acti tud de la nación tercera en el proceso de extradición. 

Es ,un principio general , que cuando en un contrato las 
partes estipulan una ventaja condicional en favor de un terce-
ro, que este tercero acepta y declara la voluntad de cumplir 
las condiciones, adquiere un perfecto derecho como si hubiera 
intervenido en el contrato. De aquí que si dos Estados han 
convenido en en t regarse recíprocamente los malhechores fu-
gitivos, á condicion de que si son ciudadanos de una poten-
cia tercera , el Gobierno requerido debe notificar la deman-
da de extradición al Gobierno del país del acusado, y entre-
garle el individuo si hiciese la demanda por su propia cuenta; 
esta cláusula obligaría al Gobierno requerido á suspender la 
extradición hasta el dia en que el Gobierno del país del acu-
sado fuese notificado de la demanda, y hasta el momento en que 
haya pasado fln tiempo suficiente para permitir á este últ imo 
Estado hacer saber su voluntad de reclamar la extradición por 
cuenta propia. Concediendo la extradición sin avisar de ello 
á la nación tercera, se cometería una verdadera lesión de los 
derechos eventuales que corresponden á esta potencia , á la 
que las partes contratantes no pueden despojar del derecho 
que ellas mismas la han concedido, de gozar del favor estipu-
lado en su provecho, con la condicion de observar las condi-
ciones determinadas en el t ratado. 



Dado el caso de que la potencia tercera se limita á oponer-
se á la extradición sin reclamarla por cuenta propia, ó guarda 
silencio, su actitud no podria impedir al Gobierno requerido la 
entrega del malhechor. En efecto, las partes contratantes no 
han estipulado, en favor de la potencia tercera, el derecho de 
cubrir á sus ciudadanos con una especie de inmunidad, ni de • 
detener el curso ordinario de la justicia, y sí sólo el de re-
clamar la preferencia del derecho de juzgar los cuando se les 
acuse de un delito (1). 

396. (429 de la ed. franc.J—L& extradición puede diferirse 
en el caso en que el fugitivo reclamado se halle acusado de 
un delito cometido en el país donde está refugiado, sea ántes de 
la demanda de extradición, sea despues, ó bien en el instante 
de su ejecución, cuando, por ejemplo, hubiese resistido vio-
lentamente á los agentes de la fuerza pública que lo arresta-
ban. Lo mismo puede suceder en el caso de que habiendo 
sido sentenciado no hubiese ext inguido la condena. Es evi-
dente que en una y otra hipótesis, el Estado requerido no 
podria entregarle sin que ántes hubiese satisfecho la deuda 
que contrajo con aquél infringiendo las leyes. Este principio 
se halla consignado en casi todos los tratados (2). 

Debemos decir, á propósito de esto, que si el Estado re-
querido puede diferir la fecha de la extradición, deberá, sin 
embargo, estatuir inmediatamente sobre el valor de la de-
manda. 

En ciertos casos, para no re tardar el juicio del acusado y 
para impedir la desaparición de pruebas, podria creerse útil 
el conceder la extradición inmediatamente, con la condicion, 
sin embargo, de que el acusado sea restituido tan pronto 
como se haya estatuido sobre los delitos impútados. Esta 
regla se halla consignada en la ley holandesa de 6 de Abril 
de 1875 sobre extradiccion. E l art . 6o está concebido en los 
términos siguientes: «Si el extranjero se hal la procesado en 
los Países-Bajos por una infracción distinta de la que ha mo-

(1) C o m p á r e s e l a d i scus ión q u e t u v o l u g a r e n el P a r l a m e n t o i t a l i a n o á p ropós i to 
de l a ex t rad ic ión . Delafield ( ses iones de l 11, 13 y 14 de J u n i o d e 1853). 

(2) C o m p a r . Ca lvo: Droit inlernatioMl, § 419 .—Faus t i n -He l i e : Traite de l'Instruc. 
crim., 1.11, § 136. 

tivado la demanda de extradición, ésta no se concederá sino 
terminado el proceso y en caso de sentencia condenatoria des-
pues de sufrida la pena impuesta ó de ser indultado. 

»Sin embargo, el extraujero podrá ser entregado provisio-
nalmente, á fin de ser juzgado en el Estado extranjero, con la 
condicion de que sea restituido á los Países-Bajos una vez ter-
minado el proceso.» 

397. (430 de la ed. franc.)—En la hipótesis de que los 
Tribunales del Estado que hace la demanda y los del Estado 
requerido sean igualmente competentes, podrá negarse la ex-
tradición (1). Si, por ejemplo, un Estado extranjero pidiese 
al Gobierno italiano la extradición de un individuo por haber 
falsificado y puesto en circulación, en países extranjeros, mo-
nedas italianas, podria negarse la extradición, porque pudien-
do el acusado ser sentenciado en Italia por el mismo delito, 
es natural que la competencia de nuestros tribunales es supe-
rior á la de los extranjeros. 

398. (431 de la ed. franc.}—Aceptando este principio, 
creemos, sin embargo deber decir, que por esto no considera-
mos desmentidas nuestras opiniones personales respecto de la 
jurisdicción competente con relación á los delitos cometidos 
en el extranjero (2). Actualmente la ley penal se considera á 
la vez como personal y territorial, y como ta l , se aplica por 
muchos legisladores á los delitos cometidos en el extranjero, 
por lo que la competencia de los tribunales nacionales podria 
mirarse como personal únicamente; pero esta doctrina no está 
conforme con la teoría que creemos verdadera. 

Efect ivamente, en nuestro sentir, no está conforme con el 
derecho el que los tribunales de dos Estados sean igualmente 
competentes sino cuando su jurisdicción tiene por fundamento 
los principios generales que hemos expuesto al principio de 

(1) C o m p a r . el d i c t á m e n del Conse jo de E s t a d o i t a l i ano de 6 d e Abril d e 1861 y 
los d e b a t e s de la c a u s a T i r m a n a n t e el T r i b u n a l de l Banco de la R e i n a de I n g l a t e r -
r a . La ley i n g l e s a d e 1870, sobre ex t r ad i c ión , d i s p o n e ' a r t . 6o) q u e el m a l h e c h o r r e -
f u g i a d o p u e d e se r e n t r e g a d o , á u n e u a n d o u n T r i b u n a l c u a l q u i e r a de los E s t a d o s 
d e S. M. sea c o m p e t e n t e al m i s m o t i e m p o q u e los T r i b u n a l e s de l E s t a d o e x t r a n -
j e r o . 

(2) Véase p r i m e r a p a r t e , cap . u . 



esta obra (1), y sólo en este caso puede negarse la extradición 
porque los tribunales del país requerido son competentes tanto 
como los del Estado que baya hecho la demanda. 

Supongamos, por ejemplo, que según la ley penal del país 
requerido se pudiese procesar en él al extranjero que después 
de haber cometido un delito en el exterior introduce en el 
mismo el fruto de sus rapiñas (2). En este caso, el Gobierno de 
este país no debería negar la extradición del acusado, porque 
sus tribunales son competentes para juzgarle, pues la jurisdic-
ción extraterritorial áun cuando proceda admitirla, debe consi-
derarse siempre como subsidiaria y como complemento de la 
jurisdicción ordinaria que es la territorial. 

En la hipótesis que acabamos de exponer, se puede objetar 
á la cláusula inserta en los tratados, y según la cual, con el 
malhechor deben remitirse los objetos robados que ha traspor-
tado al país, que los Estados no han pretendido reservarse el 
derecho de juzgar al acusado y negar la extradición por el 
sólo motivo de que los objetos robados hayan sido introducidos 
en su territorio. 

Por lo demás, en materia de extradición, deberia más bien 
favorecerse la en t r ega del acusado á su juez natural que opo-
ner obstáculos á élla. Mientras más se ensanche el campo de 
la extradición, se proveerá mejor á la represión de los delitos 
entre los diferentes Estados (3). 

399. (432 de la ed. franc.) — Cuando dos Estados piden 
igualmente la extradición de un mismo individuo, la regla 
generalmente adoptada es entregarlo preferentemente al Es-
tado en cuyo territorio se ha cometido el delito más grave, y 

(1) P r i m e r a p a r t e , c a p . n . 

(2) Ta l es la d i s p o s i c i ó n d e l Cód igo pena l s a r d o de 185r>, a r t . 8 o . 
(3) P a r a d a r u n a idea d e l o s r e su l t ados ob t en idos por apl icación de los t r a t a d o s 

de ex t rad ic ión v i g e n t e s , r e s e ñ a r e m o s los q u e a r r o j a la e s t ad í s t i ca de u n año. D u -
r a n t e el c u r s o del a ñ o 1874, I t a l i a t r a t ó 110 ex t rad ic iones ; concedió 25 á l o s Gobier-
b ie rnos e x t r a n j e r o s y o b t u v o 83. 

El m a y o r n ú m e r o de l a s c o n c e d i d a s se r e f i e r e á F r a n c i a q u e o b t u v o 13, el de las 
e x t r a d i c i o n e s o b t e n i d a s c o r r e s p o n d e n á F r a n c i a y á Suiza , p u e s F r a n c i a n o s c o n -
ced ió 45, y Suiza 23. 

Los de l i tos q u e d ie ron l u g a r á e s t a s ex t rad ic iones son los s i g u i e n t e s : 
V e i n t i ú n a s e s i n a t o s , e n v e n e n a m i e n t o s ú homic id ios . 
Dos v io lac iones . 

en el caso de tratarse de delitos de la misma gravedad, entre-
garlo al que haya hecho ántes la demanda. 

400. (433 de la ed. franc.)—En caso de que se presentasen 
muchas demandas de extradición por varios Gobiernos, y se 
haya dado curso á la demanda más antigua, ó bien á la moti-
vada por el delito más grave, ¿á qué Gobierno deberían diri-
girse los otros Estados que quisieren á su vez la extradición 
después de la espiacion de la pena á que hubiese sido conde r 

nado el malhechor por los tr ibunales del país á que fué en-
tregado, ó después de su absolución? ¿Será al Gobierno que 
ha obtenido primero la extradición, al que se la ha concedido, 
ó bien á otro? Para resolver esta cuestión, recordaremos que 
el malhechor que se refugia en un país, se halla colocado bajo 
la soberanía territorial. Este desde luégo puede negar la ex-
tradición, ó no concederla sino bajo condicion de que el pro-
ceso no tenga otro objeto que la represión de un delito seña-
lado en el tratado. Tampoco puede ser citado ante el juez el 
acusado por otros delitos que aquellos por los que se ha con-
cedido la extradición; debe, pues, ser puesto en libertad des-
pués de extinguida la pena á que hubiese sido condenado, ó 
después de su absolución. 

Dada esta regla usada entre las naciones en nuestra época, 
claro es que el Gobierno al que se ha entregado el malhechor 
no pudiendo hacerle arrestar después que ha extinguido su 
condena, debe concederle la facultad de pasar libremente la 
frontera, y dejarle el tiempo y libertad necesarios para ha-
cerlo sin obstáculos. Este Gobierno no podria, desde luégo, 
ni aceptar una demanda de extradición en su cont ra , ni en-

Cato rce b a n c a r r o t a s . 
C u a t r o p r eva r i cac iones . 
C i n c u e n t a y u n del i tos c o n t r a la propiedad . 

F r a n c i a , en 1872, t r a t ó 268, concedió 192 y o b t u v o "6. 
Los p r inc ipa les de l i tos q u e d ieron l u g a r á e s t a s e x t r a d i c i o n e s son : 

C u a r e n t a y c u a t r o a s e s i n a t o s . 
Once v i o l a c i o n e s . 
V e i n t i t r é s b a n c a r r o t a s f r a u d u l e n t a s . 
V e i n t i t r é s fa ls i f icaciones . 
N u e v e p r e v a r i c a c i o n e s . 
T rece de l i tos c o n t r a la p r o p i e d a d . 



trégarlo, empleando la fuerza pública, á un Estado que hu-
biese entablado damanda con este fin. 

401. (434 de la ed.franc.) — Por lo demás, el sentenciado, 
despue's de la extinción de su condena ó después de su pago, 
continúa bajo la protección del Estado en cuyo territorio se 
habia refugiado, hasta el dia en que haya pasado libremente 
la frontera del Estado á que fué entregado, ó bien hasta la 
época en que haya dejado espirar, sin aprovecharle, el plazo 
que para hacerlo se le hubiere concedido. Pero apénas ha en-
trado en territorio de otro Estado, é apénas haya dejado pasar 
el plazo antedicho, se halla ya en las condiciones de un refu-
giado ordinario, y su extradición, en el caso de que pueda pe-
dirse, puede serlo al Estado en cuyo territorio se halle. 

Podria suceder que el Estado que ha obtenido la extradi-
ción del malhechor fuese limítrofe del otro Estado que la habia 
solicitado al mismo tiempo. Si, en estas circunstancias el sen-
tenciado pidiese, después de la extinción de su condena, vol-
ver libremente al territorio del Estado que lo entregó, debe 
poderlo hacer, y el Estado en cuyo territorio se hallase debe-
ría proporcionarle por la vía diplomática un salvoconducto 
del Gobierno cuyas provincias debe atravesar . Por lo demás, 
hasta el dia en que el entregado ha recobrado su libertad, que-
da bajo la protección del Estado que lo entregó. 

402. (435 de la ed. franc.)—iEn e l c a s o e n q u e un extran-
jero, en las circunstancias prescritas por nuestro Código pe-
nal, después de haber sido juzgado por nuestros tribunales 
por un delito cometido en otro Estado, fuese enseguida recla-
mado por el Gobierno en cuyo territorio ha cometido el deli-
to, debería concederse la extradición? Nos parece que la opi-
nion más fundada es la negativa. Si ha sido ya juzgado y cas-
tigado por el mismo delito, no seria justo ni equitativo some-
terlo á un nueyo proceso ni exponerlo á sufrir nueva pena-
Sin embargo, si porque la pena, según la ley, ha debido ate-
nuarse en algunos grados por tratarse de un delito cometido 
en el extranjero, se creyese deber conceder la extradición, se-
ría preciso esperar á que el malhechor sufriese la pena á que 
habia sido sentenciado, y en seguida conceder la extradición 
con la precisa condicion de que en el juicio entablado por 

par te de la jurisdicción terri torial , debe tenerse en cuenta la 
pena sufrida. 

403. (436 de la ed. franc.J— Puede darse el caso de que el 
individuo reclamado se halle precesado por sus acreedores, 
por deudas civiles, ó bien se halle detenido por falta de cum-
plimiento de obligaciones otorgadas á particulares. Eu esta 
hipótesis, lo mismo que en otras análogas, no podrá diferirse 
la extradición, porque los intereses del orden público y de la 
justicia no deben ser pospuestos á los particulares. No obstan-
te, los interesados podrán siempre ejercer su acción ante el 
magistrado competente. 

404. (437 de la ed. franc.)—Hablemos del paso del mal-
hechor entregado por el territorio de una naciou tercera, su-
poniendo que ese paso sea necesario para conducir al individuo 
ante el magistrado competente para juzgarle. Preciso es de-
cir, ante todo, que el consentimiento del Estado intermediario 
es absolutamente indispensable. Este consentimiento debería 
ser solicitado por el Estado que hubiese pedido la extradición, 
empleando las mismas formalidades que para una demanda 
de extradición. El Estado intermediario puede, en esta hipó-
tesis, conformarse también con las reglas observadas en se-
mejante materia. Tiene también el derecho de pedir todos los 
indicios necesarios, para informarse ántes de acceder al paso 
solicitado, y áun puede subordinarlo á ciertas condiciones, 
porque la autorizaciou de tránsito de un acusado con el con-
curso de los agentes de la fuerza pública por el territorio de su 
Estado, es un verdadero acto de Soberanía. 

Sin embargo, conviene hacer notar, que el consentimiento 
dado para el tránsito, no equivale á una verdadera extradición. 
Esto seria, como dijo con razón Billot, más que exigir en este 
caso el cumplimiento de todas las formalidades prescritas en 
materia de extradición según los tratados vigentes. ' 

405. (438 de la ed. franc.)—En la ley belga de 1874 sobre 
extradición, se halla (art, 4o) la disposicíon siguiente: «La ex-
tradición por vía de tránsito, por el territorio belga, podrá 
sin embargo, concederse sin haber tomado eldictámen de la Cál 
mara de acusación con la simple producción, en original ó en 
copia legalizada, de una de las actas del proceso, menciona-



das en el artículo anterior, (auto condenatorio, de remisión ó 
simplemente auto de prisión.) Cuando hava sido pedido en 
provecho de un Estado extranjero ligado con Bélgica, por un 
tratado que comprenda la infracción que haya dado lugar á la 
demanda de extradición, y cuando no se opongan á ello los 
artículos 6o de la ley de Io de Octubre de 1833, y 7 de la pre-
sente ley.» 

En la ley holandesa de 6 de Abril de 1875, la extradición 
por vía de tránsito, se halla reglamentada en el art. 20. Se 
dice en él. que no podrá efectuarse aquélla sino con la condi-
ción de que la escolta del acusado, tenga lugar con el concur-
so de los funcionarios neerlandeses. 

406. (439 de la ed. franc.J—El Gobierno italiano, lía he-
cho incluir la extradición por tránsito en los tratados con 
Francia, Bélgica, Alemania y Suiza. 

El art. 15 del tratado franco-italiano, está concebido en 
estos términos: «La extradición por tránsito por territorio ita-
liano ó francés, ó por los buques de los servicios marítimos de 
los dos Estados de un individuo que no pertenezca al país del 
tránsito, y entregado por otro Gobierno, se autorizará por sim-
ple demanda por la vía diplomática, apoyada por las piezas 
necesarias para comprobar que no se trata de un delito polí-
tico ó puramente militar. El trasporte se efectuará por la vía 
más rápida, bajo la custodia de los agentes del país requerido 
y á cargo del Gobierno reclamante.» 

En cuanto al imperio de Alemania y á Suiza, la extradición 
por vía de tránsito se halla reglamentada por la declaración 
firmada en Berlin, el 25 de Julio de 1873 por los representan-
tes de Alemania, Italia y Suiza. 

407. (440 de la ed. franc.J— Puede suceder que el malhechor 
después de haber sido entregado al Estado demandante, em-
prenda la fuga en el curso de la instancia penal, y vaya á re-
fugiarse de nuevo al territorio del Estado que lo entregó an-
teriormente. E n semejante hipótesis, no habría necesidad de 
un nuevo proceso para obtener de nuevo la entrega del mal-
hechor; bastaría poner el hecho en conocimiento del Estado 
extranjero, pidiendo que se le entregase de nuevo al preveni-
do; suponiendo que se trate del mismo delito que motivó la 

primera entrega, y que no se pretenda procesarlo por nuevos 
delitos que pudiese haber cometido para lograr evadirse. E n 
este caso, seria necesario entablar otra demanda observando 
rigurosamente todas las formas de procedimiento, y produ-
ciendo todos los documentos exigidos para cualquier clase de 
extradiciou. 

408. (441 de la ed. franc.)—$6\o nos falta decir cuatro pa-
labras sobre los gastos que trae consigo un proceso de extradi-
ción. E n la práctica 110 existe duda de que hay que referirse al 
texto de los tratados, para saber si deben ser á cargo del Esta-
do que hace la demanda ó del que la acepta. La mejor regla, 
á nuestro modo de ver, sería el cargar á cada uno de los Es-
tados demandante y demandado, los gastos que se hiciesen en 
su territorio y que tengan por origen el arresto, la custodia y 
trasporte del acusado, ó bien el envío de los objetos embarga-
dos. Pero es razonable que los gastos ocasionados por el tras-
porte del acusado ó de los objetos embargados, en el espacio 
intermedio entre las fronteras del Estado que entabla la de-
manda y el á que se dirige, sean de cargo del primero de es-
tos dos Gobiernos. Si se admite con nosotros que el interés de 
la represión penal no es territorial como la ley penal misma, es 
natural que se incluya en los gastos necesarios para la adminis-
tración de justicia, los gastos que ocasionen las extradiciones. 

La regla que acabamos de enunciar, tiende á hacerse ge-
neral; se halla consignada en los más recientes tratados que 
ha firmado el Gobierno italiano; también lo está en el negocia-
do con Inglaterra, cuyo art. 17 está concebido en los siguientes 
términos: «Las Altas partes contratantes renuncian á toda pe-
tición de reembolso de los gastos ocasionados por el arresto de 
la persona entregada y por su trasporte hasta á bordo del bu-
que, y estos gastos quedarán á su cargo respectivamente.» El 
artículo 2 del tratado de 1843 entre Francia é Inglaterra, con-
signaba el principio contrario. 

Los Estados-Unidos de América se obstinan en dejar á car-
go del Gobierno demandante los gastos ocasionados por la ex-
tradición (1), y así se convino entre dichos Estados é Italia. 

<!) I.os g a s t o s o c a s i o n a d o s p o r la ex t r ad i c ión d e u n m a l h e c h o r r e f u g i a d o e n l o s 



409. (442 de la ed. franc.)—En todos los tratados se esti-
pula siempre que los objetos robados que se bailen en poder 
del acusado, los instrumentos y máquinas empleadas para 
la perpetración del delito y todas las piezas de convicción de-
ben remitirse al Estado que ha entablado la demanda, áun 
cuando la entrega se haga imposible por muerte ó fuga del in-
dividuo reclamado. 

E s t a d o s - U n i d o s , sou m u y c o n s i d e r a b l e s por r a z ó n de l p r o c e d i m i e n t o compl icado 
y l a r g o q u e es t á e n u s o . L a ex t r ad i c ión del c a j e r o d e l a C o m p a ñ í a del C a m i n o de 
H i e r r o del N o r t e (Carpentier ¡j consortes) e n 1875, c o s t ó á F r a n c i a 200.000 f r ancos , y 
los a c t o s del p r o c e s o y r e l a t i v o s d u r a r o n d iez m e s e s . P o r t é r m i n o m e d i o , los g a s t o s 
o c a s i o n a d o s por l a ex t r ad i c ión de u n i n d i v i d u o r e f u g i a d o en los E s t a d o s - U n i d o s , 
s e e l e v a n s i e m p r e de 10 á 25.000 f r a n c o s . 

C A P I T U L O IX 

De la legalidad del juicio del individuo entregado y de las 

excepciones relativas á él. 

-110 (443 de la ed. franc.) Ob je to del p r e s e n t e capi tu lo .—411 (444 de id.) R e g l a g e -
n e r a l r e s p e c t o de la c o m p e t e n c i a del T r i b u n a l . - 1 1 2 (445 de id.) E f e c t o s d é l a f u g a 
r e l a t i v a m e n t e al e jercicio de la acción p e n a l — 4 1 3 (446 de id.) Y r e l a t i v a m e n t e á 
los d e r e c h o s a d q u i r i d o s p o r el fugi t ivo.—414 (447 de id.) De rechos de los d o s G o -
b i e r n o s . - 4 1 5 (448 de id.) F u n d a m e n t o de ¡as excepc iones r e l a t i v a s á l a l e g a l i d a d 
de l juicio.—116 (449 de id.) L a ex t r ad i c ión c o n s e n t i d a c o n a u s e n c i a de t o d o t r a -
t a d o . ¿es regular?—417 (450 deid.) El T r i b u n a l al q u e s e le h a e n c a r g a d o el a s u n t o 
d e b e p r e s u m i r s i e m p r e la r e g u l a r i d a d d e la ex t rad ic ión .—418 (451 de id.) J u r i s -
p r u d e n c i a r e s p e c t o de e s t o — 4 1 9 (452 de id) El T r i b u n a l no e s t á l l a m a d o á c o n o -
c e r d e la ap l icac ión e x a c t a del t r a tado .—420 (453 de id.) E j e m p l o s 421 (454 de id. 
E l T r i b u n a l no e s t á l l a m a d o á a p l i c a r el a c t a de e x t r a d i c i ó n — 4 2 2 (455 de id.) El 
Gobie rno r e q u e r i d o p u e d e ex ig i r q u e el p r o c e s o s e l imi te al solo h e c h o p o r el 
c u a l se cons in t ió la extradición.—123(456de id.) Conl l i c to h a b i d o e n t r e I n g l a t e r r a 
y los E s t a d o s - U n i d o s p o r e s t e m o t i v o — 1 2 3 b i s (456 b i s de id.) O b s e r v a c i o n e s de l 
a u t o r — 4 2 4 (457 de id.\ El a c u s a d o n o p u e d e o b t e n e r p r ó r o g a por p a r t e de l T r i -
bunal .—425 (438 de id.) D e m o s t r a c i ó n de e s t a r e g l a — 4 2 6 (159 de id.) A qu i én c o r -
r e s p o n d e p e d i r q u e el j u i c io s e a l i m i t a d o — 4 2 7 (460 de id.) Ejemplo.—428 ( 461 de id) 
El T r i b u n a l n o e s t á o b l i g a d o á l i m i t a r el j u i c io si no ex i s t e ley a l g u n a q u e s e lo 
imponga—'129 (462 deid.) L a s C á m a r a s de a c u s a c i ó n no deben o c u p a r s e j a m á s d e 
los t r a t a d o s . - 4 3 0 (463 de id.) E x t r a d i c i ó n v o l u n t a r i a p o r d e m a n d a del a c u s a d o — 
431 (461 de id.) J u i c i o s de los T r i b u n a l e s f r a n c e s e s — 4 3 2 (465 i/c id.) V e r d a d e r o 
o b j e t o de la cont rovers ia .—433 (46o deid.) T e o r i a c o n s i g n a d a en j u r i s p r u d e n c i a . 
—134 (467 de id.) N u e s t r a s obse rvac iones .—435 (468 de id.) A r g u m e n t o s c o n t r a -
r i o s de D u v e r d y — 4 3 6 (469 de id.) N u e s t r a op in ion—437 (470 de id.) El a c u s a d o 
p u e d e c o n s u c o n s e n t i m i e n t o e x t e n d e r l a c o m p e t e n c i a del T r i b u n a l — 4 3 8 . (471 
deid.) D o c t r i n a s o s t e n i d a e n F r a n c i a . —139 (472 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . —110 
(473 de id.) P r inc ip io e s t ab l ec ido en el t r a t a d o e n t r e I t a l i a y F r a n c i a . — 1 4 1 (474 
de id) Ju ic io de d e l i t o s c o n e x o s — 1 4 2 (475 de id.) Conl l ic to e n t r e I t a l i a y S u i z a . 
—443 (476deid . ) N u e s t r a op in ion —144(477 de id.) E s t i pu l ac ión con e s t e m o t i v o 
e n t r e I ta l ia y F r a n c i a — 4 4 5 (478 de id) C o n c l u s i ó n . — 4 4 6 (479 de id.) De l a r e g u -
l a r i dad de l j u i c io en los c a s o s e n q u e la cal i f icación del de l i to s e b a i l a m o d i f i c a -
da.—447 (480 de id.) El T r i b u n a l p u e d e s i e m p r e d i c t a r j u i c i o e n r e b e l d í a en v i s t a 
de l as p iezas de acusac ión q u e no p u e d e n s e r ob je to del d e b a t e c o n t r a d i c t o r i o . 

410. (443 déla ed. franc.)—La extradición de un malhe-
chor fugitivo, verificada en virtud de un convenio preexisten-
te ó de conformidad con los principios de jurisprudencia in-
ternacional, constituye un verdadero acto de soberanía. Rés-



409. (442 de la ed. franc.)—En todos los tratados se esti-
pula siempre que los objetos robados que se bailen en poder 
del acusado, los instrumentos y máquinas empleadas para 
la perpetración del delito y todas las piezas de convicción de-
ben remitirse al Estado que ha entablado la demanda, áun 
cuando la entrega se haga imposible por muerte ó fuga del in-
dividuo reclamado. 

E s t a d o s - U n i d o s , son m u y c o n s i d e r a b l e s por r a z ó n de l p r o c e d i m i e n t o compl icado 
y l a r g o q u e es t á e n u s o . L a ex t r ad i c ión del c a j e r o d e l a C o m p a ñ í a del C a m i n o de 
H i e r r o del N o r t e (Carpentier ¡j consortes) e n 1875, c o s t ó á F r a n c i a 200.000 f r ancos , y 
los a c t o s del p r o c e s o y r e l a t i v o s d u r a r o n d iez m e s e s . P o r t é r m i n o m e d i o , los g a s t o s 
o c a s i o n a d o s por l a ex t r ad i c ión de u n i n d i v i d u o r e f u g i a d o en los E s t a d o s - U n i d o s , 
s e e l e v a n s i e m p r e de 10 á 25.000 f r a n c o s . 

C A P I T U L O IX 

De la legalidad del juicio del individuo entregado y de las 

excepciones relativas á él. 

-110 (443 de la ed. franc.) Ob je to del p r e s e n t e capi tu lo .—411 (444 de id.) R e g l a g e -
n e r a l r e s p e c t o de la c o m p e t e n c i a del T r i b u n a l . - 1 1 2 (445 de id.) ¡efectos d é l a f u g a 
r e l a t i v a m e n t e al e jercicio de la acción p e n a l . , - 4 1 3 (446 de id.) Y r e l a t i v a m e n t e ¡í 
l o s d e r e c h o s a d q u i r i d o s p o r el fugi t ivo.—414 (447 de id.) De rechos de los d o s G o -
b i e r n o s . - 4 1 5 (448 de id.) F u n d a m e n t o de ¡as excepc iones r e l a t i v a s á l a l e g a l i d a d 
de l juicio.—116 (449 de id.) L a ex t r ad i c ión c o n s e n t i d a c o n a u s e n c i a de t o d o t r a -
t a d o . ¿es regular?—417 (450 deid.) El T r i b u n a l al q u e s e le h a e n c a r g a d o el a s u n t o 
d e b e p r e s u m i r s i e m p r e la r e g u l a r i d a d d e la ex t rad ic ión .—418 (451 de id.) J u r i s -
p r u d e n c i a r e s p e c t o de e s t o . - 4 1 9 (452 de id) El T r i b u n a l no e s t á l l a m a d o á c o n o -
c e r d e la ap l icac ión e x a c t a del t r a tado .—420 (453 de id.) E j e m p l o s 421 (454 de id. 
E l T r i b u n a l no e s t á l l a m a d o 4 a p l i c a r el a c t a de ex t r ad i c ión .—422 (455 de id.) El 
Gobie rno r e q u e r i d o p u e d e ex ig i r q u e el p r o c e s o s e l imi te al solo h e c h o p o r el 
c u a l se cons in t ió la extradición.—123(456de id.) Conl l i c to h a b i d o e n t r e I n g l a t e r r a 
y los E s t a d o s - U n i d o s p o r e s t e motivo.—123 b i s (456 b i s de id.) O b s e r v a c i o n e s de l 
au to r .— 424 (457 de id.\ El a c u s a d o n o p u e d e o b t e n e r p r ó r o g a por p a r t e de l T r i -
bunal .—425 (458 de id.) D e m o s t r a c i ó n de e s t a regla.—426 (159 de id.) A qu i én c o r -
r e s p o n d e p e d i r q u e el j u i c io s e a l imi tado.—427 (460 de id.) Ejemplo.—428 (4G1 de id) 
El T r i b u n a l n o e s t á o b l i g a d o á l ip i i t a r el j u i c io si no ex i s t e ley a l g u n a q u e s e lo 
imponga.—'129 (462 deid.) L a s C á m a r a s de a c u s a c i ó n no deben o c u p a r s e j a m á s d e 
los t r a t a d o s . - 4 3 0 (463 de id.) E x t r a d i c i ó n v o l u n t a r i a p o r d e m a n d a del a c u s a d o . — 
431 (461 de id.) J u i c i o s de los T r i b u n a l e s f r a n c e s e s . — 4 3 2 (465 de id.) V e r d a d e r o 
o b j e t o de la cont rovers ia .—433 (46o deid.) T e o r í a c o n s i g n a d a en j u r i s p r u d e n c i a . 
—134 (467 de id.) N u e s t r a s obse rvac iones .—435 (468 de id.) A r g u m e n t o s c o n t r a -
r i o s de Duverdy .—436 (469 de id.) N u e s t r a opinion.—437 (470 de id.) El a c u s a d o 
p u e d e c o n s u c o n s e n t i m i e n t o e x t e n d e r l a c o m p e t e n c i a del Tr ibunal .—438. (471 
deid.) D o c t r i n a s o s t e n i d a e n F r a n c i a . — 4 3 9 (472 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . —140 
(473 de id.) P r inc ip io e s t ab l ec ido en el t r a t a d o e n t r e I t a l i a y F r a n c i a . — 1 4 1 (474 
de id) Ju ic io de d e l i t o s conexos.—142 (475 de id.) Conf l ic to e n t r e I t a l i a y S u i z a . 
—443 (476deid . ) N u e s t r a op in ion —144(477 de id.) E s t i pu l ac ión con e s t e m o t i v o 
e n t r e I ta l ia y Franc ia .—445 (478 deid) C o n c l u s i ó n . — 4 4 6 (479 de id.) De l a r e g u -
l a r i dad de l j u i c io en los c a s o s e n q u e la cal i f icación del de l i to s e h a l l a m o d i f i c a -
da.—447 (480 de id.) El T r i b u n a l p u e d e s i e m p r e d i c t a r j u i c i o e n r e b e l d í a en v i s t a 
de l as p iezas de acusac ión q u e no p u e d e n s e r ob je to del d e b a t e c o n t r a d i c t o r i o . 

410. (443 déla ed. franc.)—La extradición de un malhe-
chor fugitivo, verificada en virtud de un convenio preexisten-
te ó de conformidad con los principios de jurisprudencia in-
ternacional, constituye un verdadero acto de soberanía. Rés-



taños sólo en este capítulo examinar las consecuencias lega-
les del derecho de someter á juicio al individuo entregado. 

411. (444 de la ed. franc.)—En nuestro sentir no debería 
dudarse de que el Tribunal, ante el cual ha sido entregado el 
malhechor fugitivo, se halla, por el nuevo hecho de dicha en-
trega, legalmente investido del derecho de juzgarle por todos 
los capítulos de la acusación. Se puede sostener, sin embargo, 
que para conservar las buenas relaciones diplomáticas y para 
observar las reglas de conveniencia internacional, debe con-
cretarse el juicio á los capítulos de acusación especificados en 
la demanda y excluir aquéllos por los que no se ha concedido 
la extradición por una estipulación expresa concertada entre 
los dos Estados. 

412. (445 de la ed. franc.)—Cuando el malhechor se fuga 
del lugar donde ha cometido el delito y va á refugiarse á un 
país extranjero, pone un obstáculo al ejercicio de la acción pe-
nal que no puede ejercerse de hecho en un territorio sometido 
á otra Soberanía. Desde luégo sucede que el soberano que re-
cláma al fugitivo, está obligado á dirigirse al del territorio 
donde se ha refugiado el acusado para obtener su arresto y en-
trega. El soberano requerido puede, á su vez. aceptar ó recha-
zar la demanda en virtud de los tratados en que ha consentido 
y de los principios que considera más beneficiosos, y puede 
subordinar la entrega del fugitivo á ciertas condiciones, las 
que una vez discutidas y aceptadas, obligan á los dos sobera-
nos del mismo modo que cualquier otro convenio internacio-
nal. Todo esto influye de un modo decisivo en las relaciones 
existentes entre los dos soberanos; pero no modifica en nada 
las condiciones jurídicas del malhechor ante sus jueces natu-
rales en cuanto á ampliar ó restringir su competencia ó á es-
tablecer nuevos derechos ó privilegios en favor de la defen-
sa (1). 

413. (446 de la ed. franc.)—Pasando el malhechor la fron-
tera y refugiándose en país extranjero, no adquiere ningún 
derecho ni con respecto al Gobierno en cuyo territorio se ha 

(1) C o m p . T r i b u n a l d e lo c r i m i n a l d e V i e n a , 3 D i c i e m b r e 1S66, L a m i r a u d e , Pal., 
3S37, p . 1092, ai «o /«OT. -Ducrocq ,7» íor ie de l'extradition, p . 39-41. 

refugiado ni con respecto al de donde ha violado la ley. Desde 
luégo no puede pretender el derecho á la protección del pri-
mero hasta el punto de creerse autorizado para pedirle cuenta 
de los motivos que ha tenido para entregarle, y con respecto 
al segundo tampoco puede valerse de derechos más ámplios 
que los de que gozan los acusados ante sus jueces naturales. 

414. (447 de la ed. franc.)—Resulta, pues,' de estos prin-
cipios que corresponde al Gobierno requerido solamente discu-
tir y apreciar de hecho y de derecho la regularidad de los ac-
tos judiciales y diplomáticos anteriores á la entrega efectiva 
del malhechor y exigir en su vista que sean observados los 
convenios internacionales y las condiciones insertas en el acta 
de extradición; así como por otra parte, corresponde exclusi-
vamente al Gobierno al que ha sido entregado el malhechor, 
examinar, con la buena fé que debe servirle de regla en las 
relaciones internacionales, las observaciones que pueda ha-
berle hecho el Gobierno extranjero. Pero sería un error tras-
formar los derechos pertenecientes al Estado requerido en de-
rechos personales para el fugitivo y hacer de ellos el funda-
mento de nuevos recursos para este último y de nuevas excep-
ciones que pudiesen servir para su defensa. 

415. (448 de la ed. franc.)—Sobre esta distinción reposa, 
propiamente hablando, toda la teoría de las excepciones con 
ayuda de las que el fugitivo entregado puede rebatir la lega-
lidad de su enjuiciamiento. Los mismos principios deben tam-
bién servir para resolver la cuestión de si la autoridad judicial 
es ó no competente para apreciar la legalidad de la extradi-
ción. Estacuest iou, lo mismo que todas las demás relativas á 
las relaciones entre soberanías, no puede ser discutida con 
provecho ante los tribunales. La autoridad judicial no tiene de-
recho para anular los tratados, ni para decidir si la extradición 
do un fugitivo, concedida por aplicación de un tratado ó por 
interpretación de este acto por el Poder Ejecutivo, debe ó no ser 
considerada como regular. Comunmente los tratados, son sim-
ples acuerdos concertados entre los jefes del Poder Ejecutivo 
de dos países y que únicamente deben ponerse en conocimien-
to de las Cámaras legislativas. No es dudoso que las partes 
contratantes no deben observar este tratado por la buena fé. 



Sin embargo, es de notar que estos acuerdos t ienen, como 
carácter propio, el de actos de alta administración, y como ta-
les no pueden ser discutidos, interpretados ni anulados por el 
poder judicial. Desde luego, la cuestión de si la interpretación 
ó la aplicación del tratado de extradición es regular uo debe 
ser decidida por el tribunal. 

Aun en la hipótesis (que ciertamente 110 es frecuente) en 
que los tratados de extradición se votan por las dos Cámaras 
en la misma forma que todas las leyes, y que por esta razón 
deben considerarse como actos legislativos, tendrían induda-
blemente el carácter de ley en el interior del Estado; pero con 
relación al Estado extranjero con el cual se han concertado, 
conservarán el carácter de convenios que deben observarse de 
buena fé. Ahora bien, como las leyes interiores no tienen nin-
guna autoridad extraterritorial, claro es que no pueden influir 
j amás sobre los derechos y los deberes de la Soberanía extran-
jera hasta el punto de autorizar á nuestros magistrados nacio-
nales para apreciar la interpretación ó la aplicación de los 
tratados por parte 'de una Soberanía extranjera; eso equival-
dría á apreciar los actos de un Soberano extranjero, lo cual 
no está permitido á nuestros magistrados. 

416. (449 de la ed. franc.)—Desde luégo, en vano querría 
la defensa valerse del hecho de que la extradición tuviese lu-
gar en el caso en que 110 existiese tratado alguno. Hemos de-
mostrado ya que la legalidad de la extradición no depende de 
la existencia de tratados, y claró está que la defensa no podría 
pedir á los tribunales que apreciase y discutiese la conducta 
de dos Estados soberanos, ni su manera de considerar sus de-
beres internacionales recíprocos (1). 

(1) E s t a d o c t r i n a se h a c o n s i g n a d o m u y f o r m a l m e n t e p o r l a Cor t e d e C a s a c i ó n 
f r a n c e s a e n l a c a u s a Q u e s s o n : «El G o b i e r n o , d e c i a l a C o r t e , q u e h a h e c h o p r e n d e r 
en s u t e r r i t o r i o al a c u s a d o d e u n c r i m e n c o m e t i d o e n o t r o t e r r i t o r i o y lo e n t r e g a 
á l a p o t e n c i a q u e lo r e c l a m a p a r a j u z g a r l e y c a s t i g a r l e , u s a d e u n d e r e c h o q u e po-
s e e p o r s u p r o p i a soberanía, y n o p o r los t r a t a d o s q u e p u e d a h a b e r c e l e b r a d o con l a 
p o t e n c i a á q u e p e r t e n e c e el a c u s a d o . .Sin d u d a a l g u n a , d o s E s t a d o s p u e d e n c o m -
p r o m e t e r s e á e n t r e g a r s e r e c i p r o c a m e n t e l o s p e r s e g u i d o s p o r c r í m e n e s c o m e t i d o s 
e n s u s t e r r i t o r i o s r e s p e c t i v o s , y d e t e r m i n a r l o s c a s o s en q u e d e b a a u t o r i z a r s e l a 
e x t r a d i c i ó n ; p e r o d i c h o s c o n v e n i o s n o p u e d e n s e r o b s t á c u l o á lo q u e se h a y a a c o r -
d a d o en o t r o s c a s o s y p o r c r í m e n e s d i s t i n t o s d e l o s e s p e c i f i c a d o s en a q u é l l o s . » 
(6 d e J u n i o d e 183", c a u s a Q u e s s o n : Pal., 1838, p . 311; C o m p a r . C a s a c i ó n , 1 6 S e t i e m -

417. (450 de la ed. franc.)—Tampoco se podria invocar la 
•excepción que tendiese á probar la inobservancia de las for-
malidades prescritas por el tratado de extradición. Las irregu-
laridades que se produjesen hubieran podido ser puestas"en 
claro en el país en que tuviesen lugar, y allí hubieran podido 
ser motivo bastante para anular los actos de los agentes del 
Gobierno de ese país; pero, ¿en virtud de qué principio podria 
llamarse á nuestros magistrados á examinar si las formas pres-
critas por la ley interior de un país extranjero, han sido ó lió 
violadas? El tribunal competente, legalmente investido del de-
recho de juzgar al malhechor en virtud del mero hecho de la 
entrega de este individuo á su jurisdicción, debe presumir 
que la extradición del fugitivo entregado por un Gobierno ex-
tranjero ha sido regular por parte de este Gobierno, y sobre 
este punto no debe tener la menor duda. 

418. (451 de la ed. franc.)— La regla de que hemos hablado 
aquí, ha sido confirmada por la Corte de casación de Turin en 
la causa Celia: «Cuando se ha obtenido la extradición de un 
acusado, dice la Corte, no corresponde á los tribunales que 
deben juzgarlo, averiguar si el arresto del acusado ha tenido 
lugar en el extranjero, según las leyes del país en que se 
ha efectuado» (1). 

No puede considerarse como contraria á esta regla, la pro-
clamada por la Corte de Casación francesa, cuando dijo que: 
«El acusado tiene necesariamente el derecho de invocar todas 
las nulidades de que puedan ser tildadas las actas, en cuya 
virtud fué arrestado, áuu cuando hubiese guardado silen-
cio sobre esas ilegalidades hasta el momento mismo del de-
bate» (2). Esta Corte, en realidad, quiso hablar de las ilega-
lidades relativas al arresto efectuado en el país en que se le 
ha sometido á juicio, pero no de los que se relacionan con la 

5Tn Pal S T ; 1 4 P ' 1 3 3 ; C a S a c i o n - 4 ' 8 ® . c a u s a C h a r , S 4(T n o(> — M a n g i n , Aelion publique, ü . ° 7 5 - C a l v o , Droi, Mernalioua 

5 í r í T , r T " " H m -
 P" 8 - ¿ r , i a ' £ í * estradiZ p. 131.—Billot, Traite de Vexlradilion, p . 301 y s i g . ) 

(1) 15 d e Marzo d e 1855.—Bett ini , fiiurisprudenza 1855 I 24~ 
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violacion de las leyes especiales del Estado que ha concedido* 
la extradición. 

419. (452 de la ed. fvanc.)— Tampoco podría la defensa va-
lerse de una aplicación indebida del tratado. Los tratados de 
extradición son obligatorios en el sentido de que tienen por 
objeto reglamentar la-conducta de los Gobiernos que los han 
firmado, y obligarles á poner en ejecución las cláusulas que 
en ellos están insertas; pero no podrían ser un obstáculo á su 
propia extensión en casos diferentes de los prevenidos en ellos 
ó á su interpretación, en uno ú otro sentido. Si los tratados de 
extradición fuesen como las leyes interiores del Estado (1), y 
pudieran tener por objeto limitar las facultades de los dos Go-
biernos por una parte, y por otra crear en favor del fugitivo el 
derecho de no ser entregado sino bajo las condiciones estipu-
ladas en el tratado, se diría con razón que la-autoridad llama-
da á juzgarle, podría estar facultada para examinar si se habia 
hecho una aplicación indebida del tratado ó de su interpreta-
ción. Pero como las partes pueden dar al convenio una inter-
pretación extensa y entregarse recíprocamente los malhecho-
res, áun en ausencia de todo tratado, es natural que semejan-
tes convenios deban considerarse como actos diplomáticos que 
tienen por objeto reglamentar la conducta de los dos Gobier-
nos, y de cuya interpretación no puede conocer el tribunal 
llamado á juzgar al individuo entregado. 

420. (453 de la ed. franc.J—Supongamos, por ejemplo, que 
un Estado solicita la extradición de un fugitivo, acusado de 
un crimen de falsificación que se halla visado en los tratados, 

(1) L a C o r t e de C a s a c i ó n f r a n c e s a lo a f i r m ó en s u s d e c r e t o s d e 24 d e J u n i o d e 
1839 .causa Fox . , D u q u e d e R i c h m o n d — D a l l o k , Rep . , y . Traite inlernational, p. 588, 
n o t a s 1 y 5; 11 A g o s t o 1841, ib., y 8 S e t i e m b r e 1845, c a u s a G r a n v a u x — D a l l o z , 1845,. 

II, p . 405. 

«Los t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n , d i ce L a C o r t e , p r o m u l g a d o s r e g u l a r m e n t e , s o n 
e y e s e s p e c i a l e s . » P e r o e n s e g u i d a m o d i f i c a s u d o c t r i n a : «Los t r a t a d o s d e e x t r a d i -
ción, d ice , s o n a c t o s d e a l t a a d m i n i s t r a c i ó n , m o t i v a d o s g e n e r a l m e n t e p o r neces i -
d a d e s y á u n p o r m e r a s c o n v e n i e n c i a s i n t e r n a c i o n a l e s , y q u e son a j e n a s á l a a p r e -
c iac ión y fiscalización d e l a a u t o r i d a d j u d i c i a l q u e n o d e b e o c u p a r s e d e los m o -
t ivos q u e h a n d e t e r m i n a d o la e x t r a d i c i ó n ; . 4 d e M a y o d e 1845 ( C h a r d o n ) — M o r i n . 
Journal du droit criminel, n . " 8 0 9 3 — C o m p a r . C a s a c i ó n , 18 Ju l i o 1851, c a u s a V i r e m a i -
t r e ; Dal loz, 1851, v , p . 248; 2 3 D i c i e m b r e 1852, c a u s a D a r e a u x ; Dal loz, 1853, v . p . 215 , 
6 Jul io 1861, c a u s a Q u e s s o n : Palais, 186", p . 311. 

y del delito de abuso de confianza, que no está enumerado en 
aquellos, y que el Gobierno requerido le diese curso sin reserva 
a lguna. Si despues el individuo entregado fuese enjuiciado 
contradictoriamente por estos dos delitos, en nuestra opinion, 
la pretensión de la defensa, sosteniendo que el proceso debería 
limitarse sólo al crimen de falsificación, sería infundada. E l 
tribunal competente para juzgar al acusado por todos los ca-
pítulos de acusación, no podría ser comprometido por la defen-
sa, á juzgar contradictoriamente sólo en los límites del trata-
do que no está llamado á aplicar (1). 

La teoría de la corte de Milán, se halla conforme con la 
doctrina que acabamos de exponer (2). Dicha corte estableció 
que cuando un malhechor ha sido entregado por un Gobierno 
extranjero, en el caso de no existir tratados y sin n inguna 
restricción en cuanto al derecho de enjuiciarlo, no será con-
trario ni á las reglas de sana política ni á las del derecho, el 
juzgar le áun por meros delitos de los que fuese culpable. Por 
lo demás, si el fugitivo es entregado sin n inguna reserva por 
parte del Gobierno requerido, no hay motivo alguno para res-
tringir la decisión del tribunal, porque la ley penal no limita 
la competencia de los tribunales respecto del malhechor, que 
después de haberse hecho culpable do un delito punible con 
penas correccionales, ha huido al extranjero. Esta restricción 
no puede ser motivada por las conveniencias diplomáticas, 
cuando el Gobierno extranjero ha entregado el fugitivo sin 
hacer ninguna reserva relativa al derecho de enjuiciarlo. 

(1) E n l a c a u s a Rergerey c . El Ministerio público, l a C o r t e d e C a s a c i ó n f r a n c e s a s e 
e x p r e s ó en los t é r m i n o s s i g u i e n t e s : « A t e n d i e n d o á q u e si l o s a t e n t a d o s c o n t r a l a s 
c o s t u m b r e s n o e s t á n c l a s i f i c a d o s e n t r e los c r í m e n e s e n u m e r a d o s e n el a r t . 8* d e i 
t r a t a d o c e l e b r a d o e n t r e F r a n c i a y l o s E s t a d o s d e l a C o n f e d e r a c i ó n h e l v é t i c a , l a s 
p a r t e s c o n t r a t a n t e s h a n p o d i d o a m p l i a r ó m o d i f i c a r l a s d i s p o s i c i o n e s r e l a t i v a s á 
e l l o s , p o r c o n v e n i o s p o s t e r i o r e s , s . g u n l a s n e c e s i d a d e s y l a s c o n v e n i e n c i a s d e 
b u e n a v e c i n d a d , e s t a b l e c i d o s e n t r e e l los ; q u e l o s T r i b u n a l e s f r a n c e s e s n o t i e n e n 
q u e o c u p a r s e en a b s o l u t o d e los m o t i v o s q u e h a n dec id ido á la R e p ú b l i c a d e B e r -
n a , so lo g u a r d a d o r d e s u i n d e p e n d e n c i a y d i g n i d a d , á c o n s e n t i r e n l a e n t r e g a d e 
d e m a n d a n t e : b i e n s e a q u e d i c h a e x t r a d i c i ó n h a y a s ido p e d i d a , b i en q u e h a y a s ido 
e s p o n t á n e a , h a s ido e n t r e g a d o l e g a l m e n t e en m a n o s d e l a j u s t i c i a q u e t e n i a la mi -
s ión d e p r o c e s a r l o . » Rej. 16 d e S e t i e m b r e d e 1841—Dal loz , R e p . , v , Traitó diploma-
tique, p . 597. n o t a 1. 

(2) 2 0 d e Ju l i o d e 1 8 6 5 — B e t t i n i , Giurisprudenta, v . x v n , p . 2 ' , p . 731. 



421. (454 de la ed.franc.)—La jus ta consecuencia de la 
doctrina que acabamos de exponer, es que la competencia de 
los tribunales no puede ser modificada por los tratados, y que 
los tribunales deben estatuir relativamente á su propia compe-
tencia, sin ocuparse de aquellos. 

En efecto, es un principio incontestable en todos los Es ta-
dos, donde se admite la división de poderes, que el poder eje-
cutivo no puede con sus actos modificar ni derogar las leyes. 
Ahora bien, como las jurisdicciones y las competencias terri-
toriales se establecen y determinan por las leyes, es evidente 
que no pueden ser derogadas por un tratado de extradición. 
El tribunal que debe tomar en consideración el tratado que 

• modificó su competencia, se halla en la misma situación que 
cuando se le pide que tome en consideración un acto del po-
der ejecutivo contrario á la ley. No tiene, ciertamente, autori-
dad a lguna para declarar nulo semejante acto; pero puede ne-
garse á tomarlo en consideración por aplicación del principio 
general de que los magistrados no pueden aplicar los actos 
del poder ejecutivo que sean contrarios á las leyes. 

En un sólo caso, creemos que los tribunales estarían obli-
gados á considerar modificada su competencia por el tratado 
de extradición, es decir, cuando se hubiese dispuesto en una 
ley especial que las reglas de competencia, convenidas en los 
tratados de extradición, derogasen las leyes sobre la compe-
tencia. 

Réstanos ahora examinar si los tribunales deben tener en 
cuenta los acuerdos celebrados entre los dos Gobiernos, y apli-
car el acta de extradición. 

En nuestro entender, tampoco es esa la misión del tribu-
nal, ante el cual ha sido presentado el individuo entregado. 
Por lo demás, la defensa no podría valerse como de una excep-
ción legítima del hecho de haber sido violados los acuerdos en-
tre los dos Estados. Conviene observar que estos acuerdos son 
celebrados por los agentes diplomáticos, y que los originales 
no se comunican ordinariamente al tribunal que juzga al indi-
viduo entregado. Admitiendo que el acusado pueda pedir y 
obtener que los documentos referentes á su extradición se unan 
al proceso para que pueda tener conocimiento de éllos, se lle-

gar ia á reconocerle un derecho que no le pertenece. Si, como 
hemos dicho ya, por el hecho de su fuga el malhechor no 
ha adquirido el derecho de ser protegido por el Estado extran-
jero, ¿cómo puede pretender estar iniciado en las condiciones 
bajo las cuales ha sido entregado por ese Estado (1)? 

Resulta, pues, de los principios que acabamos de exponer, 
que el tribunal llamado á juzgar al individuo entregado, no 
puede á petición de éste, apreciar ni la validez de su extradi-
ción, ni la ' legalidad de los actos relativos á ella. 

422. (455 de la ed.franc.)—Más difícil aún es la cuestión 
de si el Gobierno que ha concedido 1a. extradición, puede pe-
dir que los procedimientos se limiten al sólo caso que ha mo-
tivado esa medida. 

Si en el convenio celebrado entre el Estado demandado y 
el demandante, se hubiese convenido que en el caso de extra-
dición los procedimientos deberían limitarse' al sólo capítulo 
especificado en la demanda, es indudable que el Estado de-
mandante debería observar la cláusula del tratado, y á menos 
que obrase de mala fé, no procesar al malhechor por otros de-
litos de que no se hubiese hecho mención en dicha demanda. 
En el caso contrario, la defensa tendrá derecho á protestar 
contra el modo de obrar del Gobierno demandante; podría re-
clamar la protección del Gobierno extranjero y éste podría exi-
gir que la instancia penal se limitase al delito especificado en 
la demanda. 

Supongamos que no se ha insertado en el convenio de ex-
tradición ninguna cláusula relativa á esta cuestión, y que el 
Gobierno que ha obtenido la entrega del acusado lo procesara 
además por otro delito distinto del indicado en-la demanda. 
¿En esta hipótesis, el Gobierno requerido, quejándose de la 
falta de buena fé del Estado demandante, tendría en realidad 
derecho á oponerse á que el acusado fuese procesado por el 
delito no especificado en la demanda? 

Para sostener la afirmativa, podría decirse que la regla ge-
neral, según la que se interpretan los convenios internaciona-
cionales, es la buena fé; que en los tratados no se hallan sólo 

(1) C o r t e d e C a s a c i ó n . T u r i n , 3 1 de M a r z o d e 185" (Or t í ) .—Bet t in i , Giurispruden-
íu, 5", i, ¿ 1 8 . — C a s a c i ó n , X á p o l e s , 19 S e t i e m b r e 1 8 6 4 . - B e t t i n ¡ , 64, i, 914. 



formulados el derecho y el deber de entregar al acusado, sino 
que también se hallan especificados en ellos los casos y las 
condiciones en que debe tener lugar la extradición; que ade-
más, según la práctica internacional, un Gobierno puede 
prestar su protección al fugitivo por cualquier otro delito de 
que se le acuse y que no se halle enumerado en el convenio, 
y que áun relativamente á los delitos que se hallen compren-
didos en la lista del tratado, puede siempre exigir que no ten-
ga lugar la extradición sin el cumplimiento de las condiciones 
y de las formalidades de procedimiento prescritas en el con-
venio, y que desde luego deben considerarse contrarios á la 
buena fd los procedimientos ejercidos contra el individuo re-
clamado por un delito distinto del que ha motivado su extra-
dición.—Puede decirse además, que en todos los tratados se 
halla inserta una excepción relativa á los delitos políticos, v 
como quiera que los caractéres jurídicos del delito político va-
rían según las distintas legislaciones de los diversos países, 
si el acusado pudiese ser procesado no sólo por el delito que 
hubiese motivado la demanda, sino también por otro hecho 
cualquiera que siendo un delito de derecho común en el Esta-
do demandante constituyesen un delito político en el demanda-
do, la protección concedida generalmente á los autores de de-
litos políticos, podría muy bien se,r ilusoria. 

Haremos notar, por el contrario, en el sistema opuesto, 
que la buena fé que debe observarse en. la aplicación de los 
convenios de extradición, exige que el acusado sea realmente 
procesado por el delito que ha motivado la extradición, pero 
que no podría negársele al Estado demandante el derecho de 
procesarle por otros delitos de que estuviese acusado en el 
caso de que semejante facultad no se lo impidiese también, se-
gún una estipulación expresa del tratado, ó bien según una 
reserva hecha en el acta de extradición por el Gobierno deman-
dado. 

La regla general en materia de extradición, debería ser, 
no sólo la de no interrumpir, sino la de facil i tarla administra-
ción regular de justicia, para lo cual cada Gobierno debería más 
bien ampliar que restringir la extradición. La protección con-
cedida al malhechor es una consecuencia de los errores tradi-

L E G A L I D A D D E L J U I C I O D E L I N D I V I D U O E N T R E G A D O 

•cionales del privilegio del derecho de asilo, errores que aún 
110 se han disipado por completo. Si en los convenios se hallan 
indicados los delitos, por los que debe concederse la extradi-
ción, tiene ésto sólo por objeto, establecer entre los dos Go-
biernos, el derecho y el deber jurídico de la extradición; pero 
no especificar limitativamente los casos en que puede tener 
lugar la extradición. 

Podría además añadirse que el derecho que tiene el Esta-
do demandante de procesar al malhechor, sometido á su juris-
dicción, es un derecho indiscutible; que es cierto que el 
hecho por parte del acusado, de refugiarse en un territorio 
sometido á otra soberanía donde no puede ser perseguido 
ni procesado, presenta un obstáculo insuperable al ejercicio 
de este derecho , pero que después que el malhechor es 
restituido á sus jueces na tura les , el derecho de procesar-
le por todos los delitos que tiene á su cargo, no puede ne-
garse, salvo el caso de que existiese una cláusula expresa 
en el tratado de extradición que entónces debería aplicarse de 
buena fé. Una cláusula semejante que constituyese una res-
tricción de'los derechos de soberanía, no debería admitirse 
por analogía; sino que debería formularse en el convenio de 
extradición, así como tiene lugar para la excepción de los 
delitos políticos, por los cuales se prohibe en absoluto todo 
proceso é instancia. 

El peligro de ver á un acusado procesado por un hecho 
calificado de delito político, según la ley del país de refugio 
V por razón del cual no hubiese sido entregado, no puede 
apreciarse, porque en el caso de que sucediese eso, el Gobier-
no requerido tendría el derecho innegable de reclamar contra 
el modo de obrar del Gobierno demandante, valiéndose de la 
-cláusula inserta en todos los tratados, según la cual los deli-
tos políticos 110 pueden motivar la extradición. 

423. (456 de la ed. franc.J—Los principios que acabamos 
•de exponer han sido objeto de discusiones entre los Gobiernos 
de la Gran Bretaña y los Estados-Unidos durante los años 
1875 y 1876, con motivo de la extradición de un tal Lawran-
ce. El Gobierno americano habia pedido la extradición del 
acusado por falsificación, y habiéndola obtenido, queria pro-



cesarlo, no sólo por aquel deli to, sino también por el de 
fraude en perjuicio de la aduana. La defensa invocó la excep-
ción relativa á la extensión dada á la acusación primitiva, y 
no se contentó sólo con hacerla valer ante la autoridad polí-
tica, sino que hizo todo género de esfuerzos para provocar la 
intervención de Inglaterra . 

Una larga correspondencia diplomática se cruzó én t re los 
dos Gobiernos y el asunto tomó tal importancia, que atrajo la 
atención de las dos Cámaras del Parlamento. Los publicistas 
y los escritores estudiaron la cuestión y llegaron á distintas 
conclusiones (1). El resultado de las comunicaciones cambia-
das entre los dos Gobiernos, fué el mensaje del Presidente de 
los Estados-Unidos, leido en el Senado el 20 de Junio de 1876. 
En ese mensaje, después de haber manifestado el Presidente 
su disgusto porque un acta que durante tantos años habia pro-
ducido tan buenos resultados hubiese sido violada y anulada, 
pidió al Congreso que decidiese si el artículo del tratado de 
1842 debia considerarse como obligatorio y declaró, salvando 
la opiilion contraria del Congreso, que estaba decidido á no 
pedir y conceder nunca más la extradición á Inglaterra. 

El Gobierno inglés dio parte al Parlamento de esta declara-
ción, que ponia fin á las negociaciones y manifestó el deseo de 
entablar nuevas relaciones que tuviesen mejor resultado. 

423 bis. (456 bis delaed.franc.)—Nosparece que todo cuanto 
se ha dicho para demostrar que el juicio debe limitarse sólo á 
los delitos especificados en la demanda, deriva de las teorías 
tradicionales del privilegio del derecho de asilo. Se ha dicho, 
efectivamente, que la soberanía del país donde se ha refugiado 
el malhechor, debe protegerlo y no podia permitir que fuese 
enjuiciado por ningún otro delito distinto del que hubiese mo-
tivado la extradición. Verdaderamente no comprendemos la 
protección que quiere asegurarse á lo's malhechores hasta el 
punto de impedir el curso de la administración de justicia res-
pecto de éllos. Admitimosciertamente que por el respeto debido 

(!) V é a s e D e s j a r d i n s , Bullelin de la Sociélé de Legislalion comparée. F e b r e r o 1877, 
P- 126 y s i g . . y W. B. I . a w r a u e e . Albany Journal, 1876, n.° 6; 1877, n ú m e r o s 1 2 , 2 ] , 
2 3 — S p e a r , The Law ofexlrodilion, 102. 

á la libertad individual y sin hacer distinción alguna entre el 
nacional y el extranjero, n inguna soberanía debe permitir que 
un fugitivo reclamado que se halle en su territorio, sea privado 
de su libertad sin que existan pruebas en su contra reconocidas 
corno suficientes por la autoridad judicial territorial para dictar 
un auto de prisión contra él. Cuando las pruebas de culpabili-
dad han sido reconocidas suficientes para esta medida, no pode-
mos comprender la teoría según la cual el juicio debe ser li-
mitado y el fugitivo protegido contra la justicia extranjera. 
¿Qué interés puede tener el soberano del país de refugio en 
proteger á un malhechor? Si en el curso de la instrucción ju-
dicial se revelan nuevos cargos contra el acusado, ¿por qué 
detener el curso de la justicia por el sólo motivo de que el 
nuevo delito de que se acusa al entregado, no se ha indicado 
en la demanda? 

Se dice que hay falta de buena fé por parte del Gobierno 
que habiendo pedido la extradición por un delito, enjuicia al 
individuo entregado por otro que no se halla especificado en 
la demanda; pero no podemos admitir ese argumento t ra tán-
dose de un delito que por su naturaleza podria dar lugar á la 
extradición. Reconocemos que existiría mala fé en el caso en 
que se quisiera procesar al individuo entregado por un delito 
político y ésta nos parece la única razón formal para no per-
mitir que el individuo entregado sea juzgado en ningún caso 
por un delito político ó de interés local, y por el cual 110 se 
concedería la extradición. Diremos, además, que siempre se 
debe tener esta disposición como sobreentendida en los trata-
dos áun cuando 110 esté claramente estipulada en éllos. Es de 
esperar que estas ideas que hallan oposicion en una respeta-
ble mayoría de autores, acabarán por prevalecer. Efectiva-
mente; hallamos en el tratado celebrado en Junio de 1877 en-
tre España y los Estados-Unidos consignada la teoría que más 
arriba hemos expuesto. Vemos también que la comision nom-
brada por el Gobierno inglés, se ha alejado mucho en su me-
moria de las miras de su Gobierno y acercádose á las del Go-
bierno americano. Finalmente, haremos notar que en la más 
reciente ley de extradición, la de el Canadá, no se excluyen los 
procesos por delitos cometidos por el malhechor entregado, 



untes de la extradición v previstos en el tratado de extra-
dición. 

424. (457 de la ed. frane.)—Examinemos ahora si el acu-
sado puede pedir que el t r ibunal sobresea hasta el momento 
en que las dificultades relativas á la validez de su extradición, 
hayan sido resueltas por la autoridad competente. 

Faustin-Hélie, dice, que la Sala de lo criminal, «después de 
haber examinado la providencia de no há lugar, si la juzga 
desprovista de fundamento, puede pasar además al juicio; 
pero si por el contrario esta excepción le parece fundada; si el 
hecho que le sirve de base tiene un carácter grave y puede 
constituir un auto de no há lugar contra el enjuiciamiento, la 
Sala de lo criminal debe sobreseer en los debates hasta que se 
haya estatuido por la autoridad competente. Ahora bien, esta 
autoridad competente es la que ha consentido en el convenio 
que se trata de restringir <5 de ampliar, sólo ella está investida 
del derecho de hacer los tratados con las potencias extranje-
ras. Sólo ella puede, bien sea conocer la idea que ha dictado 
el convenio, bien provocar las explicaciones que la cuestión 
incidental pueda hacer necesarias (1).» 

Admitiendo la doctrina del eminente criminalista, Uegaríase 
á decir que el acusado llevado ante sus jueces naturales, ten-
dría para con ellos el derecho de poner en duda la legalidad 
de la extradición. En cuanto á nosotros, creemos, por el con-
trario, que esos derechos sou los mismos que los que tienen 
los inculpados que comparecen ante los tribunales sin haber 
huido áutes á un país extranjero. 

425. (458 de la ed. frane.)—La regla propuesta por nos-
otros, puede aplicarse áun en la hipótesis en que hubiese lu-
gar á rechazar sèriamente la legalidad del arresto y en que el 
Gobierno que puede reclamar, por el contrario, ha aprobado 
el procedimiento aunque irregular. Si en semejante hipótesis 
se puede criticar, con razón, el modo de obrar del Gobierno 
no requerido, no podría criticarse igualmente el decreto de la 
Corte que hubiese rechazado la declinatoria propuesta por la 
defensa y fundada en la irregularidad del arresto. Esta cues-

(1) Traité df. l'instruct. crini., § 130, p . 713. 

tion se decidió en Francia en el asunto Bactianesi (1). Se t ra-
taba de un subdito francés detenido en virtud de un simple 
auto de prisión de un magistrado francés, á bordo de un bu-
que sardo surto en un puerto francés. E l Gobierno sardo,.á 
pesar de la intervención de su cónsul, hubiera podido recla-
mar contra semejante arresto y debió haberlo hecho en interés 
de su dignidad y de su independencia. También la Corte re-
chazó, con razón, la declinatoria de la defensa fundada en la 
irregularidad de la extradición, y no quiso sobreseer, no obs-
tante el recurso del acusado contra tal determinación. 

Dalloz critica el decreto de la Corte. Según él el arresto 
no fué regular, y la aprobación ulterior del Gobierno sardo no 
podia regularizar la extradición. En cuanto á nosotros, nos 
parece que estando investida la Corte del derecho de juzgar al 
acusado en virtud del decreto de la Cámara de acusación pa-
sado en autoridad de cosa juzgada, no podia reconocer al acu-
sado el derecho de discutir la legalidad de su extradición, ni ad-
vertir al Gobierno sardo, solo y único juez de su independen-
cia y dignidad, que velase más por sus prerogativas. 

De aquí deducimos, que las objeciones sugeridas respecto 
<le la legalidad de la extradición, por parte del individuo en-
tregado, no pueden ser válidas sino en el momento en que se 
discute la demanda de extradición ante los tribunales del pa.ís 
requerido; éstos deberían examinar si la sentencia condenato-
ria ó la acusación, en virtud de la cual se pide la entrega del 
acusado, puede ó ni motivarla. Pero aute los tribunales del 
país requerente que tienen jurisdicción sobre los individuos 
que han violado la ley interior de ese país y que son llevados 
ante ellos, no podrá invocar el acusado las excepciones rela-
tivas á la legalidad de la extradición. 

426. (459 de la ed. franc.)—Hemos dicho ya que correspon-
de á las autoridades competentes examinar la demanda, com-
probar su legalidad, fijar las condiciones de la entrega, y 
hacer observar las estipulaciones del acta de extradición. 
Desde luégo, el Gobierno que ha practicado la entrega del fu-
gitivo, podría provocar las explicaciones necesarias para disi-

r — . 

(1) I t e j . , 31 d e Ju l i o d e 18 l"> . -Dal loz , per., 1845, i, p . 353. 



par las dudas que pudiese abrigar. El Gobierno al que se haya 
concedido la extradición, podría, por su parte, invitar por la 
vía del Ministerio público, al tribunal llamado á juzgar al 
acusado, á que concretase su juicio contradictorio á los te'r-
mínos de las estipulaciones del acta de extradición, y el tri-
bunal deberá conformarse con este requerimiento, con el sólo 
objeto de evitar complicaciones y dificultades intrincadas á 
que podría conducir la inobservancia de las estipulaciones 
acordadas entre los dos Gobiernos. 

Por el mismo mGtivo, el Ministerio público podría en vir-
tud de instrucciones recibidas del Ministerio de justicia, invi-
tar al tribunal á sobreseer cuando, por ejemplo, se suscitase 
una duda sobre la forma ó la legalidad de la extradición, ó 
cuando se hayan dado las explicaciones necesarias con motivo 
de un incidente de ese género. 

427. (460 de la ed. franc.) — Supongamos que el fugitivo, 
en lugar de haber sido preso y entregado por los agentes de 
la fuerza pública del país donde se ha refugiado, lo hubiese 

• sido por los agentes del Gobierno que lo reclama, y que el 
Gobierno requerido suscita la cuestión de nulidad de la extra-
dición, ó bien supongamos que el Gobierno mismo que tiene 
en su poder al acusado, no sabe de un modo cierto si existe ó 
no la extradición (1), y que á fin de prevenir á las dificultades 
internacionales que pudiesen surgir, quiere provocar las ex-
plicaciones necesarias. Si en eventualidades análogas, el Mi-
nisterio público invita al tribunal á sobreseer, los jueces debe-

(1) E s t e c a s o s e d i s c u t i ó a n t e l a C o r t e d e C a s a c i ó n f r a n c e s a . D e s p u é s d e u n a 
a c u s a c i ó n p o r un c r i m e n y d e u n a r e m i s i ó n al T r i b u n a l de po l ic ia c o r r e c c i o n a l p o r 
u n d e l i t o , el G o b i e r n o s u i z o h a b l a c o n c e d i d o la e x t r a d i c i ó n d e u n a c u s a d o . D e s p u é s 
d e s u a b s o l u c i ó n p o r l a S a l a d e lo c r i m i n a l , e s t e i n d i v i d u o f u é p u e s t o d e n u e v o en 
l a f r o n t e r a . H a b i é n d o s e n e g a d o á rec ib i r lo el T e n i e n t e d e pol ic ia s u i z a , f u é l l evado 
a n t e u n T r i b u n a l d e pol ic ia c o r r e c c i o n a l . E s t e T r i b u n a l se d e c l a r ó i n c o m p e t e n t e , 
p o r q u e n o h a b i a m e d i a d o e x t r a d i c i ó n . H a b i é n d o s e a p e l a d o d e e s e j u i c i o , l a C o r t e 
d e C a s a c i ó n dec id ió q u e en r a z ó n del h e c h o d e q u e el a c u s a d o h a b i a s i do c o n d u c i d o 
a l a f r o n t e r a su i za p o r o r d e n del G o b i e r n o f r a n c é s y q u e d e s p u é s d e l a n e g a t i v a d e 
l a po l ic ia su iza , l l e v a d o a n t e l a j u s t i c i a , h a b i a q u e r e s o l v e r u n a c u e s t i ó n p r e j u d i -
c ia l q u e e n t r a ñ a b a l a n e c e s i d a d d e s o b r e s e e r á fin d e p e r m i t i r á los d o s G o b i e r n o s 
p o n e r s e d e a c u e r d o y d e c i d i r si ex i s t i a ó n o e x t r a d i c i ó n lo q u e b a r i a p o s i b l e un j u i -
c io c o n t r a d i c t o r i o . ( C a s a c i ó n , 24 d e S e t i e m b r e d e 1840, a s u n t o Dermeiion —'.[ovio, 
Journal de droit crim., a r t . 2898. 

rian atender sus conclusiones. Sin embargo, lo repetimos, esta 
adhesión del tribunal á las conclusiones del Ministerio público 
encaminadas á limitar el juicio ó á obtener una próroga, en 
todos los casos la aconsejan las conveniencias diplomáticas y 
el uso político, pero nunca el respeto á los derechos del acusa-
do. Este, 'como ya lo hemos dicho, no tiene otros derechos, 
que los que corresponden á los acusados ordinarios. 

428. (461 de la ed. franc.)—Lo que viene más en apoyo de 
nuestra doctrina, es el que el tribunal que se halla investido 
del derecho de juzgar al acusado por todos los capítulos de la 
acusaciun, podría negarse á atender á las conclusiones del 
Ministerio público, si á ello no se oponia una ley. En realidad, 
esto hicieron los tribunales bávaros que 110 estaban sujetos por 
una ley, que se negaron á amoldar sus decisiones á los com-
promisos contraidos por su Gobierno, de tal suerte, que para 
poner término á toda dificultad, fué necesario promulgar 
en 1868 una ley concebida en los siguientes términos: «Si un 
individuo refugiado en país extranjero es acusado de muchas 
infracciones, y si el Gobierno real ha dado seguridades al Go-
bierno que concede la extradición de que el proceso no tendrá 
lugar más que por alguuos de los hechos imputados, los tri-
bunales 110 deberán tener en cuenta, para los procedimientos 
judiciales y para el juicio del entregado, las infracciones que 
se hayan reservado» (1). 

E n Inglaterra se proveyó también á la necesidad de evitar 
un conflicto entre la autoridad judicial y el Gobierno por la 
redacción del art. 19 de la ley de 1870 (2). 

En Italia se halla establecido como principio en la práctica 
judicial, que el juicio contradictorio debe concretarse á los ca-
pítulos de la acusación sobre los cuales han quedado de acuerdo 
los dos Gobiernos en el acta de extradición; pero 110 existe ley 
alguna sobre la materia. 

Lo mismo sucede en Francia, en donde no se ha provisto 
á este conflicto posible, por ninguna ley; pero por una circular 
del Ministro de Justicia, que, reconociendo, sin embargo, á la 

(1) Ley d e 13 d e M a y o d e 1838. 
(2) E s t e a r t . 19 d e l a l ey i n g l e s a d e 1870, s e h a l l a r e p r o d u c i d o en n o t a en el c a -

p í t u l o m , 2 ' p a r t e . 



autoridad judicial el derecho de juzgar al acusado, regular-
mente llevado ante élla, añade lo siguiente: «Sin perjuicio de 
las reservas estipuladas por el Gobierno f rancés y el Gobierno ex-
tranjero (1).» Por lo demás, es este un principio que puede de-
cirse que se halla autorizado por una jurisprudencia constan-
te (2). • ' 

429. (462 de la ed. franc.)—Creemos oportuno hacer notar 
que lo que hemos dicho á propósito del respeto que se debe 
á las estipulaciones concertadas entre dos Gobiernos, se refie-
re al juicio contradictorio y no al proceso civil, ni tampoco al 
de las Cámaras de acusación. Estas Cámaras, sin ocuparse de 
los tratados existentes , deben ordenar, cuando hay lugar á 
ello, el arresto del acusado por todos los capítulos de la acu-
sación. Deben obrar así, áun en el caso en que no haya lugar 
á proceso, por razón del delito que ha motivado la extradi-
ción, y en que el acusado deberá ser reputado como ausente, 
teniendo en cuenta el delito por el que se puede entablar una 
instancia. Las reservas hechas en los convenios celebrados 
entre dos Gobiernos pueden ser tomadas en consideración en 
un juicio contradictorio. 

430. (463 de la ed. franc.)—Examinemos otras cuestiones 
que tienen por fundamento otro orden de hechos y de ideas. 

Podría suceder que el mismo acusado, sin esperar el cum-
plimiento de todas las formalidodes requeridas por una ex-
tradición regula r , pidiese ser puesto en manos de la autori-
dad judicial que lo reclama para enjuiciarlo. Si después de 
semejante petición por su parte, se entregase al acusado, 
¿cuáles serian las consecuencias legales de esta medida, rela-
tivamente al derecho de su enjuiciamiento? 

431. (464 de la ed. franc.)— Este caso se presentó en 
Francia á propósito de un tal Vidil. Ese individuo estaba re-
clamado por Inglaterra para enjuiciarlo como acusado de ten-

a i 80 d e J u l i o d e 1 8 7 2 - V é a s e M a n f f i n , Action pub., n . ° 7 6 , - L e g r a v e r e n t , Droit 
crim.. t . i, p. 113.—Le S e l l y e r , Droit crim., t . v , n . ° 1 9 5 4 , - F a u s t i n - H é l i e , Inslrucl-
ertm.,% 136 .—Brouchoud , De l'extradit., p . 29. 

(2) Comp. Bi l lo t , De Vextradit., l ib. v , cap . i, § 2 . - C o u r . d'ass. du Pas de Calais, 
l o d e F e b r e r o d e 18^3; Min i s t . p u b l . . c. t - . . . . ; Pal, 1847 , , , 211; C a s a c i ó n , 24 d e J u n i o 
d e 184 i, a s u n t o Pascal-, Pal., 1S47, 11,170. 

tativa de homicidio en la persona de su hijo. El Gobierno 
francés se negó á entregarlo porque del exámen de sus docu-
mentos, resultó ser francés. El acusado, detenido administra-
tivamente, pidió ser entregado á la justicia inglesa, y en vista 
de su petición fué entregado (1). 

Este caso dió lugar á las graves dificultades que se susci- • 
taron con motivo de la extradición verificada por el Gobierno 
belga, de un tal Rennecon-Charpentier, traficante en vinos en 
el Ariége, que se habia refugiado en Bélgica. Este individuo,' 
después de haber sido declarado en quiebra á instancias de 
sus acreedores, fué procesado por bancarrota fraudulenta, y 
por este proceso fué detenido preventivamente en Bélgica en 
vista del auto regular y de la demanda del magistrado fran-
cés. E l mismo pidió ser entregado sin esperar el cumplimien-
to de todas las formalidades requeridas para una extradición 
regular. Después de su extradición pudo disculparse ante el 
juez de instrucción, de la acusación de bancarrota fraudulen-
ta. Habiéndose remitido la causa al tribunal correccional como 
acusado de bancarrota simple, expuso como excepción preju-
dicial que habia consentido en ser entregado para defenderse 
de la imputación del crimen de bancarrota f raudulenta , pero 
que no habiendo consentido en ser procesado por bancarrota 
simple, queria ser colocado en las mismas condiciciones que 
si el Gobierno belga hubiese concedido su extradición, que 
desde el momento que habia sido entregado para los fines del 
proceso por el crimen, por razón del delito debia conducírsele 
de nuevo á la frontera belga y ponerlo en libertad. La solici-
tud fué bien acogida por el tribunal de Epernay, en juicio de 
29 de Diciembre de 1866, confirmado por decreto de la 'Corte 
de París, de I o de Febrero de 1867; Pero en virtud de. un re-
curso, la Corte de Casación anuló el decreto de Io de Febrero 
por su providencia de 4 de Julio de 1867 (2). 

ü n caso semejante al anterior fué el de un tal Faure de 
Monginot, acusado de banca-rota fraudulenta y de complici-

(1) Mor in , Journal de droit crim., 18137, p . -227, n o t a 5 a . 

(2) Pal., 18S7, p . 1093, y n o t a d e D u v e r d y s o b r e e s t e p u n t o , en l a m i s m a r e c o p i -
l a c i ó n ^ . 1098. 



dad en abuso de confianza. A fin de evitar un arresto preven-
tivo demasiado largo, pidió él mismo al Gobierno belga que 
lo entregase inmediatamente al Gobierno francés sin esperar 
que las formalidades de la extradición se terminasen. Ha-
biendo sido declarado libre para los fines del proceso por el 
capítulo de bancarrota fraudulenta, pero entregado á los tribu-
nales por abuso de confianza, alegó como excepción, que no 
habia consentido expresamente en ser juzgado por un tribunal 
de policía correcional, y pidió ser puesto en libertad como en 
el caso de una extradición regular. Su petición fué tomada en 
consideración por el tribunal del Sena, por juipio de 29 de 
Marzo de 1867. Este juicio, confirmado en apelación por de-
creto de la Corte de París, de 24 de Mayo de 1867, fué revo-
cado enseguida por la Corte de Casación, por decreto de 25 de 
Julio de 1867 (1). 

432. (465 de la ed. franc.)—La,cuestion suscitada en los ca-
sos que acabamos de citar, consiste en saber si el individuo que 
solicita ser entregado, debe colocarse en las mismas condicio-
nes que el que se presenta voluntariamente ante los t r ibuna-
les para ser juzgado, ó bien si por el contrario, debe estar en 
la misma situación que el que ha sido entregado en virtud de 
una extradición regular, de tal modo, que la renuncia hecha 
del todo ó de parte de las formalidades preliminares de la ex-
tradición, no modifica las prerogativas de que gozan los indi-
viduos que son encausados en virtud de extradición regular . 

433. (466 de la ed. franc.)—Podrá objetarse, que la soli-
citud hecha por el fugitivo de ser entregado ántes del cum-
plimiento de todas las formalidades requeridas para la ex-
tradición regular pudo tener por objeto acortar la duración 
del arresto preventivo, pero que no implica por eso la renun-
cia de los beneficios de que podia gozar. E n realidad h u -
biera podido ser entregado para responder sobre los capítu-
los de acusación formulados en la demanda hecha para obte-
ner un arresto preventivo y no hubiera podido ser procesa-
do por otros delitos. Si el fugitivo ha sido entregado en vir-

i l ) V é a s e Morin, Jonriwl de Droit crim , 1877, p 133, y Ri l lo t , De VeXlraiition, p á -
g i n a 388. 

tud de propia demanda, parece que la regla admitida en la 
práctica de la jurisprudencia internacional, de que el juicio 
debe concretarse á los hechos por cuya razón se ha solicitado 
la extradición, debería aplicarse en beneficio suyo. En efecto, 
110 puede presumirse que nadie consienta en ser procesado 
por todos los delitos que pudiesen imputársele y sí sólo pol-
los especificados en la demanda. De estas consideraciones, 
pues, deduciremos que el enjuiciamiento del acusado entre-
gado á petición propia, debe someterse á las mismas reglas 
que el del individuo entregado regularmente. Esta teoría 
sirvió de base al tribunal de Epernay y al decreto de la Córte 
de París. 

434. (467 de la ed. franc.)—Debemos, sin embargo, hacer 
notar, con más razón, que si bien los tratados de extradición 
pueden producir obligaciones recíprocas entre dos Gobiernos, 
no pueden tener nunca por objeto crear privilegios en favor 
de los malhechores fugados. ¿Cómo puede admitirse que un 
Gobierno pueda pactar coii un malhechor y ponerse de acuer-
do con él sobre las condiciones, bajo las cuales consiente en 
recibirle para someterle á juicio? Cuando se entrega á un fu-
gitivo bajo las reservas contenidas en el tratado ó de confor-
midad con las estipulaciones particulares acordadas entre los 
dos Gobiernos, concretando el juicio á los términos de las 
reservas convenidas, no se hace más que conformarse con los 
principios generales que constituyen la obligación de respetar 
los tratados internacionales. Pero cuando el malhechor ha 
pedido ser entregado, debe considerársele como en las mismas 
condiciones que un malhechor común, y no podrá valerse de 
otras garantías y derechos que los que corresponden á los 
acusados que comparecen ante sus jueces naturales. Así como 
el individuo que se presenta voluntariamente no podría hacer 
valer como excepción en su favor el hecho de haber sido pro-
cesado despues por nuevos delitos no señalados en el acta de 
acusación, tampoco el fugitivo entregado á petición propia 
podria valerse de la misma excepción . 

435. (468 de la ed. franc.)—Se objeta, sin embargo, por los 
partidarios de la opinion contraria, que es demasiado rigoroso 
.asimilar el procedimiento seguido contra el individuo que ha 
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sido entregado por un Gobierno extranjero á petición propia, 
al procedimiento dirigido contra el que ha comparecido volun-
tariamente ante su juez natural. En realidad, aquel ha sido 
entregado por un Gobierno extranjero. Desde luégo sería ne-
cesario siempre examinar si ese Gobierno ha entendido sólo 
renunciar á las formalidades requeridas para conceder la ex-
tradición pero sin renunciar á los derechos que en sí lleva ella 
ó bien si por el contrario ha entendido prestar un concurso 
para que el acusado se presentase voluntariamente. De todo 
esto deduce Duverdy lo siguiente: «El Gobierno extranjero era 
competente sólo para decidir si después de que sus agentes re-
mitieron el acusado á las autoridades francesas creyó ó no ha-
ber efectuado una extradición.» 

436. (469 de la ecl. franc.J— Respecto de esto, haremos ob-
servar que las cuestiones de reservas y de condiciones estipu-
ladas entre los dos Gobiernos, son cuestiones de hecho. No po-
dría admitirse el que un Gobierno pudiese obligar á ello á otro 
sin hacerle conocer las condiciones y reservas á que entiende 
subordinar la entrega del fugitivo ó bien que pueda hacerlo 
declarando después cuál era su intención al entregar al indi-
viduo. E n la misma acta de extradición puede un Gobierno 
extranjero formular las* condiciones que crea conformes con 
los principios admitidos por él en materia de extradición. Si 
un individuo solicita ser entregado sin esperar el cumpli-
miento de las formalidades requeridas, el Gobierno puede de-
clararse completamente ajeno á tal determinación y hacer pura 
y simplemente la entrega de ese individuo. En esta hipótesis, 
este último se hallaría en la misma situación que el individuo 
que se presenta voluntariamente. Si, por el contrario, el Go-
bierno declarase que entiende hacer la entrega de la persona 
que solicita ser ent regada bajo la condicion de que se obser-
varan en el proceso seguido contra e'llas las reglas que se ob-
servan en el ju.cio seguido-en virtud de u n a extradición regu-
ar, podrán producirse dos hipótesis distintas, ó bien el Go-

bierno que pide la extradición, aceptará pura y simplemente 
las condiciones que se le imponen y entónces estará obligado 
á observarlas, no en consideración á los derechos del fugitivo 
smo de la obligación internacional adquirida hácia el otro Go-

bierno, ó bien se negará á aceptar esas condiciones, y en ese 
caso el acusado debe ser notificado de esa negativa. Si á pesar 
de esa notificación el acusado declara persistir en su petición 
de ser entregado, se hallará entónces en la misma situación 
de un malhechor común, y no podrá valerse de derechos ni 
privilegios más ámplios que los que corresponden á este úl-
timo. 

Nos parece desde luégo inútil reglamentar en los tratados 
como lo propone Billot, las consecuencias de la extradición 
hecha en virtud de la petición del individuo reclamado; por el 
contrario, sostenemos que debe depender todo de los acuerdos 
existentes de hecho entre los dos Gobiernos en el momento de 
la entrega del individuo de que se trata (1). 

437. (470 de la ed. franc.)—Sólo nos falta examinar otro ca-
so; esto es, el del acusado que ha sido entregado en virtud de 
una extradición regular, y que declara ante el t r ibunal que le 
juzga, que quiere ser procesado por todos los capítulos de la 
acusación, sin tener en cuenta las reservas convenidas entre 
los dos Gobiernos. 

No titubeamos en asegurar que, en semejante hipótesis, el 
debate contradictorio debe extenderse á todos los capítulos de 
la acusación. En efecto, si bien el acta de extradición obliga 
á los dos Gobiernos, en nacía obliga al acusado que no ha to-
mado parte en la redacción de dicha acta. No podrá, pues, te-
ner por objeto disminuir los derechos de la defensa ni el dere-
cho, sobre todo, que corresponde al acusado de ser enteramen-
te absuelto de la acusación de todos los actos punibles que se 
le imputasen. «Cuando la extradición, dice Ducrocq, se ha 
efectuado entre dos soberanías, la equidad y la ley exigen sólo 
una cosa, y es que la fuga del malhechor no ejerce, bajo el 
punto de vista jurídico, n inguna influencia sobre su situación. 
La extradición no debe agravar y no agrava la posicion del 
entregado, con relación á la en que se hallaba el dia de su fu-
ga ; tiene los mismos derechos, los mismos jueces, los jueces 
naturales, las mismas vías de recurso, los mismos privilegios, 
bajo el punto de vista del derecho de defensa; y dependerá de 

(1) Trálté de Vexlradition, p . 380. 



él sólo, si cree tener interés en ello, el consentir en ser juzga-
do hasta por los hechos, por los cuales no se hubiera concedi-
do su extradición. En una palabra, la fuga no puede ni debe, 
bajo ningún concepto, perjudicar al entregado (1) » 

438. (471 de la ed. franc)—Sin embargo, se ha sostenido 
que, siendo el convenio de extradición un acto jurídico y polí-
tico á la vez, y siendo las reservas convenidas entre los dos 
Gobiernos, inspiradas, más bien por consideraciones de órden 
público que por el interés particular del acusado, no debería 
permitirse á éste modificar con su consentimiento los conve-
nios celebrados entre los dos Gobiernos. Esta teoría se admitió 
en Francia por el ministro de Justicia, que calificó de exceso 
de poder el decreto de 15 de Febrero de 1843, por el cual la 
Sala de lo criminal del Paso de Calais habia juzgado á un acu-
sado, ele su libre voluntad, por todos los capítulos de la acusa-
ción, sin excluir los reservados en el acta de extradición, y 
que ordenó la remisión del sentenciado á la frontera, por me-
dida administrativa (2).» 

Faustin-Helie dice en apoyo de esta teoría: «Es cierto que 
la adhesión del acusado no puede modificar ni las reglas de la 
competencia, ni la ejecución de su convenio, en el cual no ha 
tomado parte a lguna (3). 

439. (4.T2 de la ed. franc.)—Debemos hacer observar, sin 
embargo, que las reservas admitidas por los dos Gobiernos no 
ejercen, como hemos dicho ya más arriba, n inguna influencia 
sobre la competencia del tribunal, y no pueden tener por re-
sultado aminorar el derecho que todo acusado tiene de justifi-
carse de todos los capítulos de acusación á su cargo. 

Deducimos de aquí, que el acusado tiene derecho á ser 
juzg'ado por todos los capítulos de la acusación. Basta sólo que 

(1) D u c r o c q , Théorie de l'extradilion, p . 21 .—Compa ' ' . S a l a d e lo c r i m i n a l d e O r a n , 
17 d e Abri l d e 1863 (Cayla ; Pul., 1838, p . 697.—Morin, Journ. du Droil crim., a r t í c u l o s 
3:16, 4133,8324 y 8 3 9 0 , — L e g r a v e r e n , L e g i s l a t . c r i m . , 1.1, c a p i , p . 113.—Sala d e lo 
c r i m i n a l de l P a s o d e C a l a i s , 13 d e F e b r e r o d e 1843 (i....). - D a l l o z , Rep., Traite inter -
national, p . 598, n 0 334. — C a s a c i ó n f r a n c e s a , 24 d e J u n i o d e 1847 í l ' a s c a l ) . — D a l l o z , 

jteri, 1847, i, p. 202 — Bi l lo t , Traite de lextradition, p . 360 y s i g . — A r l i a , Le convenzion i 
di extradisione, p . 60. 

(2) V é a s e l a n o t a de l G u a r d a - S e l l o s al P r o c u r a d o r g e n e r a l d e D o n a i . — M o r i n . 
Journal du droil crim., a r t . 3386. 

(3) Traite de t'inslraet. crim , 1.11, p . 720. 

su consentimiento sea libre, voluntario é inequívoco (1) que 
resulte de un documento auténtico formado por el mismo acu-
sado y que haya sido debidamente notificado al Gobierno que 
haya concedido la extradición, con el sólo objeto de evitar los 
errores y las discusiones. 

440. (473 de la ed. f ranc.)—En el tratado de extradición 
celebrado entre Italia y Francia, esta cuestión está reglamen-
tada del siguiente modo: 

«Art. 9o El individuo que haya sido entregado, no podrá ser 
procesado ni juzgado contradictoriamente por n inguna infrac-
ción distinta de aquella que haya motivado la extradición, sal-
vo el consentimiento expreso y voluntario dado por el acusado 
y comunicado al Gobierno que le ha hecho la entrega, y si no 
hay consentimiento, salvo el que la infracción esté compren-
dida en el convenio y que se haya obtenido anticipadamente 
la adhesión del Gobierno que haya otorgado la extradición.» 

441. (474 de la ed. franc.)—Nos falta aún por resolver otra 
cuestión sujeta á controversia; el acusado puede ser juzgado 
por un delito conexo con el hecho que ha motivado la extradi-
ción pero que no ha sido mencionado en la demanda hecha 
con este objeto al Gobierno extranjero. 

«Es cierto, dice Faustin-Helie, que la sola conexion de un 
delito con un hecho calificado de crimen, no es motivo sufi-
ciente para extender la jurisdicción hasta el delito porque la 
conexion no supone, en general, la indivisibilidad del proce-
so (2).» 

(1) P a r a q u e h u b i e s e c o n s e n t i m i e n t o f o r m a l n o b a s t a r í a q u e el a c u s a d o d e c l a -
r a s e q u e n o p r o t e s t a ni c o n s i e n t e . E n la f a m o s a c a u s a L a m i r a u d e , el P r e s i d e n t e 
d e l a S a l a de lo c r i m i n a l d e V i e n a p r e g u n t ó al a c u s a d o si c o n s e n t í a e n s e r e n j u i -
c i a d o , n o sólo p o r el c r i m e n d e f a l s i f i cac ión , q u e h a b i a m o t i v a d o su e x t r a d i c i ó n , 
s i n o t a m b i é n p o r el de l i to d e a b u s o d e c o n f i a n z a ; l a d e f e n s a c o n t e s t ó d e a c u e r d o 
c o n él «Que no tenia por qué consentir ni por que no consentir, y c o n c l u y ó p id i endo q u e s e 
l e p r o c e s a s e p o r t o d o s l o s c a p í t u l o s d e l a a c u s a c i ó n . La S a l a d e V i e n a decidió p o r 
u n d e c r e t o d e 3 de D i c i e m b r e de 1866, q u e l a i n s t a n c i a - c o n t r a d i c t o r i a d e b i a c o n -
c r e t a r s e á l o s c a p í t u l o s d e l a a c u s a c i ó n q u e h a b i a m o t i v a d o l a e x t r a d i c i ó n , á rné-
n o s , d e c i a , q u e el a c u s a d o n o c o n s i e n t a e x p r e s a m e n t e e n se r j u z g a d o p o r t o d o s 
l o s c a p í t u l o s c o n t e n i d o s en el a c t a d e a c u s a c i ó n . « C o m p a r . C a s a c i ó n f r a n c . , p r o v i -
d e n c i a de 24 de J u n i o d e 1847 (Pascal).—Dalloz, per., 1847, i, p . 202. 

(2i Traité de l'inslruct. crim., 1.11, p . 7 2 0 . — C o m p a r . L e g r a v e r e n d , t . i, s e c c . 8 a , 
p . 1 1 2 . — B o u r g u i g n o n , Manuel d'instrucl.crim., s o b r e el a r t . 5" —Mang in , Actepubl., 
1.1, n . ° 7 6 . — L e S e l l y e r , Traité du l)r. crim., t . v , n." 1954. 



En la circular de 5 de Abril de 1841, el Ministro de Jus t i -
cia de Francia, afirma la regla de que el juicio debe limitarse 
al hecho que ha motivado la extradición. En efecto; esta cir-
cular dice así: «Si miéntras se procede á la instrucción del cri-
men por el que ha sido entregado el individuo, surgiesen prue-
bas de un nuevo crimen por el que pudiese concederse igual-
mente la extradición, es necesario formular con este objeto 
una nueva demanda » En las instrucciones del Ministro al pro-
curador general de Douai, se afirma de nuevo la misma regla 
y dice además: «Ni áun la conexion del delito con el hecho 
principal podría motivar una excepción de esta regla (1).» 

442. (475 de la ed. franc.)—En Italia se suscitó esta cues-
tión á propósito de la extradición de un tal Delafield de Haité, 
acusado de haber cometido un robo con fractura en territorio 
suizo. Habiendo sido entregado al Gobierno federal en virtud 
de una extradición regular, fué enjuiciado no sólo por el deli-
to principal, sino también por falsificación de escrituras pri-
vadas y estafa. El Gobierno italiano hizo observar al Gobier-
no suizo que traspasaba los límites del acta de extradición; 
pero el Gobierno helvético, contestó con mucha razón: I o , que 
el acta de extradición no debia considerarse como limitada al 
sólo delito indicado en el hecho que sirviese para calificar la 
acusación, sino que debia ser considerada como extendida á 
todos los demás delitos enumerados en el tratado: 2o , que el 
Gobierno italiano no había hecho reserva alguna: 3o, que los 
otros dos delitos estaban tan íntimamente relacionados con el 
de robo que no podian ser separados en el debate judicial . 

El Gobierno italiano contestó que debia considerarse al fu-
gitivo como entregado para encausarle por el sólo delito in-
dicado en la demanda de extradición y que no podia serlo por 
otros delitos. Según él, como se trataba de una regla de de-
recho internacional, no habia necesidad de una estipulación. 
Anadia que la conexion de los delitos no pueden, en general, 
motivar la indivisibilidad de un proceso ni servir para exten-
der la jurisdicción á dos delitos no comprendidos en el con-
venio. 

(1) V é a s e Répert. général du Journal des Palais, v. Extradition. 

Finalmente, el Gobierno suizo se decidió á pedir la extra-
dición por el crimen de falsificación y le fué concedida (1). 

443. (476 de la ed. franc.)—\Nosotros creemos que cuando 
el crimen y el delito se confunden en un mismo hecho, de tal 
suerte, que no se podrían separar sin dividir un proceso indi-
visible, el individuo entregado puede ser juzgado has ta por el 
hecho conexo con el crimen, sin necesidad de la adhesion del 
Gobiernoqueha concedido la extradición. Debe presumirse que 
la extradición ha sido motivada por la criminalidad del hecho 
y que el juicio debe extenderse á todos los actos que han sido 
consecuencia de aquél. 

444. (477 de la ed. franc.)-VA art. 9o del tratado de ex-
tradición entre Francia é Italia, está concebido en los siguien-
tes términos: «La extradición no podrá tener lugar sino para 
el proceso y el castigo de los crímenes ó delitos previstos en 
el art. 2o. Sin embargo, se autorizará el exámen y por consi-
guiente la represión de los delitos considerados como conexos 
con el hecho imputado y que constituyan bien una circuns-
tancia agravante bien una degeneiacion de la acusación prin-
cipal. 

445. (478 de la ed. franc.)—En cuanto á nosotros deseamos 
que en esta materia desaparezcan poco á poco añejas preocu-
paciones y que no se considere como un atentado contra la 
dignidad del Gobierno que ha concedido la extradición, el en-
juiciamiento de un criminal por los delitos de que se halla 
acusado. Calvo dice con razón en su importante obra sobre el 
derecho internacional. «Los espíritus elevados no pueden 
ménos de aplaudir los laudables esfuerzos para combatir el 
mal y asegurar el reposo de la sociedad, ensanchando el cam-
po de la represión penal de nación á nación (2).» 

446. (479 de la ed. franc.)—Admitida la regla de que el acu-
sado debe ser juzgado únicamente por razón del hecho enun-
ciado en la demanda de extradición, el juicio podría ser regu-
lar si la calificación de 1 delito se habia modificado en el curso 
del debate. 

{1) V é a s e A r l i a , Le eonvenzioni di extradizione. 
) Le Droit international, § 413, p . 534,1 .1 . 



Algunos autores han pretendido que en semejante caso no 
debería tomarse en consideración más que la calificación ori-
ginaria del delito, tal como resulte del acta de acusación, sin 
tener en cuenta la calificación que puede haber tenido el 
hecho en el curso de los debates (1). Este sistema es el adop-
tado por el tribunal de casación francesa en la causa Crom-
back (2). Otros autores no han admitido esta opinion, por el 
motivo de que enjuiciando al malhechor por un hecho que ño 
ha sido declarado en la demanda de extradición, se llegaría á 
violar las estipulaciones concertadas con el otro Gobierno, y 
sobre todo, se procesaría al acusado por un delito cuya califi-
cación exacta no hubiera dado lugar á la extradición (3). I)e 
este modo se abre campo al fraude y á la mala fé. Efectiva-
mente, se podría, á propósito, calificar el delito de un modo 
completamente distinto del que en sí es, y obtener la extra-
dición en los casos reservados por los convenios. 

Pero ante todo es necesario hacer notar, que si en el curso 
de los.debates no se ha cambiado más que uno de los elemen-
tos de culpabilidad, pero sin que la naturaleza del delito se 
haya modificado, no puede existir n inguna duda sobre la re-
gularidad del juicio. Así, pues, si se habian admitido en favor 
del acusado circunstancias a tenuantes , y si por este motivo 
no habia sido condenado más que á una pena correcional, no 
se podría atacar el proceso como irregular. Muy distinto seria 
si en el curso de los debates, se hubiese modificado esencial-
mente la acusación de tal modo, que el delito acriminado pri-
mero al acusado hubiese sido sustituido por otro. En tal caso 
por el respeto debido á las obligaciones internacionales y á 
las conveniencias diplomáticas no debería someterse á juicio 
al acusado por el nuevo delito, no habiendo tenido lugar la 
extradición en realidad por este hecho. Este es imo de los 
casos en que el Ministerio fiscal debería inducir al tribunal á 
sobreseer, á fin de que los dos Gobiernos puedan ponerse de 
acuerdo, bien para extender la extradición á esta nueva acu-
sación, bien para suspender los procedimientos. 

(1) F a u s t i n - I I é l i e , Instruct. erim., t . i, p . 721. 
(2) D e c r e t o d e I o F e b r e r o 1815; c a u s a W o l f f . C r o m b a c k , Pul., 1 .1 ,1845, p . 121. 
(S) C o i a p a r . Bil lof , Traite tle l'extrada., p . SIC. 

447. (480 de la ed.franc.)—Cada vez que el tribunal ante 
quien se ventila el asunto, deba concretar el juicio contra-
dictorio á ciertos capítulos de la acusación y excluir los demás 
capítulos, podria juzgar al acusado en rebeldía por los capítu-
los de acusación reservados, en cuyo caso, no deberían so-
meterse al jurado más que las cuestiones relativas á los he-
chos que pudiesen dar lugar á un acto contradictorio. 

i 
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C A P I T U L O X 

De la asistencia judicial internacional.—De las requisitorias. 

148 (481 de la ed. franc.) O b j e t o d e l a s r e q u i s i t o r i a s i n t e r n a c i o n a l e s . — 4 4 9 (482 de id.) 
E s t a s d i f i e ren d e l a s q u e e s t á n e n u s o en el i n t e r i o r del Es t ado .—450 (483 de id.) 
D e r e c h o y d e b e r d e a s i s t e n c i a j ud i c i a l e n t r e l o s l i s t a d o s . —451 (484 de id.) Modo 
d e t r a s m i t i r l a d e m a n d a . - 4 5 2 (485 de id.) P r á c t i c a u s a d a en I ta l ia .—454 (1) (487 
de id.) E j e c u c i ó n d e l a r equ i s i t o r i a .—455 (488 de id.) R e q u i s i t o r i a s d i r i g i d a s i l o s 
Cónsu les .—456 (489 deid.) ¿1.a a s i s t e n c i a j u d i c i a l , p u e d e e x t e n d e r s e á l o s d e l i t o s 
polí t icos?—457 (490 deid.) P r á c t i c a en v i g o r en I tal ia .—458 (491 de id.) D i f i c u l t a d e s 
e n t r e I t a l i a y A l e m a n i a , r e l a t i v a s a l C o n d e Arn im.—459 (492 de id.) A r g u m e n t o s 
c o n t r a r i o s á l a n o t i f i c a c i ó n d e s u c o n d e n a a l Conde A r n i m . - 4 6 0 ( 4 9 3 r f e id.) A r g u -
m e n t o s e n f a v o r de l a n o t i f i c a c i ó n . - 4 6 1 1494 de id.) O p o r t u n i d a d d e la e j e c u c i ó n 
e n e s t a r equ i s i t o r i a .—462 (495 de id.) Op in ión d e l C o n s e j o d e E s t a d o . — 4 6 3 (496 
de id.) R e q u i s i t o r i a s con t e n d e n c i a s á e s t a b l e c e r l a cu lpab i l idad d e u n c i u d a d a -
n o d e l E s t a d o á q u e s o n d i r ig idas .—464 (497 de id.) N u e s t r a opinion.—465 (493 
de id.) O b s e r v a c i o n e s s o b r e l o s t r a t a d o s e x i s t e n t e s e n t r e I t a l i a y el G r a n D u c a d o 
d e Badén y e n t r e I t a l i a y E s p a ñ a . — 4 6 6 (499 de id.) O t r a c o n d i c i o n á q u e e s t á s u -
j e t a la e jecuc ión d é l a s r e q u i s i t o r i a s . — 4 6 7 (500 de id ) S i s t e m a d e envío .—468 (501 
de id.) I d i o m a en q u e d e b e n e s t a r e sc r i t a s .—469 (502 de id.) G a s t o s q u e r e s u l t a n 
d e el las.—470 (503 de id.) Modo d e o i r l o s t e s t i g o s r e s i d e n t e s en el e x t r a n j e r o . — 
471 (504 de id.) M a n e r a d e o b t e n e r s u c o m p a r e c e n c i a en j u s t i c i a .—472 (505 de id.) 
C r i t i c a d e l t r a t a d o e n t r e F r a n c i a y Suiza-—473 (500 de id.) I n d e m n i d a d e s a t r i b u i -
d a s á l o s t e s t i g o s . — 4 7 4 (507 de id.) Sa lvo -conduc to .—475 (508 de id.) C o n f r o n t a -
c i ó n con u n i n d i v i d u o d e t e n i d o en el e x t r a n j e r o ; t r a s m i s i ó n d e d o c u m e n t o s . — 
476 (509 de id.) N o t i f i c a c i ó n d e l a s a c t a s . 

448. (481 de la ed. franc.) —Sucede con frecuencia que los 
tribunales de un Estado están obligados á apelar al concurso 
cíe las autoridades extranjeras para la institución de los proce-
sos criminales. Esta asistencia puede tener por objeto la audi-
ción de testigos, la delegación de peritos, el interrogatorio de 
u n acusado, etc. Se provoca por una demanda escri ta , á la 
que generalmente se le da el nombre de requisitoria. 

(1) L o s p á r r a f o s 453 y 4">3 bis, 483 y 483 bis d e l a ed ic ión f r a n c e s a , se r e f i e r e n A 
F r a n c i a y s o n del o r i g i n a l f r a n c é s . 



449. (482 de la ed. franc.)— El caso de las requisitorias 
existe también en lo civil, como lo hemos diclio en nuestra 
obra sobre los efectos internacionales de los juicios y actos ci-
viles. También será oportuno recordar las reglas expuestas en 
dicha obra con respecto á todo lo aplicable á la materia^ de 
que nos ocupamos ahora. Cuando tiene lugar un acto de ins-
trucción fuera de la circunscripción judicial donde se instruye 
un proceso criminal, se hace uso de las requisitorias áuu en 
el interior del Estado. Pero en este caso rigen otras reglas 
para las requisitorias, porque en nombre del mismo soberano 

. P u e d e delegar el juez de instrucción para practicar actos de 
información fuera de su circunscripción judicial á la autori-
dad competente cerca del tribunal en cuya circunscripción 
deben ejecutarse dichos actos, y el magistrado requerido está 
obligado á ejecutar los actos para que ha sido delegado, y tras-
mitir los documentos que los relaten (1). 

450. (483 de la ed. franc.)— Entre Estados distintos, la 
asistencia recíproca para la instrucción de procesos penales se 
halla reglamentada por los tratados (2). Sin embargo, bien 
mirado, debería considerarse más bien como una obligación 
recíproca derivada de la solidaridad de los Estados para la re-
presión de los delitos. El juez requerido por un magistrado 
extranjero, competente, no debería jamás rehusar el prestar 
su concurso para recoger los testimonios y demás elementos 
de prueba útiles para la buena administración de justicia. 

Algunos Estados sólo hacen ejecutar las requisitorias extran-
jeras por aplicación de sus propias leyes independientemente 
de los tratados. Tales son Inglaterra, los Estados-Unidos de 
América, Méjico y Grecia. Los otros Estados no lo hacen sino 
en virtud de tratados especiales. En todos los casos en que 
se manifiesta necesidad de practicar actos de instrucción en 

(1) C o m p a r . Cid. de proccdure penal ilal.,att. 81. 

(2) S i e n d o g e n e r a l m e n t e d e i n t e r é s c o m ú n , e í p r o c e s o y la r e p r e s i ó n d e l a s i n -
r e t n / r i ' f l a s le í -es c r i m i n a l e s , n i n g ú n E s t a d o , en v i r t u d de u n a r e q u i s i t o r i a 
P a r a l a

 a U t ™ f d e S c o mP e t e n t e s
 e x t r a n j e r a s , p u e d e r e h u s a r s u c o n c u r s o 

S a r l o ^ r , 0 8 a U t r S y p a r a l a c & m P r o b a c i o n d e l " í m e n . P e r o p u e d e 
d e n e ^ r w ? P ^ c c i o n al a c u s a d o , c u y a f a c u l t a d n a d i e p u e -

Z S ? : , r ° , S 0 ' ° 6 1 J U 6 Z d e 1& j u s t ¡ c i a y ° P ° r t u n i d a d del p r o c e s o . ( l í e f -
l e r , üroit mternalional, p . 74, 3a ed ic ión . 

país extranjero, es útilísimo interponer una demanda regular 
con este objeto y trasmitirla por la vía diplomática. Efectiva-
mente, los tratados, cuando existen, hacen obligatoria la eje-
cución de la requisitoria, y la falta de aquéjlos no poclria ser 
obstáculo para la ejecución de estos. 

En genera l , la materia de requisitorias se halla regla-
mentada en los tratados de extradición. Pero de aquí no po-
dría deducirse que los actos de instrucción en materia penal 
internacional deban tener siempre cierta conexion con la ex-
tradición. 

451. (484 de la ed. franc.)—La regla que siempre ha preva-
lecido es la de que las requisitorias deben trasmitirse por la vía 
diplomática. Quizás se ha creido útil comprometer así la res-
ponsabilidad de los Gobiernos y asegurar que el acta de ins-
trucción sea entablada por motivos formales, descargar de 
toda responsabilidad á la autoridad judicial que la ejecuta, 
y evitar las reclamaciones que pudiesen surgir de potencias 
terceras. Nosotros, sin embargo, creemos preferible que pre-
valezca el uso de la correspondencia directa entre las autori-
dades judiciales, así como que se haga en virtud de convenios 
especiales entre ciertos Estados, en cuyo caso debería conside-
rarse como garantía suficiente que la requisitoria emanase de 
una Corte y fuese ejecutada por una Corte también (1). 

452. (485 de la ed. franc.)—En los tratados entre Italia y 
los Gobiernos extranjeros, se admite con preferencia la tras-
misión por la vía diplomática (2). Hay, sin embargo, ciertos 

(1) E l C ó d i g o de p r o c e d i m i e n t o p e n a l i t a l i a n o , a r t . 853, d i s p o n e lo s i g u i e n t e : 
« C u a n d o e s n e c e s a r i o en l o s p r o c e s o s p e n a l e s p r o c e d e r á l a r e c e p c i ó n d e t e s t i g o s 
ó á o t r o s a c t o s d e i n s t r u c c i ó n p o r med iac ión d e a u t o r i d a d e s j u d i c i a l e s e x t r a n j e r a s , 
el J u e z d e i n s t r u c c i ó n i n f o r m a r á d e el lo en l a C o r t e (Secc ión d e acusacion.1 d e q u e 
d e p e n d a . É s t a , c u a n d o s e a n e c e s a r i o , h a r á l a d e m a n d a e n l a s f o r m a s a c o s t u m b r a -
d a s y l a d i r i g i r á p o r l a v i a del M i n i s t e r i o púb l i co , a d j u n t a n d o l o s d o c u m e n t o s n e -
c e s a r i o s al M i n i s t r o d e G r a c i a y J u s t i c i a , á fin d e q u e é s t e p r o v o q u e s u e j e c u c i ó n . 

(2) V é a n s e l o s t r a t a d o s d e e x t r a d i c i ó n d e I t a l i a con el P r i n c i p a d o d e Monaco , d e 
26 d e M a r z o , 29 M a y o 186o, a r t 13; c o n S u e c i a y N o r u e g a , 2 ) d e S e t i e m b r e y 2 d e 
N o v i e m b r e 1856, a r t . 14; c o n E s p a ñ a , 3 J u n i o 1838,13 E n e r o 1839, a r t . 13; con H o -
l a n d a , 20 N o v i e m b r e 1839,31 E n e r o 1870, a r t . 9"; c o n l a R e p ú b l i c a A r g e n t i n a , 25 d e 
Ju l i o 1S68 ,14de F e b r e r o 187J, a r t . 13; con F r a n c i a , 12 M a y o , 21 J u n i o 1870, a r t . 12; 
con l a R e p ú b l i c a d e S a n S a l v a d o r , 29 d e M a r z o 1871,21 S e t i e m b r e 1872, a r t . 13; c o n 
R u s i a , 13 M a y o , 7-26 Ju l i o 1871, a r t . 13; c o n G u a t e m a l a , 25 d e A g o s t o 1869,18 d e 



Estados, con los cuales se consiente la correspondencia direc-
ta . Tales son la república de San Marino (1), Suiza (2), Aus-
tria, para los países representados en el Reiclisrath (3), F r a n -
cia por la notificación de actas (4), la república del Uru-
guay (5). Según una circular del ministro de Gracia y Just i-
cia (6), si las autoridades judiciales italianas reciben una requi-
sitoria procedente de autoridades extranjeras por vía irregular 
pueden cumplirla, sobre todo, si se trata de un asunto Argen-
te, con la condicion de que las actas y demás documentos^ re-
lativos se trasmitan inmediatamente al Ministro, á fin de que 
pueda éste hacer las observaciones oportunas. 

453. (487 de la ed. franc.)—Es principio reconocido ya el 
que la autoridad judicial del Estado á que se dirigen las 're-

S e t i e m b r e a r t . 13; c o n el i m p e r i o d e A l e m a n i a , 31 O c t u b r e , 27 N o v i e m b r e 1871 
a r t i c u l o 12; c o n el P e r ü , 21 d e A g o s t o 1870 ,2 . d e M a r z o 1873, a r t . 13- c o n e l B r a s i ' 
1 2 N o v i e m b r e 1872, 29 d e Abr i l 1873, a r t . 16; con D i n a m a r c a , 19 d e J u i i o ^ S e t i e m ! 
b r e 18,3 , a r t . 12; c o n l a R e p ú b l i c a d e C o s t a - R i c a , 6 M a y o 1873,16 Abr i l 1878 a r t 13 • 
c o n B é l g i c a , 15 E n e r o 1875, 25 F e b r e r o 1875, a r t . 14: c o n G r e c i a W w C 
1877 1-16 M a y o 1878, a r t . 18; con P o r t u g a l , W M ^ r z o l s S 6 J u n i o 1878 T r t n 
c o n L u x e m b u r g o , 2 5 O c t u b r e 1878,7 Marzo 1879, a r t . 14. 

(1) Tratado de buena vecindad d e 27 d e Marzo, 21 Abr i l 1872, a r t í c u l o s 5 y 19 
e ' * r t ; 3 ° d e l P r o t o c o l o d e 1° d e M a y o d e 1869, e n t r e I t a l i a y S u i z a 

( R e a l d e c r e t o d e o d e Mayo, n ."5055) , s e c o n v i n o e n q u e l o s T r i b u n a l e s d e a p e l a d o " 

F S í l T , r ; ? r i b U D a l f e d e r a l Ó 6 1 T r i b u n a l S U P e r i o r d e c a d a u n o d e l o s 
E s t a d o s d e l a Con f e d e r a c i ó n s u i z a p o d r á n c o m u n i c a r s e e n t r e sí d i r e c t a m e n t e p a r a 
t o d o lo c o n c e r n i e n t e á l a t r a s m i s i ó n y e j e c u c i ó n d e r e q u i s i t o r i a s (en m a t e r i a c i v ü 
o p e n a l - y q u e s o l o l a s d e m a n d a s d e e x t r a d i c i ó n d e b e r í a n t r a s m i t i r s e p o r l a v i a 
u i p l o m a t i c a . 1 a l i s t a d e l o s T r i b u n a l e s s u i z o s á los q u e d e b e n d i r i g i r s e l a s r e q u í 
s . t o n a s s e p u b l i c o e n l a c i r c u l a r del M i n i s t e r i o d e G r a c i a y J u s t i c i a d e 5 de N o -
v i e m b r e d e 1869, n ú m e r o s 9277-230. 

(3) V é a s e l a d e c l a r a c i ó n r a t i f i c a d a p o r A u s t r i a el 30 d e M a y o d e 1872, y p o r I t a -
l i a el 22 d e J u l i o d e 1872, p o r l a c u a l s , a d m i t i ó l a c o r r e s p o n d e n c i a d i r S t r e , o s 
T r i b u n a l e s d e a p e l a c i ó n de l R e i n o d e I t a l i a y l o s T r i b u n a l e s s u p e r i o r e s a u s t r í a c o s 

y p a r a l a s a u t o r i d a d e s j u d i c i a l e s del t e r r i t o r i o q u e f o r m a b a el a n t i g u o R e i n o L o m -
b a r d o V e n e t o , l a c o r r e s p o n d e n c i a d i r e c t a h a s t a con l o s M a g i s t r a d o s i n f e r i o r e » . -
n ú m e w s 13^26o"¡363. M i n i s t r o d e G r a c i a y J u s t i c i a d e 7 d e S e t i e m b r e d e 1872, 

(4) V é a s e el Tratado de extradición con F r a n c i a , a r t . 13. 

(5) V é a s e el Tratado de comercio y navegación e n t r e I t a l i a y el U r u g u a y a r t 28 
E n e s t e a r t i c u l o , e n r e a l i d a d , n o s e h a c e m e n c i ó n d e l a s r e q u i s i t o r i a s ; p e r o c o m o 
s e a i ce en el q u e i a e x t r a d i c i ó n p u e d e p e d i r s e ó d i r e c t a m e n t e á l o s T r i b u n a l e s ó 
i n d o c t a m e n t e por l a vía d i p l o m á t i c a , p a r e c e n a t u r a l c o n m á s r a z ó n r e q u e r i r 
l a s a c t a s d e i n s t r u c c i ó n , d i r i g i é n d o s e á l a s a u t o r i d a d e s j u d i c i a l e s d i r e c t a m e n t e . 

(6) C i r c u l a r d e 22 d e A g o s t o d e 1874, del G u a r d a - S e l l o s d e I t a l i a 

quisitorias, debe ejecutarlas de conformidad con la ley de su 
propio país. Sin embargo, si según las leyes del Estado en 
el que se instruye el proceso, son absolutamente necesarias 
ciertas formas especiales de procedimiento para la validez de 
la prueba, pueden observarse, siempre que la ley del Estado 
donde se ejecuta la requisitoria no se oponga á ello (1). 

454. (488 de la ed.franc.)—Es evidente, por otra parte, que 
si el acta de instrucción debiese ser cumplida en uno de los 
países extranjeros en donde se admita la jurisdicción consular 
en materia penal, en virtud de capitulaciones ó de tratados (2) 
y si se tratase de un ciudadano del Estado de clonde emanase 
la requisitoria, sería preciso conformarse con los principios 
consignados en las leyes de este país para los actos que debie-
ran llevarse á cabo fuera de la circunscripción judicial donde 
se instruyese el proceso. El cónsul á su vez, al ejecutar la re-
quisitoria, debería observar todas las leyes de su país, pues se 
hallaría investido de la cualidad de juez de instrucción, sujeto 
á la misma soberanía que el magistrado por quien hubiese sido 
delegado (3). 

455. (489 déla ed. franc.)—Se ha preguntado si la asis-
tencia judicial internacional, debe sólo admitirse para los de-
litos de derecho común, ó bien si puede extenderse también 
á los delitos políticos. La cosa es evidente cuando en el trata-
do que reglamenta esta materia se halla inscrita la excepción 
para los delitos en asuntos políticos. Esto es lo que se halla 

(1) E n a l g u n o s E s t a d o s s e a d m i t e c o m o p r i n c i p i o g e n e r a l q u e l a f u e r z a l e g a l d e 
l a s p r u e b a s d e b e s e r a p r e c i a d a s e g ú n l a lex fori. E s t o e s lo a d m i t i d o e n A u s t r i a , e n 
E s c o c i a , e n I n g l a t e r r a y e n S u e c i a . 

(2) L o s t e r r i t o r i o s e x t r a n j e r o s en q u e se a d m í t e l a j u r i s d i c c i ó n c o n s u l a r i t a l i a n a 
e n m a t e r i a p e n a l , e n v i r t u d d e c a p i t u l a c i o n e s , s o n T u r q u í a y l o s d e m á s p a i s e s d e 
A f r i c a y d e L e v a n t e q u e e s t á n s o m e t i d o s á l a S u b l i m e P u e r t a . E n M a r r u e c o s , e n 
P e r s i a , e n el J a p ó n , e n C h i n a y en e l Re ino d e S i a m , e s a j u r i s d i c c i ó n se e j e r c e e n 
v i r t u d de l o s t r a t a d o s d e 6 d e O c t u b r e 1825 , 24 S e t i e m b r e 1862,25 d e A g o s t o y 26 
d e O c t u b r e d e 186-3 y 3 d e O c t u b r e d e 1868. 

(3) El T r i b u n a l d e C a s a c i ó n d e T u r i n d e c l a r ó e s e n c i a l m e n t e n u l a u n a d e p o s i -
c ión d e u n t e s t i g o r e c i b i d a p o r u n C ó n s u l i t a l i a n o , p o r q u e r e s u l t ó ú n i c a m e n t e del 
p r o c e s o v e r b a l l a c o m p r o b a c i ó n d e q u e el j u r a m e n t o h a b i a s ido p r e s t a d o s e g ú n l a 
l e y (a norma di teggej. s i n q u e s e d i j e s e e x p r e s a m e n t e q u e s e h a b i a o b s e r v a d o l a 
f ó r m u l a s a c r a m e n t a l e s t a b l e c i d a p o r el a r t 297 d e n u e s t r o C ó d i g o d e p r o c e d i -

. m i e n t o p e n a l . — ¡ 7 d e Dic i embre d e 1873, c a u s a G ^ j a n a , Annaü di Giurisprudenza, 
1874, Parte pénale, p . 14 



en el convenio de 15 de Abril de 1869 entre Italia y Bélgica, 
cuyo art. 15 está, coucebido en los siguientes términos: «Cuan-
do en el proceso de un asunto penal, no político, uno de los 
dos Gobiernos juzgue necesario oir las declaraciones de testi-
gos domiciliados en el otro Estado, se enviará una requisito-
ria con este objeto por la vía diplomática, y se le dará curso 
observando las leyes del país donde deba tener lugar la recep-
ción de testigos.» La misma cláusula se halla en los artículos 
17 y 18 que tratan de los otros actos de instrucción (1). 

En los tratados en que no está explicada la excepción, de-
be considerarse tácitamente estipulada. En efecto, está con-
forme con el carácter y el espíritu de los tratados de extradi-
ción el excluir los delitos políticos ó puramente militares. Es-
ta regla, que es fundamental , debe extenderse á todas las 
disposiciones especiales que se hallan insertas en éllos, com-
prendiendo también las relativas á la asistencia judicial inter-
nacional (2). Debe reputarse, en efecto, como contrario á la 
independencia política de los Estados, el hecho de favorecer 
directa ó indirectamente la represión de los delitos políticos. 
Del mismo modo que se admite el que las partes contratantes 
están libres de la obligación de entregar aUndivíduo acusado de 
un delito político, también debería decidirse que no están obli-
gados tampoco á proporcionar las pruebas que hiciesen posi-
ble la condena de ese mismo individuo; además de que seria 
una cosa vana y odiosa obligar á sus propios ciudadanos y 
magistrados á proporcionar pruebas contra un hombre que 
quizás á sus ojos es un héroe ó una víctima. 

456. (490 cle la ed. franc)—El Gobierno italiano ha permi-
tido alguna vez, bajo promesa de reciprocidad, la ejecución 
de requisitorias emanadas de autoridades judiciales ext ranje-
ras y refiriéndose á delitos políticos, cuando aquellas tenian 
por objeto la audición de testigos no en contra sino en favor, y 
en la circular del Ministro de Gracia y Justicia relativa á la eje-
cución de requisitorias, se dice que la negativa á la asistencia 

(1) T a l d i s p o s i c i ó n se h a l l a e n l o s t r a t a d o s con D i n a m a r c a , a r t í c u l o s 12 y 13 
c o n el I m p e r i o a l e m a n , a r t í c u l o s 12 y 13, y con P o r t u g a l , a r t . 15. 

(2i C o m p a r . Bi l lo t . Traile de ¡¿exlradition, p . 398 .—Arüa , Le convenzioni di extradi-
zione, p . 87 . 

judicial por delitos políticos y puramente militares, no es una 
regla absoluta en materia de requisitorias como eu materia de 
extradición (1). De aquí ciertos autores (2) han querido esta-
blecer como principio que se podían ejecutar las requisitorias 
en materia política cuando eran en favor del acusado. De este 
modo han pretendido, que se viene en ayuda del individuo 
que se halla procesado. En cuanto á nosotros, nos parece pre-
ferible en un asunto tan delicado, deslindar todo equívoco, á 
fin de que no pueda hacerse valer contra el acusado pruebas 
llamadas en favor suyo. Ciertamente, si la requisitoria tuviese 
por objeto obtener documentos que debiesen servir para re-
glamentar la condicion de un individuo que está ya condena-
do por delito político (por ejemplo , que debiesen servir para 
fijar de un modo cierto el término de su condena ó cualquier 
otro efecto de la condena que está en vía de ejecución), nada 
se oponía á la ejecución de este acto , porque estos documen-
tos, léjos de influir en' la condena ó en la ejecución de la pena, 
podrían, por el contrario, ser ventajosos para el acusado. Pero 
si se tratase de una instancia pendiente debería admitirse 
como regla absoluta que la asistencia judicial internacional 
debería limitarse sólo á los delitos de derecho común, y no ex-
tenderse jamás á los delitos políticos ó puramente militares. 

457. (491 de 1% ed. franc.)—Un confiito sério, relativo á la 
ejecución de requisitorias en asunto político, se suscitó entre 
el Gobierno italiano y aleman con motivo de la notificación de 
ciertos actos judiciales al Conde de Arnim. 

Hé aquí de lo que se t ra taba: El Gobierno de Berlín pedia 
al Gobierno italiano por medio de la leg'acion alemana en Ro-
ma, que hiciese notificar al Conde de Arnim ex-embajador, 
simple particular entonces, residente en Florencia, una requi-
sitoria por la cual se le ordenaba que se presentase en el plazo 
de catorce dias, á contar desde el de la notificación en la cárcel 
nueva de Berlín, para sufrir la pena de ocho meses de prisión 
á que habia sido condenado por el Tribunal de Berlín, por h a -
berse hecho culpable de detención premeditada de documen-

(1) V é a s e l a c i r c u l a r d e 2 2 d e A g o s t o de 1 S U . 
(2) Ar l i a , L o c u s c i t . 



tos oficiales confiados á él. El Gobierno aleraan pidió además 
que esta notificación fuese certificada por un acta firmada por 
el Conde de Arnim. 

Según el tratado de.extradición de 31 de Octubre de 1871. 
entre Italia y el Imperio de Alemania, las requisitorias deben 
ejecutarse, salvo ciertas restricciones, entre las cuales es la 
principal el que no se t rate de asuntos políticos (1). 

458. (492 de la ed.franc.)—La demanda del Gobierno ale-
man dio lugar á sérias discusiones, motivadas tanto por la 
gravedad del caso, como por la elevada posicion del personaje 
de que se trataba. También hubo largas discusiones sobre los 
puntos de derecho que deberian servir de línea de conducta á 
nuestro Gobierno. Tratábase, ante todo, de saber si la deman-
da del Gobierno aleman podia, en principio, ser objeto de una 
requisitoria, y después si era un acto de los enumerados en el 
artículo 12 del tratado de extradición. Las requisitorias tienen 
efectivamente por objeto peclir á un Gobierno extranjero su 
asistencia para ejecutar los actos de instrucción ó de procedi-
miento necesarios para preparar una decisión judicial. Ahora 
bien; podría preguntarse si el acta cuya notificación al Conde 
Arnim se requería, y que contenia en su contra una amenaza 
de violeucia por el empleo de la fuerza pública, no era más 
bien un principio de ejecución del juicio que un acto de pro-
cedimiento. Este acto en sí misino, era una orden dada por el 
tribunal al acusado p a r a que se constituyese á sufrir la pena 
con ameuaza de captura . Es ta orden, dictada después de cer-
rado el proceso por u n a sentencia condenatoria, si no debía 
tenerse como un verdadero acto de ejecución, al ménos podía 
calificarse de prel iminar y preparatorio de la ejecución. 

E n cuanto á la cuestión de saber si la notificación de ese 
acto estaba comprendida en la disposición del art. 12-, podría 
hacerse notar que el texto debía considerarse como relativo á 
los actos de instrucción y de procedimiento anteriores á la sen-
tencia definitiva. Efect ivamente, ese artículo está concebido 
en los siguientes términos: «Cuando en el proceso de un asun-
»to penal, no político, uno de los Estados contrantes juzgue ne-
c e s a r i o en el territorio de la otra parte contratante la audición 

(1) V é a s e el a r t . 12 del C o n v e n i o . 

»de testigos, ó cualquier otro acto de instrucción 6 de procedimtcn-
»to, se enviará á este efecto, y por la vía diplomática, una re-
»quisitoria á la que se dará curso observando las leyes del país 
»donde debe tomarse la declaración ó ejecutarse el acto.» Si se 
hubiese considerado esta disposición como aplicable única-
mente á los actos de instrucción ó de procedimiento penal, se 
hubiera podido deducir de aquí , que la notificación, en prin-
cipio, no podrá encontrarse comprendida en ella porque cons-
tituye, cuando ménos, un acto ejecutivo de procedimiento 
penal. Si tal hubiese sido el verdadero sentido de esa disposi-
ción 11 Q sé hubiera podido interpretar en el sentido de darle 
más extensión, porque no se podría interpretar un tratado re-, 
lativo á materias criminales como más extenso que la mis-
ma ley. 

Aún habia otra cuestión que merecía también ser estudia-
da sèriamente antes de hacer la notificación, y es la de averi-
guar si el hecho imputado al conde Arnim no tenia carácter 
alguno político. Efectivamente, si el hecho no era completa-
mente ajeno á la política, se debería haber negado el hacer 
la notificación requerida, porque semejante acto hubiera sido 
contrario al artículo 12y al espíritu del tratado de extradición. 
Era preciso profundizar mucho la cuestión, á fin de evitar el 
perjuicio de establecer un precedente que pudiese legitimar 
una demanda de extradición eventual que hubiera podido 
hacer el Gobierno de Berlin, y crear dificultades al Gobierno 
italiano en el caso en que ese delito no hubiese podido ser 
considerado como comprendido en el número de los que según 
el tratado vigente, pueda motivar la extradición. 

459. (493 de la ed. frane.)—Todos sabemos que el nudo 
de la dificultad estaba sólo en el hecho de determinar y pre-
cisar el sentido natural y legal de las palabras actos de proce-
dimiento empleadas en el art . 12. No cabía aquí el caso de dar 
una interpretación extensiva, porque se trataba de disposicio-
nes de derecho penal, pero sí el de aplicar el convenio ate-
niéndose al sentido jurídico y legal de la cláusula. 

Haremos observar que los actos de procedimiento penal 
son todos aquellos que están calificados en el Código de pro-
cedimiento penal. Ahora bien ; es cierto que tales son, no sólo 



los actos de procedimiento que preceden á la condena, sino que 
también lo son los que la siguen y sirven para preparar su 
ejecución. El Código de procedimiento criminal se ocupa tam-
bién de la notificación de la sentencia. 

Si se quiere reflexionar un poco sobre la nocion jurídica 
del procedimiento se l legará á deducir que los actos con cuyo 
auxilio se notifica la sentencia forman parte de los actos del 
procedimiento. La acción penal se divide en tres períodos: 
instrucción, juicio y ejecución. Empieza por el primer acto de • 
instrucción y termina, en caso de condena, con el arresto del 
culpable y con la aplicación de la pena si los actos del proce-
dimiento se concretan á los actos de instrucción que preceden 
á la sentencia y que forman parte del juicio contradictorio; 
¿en qué categoría deberían colocarse los actos que tienen por 
objeto la notificación de la sentencia y tienden á preparar su 
ejecución? Estos no son actos de ejecución; tienen sólo este 
carácter: el arresto del sentenciado, la aplicación de la pena 
y los actos que se rozan con aquél y con ésta. Pero no se po-
dría ver un acto de esta naturaleza en la significación de la 
sentencia, porque es por sí misma extraña á esos actos de 
ejecución que condena al arresto al sentenciado. Claro se vé 
desde luégo, que la notificación de la sentencia es un acto de 
procedimiento lo mismo que todos los actos distintos del arres-
to y de los actos de ejecución que la preceden. 

Esto sentado, es evidente que puesto que en el art. 12 se 
habla de actos de procedimiento sin distinción, deben conside-
rarse comprendidos en esta disposición todos los que, según 
su sentido legal, sean actos de procedimiento. No pueden, 
pues, considerarse como excluidos los que se refieren á la noti-
ficación de la condena que, aunque prepara la ejecución de la 
sentencia, no por esto es un acto de ejecución. 

460. (494 de la ed. franc.)—En cuanto á la cuestión de 
oportunidad, es cierto que ántes de ejecutar la requisitoria era 
preciso asegurarse de que no existia carácter alguno político 
en el hecho á que se refería la notificación. Así mismo debió 
examinarse con cuidado, si la persona á la que el acta debia 
ser notificada era un nacional, y si el delito que se le imputaba 
caía bajo nuestra ley penal . 

Pero no es igualmente cierto que, consintiendo en notificar 
el acta, el Gobierno italiano prejuzgaba la cuestión de extra-
dición, de modo que el Gobierno de Berlin hubiese podido ver 
en ello un precedente favorable y fuera inducido á hacer una 
demanda de extradición regular. Los principios que reglamen-
tan la extradición son muy distintos de los que reglamentan 
la notificación de Jas actas. 

La extradición 110 debe consentirse sino por los delitos 
enunciados en el tratado, mientras que una requisitoria puede 
tener por objeto un acto cualquiera de instrucción ó de proce-
dimiento, relativo hasta á delitos, por los cuales no sería obli-
gatoria la extradición. Es, pues, natural, que para la ejecución 
de una requisitoria no se prejuzgue jamás la cuestión de extra-
dición del acusado. La extradición podria ciertamente ser ne-
gada áun en el caso en que se refiriese á la misma persona y 
al mismo hecho que ha motivado la ejecución de la requi-
sitoria. 

461. (495 de la ed.franc.)—Nuestro Consejo de Estado, al 
que se sometió esta delicada y difícil cuestión, opinó, después 
de largas discusiones y de un maduro exámen,* que el acta po-
día ser notificada (1). 

Además de las razones que hasta aquí hemos expuesto, el 
Consejo de Estado tomó en consideración una regla admitida 
por nuestro Gobierno, de la que hemos dicho cuatro palabras 
más arriba, y que se halla formulada en la circular del minis-
terio de Just icia (2), y es que el principio por el que se nieg'a 
la extradición por un delito político ó puramente militar, es 
absoluto y no admite excepción alguna; pero que puede ser 
l igeramente modificado, relativamente á la requisitoria, cuan-
do se trate de la notificación de un acta que, sin prejuzgar la 
condicion del sentenciado, pueda serle beneficiosa. Ahora bien: 
en nuestra hipótesis, la requisitoria, áun siendo considerada 
como relativa á un hecho político, hubiera podido ser ejecuta-
da por la sola consideración de que la notificación del acta pu-
diese considerarse como de interés para el conde Arnim. 

(1) V é a s e el d i c t a m e n d e l C o n s e j o d e E s t a d o , a s u n t o A r n i m . 
(2) Cii c u l a r d e A g o s t o d e 1874. 



Hé aquí la ordenanza criminal prusiana de 3 de Enero 
de 1849: 

. «Tan pronto como u n a sentencia condenatoria se hace eje-
cutiva por la aquiescencia del sentenciado, por la espiración 
del término, ó en virtud de su confirmación en segunda ins-
tancia, debe ponerse en ejecución por el juez, excepto cuando 
concurren circunstancias desconocidas antes y que hacen ne-
cesaria una próroga (por ejemplo; embarazo, enfermedad, etc.) 
La ejecución debe tener lugar según las determinaciones 
precisas de la sentencia, á ménos que hayan sido mit igadas 
por el rescripto de confirmación.» 

Teniendo en cuenta esta disposición, podría considerarse 
la significación cómo ventajosa al sentenciado y no contraria 
á sus intereses, puesto que por una parte se le concedió la 
ventaja de evitar la ejecución forzosa si se presentaba vo-
luntariamente, y obtener la suspensión de la ejecución, pro-
duciendo certificados, estableciendo los perjuicios que podrían 
ocasionarle en su salud el cumplimiento de la pena á que ha-
bía sido condenado; y que por otra parte, la cuestión de ex-
tradición no estaba pre juzgada , en el caso en que prefiriese 
valerse de la hospitalidad de nuestro país y negarse á consti-
tuirse voluntariamente. 

462. (496 de la ed. franc.)—Una de las condiciones á que 
se halla subordinada la ejecución de las requisitorias, es la de 
que el acta de instrucción no tenga por objeto establecer la 
culpabilidad de un ciudadano del Estado al que se dirige la 
requisitoria. Es ta reserva se estipuló en el tratado de 29 de 
Noviembre de 1869, entre Francia y Baviera, cuyo art . 12 es-
tá concebido en los sig'uientes términos: «Las altas partes con-
tratantes se reservan, sin embargo, el derecho de declinar la 
comunicación de pruebas y la ejecticion de requisitorias que 
tiendan á establecer la culpabilidad de uno de sus súbdi tos 
acusados de una infracción ante los tribunales del Estado re-
quirente. 

463. (497 de la ed. franc.J—Tal reserva no nos parece 
Justificada, porque la protección que el Estado debe á sus na-
cionales no debe llegar hasta el punto de impedir la represión 
de sus delitos. Sabemos que á los ojos de algunos autores es 

contrario á la dignidad nacional prestar su concurso en los 
procesos iniciados contra el ciudadano que ha cometido un 
delito en el extranjero. En cuanto á nosotros, creemos más 
bien contrario á la dignidad del Estado el proteger al culpa-
ble, el poner obstáculos á la administración de justicia, el pro-
porcionar al malhechor los medios de evitar la pena que me-
rece, así como, negando los elementos de prueba, el sustraer 
al que ha violado las leyes de su país á la autoridad de esas 
mismas leyes. 

464. (498 de la ed. franc.)—En el tratado celebrado por 
Italia con el Gran ducado de Badén (vigente ántes de la con-
clusion de su convenio con el Imperio aleman), la excepción 
estaba más restringida. Decia así: «Excepto si la instrucción 
es. dirigida contra un subdito del Estado, que no ha sido aún 
arrestado por la autoridad de la que emana la requisito-
ria (1).» 

Restringida así, la excepción podría justificarse por la con-
sideración de que el acusado, pudiendo ser arrestado en el 
país de que es ciudadano, debería ser castigado por las auto-
ridades de ese país. Pero el principio en que se funda esta de-
terminación no nos parece exacto. Ya hemos dicho y demos-
trado más arriba que el juez natural del malhechor es el del 
lugar donde se ha cometido el delito. Este juez está llamado á 
recoger y á conservar los elementos de prueba, á fin de impe-
dir la desaparición de éllos, lo que tendría por consecuencia 
muy amenudo la impunidad del culpable. Así, pues, el Estado 
á que pertenece eh malhechor, no debería poner obstáculos á 
la administración regular de justicia. 

Sólo la excepción estipulada en el tratado entre España é 
Italia, nos parece justificada. El art. 13 de este convenio, dice 
así: «La obligación de ejecutar las requisitorias cesará en el 
caso en que el proceso sea iniciado contra un subdito del Go-
bierno al cual se dirige la requisitoria, cuando el hecho que 
se imputa á ese individuo 110 es punible según las leyes del 
país al que se piden elementos de prueba.» 

(1) V é a s e e s t e t r a t a d o , a r t . 13; l a d i spos i c ión c o n t e n i d a en el a r t . 12de l t r a t a d o 
c o n el I m p e r i o d e A l e m a n i a e s t á c o n f o r m e c o n él. 



465. (499 de la ed. fraseJ— Esta última excepción se ha., 
lia igualmente consignada en otros convenios celebrados en-
tre diversos Estados. El art. 13 del convenio entre Italia y el 
Gran ducado de Badén, decía así: «Excepto si la instrucción 
tiene por objeto un acto que no es punible judicialmente, se-
gún las leyes del Estado al que se ha dirigido la requisito- ' 
ría (1).» En cuanto á nosotros, creemos que la ley del Estado 
á que se dirige la requisitoria, debe aplicarse sólo para saber 
si el acta de instrucción requerida puede ser ejecutada, y de 
qud modo debe serlo, pero no para determinar la criminalidad 
del acto que depende exclusivamente de la ley del país donde 
se ha producido. Nos parece contrario á los verdaderos princi-
pios dar á un magistrado, que debe recoger las pruebas de un 
hecho que se ha producido en un país extranjero, la misión de 
averiguar si el hecho constituye un delito según las leyes de 
su propio país. 

466. (500 dé la ed. franc.J—Las requisitorias deben siem-
pre dirigirse al tribunal extranjero que debe proceder al acta 
de instrucción y remitirse al Ministro de Gracia y Just ic ia , á 
fin de que la haga llegar al magistrado á quien van destina-
nadas. Esto tiene importancia, sobre todo, en lo que se refiere 
á requisitorias dirigidas á los Estados-Unidos de America, á fin 
de evitar enojosos retardos ocasionados por una indicación 
inexacta de la autoridad judicial á que van dirigidos (2). 

(1) L a m i s m a e x c e p c i ó n v u e l v e á h a l l a r s e e n el a r t . 12 de l t r a t a d o e n t r e I t a l i a y 
el I m p e r i o a l e m a n . 

(2) U n a p r o v i d e n c i a del d e p a r t a m e n t o de l o s E s t a d o s - U n i d o s h izo s a b e r q u e r i -
r i g i é n d o s e á él p a r a d a r c u r s o á r e q u i s i t o r i a s , s e e x p o n í a n á e n o j o s o s r e t a r d o s p o r 
r a z ó n d e l a i m p o s i b i l i d a d e n q u e se h a l l a b a d e o b t e n e r e n t i e m p o h á b i l l a s d e c l a r a -
c i o n e s d e l o s q u e h a b i t a b a n en u n l u g a r a p a r t a d o , y a d e m á s p o r q u e a q u e l d e p a r -
t a m e n t o d e E s t a d o n o e s t a b a l l a m a d o á o c u p a r s e d e e s a m a t e r i a , A fin d e p r e v e n i r 
s e m e j a n t e s i n c o n v e n i e n t e s , se d i e ron l a s s i g u i e n t e s i n s t r u c c i o n e s : « L o s T r i b u n a -
l e s d e c i r c u i t o d e l o s E s t a d o s - U n i d o s e x i s t e n en c a d a E s t a d o , y c u a n d o se q u i e r e 
d i r i g i r u n a r e q u i s i t o r i a á u n o d e e s t o s T r i b u n a l e s , l a f ó r m u l a e m p l e a d a es a s i : Al 

T r i b u n a l de c i r c u i t o d e l o s E s t a d o s - U n i d o s p a r a el E s t a d o d e A d e m á s , m 

c a d a E s t a d o e x i s t e u n T r i b u n a l d e d i s t r i t o ; e n a l g u n o s l h a y d o s d e e l lo s , en o t r o s 
t r e s , y c o m o l o s E s c r i b a n o s e s t á n a u t o r i z a d o s p o r l a l e y p a r a r e c i b i r l a s d e c l a r a -
c i o n e s d e l o s t e s t i g o s , l a s r e q u i s i t o r i a s p u e d e n d i r i g i r s e t a m b i é n r e g u l a r m e n t e a 1 

E s c r i b a n o de l T r i b u n a l d e d i s t r i t o ó del T r i b u n a l d e c i r c u i t o del E s t a d o d e 
V é a s e l a nota á los oficiales diplomáticos y consulares de los Estados-Unidos d e 15 d e Abr i l 
d e 1812, q u e s e h a l l a t r a s l a d a d a en l a c i r c u l a r i t a l i a n a del M i n i s t r o d e G r a c i a v - J u s -
t i c i a d e 22 d e A g o s t o d e 1874. 
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467. (501 de la ed. franc.)—En cuanto al idioma en que 
deben estar redactadas las requisitorias, debe admitirse como 
regla general que todo magistrado, sea el que la dirige, sea el 
que la ejecute, debe usar su idioma nacional. Sin embargo, 
ciertos Estados exigen que la requisitoria está acompañada 
de una traducción francesa (1). 

468. (502 de la ed.franc.)—Con respecto á los gastos que 
resultan de la ejecución de las requisitorias la mejor regla es 
que queden á cargo del Estado, en cuyo territorio se han efec-
tuado las actas de instrucción requeridas (2). Sin embargo, 
se podrá hacer una excepción para los gastos que resultan de 
peritaje criminal, comercial ó de medicina legal, y cargarlos 
al Estado requirente. Este principio se halla consignado en 
el tratado franco-italiano de 12 de Mayo de 1870, cuyo art. 12 
dice as í : «Los Gobiernos respectivos renuncian á toda recla-
mación que tenga por objeto la restitución de los gastos que 
resulten de la ejecución de la requisitoria, á ménos que se 
trate de peritajes criminales, comerciales ó médico-lega-
les (3).» 

469. (503 de la ed. franc.)—La asistencia judicial interna-
cional se solicita muy amenudo para hacer oir declaraciones 
de testigos ó para invitarlos á comparecer ante los tribunales, 
para conseguir que un individuo detenido en las prisiones de 
un país extranjero pueda comparecer en justicia para ser ca-
reado con el acusado, para comunicarse documentos, para 

(1) E n los t r a t a d o s e n t r e I t a l i a y los o t r o s E s t a d o s se h a l l a g e n e r a l m e n t e c o n -
s i g n a d a l a r e g l a de q u e el E s t a d o r e q u i r e n t e e m p l e e s u p rop io i d i o m a . I.o c o n t r a -
r io n o ex i s t e s i n o c o n r e s p e c t o á D i n a m a r c a y á R u s i a , q u e e x i g e n q u e l a r e q u i s i t o -
r i a v a y a a c o m p a ñ a d a d e u n a t r a d u c c i ó n f r a n c e s a . L o m i s m o s u c e d e r e s p e c t o á 
H o l a n d a p a r a l a s r e q u i s i t o r i a s r e l a t i v a s á l a s d e p o s i c i o n e s d e t e s t i g o s (a r t . 9 o , 
Traité d'exlradition),y con r e s p e c t o á l o s p r i n c i p a d o s d a n u b i a n o s p a r a l a s r e q u i s i -
t o r i a s e n v i a d a s d i r e c t a m e n t e á l a s a u t o r i d a d e s l o c a l e s ( n o t a s c a m b i a d a s e n t r e el 
C ó n s u l g e n e r a l d e I t a l i a en H u k a r e s t y el Min i s t ro de N e g o c i o s E x t r a n j e r o s d e R u -
m a n i a , el 21 y 13-25 d e J u l i o d e 1873, r e g i s t r a d o e n l a r e c o p i l a c i ó n t i t u l a d a R a c c o l t a 
d e i t r a t t a t i é c o n v e n z i o n i f r a el r e g n o d ' I t a l i a é i G o v e r n i e s t e r i , v o i . v, p . 95. 

(2) E n l o s p r i m e r o s t r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r I t a l i a p r e v a l e c i ó el p r i n c i p i o d e q u e 
l o s g a s t o s d e b i a n q u e d a r á c a r g o del E s t a d o d e d o n d e e m a n a la r e q u i s i t o r i a : p e r o 
e n l o s t r a t a d o s m á s r e c i e n t e s s e h a l l a c o n s i g n a d a la í e g l a q u e a c a b a m o s d e i n -
d i c a r . 

(3) Tal e s t a m b i é n l a d i s p o s i c i ó n del a r t . 12 del t r a t a d o e n t r e I t a l i a y el I m p e r i o 
a l e m a n , y del a r t . 18 del c e l e b r a d o e n t r e I t a l i a y el B ra s i l . 



hacer notificar actas, para hacer embargar objetos robados, 
para provocar peri tajes ú otros actos análogos de instrucción. 

Los testigos, genera lmente , son oidos conforme á la ley 
del país en que debe tener lugar la indagatoria. Sin em-
bargo, si según la ley del país donde se instruye el proceso, 
son válidas sólo las declaraciones prestadas bajo juramento, 
los testigos podrán ser sometidos á esta formalidad (1). 

El legislador italiano ha provisto á esta eventualidad en el 
art. 854 del Código de procedimiento penal , que dice así: 
«Cuando es necesario, en materia penal , proceder á actos de 
instrucción judicial en virtud de providencia de autoridades 

judiciales extranjeras , las actas se extenderán por el tribunal 
de apelación (sección de acusación) ó por el juez que ella de-
legue. En este caso, los testigos podrán, según la providencia, 
ser oidos bajo juramento .» 

470. (504 de la ed. franc.)—Si además de la disposición 
escrita fuese necesaria la comparecencia personal del testigo 
residente en el extranjero, no podría éste ser citado á compa-
recer ni obligado á hacerlo por aplicación de las penas previs-
tas contra los testigos contumaces, pero en todo caso debe in-
vitársele á que lo haga . En Italia, donde el legislador ha con-
signado la regla de la publicidad de los debates en materia 
pena l , las autoridades judiciales no pueden eludir el empleo 
de todos los buenos.oficios que en sí traen las relaciones amis-
tosas y los tratados internacionales para obtener la compa-
recencia del testigo cuando con el simple hecho de la resi-
dencia de éste en el extranjero, autoriza en el debate público 
la lectura de su deposición escrita. Esta lectura puede permi-
tirse sólo cuando se ha demostrado que los buenos oficios de 
los magistrados extranjeros no han tenido resultado para 
inducir al testigo requerido á venir á Italia á declarar. E n 

(1) S e g ú n la l ey i t a l i a n a , d u r a n t e el p e r i o d o d e i n s t r u c c i ó n e s c r i t a , l o s t e s t i g o s 
s o n o idos en j u r a m e n t o e x c e p t o en c i e r t o s c a s o s poco n u m e r o s o s ( a r t . 172, C ó d i g o 
d e p r o c e d i m i e n t o pena l ) . E n l o s d e b a t e s p ú b l i c o s d e b e n d e c l a r a r o r a l m e n t e , so 
p e n a d e n u l i d a d d e s u d e c l a r a c i ó n ( a r t . 304 id.), y á n t e s d e h a c e r l o d e b e n p r e s t a r 
j u r a m e n t o ( a r t . 299 id.) S i el t e s t i g o e s t u v i e r e en l a i m p o s i b i l i d a d d e p r e s e n t a r s e 
p o r c a u s a d e e n f e r m e d a d ó p o r c u a l q u i e r o t r o m o t i v o f u n d a d o , el T r i b u n a l p u e d e 
d e l e g a r u n J u e z p a r a rec ib i r s u d e c l a r a c i ó n , q u e d e b e h a c e r l o b a j o j u r a m e n t o y 
p u e d e s e r l e ida e n el c u - s o d e l o s d e b a t e s p ú b l i c o s ( a r t . 291 id.) 

este caso, la necesidad que resulta de la falta de medios en que 
nos hallamos para obligar á un testigo que reside en el ex-
tranjero á comparecer en justicia legitimaria la lectura de la 
declaración escrita, según el art . 311 del Código de procedi-
miento penal que permite esta lectura como excepción cuan-
do hay imposibilidad de hacer comparecer al testigo á la au-
diencia (1). 

471. (505 de la ed. franc)—Ciertos Gobiernos han querido 
obligar á los testigos citados á comparecer ante sus tribunales 
respectivos. En el tratado de 18 de Julio de 1828 entre Francia 
v Suiza (art. 6), se impuso esta obligación á los testigos resi-
dentes, bien en Franc ia , bien en Suiza. Sin embargo, nos 
parece que sería cometer un exceso de poder, el imponer por 
un tratado una obligación tan onerosa á los ciudadanos, que 
en muchos casos podrían experimentar un perjuicio por el via-
je á un país extranjero. La regla admitida en la jurispruden-
cia internacional es mucho más sábia, prescribiendo única-
mente á los Gobiernos, hacer todos, los esfuerzos para hacer 
aceptar á sus ciudadanos la invitación hecha por el Estado ex-
tranjero y obviar todos los inconvenientes. A este fin, es útil 
fijar de un modo exacto las indemnizaciones debidas á los tes-
tigos. y cuidar de que se les adelante la cantidad necesaria 
para el viaje, entregarles un salvo-conducto y facilitarles por 
todos los medios su partida. 

472. (506 déla ed. franc.)—Las indemnizaciones deben fi-
jarse de común acuerdo entre los dos Gobiernos,, ántes de la 
partida del testigo, teniendo en cuenta la distancia que deben 
recorrer y el tiempo que deben emplear. Aunque las in-
demnizaciones no se devengan hasta que el testigo ha llenado 
su cometido, los Gobiernos deben, sin embargo, cuidar, si hay 
lugar á ello, de que se les adelante una parte para poder em-
prender el viaje. 

En casi todos los tratados celebrados por Italia, se halla la 
siguiente disposición: «En caso de que la comparecencia de 

(1) C o m p á r e s e C a s a c i ó n d e T u r i n , 13 d e M a r z o d e l 3 1 9 , c a u s a B ig io ; B e t t i n i , 1 ,1 , 
p . 652, C a s a c i ó n d e T u r i n , 28 Dic i embre 1859, c a u s a Ceppi ; B e t t i n i , x i , I, p. 938.— 
C a s a c i ó n d e F l o r e n c i a , 19 de A g o s t o d e 1872, A n n a l i d i g i u r i s p r u d e n z a , 1872, l i , 
p . 230. 



un testigo sea necesaria, el Gobierno do que dependa lo com-
prometerá á corresponder á la invitación que se le hace por el 
otro Gobierno. Si los testigos consienten en partir, se les pro-
veerá inmediatamente de pasaportes, de los que tienen necesi-
dad, y los Gobiernos respectivos se pondrán de acuerdo por la 
vía diplomática, para fijar la indemnización debida y que les 
será pagada por el Estado requirente, en razón de ^ d i s t a n c i a 
y de la estadía, haciendo el adelanto de las cantidades nece-
sarias (1). 

473. (507 de la ed. franc.)—El salvo-conducto es también 
una medida que facilita la comparecencia de los testigos, y que 
es de regla en todas las demandas hechas con este objeto. Les 
sirve para asegurarse de que, pasando al extranjero, no serán 
objeto de ningún proceso por los delitos que hayan podido co-
meter en él anteriormente. También en casi todos los tratados 
se ha estipulado que los testigos no sean ni arrestados ni mo-
lestados por ningún hecho anterior á l a demanda de compare-
cencia durante el tiempo de su estancia necesaria, en el lugar 
donde el juez que debe oírles, ejerce sus funciones, ni durante 
.su viaje, tanto de ida como de vuelta. Esta disposición es tam-
bién eficaz áun en el caso en que el testigo fuese ciudadano 
del Estado que ha exigido su comparecencia. 

En el tratado de 3 de Junio de 1868 entre Italia y España, 
hallamos la siguiente cláusula especial en el art. 14. «Si un 
testigo durante el viaje ó durante la estancia, comete un cri-
men 6 un delito, especialmente el de declaración falsa, los dos 
Gobiernos se reservan determinar en cada caso, si debe ser en-
tregado á disposición de las autoridades competentes del lugar 
donde el crimen ó delito se ha cometido, 6, por el contrario, 
remitido á la disposición de las autoridades judiciales de su 
domicilio.» Esta disposición es discutible. Si es justo que el 
testigo sea asegurado de que pasando al extranjero no tendrá 
que temer el ser procesado por un hecho anterior, no es ad-
misible que se sustraiga á la autoridad de la ley del país ex-

( l i Ar t í cu lo 14 del t r a t a d o e n t r e I t a l i a y A u s t r i a - H u n g r í a . S e r i a p r e f e r i b l e e s t a -
b l e c e r d e a n t e m a n o u n a t a r i f a c o m p l e t a como h a t e n i d o l u g a r p o r l a p r i m e r a vez 
< n t r e I t a l i a y S u i z a , e n v i r t u d d e l a dec la rac ión d e 22 d e J u l i o d e 1868, y d e s p u é s 
< n t r e I t a l i a y F r a n c i a p o r la d e c l a r a c i ó n de 16 d e J u ü o d e 1873. 

tranjero, si se hace en él culpable como testigo falso. Por lo 
demás, n inguna disposición semejante se halla en otros trata-
dos, ni tampoco en.el convenio de 6 de Setiembre de 1857 en-
tre Cerdeña y España. Esto hace comprender que este priuci -
pió no prevalece en la jurisprudencia internacional. 

474. (508 de la ed. franc.)—Si fuese necesario para la ins-
trucción de un proceso criminal, carear al acusado con culpa-
bles detenidos en otro Estado, ú obtener la comunicación de 
documentos judiciales existentes en los archivos de un país 
extranjero, la requisitoria expedida con este objeto, deberá ser 
bien acogida y ejecutada, á ménos que por excepción, consi-
deraciones especiales se opusiesen á ello. Enténces, el caso 
deberia dejarse á la libre apreciación del Gobierno requerido. 

En los tratados se han ido admitiendo ó rechazando, relati-
vamente á esta materia, los principios consignados en el ar-
tículo Ib del convenio de extradición entre Italia y la monar-
quía Austro-húngara, de 27 de Febrero de 1869. Estos princi-
pios son, en nuestro sentir, los más acertados. Hé aquí el 
texto. «Si con ocasion de una instrucción criminal ó correc-
cional, en uno de los Estados contratantes fuese necesario 
proceder á l a confrontacion del acusado con los culpables en 
otro Estado, ó producir elementos de prueba ó documentos ju-
diciales que le perteneciesen, deberia hacerse la petición por 
la vía diplomática, y deberá siempre contestarse á ella favora-
blemente, salyo el caso en que consideraciones excepcionales 
se opusiesen á ello, pero con la condiciou, sin embargo, de 
volver á remitir los detenidos y los documentos en e l ,más 
breve plazo posible, y restituir los elementos de prueba men-
cionados. Los gastos de trasporte de un Estado á otro de los 
individuos y los objetos antedichos, serán sufragados por cada 
Gobierno en el límite de sus respectivos territorios. 

Haremos notar, que el individuo detenido en otro Estado, 
debe ser considerado lo mismo que un testigo que el Estado 
requerido obliga á comparecer. Desde luégo, es natural que 
pueda ser careado y oido, pero jamás ser llevado ante el tribu-
nal donde comparece, por delitos cometidos por él anterior-
mente, ni tampoco por complicidad en los hechos por los cua-
les se ha requerido su careo. La remisión del acusado, no es 



un verdadero acto de extradición, pero sí uu acto de asistencia 
judic ia l . 

475. (509 de la ed. franc.)—La notificación de las actas 
hecha á personas que residen en el ext ranjero , debería, en ge -
neral , tener lugar por correspondencia directa en t re las auto-
ridades judiciales de los dos Estados. Si en rigor puede consi-
derarse la requisitoria que t iene por objeto actos de instruc-
ción como comprometiendo la responsabilidad del Gobierno, 
y se dice que es necesario que sea trasmitida por la vía diplo-
mática, sucede todo lo contrario con la notificación de las ac-
tas. La trasmisión directa, léjos de ser perjudicial, presenta á 
veces grandes ven ta jas . Así es, pues, que los Gobiernos que 
consideran necesaria la trasmisión de requisitorias por la vía 
diplomática, permiten la correspondencia directa para la no-
tificación de las actas. Como, además, esta formalidad de pro-
cedimiento, le jos de obligar en nada á la persona á quien con-
cierne, puede por el contrario serle ventajosa, podría admitirse 
en principio que debia practicarse siempre, sin excepción, áu:i 
en materia política, por vía de correspondencia directa entre 
los magistrados, puesto que estos no hacen más que a f i rmar 
la autenticidad de los actos que se les t rasmiten y asegurar 
la fecha de la notificación. 

F I N . 

APENDICE. 

E S P A Ñ A . 

Leyes y Tra tados referentes á la extradición. 
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* 

A L E M A N I A . 

Convenio de extradición celebrado entre España y 
Alemania en 2 de Mayo de 1878. 

S. M. el Rey de España y S. M. el Emperador de Alema-
nia, Rey de Prusia, habiendo resuelto de eomun acuerdo cele-
b ra r un Tratado para l a extradiccion recíproca de malhecho-
res, han nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

S. M. el Rey de España á D. Francisco Merry y Colom, 
Conde de Benomar, Caballejo Gran Cruz de la Real y distin-
guida Orden de Carlos I I I y de la Real de Isabel la Católica, 
condecorado con la Orden de primera clase del Aguila Roja de 
Prus ia , etc., etc., etc., su Enviado extraordinario y Ministro 
Plenipotenciario cerca de S. M. el Emperador de Alemania, 
Rey de Prus ia . 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia , al señor 
B e r n h a r d E r n s von Bulow, condecorado con la Orden de pri-
mera clase del Aguila Roja de Prusia, con la de igual clase de 
la Corona, con los colores de la cinta del Aguila Roja en es-
malte, y con la de tercera clase de la misma Orden de la Co-
rona con la cinta conmemorativa, Gran Comendador de la Or-
den de la Casa Real de Hohenzollern, Caballero Gran Cruz de 
la Real y dist inguida Orden de Cárlos III , etc., etc. , etc., su 
Secretario de Estado en el Departamento de Negocios Ex t ran -
jeros y Ministro de Estado. 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos po-
deres y halládolos en buena y debida forma, han convenido 
en los artículos s iguientes: 

Artículo Io Las Altas Par tes contratantes se obligan por 
el presente Tratado á entregarse recíprocamente, en todos los 
casos que las cláusulas del mismo expresan, los individuos 
que por a lguno de los hechos abajo enumerados , cometidos v 
punibles en el territorio de la Par te reclamante, han sido, 
•como autores ó cómplices, condenados, acusados ó sometidos 



á un procedimiento criminal, y residan en el territorio de la 
otra Parte, á saber: 

I o Por homicidio, asesinato, en venenamiento, parricidio ó 
infanticidio. 

2o Por aborto voluntario. 
3o Por exposición de un niño menor de siete años ó su 

abandono premeditado en estado tal que le prive de todo re-
curso. 

4o Por robo, ocultación, sustracción, supresión, sustitución 
ó suposición de un niño. 

5o Por rapto ó robo de una persona menor de edad. 
6o Por la privación voluntaria é ilegal de la libertad indi-

vidual de una persona, cometida por un particular. 
T Por atentado contra la inviolabilidad del domicilio, co-

metido por un part icular y penado por la legislación de ambas 
Partes. 

8o Por amenaza de causar un mal que constituya delito 
grave. 

9o Por formar u n a asociación ilegal con el propósito de 
atentar contra las personas ó contra la propiedad. 

10. Por b igamia . 
11. Por violacion. 
12. Por atentados contra el pudor con violencia ó amena-

zas, en los casos penados por la legislación de ambos países. 
13. Por atentados contra el pudor con ó sin violencia ó 

amenazas contra jóvenes de uno ú otro sexo de menos de ca-
torce ó de doce años, según que tengan aplicación al caso que 
se persigue las disposiciones penales que rigen en el territorio 
de una ú otra de las Partes contratantes, y por inducir á los 
mismos á la ejecución ó consentimiento de actos deshonestos. 

14. Por excitación habitual á la mala vida en personas de 
menor edad de uno y otro sexo. 

15. Por golpes, heridas ó malos tratos voluntarios á una 
persona, cuyas consecuencias produzcan una enfermedad al 
parecer incurable, la inutilidad perpétua para el trabajo, la 
pérdida del uso completo de un miembro ú órgano, una muti-
lación grave ó la muer te sin intención de causarla. 

16. Por robo y hur to . 
17. Por despojo, abuso de confianza y exacción con violen-

cia ó amenaza en los casos en que estos actos sean punibles, 
conforme á la legislación de ambas Partes contratantes. 

18. Por estafa 6 engaño en las cosas consideradas como 
crímenes ó delitos por la legislación de ambas Partes contra-
tantes. 

19. Por bancarota fraudulenta y daño fraudulento á la 
masa del capital de la quiebra. 

20. Por perjurio. 

21. Por falso testimonio ó declaración falsa de un perito ó 
de un intérprete, en los casos en que estos hechos sean casti-
gados por la legislación de ambos países. 

22. Por soborno de testigos, peritos ó intérpretes. 
23. Por falsificación de documentos ó de despachos telegrá-

ficos, cometida con intención de fraude ó de perjudicar á otro, 
y por el uso á sabiendas de documentos y despachos telegráfi-
cos con intención de fraude ó de perjudicar á otro. 

24. Por deterioro, destrucción ó supresión voluntaria é ile-
ga l de un documento público ó privado, cometido con inten-
ción de perjudicar á otro. 

25. Por falsificación de troqueles ó punzones, timbres, 
marcas ó sellos con el objeto de emplearlos como legítimos, y 
por el uso á sabiendas de troqueles ó punzones, timbres, mar-
cas é sellos falsificados. 

26. Por moneda falsa, comprendiendo la falsificación ó al-
teración del valor de las monedas y del papel-moneda, y por 
expender y poner en circulación á sabiendas moneda ó papel-
moneda falsificados ó alterados. 

27. Por imitación y falsificación de billetes de Banco ó de 
títulos de la Deuda ú otros valores emitidos por el Estado ó 
por Corporaciones, Sociedades ó particulares con la autoriza-
ción del Estado, y por expender y poner en circulación tales 
billetes de Banco, títulos de la Deuda ú otros valores imitados 
ó falsificados. 

28. Por incendio voluntario. 
• 29. Por malversación de caudales y exacción ilegal, come-
tidas por funcionarios públicos. 

30. Por soborno de funcionarios públicos para que falten á 
los deberes de su cargo. 

31. Por los siguientes delitos cometidos por los Capitanes 
ó tripulaciones de buques de alto bordo: 

A. Destrucción voluntaria ó ilegal de un buque. 
B. Encallamiento voluntario de un buque. 
C. Resistencia con vías de hecho contra el Capitan de un 

buque, si tal resistencia se efectúa por varios tripulantes des-
pués de haberse concertado con este objeto. 

_32. Por destrucción ilegal y voluntaria, total ó parcial de 
ferro-carriles, máquinas de vapor ó aparatos telegráficos; por 
poner voluntariamente obstáculo á la circulación de los trenes, 
colocando cualquier objeto en la vía férrea; por levantar los 
carriles ó las traviesas arrancando agujas , clavos ó tornillos; y 
por emplear cualquier otro medio para detener un tren y ha-
cerle descarrilar. 

33. Por destrucción ó deterioro voluntario é ilegal de se-
pulcros, los monumentos públicos ú objetos artísticos expues-
tos en lugares públicos, de obras y edificios, de víveres, mer-



caucías ú otras propiedades muebles, de cosechas, plantas de 
toda especie, árboles é ingertos, de aperos de labranza, de ani-
males domésticos ú otros, en los casos en que estos hechos sean 
punibles como crímenes ó delitos en la legislación de ambos 
países contratantes. 

34. Por la ocultación de objetos adquiridos por uno de los 
delitos que en este Tratado se enumeran, siempre que este acto 
sea punible por las leyes de ambos Estados. 

Aunque el crimen ó delito que motiva la demanda de ex-
tradición haya sido cometido fuera del territorio de la parte 
reclamante, se podrá acceder á dicha demanda si las leyes del 
Estado á quien se dirige autorizan el castigo de tal crimen ó 
delito cometido fuera de su territorio. 

Art. 2o También podrá tener lugar la extradición por la 
tentativa de los hechos enumerados en el art. Io , si tal tenta-
tiva es punible por las leyes de ambas Partes contratantes. 

Art. 3o Ningún español será entregado por el Gobierno 
español á n inguno de los Gobiernos del Imperio aleman, ni 
éstos entregarán n ingún aleman al Gobierno español. 

Cuando el individuo, cuya extradición se reclama, no sea 
español ni aleman, el Gobierno que debe concederla podrá no-
tificar la demanda que le ha sido dirigida al del país á que 
pertenezca el individuo reclamado; y si este Gobierno pidiese 
la entrega del acusado para que lo juzguen sus tribunales, el 
Gobierno á quien se haya dirigido ía demanda de extradición 
podrá á su arbitrio, entregarlo á uno ú otro de dichos Go-
biernos. 

Art. 4o No tendrá lugar la extradición si el individuo re-
clamado por el Gobierno español ha sido perseguido ó encau-
sado y absuelto, ó está aún procesado, ó ha sido ya castigado 
en alguno de los Estados del Imperio aleman, ó si el individuo 
reclamado por uu Gobierno del Imperio aleman ha sido perse-
guido ó encausado y absuelto, ó se halla aún procesado, ó ha 
sido ya castigado en España por el mismo hecho criminal que 
sirve de motivo á la demanda de extradición. 

Si la persona reclamada por el Gobierno español se hal la 
encausada en uno de los Estados del Imperio aleman, ó vice-
versa, si la persona reclamada por uno de los Gobiernos del 
Imperio aleman se halla encausada en España por otro cr i-
men ó delito, se suspenderá la extradición hasta que se termi-
ne la causa y haya sufrido el delincuente la pena que se le 
imponga. 

Art. 5o La extradición no se suspenderá porque impida el 
cumplimiento de obligaciones que el individuo reclamado haya 
contraído con particulares, los cuales podrán hacer valer sus 
derechos ante las Autoridades competentes. 

Art. 6o No son aplicables las disposiciones de este Tratado 

á los que hayan cometido algún crimen ó delito político. La 
persona entregada por uno de los crímenes ó delitos comunes 
enumerados en los artículos Io y 2o, no podrá, por consiguien-
te, de ningún modo ser eucausada ni castigada en el país, al 
cual se concede su entrega por un crimen ó delito político co-
metido ántes de la extradición, ni por un acto que tenga rela-
ción con dicho crimen ó delito político, ni tampoco por un cri-
men ó delito que no se halle previsto por el presente tratado, 
a ménos que después de haber sido castigado ó definitivamente 
absuelto del crimen ó delito que motivó la extradición, perma-
neciese en el país durante tres meses, ó ausentándose, re-
gresase á él. 

No se considerará como delito político ni como hecho co-
nexo con tal delito el atentado contra el Soberano ó Jefe de 
un Estado extranjero ó contra los miembros de su familia, 
cuando tal atentado tenga el carácter de homicidio, asesinato 
o envenenamiento. 

Art. 7o La extradición no podrá concederse si hubiese pres-
ento el delito ó la pena, según las leyes del país en que se en-
cuentre el individuo reclamado cuando se pida su extradición. 

Art. 8 La extradición de las personas acusadas de los crí-
menes ó delitos enumerados en los artículos Io y 2o se conce-
derá en virtud de sentencia condenatoria ó del auto cabeza de 
proceso ó de elevación á plenario, ó del mandamiento de pri-
sión, ó de cualquier otro auto ó providencia que tenga la mis-
ma fuerza que estos documentos, é indique igualmente la na-
turaleza y gravedad de los hechos, así como ía disposición pe-
nal que le sea aplicable. Estos documentos se remitirán origi-
nales, en copia legalizada, en la forma prescrita por las leves 
del Estado que solicita la extradición. 

Las demandas de extradición se dirigirán siempre por la 
vía. diDlomática; pero la correspondencia v las negociaciones 
podran seguirse, según las circunstancias de cada caso, entre 
el Gobierno español y el Gobierno del Estado del Imperio alo-
man interesado en la extradición. 

Art, 9o En casos urgentes el individuo perseguido en vir-
tud de uno de los crímenes ó delitos enumerados en los artícu-
los I y 2o podrá ser detenido prèviamente en vista de una co-
municacion oficial de la Autoridad competente del Estado que 
reclama la extradición. 

La. persona detenida en tales circunstancias será puesta en 
libertad si en el término de dos meses, contados desde el dia 
de su prisión, no se presentase la demanda de extradición con-
torme al art. 8° del presente tratado. 

Art. 10 Todos los objetos que en el momento de la deten-
ción se hallen en poder de la persona que hava de ser entre-
gada y sean cogidos, serán remitidos al Gobierno que solicite 



su extradición, prévia orden al efecto de las Autoridades del 
Estado en que se ha refugiado. Se remitirán en este caso, no 
sólo los objetos que hayan sido robados ó sustraídos, sino todo 
aquello que pueda servir de prueba del crimen ó delito que se 
le impute. Se reservan, sin embargo, los derechos de terceras 
personas á los mencionados objetos, y sin gasto alguno les se-
rán devueltos después que el proceso termine. 

Art. 11. Queda formalmente estipulado que el tránsito por 
el territorio de una de las Par tes contratantes de un individuo 
que ha de ser entregado á la otra, se concederá por la simple 
presentación del original ó de copia certificada de uno de los 
documentos judiciales, expresados en el art . 8o del presente 
tratado, siempre que el hecho criminal por el que se ha pedido 
la extradición se halle comprendido en el presente tratado, y 
no le alcancen las disposiciones de los arts. C° y 7o del mismo. 

Art. 12. Las partes contratantes renuncian á toda recla-
mación de gastos causados por el arresto y manutención del 
individuo, cuya extradición se ha de llevar á efecto ó por su 
cofrduccion hasta la frontera. Las dos Partes contratantes con-
sienten en pagar todos estos gastos. 

Art. 13. Cuando para la mejor instrucción de una causa 
criminal por hechos que no pueden calificarse de crimen ó de 
delito político, cualquiera de las Partes contratantes j uzgue 
necesario oír las déclaraciones de testigos que se hallan en el 
territorio de la otra Parte , ó la ejecución de cualquiera otra di-
ligencia, se expedirá al efecto un exhorto, que será trasmitido 
por la vía diplomática, y se cumplimentará con arreglo á las 
leves del país donde los testigos hayan de declarar ó deba 
practicarse la diligencia. Podrá negarse el cumplimiento del 
exhorto cuando éste t enga por objeto un acto que no esté pe-
nado por las leyes del país á quien se dirige, ó cuando se t rate 
de delitos puramente fiscales. • 

Las Partes contratantes renuncian á toda reclamación que 
tenga por objeto el abono de los gastos que produzca el cum-
plimiento del exhorto, á no ser que se trate de diligencias de 
peritos en materia criminal , comercial ó médico legal y com-
prendan várias dietas. 

Art. 14. Si en una causa criminal, no política, fuese nece-
saria la comparecencia personal de un testigo, el Gobierno del 
país donde dicho testigo resida le invitará á que acuda al lla-
mamiento que se le diri ja. Si el testigo consiente, se le abona-
rán los gastos de estancia y de viaje desde el punto de su re-
sidencia, conforme á las tarifas y reglamentos vigentes en el 
país en que debe prestar declaración. Las Autoridades del pun-
to de su residencia podrán, á petición suya, adelantarle el todo 
ó parte de los gastos de v ia je , que deberá reintegrar en segui-
da el Gobierno interesado en la declaración de dicho testigo. 

El testigo, cualquiera que sea su nacionalidad, que á con-
secuencia de la citación que reciba en el país de su resideucia, 
comparezca voluntariamente ante los Jueces del otro país, no 
podrá ser allí perseguido ni detenido por hechos ó sentencias 
anteriores, ni con pretexto de complicidad en los hechos que 
motivan la causa en que figura como testigo. 

Art. 15. Cuando en una causa criminal por hechos no 
considerados como crímenes ó delitos políticos, se juzgue ne-
cesaria ó útil la presentación de comprobantes, pruebas ú otros 
documentos que se hallen en poder de las Autoridades del otro 
país, se dirigirá al efecto una demanda por la vía diplomática 
y se le dará curso, á ménos que á ello no se opongan conside-
raciones especiales, pero siempre con la condicion de volver 
estos comprobantes ó documentos. 

Las Partes contratantes renuncian al reembolso de los gas-
tos á que den lugar la entrega y envío de estos comprobantes 
y documentos hasta Ja f rontera ' 

Art. 16. Las Partes contratantes se obligan á notificarse 
recíprocamente todas las sentencias que por crímenes ó delitos 
de cualquiera especie pronuncien los Tribunales de un país 
contra los súbditos del otro. Se hará esta notificación por 1a. 
vía diplomática, remitiendo íntegra ó en extracto la sentencia 
definitiva al Gobierno del Estado á que pertenezca la persona 
sentenciada. 

Art. 17. Todas las disposiciones del presente Tratado serán 
aplicables á las posesiones españolas de Ultramar; en la inte-
ligencia de que en el caso previsto en el último párrafo del a r -
tículo 9o, el plazo será de tres meses en vez de dos. 

Art. 18. El presente Tratado empezará á regir diez dias 
después de su publicación en la forma prescrita por la legisla-
ción de las dos-partes contratantes, y desde entónces se consi-
derarán derogados los Tratados de extradición de malhechores, 
anteriormente celebrados entre España y los Estados del im-
perio aleman. 

Cada una de las Partes contratantes podrá denunciar el 
presente Tratado, pero seguirá en vigor seis meses después de 
la fecha de la denuncia. 

Será ratificado, las ratificaciones se canjearán en Berlin 
con la posible brevedad. 

E n fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos lo han 
firmado y sellado con el sello de sus armas. 

Hecho por duplicado en Berlin á 2 de Mayo de 1878.— 
(L. S.) El Conde de Benomar.—(L. S.) Vón Bulotv. 

Este convenio ha sido ratificado 'y las ratificaciones canjea-
das en Berlin el 25 de Junio de 1878. 



A R T Í C U L O D E L C O N V E N I O C O N S U L A R E N T R E E S P A Ñ A Y L A C O N F E D E R A C I Ó N 

D E LA A L E M A N I A D E L N O R T E , F I R M A D O E N M A D R I D E L 2 2 D E F E B R E R O 

DE 1 8 1 0 . 

Art, 16. Los Cónsules generales, Cónsules y Vice-cónsu-
les ó Agentes consulares podrán hacer decretar y enviar, sea 
á bordo, sea á su país, á los marineros y cualquiera otra.per-
sona que forme parte de la tripulación de los buques mercan-
tes de su nación que hubiese desertado de los mismos. 

A este fin deberán dirigirse por escrito á las Autoridades 
locales competentes y justificar, mediante la presentación de 
los registros del buque ó del rol de la tripulación, ó mediante 
copia autént ica de los mismos, si el buque hubiere partido, que 
las personas que se reclaman formaban realmente parte de la 
tr ipulación. E n vista de esta petición así justificada, no podrá 
negarse la entreg'a de tales individuos. Se dará además á di-
chos Agentes consulares toda asistencia y auxilio para buscar 
y arrestar á estos desertores, los cuales serán reducidos á pri-
sión, y estarán mantenidos en las cárceles del país á petición 
y á expensas del Cónsul ó Y'ice-cónsul, hasta que éste encuen-
tre ocasion de hacerles regresar á su patria. Este arresto 110 
podrá durar más de t res meses, pasados los cuales, mediante 
aviso al Cónsul con tres dias de anticipación, será puesto en 
libertad el arrestado y no se le podrá volver á prender por el 
mismo motivo. 

Esto no obstante, si el desertor hubiese cometido algún de-
lito en t ierra, podrá la Autoridad local diferir la extradición 
has ta que el Tribunal haya dictado su sentencia y ésta haya 
recibido plena y entera ejecución. 

Las altas partes contratantes convienen en que los marine-
ros y otros individuos de la tripulación, súbditos del país en 
que t enga luga r la deserción, están exceptuados de las estipu-
laciones del presente artículo. 

A N D O R R A ( V A L L E S DE) 

Convenio celebrado con los Valles de Andorra el 17 de Ju-
nio de 1841 , en cuya virtud se levantó la incomunicación 
en que se hallaban con el Principado de Cataluña por el 
refugio y protección pue dispensaba aquel territorio á, los 
enemigos del sosiego y órden público de España. 

B A S E S E N Q U E D E B E S E N T A R S E U N N U E V O C O N V E N I O CON L O S V A L L E S D E 

A N D O R R A . 

Io Que el Consejo general de los Valles de Andorra se aven-
g a á renovar y dar toda su fuerza y vigor y el Síndico gene-
ral de los mismos se obligue á hacer ejecutar y cumplir en to-
das sus partes el convenio celebrado en 22 de Diciembre de 
1834, sin perjuicio de añadir á su contenido los puntos que se 
consideren en el dia necesarios. 

2o Que para este efecto, y con el fin de estar á la mira de 
su exacta ejecución, se nombre por el Capitan general de Ca-
ta luña un Comisionado especial que residiendo en los Valles 
de Andorra, pueda reclamar cuanto crea conducente á los in-
tereses nacionales, contribuyendo también con su presencia y 
buenos oficios á estrechar las relaciones de los españoles con 
los andorranos. 

3o Que el Síndico general , de acuerdo con el Consejo de los 
Valles, se comprometa á entregar al Comisionado que se nom-
bre, á cualquiera subdito español que, residente en país andor-
rano, crea aquél conveniente reclamar por sus circunstancias, 
consintiendo en otro caso que para su auxilio y no más, se in-
troduzca en el territorio de Andorra la fuerza a rmada que 
aquél reclame del territorio español. 

4o Que el Comisionado español esté-autorizado para recla-
mar el reconocimiento de cualquiera casa, borda, pa jar ó cual-
quiera otro punto de los Valles en que crean existen armas, 
municiones ó cualquiera otra clase de efectos militares de ilí-
cito uso, pudiendo el mismo Comisionado hacer por sí los re-
conocimientos asistido ó acompañado del Síndico general ó 
por el Cónsul del distrito ó parroquia en que el reconocimien-
to deba tener lugar . 

5o Que con el fin de evitar el abuso que los habi tantes del 
Valle puedan en su caso hacer de la facultad que para usar 
armas y municiones la Constitución de los Valles les concede, 
se limita aquella á no poder tener cada vecino más que el fu-
sil de cal ibre , la l ibra de pólvora, veinticuatro balas y t res 



piedras de chispa que por punto general les es permitido, con 
la obligación de deber sujetarse todo el armamento, con dis-
tinción de parroquias, á tener una marca ó reseña q¿e identi-
fique su legitima pertenencia y uso. 

l J ° v o n U e ^ +
A , ' t o r i d ^ e s de Andorra prohiban la entrada en 

los Valles de todo individuo español que . ya procedente de 
España no vaya con pasaporte visado y autorizado por los 
Gobernadores de Pu.gcerdá y de la Seo de ü rge l . ó ya que vi-
niendo de Francia no traiga el visto bueno de' los Agentes 
Consulares c e Fo.x «5 d e P e r p i ñ a n : y que á todo individuo 
desprovisto de estos requisitos se le espulse de los Valles si no 
hubiese determinada sospecha contra él; y de haberla, que se 
ponga á disposición del Comisionado. ' 4 

¡ \ por ultimo, que el Comisionado acuerde con las Au-

c e n f e ^ f ^ í ^ T Í f 0 3 ! 1 0 8 d e m á s P U l l t 0 S 1 u e c r e a c ™ d « -
W i f í l ? J d G l ° í j e t 0 d e l P r e s e n t e Convenio, salvo la ratificación del Exento. Sr. Capitan general. 

Barcelona 21 de Mayo de 1841 .—Peracamps. 

4 n d o r . r a Vieja, á los diez y siete dias del 
mes de Junio de ano mil ochocientos cuarenta y uno, habién-
dose reunido la ilustre Jun t a general de estos Valles en su 
Wsa Consistorial presidida por el ilustre Sr. Síndico. Procu-
Z Z ñ f u > lof, m

T';smof> y asistido á ella el Sr. Teniente 
n f Z t i l p l a Z a

1
d e

1
U r ^ e l - D " Bonifacio Ulrich, Comisiona-

t P í r - d 6 , l a ? A » t o r i d a d e s andorranas, y habiendo 
t n °p a / ? h e c h o Pásen te que el Kxcmo. Sr. Ca-

pitan general de Cataluña exigía se formalizasen debida v le-
galmente las bases del Convenio que anteceden, y so¿ as 

^ L ^ i f xTS t r e C 0 n S e j 0 ^ e n e r a l h a b i a acedado ya en 
™ f p

3 1 d e *Jayo pasado; ha resuelto esta J u n t a 
| f ® r a ' e n n o r a b r e d e d ^ o Consejo general, obligarse nue-
l \ V J l +

m f e T D t e a l 6 X , a C t 0 c u m P l ^ i e n t o del contenido en 
ot f Z ^ r n a S 6 S q U G a u t e

1
c e d e n - J q ^ esta resolución ten-

M a W a f r ' i ® 9 0 n ^ e n . 1 0 f ^ k i d o entre los Gobiernos de Su 
¿ Z t « t 6 l T D o n f I s a b e l " y el de Andorra; en la inteli-
& X 6 ' en Ug'ar !de VíCmos d e 1 u e h a c e m e n c ¡ 0 » el artícu-
V . i i i J C 1 ? ^ d a s b a s e s ' s e entienda habitantes de los 
l l p f P ' Í q T n e s l a l 7 , C 0 n c e d e el poder tener fusil de cali-
Z , V 7 C 0 Q ^ l 1 1 6 e l S r - Comisionado no se exceda 
d e n e n r c o m p r o m e t e r la neutralidad é in-
t l l l Z , d e

í
e s t o s V a l l f y los derechos que sobre ellos 

tienen los compríncipes de los mismos. 
brarlr>^pn'íln'Ue 1° y poniendo el sello acostum-
brado en los susodichos día, mes y año, el ilustre Sr. Síndico 

n l T ' f S Í T ' ^ P l ' e f e n t G á e l d * la Junfa g e -neral, y el Sr. Comisionado especial de S. M. C., extendiendo 

cuatro ejemplares, de los que uno se elevara á manos del E x -
celentís mo Sr. Capitan general de Cataluña otro se entrega-
rá al l u t r e Sr. Gobernador de la plaza de ürge l , otro al señor 
Comisionado especial y otro que quedará en elarchivo. de esta 
Casa Consistorial.—José Picará, Síndico Presidente, El Comi-
Sonado especial de S. M. C., Bonifacio Ulrich.-Por acuerdo 
de la ilustre Junta , Tomás Palmtjarila. Wntera-

C O N S E J O G E N E R A L D E L O S V A L L E S D E A N D O R L I A . - E Ü T O I A -

do este Consejo de las bases que V. se ha servido pasarle j . d e 
i a comunicación del Excmo. Sr. Capitan general de Ejército 
V Principado de Cataluña, uno y otro de fecha de 21 del cor-
riente mes. en contestación á la exposición que dirigió este 
Consejo á su Excelencia en 6 del mismo Mayo, .lia acordado 
el Consejo en sesión de hoy, las mismas bases, que quedan 
archivadas en la Casa Consistorial del Consejo; y las Autori-
dades de Andorra darán á V. toda protección y auxilio con 
fuerza armada, ó de la manera que V. la indicase, para llevar 
á mejor éxito su comision, con tal que no sea en casos ó en 
pretensiones que puedan comprometer la neutralidad é inde-
pendencia de Andorra y los derechos que sobre la m i s ™ 
tienen los compríncipes de S. M. el Rey de los ^ » c e s e s . -
Dios guarde á V. muchos años. Andorra 31 de Mayo ele I»*!.— 
José Picart, Síndico y Presidente del Consejo p n e r a L - D e 
acuerdo del Consejo.-Tomás Pahnitjanla, Secretar io.-Señor 
D. Bonifacio Ulrich, Comisionado especial del Gobierno de 
S. M. C. cerca de las Autoridades de Andorra. 

' A D I C I O N . 

En la villa de Andorra á los diez y siete dias del mes de 
Junio del año de mil ochocientos cuarenta y uno, reunida la 
Ilustre Jun ta general de estos Valles en la Casa Consistorial, 
presidida por el Ilustre Sr. Síndico, Procurador general de los 
mismos D. José Picart; asistido á ella el Sr 1 emente de Rey 
de la plaza de ü r g e l D. Bonifacio Ulrich, Comisionado espe-
cial del Gobierno español cerca de las autoridades andorranas; 
y habiendo dicho Sr. Comisionado hecho presente sobre que 
convenia que en ciertos casos perentorios, la tuerza armada 
de S M C. la Reina pudiese entrar en territorio andorrano en 
el acto de perseguir sobre la frontera á malvados, como ase-
sinos, ladrones, conspiradores y perturbadores del órden y 
áosiego público, sin necesidad de perder tiempo en recurrir 
rutes al Comisionado especial, y que en tales casos las Auto-
sidades andorranas auxiliasen á .dichas fuerzas del mismo 
modo como se han comprometido á hacerlo con el Comisiona-
do especial, ha accedido esta Ilustre Jun ta general, en nom-
bre del Consejo general de los Valles, á lo pedido por el men-



d o n a d o Sr. Comisionado, consintiendo que las fuerzas espa-
ñolas, en el acto perentorio de perseguir sobre estas fronteras 
á malhechores , conspiradores y perturbadores del orden y 
sosiego público, puedan e n t r a r e n territorio de Andorra , en 
cuyos casos perentorios, aquellas fuerzas se presentarán á la 
Autoridad de la pr imera población á que se aproximasen 
cuya Autoridad local les auxiliará del mismo modo como lo 
har ia con el Comisionado especial, conforme á los artículos 3 a 

y 4 o del Convenio de 31 de Mayo último, con tal que no se 
excedan en pretensiones ni hechos que puedan comprometer 
los privilegios é independencia de Andorra y los derechos que 
sobre ella t ienen los compríncipes.—Y para que consten se 
extenderán cuatro ejemplares, el uno para el Excmo. Sr. Ca-
p i tan general de Cataluña, otro para el Sr. Gobernador de la 
Plaza de Urgel , otro para el Comisionado especial y otro que 
conservará el Gobierno andorrano, firmados por el Ilustre se-
ñor Síndico, Procurador general , como Presidente, por el Co-
misionado español y el Secretario de la J u n t a y Consejo gene-
r a l , acompañando el sello acostumbrado.—El Síndico, Procu-
rador general y Presidente del Consejo general , José Picart — 
El Comisionado español, Bonifacio TJlrich.—Por acuerdo de la 
I lustre J u n t a , Tomás Palmitj'arila, Secretario. 

A R G E N T I N A ( R E P U B L I C A ) . 

Tratado de extradic ión entre la República Argentina 
y España. 

Artículo I o E l Gobierno de España y el Gobierno de la 
Kepublica Argent ina se comprometen por el presente Tratado 
a la reciproca en t r ega de los individuos refugiados de uno de 
los dos países en el otro, que fuesen condenados ó acusados 
por los Tribunales competentes como autores ó cómplices de 
los cr ímenes enunciados en el artículo siguiente. 

Ar t . 2o Los cr ímenes que autorizan la extradición, son: 
i Asesinato. 
2o Homicidio (á no ser que se hubiese cometido en defensa 

propia ó por imprudencia . ) 
3o Parricidio. 
4o Infanticidio. 
5o Envenenamien to y l as tentativas de los crímenes com-

prendidas en los incisos anteriores. 
6o Violacion; aborto voluntario. 

I o Bigamia. 
8U Rapto. 
9" Atentados con violencia contra el pudor. 
10. Ocultación y sustracción de menores. 
11. Incendios voluntarios. 
12. Lesiones hechas voluntar iamente en que hubiese ó de 

las que resultase inhabilitación de servicio, deformidad, muti-
lación de a lgún miembro ú órgano ó la muerte sin intención 
de darla. 

13. Daños ocasionados voluntariamente á los ferro-carriles 
y telégrafos y de que resulten trabas á la marcha regular de 
ellos ó peligro para la vida de los pasajeros. 

14. Asociación de malhechores. 
15. Robo y par t icularmente con violencia á las personas ó 

las cosas. 
16. Falsificación, al teración, introducción y emisión f r au -

dulenta de moneda y papeletas de crédito con curso legal; fa-
bricación, importación, venta y uso de instrumentos destina-
dos á hacer monedas falsa, pólizas ó cualesquiera tí tulos de la 
Deuda pública; billetes de banco ó cualquiera papel de los que 
circulan como si fuesen monedas; falsificación de sellos de 
correos, estampillas, t imbres, cuños, cualquiera otro sello del 
Estado ó de las oficinas públicas, aunque el caso de que el cri-
men haya sido cometido fuera del Estado que pide la extradi-
ción, uso, importación y venta de estos objetos. 

17. Falsificación de escrituras públicas, letras de cambio y 
otros títulos del comercio, y el uso de estos papeles falsi-
ficados. 

18. Peculado ó malversación de caudales públicos; con-
nexion cometida por funcionarios públicos, sustracción f raudu-
lenta de los fondos, dinero ó papeles pertenecientes á una Com-
pañía ó Sociedad industrial ó comercial, ni otra Corporacion 
por persona empleada por ella ó que gozare su confianza, ó 
que obrase por ella, siempre que esté legalmente establecida 
dicha Compañía ó Corporacion, pero sólo en el caso que estos 
delitos merecieren pena corporis aflictiva, a tendida la legisla-
ción del país en que se hubiera cometido. 

19. Falso testimonio en mater ia civil y criminal . 
20. Quiebra f raudulente . 
21. Baratería, siempre.que los hechos que la const i tuyen y 

la legislación del país á que perteneciere la nave h a g a res-
ponsables á sus autores de pena corporis aflictiva. 

22. Insurrección de la tripulación de un buque, cuando los 
individuos que componen dicha tripulación se hubiesen apo-
derado de la embarcación ó la hubiesen entregado á piratas. 

Art. 3o La obligación de la extradición no se extiende en 
caso alguno á los nacionales de los dos países. 



Sin embargo, las altas Partes contratantes, se obligan á 
hacer procesar y j u z g a r según sus legislaciones los respecti-
vos nacionales que cometan infracciones contra las leyes ele 
uno de los dos Estados, luégo que el Gobierno del Estado, 
cuyas leyes se hayan infringido, presente el competente pedi-
do por la vía diplomática ó Consular, y en caso de que aque-
llas infracciones puedan ser calificadas en alguna de las cate-
gorías que designa el ar t . 2o. 

La solicitud será acompañada de los objetos, antecedentes, 
documentos y demás informes necesarios, debiendo las autori-
dades del país reclamante proceder como si ellas mismas 
hubiesen de calificar el delito. 

En tal caso, los actos y documentos serán hechos gratuita-
mente. Pero no podrá reclamarse el enjuiciamiento ante los 
Tribunales de su país de n inguno de los nacionales de las al-
tas Partes contratantes, si ya hubiese sido procesado y juzga-
do por el mismo delito en el territorio en que el hecho tuvo 
lugar , aunque la sentencia hubiese sido absolutoria. 

Art. 4o En n ingún caso el prófugo que hubiese sido entre-
gado á alguno de los dos Gobiernos, podrá ser castigado por 
cielitos políticos anteriores á la fecha de la extradición, ni por 
otro crimen ó delito que no sea de los enumerados en la pre-
sente Convención. 

E l asesinato, el homicidio ó el envenenamiento del Jefe de 
un Gobierno extranjero ó de funcionarios públicos y la tenta-
t iva de estos crímenes, no se reputarán crímenes políticos para 
el objeto de la extradición. 

Art. 5o Si el acusado ó condenado, cuya extradición pidie-
se una de las altas Par tes contratantes, de conformidad con el 
presente Tratado, fuere igualmente reclamado por otro ú otros 
Gobiernos, á consecuencia de delitos cometidos en sus respec-
tivos territorios, será ent regado al Gobierno del Estado donde 
hubiere cometido el cr imen más grave, y siendo éste de igual 
gravedad, se preferirá en primer lugar la reclamación del Go-
bierno del Estado á que pertenezca el acusado, y en segundo 
lugar , la de fecha más an t igua . 

Art. 6o Si el individuo reclamado se hallare enjuiciado por 
un crimen ó delito cometido en el país en que se encuentra 
asilado, la extradición será diferida hasta que concluya el jui-
cio que se sigue contra él , ó sufra la pena que se le imponga. 

Lo mismo sucederá si al tiempo de reclamarse su extradi-
ción, se hallare cumpliendo una pena anterior. 

Art. 7o Si el individuo reclamado se hallare perseguido ó 
detenido en el país en que se ha refugiado en virtud de obli-
gación contraída con persona particular,' su extradición, sin 
embargo, tendrá lugar , quedando libre la parte perjudicada 
para hacer valer sus derechos ante la autoridad competente. 

Art. 8o El individuo entregado en virtud del presente Tra-
tado, no podrá ser procesado por n ingún crimen anterior dis-
tinto del que le haya motivado la extradición, excepto en los 
casos siguientes: 

Io Si en consecuencia de los debates judiciales y de un 
exámen más profundo de las circunstancias del crimen, los 
Tribunales los clasificap en algunas de las otras categorías 
indicadas en el art . 2o. 

En tal caso, el Gobierno del Estado á quien el reo ha sido 
entregado, comunicará el hecho al otro Gobierno y dará los 
informes precisos para el conocimiento exacto del procedi-
miento por el cual los Tribunales hubiesen llegado á aquel 
resultado. 

2" Si después de castigado, absuelto ó perdonado del cri-
men especificado en el pedido de extradición, permaneciera en 
el pais hasta el plazo de tres meses, contados desde la fecha de 
la sentencia de absolución pasada en autoridad de cosa juzga-
da, ó de el dia en que haya sido puesto en libertad en conse-

. cuencia de haber cumplido la pena ú obtenido su perdón. 
3o Si regresase posteriormente al territorio del Estado re-

clamante. 
Art. 9o La extradición no será concedida cuando por la le-

gislación del país en que el reo se haya refugiado esté pres-
crita la pena ó la acción criminal. 

Art. 10. Los objetos sustraídos, ó que se encuentren en 
poder del acusado ó condenado, los instrumentos ó útiles de 
que se hubiese valido para cometer el delito, así como cual-
quiera otra prueba, serán entregados al mismo tiempo que el 
individuo detenido. 

También tendrá lugar aquella entrega ó remesa, áun en el 
caso de que, concedida la extradición, no llegase ésta á efec-
tuarse por muerte ó fuga del culpable. 

La remesa de objetos será extensiva á todos los de ig'ual 
naturaleza que el reo hubiese ocultado ó conducido al país 
donde se refugió y que fuesen descubiertos con posterioridad. 

Se reservan, sin embargo, los derechos de tercero sobre los 
objetos arriba dichos, los cuales deberán ser devueltos, sin 
gasto alguno, después de terminado el proceso. 

Art. 11". La extradición se verificará en virtud de reclama-
ción presentada por la vía diplomática ó consular. 

Para que pueda concederse la extradiccion es indispensa-
ble la presentación de copia auténtica de la declaración de 
culpabilidad ó de la sentencia condenatoria extraída de los au-
tos, de conformidad con las leyes del Estado reclamante, ó de 
un mandato de prisión expedido por autoridad competente y 
con las formalidades prescritas por las leyes de dicho Estado". 

Estas piezas serán, siempre que fuese posible, acompaña-



das de las señas característ icas del acusado ó condenado y de 
una copia del texto de la ley aplicable al hecho criminal que 
le es imputado. 

Art . 12. Será pues to en custodia provisoria en los dos Es-
tados contratantes , el individuo que se hallase comprometido 
en a lguno de los c r ímenes enunciados en el a r t . 2o. 

E s t a prisión prevent iva será ordenada á requisición hecha 
por la vía diplomática ó consular. 

E l individuo así capturado, será puesto en libertad si.en el 
plazo de tres meses, contados-desde la fecha de la requisición, 
no hubieran sido l lenadas las formalidades exigidas en el pre-
cedente artículo. 

Art. 13. Los gas tos de captufa , custodia, manutención y 
conducción del individuo cuya extradición fuese concedida, 
así como los gas tos de remesa y trasporte de los objetos espe-
cificados en el ar t ículo precedente, quedarán á cargo de los 
dos Gobiernos en los l ímites de sus respectivos territorios; los 
gastos de manutenc ión y conducción por mar correrán en uno 
y otro caso por cuen t a del Estado que reclamare la extradi-
ción. 

Art. 14. Cuando en la prosecución de una causa criminal 
uno de los dos Gobiernos juzgase necesario el oir á los testi-
gos domiciliados en el territorio del otro, dirigirá un escrito 
por la vía diplomática al Gobierno del país donde debe hacer-
se esta requisición y és te dictará las medidas necesarias para 
que dicha requisición t e n g a lugar según las reglas del caso. 

Los dos Gobiernos renunciarán á la reclamación de los gas-
tos que originase este procedimiento. 

Art . 15. Si en u n a causa criminal fuese necesaria la com-
parecencia personal de un testigo, el Gobierno del país á que 
pertenezca, lo invi ta rá á acceder á la citación que se le hará . 
E n caso de asent imiento le serán acordados gastos de viaje y 
permanencia , á contar desde su salida de su domicilio, según 
las tarifas y r eg lamentos vigentes en el país donde deba tener 
lug-ar la comparecencia . 

Ningún testigo, cualquiera que fuera su nacionalidad, que 
citado que fuere á uno de los dos países, compareciese volun-
tar iamente ante los jueces del otro, podrá ser perseguido ni 
detenido por hechos ó condenas anteriores civiles ó crimina-
les, ni so pretexto de complicidad en los hechos objetos del 
proceso en el que t e n g a que' figurar como testigo. 

Art. 16. Los individuos acusados ó condenados por cr íme-
nes á los cuales correspondiese la pena de muer te conforme á 
la legislación de la nac ión reclamante, sólo serán ent regados 
con la c láusula de que esa pena les será conmutada . 

Art . 17. El presente tratado regirá por el término de seis 
años á contar desde el dia en que se efectúe el cange de las 

ratificaciones, trascurrido ese plazo cont inuará en vigor has ta 
que una de las altas partes contratantes notifique á la otra la 
voluntad de hacer cesar sus efectos, en cuyo caso caducará seis 
meses después de haberse llevado á conocimiento del otro Go-
bierno la denuncia . 

Art. 18. ' E l presente tratado será sometido á los Gobiernos 
de España y de la República argent ina, y una vez obtenida su 
aprobación, será canjeada en la ciudad de Buenos-Aires á la 
brevedad posible. 

E n fé de lo cual, etc. 

A U S T R I A . 

Convenio para la reciproca extradición de malhechores en-
tre España y Austria, firmado en Vieua el 17 de Abril 
de 1861. 

S. M. la Reina de las I íspañas y S. M. el Emperador de 
Austria, deseando de común acuerdo celebrar un Convenio pa-
ra la recíproca extradición de los malhechores, h a n nombrado 
con este objeto por sus Plenipotenciarios, á saber: 

S. M. la Reina dé las Españas á D. Luis López de la Torre 
Ayllon, Senador del Reino, Caballero Gran Cruz de la Real y 
dis t inguida Orden de Cárlos III , de la Real de Isabel la Católi-
ca, Caballero de primera clase de la Orden Imperial de la Co-
rona de Hierro, etc., su Enviado extraordinario y Ministro 
plenipotenciario cerca de S. M. Imperial y Real Apostólica. 

S. M. el Emperador de Austria al Sr. Conde J u a n Bernar-
do de Rechberg y Rothenloeven, Chambelan actual y Conseje-
ro íntimo, Caballero Gran Cruz de la Real Orden h ú n g a r a de 
San Estéban, Caballero de pr imera clase de la Orden Imperial 
de la Corona de Hierro, etc., etc. , Ministro de la Casa Impe-
rial y de Negocios Ext ranjeros . 

Los cuales, después de haber canjeado sus plenos poderes, 
y hallándolos en buena y debida forma, han convenido en los 
artículos s iguientes: 

Artículo Io Los Gobiernos de España y de Austria , se 
obligan por el presente Convenio á entregarse recíprocamen-
te, en virtud de reclamación dirigida por una de las altas Par -
tes contratantes á la otra y con la única excepción de sus pro-
pios súbditos, todos los individuos que se hayan refugiado de 
España y sus provincias de Ultramar, á los Estados austríacos 



ó de los Estados austríacos á España y sus provincias de Ul-
tramar, y se hallen encausados ó sentenciados por uno de los 
delitos graves enumerados en el- artículo 2o del mismo con-
venio. 

v La cuestión de nacionalidad del individuo cuya extradi-
ción sea reclamada, se decidirá con arreglo á las leyes del Es-
tado á quien esta reclamación se dirigiese. 

Art. 2o Los delitos graves por los cuales la extradición será 
concedida, son: 

I o E l parricidio, el asesinato, el envenamiento, el homici-
dio, el infanticidio, el aborto, la violacion ó estupro, el abuso 
deshonesto consumado ó intentado sin violencia en una per-
sona cuya edad diese á semejante abuso el carácter de delito 
grave, conforme á la legislación del Estado que r ec l ámase la 
extradición; la amenaza de un atentado contra las personas ó 
su propiedad, y el encierro ó detención ilegal de personas, 
cuando esta amenaza y este encierro ó detención consti tuyan 
un delito grave, según las leyes del mismo Estado. 

2o La profanación del culto. 
3o E l incendio voluntario. 
4o E l robo considerado como delito grave en la legislación 

del Estado reclamante, la asociación para un robo de igual 
naturaleza, el robo con violencia, el robo con escalamiento, 
horadamiento ó fractura exterior ó interior, la extorsión de 
documentos, la sustracción cometida por criado ó dependiente 
asalariado. 

5o La estafa. 
6o La fabricación, introducción y expendicion de moneda 

falsa ó de instrumentos que sirven pa ra fabricarla; la falsifica-
ción ó alteración del papel moneda falsificado ó alterado; la 
falsificación de los punzones ó sellos con los cuales se contras-
tan el oro y la plata; la falsificación de los sellos del Estado y 
de toda clase de papel sellado, a u n q u e estas falsificaciones se 
hayan efectuado fuera del país que reclama la extradición. 

V E l falso testimonio y el soborno de testigos sobre delito 
grave, la falsedad cometida en instrumentos públicos ó priva-
dos y en los de comercio, exceptuándose las falsedades á las 
que la legislación del Estado reclamante no diese el carácter 
de delito grave. 

8o Las sustracciones que cometiesen depositarios consti-
tuidos por autoridad pública de valores que por razón de su 
cargo se hallasen en su poder. 

9o La quiebra fraudulenta. 
Art. 3o Aunque la extradición no se concederá sino por 

los delitos comunes especificados en el artículo anter ior , y de 
ning-un modo por delito político, no obstará á la entrega de 
los reos de delitos comunes el que lo sean igualmente de deli-

tos políticos; pero en este caso sólo podrán ser encausados y 
castigados por los primeros. 

Art. 4" Cuando el individuo reclamado este' encausado al 
mismo tiempo por algún delito grave perpetrado en el país á 
cuyo Gobierno se pidiere la extradición, podrá éste suspen-
derla hasta el resultado de la instrucción, y en caso de ser 
condenado el individuo, hasta que el mismo individuo haya 
cumplido su condena. 

Art, 5o La extradición podrá ser negada si desde la perpe-
tración del delito, desde el eucausamiento ó la sentencia con-
denatoria hubiere trascurrido el término de la prescripción de 
la acción judicial ó de la pena, con arreglo á las leyes del 
país donde el reo se hubiese refugiado. 

Art, 6o Si el individuo reclamado no fuese súbdito del Es-
do reclamante, la extradición podrá suspenderse hasta que el 
Gobierno de aquél haya sido puesto en el caso de alegar las 
razones que pueda tener para oponerse á la misma extra-
dición. 

Sin embargo, el Gobierno á quien se dirija la reclamación 
quedará libre de negar la extradición ó de entregar al indivi-
duo reclamado, ya sea al Gobierno de su propio país, ó al del 
país en que se haya cometido el delito grave. 

Art. 7" La demanda de extradición se hará siempre por la 
vía diplomática, y será acompañada de una copia legalizada de 
la sentencia dada por el Juzgado competente, ó del auto de 
prisión, ó de otro cualquier documento de igual valor, expedi-
da con arreglo á la legislación del Estado reclamante, y de-
clarando el delito por el cual se reclama la extradición, así 
como la disposición penal que le es aplicable. 

Acompañarán también, á ser posible, las señas del reo para 
facilitar su arresto y acreditar la identidad de su persona. 

Art, 8o Todos los papeles y los efectos robados que se en-
cuentren en poder del individuo reclamado, y todos los que 
sirvan para la comprobacion del delito, serán entregados, jun-
tamente con el reo, así como, si fuere posible, los autos libra-
dos al tiempo de su arresto por las Autoridades del Estado á 
quien se hiciese la reclamación. 

Serán entregados también todos estos papeles y efectos si 
el reo los hubiese escondido y depositado en el país" donde esté 
refugiado y fuesen hallados ó descubiertos en lo sucesivo. 

Art. 9" En caso de no verificarse la extradición por ser el 
encausado ó sentenciado súbdito del Estado á quien ésta se 
pidiere, los papeles y efectos indicados en el artículo anterior, 
serán devueltos á sus dueños, tan pronto como no sean nece-
sarios para la instrucción de la causa. 

Art. 10. Cada uno de los dos Gobiernos contratantes dará 
curso á las reclamaciones que le dirija el otro en asuntos de 



jus t ic ia cr iminal , y que t enga por objeto ora la audiencia de 
testigos residentes en el territorio del Estado, al que se hicie-
re la reclamación, ora un reconocimiento judicial , ora con un 
informe de Peritos ó la comprobacion de los hechos , cuando 
los Tr ibunales del Estado reclamante juzguen necesarias estas 
di l igencias pa ra la instrucción de un proceso. 

Dictará asimismo las disposiciones oportunas , á fin de que 
el J u z g a d o en cuyo término hayan de practicarse semejantes 
di l igencias , tome las correspondientes declaraciones é infor-
mes con arreglo á las indicaciones que el Gobierno reclaman-
te suminis t rase por la vía diplomática. 

L a reclamación irá por consiguiente siempre ácompañada 
de un exhorto del Tribunal competente , en el cual explícita-
mente se declare la diligencia judicial reclamada. 

Los documentos judiciales que en vir tud de la misma re-
clamación se ext iendan, serán remitidos en original al Go-
bierno que la hiciese, y en n ingún caso quedará éste obligado 
al pago de los gastos originados, así por la expedición de do-
cumentos como por las dilig-encias judiciales que hubiese 
pedido. 

Art . 11. Si para la instrucción de una causa criminal se -
j uzgase necesaria la comparecencia personal de un testigo do-
miciliado en el ¿tro Estado, el Gobierno del país á que dicho 
testigo pertenezca, le exhortará á que se presente ante el J u z -
gado que reclamase su presencia, y si consintiese el test igo, 
se le abonarán los gastos de viaje y estancia con arreglo á 
las tar ifas y reglamentos vigentes en el país donde haya de 
pres ta r su declaración. 

Art. 12. Cuando en una causa criminal instruida en uno de 
los dos Es tados contratantes se hallase implicado un subdito 
del otro, y que en seguimiento de esta causa se estimase ne-
cesario carear dicho subdito con un individuo ya examinado 
por los Tribunales del primero, el Gobierno á quien se diri-
giese la reclamación, dará curso á la correspondiente citación, 
á fin de que el careo pueda verificarse en el territorio del Es-
tado rec lamante , con condicion, sin embargo , de que después 
de concluido este acto sea entregado otra vez á su Gobierno 
el individuo citado para ser juzgado por los Tribunales de su 
país. 

Art. 13. Los gastos ocasionados por el arresto, detención, 
custodia y manutención de los individuos cuya extradición es-
tuviese acordada, y los gastos de su conducción al punto don-
de se verifique la entrega, serán sufragados por aquel de los 
dos Estados en cuyo territorio dichos individuos hayan sido 
aprehendidos . 

Art. 14. Los Gobiernos contratantes renuncian á cua l -
quiera reclamación de gastos resultantes, así d é l a conducción 

y restitución á sus respectivos países de los reos que han de 
ser careados, como del envío y devolución de los objetos que 
const i tuyan las pruebas del delito y de los documentos refe-
rentes á las mismas providencias. 

Art. 15. Si en el trascurso de tres meses, contados desde 
el aviso que diese la Autoridad competente de hallarse los 
reos á disposición del Gobierno rec lamante , y en el trascurso 
de seis meses con respecto á los reos existentes en las provin-
cias u l t ramar inas de E s p a ñ a , el mismo Gobierno no hubiese 
hecho las diligencias necesarias' para encargarse de éllos. su 
extradición podrá ser negada y decretada su soltura. 

Pa ra el careo y en t rega de'los reos, designarán de común 
acuerdo los Gobiernos contratantes, á saber: 

El de S. M. C. los puertos de Barcelona v Valencia; el de 
S. M. I. y R. A. el puerto de Trieste, 

Art . 16. E l presente Convenio no empezará á regir sino 
diez dias después de su publicación, y cont inuará en rigor 
por espacio de cinco años. 

En caso de no haber declarado ninguno de los dos Gobier-
nos seis meses ántes de cumplirse este plazo la intención de 
renunciar á dicho Convenio, será obligatorio por otros cinco 
años, y así sucesivamente de cinco en cinco años. 

Será ratificado y se canjearán las ratificaciones en el espa-
cio de t res meses, ó ántes si posible fuese. 

E n fé de lo cual, los infrascritos Plenipotenciarios han fir-
mado el presente Convenio v lo han sellado con sus sellos. 
Viena 17 de Abril de 1861. 

(L. S . )—Firmado.—Luis López de la Torre Aytton. 
Este Convenio ha sido ratificado por S. M. el Emperador 

de Austria el 15 de Mayo último y por S. M. la Reina el 4 de 
Jun io siguiente. Las ratificaciones se han canjeado en Viena 
el 5 de Jun io de 1861. 

B E L G I C A . 

Convenio para la reciproca extradición de malhechores en-
tre España y Bélgica, firmado en Bruselas en 17 de Junio 
de 1870. 

» 
Su Alteza el Regente de la Nación española por la volun-

tad de las Cortes Soberanas, y S. M. el Rey de los Belgas» 
deseando asegura r la represión de crímenes y delitos, han re-
suelto, de común acuerdo, a j u s t a r u n Convenio, y han nombra-
do al efecto por sus Plenipotenciarios, á saber: 



Su Alteza el Regente de E s p a ñ a á T). Eduardo Asquerino, 
Gran Cruz de la Real y dis t inguida Orden de Carlos III y de 
la americana de Isabel la Católica, su Enviado extraordinario 
y Ministro Plenipotenciario cerca ele S. M. el Rey de los Bel-
gas y de S. M. el Rey de los Países-Bajos, etc., etc.; y 

S". M. el Rey de los Belgas al Sr. Julio Van der Stichelen, 
Gran Cruz de la Orden de San Mauricio y San Lázaro, su Mi-
nistro de Negocios extranjeros. 

Los cuales, después de haber comunicado sus plenos pode-
res. hallados en buena y debida forma, han convenido en los 
artículos siguientes: 

Artículo Io Los Gobiernos Español y Belga se obligan á 
entregarse recíprocamente los individuos encausados, acusa-
dos ó condenados como autores ó cómplices de alguno de los 
crímenes ó delitos enumerados en el art. 2o que sigue, come-
tidos en el territorio" de uno ele los dos Estados contratantes y 
que se hubiesen refugiado en el territorio del otro. 

Art . 2o Estos crímenes y delitos, son: 
I o Parricidio, infanticidio, asesinato, envenenamiento, ho-

micidio. 
2o Golpes y heridas causadas voluntariamente, sea con 

premeditación, sea cuaudo resul te de ellos una dolencia, ó in-
capacidad permanente de t raba jo personal, la pérdida ó priva-
ción del uso absoluto de un miembro, de la vista ó de cualquier 
otro órgano, ó la muerte sin intención de causarla. 

3o Bigamia, rapto de menores , violacion ó estupro, abor-
to, atentado al pudor cometido con violencia en la persona ó 
con la a}ruda de un niño de uno ú otro sexo menor de catorce 
años, atentado á las costumbres, excitando, facilitando ó fa-
voreciendo habitualmente para satisfacer las pasiones ajenas, 
la prostitución ó la corrupción de menores de uno ú otro sexo. 

4" Sustracción, ocultación, supresión, sustitución ó suposi-
ción, exposición ó abandono cíe un niño. 

5o Incendio. 
6o Destrucción de construcciones, máquinas de vapor ó apa-

ratos telegráficos. 
7° Asociación de malhechores, robo. 
8" Amenazas de atentado contra las personas ó las pro-

piedades punible con la pena de muerte, trabajos forzados ó 
reclusión. 

9o Atentados á la libertad individual y á la inviolabilidad 
del domicilio cometidos por part iculares. 

10. Falsificación de moneda, comprendiendo en esto la imi-
tación y la alteración de la moneda, la emisión y expendicion 
de la moneda imitada ó a l terada: imitación ó falsificación de 
efectos públicos ó de billetes de Banco, de títulos públicos ó 
particulares; emisión ó expendicion de estos efectos, billetes ó 

< 

t í tulos imitados ó falsificados; falsedad cometida en escritos ó 
en despachos telegráficos; y uso de estos despachos, efectos, 
billetes ó títulos imitados, fabricados ó falsificados; imitación 
ó falsificación de sellos, timbres, punzones y marcas, á excep-
ción de los de particulares ó comerciantes; uso de los sellos, 
timbres, punzones y marcas imitados ó falsificados y uso per-
judicial de los sellos, timbres, punzones y marcas verdaderas. 

11. Falso testimonio y declaraciones falsas de peritos ó de 
intépretes; soborno de testigos, de peritos ó de intérpretes. 

12. Juramento falso. 
13. Concusion, malversaciones cometidas por funcionarios 

públicos; soborno de dichos funcionarios. 
14. Bancarota fraudulenta y fraudes cometidos en las quie-

bras. 
15. Estafa, abuso de confianza (apropiación indebida), y 

engaño. 
16. Abandono de un buque ó barco de comercio ó de pesca 

por parte del Capitan, fuera de los casos previstos en la ley de 
uno y otro país. 

17. Apresamiento de un buque por los marineros ó pasaje-
ros, empleando fraude-ó violencia con el Capitan. 

18. Ocultación de objetos obtenidos por medio de uno de 
los crímenes ó delitos previstos por el presente Convenio. 

La extradición podrá también ser concedida por la tentat i -
va de dichos crímenes ó delitos previstos por el presente Con-
venio. 

Art. 3o No se concederá nunca la extradición por crímenes 
ó delitos políticos. El individuo que fuese entregado por otra 
infracción á las leyes penales, no podrá en ningún caso ser 
juzgado ó condenado por un crimen ó delito cometido con an-
terioridad á la extradición, ni por hecho alguno que t enga 
relación con dicho crimen ó delito, ni por ninguna infracción 
anterior á la extradición y no comprendida en el presente Con-
venio, á no ser que, después de haber sido castigado definiti-
vamente absuelto en razón del hecho que motivó la extradi-
ción, haya permanecido en el país ó vuelva de nuevo á él. 

Art. 4o La extradición no podrá verificarse si después de 
la imputación de los hechos, de la formación de causa ó de la 
condena hubiese trascurrido el" término de prescripción de la 
acción criminal ó de la pena , con arreglo á las leyes del país 
en que el acusado ó condenado se haya refugiado. 

Art. 5o En ningún caso y por ningún motivo podrán ser 
obligadas las altas Partes contratantes á entregarse sus nacio-
nales, sin perjuicio de los procedimientos que hayan de prac-
ticarse contra ellos en su país conforme á las leyes vigentes. 

Art. 6o Los encausados, acusados ó condenados que no 
sean súbditos de ninguno de los dos Estados no serán entre-



gados al Gobierno que hubiese pedido su extradición sino 
cuando el Estado á quien pertenezcan, y al que se informará 
de la demanda de extradición por el Gobierno al que ésta se 
haya dirigido, no se oponga á su extradición. 

En el caso de reclamación del mismo individuo por parte 
de dos Estados por crímenes ó delitos distintos, el Gobierno 
requerido resolverá, tomando por base la gravedad del hecho 
que se persigue, ó el medio más fácil que se presente, para 
que el acusado sea enviado, si há lugar, de un país á otro á 
fin de responder sucesivamente á las acusaciones. 

Art. 7o Si el individuo que se reclama se halla procesado 6 
condenado en el país en que se ha refugiado por un crimen ó 
delito cometido en este mismo- país, su estradicion podrá ser 
diferida hasta que se sobresean los procedimientos, sea decla-
rado libr e ó absuelto <5 haya sufrido su pena. 

Art. 8o La extradición no podrá suspenderse porque impi-
da el cumplimiento de obligaciones que el individuo reclama-
do haya contraído con particulares, los cuales podrán, sin em-
bargo, hacer valer su derecho ante las Autoridades judiciales 
competentes. 

Art . 9o La demanda de extradición deberá siempre hacerse 
por la vía diplomática. 

Art. 10. La extradición no será concedida sino en vista de 
la presentación, ya de la sentencia ó del auto definitivo de 
condena, ya de la providencia de la Sala del Consejo, de la 
sentencia de la Sala de lo orimínal ó del auto de procedimiento 
criminal emanado del Juez ó de la Autoridad competente, de-
cretando formalmente ó efectuando de pleno derecho la remi-
sión del reo ó del acusado ante la jurisdisccion represiva, ex-
pedido en original ó en copia auténtica. 

Estos documentos irán, á ser posible, acompañados de las 
senas del individuo reclamado y de una copia del texto de la 
ley, aplicable al hecho acriminado. 

En el caso de que hubiese duda sobre si el crimen ó delito 
objeto del procedimiento se halla comprendido en el presente 
convenio, se pedirán explicaciones; y después de examinadas, 
el Gobierno á quien se pida la extradición resolverá acerca del 
curso que se ha de dar á la demanda. 

Art. 11. El individuo procesado por uno de los hechos pre-
vistos en el art. 2o del presente convenio será arrestado pre-
ventivamente á la presentación de un auto de prisión ó de otro 
documento que tenga la misma fuerza, expedido por la Auto-
ridad extranjera competente y presentado por la vía diplomá-
tica. 1 

En caso de urgencia, se efectuará el arresto provisional 
mediante aviso, trasmitido por el correo 6 por telégrafo, de la 
existencia de un auto de prisión, á condicion, sin embargo, de 

que dicho aviso sea dado en debida forma por la vía diplomá-
tica al Ministro de Negocios extranjeros del país en que el acu-
sado se ha refugiado. 

Sin embargo, en este último caso no se tendrá arrestado al 
extranjero sino cuando en el plazo de tres semanas reciba co-
municación del auto de prisión expedido por la Autoridad ex-
t ranjera competente. 

El arresto del extranjero tendrá lugar en la forma y según 
las reglas establecidas por la legislación del Gobierno á quien 
se pida. 

Art. 12. E l extranjero arrestado provisionalmente en vir-
tud del párrafo I o del artículo precedente ó detenido en arres-
to, en conformidad al párrafo 3o del mismo artículo, será pues-
to en libertad si dentro de los dos meses de su arresto no reci-
be notificación, sea de una sentencia ó auto definitivo de con-
dena, sea de una providencia de la Sala del Consejo, de una 
sentencia de la Sala de lo criminal, ó de un auto de procedi-
miento criminal emanado del Juez competente, decretado for-
malmente ó efectuando de pleno derecho la remisión del reo 6 
del acusado ante la jurisdicción represiva. 

Art. 13. Los objetos robados ó cogidos en poder del indivi-
duo cuya extradición se reclama, los instrumentos ó útiles de 
que se hubiere servicio para cometer el crimen ó delito que se 
le imputa, así como cualesquiera pruebas de convicción, serán 
entregados al Estado reclamante si la 'Autoridad competente 
del Estado requerido hubiese ordenado su entrega, áuu en el 
caso en que la extradición, después de haber sido concedida, 
no pudiera verificarse por muerte ó fuga del reo. 

Es ta entrega comprenderá también todos los objetos de igual 
naturaleza que hubiese ocultado ó depositado en el país en que 
se hubiese refugiado y que se encontraren allí después. 

Quedan, sin embargo, reservados los derechos de tercero 
sobre los mencionados objetos, que deben serles devueltos sin 
gastos, luégo que el proceso criminal ó correccional haya ter-
minado. 

Art. 14. Los gastos del arresto, de manutención y de tras-
porte de individuo cuya extradición hubiese sido concedida, 
así como los de consignación y trasporte de los objetos que en 
virtud del artículo anterior deben ser devueltos ó remitidos, 
serán de cuenta de los dos Estados, dentro de los límites de 
sus respectivos territorios. 

Los gastos de trasporte ú otros en el territorio de los Esta-
dos intermedios serán de cuenta del Estado reclamante. 

E n el caso de que se juzgue preferible el trasporte por mar, 
el individuo reclamado, será conducido al puerto que designe 
el Agente diplomático ó Consular acreditado por el Gobierno 
reclamante, á expensas del cual será embarcado. 



Art. 15. Queda formalmente estipulado que la extradición 
por vía de transito por los territorios respectivos de los Esta-
dos contratantes sera concedida á la simple presentación, en 
en original o en copia auténtica, de uno de l¿s autos de pro-
cedimiento mencionado, según los casos, en el art. 10 que an-
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crímenes y delitos de toda especie que hayan sido pronuncia-
das por los Tribunales de uno de los dos Estados contra los 
súbditos del otro. Esta notificación se llevará á efecto envian-
do por la vía diplomática la sentencia pronunciada en definiti-
va al Gobierno del país á que pertenezca el condenado, para 
que se deposite en los Archivos del Tribunal á quien corres-
ponda. 

Cada uno de los dos Gobiernos dará al efecto las instruccio-
nes necesarias á las Autoridades competentes. 

Art. 20. E l presente Convenio no empezará á regir smo 
diez dias después de su publicación, en la forma prevista por 
las leyes de los dos'países. 

Queda ajustado por cinco años, á contar desde el cha del 
canje de las ratificaciones. En el caso de que seis meses ántes 
de espirar dicho período no haya manifestado ninguno de los 
dos Gobiernos su iutencion de hacer cesar sus efectos, perma-
necerá obligatario por otros cinco años, y así sucesivamente 
de cinco en cinco años. 

Art. 21. El presente Convenio será ratificado, y las ratifi-
caciones canjeadas en Bruselas en el término de seis semanas, 
ó áute3 si fuese posible. 

En fé de lo cual, los dos Plenipotenciarios lo han firmado 
por duplicado original, y han puesto en él sus sellos res-
pectivos. , , 7 .. 

Hecho por duplicado original en Bruselas el 17 de Julio 
' d e 1870. T . 

(L. S.)—(Firmado).—Eduardo A-squerino.—(L. » ^ — ( f i r -
mado).—Jules Vander Stichelen. 

Este Convenio ha sido debidamente ratificado, y las ratifi-
caciones canjeadas en Bruselas el dia 28 de Julio siguiente 
de 1870. ' , 1 0 r f ( ? 

Declaración firmada en Bruselas el 28 de Enero de 187b 
por los Plenipotenciarios de España y Bélgica, aprobando tres 
artículos adicionales al Convenio de extradición entre ambos 
países, de 17 de Junio de 1870. 

E X P O S I C I O N . 

Señor: E l dia 28 de Enero último se firmé por el Sr. I). Ra-
fael Merry del Val, Enviado Extraordinario y Ministro Pleni-
potenciario de Y. M. en Bruselas, y el Sr. Conde de Aspre-
mont Lynden, Ministro de Negocios Extranjeros de S. M. e l 
Rev de 'los Belgas, una declaración que contiene los artículos 
con que se ha creido conveniente adicionar el Convenio ele ex-
tradición vigente entre ambos Estados, con objeto de asegurar 
de una manera más completa la recíproca entrega de cri-
minales. 

/ 



Esta declaración ha sido aprobada y publicada por el Go-
bierno Belga en la forma de costumbre, á fin de que ten^a 
cumplido efecto en todas sus partes. 

En su consecuencia, y con igual objeto, el Ministro que 
suscribe tiene la honra de someter á la aprobación de S M el 
adjunto proyecto de Decreto. 

Madrid 22 de Febrero de 1876.—Señor: A los B. P . de V . M 
temando Calderón Collantes. '• 

R E A L D E C R E T O . 

Por cuanto el dia 28 de Enero de 1876 se firmó en Bruselas 
por el Sr. I). Rafael Merry del Val, mi Enviado Extraordina-
r ! ° y Ministro Plenipotenciario, acreditado en aquella Corte, y 
el Sr. Conde de Aspremont Lynden, Ministro de Negocios Ex-
tranjeros de S. M. el Rey de los Belgas, una declaración que 
contiene los artículos con que se ha crcido conveniente adicio-
nar el t r a t ado de extradición vigente entre ambos Estados, 
con objeto de asegurar la recíproca entrega de malhechores 
de una manera más completa, cuyo texto literal es el siguiente: 

El Gobierno de S. M. C. y el Gobierno de S. M. el Rev de 
Jos Jíelgas, deseando asegurar de una manera más completa 
la extradición de criminales, el Sr. Merry del Val. Enviado 
Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de España en Bru-
selas por una parte , y el Conde de Aspremont Lynden por 
otra debidamente autorizados, han convenido por la presente 
declaración lo que sigue: 

Art I o El individuo perseguido por uno de los hechos 
previstos en el art. 2" del Convenio de 17 de Junio de 1870 
podrá ser entregado en vista de presentación de un manda-
miento de prisión , arresto ó de cualquier otro documento que 
t enga la misma fuerza, expedido por la Autoridad extranjera 
competente, con tal que estos documentos contenga la indica-
ción precisa del hecho por el cual se hubieren expedido. 

Art. 2 Cuando el crimen ó el delito que da lugar á la de-
manda de extradición se haya cometido fuera del territorio de 
la parte reclamante, se podrá acceder á esta demanda siempre 
que las leyes del país á quien se reclame autoricen en este 
caso la persecución de los mismos hechos cometidos fuera de 
su territorio. 

Art 3o La presente declaración empezará á regir diez dias 
después de su publicación en la forma prescrita por la legisla-
ción de ambos países. 

Las disposiciones que preceden tendrán la misma duración 
que el Convenio de 17 de Junio de 1870, al cual se refieren. 
, , n t é . d e lo cual los infrascritos han extendido la presente 
declaración, sellándola con los sellos de sus armas. 

B É L G I C A 4 7 7 

Hecho por duplicado en Bruselas el 28 de Enero de 1876. 
(L. S . )—Firmado.—Rafae l Merry del Val.—(L. S . )—Fir-

mado.—Conde de Aspremont Lynden. 
Por tanto, tomando en consideración las razones que me 

ha expuesto mi Ministro de Estado y de acuerdo con el pare-
cer del Consejo de Ministros ; 

Vengo en resolver que la referida declaraciou, firmada en 
Bruselas, se cumpla y observe puntualmente en todas y cada 
una de sus partes. 

Dado en Pamplona á veinte y nueve de Febrero de mil 
ochocientos setenta y se i s .—Al fonso .—El Ministro de Estado, 
Fernando Calderón y Collantes. 

Esta declaración fué publicada en la Gaceta de Madrid de 7 
de Marzo de 1876. 

A C U E R D O C E L E B R A D O E N . M A D R I D Á 7 D E F E B R E R O D E 1 8 5 3 E N T R E E L 
S R . M I N I S T R O D E E S T A D O v E L M I N I S T R O H E S I D E N T E D E S . M . E L 
K E Y D E LOS B E L G A S E N E S T A C O R T E P A R A EL A R R E S T O Y R E C Í P R O C A 
E N T R E G A D E H A R I N E R O S D E S E R T O R E S D E B U Q U E S DE E S P A Ñ A Y B E L 
GICA. 

Por cambio de notas de fecha 7 de Febrero de 1855, firma-
das por D. Cláudio Antón de Luzuriaga, Ministro de Estado, 
á nombre del Gobierno de S. M. la Reina (q. D. g.) y por el 
Conde Vanter Straten-Ponthoz, Ministro Residente de S. M. 
el Rey de los Belgas en esta Corte, én representación del suyo, 
se ha acordado: 

Que los Cónsules generales, Cónsules y Vicecónsules de 
España en el Reino de Bélgica, y los Cónsules generales. 
Cónsules y Vicecónsules del Reino" de Bélgica en España y 
sus posesiones, podrán hacer arrestar y enviar, sea á bordo, 
sea á su país, los individuos de las tripulaciones de los buques 
de su respectiva Nación que hubiesen desertado de los men-
cionados buques. Para este efecto acudirán á las Autoridades 
locales competentes, y justificarán con los registros del buque» 
y el rol de tripulación, ó con copia de dichos papeles debida-
mente certificada por ellos mismos, ó con otros documentos 
oficiales, que los individuos que reclaman hacían parte de la 
expresada tripulación. En vista de esta demauda, apoyada de 
este modo, no podrá ser negada la entrega. 

Les será dada además toda clase de ayuda y asistencia 
para el descubrimiento y arresto de los dichos desertores, los ' 
cuales serán también detenidos y custodiados en las cárceles 
del país a petición y á expensas de los Cónsules, hasta que 
estos Agentes hayan hallado una ocasion para hacerlos partir . 
Pero entendiéndose que si esta ocasion no se presentase en el 
espacio de dos meses, á contar desde el dia del arresto, los 



desertores serán puestos en libertad, sin que puedan ser arres-
tados de nuevo por el mismo motivo. 

Sin embargo, si el desertor hubiese cometido además a lgún 
delito en t ierra, su extradición podrá ser diferida por las Au-
toridades locales has t a que el Tr ibunal competen te haya pro-
nunciado debidamente su sentencia por este delito y e'sta 
h a y a recibido cumpl imiento . 

De esta declaración quedan exceptuados los individuos de 
la tripulación que sean subditos del país en que t e n g a l u g a r 
la deserción, á ménos que hayan adquirido car ta de na tura-
leza en otro país. 

Por último, también se ha convenido en las expresadas 
Notas que esta declaración y autorización comenzará á sur t i r 
sus efectos seis semanas después de las fechas de aquellas. 

B E R B E R I S C A S ( R E G E N C I A S ) . 

E n las Regencias de T ú n e z y Trípoli como en todos los 
países no cristianos, con a l g u n a limitación en Eg ip to , ejercen 
los Agentes Consulares extranjeros, en vir tud de las Capitu-
laciones pactadas con Turquía , u n a completa jurisdicción so-
bre sus nacionales en lo civil y en lo cr iminal , con absoluta 
independencia de la Autor idad local. 

Así, pues, los Gobernadores civiles de E s p a ñ a , Jueces ó 
Fiscales del Ejérci to ó de la Armada que t engan que reclamar 
l a busca, captura ó e n t r e g a de a lgún prófugo del incuente ó 
malhechor , fugado de la Penínsu la , deberán dir igirse directa-
mente por medio de oficio ó suplicatorio al Cónsul general en 
Túnez ó Trípoli solicitando su amparo p a r a la me jo r adminis-
tración de la jus t ic ia , y encargándole reduzca á prisión al in-
dividuo que se pers igue , y lo remita bajo par t ida de registro 
en cualquiera de los buques que sa lgan para E s p a ñ a , ponién-
dolo al tocar en el puerto, á donde se indique al Capi tan ó Pa-
trón del buque á disposición del Gobernador ó de la Autoridad 
de Guerra ó de Mar ina . 

La Audiencia de P a l m a de Mallorca es el T r i b u n a l de al-
zada para los asuntos en q u e los Cónsules gene ra l e s e jerzan 
funciones de Jueces de pr imera instancia ó en q u e procede 
apelación ó revisión. 

B R A S I L . 

Convenio para la reciproca extradición de malhechores, ce-
lebrado entre España y el Brasil y firmado el 16 de Marzo 
de 1872. 

S. M. el Rey de España y S. A. la Princesa Imperial, Re-
gente del Brasil, en nombre de S. M. el Emperador el Señor 
Don Pedro II. 

Habiendo juzgado útil arreglar por medio de un Tratado 
la extradición recíproca de malhechores que se refugiaren de 
uno de los dos países en el otro, resolvieron nombrar para este 
fin sus Plenipotenciarios, á saber: 

S . M. el Rey de España al Sr. D. Dionisio Roberts, Comen-
dador de número de la Real Orden Americana de Isabel la Ca-
tólica y de la Real y dist inguida Orden de Cárlos III, Caballe-
ro de la de San J u a n de Jerusalen y de la de Leopoldo de Bél-
gica, Encargado de Negocios de España , etc. 

Y S. A. Imperial la Regente, en nombre de S. M. el Em-
perador del Brasil, á S. E. el Sr. D. Manuel Francisco Correia, 
del Consejo de dicha Magestad, Diputado á la Asamblea ge-
neral legislativa, Caballero de la Orden de Nuestro Señor J e -
sucristo, Bachiller en Ciencias Sociales y Jurídicas, Ministro 
y Secretario de Estado de Negocios Extranjeros , etc.. etc. , etc. 

Los cuales, después de haberse comunicado recíprocamen-
te sus plenos poderes, hallados en buena y debida forma, con-
vinieron en los artículos siguientes: 

Artículo I o E l Gobierno español y el Gobierno brasileño 
se obligan por el presente Tratado á la recíproca ent rega de 
todos los individuos refugiados del Brasil en España y sus pro-
vincias de Ul t ramar en el Brasil, acusados ó condenados como 
autores ó cómplices de cualquiera de los crímenes declarados 
en el art . 3o por lós Tribunales de aquella de las dos Naciones 
en que el crimen deba ser castigado. 

Art . 2o La obligación de conceder la extradición no se ex-
tiende en caso a lguno á los nacionales de los dos países, ó á 
los individuos que en éllos se hubiesen natural izado ántes de 
la perpetración del cr imen. 

Art . 3U La extradición deberá realizarse con respecto de 
los individuos acusados ó condenados como autores ó cómpli-
ces de los siguientes crímenes: 

I o Homicidio, comprendiendo el asesinato, el parricidio, el 
envenenamiento y el infanticidio. 

2o La tentat iva de cualquiera de los cr ímeues especificados 
en el número que antecede. 



3o Lesiones corporales graves, según la Ley de los dos 
países. 

4o Violacion, estupro, .rapto y otros atentados contra el pu-
dor, una vez que se dé la circunstancia de violencia, poligamia. 

5o Ocultación, sustracción ó sustitución de menor; usurpa-
ción del estado civil. 

<5° Robo. 
7o Incendio voluntario, daño en los caminos de hierro, del 

cual resulte ó pueda resultar peligro para la vida de los pasa-
jeros. , 

8o Peculado ó malversion de fondos públicos, estelionato, 
abuso de confianza ó sustracción de dinero, fondos, documen-
tos y cualquier tí tulos de propiedad pública ó particular p o r ' 
personas á cuya custodia estén confiados ó que sean asociadas 
ó empleadas en el establecimiento en que el crimen fué co-
metido. 

9o Falsificación, alteración, importación, introducción y 
emisión de moneda y papeles de crédito con curso legal en los 
dos países; fabricación, importación, venta y uso de instru-
mentos con el fin de hacer dinero falso, pólizas ó cualesquier 
otros títulos de la Deuda pública, notas de los Bancos ó cua-
lesquiera papeles de los que circulan como si fuesen moneda; 
falsificación de actos soberanos, sellos de correo, estampillas, 
sellos, timbres, cuños y cualesquiera otros sellos del Estado, 
y uso, importación y venta de esos objetos, falsificación de es-
crituras públicas ó particulares, letras de cambio y otros tí tu-
los-de comercio y uso de esos papeles falsificados. 

10. Baratería y piratería, comprendido el hecho de pose-
sionarse alguno del buque de cuya tripulación hiciese parte 
por medio de fraude ó violencia contra el Capitan ó quien lo 
sustituyere; abandono de la embarcación fuera de los casos 
previstos en la ley: tráfico de esclavos. 

11. Quiebra fraudulenta; perjurio en materia criminal. 
12. Reducción de persona libre á la esclavitud. 
Unico. Los individuos acusados ó condenados por críme-

nes á los cuales conforme á la legislación de su nación corres-
ponde la pena de muerte, serán entregados únicamente con la 
cláusula de que sea dicha pena conmutada. 

Art. 4o La extradición será reclamada por la vía diplomá-
tica, y no podrá ser concedida sino en vista de la copia del 
auto de elevación á plenario (despacho de pronuncia), ó de la 
sentencia condenatoria sacada de los autos , de conformidad 
con las leyes del Estado reclamante. 

Estos documentos irán, siempre que fuere posible, acom-
pañados de las señas particulares del acusado ó condenado, y 
de una copia del texto de la ley aplicable al hecho criminal 
que le es imputado. 

A r t 5o En casos urgentes, cada uno de los dos Gobiernos, 
apoyado en sentencia condenatoria, auto de elevación á ple-
nario (despacho de pronuncia), ó mandato de prisión, podrá 
por el medio más expedito pedir y a lcanzar la prisión del con-
denado ó acusado con la condicion de presentar con la breve-
dad posible el documento citado en la instancia. 

Art. 6o Si dentro del plazo de tres meses, contados desde 
e ld ia en que el acusado ó condenado fuese puesto á disposi-
ción del Agente diplomático, éste no lo hubiese remitido al 
Estado reclamante, se les dará la libertad á dicho acusado ó 
condenado, que no podrá ser de nuevo preso por el mismo 
motivo. 

En este caso los gastos serán por cuenta del Gobierno que 
dirigió la instancia. 

Art. 7o Cuando el acusado fuere extranjero en los dos Es-
tados contratantes, el Gobierno que debe conceder la extradi-
ción informará al del país al cual pertenece el individuo re-
clamado de la demanda de extradición; y si este último Go-
bierno reclamare el culpado para mandarlo juzgar por sus 
Tribunales, el Gobierno que hubiere recibido la instancia po-

i drá á su arbitrio entregarlo á la nación en cuyo territorio co-
metió el delito ó á aquella de quien fuere súbd'ito. 

Art. 8o Si el acusado ó condenado cuya extradición fuese 
pedida en conformidad del presente Tratado por una de las 
partes contratantes, fuere igualmente reclamado por otro ú 
otros Gobiernos en virtud de crímenes cometidos en sus res-
pectivos territorios, será entregado al Gobierno cuya demanda 
nubiere sido primero presentada, ó tuviere fecha más antigua, 
cuando las presentaciones fueren simultáneas. 

Art. 9o En caso alguno se concederá la extradición por 
crímenes políticos ó por hechos que tengan conexion con 
éllos. 

No se reputará delito político al hecho que tenga relación 
con él, el atentado contra .los soberanos de los dos Estados con-
tratantes y los miembros de sus respectivas familias, cuando 
ese atentado constituyese el crimen de homicidio y envenena-
miento. 1 

Art. 10. Los individuos cuya extradición hubiere sido con-
cedida, no podrán ser juzgados ó castigados por crímenes po-
líticos anteriores á la extradición, ni por hechos que tengan 
conexion con ellos, ni por cualquier otro crimen anterior dis-
tinto del que motivare la extradición, salvo si fuere de los de-
clarados en el art. 3o y hubiere sido perpetrado posteriormente 
á la celebración de este Tratado. 

Art. 11. La extradición tampoco será concedida cuando, 
según la Ley del país en que el criminal estuviere refugiado' 
se hallare prescrita la pena ó acción criminal. 



Art. 12. Si el individuo reclamado se hallare perseguido ó 
detenido en el país en donde se refugió por obligación contraí-
da con persona particular, su extradición tendrá sin embargo 
lugar, quedando á .voluntad de la parte perjudicada hacer va-
ler sus derechos ante la Autoridad competente. 

Art. 13. Los individuos reclamados que se hallasen conde-
nados ó procesadqs por cr ímenes cometidos en el país en que 
se refugiaron, serán ent regados después de la sentencia de-
finitiva ó de haber cumplido la pena que les hubiere sido im-
puesta. 

Art. 14. Serán entregados siempre los objetos sustraídos ó 
encontrados en poder de los reos, los instrumentos y utensi-
lios de que se hubieren servido para la perpetración del cri-
men y cualquier otra prueba de convicción, sea que se realice 
la extradición ó deje de realizarse por muerte ó fuga del cul-
pado. 

Quedan, sin embargo, reservados los derechos de tercero 
sobre los mencionados objetos, los cuales en ese caso serán 
devueltos sin gasto alguno después de terminado el proceso. 

Art. 15. Los gastos hechos por la captura, custodia, manu-
tención y trasporte del individuo cuya extradición fuere con-
cedida, así como los gastos de la remisión de los objetos espe-
cificados en el artículo que antecede, serán de cuenta de los 
dos Gobiernos en los límites de sus respectivos territorios. 

Los gastos de trasporte por mar serán por cuenta de aquél 
que reclame la extradición. 

Art. 16. Cuando en el curso de una causa criminal que 
no sea política se juzgare necesario la deposición de testigos 
residentes en el otro, será enviado para ese fin y por la vía 
diplomática un exhorto ó interrogatorio, al cual se dará cum-
plimiento, observándose las Leyes del Estado en donde I03 
testigos fueren examinados. 

Los dos Gobiernos renunc ian á cualquier reclamación que 
tenga por objeto la restitución de los gastos que resulten del 
ampliamiento del exhorto, s iempre que no se trate de investi-
gaciones criminales, comerciales ó médico-legales. 

Art. 17. E l presente T ra t ado tendrá vigor por cinco años, 
contados desde el dia del c a n j e de las ratificaciones, y conti-
nuará subsistiendo pasado ese plazo hasta que uno de"los dos 
Gobiernos no lo denuncie con anticipación de un año. 

Será ratificado y las ratificaciones canjeadas en Rio Janeiro 
con la posible brevedad. 

En fé de lo cual, nosotros los Plenipotenciarios de S. M. el 
Rey de España y de S. A. la Princesa Imperial, Regente del 
Brasil, en nombre de S. M. el Emperador el Sr. D. Pedro II , 
firmamos este Tratado por duplicado y le sellamos con nuestro 
sello. 

Hecho en Rio Janeiro á diez y seis del mes de Marzo del 
año del Nacimiento de Nuestro Señor Jesucristo de mil ocho-
cientos setenta y dos. 

(L. S.)—Firmado.—Dionisio Roberts. 
El anterior Convenio ha sido ratificado en debida forma y 

las ratificaciones respectivas han sido canjeadas en Rio Janei-
ro el 8 de Junio del mismo año de 1872. 

A R T Í C U L O DF.L C O N V E N I O C O N S U L A R E N T R E E S P A Ñ A , F I R M A D O E N R I O 

J A N E I R O E L 9 D E F E B R E R O D E 1 8 6 3 . 

Art. 12. Los Cónsules generales, Cónsules y Vice-cónsu-
les podrán hacer arrestar y enviar, sea á bordo, sea á su país, 
los marineros y cualesquiera otras personas que formen parte 
de la tripulación de los buques de guerra y de comercio de su 
Nación que hubiesen desertado de dichos buques. 

A es*e fin deberán dirigirse por escrito á las Autoridades 
locales competentes y justificar, mediante la presentación de 
los registros del buque ó del rol de la tripulación, ó si el bu-
que hubiese partido mediante copia auténtica de tales docu-
mentos, que las personas que reclaman formaban realmente 
parte de la tripulación. En vista de esta petición, así justifica-
da, no podrá negarse la entrega de tales individuos. 

Se les dará además toda asistencia y auxilio para buscar y 
arrestar á estos desertores, los cuales serán reducidos á prisión 
y estarán mantenidos en las cárceles del país á petición y ex-
pensas de los mencionados funcionarios, hasta que encuentren 
ocasion de hacerlos partir. 

Esta detención no podrá durar más de tres ntfeses, al cabo 
de los cuales, mediante previo aviso de tres dias al Cónsul, 
será el encarcelado puesto en libertad y no se le podrá volver 
á prender por el mismo motivo. 

Esto no obstante, si el desertor hubiese cometido algún de-
lito en tierra, la extradición sólo se verificará después que el 
Tribunal baya dictado su sentencia y ésta haya recibido plena 
y entera ejecución. 

Las altas Partes contratantes convienen en que los mari-
neros y otros individuos de la tripulación, súbditos del país en 
que se verifique la deserción, están exceptuados de las estipu-
laciones del presente artículo. 

E G I P T O . 
Como Vireinato dependiente de Turquía, los Cónsules ex-

tranjeros han disfrutado en Egipto hasta el establecimiento de 



los t r ibunales mixtos de las mismas facultades que en los do-
minios del Sul tán. 

El establecimiento de dichos tr ibunales, admitidos única-
mente como ensayo durante cinco años por las Potencias E u -
ropeas, ha privado á la jurisdicción consular del conocimiento 
de los s iguientes asuntos: 

E N M A T E R I A C I V I L . 

De los negocios contenciosos entre nacionales y ext ran-
jeros. 

De las acciones en materia real inmueble. 

E N M A T E R I A C R I M I N A L . 

De las contravenciones de policía. 
De los delitos cometidos contra los individuos de los Tr ibu-

nales mixtos y de estos individuos en el ejercicio ó con motivo 
del ejercicio de sus funciones, así como de los delitos cometi-
dos directamente contra la ejecución de las sentencias <5 man-
damientos de just ic ia . 

E n su consecuencia, los Cónsules extranjeros, y por lo tan-
to los españoles, cont inúan ejerciendo en los demás casos las 
funciones que les reconocen las capitulaciones. 

La Audiencia de Pa lma de Mallorca es el t r ibunal de alza-
da respecto del t r ibunal consular español en el Cairo. 

E S T A D O S - U N I D O S DE A M E R I C A . 

Convenio d3 extradición celebrado entre España y los Esta-
dos-Unidos de América y ñrmado en Madrid en 5 de Enero 
de 1877. 

S. M. el Rey de España por una parte y por otra los Es ta-
dos-Unidos de América; habiendo juzgado convenientemente 
para la mejor administración de just ic ia y para prevenir el 
c r imen en sus respectivos territorios y jurisdicciones, que las 
personas acusadas ó convictas de los cr ímenes que más ade-
lante se especificarán y que hayan escapado á la acción de la 
just icia, sean recíprocamente ent regadas en determinadas cir-
cunstancias, han resuelto a justar un Convenio con dicho ob-
jeto y lian nombrado como Plenipotenciarios, 

S. M. el Rey de España al Excmo. Sr. D. Fe rnando Cal-
derón y Collantes, su Ministro de Estado, Caballero Gran 

Cruz de la Real y dist inguida Orden de Cárlos I I I , de las de 
Leopoldo de Austria y de Bélgica, de la de Nuestro Señor 
Jesucris to de Por tuga l , del Salvador de Grecia, del Santo Se-
pulcro y del Nishan If t i jar de Túnez. 

Y el Presidente de los Estados-Unidos al señor Caleb-Cus-
h m g ^ Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de 
los Estados-Unidos cerca del Gobierno de España; quienes, 
después de haberse comunicado sus respectivos plenos poderes 
y hallándolos en buena y debida forma, han convenido en los 
artículos siguientes: 

Artículo I o E l Gobierno de España y el Gobierno de los 
Estados-L nidos convienen en entregar á la Jus t ic ia , á petición ' 
uno de otro, hecha con arreglo á lo que en este Convenio se 
dispone, á todos los individuos acusados ó convictos de cua-
lesquiera de los crímenes especificados en el a r t . 2o de este 
Convenio, cometidos dentro de la jurisdicción de una d é l a s 
1 artes contratantes , siempre que dichos individuos estuvieren 
dentro de dicha jurisdicción al tiempo de cometer el cr imen, y 
que busquen asilo ó sean encontrados en el territorio de la 
otra, con tal que dicha ent rega t enga luga r únicamente en 
virtud de las pruebas de criminalidad que, conforme á las 
Leyes del país en que el fugitivo ó acusado se encuent re , jus-
tificasen su detención y enjuiciamiento si el cr imen ó delito se 
hubiese cometido allí. 

Art 2o _ Según lo dispuesto en este Convenio, serán entre-
gados los individuos acusados ó convictos de cualquiera de los 
c r ímenes s iguientes : 

1" Asesinato, incluso los cr ímenes designados con los nom-
oo d e

T , P a r r i c i c l i o > homicidio, envenenamiento é infanticidio. 
¿ El conato de asesinato. 
3o Estupro ó violacion. 
4° Incendio. 
5" Pirater ía ó motin á bordo de los buques, cuando la t r i -

pulación ú otras personas á bordo, ó una parte de ellas, se 
Jiayan apoderado del barco por f raude ó violencia contra el 
Capi tan. 

6o Robo, entendiéndose como tal el acto de a l lanar la casa 
de otro de noche y ent rar en ella con intención de cometer un 
cr imen. 

7o Allanamiento de las oficinas del Gobierno y Autorida-
des públicas ó de Bancos y casas de banca, ó de Caias de 
Ahorros, Cajas de Depósito ó de Compañías de Seguros, con 
intención de cometer un crimen. 

8o Robo, entendiéndose por tal , la sustracción de bienes ó 
dinero de otro, con violencia ó intimidación. 

9o Falsificación ó expendicion de documentos falsificados. 
10. Falsificación y suplantación de actos oficiales, del Go-



bierno ó de la Autoridad pública, inclusos los Tribunales de 
justicia, ó la expendicion ó uso fraudulento de los mismos. 

11. . La falsificación de moneda falsa, bien sea ésta metáli-
ca ó en papel, títulos ó cupones falsos de la Deuda pública, 
billetes de Banco ú otros valores públicos de crédito, de sellos, 
de timbres, cuños y marcas falsas de Administraciones del Es-
tado ó públicas, y la expendicion, circulación <3 uso fraudu-
lento de cualquiera de los objetos arriba mencionados. 

12. La sustracción de fondos públicos, cometida dentro de 
la jurisdicción de una ú otra parte por empleados públióos ó 
depositarios. 

13. El liurto cometido por cualquiera persona ó personas 
asalariadas en detrimento de sus principales ó amos, cuando 
este crimen esté castigado con pena infamante. 

14. Plagio, entendiéndose por tal la detención de persona 
ó personas para exigirles dinero ó para otro cualquiera fin ilí-
cito. 

Art. 3o Las estipulaciones de este Convenio no dan dere-
cho á reclamar la extradición por ningún crimen ó delito de 
carácter político, ni por actos relacionados con los mismos; v 
n inguna persona entregada por ó á cualquiera de las Partes 
contratantes, en virtud de este Convenio, podrá ser juzgada ó 
castigada por crimen ó delito alguno político, ni por actos que 
tengan con ellos conexion y hayan sido cometidos ántes de la 
extradición. 

Art. 4o N o procederá la entreg'a de persona alg'una en vir-
tud de este Convenio, por cualquier crimen ó delito cometido 
con anterioridad al canje de las ratificaciones del mismo, y 
nadie podrá ser juzgado por otro crimen ó delito que el que 
motivó su extradición, á no ser que el crimen sea de los espe-
cificados en el art. 2o y se haya cometido con posterioridad al 
canje de las ratificaciones del Convenio. 

Art. 5o El criminal evadido no será entregado, con arreglo 
á las disposiciones del presente Convenio, cuando por el tras-
curso del tiempo ó por otra causa legal, con arreglo á las le-
yes del punto dentro de cuya jurisdicción se cometió el crimen, 
el delinenente se halle exento de ser procesado ó castigado 
por el delito que motiva la demanda de extradición. 

Art. 6o Si el criminal evadido, cuya entrega puede recla-
marse con arreglo á las estipulaciones del presente Convenio 
se halla actualmente enjuiciado, libre con fianza ó preso por 
cualquier delito cometido en el país en que buscó asilo ó haya 
sido condenado por el mismo, la extradición podrá demorarse 
hasta tanto que terminen las actuaciones y el criminal sea 
puesto en libertad con arreglo á derecho. 

Art. 7" Si el criminal fug-ado reclamado por una de las Par-
tos contratantes fuera reclamado á la vez por uno ó más Gobier-

nos, en virtud de lo dispuesto en Tratados, por crímenes co-
metidos dentro de sus respectivas jurisdicciones, dicho delin-
cuente será entregado con preferencia ai que primero hava 
presentado la demanda. 

Art. 8o Ninguna de las Partes contratantes aquí citadas, 
estará obligada á entregar á sus propios ciudadanos ó súbditos 
en virtud de las.estipulaciones de este Convenio. 

Art. 9o Los gastos de captura, detención, interrogatorio y 
trasporte del acusado, serán abonados por el Gobierno que 
haya presentado la demanda de extradición. 

Art, 10. Todo lo que se encuentre enkpoder del criminal 
fugado, al tiempo de su captura, que pueda servir de compro-
bante para probar el crimen, será, en cuanto sea posible, en-
tregado con el reo al tiempo de su extradición. Sin embargo, 
se'respetarán debidamente los derechos de tercero con respec-
to á los objetos mencionados. 

Art. 11. Las estipulaciones del presente Convenio serán 
aplicables á todas las posesiones extranjeras ó coloniales de 
cualquiera de las dos Partes contratantes. 

Las diligencias para la entrega de los fugados á la acción 
de lajusticia, serán practicadas por los respectivos Agentes 
diplomáticos de las Partes contratantes. En la eventualidad de 
la ausencia de dichos Agentes del país ó residencia del Gobier-
no, ó cuando se pida la extradición desde una posesion colo-
nial de una de las Partes contratantes, la reclamación podrá 
hacerse por los funcionarios superiores consulares. 

Dichos Representantes ó funcionarios superiores consulares 
serán competentes para pedir y obtener un mandamiento ú 
orden preventiva de arresto contra la persona cuya en t regase 
solicita; y en su virtud los Jueces y Magistrados de ambos 
Gobiernos tendrán respectivamente poder y autoridad, con 
queja hecha bajo juramento, para expedir una órden para la 
captura de la persona inculpada, á fin de que él ó élla pueda 
ser llevado ante el Juez ó Magistrado para que pueda conocer 
y tomar en consideración la prueba de su criminalidad; y, si 
así, cou debido conocimiento, resulta la prueba suficiente para 
sostener la acusación, será obligación del Juez ó Magistrado 
que lo examine, certificar esto mismo á las correspondientes 
Autoridades ejecutivas, á fin de que pueda expedirse la órden 
para la entrega del fugado. 

Si el criminal evadido fuese condenado por el crimen por 
el que se pide su entrega, se dará copia debidamente autoriza-
cía, de la sentencia del Tribunal ante el cual fué condenada. 
Sin embargo, si el evadido se hallase únicamente acusado de 
un crimen, se presentará una copia debidamente autorizada 
del mandamiento de prisión en el país donde se cometió el cri-
men, y de las declaraciones en virtud de las cuales se dictó 



dicho mandamien to , con la suficiente evidencia ó prueba que 
se j u z g u e competente para el caso. 

Art. 12. E s t e Convenio cont inuará en vigor desde el dia 
del canje de las ratificaciones; pero cualquiera de las Partes 
puede en cualquier tiempo darlo por terminado, avisando á la 
otra con seis meses de anticipación su intención de hacerlo así. 

E n test imonio de.lo cual, los respectivos Plenipotenciarios 
han firmado el presente Convenio por triplicado y puesto sus 
sellos. 

Hecho en la villa de Madrid por triplicado, en español y en 
inglés, el d ia 5 de Enero de 1877. 

(L . S . ) . — Firmado. — Fernando Calderón y Callantes.— 
(L. S . ) .—Fir m ado.—Caleb - Gushing. 

Este Convenio ha sido debidamente ratificado, y las ratifi-
caciones can jeadas en "Washington el dia 21 de Febrero úl-
timo. 

F R A N C I A 

Convenio de extradición celebrado entre España y Francia, 
firmado en Madrid el 14 de Diciembre de 1877. 

S. M. el Rey de España y el Presidente de la República 
francesa, deseando asegurar la represión de delitos graves y 
ménos graves , han resuelto de común acuerdo a jusfar un nue-
vo Convenio que sust i tuya al vigente de 26 de Agosto de 1850, 
y han nombrado al efecto por sus Plenipotenciarios, á saber: 

S. M. el Rey de España á D. Manuel Silvela, Caballero 
Gran Cruz de la Real y dist inguida Orden de Cárlos III, de la 
Orden del Águi la Roja de Prusia, de la de Leopoldo de Bélgi-
ca, de la de Nuestra Señora de la Concepción de Villaviciosa de 
Por tugal , de la de San Olof de Suecia y de la del Nishan Ifti-
j a r de Túnez , su Ministro de Estado. 

El Pres idente de la República francesa al Sr. Juan Bau-
tista Alejandro Damozoe, Conde de Chaudordy, Comendador 
de la Legión de Honor de Francia , Caballero Gran Cruz de la 
Real y d is t inguida Orden de Cárlos III, Gran Cruz de la 
Orden de Danebrog , etc., etc., etc., su Embajador cerca de 
S. M. el R e y de España . 

Los cuales , después de haberse comunicado sus plenos po-
deres, hal lados en buena y debida forma, han convenido en 
los artículos s iguientes : 

Art. I o
 i Los Gobiernos Español y Francés se obligan á en-

t regarse recíprocamente, en vista de la demanda que uno de-

ambos Gobiernos diri ja al otro, con la sola excepción de sus 
nacionales, á los individuos refugiados de España en Francia 
ó en las Colonias francesas, ó de Francia y de las Colonias-
francesas en España , perseguidos, procesados ó encausados, ó 
condenados como autores, cómplices ó encubridores, por los 
Tribunales del país donde se cometió la infracción por los de-
litos graves ó ménos graves consumados, intentados ó f rus t ra-
dos que se enumeran en el artículo siguiente. 

Sin embargo, cuando el delito grave ó ménos grave que 
motiva la demanda de extradición se haya cometido fuera del 
territorio del Gobierno reclamante, se podrá dar curso á dicha 
demanda si la legislación del país á quien se reclama autoriza 
la formación de causa por iguales infracciones cometidas fue-
ra de su territorio. 

Art. 2o Procederá la extradición por los delitos graves ó 
ménos graves s iguientes : . . . 

I o E l asesinato, el envenenamiento, el parricidio y el in-
fanticidio. 

2" El homicidio. 
3o Las amenazas de muerte y de incendio cuando hayan 

sido hechas por escrito y bajo condicion. 
4o Las lesiones y heridas causadas voluntar iamente con 

premeditación, ó cuando den por resultado una imposibilidad 
física ó incapacidad permanente para el t rabajo personal, l a 
pérdida ó la privación del uso absoluto de un miembro, de un 
ojo ó de cualquiera otro órgano, mutilación grave ó la muerte 
siu intención de causarla, el homicidio por imprudencia, ne-
gl igencia, torpeza ó falta de observancia de los reglamentos. 

5o E l aborto. 
6o La administración voluntaria y culpable, aunque sin 

intención de causar la muerte, de sustancias que pueden oca-
sionarla ó al terar gravemente la salud. 

7o E l rapto, la ocultación, la desaparición, la sustitución 
ó la suposición de un niño. 

8 o La exposición ó el abandono de un niño. 
9o La sustracción de menores. 
10. La violacion. 
11. El atentado contra el pudor con violencia. 
12. El atentado contra el pudor sin violencia en la persona 

ó con ayuda de la persona de un niño de uuo ú otro sexo, me-
.ñor de 13 años. . . 

13. El atentado á las buenas costumbres, excitando, faci-
li tando ó favoreciendo habi tualmente para satisfacer las pasio-
nes de un tercero, la mala vida ó la corrupción de menores de 
uno ú otro sexo. 

14. Los atentados á la libertad individual y á la inviolabi-
lidad del domicilio cometidos por particulares. 



15. La bigamia. 
16. La asociaciou de malhechores. 
17. La reproducción furtiva ó falsificación de efectos pú-

blicos o de billetes de Banco, títulos públicos ó privados- la 
emisión ó circulación de dichos efectos, billetes ó títuios're 
producidos fur t ivamente ó falsificados; la falsificación por es-
crito ó en despachos telegráficos, y el uso de dichos despa-
chos, efectos, billetes ó títulos reproducidos furtivamente fa-
bricados ó falsificados. 

18. La fabricación de moneda falsa, comprendiendo la fal-
sificación y la alteración de la moneda, la emisión y el hecho 
<le poner en circulación la moneda falsificada ó alterada 

19. La reproducción furtiva ó falsificación de sellos, t im-
bres, punzones y marcas de fábricas; el uso de sellos, timbres 
punzones y marcas de fábrica reproducidos, furtivamente ó 
íalsiíicados, y el uso culpable ele verdaderos sellos, timbres 
punzones y marcas de fábrica. ' 

i n té rp re te - f a l S ° t e s t i m o n i o > e l s o b o r a o de testigos, peritos 6 
21. El perjurio. 
22 La concusion y malversación de caudales cometidos 

por funcionarios públicos. 
23. La corrupción de funcionarios públicos y de árbitros. 
¿4. L1 incendio voluntario. 
25. E l robo. 
26. La extorsión con fuerza, violencias ó intimidación. 
¿ t . La estafa. 
28. El abuso de confianza. 
29 Las falsificaciones de sustancias <5 artículos alimenti-

cios ó medicinales y de bebidas destinadas á la venta, cuando 
dichas falsificaciones se han verificado por medio de mezclas 
extrañas perjudiciales á la salud; el hecho de vender ó de po-
ner a la venta mercancías falsificadas de este modo. 

¿U. La quiebra f raudulenta . 
31. La destrucción ó desviación de las vías férreas, y en 

general el empleo de cualquier medio con objeto de entorpe-
cer la marcha de los t renes ó de hacerlos descarrilar. 

• á¿. La deetruccion de construcciones, máquinas de vapor 
o aparatos telegráficos. 1 

33 La destrucción ó deterioro de sepulcros, monumentos, 
oojetos de arte, t í tulos, documentos, registros y otros papeles. 

; | j a destrucción, deterioro ó avería de géneros, mercan-
cías u otras propiedades muebles. 

3o. La destrucción .5 devastación de cosechas é plantas . 
destrucción de instrumentos de Agricultura; la des-

domé t" e n v e n e n a m i e u t 0 de ganados ó de otros animales 

37. La oposicioa por vías de hecho á la ejecución o con-
fección de trabajos autorizado por el poder competente. 

38. Crímenes cometidos en la mar. 
(a) Todo acto de pillaje ó de violencia cometido por la tri-

pulación de un buque francés ó español contra otro buque es-
pañol ó francés, ó por la tripulación de un buque extranjero 
que no esté habilitado en regla, contra buques españoles ó 
franceses sus tripulaciones ó sus cargamentos. 

(¿) El acto de cualquier individuo, forme ó no parte de la 
tripulación de un buque, de entregarlo á los piratas. 

(c) E l acto de cualquier individuo, forme ó no parte de la 
tripulación dé un buque, de apoderarse del mismo por frude o 
violencia. . , 

(ri) Destrucción, sumersión, vanamiento o pérdida de un 
buque con intención culpable. 

(e) Sublevación por dos ó más personas a bordo de un bu-
que en la mar contra la Autoridad del Capitan ó del Patrón. 

Se comprende en las calificaciones anteriores las tentati-
vas , cuando están previstas por las legislaciones de ambos 

P í l l L a extradición se llevará á cabo en los casos anterior-
mente previstos: . . . . 

Io Respecto de los sentenciados en J U I C I O ordinario 6 en re-
beldía, cuando el total de la pena impuesta sea lo ménos de 
un mes de prisión. . 

2o Respecto de los procesados, cuando el maximun de la 
pena aplicable al hecho que les acrimina sea lo ménos de dos 
años de prisión, según la ley del país reclamante, ó de una 
pena equivalente, ó cuando el procesado haya sido condenado 
á una pena criminal ó á una prisión de más de un ano; y en 
España por los hechos considerados como delitos menos gra-
ves, cuando el total de las penas impuestas exceda de dos 
años de privación de libertad. 

En todos los casos y delitos más ó ménos graves no se ve-
rificará la extradición sino cuando el hecho semejante sea pe-
nable con arreglo á la legislación del país á quien se dirija la 
demanda. . , „ 

Art 3o No será entregada persona alguna sentenciada o 
procesada si el delito por que se pide la extradición está con-
siderado por la parte de quien se reclame como delito político, 
ó como hecho conexo con semejante delito. 

Art. 4o La demanda de extradición deberá entablarse siem-
pre por la vía diplomática. . 

Art. 5o Se concederá la extradición mediante presentación 
de un mandamiento de prisión expedido contra el individuo 
reclamado, de cualquiera otra providencia que tenga al ménos 
la misma fuerza que dicho mandamiento, y expresando igual-



mente la naturaleza y gravedad de los hechos que se persi 
guen , así como la disposiciou penal aplicable á los mismos 

A esos documentos acompañarán, en cuanto sea posible 
las senas personales del individuo reclamando, y una conia' 
del testo de la ley pena l aplicable al hecho acriminado 

Art. 6o En el caso de urgencia se procederá á la detención 
preventiva, en vista del aviso trasmitido por el correo ó por el 
telégrafo de existir un mandamiento de prisión, siempre con 
la condición de que este aviso se comunique en rea-la ñor la 

vía diplomática a l Ministerio de Negocios Extranjeros del país 
donde se encuentre refugiado el presunto reo. 1 

La detención del extranjero se efectuará en la forma v 
según las reglas establecidas por la legislación del Gobierno A 
quien se pida. 
. 1

A r f : 7 ° E 1 ext ranjero detenido preventivamente con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo anterior, será puesto en libertad 
si en el plazo de un mes después de su detención no recibe 
notificación de uno de los documentos mencionados en el ar-
ticulo o° del presente Convenio. 

o n l í ; 8 r ¿ C u a n d 0 P r o , c e d a l a e x t l ' adic ion, todos los objetos ' 
aprehendidos que puedan servir para probar el delito así-
como los procedentes del robo, serán, según lo d i spon í a l a 
autoridad competente, entregados á la Potencia reclamante, 

s e , v e í ' - f l q u e l a est>-adicion Por haber sido detenido e 
6IÍ n°, P u e d a

1 efectuarse por haberse fugado de 
nuevo ó fallecido el acusado <5 culpable. Esta en t r eg l com-
K T . n i L 1 g u a m e n t ! í * 1 0 3 l o s o jo to s que el procesado hubie-

ó depositado en el país y que posteriormente se 
descubriesen. Quedan reservados, sin embargo, los derechos W ^ o l w T 1 ' 0 S° complicado en la causa pueda haber adqui-

A !no® °cf- ° ^ j e t o s m d l c a d o s eu el presente artículo 
„ m d l v í d " ° reclamado se hallase procesado ó 

£ ' a d 0 P ° r , U n a mJraccion cometida en el país donde se 
e d S ! t ? 8 ' i a d ° ' P ° d l ' a f e t í " a s a r s e s u extradición hasta que 

cumplido su p e n a C a U S a ' ° 6 1 p i O C e " d o S G a « t o é h^ya 
q T f U Kr a P e r s c ° u i d 0 y detenido en el mismo 

e m b a r g o 0 á C r 0 e n -

Art. 10. El individuo que fuese entregado 110 podrá ser 
S S S 1 « {« j « « a d o . e n Júlcio ordinario pgor otra S c c i o n 
d c o ^ « ^ 6 m 0 t l V ° k extradición, á ménos que conste 
c o Z f S l ' ínr ° K X p r e S O y T o l ü n t a ™ , d a d o Por el acusado y comunicado al Gobierno que lo entregó. 

Art. 11. Podrá negarse la extradición si después de los 

hechos imputados, la última providencia del proceso ó la sen-
tencia condenatoria se adquiriese la prescripción de la pena ó 
de la acción, según las leyes del país en que el procesado se 
hubiese refugiado, ó si los hechos acriminados han sido objeto 
de una amnistía ó de un indulto. 

Art. 12. Los gastos ocasionados por la captura, detención, 
custodia, alimentación de los procesados y el trasporte de los 
objetos mencionados en el art. 8o del presente Convenio al sitio 
en que ha de verificarse la entrega, serán sufragados por el 
Estado en cuyo territorio se haya efectuado la captura de los 
presuntos reos. 

Art. 13. Cuando en la tramitación de una causa criminal 
110 política uno de los dos Gobiernos juzgase necesario oir á 
testigos domiciliados en el otro Estado, se librará al efecto un 
exhorto por la vía diplomática, que se cumplimentará por los 
funcionarios competentes, observando las leyes del país en que 
deba verificarse la audición de testigos. 

Sin embargo, los exhortos en que se trate de efectuar una 
visita domiciliaria ó la aprehensión del cuerpo del delito ó de 
documentos de prueba 110 serán cumplimentados sino por uno 
de los hechos enumerados en el art. 2o del presente Tratado, 
y con la reserva consignada en el párrafo segundo del art. 8° 
del mismo. 

Los Gobiernos respectivos renuncian á toda reclamación 
que tenga por objeto el reintegro de los gastos que resulten 
por el cumplimiento de los exhortos, áun en el caso de que se 
trate de un juicio pericial, con tal de que sin embargo dicho 
juicio 110 ocasione más de una vacación. 

No se admitirá reclamación alguna por los gastos de todas 
las providencias judiciales dictadas de oficio por los Magistra-
dos de cada país para el castigo ó comprobacion de delitos co-
metidos en su territorio por un extranjero que después fuese 
perseguido en su patria, conforme á los artículos 5o y 6o del 
Código francés, Instrucción criminal, y á la Ley española de 
15 de Setiembre de 1870. 

Art. 14. Las simples notificaciones de -autos, providencias 
judiciales reclamados por la Autoridad judicial de uno de los 
países en asunto no político, se harán á todo individuo residen-
te en el territorio del otro país sin comprometerla responsabi-
lidad del Estado, que se limitará á asegurar su autenticidad. 

Al efecto, el documento remitido diplomáticamente ó direc-
tamente al Ministerio público del lugar de la residencia será 
notificado á la persona á quien va dirigido por medio de la Au-
toridad competente, que devolverá al Magistrado que lo expi-
dió con su V.° B.°, el original, certificando haberse hecho la 
notificación. 

Art. 15. Si en una causa criminal 110 política fuese nece-



saria la comparecencia personal de un testigo, el Gobierno del 
país en que resida le instará para que acuda á la invitación 
que se le haga. E n este caso se le abonarán los gastos de viaje 
y de estancia, calculando desde el punto de su residencia cou 
arreglo á las tarifas y reglamentos vigentes en el país en que 
ha de ser oido: podrá, á petición suya y por medio de los Ma-
gistrados de la residencia, anticipársele el todo ó una parte de 
los gastos de viaje, que serán después reintegrados por el Go-
bierno interesado. 

Ningún testigo, cualquiera que sea su nacionalidad, que 
citado para uno de los dos países compareciese voluntaria-
mente ante los Jueces del otro país podrá ser perseguido ó de-
tenido por hechos ó sentencias condenatorias anteriores, ni á 
pretexto de complicidad en los hechos objeto del proceso en 
que figure como testigo. 

Art. 16. Queda formalmente estipulado que la extradición 
por vía de tránsito por el territorio de una de las Par tes con-
tratantes de un individuo entregado á la otra se concederá por 
simple exhibición en original ó en copia certificada de uno de 
los autos del procedimiento mencionados en el art. 5o , con tal 
que el hecho que sirva de base á la extradición esté compren-
dido en el presente Tratado y no se refiera á las excepciones 
de los arts. 3o y 11. , 

Art. 17. Las estipulaciones del presente Tratado son apli-
cables á las colonias y á las posesiones de las dos al tas partes 
contratantes, donde se procederá en la forma siguiente: 

La demanda de extradición del malhechor que se haya re-
fugiado en una colonia ó posesion extranjera de una de ambas 
Partes, será presentada al Gobernador ó funcionario principal, 
de dicha colonia ó posesion, por el principal Agente consular 
de la otra en la misma colonia ó posesion, ó si el fugitivo se 
hubiese evadido de u n a colonia ó posesion extranjera de la 
Parte en cuyo nombre se pide la extradición por el Goberna-
dor ó por el funcionario principal de la referida colonia ó po-
sesion. 

Las demandas serán presentadas y admitidas, ajustándose 
tan exactamente como sea posible á las estipulaciones de este 
Tratado, y teniendo en cuenta la distancia y la organización 
de los poderes locales por el Gobernador ó primer funcionario, 
que sin embargo tendrá la facultad, ó de conceder la extradi-
ción, 6 de consultar á su Gobierno. 

Art. 18. El presente Convenio, que sustituye al de 26 de 
Agosto de 1850, empezará á estar en vigor á los t re inta dias 
de haberse canjeado las ratificaciones. 

Continuará vigente hasta que haya trascurrido un año, á 
contar desde el dia en que una de las dos altas Par tes contra-
tantes hubiesen declarado querer que cesasen sus efectos. 

Este Convenio será ratificado, y las ratificaciones se can-
jearán cuanto ántes posible. 

En fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos han fir-
mado el presente Convenio que han sellado con el sello de sus 
armas. 

Hecho en Madrid el 14 de Diciembre de 1877.—(L. S.)— 
(Firmado.)— Manuel Silvela. — (L. S.) — (Firmado.) — Ckau-
dordy. 

Este Convenio ha sido debidamente ratificado, y las rati-
ficaciones canjeadas en Madrid el dia 25 del presente mes de 
Junio, de 1878. 

A C U E R D O C E L E B R A D O P O R M E D I O D E N O T A S E N T R E E S P A Ñ A Y F R A N C I A , 

P A R A L A M U T U A E N T R E G A DE A R M A M E N T O S , CABALLOS Y P R E N D A S M I -

L I T A R E S DE L O S D E S E R T O R E S D E LAS T R O P A S D E A M B O S E S T A D O S , P U E S -

T O E N E J E C U C I O N D E S D E 1 ° D E Á G O S T O D E 1 8 6 1 . 

Artículo I o El Gobierno de España accederá á la reclama-
ción del de Francia para que se le entreguen los objetos mi-
litares ó de guerra que los desertores de las tropas de Fran-
cia lleven consigo á España; y el Gobierno de Francia acce-
derá á la reclamación del de España, para que se le entreguen 
los objetos militares ó de guerra que los desertores de las tro-
pas de España lleven consigo á Francia. 

Art. 2o Se entenderán por objetos militares ó de guerra 
para tal efecto: las armas de ordenanza, el correaje y los acce-
sorios de éllas, los caballos, su montura y los arreos. 

Los tambores, las cornetas y los demás instrumentos de las 
bandas de música. 

Las prendas mayores (de grand equipen! ent), siempre que no 
fueren materialmente necesarias para cubrir la desnudez del 
desertor, entendiéndose por prendas mayores las consideradas 
como tales en los reglamentos respectivos de cada nación. 

Art. 3o Quedan exceptuadas las prendas menores siempre, 
y las mayores en el caso expresado, dejándolas al desertor 
para su uso. 

Art. 4o E l Gobierno del Estado en que se aprehenda al 
desertor, lo manifestará inmediatamente por la vía diplomática 
al Gobierno del otro Estado. Al hacerlo, expresará el nombre 
y las señas del desertor y el cuerpo de tropa á que ha perte-
necido; enviará un inventario de los objetos militares ó de 
guerra que haya llevado consigo y puedan ser aún de uso, y 
otro de los destrozados y deteriorados, así como la enumera-
ción de las prendas menores 6 mayores que deban dejarse al 
desertor para su uso. 

Art. 5o Cuando el Gobierno, de cuyas tropas proceda el 
desertor, reclame estos objetos militares ó de guerra sujetos á 



la en t rega , le serán entregados en Ainlioa ó la Junquera , si 
fuese el de España ; en Urdoz ó Pe rp ignan , si fuera el de 
F ranc i a ; pa ra lo cual serán depositados en la habitación del 
Comandan te de Armas, si le hubiese en estos puntos, ó si no 
en los del jefe de la Guardia civil española ó del Je fe de la 
Gendarmer ía francesa. 

6o E l Gobierno apreliensor satisfará los gastos que se h i -
cieren para la conducción de ellos, has t a los mencionados 
puntos de depósito; el reclamante , los que desde estos puntos 
se causen . 

Ar t . 7o E l Gobierno reclamante satisfará al aprehensor 
todos los gastos que desde la aprehensión hubiese causado la 
manutenc ión de los caballos. 

E s t á conforme con la nota original del acuerdo que fué 
puesto en ejecución por mu tua Convenio, desde I o de Agosto 
de 1861: 

A R T Í C U L O C O R R E S P O N D I E N T E A L C O N V E N I O E N T R E E S P A Ñ A y F R A N C I A P A R A 

F I J A R L O S D E R E C H O S C I V I L E S D E L O S ' R E S P E C T I V O S S U B D I T O S Y L A S A T R I -

B U C I O N E S D E L O S A G E N T E S C O N S U L A R E S D E S T I N A D O S Á P K O T E J E R L O S 

F I R M A D O E N M A D R I D E L 7 D E E N E R O D E 1 8 6 2 . 

Art , 25. Los Cónsules generales, Cónsules y Vicecónsules 
ó Agen tes consulares, podrán hacer arrestar y enviar , sea á 
bordo, sea á su país los marineros y cualquiera otra persona 
que forme par te de la tripulación de los buques mercantes de 
su nación que hubiesen desertado de los mismos. 

A este fin deberán dirigirse por escrito á las Autoridades 
locales competentes, y justificar, mediante la presentación del 
rol del buque ó de un extracto de este documento, ó mediante 
copia au tént ica del mismo, si el buque hubiese partido, que 
las personas que se reclaman formaban realmente parte de la 
tr ipulación. E n vista de esta petición, así justificada, no po-
dra negarse la ent rega de tales individuos. Se dará además á 
dichos Agentes consulares teda asistencia y auxilio para bus-
car y arres tar á estos desertores, los cuales serán reducidos á 
prisión, y es tarán mantenidos en las cárceles del país, á peti-
ción y á expensas del Cónsul ó Vicecónsul, hasta que éste 
encuent re ocasion de hacerlos regresar á su patr ia . 

Es t e arresto no podrá durar más de tres meses, pasados los 
cuales, mediante aviso al Cónsul con tres dias de anticipación, 
sera puesto en libertad el arrestado, y no se le podrá volver á 
p render por el mismo motivo. 

Es to no obstante, si el desertor hubiese cometido a lgún 
delito en t ierra, podrá la autoridad local diferir la extradición 
hasta qne el Tr ibunal haya dictado su sentencia, y ésta haya 
recibido p lena y entera ejecución. 

Las altas Par tes contratantes, convienen en que los mar i -
neros y otros individuos de la tripulación, subditos del país en 
que t e n g a lugar la deserción, están exceptuados de las e s t i -
pulaciones del presente artículo. 

GRAN BRETAÑA. 

Convenio de extradición celebrado entre España y la Gran 
Bretaña en 4 de Junio de 1878. 

S. M. el Rey de España y S M. la Reina del Reino Unido 
de la Gran Bretaña é Ir landa, habiendo juzgado conveniente, 
á fin de contribuir á la mejor administración de la Just icia v 
y á la prevención del crimen, que las personas acusadas ó s e n -
tenciadas por los crímenes ó delitos más abajo enumerados, y 
fugi t ivas de la Justicia, sean recíprocamente ent regadas en 
determinadas circunstancias, han resuelto est ipular el pre-
sente Tratado, y nombrado por su Plenipoteciarios, á saber: 

S. M. el Rey de España á D. Manuel Rancés v Vil lanueva 
Marqués de Casa-Laiglesia, Senador del Reino, Caballero 
Gran Cruz de su Real y distinguida Orden de Cárlos III v 
Caballero de primera clase de la Orden Civil de Beneficencia 
de España , Caballero Gran Cruz de la Orden Pontificia de 
San Gregorio el Magno, Caballero de primera clase de la Real 
Orden del Agui la Roja de Prusia, Gran Cruz de las Reales Or-
denes de la Corona de Italia, de Federico de Wurttember«- y 
de Alberto el Valeroso de Sajonia,- de las Gran D u c a l e s V e 
Fel ipe el Magnánimo de Hesse Darmstadt , del Halcón Blanco 
de Sajorna ^Veimar y de la Corona de Vandalia de Mecklem-
burgo Shwerin, y de la Ducal de Adolfo de Nassau, Gran Cruz 
del León y el S o l d é Persia, etc., etc., etc., su Enviado Ex-
traordinario y Ministro Plenipotenciario cerca de S. M la 
Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña é I r landa. 

S. M. la Reina del Reino Unido de la Gran Bre taña é Ir-
landa al muy Honorable Roberto Arturo Talbot Gascovne Ce-
cil, Marqués y Conde de Salisburv, Vizconde Granborne Dor-
set y Barón Cecil de Essendine, Par del Reino Unido Miem-
bro del muy Honorable Consejo privado de S. M. v su princi-
pal Secretario de Estado para los Negocios ex t ran jeros . 

Quienes después de haberse comunicado sus plenos pode-
res respectivos y de hallarlos en buena y debida fo rma , han 
convenido en los artículos siguiente^: 

Art. Io S. M. el Rey de España se obliga á en t regar en las 
c i rcunstancias y con las condiciones estipuladas en el presen-



te Tratado, todas las personas, con excepción de sus propios 
subditos, y S. M. la Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña 
¿ I r landa , se obliga á entregar en las mismas circunstancias 
y con las mismas condiciones, todas las personas que habien-
do sido encausadas ó sentenciadas por los Tribunales de una 
de las dos altas Partes contratantes por los crímenes ó delitos 
enumerados en el art. 2o, y cometidos en su territorio, sean 
halladas en el territorio de la otra. 

Art. 2o Se concederá recíprocamente la extradición por los 
siguientes crímenes ó delitos: 

Io Asesinato, parricidio, infanticidio, envenenamiento ó 
tentativa de asesinato. 

2" Homicidio. 
3o Aborto. 
4o Violación. 
5o Atentado contra el pudor, consumado ó intentado sobre 

persona de uno ú otro sexo menor de doce años. 
6o Secuestro, robo, abandono, exposición ó retención ile-

gal de niños. 
7o Sustracción de menores. 
8o Bigamia. 
9o Heridas ó lesiones corporales graves. 
10. Desacato ó violencia contra Autoridades, Magistrados 

ó funcionarios públicos. 
11. Amenazas verbales ó escritas con intención de robar 

dinero ó valores. 
12. Falso testimonio y soborno de testigos, peritos ó in-

térpretes. 
13. Incendio voluntario. 
14. Hurto y robo. 
15. Abuso de confianza ó defraudación por un banquero, 

comisionista, administrador, tutor , curador, liquidador, síndi-
co, funcionario público, director, miembro ó empleado de una 
sociedad ó por cualquier otra persona. 

16. Estafas, ocultación f raudulenta de dinero, valores ú. 
objetos muebles y adquisición de los mismos con conocimiento 
de que han sido ileg-almente obtenidos. 

17. (a) Fabricación y expendicion de moneda falsa ó al-
terada. 

(b) Falsificación de documentos ó empleo de los mismos; 
falsificación de los sellos del Estado, punzones, t imbres ó pa-
pel sellado ó empleo de sellos, punzones ó timbres falsificados. 

(c) Fabricaciou ilegal de instrumentos para la falsifica-
ción del cuño de la moneda. 

18. Quiebra fraudulenta. 
19. Actos cometidos con intención de poner en peligro la 

vida de los viajeros en un tren de camino de hierro. 

20. Destrucción ó deterioro de cualquiera propiedad mue-
ble é inmueble penados por la Ley. 

21. Crímenes que se cometan en la mar. 
(a) Piratería. 
(b) Destrucción ó pérdida de un buque causada intenciona-

damente ó tentativa y conspiración para dicho objeto. 
(ic) Rebelión ó conspiración por dos ó más personas para 

rebelarse contra la autoridad del Capitan á bordo de un buque 
en alta mar. 

22. Trata de esclavos con arreglo á las leyes de cada uno 
de ambos Estados respectivamente. 

La extradición tendrá también lugar por complicidad en 
cualquiera de los crímenes y delitos enumerados en este ar-
tículo, con tal de que sea punible por las leyes de ambas Par-
tes contratantes. 

3o El presente Tratado será aplicable á los crímenes y de-
litos cometidos anteriormente á su celebración, pero en ningún 
caso podrá la persona que haya sido entregada, en virtud de 
sus estipulaciones, ser encausada por ningún otro crimen ó 
delito cometido en el país que la reclama que aquél por el cual 
se concedió la extradición. 

Art. 4o Xo se hará la entrega de persona a lguna si el de-
lito por que se pide su extradición es de carácter político, ó si 
dicha persona prueba á satisfacción de la Autoridad compe-
tente del listado donde se halla que la demanda de entrega 
ha sido hecha en realidad con objeto de perseguirla ó casti-
garla por un delito de carácter político. 

Art. 5o En los Estados de S. M. el Rey de España, cqn ex-
cepción de las Provincias ó posesiones de Ultramar, el proce-
dimiento para pedir y obtener la extradición será el siguiente: 

El Representante-diplomático de la Gran Bretaña dirigirá 
al Ministro de Estado, con la demanda de extradición, una co-
pia auténtica y legalizada de la sentencia ó del auto de prisión 
contra la persona acusada, estableciendo claramente el crimen 
ó delito por el cual se procede contra el fugitivo. 

A este documento judicial se acompañarán, si es posible, 
las señas de la persona reclamada y cualesquiera otras noti-
cias ó datos que puedan ser útiles para identificarla. 

Estos documentos serán comunicados por el Ministro de 
Estado al de Gracia y Justicia, por cuyo Ministerio, después 
de examinados y de reconocer que hay lugar á la extradición, 
se expedirá una Real orden concediéndola y ordenando el ar-
resto de la persona reclamada y su entrega á las Autoridades 
británicas. 

En virtud de dicha Real orden, el Ministro de la Goberna-
ción adoptará las medidas oportunas para el arresto del fugi-
tivo; y verificado que sea, será éste puesto á disposición del 



Representante diplomático qae pidió su extradición y condu-
cido hasta el puerto de mar, donde para hacerse cargo de él, 
se halle el Comisionado al efecto por el Gobierno de S. M. bri-
tánica. . \ 

En el caso de que los documentos suministrados por este 
Gobierno para la identificación de la persona reclamada, ó de 
que los datos obtenidos por las Autoridades españolas con el 
mismo fin se considerasen insuficientes, se dará inmediato avi-
so de ello al Representante diplomático de la Gran Bretaña, 
quedando detenida la persona arrestada hasta que el Gobierno 
británico haya suministrado nuevas pruebas para establecer 
la identidad de aquélla ó. para esclarecer cualquiera otra difi-
cultad relativa al exámen y resolución del asunto. 

Art, 6o En los Estados de S. M. británica, con excepción 
de las Colonias ó posesiones extranjeras, el procedimiento para 
pedir y obtener la extradición, será el siguiente: 

(a.) E n el caso de una persona, acusada, la demanda será 
dirigida al principal Secretario de Estado de S. M. británica 
para los Negocios extranjeros por el Representante diplomáti-
co de España. A dicha demanda acompañará un auto de pri-
sión ú otro documento judicial equivalente, expedido por un 
Juez ó Magistrado competentemente autorizado para conocer 
en la causa formada al acusado en España, y las declaraciones 
hechas con arreglo á las leyes ante dicho Juez ó Magistrado 
manifestando claramente el crimen ó delito de que se le acu-
sa; y por último, si es posible, las señas de la persona recla-
mada y cualesquiera otros datos que puedan ser útiles para 
establecer su identidad. 

Dicho principal Secretario de Estado, trasmitirá los docu-
mentos enunciados al principal Secretario de Estado de S. M. 
británica para los negocios interiores <Home Department), 
quien por una orden de su puño y provista de su sello somete-
rá 1a. demanda de extradición á un Magistrado de policía de 
Lóndres, requiriéndole que expida, si há lugar, un mandato 
de prisión contra la persona reclamada. 

Este Magistrado expedirá el mandamiento requerido, si las 
pruebas presentadas fuesen en su opinion bastantes á justifi-
car igual medida, en el supuesto de haberse cometido el cri-
men ó delito en el Reino Unido. 

Verificada la aprehensión de la persona reclamada, se la 
conducirá ante el Magistrado que dictó el auto de prisión ó 
ante cualquiera otro Magistrado de policía de Lóndres. 

Si las pruebas presentadas justificasen con arreglo á la Ley 
de Inglaterra la formacion de causa al detenido en el caso de 
que el acto, por el cual se le acusa, hubiese sido cometido en 
el Reino Unido, el Magistrado de policía ordenará su prisión 
hasta que el Secretario de Estado expida la orden para que la 

extradición se verifique, y dirigirá inmediatamente á éste cer-
tificación de que así lo ha hecho, juntamente con un informe 
sobre el asunto. 

A la terminación de un plazo, que no podrá exceder de 
quince días desde que se ordenó la prisión y sujeción á juicio 
del preso, el Secretario de Estado mandará, por medio de una 
orden de su puño y provista de su sello, que sea aquél entre-
gado a Comisionado autorizado para recibirlo por el Gobierno 
español. 

( b.) E n el caso de una persona condenada, el procedimien-
to sera el mismo que queda indicado, salvo que el auto ó man-
dato que haya de ser presentado por el Representante diplo-
mático de España en apoyo de la demanda de extradición, ex-
presara claramente el crimen ó delito por el que la persona re-
c amada haya sido condenada, mencionando al mismo tiempo 
el lugar y fecha de la sentencia. 

La prueba que en ese caso deberá ser presentada al Magis-
trado de policía, ha de ser de naturaleza que establezcá que, 
según la ley de Inglaterra, el detenido ha sido condenado pol-
la infracción de que se le acusó. 

(c.) Los sentenciados en rebeldía ó in contumaciam se 
consideraran para los efectos de la extradición como acusados 
y serán entregados en este concepto. 

Después de verificada por mandato del Magistrado de poli-
cía la prisión de la persona acusada ó condenada hasta que el 
Secretario de Estado expida la orden de extradición, dicha per-
sona tendrá el derecho de reclamar un mandato de Ilabeas 
Corpus, bi hiciese uso de este derecho, la extradición se diferi-
rá hasta que el Tribunal falle sobre el incidente, y no podrá 
llevarse á cabo si no cuando el fallo sea adverso al reclamante 
En este caso el Tribunal podrá mandar, sin la órden de un 
»Secretario de Estado, la inmediata entrega del acusado al Co-
misionado autorizado para hacerse cargo de él, ó mantenerle 
en prisión hasta que dicha órden del Secretario de Estado sea 
expedida. 

Art, 7o Los autos, mandatos, declaraciones juradas, ex-
pedidos ó tomados en los Estados de una de las' altas Partes 
contratantes, las copias de esos documentos, así como las cer-
tificaciones ó documentos judiciales en que se funde la conde-
na serán recibidos como pruebas en el procedimiento de los 
Estados de la otra, si están provistos de la firma ó de la certi-
ficación de un Juez, de un Magistrado ó de un funcionario del 
país en que hayan sido expedidos ó tomados, y siempre que 
dichos autos, mandatos, declaraciones, copias, certificaciones 
y documentos judiciales sean certificados por el juramento de 
un testigo ó por el sello oficial del Ministro de Gracia v Just i-
cia o a lgún otro Ministro de la Corona. 



Art. 8" Todo criminal fugitivo podrá ser detenido por man-
dato de cualquier Magistrado de policía, Juez de paz ó muni-
cipal ú otra Autoridad competente en cada uno de los dos Es-
tados, expedido en virtud del informe, demanda, prueba o to-
do otro acto de procedimiento que en opinion de la Autoridad 
que expidiere el mandato fuese bastante á justificar éste, si el 
crimen ó delito hubiese sido cometido ó la persona hubiese si-
do condenada en la parte de los Estados de ambos contratan-
tes en que el Magistrado, Juez de paz ú otra Autoridad com-
petente ejercen jurisdicción; á condicion, sin embargo, en el 
Reino Unido, de que se haga comparecer al acusado tan pron-
to como sea posible ante un Magistrado de policia.de Londres. 

Así en España como en el Reino Unido el detenido con ar-
reglo á este artículo, será puesto en libertad si en un término 
de treinta dias no ha sido formulada demanda de extradición 
por el Representante diplomático "de su país, con arreglo á las 
estipulaciones de este Tratado. 

La misma regla se aplicará á los casos de personas acusa-
das ó condenadas por cualquiera de los crímenes ó delitos es-
pecificados en este Tratado y cometidos en alta mar á bordo 
de un buque de uno de los dos países que llegase á un puerto 
del otro. . , . . - , • • 

Art. 9o Si el criminal fugitivo constitituido en prisión no 
ha sido entregado cuando hayan trascurrido dos meses des-
pués de haber sido expedida la orden de prisión ó dos meses 
después del fallo del Tribunal negativo de su reclamación de un 
mandato de Ilabeas Corpus en el Reino Unido, será puesto en 
libertad, á menos que haya causa suficiente para lo contrario. 

Art. 10. E n las provincias de Ultramar, Colonias y demás 
posesiones de las dos altas Partes contratantes, el procedi-
miento será el siguiente: 

La demanda de extradición del criminal fugitivo que se 
hubiese refugiado en una Provincia ul t ramarina, colonia ó 
posesion de una de las dos Partes contratantes, se dirigirá al 
Gobernador ó á la Autoridad superior de dicha provincia, co-
lonia ó posesion por el Agente consular de mayor categoría 
del otro Estado en dicha provincia, colonia <3 posesion; ó si el 
criminal se ha fugado de u n a provincia ul t ramarina, colonia 
ó posesion del Estado en cuyo nombre se pide la extradición 
por el Gobernador ó Autoridad superior de esta Provincia, 
colonia ó posesion. 

En estos casos se observarán, en cuanto sea posible, las 
disposiciones del presente Tratado por los respectivos Gober-
nadores <5 Autoridades superiores; pero se reserva á éstos la 
facultad de conceder la extradición ó de someter la resolución 
del caso á los Gobiernos de sus respectivos países. 

Art. 11. E n los casos en que fuese necesario, el Gobierno 

español será representado ante los Tribunales británicos por 
los Oficiales legales de la Corona y el Gobierno británico ante 
los Tribunales españoles por el Ministerio fiscal. 

Los Gobiernos respectivos prestarán asistencia á los repre-
sentantes diplomáticos que 1a. reclamen para la custodia y se-
guridad de las personas sujetas á extradición. 

Art 12. No se dará curso á la demanda, de extradición 
cuando la persona reclamada buhiese sido juzgada por el mis-
mo crimen ó delito en el Estado, al cual aquella demanda se 
dirija, ni tampoco cuando después de-los actos que constitu-
yen el crimen ó delito de que se le acuse, después de la acusa-
ción ó después de la condena, tenga derecho al beneficio de la 
prescripción, según las leyes de dicho Estado. 

Art. 13. Cuando la persona reclamada por una de las Altas 
Partes contratantes, en virtud del preseute Tratado, fuese re-
clamada asimismo por uno ó varios otros Estados, á 'causa de 
crímenes ó delitos cometidos en sus territorios respectivos, su 
extradición se rá concedida al Estado, cuya demanda sea de 
fecha anterior, á ménos que exista entre los diferentes Gobier-
nos un arreglo para determinar la preferencia, ya por la gra-
vedad del crimen ó delito, ya por cualquier otro motivo. 
, 1

Ar . t: Cuando la persona reclamada estuviese eucausada 
ó hubiese sido condenada por un crimen ó delito cometido en 
el Estado en que se hubiese refugiado, su extradición podrá 
diferirse hasta que haya sido puesta en libertad con arreglo á 
las leyes. 

En el caso de que dicha persona reclamada se hallase acu-
sada ó detenida en el país en que se hubiese refugiado por 
obligaciones contraídas respecto de personas particulares, la 
extradición se llevará, sin embargo, á cabo. 

Art. 15. Si la Autoridad competente lo dispusiese así, los 
o'bjetos hallados en poder de la persona reclamada, serán apre-
hendidos para ser entregados con ella cuando la extradición 
se verifique. Compréndense eu esta disposición, no sólo los ob-
jetos robados ó procedentes de quiebra fraudulenta, sino tam-
bién cualesquiera otros que pudiesen servir para la comproba-
ción del crimen ó delito. 

Dichos objetos serán igualmente entregados después de ser 
acordada la extradición, si no se pudiera llevar ésta á cabo por 
la fuga ó 1a. muerte de la persona reclamada. 

Lo dispuesto en el presente artículo se entiende sin perjui-
cio del derecho de terceros. 

Art. 16. Las altas Partes contratantes renuncian al reem-
bolso de los gastos ocasionados por éllas para la detención, 
manutención y conducción hasta su frontera, de las personas 
entregadas, conviniendo en sufragar cada una dichos gastos 
en sus territorios respectivos. 
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Art. 17. El presente Tratado será ratificado y las ratifica-
ciones se canjearán en Londres tan pronto como sea posible. 

Empezará á regir diez días después de verificada su publi-
cación, con arreglo á las leyes de los Estados respectivos, y 
cada una de las Partes contratantes podrá en cualquier tiem-
po darlo por terminado, participando á la.otra su intención de 
hacerlo así con seis meses de anticipación. 

E n fé de lo cual, los respectivos Plenipotenciarios lo han 
firmado y sellado con el sello de sus armas. 

Hecho en Londres á 4 de Junio de 1878.—(L. S.)—Marqués 
de Casa-Laiglesia.—(L. S . )—Sa l i s lu ry . 

Este convenio ha sido debidamente ratificado, y las ratifi-
caciones canjeadas en Londres el dia 21 de Noviembre de 1878. 

K E A L D E C R E T O M A N D A N D O C U M P L I R Y ( B S E R V A R L A D E C L A R A C I O N FIRMADA 

POK E L M I N I S T R O DE S . M . E N L O N D R E S EL 2 7 D E D I C I E M B R E DE 1 8 5 9 , 

F.N V I R T U D D E LA C U A L S E E S T A B L E C E E N T R E E S P A Ñ A Y LA G R A N B R E T A 

Ñ A E L A R R E S T O Y E N T R E G A R E C Í P R O C A D E M A R I N E R O S D E S E R T O R E S DE 

B U Q U E S M E R C A N T E S D E A M B O S P A Í S E S . 

EXPOSICIÓN Á S . M . 

Señora: el dia 27 de Diciembre de 1859, firmó en Lóndres 
D. Javier de Istúriz, Enviado Extraordinario y Ministro Ple-
nipotenciario de V. M. en aquella Corte, una declaración para 
el arresto y entrega recíproca de los marineros desertores de 
buques mercantes de España y del Reino Unido de la Gran 
Bretaña é Irlanda, y el 23 de Enero del presente año firmó 
S. M, británica, y mandó publicar como ley, un decreto ha-
ciendo extensiva á España la ley de 1852, relativa á la entre-
ga de desertores de buques mercantes extranjeros. 

En su consecuencia, y con igual objeto, el Ministro que 
suscribe, tiene la honra de someter á la aprobación de V. M. 
el adjuuto proyecto de decreto. Madrid 19 de Abril de 1860.— 
Señora: A L. R. P. de V. M.—El Ministro de Estado.—Fir-
mado.—Saturnino Calderón Collantes. 

REAL. DECRETO. 

Por cuanto el dia veintisiete de Diciembre de mil ochocien-
tos cincuenta y nueve, firmó en Lóndres mi Enviado Extraor-
dinario y Ministro Plenipotenciario en aquella Corte una de-
claración para el arresto y entrega recíproca de los marineros 
desertores de buques mercantes de España y del Reino Unido 
de la Gran Bretaña é Irlanda, cuyo texto literal es el que si-
gue: E l infrascrito Enviado Extraordinario y Ministro Pleni-
potenciario de S. M. C., en virtud de orden que ha recibido de 
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su Gobierno, está autorizado para hacer la declaración si-
guiente: Los Cónsules generales, Cónsules y \ icecónsules del 
Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda en España y sus 
posesiones, podrán hacer arrestar y enviar, sea á bordo, sea a 
su país, los individuos de las tripulaciones de los buques mer-
cantes británicos que hubiesen desertado de los mencionados 
buques. Para este efecto acudirán á las Autoridades locales 
competentes, y justificarán con los registros del buque y el 
rol de tripulación, ó con copia de dichos papeles, debidamente 
certificados por ellos mismos, ó con otros documentos oficia-
les, que los individuos que reclaman hacían parte de la expre-
sada tripulación. E n vista de esta demanda, apoyada de este 
modo, no podrá ser negada la entrega. Se dará toda clase de 
ayuda y asistencia á los Cónsules y Vicecónsules de la Gran 
Bretaña para el descubrimiento y arresto de los dichos deser-
tores. Si el desertor hubiese cometido además algún delito en 
tierra, su entrega podrá ser diferida por las Autoridades loca-
les hasta que el Tribunal competente haya pronunciado d e b -
damente su sentencia por este delito y esta sentencia haya re-
cibido cumplimiento. De esta declaración quedan exceptuados 
los individuos de la tripulación que sean subditos españoles, 
á menos que havan adquirido carta de naturaleza en otro país. 
E l Gobierno de S. M. C. se obliga á dar á la presente declara-
c i ó n fuerza de ley internacional.—Lóndres veintisiete de Di-
ciembre de mil ochocientos cincuenta y nueve.—Firmado.— 
Javier de Istúriz.—Y habiendo S. M. británica aceptado estas 
estipulaciones por medio de un decreto firmado en Lóndres el 
veintitrés de Enero del presente año.—Por tanto, tomando en 
consideración las razones que me lia expuesto mi primer Se-
cretario de Estado, y de acuerdo con el parecer del Consejo de 
Ministros, vengo en resolver que la referida declaración firma-
da en Lóndres y aceptada por S. M. británica, para el arresto 
v entrega recíproca de marineros desertores de buques mer-
eantes de España y del Reino Unido de la Gran Bretaña é I r -
landa, se cumpla y observe puntualmente en todos y cada uno 
de sus artículos, y se considere en toda su fuerza y vigor para 
los efectos que en la misma se expresan, desde el 24 de Enero 
último, en cuyo dia fué mandado cumplir por S. M. británica. 
Dado en el Palacio de Madrid á diez y nueve de Abril de mil 

ochocientos sesenta.—Hay una rúbrica.—El Ministro de Es-
tallo.—Firmado.—Saturnino Calderón Collantes. 

Traducción del decreto de S. M. británica, firmado en Lón-
dres el 23 de Enero de 1860. 

Presidiendo el Consejo S. M. la Augusta Reina. 
Por cuanto en virtud de la ley socre desertores extranjeros 

(Foreign Desertors Act) de 1852, está prevenido que siempre 
que se haga presente á S. M. que se facilitarán los medios de-



m e r S l * g T y P r e n d e r , o s m a r i » e r o s desertores de buques 
mercantes ingleses en territorio de cualquier Potencia ex t ran-
je ra , b. M por orden dada en Consejo, en que se exprese oue 

a n n ^ e . n ' O S S e p r 0 p 0 r C Í O n a U 6 P™Po>-cionaJrán, podró decTa! 
raí que los marineros, no siendo esclavos, que deserten de bu-
ques mercantes pertenecientes á súbditos de tal Potencia ex-
t ranjera , cuando se hallasen en los dominios de S. M la Rei-
na estaran sujetos á ser aprehendidos y conduc idos ' á bordo 
de sus respectivos buques, y podrá l imitar el efecto de tal ór-
l n l í t n f r q U e e l f T t f : d e é s t a s e ^ j e t e á las condiciones y 

» l e n t e s C a S 0 a b e r a l g U n 0 S ' q u e s e c r e y e r e n c o n ™ 

Ahora por tanto S M., en virtud del poder con que se ha-
11a investida por la dicha ley sobre desertores ext ranjeros de 

d , c t á m e n de su consejo privado, t iene á 
J , , dar y declarar, y por la presente m a n d a v declara 
q u e desde y después de la publicación de ésta en Gaceta de 
Londies los marineros, no siendo esclavos ni súbditos ingleses 
que dentro de los dominios de S. M. la Reina desertaren de 
cuques mercantes pertenecientes á súbditos de S. M. la Reina 
de España, estarán sujetos á ser aprehendidos y conducidos á 

ríníern L S U S f S p e c t Í V
+ ° S b u ? n e s ' s i ^ p r e con tal que, si cual-

quiera de estos desertores ha cometido a lgún crimen en los 
M

T ' - ? U e d < í S e r d e t e n Í d 0 b a s ? a t a i l t o h a y a 
® l d ° J f g : a d o P o r Tr ibunal competente y has ta que se hava lle-
vado a efecto su sentencia (si recayera a lguna) . 
q m H ° n o r a b l e s Lores comisionados del Tesoro de 

i b y • j d e E s t a d o P a r a Jos negocios de la Ind ia , 
en tonse jo darán las disposiciones necesarias en conformidad 
a esta. Wrn. L. Bathurst (Secretario del Consejo privado) 

I T A L I A -

G t r r ä ° J L r a i a r r r i P r 0 r a e * t r a d i c i o n de malhechores en-
de 1868 ' firmad0 e n Madrid el 3 de Junio 

S. M. la Reina de las Españas y S. M. el Rev de Ital ia de-
seando asegurar la represioí de los delitos y queriendo intro-
ducir un sistema de ayuda recíproca para la a L i n i s t r a c i o n de 

la justicia penal , han resuelto de común acuerdo celebrar un 
Convenio, y han nombrado al e f e c t o por sus Plenipotenciarios, 
á ^ c i b c r * 

' " S M la Reina de las Españas al Sr. D. Joaquín Roncali y 
Ceruti , Marqués de Roncali, Caballero Gran Cruz de la Real y 
dist inguida Orden de Cárlos III , de la Real de Isabel a Católica 
v de la de Cristo de Por tugal , su Gentil-hombre de camara 
con ejercicio, Senador del Reino, Ministro del Tribunal Supre-
mo de Justicia v Consejero Presidente de Sección en el Consejo 
de Estado que h a sido, su Ministro de Gracia y Just icia y Tri-
mer Secretario de Estado interino, etc., etc. 

Y S. M. el rey de Italia al Sr. Conde Luis Corti, Comenda-
dor de las Ordenes de San Mauricio y San Lázaro y de la Co-
rona de Italia, Caballero Gran Cruz de la Estrella Polar de 
Suecia, Oficial de la de Leopoldo de Bélgica, etc., etc., su E n -
viado Extraordinario y Ministro plenipotenciario en la Corte 
de S. M. la Reina de las Españas . 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos po-
deres y hallándolos en buena y debida forma, han convenido 
en los artículos siguientes: 

Artículo Io E l Gobierno español y el Gobierno italiano se 
comprometen á entregarse recíprocamente los individuos que 
habiendo sido condenados, ó siendo perseguidos por las Auto-
ridades competentes de uno de los dos Estados contratantes 
por cualquiera de los crímenes ó delitos enumerados en el ar-
tículo 2o siguiente, se hubiesen refugiado en el territorio del 

0 Í Art. 2o La extradición deberá ser concedida por las si-
gu ien tes infracciones de las leyes penales: 

I o Parricidio, infanticidio, asesinato, envenenamiento, ño-

m l 2 0 ' d l Lesiones y heridas voluntarias qeu hayan ocasionado la 
muer te . , 

3° Bigamia, rapto, violacion, aborto procurado, prosti tu-
ción ó corrupción de menores por sus padres ó por otra perso-
na encargada de su custodia, y cualquier abuso deshonesto 
con persona de uno ú otro sexo cuando se use con ella de tuerza 
ó intimidación, ó cuando se halle pr ivada de razón ó de senti-
do. ó cuando ía edad de la persona ofendida, independiente-
mente de estas circunstancias sea elemento constitutivo ó 
ag ravan te de la infracción. . . , 

4o Sustracción, ocultación ó eliminación de un nmo, sus-
titución de un niño por otro ó suposición de un nmo ó u n a 
mu je r que no haya parido. 

5o Incendio. , . . . . 
* 6o Daño causado voluntar iamente en los caminos de hierro 

y en los telégrafos. 



7o Asociación de malhechores, delitos contra la propiedad 
acompañados de homicidio, heridas, lesiones, amenazas y 
otras violencias contra las personas y los hur tos que según las 
leyes respect ivas sean castigados con la privación de la liber-
tad por más de cinco años. 

8 o Fals i f icación ó alteración de monedas, introducción ó 
emisión f r a u d u l e n t a de moneda falsa. Falsificación de rentas 
ó de obl igaciones sobre el Estado, de billetes de Banco ó de 
cualquiera o t ra c lase de efectos públicos, introducción y uso 
de esps mismos t í tulos falsificados. 

Falsificación de Reales disposiciones, de sellos, punzones 
t imbres y m a r c a s de Estado ó de las Administraciones públi-
cas y uso de esos objetos falsificados. 

Falsedad en escr i tura pública ó autént ica, privada, de co-
mercio y ele b a u c a y uso de documentos falsos. 

9o Falso tes t imonio y falsa declaración de peritos, soborno 
de testigos y de peritos, calumnia, siempre que haya tenido 
l u g a r por delitos comprendidos en el presente Convenio. 
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11. Bancaro ta f raudulenta . 
12. Hechos de baratería. 
13. Sedición á bordo de un buque , en el caso dé que los 

individuos que fo rman parte de su tripulación se hayan apode-
rado de dicho b u q u e por fraude ó violencia ó le hayan entre-
gado á-los p i ra t a s . 

f r aude A b U S ° ^ C O n f i a n z a ( a P r o P i a c ion indebida), estafa y 

Por estas infracciones se concederá la extradición si e l va-
lor del objeto robado excede de mil francos. 

15. La extradición será también concedida por toda clase 
de complicidad ó participación en las infracciones que quedan 
mencionadas, y por las tentat ivas de las mismas, las cuales 
const i tuyen del incuencia , con tal que en este último caso la 
pena que h a y a de imponerse llegue al rnénos á t res años de 
prisión. 

Art . 3o La extradición no se concederá j a m á s por los crí-
menes o delitos políticos. 

E l individuo que sea entregado por otra infracción de las 
leyes penales, no podrá en n ingún caso ser j nzgado ó conde-
nado por un c r imen ó delito político cometido anter iormente á 
la extradición, ni por n ingún otro hecho que t enga conexion 
con este cr imen ó delito. 

Asimismo no podrá ser n ingún individuo perseguido ó con-
denado por infracciones anteriores ó posteriores á la que mo-
tive la extradición; sin embargo, habrá lugar á la persecución' 
en aquel caso cuando el procesado, después de absuelto ó con-

denado por sentencia ejecutiva en la causa que dio luga r á la 
extradición, permaneciese voluntar iamente en el país durante 
tres meses, ó ausentándose reg-resare al mismo. 

Art. 4" La extradición no podrá tener lugar si, después de 
los hechos imputados, las diligencias ó la condena, l lega á ve-
rificarse la prescripción de la acción ó de la pena, según las 
leyes del país en el cual el acusado ó reo se haya refugiado. 

Art. 5" En ningún caso ni por n ingún motivo podrán ser 
obligadas las partes contratantes á en t regar sus respectivos 
súbditos. 

Cuando según las leyes vigentes del Estado á que perte-
nezca el culpable t enga lugar la persecución por infracción 
cometida en el otro Estado, el Gobierno de este último deberá 
comunicar las infracciones y los autos y cualquier otro docu-
mento ó aclaración requerida para el proceso, y en t rega rá los 
objetos que consti tuyan el delito. 

Art. 6o Cuando el procesado ó el reo sea extranjero en los 
dos Estados contratantes , el Gobierno que deba conceder la 
extradición informará al del país á que pertenezca el indivi-
duo reclamado, de la demanda que le haya sido dirigida; y 
si este último Gobierno reclama á su vez al acusado para que 
le juzguen sus Tribunales, aquel á quien haya sido dirigida 
la demanda de extradición, podrá á su arbitrio ent regar le al 
Es tado en cuyo territorio se haya cometido el crimen ó delito, 
ó á aquel á que pertenezca dicho individuo. 

Si el procesado ó reo cuya extradición se pide, en confor-
midad con el presente Convenio por una de las dos Par tes con-
t ra tantes , fuese también reclamado por otro ú otros Gobiernos 
por crímenes ó delitos cometidos por el mismo individuo en los 
territorios respectivos, este último será entregado al Gobierno 
cuya demanda t enga la fecha más an t igua . 

Art . 7o Si el individuo reclamado se halla perseguido 6 con-
denado en el país en que esté refugiado, por un crimen ó de-
lito cometido en ese mismo país, su extradición podrá ser dife-
rida hasta que haya sido absuelto en virtud de una sentencia 
definitiva ó sufrido su pena . 

Art. 8o La extradición no se suspenderá porque impida el 
cumplimiento de obligaciones que el individuo reclamado hu -
biese contraído con personas particulares, las cuales podrán 
hacer valer su derecho ante la Autoridad competente. 

Art. 9o La extradición será concedida en vir tud de la de-
manda dirigida por uno de los do3 Gobiernos al otro por la v ía 
diplomática y en virtud de presentación de una sentencia con-
denatoria ó de cabeza de proceso, de un mandamiento de pri-
sión ó de cualquiera otro auto que t enga la misma fuerza que 
este mandamiento, indicándose igualmente en él la na tu ra leza 
y la gravedad de los hechos perseguidos, así como la disposi-



cion penal aplicable a esos hechos. Estos documentos serán 
expedidos originales ó en copia certificada, bien por un Tribu-
nal ó bien por cualquiera otra Autoridad competente del país 
que reclame la extradición. 

Se facilitarán al mismo tiempo, si fuese posible, las señas 
personales del individuo reclamado, ó cualquiera otra indica-
ción que siva para identificar su persona. 

Art. 10. En los casos urgentes, y sobre todo cuando se 
tema la fuga, cada uno de los dos Gobieruos, apoyándose en 
una sentencia condenatoria ó de acusación, ó en un manda-
miento de prisión, podrá, por el medio más rápido y áun por 
telégrafo, pedir y obtener la prisión del acusado 6 del conde-
nado, con la condicion de presentar lo más pronto posible el 
documento cuya existencia se ha supuesto. 

Art. 11. Los objetos sustraídos ó que se encontraren en 
poder del procesado ó reo, los instrumentos y útiles de que se 
haya valido para cometer el crimen ó delito, así como cual-
quiera otra prueba de convicción, serán entregados al mismo 
tiempo que el individuo detenido. También tendrá lugar aque-
lla entrega ó remesa áun en el caso de que, concedida la ex-
tradición, no llegue ésta á efectuarse por muerte ó fuga del 
culpable. 

La remesa de objetos será extensiva á todos los de igual 
naturaleza que el procesado hubiese ocultado ó conducido al 
país donde se refugió, y que fuesen descubiertos con posterio-
ridad. Se reservan, sin embargo, los derechos de tercero sobre 
los objetos arriba dichos, los cuales deberán serle devueltos 
sin gasto alguno después de terminado el proceso. 

Art. 12. Los gastos de arresto; manutención y traslación 
del individuo cuya extradición sea concedida, así como los de 
consignación y trasporte de los objetos que deben ser devuel-
tos ó remitidos en I03 térmiuos del artículo precedente, serán 
sufragados por cada Estado dentro de los límites de sus res-
pectivos territorios. En caso de que se juzgue preferible el 
trasporte por mar, el individuo reclamado será conducido al 
puerto que designe el Gobierno demandante, á cuya costa se-
rán los gastos de embarque. 

Art. 13. Si para el esclarecimiento de un crimen ó delito 
cometido en España ó sus posesiones ó en Italia, fuere nece-
sario oír testigos ó verificar cualquiera otro acto legal de aná-
loga naturaleza por parte de uno de los dos Estados en ter-
ritorio del otro, las Autoridades competentes accederán á los 
exhortos y peticiones que se les dirijan, devolviéndolas legal-
mente evacuadas con arreglo á las leyes del país en que la 
aclaración se intente. 

Esto no obstante, la obligación de acceder á los exhortos y 
a está clase de reclamaciones cesará en el caso en que el pro-

ceclimiento sea intentado contra un súbdito del Gobierno á 
quien se reclama, cuando el hecho que se le imputa no es pu-
nible, según las leyes del país á quien se - reclama el esclare-
cimiento. 

Art. 14. Si en una causa criminal se creyere necesaria la 
comparecencia personal de un testigo, el Gobierno de quien 
dependa explorará su voluntad de acceder á la invitación que 
al efecto hubiere dirigido el otro Gobierno. 

Si los testigos requeridos consienten en partir, recibirán 
los pasaportes necesarios, y los Gobiernos respectivos se en-
tenderán entre sí para fijar la indemnización que, según la 
distancia y el tiempo de la permanencia, habrá de darles el 
Gobierno reclamante, así como la suma que deberá anticipár-
seles. 

En ningún caso podrán ser los testigos detenidos ni moles-
tados durante su estancia forzosa en el lugar donde hayan de 
ser oidos, ni durante su viaje de ida y vuelta por un hecho 
anterior á la demanda de comparecencia. 

Si un testigo durante el viaje ó la permanencia comete un 
crimen ó delito, especialmente' el de falso testimonio, los dos 
Gobiernos se reservan el determinar en cada caso si deberá 
quedar á disposición de las Autoridades competentes en el lu-
gar donde el crimen ó delito h^ya sido cometido, ó si deberá 
enviársele á disposición de las Autoridades judiciales de su 
domicilio. 

Art. 15. Si en algún proceso instruido en uno de los dos 
Estados contratantes fuere necesario proceder al careo del pro-
cesado con delincuentes detenidos en el otro Estado ó adqui-
rir pruebas de convicción ó documentos judiciales que este po-
sea, se dirigirá la súplica por la vía diplomática. 

Siempre que lo impidan consideraciones especiales deberá 
accederse á la demanda con la Gondicion de que en el más 
breve plazo posible sean devueltos á su país originario los in-
dividuos y los documentos reclamados. 

Los gastos de conducción de un Estado á otro de los indi-
viduos y de los objetos arriba expresados, lo mismo que los 
que se ocasionen del cumplimiento de las formalidades estipu-
ladas en el art. 13, serán sufragados por el Gobierno que di-
rigió la demanda. 

Art. 16. Los dos Gobiernos se comprometen á notificarse 
recíprocamente las sentencias recaídas sobre los crímenes y ' 
delitos de toda especie que hayan sido pronunciados por los 
Tribunales de uno de los dos Estados contra los individuos 
del otro. 

Esta notificación se llevará á efecto enviando por la vía 
diplomática la sentencia pronunciada en definitiva al Gobierno 
de quien dependa el procesado, para que se deposite en los ar-



chivos del Tr ibunal á quien corresponda. Cada uno de los dos 
Gobiernos dará al efecto las instrucciones necesarias á las Au-
toridades competentes. 

Art. 17. El presente Convenio queda ajustado por cinco 
anos, á partir desde el dia en que se verifique el canje de las 
ratificaciones. En el caso de que seis meses ántes de espirar 
dicho período no haya manifestado ninguno de los dos Gobier-
nos su propósito de hacer cesar sus efectos, permanecerá obli-
gatorio por otros cinco años, y así sucesivamente de cinco en 
cinco años. 

Art. 18. El presente Convenio será ratificado, y las ratifi-
caciones canjeadas en Madrid en el término de tres meses ó 
ántes si fuese posible. 

E n fé de lo'cual los dos Plenipotenciarios lo han firmado 
por duplicado original y han puesto en él el sello de sus a rmas . 

Hecho en Madrid á tres de Jun io de mil ochocientos sesen-
ta y ocho. 

(L. S . )—Firmado.—Él Marqués de lloncali.—CL. S )—Fir-
mado.— Vicente L. Corti. 

Este Convenio ha sido debidamente ratificado v el canje 
^ las ratificaciones ha tenido lugar el dia 13 de Enero de 
1809, no habiéndose verificado dicho acto dentro del plazo 
marcado en el mismo Convenio por circunstancias ' imprevistas . 

« 

Convenio entre España é Italia para fijar los derechos c iv i -
les de los subditos respectivos, y las atribuciones de los 
A g e n t e s c o n s u l a r e s , d e s t i n a d o s á p r o t e g e r l o s , firmado e n 
San Ildefonso el 21 de Julio de 1867. 

A R T Í C U L O R E F E R E N T E Á LA E N T R E G A DE D E S E R T O R E S D E B U Q U E S . 
» 

Art. 22, Los Cónsules generales , Cónsules, Vicecónsules 
y Agentes consulares, podrán hacer arrestar y enviar, sea á 
bordo, sea á su país, los marineros y cualquiera otra persona 
que forme parte de la tripulación de los buques mercantes y 
de guer ra de su Nación que hubiesen desertado de los mismos. 

A este fin deberán dirigirse por escrito á las Autor idades 
ocales competentes, y justificar mediante la presentación de 

los registros de la nave, del rol de la tripulación, de un ex-
tracto de este documento, ó mediante copia autént ica del mis-
mo, si el buque hubiese partido, que las personas que se re-
claman formaban realmente parte de la t r ipulación. 

Jia vista de esta petición así justificada, no' podrá negarse 
la ent rega de tales individuos. ° 

i . ^ darán además á dichos Agentes consulares toda as is -
tencia y auxilio para buscar y arrestar á estos desertores, l o s 

cuales serán reducidos á prisión y estarán mantenidos en las 
cárceles á petición y á expensas "del Cónsul ó Vicecónsul, has-
ta que éste encuentre ocasion de hacerles regresar á su país. 
Es te arresto no podrá durar más de t res meses, pasados los 
cuales, mediante aviso al Cónsul con tres dias de anticipaciou, 
será puesto en libertad el arrestado; y no se le podrá volver á 
prender por el mismo motivo. Esto, no obstante, si el desertor 
hubiese cometido a lgún delito en t ierra, podrá la Autoridad 
ocal diferir la extradición hasta que el Tr ibuna l h a y a dictado 
su sentencia y ésta haya recibido plena y en t e ra ejecución. 

Las al tas Par tes contratantes convienen en que los mari-
neros y otros individuos de tripulación, subditos del país en 
que teng-a luga r la deserción, están exceptuados de la estipu-
lación del presente Convenio. 

x 

M A R R U E C O S . 
Artículos del Tratado de comercio celebrado entre España 

y Marruecos , firmado en Madrid el 20 de Noviembre 
de 1861. 

Art. 9o Cualquiera español que cometa en los dominios 
marroquíes a lgún escándalo, insulto ó crimen que merezca 
corrección ó castigo, será entregado á su Cónsul genera l , Cón-
sules ó Vicecónsules ó Agentes consulares, para que con ar-
reglo á las leyes de España se lo imponga, ó remita á su país 
con la seguridad correspondiente, s iempre que el caso lo re-
quiera. 

Art. 10. E l Cónsul general de España , Cónsules, Vicecón-
sules ó Agentes consulares serán los únicos jueces ó árbitros 
para conocer de las causas criminales, ó pleitos, litigios ó di-
ferencias de cualquier género, así civiles como comerciales, 
que se susciten ent re los súbditos españoles, residentes en 
Marruecos, sin que n i n g ú n Gobernador, Kadí, ú otra cualquier 
Autoridad marroquí pueda mezclarse en éllos. 

M O N A C O . 

Convenio entre S. M. la Reina de España y S A. S. el señor 
Principe de Mónaco, para asegurar la reciproca extradi-
ción de malhechores en los dos paises. 

S. M. la Reina de las Españas y S. A. S. el Sr. Príncipe de 
Mónaco, habiendo resuelto de común acuerdo a jus ta r un Con-
venio para la recíproca extradición de malhechores, que ase-
gure la represión de crímenes y delitos ordinarios, cometidos 



en sus respectivos territorios, y cuyos autores ó cómplices qu i -
sieran sustraerse á la vindicta pública y á la acción de las le-
yes, refugiándose de uno á otro país, h a n nombrado con este 
objeto, por sus Plenipotenciarios, á saber: 

S. M. la Reina de las Españas al Excmo. Sr. D. Alejandro 
Mon, Caballero Gran Cruz de la Real y dis t inguida Orden de 
Cárlos III, de la Imperial de la Legión de Honor de Francia , 
de la de Cristo de Portugal y de la Pontificia de Pió IX; su 
Embajador extraordinario y Plenipotenciario cerca de S. M. el 
Emperador de los franceses. 

S. A. S. el Sr. Príncipe de Monaco á D. Alfredo Cárlos Gas-
tón, Marqués de Bethisy, antiguo Par de Francia , Caballero 
de la Legión de Honor, Gran Oficial de la Real Orden Militar 
de San Mauricio y San Lázaro de Cerdeña, Comendador de 
número extraordinario de la Real y dis t inguida Orden de Isa-
bel la Católica de España, Caballero de la Orden del León 
Neerlandés de los Países Bajos y de la Orden de Malta, etc., 
etcétera. 

Los cuales, después de haber canjeado sus plenos poderes 
y halládolos en buena y debida forma, h a n convenido en lo si-
guiente: 

Artículo I o E l Gobierno español y el Gobierno de Mónaco 
se obligan recíprocamente á entregarse, con la única excep-
ción de sus respectivos súbditos, todos los individuos que de 
España y sus posesiones se refugien en el Principado de Móna-
co y los del Principado de Mónaco que se refugien en España y 
en sus posesiones, acusados ó condenados por cualquiera de 
los delitos previstos en el art. 3o por los Tribunales del país en 
que se haya cometido el delito. 

La extradición se verificará en v i r tud de la reclamación 
que un Gobierno dirija al otro por la via diplomática. 

Art. 2o Los crímenes y delitos políticos quedan exceptua-
dos del presente Convenio. 

Se estipula expresamente que el individuo cuya extradi-
ción sea concedida, no podrá ser en n i n g ú n caso procesado ni 
castigado por crímenes ó delitos políticos anteriores á la ex-
tradición, ni por a lgún hecho que t e n g a conexion con aquellos 
delitos. Tampoco podrá ser procesado ni condenado por delitos 
no previstos en el presente Convenio. 

Art. 3o Los crímenes y delitos que da rán l u g a r á la recí-
proca extradición, son: 

I o Parricidio, asesinato, envenenamiento , homicidio, in-
fanticidio, aborto violento, estupro, a ten tado contra el pudor, 
cometido con violencia ó en persona m e n o r de once años le-
sión corporal ó herida grave que ocasione la muer te , abando-
no de una criatura recien nacida si se verificó con in tención 
de causarle la muerte y muriese con efecto. 

2° Profanación deliberada de la Sagrada Forma de la Eu-
caristía, maltrato de obra á un Ministro de la Religión cuando 
se halle ejerciendo las funciones de su Ministerio. 

3o Incendio voluntario. 
4o Asociación de malhechores, salteamiento de la vía pú-

blica, sustracción con violencia, robo con fuerza en despobla-
do, hurto con escalamiento ó fractura. 

5o Estafa. 
6° Fabricación, introducción ó emisión de moneda falsa ó 

de instrumentos destinados á la fabricación y á l a falsificación. 
Se considera como moneda falsa el papel timbrado del Es-

tado y de los Bancos, y todo documento que represente valo-
resjráblicos y legales que haya sido falsificado. 

7° Falso testimonio y soborno de testigos, falsedad en do-
cumentos públicos, en escrituras de comercio y privadas, per-
jurio y acusación y denuncia calumniosa. 

8" Sustracción cometida por los depositarios coustituidos 
por autoridad pública, cajeros de establecimientos públicos y 
de casas de comercio. 

9o Bancarota fraudulenta. 
Art. 4o Los efectos robados que se encuentren en poder de 

la persona reclamada, ó que se puedan adquirir por habérlos 
ésta depositado en el país en que se haya refugiado, así como 
todos los que puedan contribuir á la comprobacion del delito, 
serán entregados al tiempo de efectuarse la extradición ó cuan-
do fueran habidos. 

Art. 5o Para que sea atendida la demanda de extradición 
debe presentarse acompañada del auto de prisión, ó de cual-
quier otro documento que tenga el mismo efecto, según la 
forma prescrita en la legislación del Estado reclamante, indi-
cándose al mismo tiempo la naturaleza y gravedad del delito y 
la disposición penal que le sea aplicable. A la demanda de ex-
tradición acompañarán las señas personales del acusado, á fin 
de facilitar la captura. 

Art. 6o Si el delincuente reclamado estuviese encausado ó 
sentenciado en el país donde se refugió por crímenes ó delitos 
cometidos en él, se deferirá la extradición hasta que haya sido 
absuelto ó haya cumplido su condena. 

Art. 7o La extradición podrá ser negada, si después de la 
perpetración del crimen, durante la causa ó al tiempo de la 
sentencia, hubiese trascurrido el término de prescripción con 
arreglo á las leyes del país.donde el refugiado se encuentre. 

Art. 8o Siendo obligatorio para el Gobierno español respe-
tar el derecho que adquieren en España ciertos delincuentes á 
ser eximidos de la pena capital cuando se han acogido al asilo 
eclesiástico, se entenderá que si llegase á efectuarse la entre-
ga al Gobierno de Mónaco de algún reo que se halle en este 
caso, no podrá serle impuesta la pena de muerte. 



Como en el estado ac tua l de la legislación de Monaco esta 
pena no os aplicable á n inguno de los reos que disf ru tan en 
España el indicado derecho de asilo, esta declaración se hace 
para el caso de que pudie ra llegar á serlo en lo sucesivo. 

El derecho de asilo deberá acreditarse al tiempo de la en -
t rega de los reos, presentando copia testimonial de las di l igen-
cias judiciales pract icadas con este objeto. 

Art. 9o La extradición no se suspenderá porque impida el 
cumplimiento de obligaciones que el acusado hubiera contraí-
do con particulares, los cuales podrán hacer valer su derecho 
ante la autoridad competente . 

Art. 10. Los puertos de Barcelona y Valencia en los domi-
nios de S. M. la Reina de España, y el puerto de Mónaco en 
el Principado de Mónaco, servirán para depósito y ent rega de 
las personas reclamadas. 

Art. 11. Los gastos q u e ocasionen la captura , encarcela-
ción, custodia, mantenimiento y traslación de los del incuentes 
cuya extradición sea concedida á los depósitos citados por el 
artículo precedente, así como el mantenimiento y custodia de 
los mismos en el punto del depósito por término de dos meses, 
serán de cuenta del Gobierno del país en que el refugiado se 
encuentre . 

La traslación y manutención de los delincuentes desde el 
momento de su en t rega , serán de cuenta del Estado recla-
mante . 

Art . 12. El término de dos meses, fijado en el art ículo an-
terior, empezará á contarse desde el dia en que el Gobierno de 
uno de los dos países ponga en conocimiento del otro que el 
del incuente reclamado se halla á su disposición. 

Art. 13. Si uno de los dos Gobiernos no hubiese dispuesto 
dé la persona reclamada en el período de cuatro meses, conta-
dos desde el dia en que hubiese sido puesto á su disposición, 
la extradición podrá ser negada y el delincuente puesto en li-
bertad. 

Art . 14. Las al tas par tes contratantes se reservan determi-
nar de común acuerdo, y según la gravedad de los casos, las 
formalidades concernientes á la ent rega de los reos y los de-
más pormenores relativos á la ejecución del Convenio. 

Art. 15. Si para la aclaración de un delito cometido en Es -
paña ó sus posesiones, ó en el principado de Mónaco fuese 
necesario oir testigos ó verificar cualquiera otra dil igencia j u -
dicial semejante en cualquiera de los dos Estados cont ra tan-
tes, las Autoridades competentes cumpl imentarán los exhortos 
y peticiones que se les dirijan, devolviéndolas lega lmente eva-
cuadas con arreglo á las leyes del país, en que lá información 
se verifique. 

l isto no obstante, la obligación de acceder á los exhortos y 
demás reclamaciones, cesará en el caso de que los procedi-

mientos se refieran á un subdito del Gobierno á que se dirige 
el exhorto que aún no h a y a sido preso por el Gobierno recla-
man te , y también cuando 'e l cargo que se les hace no es pu-
nible según las leyes del país en que ha de hacerse la infor-
mación. 

Art. 16. Los gastos causados en las diligencias indicadas 
en el artículo anterior, serán satisfechos por el Gobierno re-
clamante con arreglo á las tarifas vigentes en el país en que 
se pract iquen. 

Art. 17. E l presente Convenio empezará á regir diez días 
después de su publicación en la forma prescrita en la legisla-
ción de ambos países. 

Art. 18. Este Convenio queda ajustado por ocho años; pero 
si una de las altas partes contratantes no declarase un ano án-
tes que renuncia á él, se entenderá prorogado y en vigor por 
otro año más, y así sucesivamente. 

Será ratificado y las ratificaciones se canjearán en Par ís en 
el término de cuarenta y cinco dias ó ántes si fuese posible. 

E n fé de lo cual los respectivos Plenipotenciarios han fir-
mado el presente Convenio por duplicado y han puesto en él 
el sello de sus armas. 

E n París á diez y seis de Jun io de mil ochocientos c incuen-
ta y nueve. 

"(L. S . )—Firmado.—Alejandro Mon. 
Este Convenio ha sido ratificado por su Alteza Serenísima 

el Pr íncipe de Mónaco en 20 de Jul io de 1859, y por S. M. la 
Reina en 5 de Febrero de 1860. 

Las ratificaciones se han canjeado en París en 23 de Fe-
brero del mismo año, no habiéndose podido verificar dicho 
acto dentro del plazo fijado en el Convenio por circunstancias 
imprevistas. 

P A I S E S B A J O S . 

Convenio de extradición entre España y los Países Bajos, 
firmada en el H a y a el dia 6 de Marzo de 187'3. 

S. M. el Rey de España y S. M. el Rey de los Países Bajos, 
habiendo resuelto de CQmun acuerdo celebrar un nuevo Con-
venio para la extradición de malhechores, han nombrado con 
dicho objeto por sus Plenipotenciarios, á saber : 

S. M. el Rey de España , á D. J u a u de Silva Tellez Girón, 
Marqués de Arcicollar, Comendador con placa de las Ordenes 
de Cárlos III y de Isabel la Católica, etc. , etc., su Gentil-hom-



bre de Cámara y Enviado Extraordinar io y Ministro P len ipo-
tenciario cerca de S. M. el Rev de los Países Bajos; 

Y S. M. el Rey de los Países Bajos al Barón Gui l le rmo de 
Aecchenen de Rell, Comendador de la Orden del León Neer -
l andés , Caballero de primera clase de la Orden del León de 
Oro de la Casa de Nassau, Gran Oficial de l a Orden de la 
Corona de E n e m a de Luxemburgo , etc. , etc.', su Gen t i l -hom-
bre de Camara y Ministro de Negocios Es t ran je ros , y al S r . 
Enr ique J u a n Smielt, Caballero de la Orden del León Neer -
landés, etc., etc., su Ministro de la Jus t ic ia . 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos po -
deres, hechos en buena y debida forma, han convenido en los 
artículos s iguientes: 

Artículo F E l Gobierno Españo l y el Gobierno de los P a í -
ses Bajos se obligan á en t regarse recíprocamente , s e g ú n las 
reglas determinadas en los ar t ículos siguientes, con excepción 
de sus nacionales, los individuos sentenciados, acusados ó p re -
suntos reos por uno de los delitos más ó rnénos g r a v e s que á 
continuación se expresan, cometidos fuera del terr i tor io de l a 
.Parte a quien se pide la ext radic ión: 

Io Atentado contra la vida del Soberano ó de los ind iv i -
duos de su familia. 

mi 2 en to H ° m Í C Í d Í 0 ' a s o s i ü a t o ' Parricidio, infanticidio, e n v e n a -

3o Amenazas de un a tentado contra las pe r sonas q u e se 
cast iguen con penas graves . F 4 

4o Aborto. 
f Í L í L e d d a S 6 § ' o l P f V ° l u n t a r i o s que hayan ocasionado en -
d e v e i n t L Z T ™ Í a L P a r l t í ^ a j o p e r ' s o n a l d u r a n t e más 

Jo }?- , s 6 1 u e h a J a hab ido premedi tac ión. 

m ^ i d o c l a S e n ° c i a U a l q U Í e i ' ° t r ° a t e n t a d o C ° n t r a e l P u d o r c o " 
Atentado contra las b u e n a s costumbres pxritanrir, f*' 

voreciendo 6 facilitando hab i tua lmen te l a m a k v t f a ó f a cor-' 
rupcion de jóvenes de uno ú otro s e x o , menores de ve in t i ún 

8 o Bigamia. 

d e L nfño t 0 ' ° C u l t a C ¡ 0 n ' p e s i a n , sust i tución d suposición 

10. Sustracción de menores. 
11. Falsificación, alteración ó recorte de la m o n e d a ó m r 

TESREN L A E M I S I O N ¿ S F C I F S . 
12. Falsificación de sellos del Es tado , de bi l le tes ño R ™ 

13. Falsificación de escritura públ ica ó au tén t i ca , de co 

mercio ó de banca , ó de escritura p r ivada , exceptuando las 
falsificaciones cometidas en los pasaportes, hojas de ruta y 
certificados. 

14. Falso testimonio, soborno de testigos, perjurio. 
15. Corrupción de funcionarios públicos, concusion, sus-

tracción ó malversación cometidas por cobradores ó deposita -
rios públicos. 

16. Incendio voluntario. 
17. Destrucción ó deribo voluntario, por cualquier medio 

•que sea, en todo ó en parte de edificios, puentes, diques ó cal-
zadas, ú otras construcciones pertenecientes á un tercero. 

18. Saqueo, inutilización de vituallas ó mercancías, efec-
tos, propiedades muebles, cometidos en. reunión ó cuadril la y 
á viva fuerza. 

19. Pérdida, varamiento, destrucción ó inutilización ilegal 
y voluntaria de buques de alto bordo ó de otras embarcaciones 
(baratería.) 

20. Sublevación y rebelión de los pasajeros á bordo de un 
buque contra el Capitan y de los t r ipulantes contra sus supe- ' 
riores. 

21. El hecho voluntario de haber puesto en peligro un tren 
en un camino de hierro. 

22. Robo. 
23. Es tafa . 
24. Abuso de firma en blanco. 
25. Malversación ó disipación en perjuicio del propietario, 

poseedor ó detentador de bienes ó valores que sólo hayan sido 
entregados á título de depósito ó por un t rabajo asalariado 
(abuso de confianza.) 

26. Bancarrota f raudulenta . 
Se comprenden en las calificaciones anteriores la tentat iva 

y la complicidad, cuando son penables, según la legislación 
del país, al que se pide la extradición. 

Art. 2o La extradición no tendrá luga r : 
I o En el caso de un delito más ó ménos grave cometido en 

un pais, cuando el Gobierno de este país entable la demanda 
de extradición. 

2o Cuando la demanda se motive en el mismo delito más ó 
ménos grave, por el cual ha sido juzgado el individuo recla-
mado en el país al que se pide su entrega, y por cuyo motivo 
ha sido sentenciado y h a obtenido absolución ó sobresei-
miento. 

3o Si ha prescrito la acción ó la pena, según las leyes del 
país, al que se pida la extradición ántes de la detención del 
individuo reclamado, ó si aún no se hubiere verificado la de-
tención ántes de que haya sido citado ante el Tr ibunal que ha 
de oirle. 

PAÍSES BAJOS 



Art. 3o No se verificará la extradición mie'ntras el indivi-
duo reclamado sea perseguido por el mismo delito más ó mé-
nos grave en el país á que se pida la extradición. 

Art. 4o Si el individuo reclamado se halla perseguido ó su-
fre una pena por una infracción distinta de lá que motivó la 
demanda de extradición, su extradición no podrá concederse 
sino después de la terminación del proceso en el país al que se 
pida la extradición, y en caso de sentencia condenatoria hasta 
que haya sufrido la pena ó que haya sido indultado. 

No obstante, si según las leyes del país que pide la extra-
dición, pudiese resultar de esta demora la prescripción de la 
causa, se concederá su extradición, á ménos que consideracio-
nes especiales se opongan á ello, y obligándose á devolver al 
individuo entregado tan pronto como termine el proceso en el 
referido país. 

Art. 5° Queda expresamente estipulado que el individuo 
que se entregue no podrá ser ni perseguido ni castigado en el 
país al que se conceda le extradición por un delito cualquiera 
más ó ménos grave no previsto por el presente Convenio y an-
terior á su extradición, y que tampoco podrá ser entregado por 
semejante delito más ó ménos grave, sin el consentimiento de 
aquél que ha concedido la extradición, á ménos que haya te-
nido la libertad de abandonar de nuevo el antedicho pais du-
rante. un mes después de haber sido juzgado, y en caso de con-
dena después de haber sufrido la pena ó después de haber sido 
indultado. 

Ar. 6" Las disposiciones del presente Tratado no son apli-
cables á las personas, que se han hecho culpables de algún de-
lito más ó ménos grave. La persona que ha sido entregada por 
uno de los delitos comunes más ó ménos graves enumerados 
en el art. Io, no puede, por consiguiente, en ningún caso ser 
perseguida y castigada en el Estado al que se ha concedido la 
extradición por un delito político más ó ménos grave que hava 
cometido ántes de la extradición, ni por un hecho conexo con 
semejante delito político más ó ménos grave. 

Art. 7o La extradición se pedirá por la vía diplomática, no 
se concederá sino mediante presentación en original ó en ' co-
pia auténtica, sea de una sentencia condenatoria, sea de un 
auto mandando formular la acusación {mise en accusation) ó 
remitiendo el conocimiento de la causa á la Justicia represiva 
con mandamiento de prisión, de un mandamiento de prisión 
expedido en las formas prescritas por la legislación del país 
que presenta la demanda é indicando el delito más ó ménos 

aplicable ^ ** ^ ^ C ° r a ° l a d ¡ s P o s i c i o n P e u a l 'I"'5 l e e s 

Art. 8° Los objetos aprehendidos en poder del individuo 
reclamado serán entregados al Estado reclamante, si la Auto-

ridatl competente del Estado á quien se reclama ha ordenado 
su entrega. 

Art. 9o El extranjero cuya extradición se pide por uno de 
los hechos mencionados en el art Io , podrá ser detenido pre-
ventivamente en cada uno de ambos países, según las formas 
y las reglas prescritas por las legislaciones respectivas. 

Art. 10. Mientras se entabla la demanda de extradición por 
la vía diplomática, el extranjero cuya extradición puede soli-
citarse por uno de los hechos mencionados en el art. Io , podrá 
ser detenido preventivamente, según las formas y las reglas 
prescritas por la legislación del país al que se pide la extradi-
ción. 

Podrá pedirse la detención preventiva en España por todo 
Juez de primera instancia, y en los Países-Bajos por todo Juez 
de instrucción, Juez comisario ó todo Oficial de justicia. 

Art. 11. El extranjero detenido preventivamente con arre-
glo á los términos del artículo anterior será puesto en liber-
tad, á no ser que la detención deba continuar por otro motivo, 
si en el término de veinte días después de la fecha de la órden 
de detención preventiva no se ha entablado la demanda de ex-
tradición por la vía diplomática con los documentos exigidos. 

Art. 12. Cuando en la tramitacicn de una causa criminal 
uno de los Gobiernos juzgue necesario oir á testigos que se 
encuentren en el otro Estado, se dirigirá un exhorto para di-
cho fin por la vía diplomática, y se le dará curso observando 
las leyes del país en que los testigos hayan sido invitados á 
comparecer. 

En caso de urgencia podrá también remitirse un exhorto 
directamente por la Autoridad judicial en uno de los Estados 
á la Autoridad judicial en el otro Estado. 

Todo exhorto que tenga por objeto solicitar una audición 
de testigos deberá ir acompañado de una traducción francesa. 

Art. 13. Si en una causa criminal se necesita ó se desea la 
comparecencia personal de un testigo en el otro país, su Go-
bierno invitará al efecto, y en caso de que consienta, se les se-
ñalarán los gastos de viaje y de estancia, según las tarifas y 
los reglamentos vigentes en el país en que la audición deba 
verificarse, salvo el caso de que el Gobierno reclamante crea 
deber señalar al testigo una indemnización más crecida. 
- Ningún testigo, cualquiera que sea su nacionalidad, que 

citado en uno de los dos países comparezca voluntariamente 
ante los jueces del otro país, podrá allí ser perseguido ó dete-
nido por hechos ó condenas criminales anteriores, ni á pretex-
to de complicidad en los hechos objeto de la causa en que figu-
re como testigo. 

Art. 14. Cuando en una causa criminal se juzgue útil ó 
necesario el careo de criminales detenidos en el otro Estado, ó 



bien la comunicación de pruebas convincentes ó de documen-
tos que se encontraren en poder de las Autoridades del otro 
país, se dir igirá la demanda por la vía diplomática y se le da-
rá curso, á no ser que consideraciones especiales se opon-
g a n á ello y con obligación de devolver los criminales y las 
pruebas . 

Art. 15. El ' t ráns i to á t ravés del territorio' de una de las 
Par tes contratantes de un individuo entregado por u n a terce-
ra Potencia á la otra Parte y que no pertenezca al país de t r án -
sito, se concederá á la simple presentación en original ó en 
copia autént ica de uno de los au tos de procedimiento enume-
rados en el art. 7o, con tal que el hecho que sirva de funda -
mento á la extradición sé hal le comprendido en el p resen te 
Convenio y no se refiera á lo previsto en los artículos 2o y 6o 

y que el trasporte se verifique en cuanto á la escolta, con eí 
concurso de funcionarios del país que ha autorizado el t r áns i -
to por su territorio. 

Los gastos de tránsito correrán á cargo del país recla-
mante . 

Art. 16. Los Gobiernos respectivos renunciarán cada uno 
por su parte á toda reclamación para el reintegro de los g a s -
tos de manutención, de trasporte y otros que pudieran resul-
t a r en los límites de sus respectivos territorios por la ext radi -
ción de los presuntos reos, acusados ó sentenciados, así como 
los que resultaren por el cumplimiento de exhortos, por el 
t rasporte y devolución de los cr iminales que hubieren de ser 
careados y por el envío y devolución de pruebas convincentes 
o documentos. 

E n caso de que se juzgue preferible el t rasporte por mar , 
el individuo que ha de ser en t regado será conducido al puerto 
que designe el Agente diplomático consular del Gobierno re-
c l aman te , que pagará los gastos de embarque. 

Art 17. El presente Convenio no regi rá hasta veinte y un 
días después de su promulgación en las formas prescri tas por 
las leyes, de ambos países. 

Desde que se ponga en ejecución cesará de estar en v i ° o r 
e Convenio ele 5 de Noviembre de 1860 y será sustituido ?or 
el presente Convenio, que cont inuará vigente duran te seis 
meses después que haya sido denunciado por uno de ambos 
\ jobiernos . 

Será ratificado y las ratificaciones se canjearán t an pronto 
como sea posible. 1 

E n fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos h a n fir-
mado el presente Convenio y han puesto el sello de sus a rmas . 

° P 0 1 \ d u P l l c a ¿ ° en el H a y a á seis de Marzo de mil 
ochocientos setenta y nueve. 

(L; S.)—Firmado.—Marqués de Arcicolldr.—(L. S . )—Fir-

mido.—Aeechenen de Fell—{L. S.)—Firmado.—Enrique Juan 
Smidt. 

P O R T U G A L . 

Convenio para la recíproca extradición de malhechores en-
tre España y Portugal, firmado en Lisboa el 25 de Junio 
de 18G7. 

S. M. la Reina de las Españas y S. M. el Rey de Por tuga l 
y de los Algarbes, igualmente animados del deseo de promover 
y asegurar el bienestar y la tranquil idad de sus súbditos, y de 
facilitar la recta y pronta administración de justicia; y persua-
didos de que el Convenio celebrado en 8 de Marzo de 1823 p a r a 
la recíproca ent rega de malhechores, -prófugos y desertores del 
servicio militar no han producido los efectos que de él se es-
peraban, han resuelto de común acuerdo celebrar otro Conve-
nio más completo y adecuado á los fines que se habian pro-
puesto las dos altas Par tes contra tantes . 

Con este objeto han nombrado por sus Plenipotenciarios, á 
saber: 

S. M. Católica á D. Miguel de los Santos' Bañuelos, Conde 
d e Bañuelos, Caballero Gran Cruz de la Real Orden de Isabel 
la Católica, Caballero de la ínclita de San J u a n de Je rusa len 
y de la del Santo Sepulcro, Gran Cruz de la de Cristo de Por-
tuga l , de la del Aguila Roja de Prus ia y de la del Mérito de 
Oldemburgo, condecorado con el Gran Nischan-If t i jar de T ú -
nez, Comendador con placa de la Orden de San Luis de P a r m a , 
y de la de San Gregorio Magno de los Estados Pontificios, su 
Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario cerca de 
S. M. Fidelísima, etc., etc., etc. 

Y S. M. Fidelísima á Luis Augusto Rebello da Silva, Pa r 
del Reino, Socio efectivo de la Real Academia de Ciencias de 
Lisboa, Vocal del Consejo general de Instrucción pública, Co-
mendador de la ant igua, muy noble y esclarecida Orden de 
Sant iago, del Mérito científico, literario y artístico; Caballero 
de la m u y an t igua y noble Orden de la Torre y Espada; del 
Valor, Leal tad y Mérito; Gran Oficial de la Orden de San 
Mauricio y San Lázaro de Italia, Comendador de número ex -
traordinario de Cárlos III, etc. , etc., etc. 

Los cuales, después de haber comunicado sus plenos po-
deres y de hallarlos en buena y debida forma, han convenido 
en los artículos siguientes: 

Art. I o E l Gobierno español y el Gobierno por tugués se 
obl igan por el presente Convenio á la recíproca entrega, con 



la única excepción de sus propios súbditos, de todos los indi-
viduos que se hayan refugiado de España y sus provincias de 
Ultramar en Portugal, sus islas adyacentes y provincias ul-
tramarinas, en España y sus dominios de Ultramar, que, como 
autores ó cómplices de cualquiera de los crímenes expresados 
en el art. 3o se hallen acusados ó condenados por los Tribuna-
les de la Nación donde el crimen ó delito deba ser castigado. 

La extradición se verificará en virtud de reclamación de 
los Gobiernos y por la vía diplomática. 
^ Art 2o Cuando el reo ó acusado sea extranjero en los dos 

Estados contratantes, el Gobierno que deba conceder la ex-
tradición informará al del país á que pertenezca el individuo 
reclamado de la demanda que le haya sido dirigida; y si este 
último Gobierno reclama á su vez al culpable para que le juz-
guen sus Tribunales, aquel á quien haya sido dirigida la de-
manda de extradición podrá á su arbitrio entregarle al Estado 
en cuyo territorio se haya cometido el delito ó á aquel á que 
pertenezca dicho individuo. 

Si el reo ó acusado cuya extradición se pide en conformi-
dad con el presente Convenio por una de las dos Partes con-
tratantes, fuese igualmente reclamado por otro ú otros Gobier-
nos por delitos cometidos por el mismo individuo en los térmi-
nos respectivos, será entregado al Gobierno cuva demanda 
t énga l a fecha más antigua. 

Art. 3° La extradición deberá efectuarse cuando se trate 
de individuos acusados ó condenados como autores ó cómpli-
ces de los crímenes y delitos siguientes: 

¿o homicidio voluntario, infanticidio, envenenamiento, 
.o lesiones corporales graves, aborto. 
3° Violación, estupro, rapto violento ó cualquier abuso 

deshonesto con persona de uno ú otro sexo, cuando se use con 
ellas de fuerza ó intimidación, ó cuando se hallen privadas de 
razón ó de sentido, ó cuando su edad diere al abuso el carác-
ter de delito grave según las legislaciones respectivas, aunque 
»«concurra ninguna otra de aquéllas circunstancias. 

bitraria ' ^ h U r t ° ' e n c a r c e l a c i o n Pavada, detención ar-

5o incendio voluntario, daño en los caminos de hierro de 
que resulte ó pueda resultar peligro para la vida de los pasa-
jeros, daño en los telégrafos. 

6o Sustracción y ocultación de menores, parto supuesto, 
usurpación del estado civil, bigamia. 

i Peculado y concusion, prevaricación, malversación de 
-caudales, cohecho, soborno y corrupción. 

« falsificación, comprendiéndose en élla la venta de do-
C r f d ¡ t 0 fa, l so,s ' l a ^ " c a r i e n y expendido« de 

moneda falsa, el uso y la fabricación de instrumentos destina-

dos á hacer dicha moneda ó títulos de la Deuda, ó billetes de 
Banco, ó cualquier papel que circule como moneda, la fabri-
cación ó falsificación de cuños oficiales destinados á marcar 
objetos de oro ó plata y á hacer sellos de Correos, y la falsifi-
cación de éstos y de cualesquiera otros timbres y sellos del 
Estado, falsificación de cualquier documento público ó privado 
que por su naturaleza cause ó pueda venir á causar perjuicio, 
falso testimonio. 

9o Soborno de testigos, estafa, quiebra fraudulenta, bara-
tería, tráfico de esclavos. 

10. Además de las infracciones mencionadas dará derecho 
á la extradición el delito frustrado con relación á las mismas. 

No se concederá, sin embargo, la extradición en ningún 
caso cuando el delito consumado ó frustrado sólo merezca pe-
na correccional, según los principios generales de la legisla-
ción penal vigente en cualquiera de los dos países. 

Art. 4° Para que pueda concederse la extradición es indis-
pensable la presentación de testimonio de la sentencia conde-
natoria ó del auto motivado de prisión expedido por el Tribu-
nal competente, y extendido según las leyes del país cuyo Go-
bierno reclama la extradición, y acompañada de la declaración 
de las circunstancias del crimen ó delito, añadiéndose, si fue-
se posible, las señas personales del reclamado y todas las indi-
caciones á propósito para reconocer su identidad. 

Art. 5" Los objetos sustraídos ó que se encontraren en po-
der del reo ó acusado, los instrumentos y útiles de que se hu-
biese valido para cometer el delito, así como cualquiera otra 
prueba de convicción, serán entregados al mismo tiempo que 
el individuo detenido. / • 

También tendrá lugar aquella entrega ó remesa áun en el 
caso de que, concedida la extradición, no llegue ésta á efec-
tuarse por muerte ó fuga del culpable. 

La remesa de objetos será extensiva á todos los de igual 
naturaleza que el proceso hubiere ocultado ó conducido al país 
donde se refugió y que fuesen descubiertos con posterioridad. 
Se reservan, sin embargo, los derechos de tercero sobre los 
objetos arriba dichos, los cuales deberán serle devueltos sin 
gasto alguno después de terminado el proceso. 

Art. 6o Los desertores de los cuerpos del Ejército y de la 
Armada de España y Portugal serán recíprocamente entrega-
dos siempre que uno de los dos Gobiernos entable ante el otro 
por la vía diplomática la reclamación competente, acompañada 
de copia de la sentencia del Consejo de Guerra. 

Las disposiciones del presente artículo son aplicables ex-
clusivamente á los súbditos de la Nación reclamante. 

Art. T Los gastos de captura y custodia, manutención y 
conducción hasta la frontera de los individuos á cuya extradi-



cion se acceda, serán de cuenta del Gobierno en cuyo territo-
rio se halle refugiado el reo. 

Art. 8o Los individuos reclamados que estén encausados á 
consecuencia de crímenes cometidos en el país donde se hayan 
refugiados, no serán entregados sino después de juzgados "de-
finitivamente; y en el caso de ser condenados, después de cum-
plida la pena que se les haya impuesto. 

Los que hayan sido condenados por crímenes perpetrados 
en el país donde se han refugiado, sólo serán entregados des-
pués de cumplida la condena. 

Art. 9o Los individuos entregados en virtud del presente 
Convenio no podrán ser procesados por n ingún crimen ante-
rior distinto del que haya motivado la extradición, á no ser 
que el crimen esté comprendido en el art. 3o y haya sido per-
petrado con posterioridad á la celebración de este Convenio. 

Art. 10. En ningún caso se concederá la extradición por 
crímenes ó delitos políticos ó por hechos que tengau conexion 
con dichos crímenes ó delitos. 

Los individuos cuya extradición haya sido concedida como 
reos de algunos de los crímenes ó delitos comunes expresados 
en el art . 3o, no podrán en caso alguno ser juzgados ni casti-
gados por crímenes ó delitos políticos ó por hechos que tengan 
conexion con éstos anteriores á la extradición. 

Art. 11. La extradición no se suspenderá porque impida el 
cumplimiento de obligaciones que el individuo reclamado hu-
biese contraído con personas particulares, las cuales podrán 
hacer valer su derecho ante la Autoridad competente. 

Art 12. En los casos urgentes, y sobre todo cuando se 
tema la fuga , cada uno de los dos Gobiernos, apoyándose en 
una sentencia condenatoria, ó en el auto de prisión expedido 
contra el reo, ó en cualquier otro documento que tenga al mé-
nos la misma fuerza que dicho auto, podrá por el medio más 
rápido, y áun por telégrafo, pedir y obtener la prisión del con-
denado o acusado, con la condicion de presentar lo más pronto 
posible el documento cuya existencia se ha supuesto. 

Art. 13. La extradición no será de modo alguno concedida 
cuando, según la legislación dehpaís donde se halle refugiado 
el reo, haya prescrito la pena ó acción criminal. 

Art. 14. Cuando en la prosecución de a lguna causa crimi-
nal iniciada en uno de los dos países se estime necesaria la 
declaración de testigos residentes en el otro, se dirigirá con 
este objeto, por la vía diplomática, un interrogatorio á que se 
dará curso, observándose las leyes de la Nación donde hayan 
de prestar su declaración los testigos. 

Los dos Gobiernos renuncian á cualquier reclamación que 
tenga por objeto la devolución de los gastos procedentes del 
cumplimiento del interrogatorio. 

Art. 15. Si en una causa criminal se creyese necesaria la 
comparecencia personal de un testigo, el Gobierno de quien 
éste dependa explorará su voluntad de acceder á la invitación 
que al efecto hubiese dirigido el otro Gobierno. 

Si los testigos requeridos consienten en partir, recibirán los 
pasaportes necesarios y ios Gobiernos respectivos se entende-
rán entre sí para fijar la indemnización que, según la distan-
cia y el tiempo de la permanencia, habrá de darles el Gobier-
no reclamante, así como la suma que deberá anticipárseles. 

En ningún caso podrán ser los testigos detenidos ni moles-
tados durante su estancia en lugar donde hayan de ser oidos, 
ni durante su viaje de ida y vuelta, por un hecho anterior á la 
demanda de comparecencia. 

Art. 16. Si en algún proceso instruido en uno de los dos 
Estados contratantes fuese necesario proceder al careo del 
procesado con delincuentes detenidos en el otro Estado, ó ad-
quirir pruebas de convicción ó documentos judiciales que éste 
posea, se dirigirá la súplica por la vía diplomática. 

Siempre que no lo impidan circunstancias especiales debe-
rá accederse á la demanda, con la condicion de que en el más 
breve plazo posible serán devueltos á su país originario los in-
dividuos y los documentos reclamados. 

Los gastos de conducción de un Estado á otro de los indi-
viduos y de los objetos arriba expresados, serán sufragados 
por el Gobierno que dirigió la demanda. 

Art. 17. Los dos Gobiernos se comprometen á notificarse 
las sentencias recaídas sobre los crímenes y delitos de toda es-
pecie que hayan sido pronunciadas por los Tribunales de uno 
de los dos Estados contra los individuos del otro. 

Esta notificación se llevará á efecto enviando por la vía 
diplomática la sentencia pronunciada en definitiva al Gobier-
no de quien dependa el procesado, para que se deposite en los 
archivos del Tribunal á quien corresponda. 

Cada uno de los dos Gobiernos dará al efecto las instruc-
ciones necesarias á las Autoridades competentes. 

Art. 18. Queda sin efecto el Convenio para la recíproca 
entrega de criminales y desertores celebrado en 8 de Marzo 
de 1823. 

Art. 19. El presente Convenio estará vigente por espacio 
de cinco años, á contar desde el dia en que se canjeen las ra-
tificaciones, y trascurrido este plazo continuará subsistiendo 
mientras uno de los dos Gobiernos no declare con seis meses 
de anticipación que desiste de su cumplimiento. 

Será ratificado, y las ratificaciones se canjearán en Lisboa 
en el más breve plazo posible. 

En fé de lo que los Plenipotenciarios respectivos han fir-
mado los precedentes artículos escritos en las lenguas espa-



ñola y portuguesa y los han sellado con el sello de sus armas. 
Hecho por duplicado en Lisboa á veinticinco de Junio de 

mil ochocientos sesenta y siete. 
(L. S.) Firmado.—El Conde de Bañuelos.—(L. S.) Firmado. 

—Luis Augusto Rebullo da Silva. 
El anterior Convenio ha sido deliberadamente ratificado, 

y el canje de las ratificaciones ha tenido lugar en Lisboa el 
dia 14 de Enero de 1869. 

A R T Í C U L O S A D I C I O N A L E S AL C O N V E N I O P A R A LA R E C Í P R O C A E X T R A D I C I Ó N 
DE M A L H E C H O R E S E N T R E ESPAÑA Y P O R T U G A L , DE 2 5 DE J Ü N I O D E 

1 8 F I 7 , F I R M A R O S E N I . ISBOA E L *27 DE LMAYO D E 1 8 6 8 . 

Artículo Io En los casos de simple deserción de soldados 
portugueses, será suficiente para legitimar la reclamación, la 
sentencia ó decisión de los consejos de disciplina. 

Art. 2o Además de los desertores de los cuerpos del Ejér-
cito y de la Armada de España y de Por tugal , serán entrega-
dos recíprocamente los prófugos del alistamiento militar de 
los dos países. 

Las reclamaciones de que trata este artículo se harán por 
las Autoridades superiores de las Provincias, vendrán siempre 
acompañadas de los documentos comprobantes de la identi-
dad, sorteo y evasión de los prófugos. 

Los presentes artículos adicionales tendrán la misma fuer-
za y vigor que tendrían si estuviesen insertos palabra por pa-
labra en el Convenio de 25 de Junio de 1867, y serán ratifica-
dos al mismo tiempo. 

En fé de lo^cual los infrascritos Plenipotenciarios de S. M. 
Católica y de S. M. Fidelísima, en virtud de sus plenos pode-
res, lo firmaron y sellaron con el sello de sus armas. 

. Hecho por duplicado en Lisboa á veintisiete de Mayo de 
mil ochocientos sesenta y ocho. 

(L. S.)—Firmado.—El Conde de Bañuelos.—(L. S.)—Fir-
mado.—Luis Aogusto Rebetto da Silva. 

Estos artículos adicionales han sido debidamente ratifica-
dos con el Convenio de que forman parte, y el canje de las 
ratificaciones ha tenido lugar en Lisboa el dia 14 de Enero 
de 1869 entre el Excmo. Sr. D. Cipriano del Mazo , Enviado 
extraordinario y Ministro plenipotenciario de España en aque-
lla Corte, y el Excmo. Sr. Marqués de Sa da Bandeira, Minis-
tro de Negocios extranjeros de S. M. Fidelísima. 

A R T Í C U L O S A D I C I O N A L E S AL C O N V E N I O DE E X T R A D I C I Ó N C E L E B R A D O E N -
T R E E S P A Ñ A Y P O R T U G A L EL 2 5 DE J U N I O DE 1 8 6 7 , F I R M A D O S E N 
L I S B O A E L 7 DE F E B R E R O DE 1 8 7 3 . 

S. M. Don Amadeo I por la gracia de Dios y la voluntad 
nacional, Rey de España; y S. M. Don Luis I, Rey de Portu-

s a l y de los Algarbes, deseando ampliar y modificar algunas 
disposiciones de la Convención celebrada entre los dos países 
en 25 de Junio de 1867 para la recíproca entrega de crimina-
les, resolvieron hacerlo por medio de artículos adiciona es a la 
misma Convención, y para ese fin nombraron por sus Plenipo-
tenciarios, á saber: S. M. el Rey de España á D. Angel Fer-
nandez de los Rios, Senador del Reino, Caballero de primera 
clase de la Orden militar de San Fernando, Gran Cruz de la 
Orden civil de María Victoria y de la de Isabel la Católica, 
Gran Cruz de las Ordenes de Nuestra Señora de la Concepción 
de Villaviciosa y de Nuestro Señor Jesucristo de Portugal , En-
viado extraordinario y Ministro plenipotenciario cerca de Su 
Majestad Fidelísima. , , T , 

Y S. M. el Rey de Portugal y de los Algarbes, a Juan de 
Audrade Corvo, de su Consejo, Par del Reino, Ministro y Se-
cretario de Estado de los Negocios extranjeros, Profesor de la 
Escuela Politécnica de Lisboa, Comendador de la antigua, no-
bilísima y esclarecida Orden de Santiago, de Mérito científico, 
literario y artístico, y de la Orden de Nuestro Señor Jesucris-
to, Caballero de la Orden militar de Avís, Gran Cruz de la 
Real y distinguida Orden de Cárlos III de España, de la de 
San Mauricio y San Lázaro de Italia, de la de Leopoldo de 
Austria, Gran Cruz efectiva de la Orden de la Rosa del Brasil. 

Los cuales, después de haberse comunicado recíprocamen-
te sus respectivos plenos poderes y hallarlos en buena y debi-
da forma, convinieron en los artículos siguientes : 

Artículo Io Los individuos acusados ó condenados por crí-
menes á los cuales correspondiese la pena de muerte, confor-
me á la legislación de la nación reclamante, sólo serán entre-
gados con la cláusula de que esa pena les será conmutada. 

Art. 2o A pesar de lo dispuesto al final del art. 3o de la 
Convención de 25 de Junio de 1867, se concederá la extradi-
ción en virtud de sentencia condenatoria pasada en autoridad 
de cosa juzgada cuando la pena impuesta en la misma senten-
cia al delito consumado ó frustrado excede de tres años de la 
prisión ó presidio. 

Art. 3o Los dos Gobiernos podrán pedir por telégrafo ó por 
cualquiera otro medio y por la vía diplomática la captura ó 
detención del individuo* de su nación condenado ó acusado en 
lostérminos del art. 12 por crimen comprendido en la referida 
Convención. 

Párrafo único. No podrá prolongarse la detención más de 
veinticinco dias, si en este plazo no fueren presentados al Go-
bierno reclamante los documentos mencionados en el art. 4o 

de la misma Convención. • 
Los presentes artículos adicionales quedan formando parte 

integrante de la Convención de 25 de Junio de 1867, y serán 



ratificados, y las ratificaciones cambiadas en Lisboa, en el p l a -
zo más corto posible. 

E n fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos firmaron 
los presentes artículos y los sellaron con el sello de sus a rmas . 

Hecho por duplicado en Lisboa á siete de Febrero de mii 
ochocientos setenta y tres. 

(L. S.) Firmado.—Angel Fernandez de los Rios.— (L. S.) 
F i rmado.—Juan de Andrade Corvo. 

Estos artículos han sido ratificados y las ratificaciones c a n -
e a d a s en Lisboa el dia 6 de Diciembre de 1875. 

i 

R U S I A . 
Convenio de extradición celebrado entre España y Rusia 

en 21 (9) de Marzo de 1877. 

S. M. el Rey de España , y S. M. el Emperador de todas 
las Rusias, habiendo juzgado útil regular izar por medio de un 
convenio la extradición de malhechores entre sus Estados res-
pectivos, han nombrado con este motivo como sus Plenipoten-
ciarios, á saber: 

S. M. el Rey de España, á D. Pedro Alvarez de Toledo y 
Acuña, Caballero de las Ordenes de Carlos III, de Francisco I 
y de San Fernando de las Dos Sicilias, su Encargado de Ne-
gocios en San Pefersburgo; 
. Y S. M. el Emperador de todas las Rusias, al Pr íncipe Ale-
jandro Gortchacow, su Canciller del Imperio, miembro del 
Consejo clel̂  Imperio, Grande de España , condecorado con el 
retrato de S. M. el Emperador, guarnec ido de diamantes , Ca-
ballero de las Ordenes rusas de San Andrés, en d iamantes , de 
San Uladimiro de primera clase, San Alejandro Newshi del 
Aguda blanca, de Santa Ana de pr imera clase, de San E s t a -
nislao de primera clase, de las Ordenes ex t ran jeras del Toison 
de oro de España, Gran Cruz de la Legión de 'Honor de F r a n -
cia, de la Anunciata, de San Es téban de Austr ia , del 4 g u i l a 
negra de Prusia en diamantes, y de otras varias Ordenes ex-
t ranjeras . 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos po-
deres respectivos, hallados en buena y debida forma, han acor-
dado y firmado los artículos s iguientes : 

Artículo I o Las altas Par tes cont ra tan tes se comprometen 
a entregarse recíprocamente, á excepción de sus súbditos, los 
individuos refugiados en cualquiera de ellas v que fueren per-
seguidos ó condenados por las Autoridades" judiciales de la 
otra, á consecuencia de los actos penables mencionados en el 
articulo siguiente. 

Art. 2o No habrá luga r á la extradición sino en el caso de 
condena ó persecución por un acto voluntario, cometido en el 
territorio del Estado que pide la extradición, y que según la 
legislación del Estado reclamante y del Estado de quien se re-
clama, pueda ser objeto de u n a pena superior á la de un año 
de prisión. 

La extradición se verificará también en I03 casos en que el 
crimen ó delito, por el cual se pide, se hubiese cometido fuera 
del territorio de la Parte reclamante, siempre que la legislación 
del país de que se reclama, autorice en igual caso la persecu-
ción de los mismos hechos cometidos fuera de su territorio. 

Con estas restricciones, la extradición tendrá luga r por los 
actos penables siguientes, comprendiendo el caso de tentat iva 
y de complicidad, á saber: 

I o Todo homicidio voluntario, her idas y lesiones volun-
tar ias . 

2o Bigamia, rapto, violacion, aborto, atentado al pudor 
cometido con violencia, atentado al pudor cometido sin violen-
cia en la persona ó con la ayuda de un niño de uno ó de otro 
sexo, menor de catorce años; prostitución ó corrupción de me-
nores por los padres ó por cualquiera otra persona encargada 
de su cuidado. 

3o Sustracción, ocultación, supresión, sustitución ó supo-
sición, exposición ó abandono de un niño. 

4o Incendio. 
5o Daños causados voluntar iamente en los caminos de hier-

ro, telégrafos, minas, diques ú otras construcciones hidrotéc-
nicas, buques, y todo acto voluntario que hiciese peligroso el 
uso ó la explotación. 

6o Estorsion, asociación de malhechores, rapiña, robo. 
7o Falsificación, introducción, emisión de moneda falsa ó 

al terada, así como de papel-moneda falso ó alterado; falsifica-
ción de papel de rentas ú obligaciones del Estado, de billetes 
de banca ó de cualquiera otro efecto público; introducción ó 
uso de estos mismos títulos; falsificación de decretos, de sellos-
punzones, t imbres y marcas del Estado ó de la Administración 
pública, y uso de estos objetos falsificados. 

Falsedad cometida en escritura pública 6 auténtica, priva-
da, de comercio ó de banca , y uso de escrituras falsificadas. 

8o Falso testimonio y declaraciones falsas de peritos, so-
borno de testigos y de peritos para dar declaraciones falsas, 
ca lumnia . 

9o Sustracciones cometidas por funcionarios ó depositarios 
públicos, concusion 6 cohecho. 

10. Quiebra f raudulenta . 
11. Abuso de confianza. 
12. Estafa y fraude. 



13. Actos de piratería. 
14. Sedición en la tripulación en el caso en que los indi-

viduos que forman parte de la misma se hubiesen apoderado 
del buque por engaño ó violencia, ó lo hubiesen entregado á 
los piratas. 

15. Ocultación de los objetos obtenidos por cualquiera de 
los crímenes ó delitos consignados en el presente Convenio. 

Art. 3o En ningún caso podrán ser obligadas las altas 
Partes contratantes á entregar sus propios subditos. 

Ambas se comprometen á perseguir, conforme á sus leyes 
respectivas, los crímenes y delitos cometidos por los súbditos 
de una parte, contra las leyes de la otra, desde el momento 
en que se presente la demanda, y en el caso en que los críme-
nes y delitos puedan ser clasificados en una de las categorías 
enumeradas en el art. 2° del presente Convenio. 

Cuando un individuo sea perseguido, según las leyes de su 
país, por una acción penable cometida en el territorio de la 
otra nación, el Gobierno de esta última está obligado á facili-
tar los informes, los documentos judiciales con el cuerpo del 
delito, y cualquiera otra aclaración necesaria para abreviar el 
procedimiento. 

Art. 4o Están exceptuados del presente Convenio los crí-
menes y delitos políticos, así como los actos ú omisiones que 
tengan conexion con estos crímenes y delitos. 

El individuo que fuese entregado por alguna otra infrac-
ción de las leyes penales, no podrá en ningún caso ser juzga-
do ni condenado por un crimen ó delito político cometido án-
tes de la extradición, ni por ningún otro hecho relativo á este 
crimen ó delito. 

Tampoco podrá ser perseguido ó condenado por ninguna 
otra infracción anterior á la extradición si no ha sido objeto 
de la demanda, á menos que después de haber sido castigado 
o definitivamente absuelto del crimen ó delito que motivó la 
extradición haya abandonado el país ántes de cumplido el tér-
mino de tres meses, ó haya vuelto después. 

No será reputado delito político ni hecho relacionado con 
semejante delito, el atentado contra la persona de un Sobera-
no extranjero ó contra la de los miembros de su familia, cuan-
do este atentado constituya el hecho, sea de muerte, sea de 
asesinato, sea de envenenamiento. 

Art. 5o No habrá lugar á la extradición: 
1 Cuando se pida á causa de una infracción, de la cual el 

ludividuo reclamado sufre ó ha sufrido ya la pena en el país, 
a cual la extradición ha sido pedida, ó por la que hubiese sido 
allí perseguido y declarado inocente ó absuelto. 

2 Si con respecto á la infracción que ha motivo la deman-
da de entrega se ha cumplido la prescripción de la acción ó 

de la pena, según las leyes del país á quien se haya pedido la 

eXAratdl60°n,Si algún súbdito de las altas Partes contratantes 
que hubiese cometido en un tercer Estado uno de los crímenes 
ó delitos enumerados en el art. 2o se refugiase en territorio de 
la otra parte, se concederá la extradición cuando según las 
leves vigentes, no pudiese ser juzgado por los Tribunales de 
este país, V á condicion de que no sea reclamado por el go -
bierno del país donde hubiere cometido la infracción, sea que 
no haya sido juzgado, sea que no haya cumplido la pena que 
se le impuso. , , 

Las mismas reglas se observarán para el extranjero que 
hubiere cometido, en las circunstancias ántes indicadas, di-
chas infracciones contra un súbdito de las Partes contratantes. 

\ r t 7o Cuando el sentenciado ó acusado sea extranjero 
en el territorio de las Partes contratantes, el Gobierno que 
deba conceder la extradición podrá dar cuenta al del país a 
quien pertenece el individuo reclamado, de la demanda que le 
hava sido dirigida; y si este Gobierno reclama a su vez el acu-
sado ó el detenido para hacerle juzgar por sus Tribunales, 
aquél á quien hava sido dirigida ó pedida la extradición podra, 
á elección suya, entregarlo al Estado en cuyo territorio se hu-
biere cometido el crimen ó delito, ó á aquél á quien pertenezca 
dicho individuo. Si el sentenciado ó acusado cuya extradición 
se pide en conformidad con el presente Convenio, por una de 
las Partes contratantes, fuese reclamado también por otro u 
otros Gobiernos á causa de otros crímenes ó delitos cometidos 
por el mismo individuo, éste será entregado al Gobierno del 
Estado en cuyo territorio hubiese cometido la infracción más 
n-rave- cuando las diversas infracciones tuviesen todas la mis-
ma gravedad, será entregado al Gobierno del Estado cuya de-
manda sea de fecha anterior; y por último, sera entregado al 
Gobierno del Estado al cual pertenezca, si concurren las cir-
cunstancias requeridas por el art. 6o del presente Convenio. 

Art. S° Si el individuo reclamado fuere perseguido o se 
hallare detenido por otro crimen ó delito que contraviniese las 
leves del país al cual se pidiese la extradición, se diferirá 
ésta hasta que haya sido absuelto ó haya cumplido su pena; 
vasimismo se diferirá si el individuo reclamado fuere detenido 
por deudas ú otras obligaciones civiles, en virtud de una pro-
videncia judicial ú otro auto ejecutivo dictado por la Autoridad 
competente, anterior á la demanda de extradición. 

Fuera de este último caso, se concederá la extradición 
aunque el individuo reclamado no pudiese por este hecho 
cumplir los compromisos con particulares, los cuales podran 
siempre hacer valer sus derechos ante las Autoridades judi-
ciales competentes. 



Art. 9o Se concederá la extradición cuando sea pedida por 
una de las Partes contratantes á la otra, por la via diplomá-
tica y mediante presentación de una sentencia condenatoria, 
ó de una acusación ó de un mandamiento de prisión, ó de 
cualquiera otro acto que tenga la misma fuerza que este man-
damiento, indicando igualmente la naturaleza y la gravedad 
de los hechos perseguidos, así como su denominación v el ar-
tículo del Código penal aplicable á estos hechos, vigente en el 
país que pide la extradición. 

. Al mismo tiempo se facilitarán, si es posible, las señas del 
individuo reclamado ó cualquiera otra indicación que pueda 
servir para identificar la persona. 

A fin de evitar todo peligro de faga, se sobreentiende que el 
Gobierno al cual se haya dirigido la demanda de extradición, 
luégo que le sean remitidos los documentos indicados en este 
artículo, procederá á la detención inmediata del acusado, sin 
perjuicio de resolver posteriormente respecto á dicha demanda. 

Art. 10. La prisión preventiva de un individuo por uno de 
los hechos especificados en el art . 2o, deberá llevarse á efecto, 
no solo mediante la presentación de uno de los documentos 
mencionados en el art. 9o, sino también, prévio aviso, trasmi-
tido por correo ó por telégrafo, de la existencia de un manda-
miento de prisión, á condicion además de que este aviso sea 
dado en debida forma por la vía diplomática al Ministerio de 
.¡Negocios Extranjeros del país en cuyo territorio se haya refu-
giado el reo. 

La prisión preventiva cesará si en el término de dos meses 
a contar desde el día en que se haya efectuado, no se hubiere 
pedido la extradición del detenido por la vía diplomática y en 
las formas establecidas por el presente Convenio. 

Art. 11. Los objetos robados ó cogidos en poder del conde-
nado ó acusado, los instrumentos ó útiles que hubieren servi-
do para cometer el crimen ó delito, así como cualquiera otra 
prueba de convicción, serán entregados al mismo tiempo que 
se efectúe la entrega del individuo detenido, áun en el caso en 
que la extradición, después de concedida, no pueda verificarse 
por muerte ó fuga del culpable. 

Esta entrega comprenderá también los objetos de la mis-
ma naturaleza que el acusado tuviere escondidos ó depositados 
después 8 6 refugiado y que fueren hallados 

Quedan, sin embargo, reservados los derechos de tercero 
S 2 2 L i m e f ' ^ a , d o s objetos, que deberán ser devueltos sin 
gastos después de la terminación del proceso 

' v q U 6 d a í a 3 Í T s m ? > estipulada con respecto al 
t r e . í ^ e l G 0 b i e : n ° a l C u a l s e h u b i e r e dirigido la demanda 
ae extradición, de retener provisionalmente dichos objetos 

miéntras fueren necesarios para la instrucción del proceso 
ocasionado por el mismo hecho que hubiere dado lugar a la 
reclamación ó por otro hecho cualquiera. 

Art 12 Los gastos de arresto, de manutención y de tras-
porte 'del individuo cuya extradición hubiere sido concedida, 
así como los ocasionados por la entrega y trasporte de los ob-
jetos que en virtud del artículo precedente deban ser devuel-
tos ó remitidos, serán de cuenta de las altas Partes contratan-
tes dentro de los límites de sus respectivos territorios. 

En el caso de que se juzgue preferible el trasporte por mar, 
el individuo reclamado será conducido al puerto que designe 
el Gobierno reciamente, á cuyas expensas sera embarcado. 

Queda sobreentendido que este puerto deberá ser siempre 
de los pertenecientes á la parte contratante á quien se le hicie-
re la demanda. . • • i 

Art 13 Cuando en la instrucción de una causa criminal 
no política, relativa á una demanda de extradición, uno de los 
dos Gobiernos juzgare necesario oir testigos domiciliados en 
el territorio de la otra alta Par te contratante, ú otro acto de 
instrucción judicial, se enviará al efecto por la vía diplómati-
ca, un exhorto redactado en las formas prescritas por las leyes 
vigentes del país de donde procede la reclamación, y se cum-
plimentará observando las leyes del país en que hayan de 
oirse los testigos. . . 

Art. 14. En el caso de que en una causa criminal, no po-
lítica, sea necesaria la comparecencia personal de un testigo, 
el Gobierno de quien dependa le exhortará á acceder á la in-
vitación que se le hubiere hecho por el otro Gobierno. Si los 
testigos requeridos consienten, se les expedirán los pasapor-
tes necesarios, dándoles al mismo tiempo una cantidad desti-
nada á sufragar los gastos de traslación y de permanencia, 
según la distancia y el tiempo necesario para el viaje, confor-
me á las tarifas y reglamentos del país en que haya de verifi-
carse la comparecencia. 

En ningún caso podrán ser detenidos ni molestados estos 
testigos por un hecho anterior á su estancia obligatoria en el 
lugar donde ejerza sus funciones el Juez que deba oirlos, ni 
durante el viaje, sea de ida ó vuelta. 

Art. 15. Si con motivo de un proceso criminal, no político, 
instruido en uno de los dos países contratantes, se juzgase 
necesario el careo del acusado con individuos detenidos en el 
otro país, ó la presentación de pruebas de convicción ó docu-
mentos judiciales, se dirigirá la petición por la vía diplomáti-
ca y se le dará curso, salvo el caso de que se opongan á ello 
consideraciones excepcionales, y con la condicion siempre de 
enviar lo más pronto posible los detenidos y de restituir los 
documentos indicados. 



Los gastos de traslación de un'país á otro de los individuos 
detenidos y de los objetos arriba mencionados, así como los 
que ocasionare el cumplimiento de las formalidades enuncia-
dos en los artículos 12 y 14, serán sufragados por el Gobierno 
que los ha reclamado dentro de los límites del territorio res-
pectivo. 

En el caso de que se juzgue conveniente el trasporte por 
mar, dichos individuos serán conducidos al puerto que desig-
ne el Agente diplomático ó consular de la parte reclaman-te, 
á costa de la cual serán embarcados. 

Art. 16. Las altas Partes contratantes se comprometen á 
notificarse recíprocamente las sentencias condenatorias que 
dictaren los Tribunales de una parte contra los subditos de la 
otra por cualquier crimen ó delito. Esta notificación se llevará 
á efecto enviando por la vía diplomática la sentencia dictada 
en definitiva al Gobierno del país de quien es sùddito el sen-
tenciado. 

Cada uno de los dos Gobiernos dará al efecto las instruc -
ciones necesarias á las Autoridades competentes. 

Art. 17. Todos los documentos que se comuniquen recípro-
camente por los Gobiernos respectivos, en cumplimiento del 
presente Convenio, deberán ir acompañados de una traducción 
francesa. Los Gobiernos respectivos renuncian por una y otra 
parte al reintegro de los gastos necesarios para el cumplimien-
to de las estipulaciones comprendidas en los artículos 13 y 16. 

Art. 18. Por el presente Convenio, y dentro del límite de 
las estipulaciones, las Partes contratantes se adhieren recípro-
camente á las leyes en vigor en sus respectivos países, que 
tengan per objeto regularizar el procedimiento ulterior de la 
extradición. 

Art. 19. El presente Convenio será ratificado, y las ratifi-
caciones canjeadas en San Petersburgo lo más pronto posible: 
regirá veinte dias después de su promulgación en las formas 
prescritas por las leyes en vigor en los países de las altas Par-
tes contratantes, y seguirá rigiendo hasta seis meses después 
de la declaración en contrario de una de las altas Partes con-
tratantes. 

En fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos han fir-
mado el presente Convenio y han puesto en él sus sellos. 

Hecho en San Petersburgo el veintiuno (nueve) de Marzo 
de mil ochocientos setenta y siete. 

(L. S.) Firmado.—Toledo.—(L. S.) Firmado.—Gortchacom. 
Este Convenio ha sido ratificado, y las ratificaciones can-

jeadas en San Petersburgo, en catorce (veintiséis) de Julio de 
mil ochocientos setenta y siete. 

APÉNDICE II. 

No nos guía al escribir este apéndice, otro propósito que 
el de consignar en pocas páginas cuál sea la legislación espa-
ñola vigente que de un modo directo se refiera á las materias 
que trata el profesor Fiore en la obra que antecede. Prescin-
diremos por tanto, de juicios críticos, estudio de precedentes 
históricos y análisis de opiniones y doctrinas. Nuestro papel 
es mucho más modesto, la tarea que nos imponemos más li-
mitada, la materia objeto de estudio más concreta. 

I . 

Destina Fiore el primer capítulo de la parte primera de su 
obra á tratar de la eficacia de la ley penal respecto á los deli-
tos cometidos dentro del territorio del Estado. Afirmando como 
afirma que es axiomático aquel principio de derecho que de-
termina la competencia y autoridad indiscutible de la ley penal 
para reprimir todos los delitos cometidos dentro del territorio 
del Estado, reconoce, sin embargo, la dificultad que entraña 
su aplicación en la práctica, ya porque no se encuentre per-
fectamente determinado cuál sea y en qué consista el territorio 
del Estado para los efectos de la ley penal, ya porque conside-
raciones muy respetables y atendióles obliguen á consignar 
a lgunas excepciones al principio general. 

La Compilación general délas disposiciones vigentes sobre 
el Enjuiciamiento criminal, que es hoy nuestro derecho positi-
vo en la materia no dedica ningún artículo á expresar el con-
cepto general de que los Tribunales españoles tienen compe-
tencia para conocer de todos los delitos cometidos en el_ terri-
torio español ni tampoco determina cuál es el concepto jurídi-
co de la palabra territorio para estos efectos. 

Unicamente el art. 29 dispone, que «fuera de los casos re-
servados al Senado y aquellos en que expresa y limitativa-
mente atribuye la ley el conocimiento de determinadas causas 
al Tribunal Supremo", á las Salas de lo criminal de las Audien-
cias y á las jurisdicciones de Guerra y Marina, serán compe-
tentes para la instrucción de las causas y castigo de las faltas 



y de los delitos, los Jueces de la demarcación ó término muni-
cipal en que se hayan cometido, según su respectiva com-
petencia.» • 

Todos los delitos ó faltas que se cometan en España, bien 
sea por españoles, bien por extranjeros, caen bajo fa jurisdic-
ción de los Tribunales españoles, salvo contadas excepciones 
que luégo expondremos. 

Por lo que se refiere á los delitos cometidos por los extran-
jeros, dice el art. 36 lo siguiente como regla general: 

«Los extranjeros que cometieren faltas ó delinquieren en 
España, serán juzgados por los que tengan competencia para 
ello por razón de las personas ó del territorio.» 

Las excepciones á esta regla general , se hallan contenidas 
en el art. 37 que dice: «Exceptúanse de lo ordenado en el ar-
tículo anterior, los Príncipes de las familias reinantes, los Pre-
sidentes ó Jefes de otros Estados, los Embajadores, los Minis-
tros plenipotenciarios y los Ministros residentes, los encarga-
dos de negocios y los extranjeros empleados de planta en las 
legaciones, los cuales, cuando delinquieren, serán puestos á 
disposición de sus Gobiernos respectivos.» 

Este artículo resuelve terminantemente los tres casos que 
examina Fiore referentes á los delitos que cometen los Minis-
tros y Embajadores extranjeros, los que se cometen en el pa-
lacio 6 casa del Embajador , bien por nacionales ó bien por 
extranjeros, y los que cometidos fuera se refugia su autor en 
la misma casa de la embajada ó legación. 

E l respeto que merece quien lleva la representación de Es-
tados ó INaciones y la independencia de que necesita, han mo-
vido á los legisladores españoles á no considerar competencia 
en los Tribunales del Reino para proceder contra ese represen-
tante autorizado cerca del Gobierno; pero como no seria posi-
ble ni pudiera consentirse que quien delinque, por más que 
tenga elevado cargo quedase impune, ha escogitado el medio 
de ponerle a disposición de su Gobierno respectivo para resol-
ver el conflicto. 

No se ha privado á los tribunales españoles de competencia 
para conocer de los delitos cometidos en las embajadas ó le-
gaciones, sólo por el hecho de haberse cometido allí, y al ar-
ticulo 37 ha informado el principio de la inmunidad de las per-
sonas no la inmunidad del local. Por eso, si en el de una em-
bajada se cometiere un delito por quien no sea embajador, mi-
nistro plenipotenciario, ministro residente, encargado de ne-
gocios o extranjero empleado de planta en las legaciones, cor-
respondería su conocimiento, averiguación y castigo, á los tri-

mptfr n V S P a T ] f ' y í® l a P r ° P Í a m a n e r a e l d e Otro CO-
X lefugiado e m b a j a d a ; P ° r m á s 1 u e s u a u t o r s e haya en 

Este artículo 37 no puede interpretarse, si a lguna vez de 
interpretación necesitare, con un criterio extensivo, si no en 
sentido restrictivo por contener excepciones al principio y re-
g la general. 

Ocúpase también el profesor italiano de los conflictos de 
jurisdicción que pueden ocurrir á propósito de los delitos que 
se cometan en los navios y buques mercantes ó de guerra, 
bien en plena mar, bien en los puertos. 

Los tribunales españoles tienen competencia, según dispo-
ne el número 12 del art . 53 de la Compilación, para conocer: 
«De las causas por delitos de cualquiera clase cometidos á bor-
do de las embarcaciones, así nacionales como extranjeras, 
cuando no sean de guerra y se cometan los delitos en puerto, 
bahías, radas ó cualquier otro punto de la zona marítima del 
reino, ó por piratas apresados en alta mar, cualquiera que sea 
el país á que pertenezcan, y de las represálias y contrabando 
marítimo, naufragios, abordajes y arribadas.» 

Considérase extendido el territorio de la Nación á la zona 
marítima, y atribúyese competencia á los tribunales españoles 
(los de Guerra y Marina) para conocer de todas las causas por 
delitos que se cometan en esta extensión del territorio, bien lo 
hayan sido en barcos españoles ó extranjeros, con tal que no 
sean de guerra. 

Aun cuando un buque pirata sea apresado en alta mar por 
un buque español, corresponde á los tribunales de Guerra y 
Marina de España el conocimiento de la causa, de la propia 
manera que corresponderia á los del país á que perteneciera 
otro barco cualquiera que hubiere hecho la aprehensión, pues 
esta es una de las consecuencias jurídicas que entraña ía de-
claración de piratería. 

El número 12 del art. 53 que examinamos, tiene una ex-
cepción: «No obstante, dice, lo prevenido en este número, 
cuando los delitos comunes cometidos en buques mercantes 
extranjeros, en la zona marítima española, lo fueren por los 
individuos de las tripulaciones contra otros individuos de las 
mismas, serán entregados los delincuentes que no sean espa-
ñoles, á los agentes consulares ó diplomáticos de la nación, 
cuyo pabellón llevase el buque en que se cometió el delito si 
fueren reclamados oficialmente, á no disponer otra cosa los 
tratados.» 

Por último, también es competente la jurisdicción de Guer-
ra y Marina española para conocer: «De las infracciones de las 
reglas de policía en las naves, puertos, playas y zonas maríti-
mas, de las ordenanzas de la marina y reglamentos de pesca 
en las aguas saladas del mar.» Así lo previene el número 14 
del citado artículo 53. 

Considérase también como prolongacion del territorio espa-



ñol aquel que en tiempo de guerra van ocupando los ejércitos 
españoles y por ende reconócese competencia en la jurisdicción 
de Guerra y Marina para el castigo délos delitos que se come-
t an , sin perjuicio de las disposiciones peculiares de la Orde-
nanza militar que reviste de gran autoridad al General en Jefe. 

Congruentemente con estas amplísimas facultades que se 
otorgan á los Generales en Jefe, tenemos el núm 9o del ar-
tículo 53 de la Compilación que dispone sea competente la 
jurisdicción de Guerra y Marina para conocer: «De los delitos 
y faltas comprendidos en los bandos que con arreglo á Orde-
nanza puedan dictar los Generales en Jefe de los Ejércitos y 
los almirantes de las escuadras.» 

Y también dice el núm. 10: «De los delitos cometidos pol-
los prisioneros de guerra y personas de cualquiera clase, con-
dición y sexo que sigan al ejército en campaña, ó que conduz-
can los buques del Estado.» 

En cuanto á los delitos y faltas cometidos por españoles en 
el extranjero, en países donde se atribuye jurisdicción á los 
Cónsules, previene la Compilación en su art. 45 que, «los 
españoles que delincan en país extranjero y sean entregados á 
los Cónsules de España serán juzgados con sujeción á las 
leyes en cuanto lo permitan las circunstancias locales. Ins-
truirá el proceso en primera instancia el Cónsul ó el que le 
reemplace si no fuese Letrado, con el auxilio de un Asesor, y 
en su defecto con el de dos adjuntos, elegidos entre los súbdi-
tos españoles, los cuales serán nombrados por él al principio 
de cada año y actuarán en todas las causas pendientes ó in-
coadas durante el mismo. Terminada la instrucción de la 
causa y ratificadas á presencia del reo ó reos presuntos las 
diligencias practicadas, se remitirán los autos al Tribunal 
español, que atendida la naturaleza del delito tenga compe-
tencia para conocer de él y sea más próximo al Consulado en 
que se haya seguido la causa, á no ser que por fuero personal 
debiera ser juzgado el reo por distinta jurisdicción que la or-
dinaria, si hubiese delinquido en España , en cuyo caso lo 
será por el Tribunal superior correspondiente a lquero que 
disfrute.» 

Esto, por lo que se refiere á los delitos: en cuanto á las 
faltas, dice el art. 48 lo siguiente: «En las'faltas cometidas 
en país extranjero en que sean entregados los que las come-
tan á los Cónsules españoles, juzgará en primera instancia el 
Vicecónsul, si lo hubiere, y en apelación el Cónsul con su 
Asesor, si no fuere Letrado; á falta de Asesor con los adjuntos 
de que habla el art. 45. Si no hubiere Vicecónsul, hará sus 
veces un sibdito español, elegido del mismo modo que los 
adjuntos al principio de cada año. Estos juicios se seguirán 
en conformidad á las leyes del reino.» 

Por último, puede acontecer que un delito comience á 
ejecutarse en territorio español, y sin embargo, no se consu-
me en el mismo sino en otro país. 

La Compilación resuelve terminante y categóricamente 
este caso en su art. 38, que dice: «El conocimiento de los de-
litos comenzados á cometer en España y consumados o frus-
trados en países extranjeros, corresponderá á los Tribunales y 
Jueces españoles eu el caso de que los actos perpetrados en 
España consttuyan por sí delito y sólo respecto a éstos.» 

Tal es nuestro derecho positivo en cuanto a las materias 
de que se ocupa Fiore en el primer capítulo de su obra; áun 
cuano no hemos de entrar á juzgarlo, pues esto excedería los 
límites de nuestro cometido, séanos lícito decir, que no es la 
legislación española de las más atrasados en esta materia. 

II 

De la propia manera que la legislación positiva española 
ha cuidado de determinar las reglas, por las que se resuelve 
la competencia de los tribunales españoles para conocer de los 
delitos cometidos por extranjeros en España, así también la 
Compilación vigente ofrece á nuestra consideración algunas 
prescripciones relativas á los delitos que se cometan en el ex-
tranjero, ó para usar la frase que emplea Fiore en su segundo 
capítulo, fuera del territorio del Estado. 

El art. 39 de la Compilación determina cuántos y cuáles 
son los delitos cometidos en el extranjero, bien por españoles, 
bien por extranjeros que puedan castigar los tribunales del 

r G Art. 39. «Serán juzgados por los jueces y tribunales del 
Reino, según el órden prescrito en el art. 30, los españoles ó 
extranjeros que fuera del territorio de la nación hubiesen co-
metido alguno de los delitos siguientes: 

Contra la seguridad exterior del Estado. 
Lesa majestad. 
Rebelión. 
Falsificación de la firma, de la estampilla real ó del Re-

gente . 
Falsificación de la firma de los ministros. 
Falsificación de otros sellos públicos. 
Falsificaciones que perjudiquen directamente al crédito ó 

intereses del Estado, y la introducción ó expendicion de lo 
falsificado. . 

Falsificación de billetes de Banco, cuya emisión esté auto-
rizada por la ley, y la introducción ó expendicion de los fal-
sificados. 



Los cometidos en el ejercicio de sus funciones por emplea-
dos públicos residentes en territorio extranjero.» 

Precaviendo el caso de que en el país donde se cometió 
cualquiera de estos delitos se baya seguido el oportuno proce-
so, dispone el art. 40 que: «Si los reos de los delitos compren-
didos en el artículo anterior hubieren sido absueltos ó penados 
en el extranjero, siempre que en este último caso se hubiere 
cumplido la condena, no se abrirá de nuevo la causa. 

Lo mismo sucederá si hubiesen sido indultados, á excep-
ción de los delitos de traición y lesa majestad. 

Si hubieren cumplido parte de la pena, se tendrá en cuen-
ta para rebajar proporcionalmente la que en otro caso les cor-
respondería.» 

Art. 41. «Lo dispuesto en los dos artículos que anteceden, 
es aplicable á los extranjeros que hubieren cometido alguno 
de los delitos comprendidos en éllos, cuando fueren aprehen-
didos en el territorio español ó se obtuviera la extradición.» 

. Puede acontecer el caso de que un español cometa en ter-
ritorio extranjero un delito contra un español ó contra un ex-
tranjero, ¿podrá'entónces conocer del proceso algún tribunal 
español? 

Los artículos 42, 43 y 44 de la Compilación taxativamente 
contestan á esta pregunta. 

Art. 42. «El español que cometiere un delito en país ex-
tranjero contra otro español, será juzgado en España por los 
juzgados ó tribunales designados en el art. 30, y por el mismo 
orden con que se designan sí concurriesen las circunstancias 
siguientes. 

Ia Que se querelle el ofendido ó cualquiera de las perso-
n a s t e puedan hacerlo, con arreglo á las leyes. 

2a Que el delincuente se halle en territorio español. 
3 Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado ó 

penado en el extranjero, y en este último caso haya cumplido 
su condena. 1 

Si hubiere cumplido parte de la pena, se observará lo que 
para igual caso previene el art . 40. 
i r f S 4 ^ ' E 1 e s P a ñ o 1 que cometiere en país extranjero un 
delito de los que el Código penal español califica de graves, 
contra un extranjero, será juzgado en España si concurren las 
tres circunstancias señaladas en el artículo que precede y por 
los mismos jueces que en él se designan. 

Art 44. No podrá precederse criminalmente en el caso del 
articulo anterior, cuando el hecho de que se trata no sea delito 

de España^ ^ S 8 p e r p e t r < 5 ' a u n < l u e lo sea, según las leyes 

« J £ « Ú l t í m 2 8 e £ ? n , d i s P ° n e e l a r t - 49= «Lo prescrito en esta, 
sección respecto á delitos cometidos en el extranjero, se e n -

tenderá sin perjuicio de los tratados vigentes, ó que en ade-
lante se celebren con potencias extranjeras.» 

III. 

La gravísima cuestión de la expulsión del 'extranjero, ocu-
pa á Fiore en el tercer capítulo de su obra y es, en nuestro en-
tender, una de las más graves que pueden presentarse al tra-
tar del derecho penal internacional. 

La legislación española aparte de precedentes históricos 
que no examinaremos, se halla comprendida en el Real decre-
to de 17 de Noviembre de 1852 llamado generalmente el de-
creto de extranjería. 

Sólo cuatro artículos están dedicados á fijar los casos y el 
procedimiento para expulsar al extranjero de España: 

Art. 13. El extranjero que en contravención á las disposi-
ciones que preceden se introdujere en España sin presentar el 
pasaporte, podrá ser castigado como desobediente á la autori-
dad con la multa de 100 á 1.000 rs. y expulsado además del 
territorio español si el Gobierno así lo determinase en virtud 
de lo que la autoridad civil informe por el Ministerio de la Go-
bernación y se acuerde en su consecuencia por este mismo y 
por el Ministerio de Pistado. 

Art. 14. Cuando algún extranjero llegue á un puerto ó 
pueblo de la frontera sin el correspondiente pasaporte, será de-
tenido por las autoridades españolas que deberán inmediata-
mente dar cuenta al Gobierno por el Ministerio de la Gober-
nación, expresando las circunstancias del extranjero, y si es 
vago ó si busca auxilio contra los procedimientos de sus jueces 
naturales. El Gobierno con este conocimiento y procediendo 
siempre definitivamente para estos asuntos de acuerdo los Mi-
nisterios de Estado y Gobernación, determinará la expulsión 
del extranjero, designará el punto de su residencia ó dispondrá 
lo que juzgue más conveniente. 

Art. 15. Lo mismo se practicará cuando lleguen á España 
grupos ó cuerpos de emigrados, hasta que el Gobierno designe 
punto de depósito y lo demás que juzgue conveniente, sin per-
juicio de que desde luégo entreguen las armas los que se hu-
biesen presentado armados. 

Art. 16. El extranjero que desobedezca la órden para su 
expulsión del reino, quedará sujeto á la pena designada en el 
art. 285 del Código, considerándose al efecto la desobediencia 
grave, y como asunto del servicio público la órden de la ex-
pulsión, sin perjuicio de que ésta se lleve á efecto después de 
ejecutada la pena. 

Estas disposiciones que contiene el Real decreto de 1852, 
se refieren únicamente á la Península pero no á Ultramar y no 



alteran las leyes vigentes respecto á los Embajadores, Minis-
tros Plenipotenciarios y demás individuos dependientes de las 
legaciones extranjeras. Así lo preceptúan los artículos 41 
y 42 del citado Real decreto. 

La Real órden de 12 de Junio de 1858 dictada por el Minis-
terio de la Gobernación contiene respecto á l a expulsión de los 
extranjeros las prescripciones siguientes: 

3o Si de este exámen (el que ha de verificar el Gobernador 
respecto á las condiciones sociales del extranjero detenido por 
falta de pasaporte) resultare que el extranjero es un vago y 
viene con el objeto de mendigar, se le obligará á ingresar á su 
país con arreglo á lo dispuesto en las Reales órdenes de 28 
de Abril de 1852 y 14 de Enero de 1853 (1). 

4" Si resultare ser emigrado político, se le invitará á que 
elija pueblo de residencia á 120 kilómetros de las fronteras de 
Francia y Portugal, no siendo punto en que por las circuns-
tancias pueda ser sospechoso. 

9o Los emigrados no pueden mudar de residencia sin ex-
presa autorización del Gobierno ni viajar, una vez obtenida, 
sin ir provistos de un pase que contenga todas las circunstan-
cias expresadas en el párrafo 7o de esta circular. 

11. Los emigrados que una vez hayan salido de España, 
no podrán ser admitidos en élla sin causas poderosas á juicio 
del Gobierno. 

La lev de extranjería de 4 de Julio de 1870 dictada para 
las provincias de Ultramar, no contiene en cuanto á la expul-
sión de los extranjeros más disposiciones que las consignadas 
en el art. 28 que dice: «El emigrado que no pudiendo identifi-
car su persona faltase á la verdad en la relación de su nombre 
y circunstancias, podrá ser expulsado del territorio español 
por órden del Gobierno ó del Gobernador superior civil de la 
provincia. 

Igualmente podrá ser expulsado el que para identificar su 
persona presentase documentos falsos ó hiciese una falsa in-
formación. En este caso se procederá criminalmente y con ar-
reglo á las leyes contra I03 españoles que de cualquier modo 
hayan tomado parte en el delito. 

Termina Fiore la primera parte de su obra resumiendo 
tres ordenes de cuestiones importantísimas, los efectos extra-
territoriales de la cosa juzgada en materia penal, los efectos 
de las sentencias penales extranjeras y la influencia de la sen-

<1 - E s t a s Rea le s ó r d e n e s n o e s t á n p u b l i c a d a s e n l a Coleccion legislativa. 

tencia penal extranjera sobre los juicios civiles y la de los jui-
cios civiles extranjeros sobre las sentencias penales. 

Estos estudios revisten una gran novedad y no represen-
tan más que retazos de una teoría que aún no se ha formulado 
definitivamente en la esfera de la ciencia y mucho ménos en 
las legislaciones positivas. La española no contiene disposicio-
nes sobre tales extremos; de desear fuera que en la reforma del 
Código que se proyecta se hagan algunas indicaciones sobre 
el aspecto internacional del derecho penal. 
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268. (301 de ¡a edición francesa). E l f u n d a m e n t o j u r í d i c o d e l a e x t r a d i c i ó n , e s 
u n p u n t o d i s c u t i d o p o r l o s a u t o r e s . — 2 6 9 ( 3 0 2 de id.) O p i n i ó n d e L e C l e c k — 
270 (303 de id.) De K l u i t . - 2 7 2 (304 de id.) De P i n b e i r o F e r r e i r a . - 2 7 1 (305 de 
idem). De L a p e y — 2 7 3 (306 de id.) De o t r o s a u t o r e s . —274 (307 de id.) D o c t r i n a 
d e a q u e l l o s q u e q u i e r e n h a c e r d e p e n d e r t o d o d e c o n s i d e r a c i o n e s . d e u t i l i -
d a d rec ip roca .—2"!5 (308 de id.) O t r o s a u t o r e s q u e q u i e r e n q u e t e n g a p o r f u n -
d a m e n t o l o s t r a t a d o s . — 2 1 6 ( 3 0 9 de M.) D o c t r i n a q u e t i e n d e á p r e v a l e c e r e n 
n u e s t r a é p o c a — 2 7 " (310 de id.) O p i n i ó n de F a u s t i n o I l é l i e y d e C l a r k e . — 
218 (311 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . — 2 7 9 (312 de id.) O b s e r v a c i o n e s r e s p e c t o d e l 
j u e z n a t u r a l del m a l h e c h o r . — 2 8 0 (313 de id.) D o c t r i n a d e l o s a u t o r e s —281 
(314 de id.) L a e x t r a d i c i ó n d e b e r í a s e r o b l i g a t o r i a p a r a t o d o s 299 
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282 (315 de la edición francesa). O b j e t o d e l p r e s e n t e c a p i t u l o . — 2 8 3 (316 de id.) L a 
e x t r a d i c i ó n e s g e n e r a l m e n t e c o n s i d e r a d a c o m o u n a c t o a d m i n i s t r a t i v o — 
284 (31" de id.) N u e s t r a o p i n i o n e s d i f e r e n t e . — 2 8 5 (318 de id.) C o n v i e n e a d -
m i t i r el a r r e s t o p r o v i s i o n a l d e l f u g i t i v o . — 2 8 6 (319 de id.) C ó m o d e b e r í a h a -
c e r s e l a d e m a n d a d e e s t e a r r e s t o . — 2 8 1 (320 de id.) O b s e r v a c i o n e s s o b r e l o s 
d o c u m e n t o s e n s u a p o y o . — 2 8 8 (£21 de id.) I n c o n v e n i e n t e s c o n s t a t a d o s e n 
B é l g i c a . — ¿ 8 9 (322 de id ) N u e s t r a o p i n i o n . — 2 9 0 (323 de id.) P r á c t i c a g e n e r a l . 
—291 (324 de id.) C o n d i c i o n e s á l a s q u e d e b e r í a s u b o r d i n a r s é el a r r e s t o p r o -
v i s i o n a l . — 2 9 2 (325 de id) D e m a n d a d e e x t r a d i c i ó n y d o c u m e n t o s j u s t i f i c a t i -
v o s . — 2 9 3 (326 de id.) A t r i b u c i o n e s d e l a a u t o r i d a d a d m i n i s t r a t i v a y d e 
l a a u t o r i d a d j u d i c i a l — 1 9 4 (327 de id.) C r i t i c a d e l a p r á c t i c a a c t u a l m e n t e e n 
v i g o r . - 2 9 5 (828 de id.) O p i n i o n d e P r e v o s t - P a r a d o l — 2 9 6 ( 3 2 9 de id.)Nuestra 
o p i n i o n — 2 9 " (320 de id.) A q u é e s t á o b l i g a d o e l M a g i s t r a d o l l a m a d o á e x a -
m i n a r l a d e m a n d a . — 2 9 8 (331 de id.) N e c e s i d a d d e a s e g u r a r l a c o m p e t e n c i a 
d e l J u e z q u e r e c l a m a e l f u g i t i v o . — 2 9 9 (382 de id.) C ó m o d e b e r í a s e r d e t e r -
m i n a d a l a n a t u r a l e z a d e l d e l i t o — £ 0 0 ( 3 3 3 de id.) N a t u r a l e z a d e l a p e n a . — 3 0 1 
(334 de id.) De l a r e t r o a c t i v i d a d d e l o s t r a t a d o s . — 3 0 2 (335 de id.) D e s u a p l i -
c a c i ó n e n el c a s o d e a n e x i ó n d e l t e r r i t o r i o e n q u e h a s i d o c o m e t i d o el d e l i -
t o . — 3 0 3 (886 de id.) O t r o s p u n t o s d i g u o s d e e x á m e n . — 3 0 4 (337 de id.) I n -
fluencia d e l a p r e s c r i p c i ó n d e l a a c c i ó n p e n a l y d e l a p e n a — 3 0 5 (8£8 de id.) 
L e y , s e g ú n l a c u a l d e b e s e r d e t e r m i n a d a l a n a t u r a l e z a d e l d e l i t o , e n t a n t o 
q u e t i e n e p o r e f e c t o i n f l u i r s o b r e el t i e m p o r e q u e r i d o p a r a la p r e s c r i p c i ó n . 

—306 (339 de id.) D e q u é p r e s c r i p c i ó n p o d r í a p r e v a l e r s e el c o n d e n a d o p o r 
c o n t u m a c i a — 3 0 7 (340 de id.) E x á m e n - d e l a c u l p a b i l i d a d p r e s u m i d a d e l a 
p e r s o n a c u y a e x t r a d i c i ó n s e r e c l a m a — 8 0 8 (341 de id.) E n q u é c a s o s p o d r í a 
r e h u s a r s e l a e x t r a d i c i ó n p o r m o t i v o s de o r d e n p ú b l i c o . — 3 0 9 ( 3 4 2 d e id ) E ] 
p r e v e n i d o « k b e r i a s e r a d m i t i d o s i e m p r e á s u d e f e n s a 81 i 
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T110 (343 de la edición francesa.) O b j e t o d e l p r e s e n t e c a p i t u l o . — 3 1 1 (344 de id.) 
G r a n c o n t r o v e r s i a r e s p e c t o d e l a e x t r a d i c i ó n d e l n a c i o n a l . —Argumenlos 
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emitidos en apoyo de la afirmativa, p o r 312 (£45 deid.) T i t t r r . a n . - 3 1 3 (346 deid.) 
l . e S e l l y e r — £ 1 4 (£47 de id.) T r é b u t i e n . - S 1 5 (348 de id.) D i v e r s o s j u r i s c o n s u l -
t o s . - : 3 . ^ (349 de id.) B o r s a i i . - S H (SEO de id.) P e s c a t o r e . - 3 1 8 (SEI de id.) 
F a u s t i D O - H é l i e — 3 1 9 (352 de id.) L e y e s e x t r a n j e r a s c o n t r a r í a s á l a e x t r a d i -
c i ó n d e l n a c i o n a l . — 3 2 0 (£53 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . - 3 2 1 '351 de id.) L a p r o -
t e c c i ó n d e b i d a a l n a c i o n a l , n o e s u n o b s t á c u l o á s u e x t r a d i c i ó n . — S 2 2 (355 
de id.) E n q u é l i m i t e s d e b e r í a s e r a c o g i d a l a d e m a n d a . - € 2 3 (356 de id.) N u -
m e r o s o s i n c o n v e n i e n t e s q u e r e s u l t a n d e l a n e g a t i v a a b s o l u t a á l a e x t r a d i -
c i ó n d e l n a c i o n a l . - 3 2 4 (357 de id.) E l n a c i o n a l n o p o d r í a r a z o n a b l e m e n t e 
q u e j a r s e d e s e r s o m e l i d o á l a e x t r a d i c i ó n . - 5 2 5 (858 de id ) S u c o n d i c i o n 
n o s e a g r a v a r í a b a j o el p u n t o d e v i s t a d e s u d e f e n s a — 3 2 6 ( 3 5 9 de id.) L a 
d i g n i d a d n a c i o n a l n o s e r i a l a s t i m a d a — 3 2 7 ( £ 6 0 d e i d . ) N o s e r i a i n d i f e r e n t e á 
l a j u r i s d i c c i ó n t e r r i t o r i a l s u s t i t u i r l a j u r i s d i c c i ó n p e r s o n a l . - 328 (361 de id.) 
E l p a t r i o t i s m o n o p o d r í a h a c e r a d m i t i r l a o p i n i o n c o n t r a r i a . — 3 2 9 (362 de 
idem.) C o n c l u s i ó n — £ ' 3 . 0 (£63 de id.) E n s a y o h i s t ó r i c o s o b r e l a e x c e p c i ó n e n 
f a v o r d e l o s n a c i o n a l e s — 3 3 1 (364 de ¡ d . ) O b s e r v a c i o n . - 3 3 2 ( 3 6 5 deid.) L e g i s -
l a d o r e s q u e h a n p r e s c r i t o l a e x t r a d i c i ó n d e l n a c i o n a l . — 3 3 3 (366 de id.) Opi -
n i o n d e K l u i t - 3 3 4 (367 de id.) D e C o l . b u r u . - 3 3 5 (368 de id.) D e K e n t . - 3 3 6 
(369 de id.) De J u l i o F a v r e — 3 8 7 (870 de id.) De C a l v o , B i l lo t , B o n a f ó s , Vi l le -
b r u n . — 3 3 8 ( 371 de id.) D e L e w i s , d e B u c c e l l a t i , d e " W a r t o n . d e B r o c h e r , de 
B l u n s t c h l i , de D a n a , d e H e f t e r (en n o t a ) . — 3 8 9 (372'd¿ id.) C u e s t i ó n p e r j u d i -
c ia l d e n a c i o n a l i d a d . — 3 4 0 (373 de id ) I n d i v i d u o c i u d a d a n o d e l E s t a d o r e -
q u e r i d o y d e l F s i a d o r e q u e r e n t e — 341 '374 de id.)Nuestra o p i n i o n . - 3 4 2 (375 
de id.) I n d i v i d u o n a t u r a l i z a d o — 3 4 3 (376 de id.) E x t r a d i c i o n d e l c i u d a d a n o d e 
u n a n a c i ó n t e r c e r a . - 3 4 4 (3 l7 de i d . ) N u e s t r a o p i n i o n . - 3 4 5 (378 de id.) P u e d e 
s e r ú t i l e n la p r á c t i c a a v i s a r a l G o b i e r n o d e l p a i s , a l c u a l p e r t e n e c e él 
a c u s a d o . — 3 4 6 (379 de id.) N o e s , s in e m b a r g o , n e c e s a r i o o b t e n e r el c o n -
s e n t i m i e n t o d e e s t e E s t a d o . — 3 4 7 (380 de id.) P r á c t i c a v i g e n t e en I t a l i a — 3 4 8 

(Sèi de id.) M a l h e c h o r r e c l a m a d o p o r u n E s t a d o , e n el c u a l h a i n f r i n g i d o l a s 
l e y e s p o r u n d e l i t o c o m e t i d o e n t e r r i t o r i o e x t r a n j e r o . — 349 (382 de id.) 
C u e s t i ó n p r o m o v i d a , r e l a t i v a á l a a p l i c a c i ó n d e l a r t . 6 o de l C ó d i g o p e n a l 
s a r d o d e 18C9—350 (£83 de id.) Quidjuris, s i h a b i a c o m e t i d o u n d e l i t o e n el 
p a í s e n q u e s e h a r e f u g i a d o . —351 (£84 de id ) C o n c u r s o d e v a r i a s d e m a n d a s . 
—352 (385 de id.) D e l o s m a r i n o s y d é l o s s o l d a d o s 
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:Í53 (386 de la edición francesa.) O b j e t o d e e s t e c a p i t u l o . — 3 5 4 (887 de id.) L a ex-
t r a d i c i ó n s e a d m i t i ó d e s d e l u é g o s ó l o r a r a l o s c r i m e n e s — 3 5 5 (388 de id.) 
S e e x t e n d i ó e n s e g u i d a á l o s d e l i t o s . - 3 5 6 (389 de id.) R e g l a s p r á c t i c a s . -
357 (890 de td.) T r a t a d o f r a n c o - i t a l i a n o — 3 ^ 8 '391 de id.) L o s d e l i t o s po l i -
t i c o s e s t a b a n d e s d e l u é g o c o m p r e n d i d o s e n el n ú m e r o d e l o s q u e p u e d e n 
m o t i v a r l a e x t r a d i c i ó n . - 359 (892 de id.) E s t e u s o h a p e r s i s t i d o h a s t a 
n u e s t r a é p o c a . — 860(893 de id.) O p i n i ó n d e I l e f f t e r . — 3 6 Í (394 de id.) D e 
Moh l .—362(395 de id.) D e M a i l f e r . — £ 6 3 (£96 de id) O p i n i o n c o n t r a r i a d e G e -
y e r . — 3 6 4 (397 de id.) S e h m a l z . - 3 6 5 (398 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . - 3 6 6 [S9& 
de id.) O b l i g a c i o n e s d e l E s t a d o q u e c o n c e d e a s i lo á l o s r e f u g i a d o s p o l í t i -
c o s — 3 6 7 (400 de id.) P r i n c i p i o s v i g e n t e s e n I t a l i a . - 3 6 8 (401 de id.) S i g n o s 
c a r a c t e r í s t i c o s d e l d e l i t o p o l i t i c o — 3 6 9 (402 de id.) D o c t r i n a d e H a u s . — 
¿ 7 0 (403 de id.) De F i l a n g i e r i . - 3 7 1 (404 de id.) N u e s t r a o p i n i o n . - S 7 2 ( 4 0 5 



de id.) A ten tado c o n t r a l a v ida de l s o b e r a n o . - 3 7 3 (406 de id.) Op in ión de 
Lord Stanley.—374 (407 de id.) T e n t a t i v a s h e c h a s p o r el G o b i e r n o f r a n c é s . 
—375 (408 de id.) Observaciones.—376 (409 de id.) N u e s t r a o p i n i o n — 3 7 7 (410 
ile id.) Hechos conexos con los de l i tos polí t icos.—378 (411 de id.) P r i n c i p i o s 
c o n s i g n a d o s e n los t r a t a d o s firmados p o r Italia.—379 (412 de id.) ¿La p i r a -
t e r í a p u e d e d a r l u g a r á la extradición?—385 (413 de id.) P r i n c i p i o s a d m i t i -
d o s e n A m é r i c a en la c a u s a Coll ius y e n la c a u s a F i r m a n . — 3 8 1 (414 de id.) 
Obse rvac iones s o b r e el t r a t a d o f ranco- i ta l iano .—382 (415 de id.) Los m i s -
m o s pr incipios son ap l i cab les á la t e n t a t i v a de del i to y á la compl i c idad . 363 
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383 (416 de la edición francesa.) Objeto del p r e s e n t e c a p i t u l o . - 3 8 4 (417 de id.) 
Cómo se ab re el p roced imien to de e x t r a d i c i o n . - 3 8 5 (418 de id.) R e g l a s v i -
g e n t e s e n Italia.—383 (419 de id.) L a d e m a n d a d e b e t r a s m i t i r s e p o r la vía 
diplomática.—387 (420 de ídem.) P u e d e d e r o g a r s e e s t e p r i n c i p i o p o r u n a 
c l á u s u l a del t r a t a d o . - 3 8 8 (-421 de idem.) D o c u m e n t o s s u m i n i s t r a d o s e n 
a p o y o de l a d e m a n d a , s e g ú n los c o n v e n i o s v i g e n t e s e n t r e noso t ros .—389 
('122 de id.) L a s depos ic iones de t e s t i g o s s e exigen p o r a l g u n o s G o b i e r n o s . 
—390 (423 de id.) Ind icac iones q u e d e b e n a c o m p a ñ a r á l a demanda .—391 
(424 de id.) D o c u m e n t o s : modo de l e g a l i z a r l o s . - 3 9 2 (425 de id.) Cómo s e 
o b t i e n e el a r r e s t o prevent ivo.—393 (426 de id.) P r o c e d i m i e n t o d e ex t r ad i c ión 
por p a r t e de l E s t a d o r e q u e r i d o . - 3 9 1 (427 de id.) C o m u n i c a c i ó n de los do -
c u m e n t o s e n apoyo de l a d e m a n d a al Gob ie rno de u n a t e r c e r a nación.—395 
(428de id.) C o n s e c u e n c i a s d e la c l á u s u l a r e l a t i v a á l e s c i u d a d a n o s d e u n a 
n a c i ó n t e r c e r a . —396 (429 de id.) ¿Cuándo p u e d e d i f e r i r s e la ex t r ad ic ión?— 
397(430 de id.) C o n c u r s o de jur isdicciones .—398 (431 de id.) N u e s t r a o p i -
n i o n — 3 9 9 (432 de id.) C o n c u r s o de demandas .—100 (433 de id.) E n e s t e c a s o , 
s i se h a d a d o c u r s o á la p r i m e r a d e r r a n d a en f e c h a l e g a l , ¿á q u é E s t a d o 
d e b e r á d i r ig i r se el G o b i e r n o q u e h a i n t e r p u e s t o l a s e g u n d a d e m a n d a ? — 
401 (434 de id.) Condic ion del ind iv iduo q u e , h a l l á n d o s e b a j o el p e s o d e dos 
d e m a n d a s de ex t rad ic ión , h a s u f r i d o y a la p e n a á q u e s e l e c o n d e n a s e e n el 
pa í s á q u e f u é e n t r e g a d o . —402 (435 de id). ¿Debe e n t r e g a r s e el e x t r a n j e r o 
j u z g a d o y a en el pa i s d o n d e s e r e f u g i ó p o r r a z ó n de u n de l i t o c o m e t i d o 
f u e r a de la f r o n t e r a de e s t e p a l s ? - 4 0 3 (436 de id.) A c u s a d o p r o c e s a d o p o r 
d e u d a s civi les . —404 (437 de id.) E x t r a d i c i ó n por t r á n s i t o . - 4 0 5 (438 de id.) 
Disposiciones de la ley b e l g a . - 4 0 t i (433 de id.) T r a t a d o s c e l e b r a d o s p o r el 
Gobierno i t a l i a n o . —407 (440 de id ) E v a s i ó n del e n t r e g a d o . — 4 0 8 (441 de id.) 
G a s t o s r e l a t i vos á la e x t r a d i c i o n . - 4 0 9 (442 de id.) R e s t i t u c i ó n de los o b j e -
t o s e m b a r g a d o s 
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410 (443 de la ed. franca) Ob je to del p r e s e n t e capitulo.—411 (444 de id.) R e g l a 
g e n e r a l r e spec to de la c o m p e t e n c i a de l Tr ibunal .—412(145 de id.) E f e c t o s 
de la f u g a r e l a t i v a m e n t e al ejercicio d e l a acción penal .—413 (446 de id.) Y 
r e l a t i v a m e n t e á los d e r e c h o s a d q u i r i d o s p o r el fug i t ivo .—414 (447 de id.) De -
r e c h o s de los dos Gobie rnos . —415 (4Í8 de id.) F u n d a m e n t o d e l a s e x c e p -
c iones r e l a t i v a s á la l ega l idad del juicio.—416 (449 de id.) L a e x t r a d i c i ó n 
c o n s e n t i d a con a u s e n c i a de t o d o t r a t a d o , ¿es regu la r?—417 (450 de id.) E l 
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T r i b u n a l al q u e s e l e h a e n c a r g a d o 
g u l a r i d a d d e la ex t r ad .c ion - « 8 (4»1 J ^ V d e a p l i c a . 
esto.—419 (452 de id) El T n b u m J ^ ¡ f ^ L ^ l (454 de id.) E l T r i -
c ion exac ta del t r a t a d o - 4 2 0 ( * * EJemp . I „/.) El 
b u n a i no e s t á l l a m a d o A a p b c a r e l a c t a de e x t r a d c ^ ^ ^ 
Gobierno r e q u e r i d o p u e d e exig i r q u e e P ° J S ° U c t o h a b i d o e n -
por el c u a l se cons in t ió la•"^'»•J^^O.-WUB (456 b i s de 
i r é I n g l a t e r r a y los ^ d o s - L m s po ¡ ^ ¡ ^ n 0 p u e d e 0 b t e -
idem.) O b s e r v a c i o n e s del a u t o r . - 4 - i O e m o s t r a c i o n d e 
ner p r ó r o g a p o r p a r t e del p ^ r q u e e l ju ic io s e a H-
es t a r eg la .—426 (439 deid.) A ^ ^ " ¿ ^ f K i S u n a l n o e s t á o b b -
m i U d o . - 4 * 7 ( 4 6 0 d e i d . ) s e lo i m p o n g a - 4 2 9 
g a d o á l imi t a r el ju ic io si n o exis te ley a l g u n a q ^ ^ ^ 
(462 de i d ) L a s C á m a r a s d e a c n m n o d e l a c u s a d o . -
iadoB- - 4 3 0 (463 de id.) E x t r a d i c i ó n v o l u n t a r i a p o r d e m a n o 

431 (461 de id, Ju ic ios de l o s T r i b u n a s „ ^ ^ 

d a d e r o ob je to de ta c o n ^ - f ^ l o n e , - ^ 1 « * * > 
j u r i s p r u d e n c i a — 4 3 4 46, de , « u e tea opmion._ 
A r g u m e n t o s c o n t r a r i o s de D u v e r d y . - « b (4bJ ' e x t e n d e r l a com- . 
437 (470 de id.) El acusado p u e d e con su consentimiento e n F r a n c i a . -
pe t enc i a del T r i b u n a , - 4 3 8 (471 de i d , D o c t n n a — e n ^ ^ ^ ^ 
V439 (472 de id.) N u e s t r a o p . m o n . - 4 4 0 (473 Je d. V ^ ^ c 0 . 
el t r a t a d o e n t r e I ta l ia y l ™ a . J 4 1 ^ (476 de id.) 
nexos.—442 (475 de id.) C o n d u j o e n t r e toba y b e n t r e H a . 
N u e s t r a o p i n i o n - 4 4 4 (477 de id ) ® ( f l 9 de u l ) D e la r e g u l a -

b a t e con t r ad i c to r io 

C A P Í T U L O X . - D E L A A S . S T E N C A J U D I C I A L I N T E R N A C I O N A L . -

D E L A S R E Q U I S I T O R I A S . 

448 (481 de „ ed. , » „ . ) Obje to de ^ ^ ¿ ¡ S S ' ^ S J ^ Í 
de id.) É s t a s d i f ie ren de l a s q u e e s t o ® J ^ E s t a d o s - 4 5 1 
(48:1 de id.) Derecho y deber de a s i s t enc i a jud ic ia l en ^ ^ 

(484 de id ) Modo de t r a s m i t . r a ^ ^ ^ ( 4 8 8 & id.) R e q u i -
I ta l ia —454 (487 de id.) E j e c u c i ó n de l a _ r e q u j . t o r a ^ ^ 
s i t o r i a s d i r i g ida s á los C o n s u l e s - ^ 6 ( l 8 y j U e n v l g o r 

p u e d e e x t e n d e r s e á l o s de l i tos ^ h t i c o r t - W ^ « V m a n i a , r e l a t i v a s al 
e n I t a l i a - 4 5 8 (491 deid.) D.ficu t a d e s e n t r e « a b a 5 n ; t i f i c a c i o n d e 

Conde Arnim.—459 (492 de id.) ^ ^ ¡ Z Z o , en f avo r de la no -
s u c o n d e n a a l Conde A r n i m - 4 6 0 (493 de .d.) r e q u i s i t o r i a , 
t if icacion.—461 (494 deid.) < ^ ^ ^ £ ¡ £ £ ( « 1 id"> R e q U Í S Í t ° ' 
—462 (495 de id). Opinión de C o n s e j o d e j a d o . ^ d e l E s t a d o 



s u j e t a la e jecuc ión de las r e q u i s i t o r i a s - 4 6 7 finí) , 
468 (SOI de id.) Id ioma en q u e deben e s f , ! ^ ] S ' S t e m a d e 

q u e r e s u l t a n de e H a s - 4 7 0 5 0 3 ^ u ) M a l í T ~ m m Gast<* 
el e x t r a n j e r o . - 471(504 d U I V e r , d e i t ™ "" ^ ^ r e S ¡ d e n t e s 

ticia.—472 (505 & id') Cr i t ica e r a T a d f . Í , " C ° m P a r e c e n c i a - i « -
idem.) I n d e m n i d a d e s a t r i b u i d a s 7 l n s f ° - 7 S u i z a - ^ ( 5 0 6 de 
conduc to .—175 (508 de id.) C o n f r o n l a c i o n c o i f T ' J 4 - ? ® 7 * «•) 
e x t r a n j e r o ; t r a s m i s i ó n de d o c u m e n t o s raZ '¡ ^ detenido en * 
a c t a s ' . . . . ! ( C ¡ d ) K « i f i c a c i o n de las 

A P É N D I C E . 

ESPAÑA . - L E V E S V TI!ATADOS R E F E R E N T E S . ^ ^ ^ 

i ~ d ° e n S d e e X t r a d i C ¡ 0 D e n t r e E s p a ñ a y A l e m a n i a en 

^ ^ ^ ' ^ ' l ^ e n ^ ü ^ 0 ^ de a n d o r r a él I 7 d e j u -
con el P r i n c i p a d o de C a t a l u ñ a p o " T ^ S T ^ ^ " " ** ^ ^ 
a q u e l t e r r i t o r i o á los e n e m i g o s d d s „ ¿ f T Q U e d i « b a 
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lierberiscas fRegencias) h e l a s e n 17 de J u n i 0 d e 1870 469 

Estados-Unidos de América—e o n v é ñ i ñ Vn ' i ' ' " 483 
j los E s t a d o s - U n i d o s d . ^ Í " 0 0 C

1 f (
l e b r a d o E s p a ñ a 

•le 1877 e n c a y flrmad° « Madrid en 5 de E n e r o 

T S S A S A A ^ ' ^ « M.-- 184 

3 6. a . ¡5. el s e ñ o r P r í n c i -

pe de Monaco, p a r a a s e g u r a r la r e c i p r o c a ex t rad ic ión de m a l h e c h o r e s e n ^ 

los dos p a í s e s 
Países-Bajos.-Conrenio d e ex t rad ic ión e n t r e E s p a ñ a y los P a í s e s - B a j o s , t i r -

m a d o e n el H a y a el d ia 6 de Marzo da 1879. 5 ' 
Portugal.—Convenio p a r a la r ec ip roca ex t r ad i c ión de m a l h e c h o r e s e n t r e Es -

p a ñ a y P o r t u g a l , firmado en L i s b o a el 25 de J u n i o de 1837 •»-• 
Bus i« .—Convenio de ex t rad ic ión celebrado ' e n t r e E s p a ñ a y R u s i a e n 21 (9) d e 

Marzo de 1877 ¡ ^ 
Apéndice segundo 




